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Prólogo


 Para quien ha dedicado gran parte de su vida profesional como profesora universitaria y abogada al estudio y la aplicación de las normas que conforman el Derecho procesal civil, una obra como la que tengo el honor ahora de prologar es siempre una magnífica noticia.

En breve celebraremos el vigésimo aniversario de la Ley de Enjuiciamiento Civil, es decir, que ya ha cumplido una sexta parte de la edad que atesoró la anterior Ley de Enjuiciamiento de 1881.

Todas las normas de rango legal están llamadas, de acuerdo con su concepción como normas ordenadoras de la convivencia en sociedad, a perdurar en el tiempo y es por ello que, en una época como la presente en la que las profecías sobre la legislación motorizada ya se han hecho triste y cruda realidad, el hecho de que una norma legal como la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, vaya a cumplir veinte años, es una noticia que a quienes nos dedicamos al Derecho ha de congratularnos.

En todos estos años se han ido consolidando los nuevos principios que esta Ley aportó respecto de su antecesora y, muy especialmente, la introducción de la oralidad en el funcionamiento real de los procesos civiles. Éste fue uno de los grandes aciertos de la LEC 1/2000, y al buen éxito de la oralidad han contribuido tanto los abogados como los magistrados. Debo recordar que el Consejo General de la Abogacía Española —de la mano del profesor Joan Picó Junoy, uno de los directores de esta obra— presentó cerca de mil enmiendas al Proyecto de LEC, lo que, como siempre nos recuerda Eugenio Gay Montalvo, fue fundamental para perfeccionarlo y alcanzar el mejor texto de la definitiva LEC.

Como es evidente, esta norma legal no queda al margen de la constante modificación legislativa, produciéndose de forma cadenciosa reformas de mayor o menor calado, si bien alguna de ellas haya sido extraordinariamente llamativa como la que afectó en un mismo año a la regulación de la subasta electrónica (artículo 648 y ss. de la LEC), reformada por la Ley 19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma administrativa en el ámbito de la Administración de Justicia y del Registro Civil, y por la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. En cualquier caso, las modificaciones no privan a la Ley 1/2000 del espíritu y de las ideas conformadoras que, como la apuntada de la oralidad, la inspiraron y vertebraron. Dichos cambios se han sucedido, en ocasiones impulsados por la progresiva acción del Derecho de la Unión Europea y en otras para acomodar la legislación procesal civil a la implantación de las tecnologías de la información en el ámbito de la Administración de Justicia.

Esta implantación, a veces precipitada y con resultados que, sin ánimo peyorativo, cabe calificar de desafortunados en algunos ámbitos, ha generado una cierta confusión entre los operadores jurídicos y los integrantes de la Administración de Justicia, a pesar de la corrección técnica de la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia. Esas insuficiencias en la aplicación en la práctica de las «nuevas tecnologías» en el ámbito de la Justicia se han debido, a mi juicio, a la ya apuntada precipitación y, una vez más, a la carencia de medios que se ha dedicado a la efectiva implantación de tales herramientas, que siempre debe ir acompañada de la formación inicial y continua del personal que ha de emplearlas y del suministro de los medios materiales —terminales, software, mecanismos de interoperabilidad, etc.— necesarios para que los designios del legislador no queden en papel mojado.

Debe además repararse, en relación con esta cuestión, en que los abogados, desde hace ya más de veinte años, nos regimos en nuestra actuación por el principio de colegiación única, en virtud del cual solo hemos de colegiarnos en el Colegio de la Abogacía en el que radique nuestro despacho profesional, único o principal (artículo 3.3 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios profesionales, en la redacción dada por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio —Ley «Ómnibus»—). Quiere ello decir que, en virtud de dicha única colegiación, podemos ejercer en todo el territorio del Estado —o incluso en otras jurisdicciones, como resulta de los Tratados internacionales o regionales de los que España es parte, o en conflictos transfronterizos—; pero como consecuencia de los apuntados defectos en la implementación de las tecnologías de la información en la Administración de Justicia, sin estar garantizada la adecuada interoperabilidad de los sistemas informáticos empleados por el Ministerio de Justicia y por aquellas Comunidades Autónomas que tiene transferida la competencia en materia de Administración de Justicia, hemos padecido en nuestro ejercicio profesional situaciones que parecían desterradas tiempo atrás, por la imposibilidad o el retraso, según los casos, en el acceso al uso de sistemas de la competencia de Administraciones diferentes al del lugar de colegiación.

Aún hoy, algunos de los extremos esenciales de la regulación y la aplicación de dichas tecnologías, como es el caso del cómputo de plazos de las notificaciones hechas por vía telemática no atendidas por los profesionales en el plazo de tres días hábiles o el de la viabilidad para notificaciones del mes de agosto, siguen sin estar plenamente resueltos.

Por ello, y a la espera de la jurisprudencia del Tribunal Supremo o, en su caso, del Tribunal Constitucional sobre estas y otras cuestiones, habrá de esperarse a la precisión que al respecto pueda efectuar el legislador.

Y es que, pese a la mejora de nuestra justicia civil en los últimos tiempos por la aprobación de la LEC en 2000 y la ampliación de la planta judicial, lo cierto es que la aplicación diaria de la norma procesal civil de cabecera no está exenta de problemas. Esta obra los identifica y les da solución. Por ello, estamos ante una obra muy útil para profesionales y profesores pues presenta respuestas fundamentadas a las preguntas más frecuentes sobre la Ley de Enjuiciamiento Civil. Por mi propia experiencia, la lectura y el análisis de la norma, desconectados de su aplicación práctica, están llamados a generar respuestas incompletas a los problemas derivados de la vida en sociedad, al no poder captar las disposiciones, por muy extensas y ambiciosas que sean, la completa riqueza de los matices que resultan de las interacciones humanas y de sus necesidades y conflictos.

Aun siendo conscientes de la dificultad de la empresa, los autores de esta magna obra han confeccionado cerca de 5.000 preguntas que hallan aquí adecuada respuesta.

El plan de la obra obedece al reconocido prestigio pedagógico, si se me permite la expresión, de sus autores, de manera que las preguntas han sido sistematizadas por artículos de la LEC, lo que facilita en gran medida al lector, profesional u ocasional, la rápida localización de la cuestión que pueda ser de su interés.

Las respuestas se fundamentan en la jurisprudencia del Tribunal Supremo y las Audiencias Provinciales, pero también en la doctrina surgida del Tribunal de Justicia de la Unión Europea —que tanta incidencia ha tenido en los últimos tiempos en materia de tutela de los derechos e intereses de los consumidores, por ejemplo, en los art. 552.1.II, 695.1.4ª o 815.4 LEC— y de la Dirección General de los Registros y del Notariado, básica, por ejemplo, en materia de ejecución civil.

La presente monografía es un rico instrumento de consulta permanente no solo para los abogados y procuradores, sino también para jueces y letrados de la Administración de Justicia, pues aquí encuentran resueltas gracias al entramado de resoluciones judiciales y administrativas seleccionadas muchas de las cuestiones que, en más de una ocasión, se habrán formulado a lo largo de su actividad profesional.

Como ya he apuntado, otro de los grandes valores de esta rigurosa y precisa obra lo encontramos en sus autores, de los que debo destacar la interdisciplinariedad de los mismos y la calidad de su trabajo. Abogados, Procuradores de los Tribunales, Magistrados, Letrados de la Administración de Justicia y Profesores Universitarios se han unido para alcanzar un objetivo tan complejo como preguntarse qué problemas está planteando la Ley de Enjuiciamiento Civil y buscar su solución en la doctrina de los tribunales. Al frente de esta magna obra encontramos a los directores de la centenaria «Práctica Procesal Civil, Broca-Majada-Corbal», que con sus 10 tomos y sus 23 ediciones se ha situado como el punto de referencia fundamental del procesalismo civil español. Ahí se afrontan con exhaustividad comentarios sistemáticos a todas las materiales procesales, como lo hace ahora esta obra en forma de preguntas y respuestas. Sin duda alguna, se trata de un complemento ideal a esta imprescindible obra del derecho procesal civil.

En definitiva, se trata de una obra excelente que viene a resolver muchas de las preguntas que diariamente nos formulamos los profesionales del derecho. Por ello, felicito el acierto —y la paciencia— que han tenido sus autores, pues nos presentan un estudio que facilita enormemente nuestro trabajo diario ante los tribunales y en nuestros despachos.

Madrid, 29 de mayo de 2019

Victoria Ortega Benito

Presidenta del Consejo General de la Abogacía Española






Nota de los directores


 Como la obra ya es objeto de Prólogo por una eminente jurista, sus directores limitan el preámbulo a esta breve Nota, con la finalidad de saludar a los lectores y exponer a grandes rasgos sus objetivos.

En la segunda edición de esta obra, la voluntad de los autores ha seguido siendo trasladar la experiencia profesional de la Abogacía, Judicatura, Procuraduría, Letrados de la Administración de Justicia y la Universidad en la aplicación práctica de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Para ello se han formulado más de 5.000 preguntas y respuestas efectuadas desde todos los ámbitos del proceso civil, dando solución a los problemas que de ordinario se dan en la instancia para la resolución de los conflictos jurídicos, basando las opiniones en sentencias de los distintos Tribunales de Justicia del país, en resoluciones de la DGSJFP u opiniones doctrinales acreditadas.

Pretendemos ofrecer respuestas a preguntas que en el día a día del ejercicio profesional se formulan los operadores jurídicos y, respecto de la que los Tribunales ya se han pronunciado al objeto de conformar una doctrina en la materia.

Con la bibliografía general se pretende ofrecer el punto de referencia básico de la jurisprudencia seleccionada sobre una determinada materia al objeto de que el jurista pueda ampliar rápidamente su campo de conocimientos.

En definitiva, como indicamos, el profesional de los tribunales encontrará en esta obra un excelente instrumento de trabajo pues hallará la solución a la mayoría de las dudas que se le pueden presentar en cualquier proceso civil.

Septiembre, 2022

Joan Picó i Junoy

Federico Adán Domenech

Pablo Izquierdo Blanco
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Título Preliminar De las normas procesales y su aplicación



Artículo 1 Principio de legalidad procesal






1 ¿Qué supone el principio de legalidad procesal?



 
Principio de legalidad procesal






a) Que no cabe el proceso convencional, por lo que la regulación del proceso queda fuera del ámbito de la autonomía privada. Igualmente se rechazan los procesos abusivo y fraudulento (arts. 11.2 LOPJ y 247 LEC).

b) La costumbre no es fuente de derecho procesal. Así lo declara la Sentencia de 28 de abril de 1998 que añade: «no hay una opinio iuris seunecessitatis del Juez, ni de las partes, de la repetición de actos en el ámbito del proceso, ni hay usos jurídicos que tengan la consideración de tales». Por consiguiente no cabe invocar costumbres procesales. Bajo la LEC 1881 se argumentaba para negar a la costumbre el carácter de fuente del Derecho procesal con base: en el principio de la seguridad jurídica, en que se trata de una materia sujeta a la reserva de ley (art. 149.1.6.ª CE) y en el carácter público de las normas procesales. El Derecho procesal no es un producto espontáneo de la vida social, ni siquiera de los denominados «operadores jurídicos», sino del legislador. Y así se consagra en el art. 1 LEC 2000. Sólo cabe aplicar la costumbre cuando un precepto de ley así lo reconozca. Ocurría así en los supuestos del antiguo art. 645.1 LEC («a toda subasta se dará publicidad por medio de edictos, que se fijarán en el sitio destacado, público y visible en la sede de la Oficina Judicial y lugares públicos de costumbre») hoy substituido en la reforma de la Ley 19/2015, 13 julio por la publicidad en el BOE y el portal de la Administración de Justicia; 677 LEC («la administración para pago se atendrá a lo que pactaren ejecutante y ejecutado; en ausencia de pacto, se entenderá que los bienes han de ser administrados según la costumbre del país»); y 708.2 LEC (que a propósito de la condena a la emisión de una declaración de voluntad, si no estuviesen predeterminados algunos elementos no esenciales del negocio o contrato sobre el que deba recaer la declaración, dispone que «el tribunal, oídas las partes, los determinará en la propia resolución en que tenga por emitida la declaración, conforme a lo que sea usual en el mercado o en el tráfico jurídico»).

c) Tampoco son de aplicación las normas reglamentarias.

El principio de legalidad procesal no obsta, sin embargo, a la aplicación de los principios generales del derecho. La doctrina jurisprudencial exige la necesidad de acreditar su vigencia, con cita de la Ley o de la jurisprudencia que lo establezcan, y su aplicación al caso.

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 38.]











2 ¿Qué se entiende por usus fori (stylus curiae)?



 
Usus fori






Son las prácticas seguidas en determinado o determinados tribunales, cuyo peligro procesal se halla en que hay tantos como tribunales y que pueden convertirse en corruptelas. En principio debe decirse que el rechazo de la costumbre se extiende también a los usos o prácticas forenses, de modo que los usus fori no pueden invocarse como fundamento de cualquier petición o impugnación. Y así lo tiene declarado el TS (S. 11 junio 1945). Sin embargo resulta conveniente distinguir las prácticas habituales -«especial forma de hacer las cosas en cada órgano judicial» (Gascón Inchausti, Rev. Tribs. Just. 1999/2)- que son conformes a la ley, de los usos que contradicen la norma legal. Respecto de las primeras, dice Gascón, que «esa especial forma... en la medida en que es uniforme y reiterada en el tiempo, se la denomina "usos forenses", en ocasiones estos usos tendrán la consideración de costumbre secundum legem: constituyen la concreción al terreno de lo concreto de lo previsto en abstracto por la ley; aunque, como señala Ortells, ello "no supone, respecto a lo que pueda deducirse de la interpretación de la ley, un plus normativo cuya infracción puede viciar el correspondiente acto procesal"». Los segundos, conocidos con la denominación de «corruptelas», en cuanto acaban por deformar y tergiversar el mandato del legislador, encajan en el concepto de costumbre contra legem, y no tienen ningún valor.

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 40.]










3 ¿Tiene el Estado competencias exclusivas en materia procesal?



 
Competencias procesales del Estado






La respuesta es afirmativa, el Estado tiene competencia exclusiva respecto de la legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas (art. 149.1.6.ª CE). Respecto de la facultad atribuida a las CCAA, la STC Pleno 243/2004, de 16 de diciembre, señala que «las singularidades procesales que se permiten a las mismas han de limitarse a aquellas que, por la conexión directa con las particularidades del Derecho sustantivo autonómico, vengan requeridas por éstas (SSTC 71/1982, de 30 de noviembre, FJ 20; 83/1986, de 26 de junio, FJ 2; 121/1992, de 28 de septiembre, FJ 4; 127/1999, de 1 de julio, FJ 5), correspondiendo al legislador autonómico o, en su defecto, a quienes asuman la defensa de la Ley en su caso impugnada, ofrecer la suficiente justificación sobre la necesidad de alterar las reglas procesales comúnmente aplicables por venir requeridas por las particularidades del Derecho sustantivo autonómico, salvo que del propio examen de la Ley se puedan desprender o inferir esas "necesarias especialidades" (STC 127/1999, de 1 de julio, FJ 5)».


Jurisprudencia: STC (Pleno) 57/2022, de 7 abril; STC (Pleno) 37/2022, de 10 de marzo; STC (Pleno) 28/2022, de 24 de febrero; STC 13/2019, de 31 de enero; STC 47/2004 de 25 de marzo (BOE núm. 99, 23 abr. 2004) y STC (Pleno) 13/2019 de 31 de enero (BOE núm. 46, 22 feb. 2019).











4 En los supuestos de reforma legal de la ley procesal, ¿cómo afecta ello al proceso judicial en trámite?



 
Proceso judicial en trámite






En los procesos que estuvieren en trámite en cualquiera de sus instancias a la entrada en vigor de una norma procesal nueva o reformada, continuarán sustanciándose hasta que recaiga sentencia en dicha instancia conforme a la legislación procesal anterior, salvo disposición expresa en contra en la propia norma procesal reformada.


Jurisprudencia:  AAP Barcelona, Sección 11ª, 124/2012 de 6 de junio.











5 ¿Es posible que por vía estatutaria, una comunidad de propietarios modifique consecuencias procesales (costas) en relación a los procedimientos judiciales que se sigan entre los copropietarios?



 
Costas en procedimientos judiciales de comunidades de propietarios






La respuesta es negativa, en los procesos civiles, los tribunales y quienes ante ellos acudan e intervengan deberán actuar con arreglo a lo dispuesto en la Ley. Por tanto, decidir sobre las costas procesales aplicando el art. 394 LEC con prevalencia sobre las previsiones estatutarias de la comunidad supone ajustarse al principio de legalidad procesal. Además, este acuerdo estatutario limita por anticipado, las expectativas o posibilidades de defensa del comunero, atentando asimismo contra la tutela judicial efectiva proclamada en el art. 24 de la CE.


Jurisprudencia: STS 146/2012 de 26 de marzo, rec. 415/2008.











6 En el caso de que se presente a los autos un documento en lengua extranjera, no traducido a idioma oficial, sin que el mismo sea impugnado de contrario, ¿tiene validez procesal dicho documento a los efectos de ser tomado en consideración?



 
Validez procesal de los documentos en lengua extranjera






La respuesta es negativa, el documento tiene nula eficacia o validez procesal, con independencia de si dicho documento ha sido o no impugnado, puesto que, al tratarse de normas procesales (art. 144 LEC) las que regulan la eficacia de los documentos en idioma no oficial no traducido, son de orden público y han de ser aplicadas de oficio de acuerdo con el referido principio de legalidad procesal.


Jurisprudencia: SAP León, Sección 2ª, 266/2016 de 17 de octubre, rec. 272/2016.












Artículo 2 Aplicación en el tiempo de las normas procesales civiles






7 ¿Qué implica la Irretroactividad de las leyes procesales?



 
Irretroactividad






La norma de la irretroactividad significa que no cabe aplicar las normas procesales a actos procesales -es decir, producidos dentro de un proceso- anteriores a la entrada en vigor. Como dice la S. 18 abril 1988, «cuando se dicta una ley procesal no se aplica retroactivamente a procesos anteriores, sino a los actos procesales que se producen a partir de su entrada en vigor.» El art. 9.3 CE dice que la Constitución garantiza la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales. Y el TC ha interpretado el precepto en la Sentencia del Pleno, 131/2001, de 7 de junio, diciendo que la pretendida infracción del principio irretroactividad recogido en el art. 9.3 CE no puede prosperar por cuanto el principio de irretroactividad de las leyes consagrado en el art. 9.3 de la Constitución, concierne sólo a las sancionadoras no favorables y a las restrictivas de derechos individuales, en el sentido que hemos dado a esa expresión (SSTC 27/1981, de 20 de julio, FJ 10; 6/1983, de 4 de febrero, FJ 2; 150/1990, de 4 de octubre, FJ 8; 173/1996, de 31 de octubre, FJ 3), a saber, que la «restricción de derechos individuales» ha de equipararse a la idea de sanción, por lo cual, el límite de dicho artículo hay que considerarlo como referido a las limitaciones introducidas en el ámbito de los derechos fundamentales y de las libertades públicas (del Título I de la Constitución) o en la esfera general de protección de la persona (STC 42/1986, de 10 de abril, FJ 3). Ello hace inviable la invocación de esta norma para afirmar el respeto debido a unas situaciones jurídicas que, si hubieran de identificarse como pretensiones tuteladas por la norma en cuestión, no tendría otros titulares que los entes públicos.


Jurisprudencia: STC 99/1986, de 11 de julio (BOE núm. 175, 23 jul. 1986).



[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 44.]











8 ¿El examen de congruencia de una sentencia dictada en un proceso iniciado bajo la vigencia de la LEC 1881 debe examinarse con arreglo al sistema procesal establecido en la LEC 1881?



 
Congruencia de una sentencia en un proceso iniciado con la LEC 1881






La respuesta es afirmativa, el artículo 2 LEC establece con carácter general el criterio de la irretroactividad de las leyes procesales, sin distinción entre las normas de procedimiento y las que regulan instituciones procesales de otra naturaleza, y «únicamente permite, tal como se desprende a contrario [por contraposición lógica] del artículo 9.3 CE, y directamente del artículo 2.3 CC, que pueda establecerse otra cosa en disposiciones legales de Derecho transitorio. Cualquiera que sea el alcance que se atribuya a las disposiciones transitorias 2.ª a 4.ª LEC 2000, con arreglo a este principio general de irretroactividad de las leyes procesales el examen de congruencia de una sentencia dictada en un proceso iniciado bajo la vigencia de la LEC 1881 ha de examinarse con arreglo al sistema procesal establecido en la LEC 1881».


Jurisprudencia: STS 113/2011 de 22 de febrero, rec. 14434/2007.











9 En los supuestos de juicios por accidente de circulación, en los que el accidente acaeció con anterioridad a la entrada en vigor de Ley 35/2015 de 22 de septiembre (1/1/2016) y, la demanda se interpone con posterioridad. ¿Es exigible a las partes, la presentación de la reclamación previa frente a la compañía aseguradora?



 
Presentación de reclamación previa frente a compañía aseguradora






La respuesta es negativa, por aplicación de la DT única de la Ley 35/2015, que prevé que «1. El sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación que establece esta Ley se aplicará únicamente a los accidentes de circulación que se produzcan tras su entrada en vigor. 2. Para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación ocurridos con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley subsistirá y será de aplicación el sistema recogido en el Anexo y en el Anejo del Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre».


Jurisprudencia: AAP Álava, sec. 1ª, 63/2016 de 3 de mayo, rec. 204/2016.











10 ¿Es factible que, ante supuestos de reforma legal operados entre la primera y segunda instancia, la misma sea tomada en consideración por el Tribunal al resolver la segunda instancia?



 
Supuestos de reforma legal y resolución del Tribunal en primera o segunda instancia






La respuesta es negativa, en primer lugar, será necesario acudir a lo que respecto de la aplicación transitoria establece la ley reformadora en relación con el art. 2 LEC, pero no parece lógico, dentro de la estructuración secuencial y racional mínima de un proceso, posibilitar la aplicación de una norma que modifica una de las medidas judiciales básicas de todo proceso directamente en segunda instancia, sin haber dado oportunidad a la de primera instancia, que es la resolución que debe revisarse en segunda, de pronunciarse al respecto (puesto que no estaba en vigor la norma). De aceptarse tal tipo de planteamiento, en realidad, la sentencia de apelación haría más bien funciones de Tribunal de primer grado, lo que carece de toda racionalidad.


Jurisprudencia: STSJ Valencia, Sala de lo Civil y Penal, 1/2012 de 24 de enero, rec. 5/2011.











11 En supuestos de modificación legal de la norma procesal en el transcurso de un proceso, ¿el principio de irretroactividad de las normas es tan absoluto, que impide la aplicación de la nueva norma procesal al trámite aún pendiente de sustanciarse en el futuro?



 
Principio de irretroactividad de las normas






La respuesta es negativa, el principio de irretroactividad de las normas implica que la nueva norma vigente respeta las situaciones jurídicas creadas bajo el amparo de la anterior norma derogada así como los efectos ya producidos mientras ésta estaba vigente. La aplicación inmediata a partir de la fecha de la vigencia es respetuosa con el principio de irretroactividad de las normas en relación con los efectos ya producidos. Así la demanda presentada es válida y surte los efectos que le son propios, la iniciación del proceso, el señalamiento para el juicio y la citación a la parte demandada, pero no asegura un inexistente derecho adquirido a la total tramitación del proceso de acuerdo con la antigua norma, a la que se dotaría en tal caso de ultractividad (permanencia de su aplicación pese a la entrada en vigor de la nueva norma). Por otra parte, la aplicación inmediata es más propia y adecuada a las normas de derecho público como lo son las procesales


Jurisprudencia: STSJ Madrid, Sala Social, Sección 6ª, 556/2016 de 21 de julio, rec. 465/2016 y STC 83/2005 de 7 de abril (BOE núm. 111, 10 de mayo de 2005).











12 ¿Puede exigirse para la admisión de la demanda, un requisito procesal que al tiempo de presentarse la misma conforme a la Ley aplicable a ese momento procesal, aún no era necesario?



 
Requisito procesal para admisión de la demanda






La respuesta es negativa, dado que los preceptos que impidan el acceso a la jurisdicción han de ser interpretados en sentido estricto, conjugando los intereses en juego y la finalidad que persigue la norma a la hora de restringir el acceso a la jurisdicción.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 12ª, 275/2013 de 27 de marzo, rec. 833/2012 y STC 3/1983 de 25 de enero (BOE núm. 41, 17 feb. 1983).











13 ¿Qué implica el que los procesos civiles se sustancien con arreglo a las normas procesales vigentes?



 
Sustanciación de los procesos civiles






La regla es que un proceso como conjunto unitario se rige por la normativa procesal vigente cuando se inició, cualquiera que sea el momento en que se realice al acto procesal y la norma procesal que tenga entonces vigor. Ello significa que es indiferente la fecha en que haya nacido el derecho o situación jurídica que constituye el objeto del proceso -fondo del asunto-, o la normativa sustantiva que a la misma sea aplicable. La doctrina jurisprudencial distingue entre el derecho en si, y el ejercicio de este derecho, quedando fijado el primero en su existencia y términos con arreglo a la legislación que le vio nacer, mientras que, por el contrario, su ejercicio se atemperará al momento en que haya de tener lugar y al derecho adjetivo que entonces rija. Así lo establece también la disposición transitoria cuarta del CC conforme a la cual «las acciones y los derechos nacidos y no ejercitados antes de regir el Código subsistirán con la extensión y en los términos que les reconociera la legislación precedente»; pero sujetándose en cuanto a su ejercicio, duración y procedimiento para hacerlos valer a lo dispuesto en el Código. Sin embargo, la regla anterior, a diferencia de la de irretroactividad, no es absoluta porque admite su modulación por la nueva Ley en las disposiciones transitorias. El proceso es una serie o sucesión de actos procesales que, con encadenamiento lógico, se van produciendo en el tiempo. Las distintas unidades de tiempo, y su articulación en el procedimiento, determinan que haya instancias, fases o periodos, plazos y términos, y momentos procesales. Si la irretroactividad significa que no cabe aplicar una norma procesal a actos anteriores a su vigencia, y la regla general, no absoluta, determina que un proceso se rige por la normativa procesal en vigor cuando se inició, no obstante cabe la posibilidad, sin afectar a la irretroactividad, de que la nueva Ley declare aplicable su nueva normativa a las instancias, fases o periodos o momentos procesales, o incluso únicamente a determinados incidentes o incidencias o a actos procesales concretos que se produzcan a partir de su entrada en vigor o de la fecha que establezca. Y ello tiene lugar mediante las disposiciones legales que regulan el derecho intertemporal denominadas «transitorias».

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 45.]











Artículo 3 Ámbito territorial de las normas procesales civiles






14 ¿Qué es el principio de la territorialidad o lex fori?



 
Principio de la territorialidad






El principio significa que no cabe invocar como infringida una norma procesal de un estado extranjero, no sólo ya cuando en el proceso civil que se tramita en España hay elemento extranjero (subjetivo: parte; o derecho sustantivo aplicable), sino ni siquiera cuando se trata de cumplimentar una diligencia o despacho de un país extranjero -incluso aunque sea de la UE-. El principio tiene dos tipos de excepciones: 1) Las que puedan prever los Tratados y Convenios Internacionales. El art. 96.1 CE dice que «los Tratados Internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del derecho internacional.» 2) La segunda excepción es que la norma del art. 3 hace referencia a las normas procesales, por lo que no es aplicable a aquéllos aspectos del proceso regidos por derecho sustantivo. El tema es complejo porque en principio norma procesal es toda aquella que regula una faceta del proceso, con lo que la contradicción está servida. Y el problema se agrava, no ya porque no es relevante la naturaleza del texto legal en que se ubica la norma, sino porque una misma materia puede ser bifronte.

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 45.]











15 ¿Puede el Tribunal español valorar la actuación de un tribunal extranjero por la vía de la cooperación judicial internacional o auxilio judicial?



 
Valoración de la actuación de un tribunal extranjero en funciones de auxilio judicial internacional






La respuesta es negativa, se aplica el principio de la territorialidad —lex fori regit processum— a los actos procesales del órgano jurisdiccional (resoluciones procesales), de las partes y de tercero, y al procedimiento o trámite —tiempo (términos, plazos y momentos) y forma de los actos procesales—. La norma del art. 3 LEC tiene carácter unilateral. Regula únicamente la actuación de los tribunales españoles respecto de los actos procesales realizados en territorio español. El Tribunal español no puede valorar la actuación del tribunal extranjero en funciones de auxilio judicial internacional, salvo que se afecte al orden público español (en principio, normativa constitucional). La norma del art. 3 LEC tiene carácter imperativo para el tribunal y para las partes.

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 46.]










16 ¿Cómo afecta el principio de territorialidad a la capacidad para ser parte?



 
Principio de territorialidad y capacidad para ser parte






La capacidad para ser parte es un asunto de derecho privado y se halla sujeta a la ley nacional. El art. 9.1 CC establece que «la ley personal correspondiente a las personas físicas es la determinada por su nacionalidad, y dicha ley regirá la capacidad y el estado civil, los derechos y deberes de familia y la sucesión por causa de muerte», y el mismo artículo en el ap. 11 dispone que «la ley personal correspondiente a las personas jurídicas es la determinada por su nacionalidad y regirá en todo lo relativo a capacidad, constitución, representación, funcionamiento, transformación, disolución y extinción.» No se plantea problema en relación con las personas físicas, salvo discrepancia que pueda surgir en relación con el nasciturus, pero sí puede haberlo en relación con las entidades sin personalidad, porque el art. 6 LEC establece para la capacidad para ser parte un sistema más amplio que el de la capacidad de derecho privado, con lo que podría producirse un distinto tratamiento según se tenga o no la nacionalidad española. Parece razonable pensar que debería aplicarse el régimen de la LEC cuando sea más favorable para obtener la tutela jurisdiccional del derecho o interés jurídico, tanto si resulta afectado un español, como lo es un extranjero, para evitar la desigualdad. El TC ya declaró en sentencia de 13 de junio de 1991 que la tutela judicial efectiva corresponde por igual a españoles y extranjeros y que su regulación, en la perspectiva del principio de igualdad constitucional, ha de ser igual para ambos.


Jurisprudencia: STS 492/2017 de 13 de septiembre, rec. 2809/2016.



[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 46.]










17 ¿Cómo afecta el principio de territorialidad a la capacidad procesal?



 
Principio de territorialidad y capacidad procesal






La capacidad procesal consiste en la aptitud para comparecer en juicio y realizar actos procesales. Rige la ley personal tanto para la falta de capacidad, como para su complemento o integración. En cuanto a la posibilidad de una distinta situación del extranjero respecto del español, por un sector se opina que sólo cabría aplicar la norma más favorable española si resulta afectado el principio de igualdad constitucional en relación con la tutela jurisdiccional, en tanto por otro se considera que se debería aplicar una solución similar a la del parágrafo 55 del Código procesal civil alemán, con arreglo al que el extranjero sin capacidad procesal según las leyes de su país, será considerado como capaz si según el derecho del tribunal de la causa goza de tal cualidad.

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 46.]










18 ¿Cómo afecta el principio de territorialidad a la legitimación ad causam?



 
Principio de territorialidad y legitimación ad causam






En lo que hace referencia a la legitimación ad causam, la aplicación de la lex fori, o de la ley correspondiente al derecho sustantivo (lex causae) según el punto de conexión, depende de que se atribuya a aquélla carácter material (como hace la mayoría de nuestra doctrina procesalista) o procesal (criterio sostenido por un sector minoritario). Entendemos que la legitimación tiene las dos facetas, las cuales operan para la apreciación judicial en dos momentos diferentes. La procesal se refiere a la afirmación de una titularidad de un derecho, relación jurídica o situación jurídica que resulte coherente con el resultado procesal que se pretende. Es de examen previo al fondo, e independiente de la existencia o no de la titularidad. Se rige por la lex fori; y el tribunal puede apreciar de oficio su falta. La legitimación material hace referencia a la existencia —realidad— del derecho y la titularidad afirmada. Se rige por el derecho sustantivo que corresponda aplicar, y, en su caso, la prueba. Por lo que respecta a la legitimación extraordinaria del Ministerio Fiscal es aplicable la lex fori, porque su intervención en el proceso responde al orden público procesal.

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 46.]










19 ¿Cómo afecta el principio de territorialidad a la representación legal o voluntaria?



 
Principio de territorialidad y representación legal o voluntaria






a) Representación legal personas físicas. Conforme al art. 10.11 CC, a la representación se aplicará la ley reguladora de la relación jurídica de la que nacen las facultades del representante. Por consiguiente, habrán de tenerse en cuenta el art. 9.4 (relación paterno-filial), 9.6 (tutela) CC, etc.

b) Representación orgánica o necesaria (de las personas jurídicas). Nos remitimos al art. 9.11 CC antes expuesto.

c) Representación voluntaria. Se regula en el art. 10.11, inciso segundo, CC, que dispone que, de no mediar sometimiento expreso, se aplicará la ley del país donde se ejerciten las facultades conferidas. Debe observarse que el precepto se refiere al contenido y en la perspectiva de la relación representado-tercero. La capacidad se rige por la ley personal —ley nacional (art. 9 apartados 1 y 11 del CC)—, y la forma por la lex loci actum (art. 11 CC).

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 46]










20 ¿Cómo afecta el principio de territorialidad a los poderes de los Procuradores de los Tribunales?



 
Principio de territorialidad y poderes de los Procuradores






La representación procesal o causídica, es la que se atribuye al profesional (procurador) y es idónea para integrar el requisito de la postulación, preceptivo para determinados procesos. La atribución de dicha representación tiene lugar mediante el otorgamiento del poder, el cual habrá de estar autorizado por notario o ser conferido por comparecencia ante el Letrado de la Administración de Justicia de cualquier oficina judicial -otorgamiento apud acta- (art. 24 LEC). La cuestión se plantea respecto de los poderes otorgados por autoridad extranjera. La primera cuestión que se suscita es la relativa a la autorización de la forma escrita. Por un sector doctrinal se entiende aplicable el art. 11 CC (lex loci). Para otro sector debe regir la lex fori dado que es una exigencia de la ley del proceso y de aplicación exclusiva a éste. Los arts. 24 LEC y 1280 CC -poder general para los pleitos y los especiales que deban presentarse en juicio- exigen que el poder conste en documento público, y el art. 323.1 LEC señala que «a los efectos procesales, se considerarán documentos públicos los documentos extranjeros a los que, en virtud de tratados o convenios internacionales o de leyes especiales, haya de atribuírsele la fuerza probatoria prevista en el art. 319 de esta Ley», añadiendo el ap. 2 que «cuando no sea aplicable ningún tratado o convenio internacional ni ley especial, se considerarán documentos públicos los que reúnan los requisitos siguientes: 1.º Que en el otorgamiento o confección del documento se hayan observado los requisitos que se exijan en el país donde se hayan otorgado para que el documento haga prueba plena en juicio, y 2.º Que el documento contenga la legislación o apostilla y los demás requisitos necesarios para su autenticidad en España.» Por consiguiente, en defecto de régimen convencional, se aplica la lex loci respecto al autorizante del documento, aunque con la exigencia de que en virtud de su intervención el documento haga prueba plena en juicio. En el art. 319.1 LEC se dispone que «los documento públicos comprendidos en los números 1.º a 6.º del art. 317 harán prueba plena del hecho, acto o estado de cosas que documenten, de la fecha en que se produce la documentación y de la identidad de los fedatarios y demás personas que, en su caso, intervengan en ella». En España el autorizante habrá de ser un Notario -salvo el otorgamiento apud acta ante el Letrado de la Administración de Justicia de cualquier oficina judicial- (art. 24 LEC), pero en cuanto al poder extranjero depende del sistema de cada país. Para que el poder otorgado por autoridad extranjera tenga eficacia probatoria extrínseca es preciso que se acredite la autenticidad, y ello tiene lugar mediante la legalización. Este acto se define por Fernández Rozas-Sánchez Lorenzo como la certificación por un funcionario público de la autenticidad de la firma de un documento público otorgada por autoridad extranjera, así como de la condición o cualificación de la autoridad en cuestión; y por Mulero García, siguiendo a Rueda Valdivia, como la formalidad administrativa por medio de la cual un agente público certifica la veracidad o autenticidad de la firma estampada en el documento, la cualidad en la que el signatario del documento haya actuado y, en su caso, la identidad del sello o timbre que el citado documento ostente. La legalización ha sido sustituida por la mera apostilla o legalización única (que no exige expresar los datos anteriores, y consta únicamente en el idioma de la autoridad que la expide, con el título en francés Apostille, Convention de la Haye du 5 octobre 1961) para los países contratantes del Convenio de La Haya de 5 de octubre de 1961, en vigor en España desde el 25 de septiembre de 1978. En materia de legalización de documentos también debe indicarse el Convenio relativo a su supresión respecto de los extendidos por los agentes diplomáticos o consulares hecho en Londres el 7 de junio de 1968. Aparte de dichos Convenios plurilaterales (La Haya 1961 y Londres 1968) existen también diversos Convenios bilaterales entre España y otros países. En cuanto al requisito de la traducción del documento rige el art. 144 LEC, que ha atenuado el rigor del sistema anterior (art. 601 LEC 1881) admitiendo la posibilidad de acompañar copia privada. Por lo que respecta a la capacidad del otorgante —poderdante— habrá de estarse a la ley personal -ley nacional- (arts. 9.1 y 9.11 CC y 323.3 LEC 2000). En lo que atañe al contenido —suficiencia del poder—, posibilidad de subsanarlo, sustitución del procurador y extinción del apoderamiento rige la lex fori.

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 47.]










21 En los supuestos de impugnación de disposiciones testamentarias otorgadas por causante extranjero, pero cuya nulidad se pretende ante los Tribunales españoles, ¿la norma procesal que rige el trámite procesal de impugnación es la ley personal del causante o la ley procesal española?



 
Impugnación de disposiciones testamentarias otorgadas por causante extranjero






Las leyes procesales españolas son las únicas aplicables a las actuaciones que se substancien en territorio español, sin perjuicio de que la ley material aplicable sea la del Estado del lugar de nacimiento del testador.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 19ª, 512/2017 de 19 de diciembre, rec. 273/2016.











22 En el supuesto de que se demande ante los Tribunales españoles el cumplimiento de una obligación contractual nacidas de contratos celebrados en el extranjero, ¿qué ley procesal rige para sus sustanciación?



 
Ley material aplicable para la resolución de conflicto de contratos celebrados en el extranjero






En lo que se refiere a la ley material aplicable para la resolución del conflicto derivado de obligaciones contractuales nacidas de contratos celebrados en el extranjero, el art. 10.5 CC establece tres reglas para determinar la ley aplicable con el orden siguiente: 1ª) a la que expresamente se haya sometido: 2ª) a la ley nacional común, y, en último término, 3ª) a la ley del lugar de celebración del contrato. Pero en lo que se refiere a la ley procesal de sustanciación del procedimiento, rige la nacional.


Jurisprudencia: STS 528/2014 de 14 de octubre, rec. 2969/2012.











23 ¿Pueden aplicarse medios de prueba no previstos en la legislación española para la resolución de un conflicto inherente al cumplimiento de una obligación contractual nacidas de contratos celebrados en el extranjero?



 
Contratos celebrados en el extranjero y medios de prueba no previstos en la legislación española






La respuesta es negativa, la determinación, abierta o cerrada, de los medios de que se pueden valer los litigantes para demostrar el tema necesitado de prueba (realidad y cuantía de los daños y perjuicios causados por el incumplimiento de un contrato, y la valoración de los mismos en la fase final del procedimiento probatorio), constituyen materia sometida a las normas sobre la prueba, en cuanto actividad procesal que desarrollan las partes con el Tribunal para convencer al mismo de la verdad de una afirmación controvertida. En consecuencia, las normas que regulan las referidas materias (medios admisibles para demostrar la realidad del daño y valoración judicial de los mismos) son de naturaleza procesal, con independencia de que tengan su sede en textos de otra naturaleza (así, en nuestro CC, hasta la LEC). Y, ello sentado, son las leyes procesales españolas las únicas aplicables a las actuaciones que se sustancien en territorio español, tal como disponía el aplicable artículo 8.2 del CC y hoy establece el artículo 3, en relación con los artículos 281, 299, 326 y 348 LEC.


Jurisprudencia: STS 241/2005 de 8 de abril, rec. 4261/1998.












Artículo 4 Carácter supletorio de la LEC






24 ¿Tiene la LOPJ primacía sobre la LEC?



 
Primacía de la LOPJ sobre la LEC






Con carácter prioritario debe decirse que no todas las normas legales procesales se encuentran en la LEC. Es más, un gran número de normas de tal naturaleza, y no orgánicas, se hallan en la Ley Orgánica del Poder Judicial, y lo que es más grave, en ocasiones hay normas contradictorias entre ambos Cuerpos Legales, incluso en materias, respecto de las que se discute si son orgánicas o procesales, a lo que aún debe añadirse la existencia de un criterio erróneo que atribuye primacía a la LOPJ respecto de la LEC, cuando tal primacía sólo es predicable respecto de la materia para la que es exigible ley orgánica, pues en otro caso habrá de estarse al principio de que la ley posterior prevalece sobre la anterior, pudiendo ser la derogación expresa o tácita (art. 2.2 CC). La LOPJ debería circunscribir su contenido al que establece el art. 122.1 CE —«constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un cuerpo único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia»—. Y ello es lo que debió hacerse al dictarse la LEC, pero no se hizo.

Como consecuencia, para compatibilizar los dos cuerpos legales, es preciso efectuar varias apreciaciones: 1). En materia que debe regularse en ley orgánica la primacía corresponde a la Ley Orgánica, sin que frente a ella pueda prevalecer una ley ordinaria, en virtud del principio de jerarquía normativa. 2). En materia que no se exige ley orgánica, cualquiera que sea el texto legal en que se halle, es decir, aunque se encuentre en Ley Orgánica (pues el figurar en la misma no atribuye carácter prevalente), rige el principio de que la ley posterior prevalece sobre la anterior. 3). Por consiguiente, en materia procesal la LEC tiene primacía sobre las normas contrarias de la LOPJ de 1985. 4). Sin embargo, la LOPJ rige: a) Cuando la norma procesal no es contraria, sino complementaria, de la LEC. b) Cuando siendo contraria, ha sido redactada por una Ley posterior a la LEC, como ocurre con los preceptos redactados por la LO 19/2003, de 23 de diciembre [a salvo redacción de la LEC por ley posterior].

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 50.]











25 ¿La regulación normativa que la LEC efectúa de la institución de la cosa juzgada, es extensible a los procesos previstos en otras normas procesales de las jurisdicciones contencioso administrativa, militar o social?



 
Regulación normativa de la LEC sobre la institución de la cosa juzgada






La respuesta es afirmativa, tanto con base al art. 4 LEC, como con base a las propias disposiciones finales respectivas de las normas procesales de las jurisdicciones Contencioso-Administrativa, Laboral y Militar (disp. final 1.ª LJCA, disp. adic. 1.ª LPL y disp. adic. 1.ª Ley Orgánica Procesal Militar).


Jurisprudencia: STSJ Andalucía (sede Málaga), Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, 584/2016 de 23 de marzo, rec. 663/2013 y STC 268/2005 de 24 de octubre (BOE núm. 285, 29 noviembre 2005).











26 ¿Es aplicable al procedimiento laboral, la normativa de la LEC referente a la terminación del proceso por carencia sobrevenida del objeto prevista en el art. 22?



 
Aplicación de la LEC al procedimiento laboral de terminación del proceso por carencia sobrevenida del objeto






La respuesta es afirmativa, tanto en base al art. 4 LEC, como con base a la DF 4ª de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, ante la inexistencia en la legislación procesal laboral de una disposición específica relativa a la pérdida sobrevenida del objeto del proceso.


Jurisprudencia: STC 44/2013 de 25 de febrero (BOE núm. 73, 26 de marzo de 2013).












Libro I De las disposiciones generales relativas a los juicios civiles



Título I De las competencia y actuación en juicio



Artículo 5 Clases de tutela jurisdiccional






27 ¿Qué se entiende por las pretensiones de condena?



 
Pretensiones de condena






Son aquéllas que pretenden de los tribunales una sentencia condenatoria, es decir, no sólo la declaración del deber ser, sino también un pronunciamiento de acomodación de la realidad exterior a ese deber ser. La prestación objeto de condena puede consistir en un dar, un hacer o un no hacer. La característica más distintiva es generar la posibilidad de la ejecución forzosa. La pretensión de condena suele ir precedida de la declarativa del derecho —vgr. declaración de propiedad y condena del demandado a entregar la cosa al demandante—, pero puede suceder que la declaración vaya implícita en la petición de condena —como ocurre cuando se solicita la condena al pago de una cantidad de dinero, que supone la existencia del derecho de crédito—, o que ya haya tenido lugar en una sentencia dictada en un proceso anterior.

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 112.]











28 ¿Qué se entiende por las pretensiones declarativas?



 
Pretensiones declarativas






Es la que pretende la declaración de la existencia de derechos y situaciones jurídicas. El precepto de la LEC (5.1) se refiere sólo a las puramente positivas —«existencia de derechos y de situaciones jurídicas»—, pero no cabe excluir las puramente negativas sobre «inexistencia de derechos o de situaciones jurídicas», sin que sea aceptable la postura que trata de justificar la dicción legal en que la declaración de existencia de un derecho supone la exclusión del pretendido por el contrario. El principal problema de las acciones meramente declarativas es el relativo a la necesidad de un interés legítimo y actual para su tutela jurisdiccional. Aunque toda acción exige el interés en accionar, en las meramente declarativas puede no presentarse con la misma claridad. Para que la pretensión prospere es preciso justificar, como ya decía la S. 22 sep. 1944, la necesidad de la protección jurídica. No es suficiente la mera negación o desconocimiento de un derecho ajeno, sino que se requiere que tenga una trascendencia jurídica, en el sentido de que perturbe el disfrute por su titular. Las acciones meramente declarativas no generan la posibilidad de ejecución forzosa al limitarse a declarar el derecho o situación jurídica —deber ser—. Así lo establece el art. 521.1 LEC —«no se despachará ejecución de las sentencias meramente declarativas»—.


Jurisprudencia: SSTS 1233/2004 de 29 de diciembre, rec. 3515/1998; 18 de julio de 1997, rec. 2601/1993; 5 de febrero de 1999, rec. 2249/1994; 601/2003 de 19 de junio, rec. 3100/97; 255/2006 de 22 de marzo, rec. 2254/1999; 443/2013 de 17 de junio, rec. 686/2011 y SAP Barcelona, Sección 14ª, 219/2013 de 5 de abril, rec. 133/2012.



[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 112.]










29 ¿Qué se entiende por las pretensiones constitutivas?



 
Pretensiones constitutivas






La pretensión constitutiva es la que pretende la tutela jurisdiccional consistente en la constitución, modificación o extinción de una situación jurídica. Tienen naturaleza constitutiva aquellas pretensiones en las que es necesaria la resolución judicial para obtener la modificación de la situación jurídica. El resultado obtenido con la sentencia constitutiva no puede obtenerse fuera del proceso. Resulta doctrinalmente polémico si cabe atribuir también carácter constitutivo a las pretensiones que aun pretendiendo un efecto de tal naturaleza, sin embargo el cambio se pudo conseguir al margen del proceso, es decir, que no es ineludible la sentencia para que se produzca el efecto jurídico. Las sentencias constitutivas, como las meramente declarativas, no generan posibilidad de ejecución forzosa, y aun cuando pueden dar lugar a determinadas actuaciones físicas del tribunal (inscripciones, comunicaciones, etc.), no se trata de ejecución propiamente dicha -ejecución impropia-. Véase los arts. 521 y 522 LEC.

[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 113.]










30 ¿Está vigente la acción de jactancia en la LEC de 2000?



 
Acción de jactancia en la LEC 2000






Se le ha considerado el antecedente histórico, en nuestro derecho, de la acción declarativa negativa. Se recoge en la Ley 46, Tít. II, Partida 3.ª (con precedente en la Ley Diffamari, ley, 5, Cod., de ingenuis manumissis, libro VII, título XIV, que se refiere, como indica A. CORBELLA, Enc. Jur. Esp. Seix, t. XIX, pág. 919, al caso de que uno niegue a otro su cualidad de ingenuo»). Resume su contenido, en la perspectiva procesal, PRIETO CASTRO diciendo «provocatio ad agendum y provocatio ad probandum, con el efecto de la preclusión para el demandado si no prueba su derecho.» Numerosa jurisprudencia, anterior y posterior a la LEC 1881 y el CC, declaró la vigencia de la ley expresada. Se refieren a la misma las SS. 14 may. 1861, 15 abr. 1871, 29 mar. 1881, 5 jul. 1882, 8 mar. 1884, 6 jul. 1888, 14 jun. 1890, 27 sep. 1912 (todas ellas se pueden examinar en Enc. Seix, XIX p. 920); 22 sep. 1944, (que dice: «la acción de jactancia —perfilada por nuestro antiguo Derecho en la Ley 46, Título II de la Partida tercera, recogiendo el remedium ex legediffamari que la Glosa había elaborado con ingredientes de diversa procedencia, romana y germánica— se halla integrada por un doble elemento: a) El supuesto de hecho, constituido por la jactancia o difamación, que ha de ir revestida de un cierto matiz de publicidad. b) El mecanismo de finalidad procesal, basados en el principio de la provocación a accionar»). De las resoluciones anteriores algunas sólo aluden a la figura, otras la consideran de dudosa vigencia (S. 11 may. 1995) o discutible (S. 17 feb. 1956), pero la mayoría la consideran vigente e incluso la aplican con el argumento de que la ley de las Partidas que la regula tiene carácter procesal por lo que no fue derogada por el art. 1976 del CC. La Sentencia 785/2007 de 6 de julio, la conecta con el fundamento tradicional de la diffamatio —«no falta razón al juzgador de primera instancia (dice el TS) cuando desestima la acción de jactancia al entender que no se ha acreditado que el comportamiento del demandado al exigir al actor el pago de la deuda pueda tener una naturaleza difamatoria, pues realmente sobre tal extremo, clave en la acción de jactancia, ninguna prueba se ha practicado...»—. Cualquiera que sea la postura que se mantenga sobre la vigencia con anterioridad a la LEC 2000 de dicha acción de jactancia con los efectos que le son propios de «que el que se jacta de un derecho lo ejercite en el término que se le fije y de no hacerlo se le impone perpetuo silencio», entendemos que después de la LEC 2000 ya no está vigente.


Jurisprudencia: STS 20 de mayo de 1988 y SAP Asturias, Sección 5ª, 86/2008 de 30 de abril, rec. 56/2008.



[Véase: CORBAL FERNANDEZ, J. Broca Majada Corbal. Práctica procesal civil. Wolters Kluwer,2014, t. I, pág. 113.]










31 ¿El fallo de la sentencia que resuelva el petitum de una demanda en que se ejercite una acción meramente declarativa, puede contener un pronunciamiento de condena?



 
Fallo de sentencia de acción mero declarativa






La respuesta es negativa, cuando la parte demandante tan solo pretende que el tribunal declare la existencia de un derecho, sin pronunciamiento condenatorio alguno, bien porque así considere restituida la paz jurídica o porque el pronunciamiento declarativo pretenda hacerlo valer prejudicialmente en otro proceso, o bien en otro proceso de nuevo cuño, que tan solo pretenda la condena, el fallo no podrá contener condena alguna. La acción meramente declarativa no debe pretender el pago de cantidad o prestación alguna, pronunciamiento que sólo correspondería a una acción de condena.


Jurisprudencia: STS 443/2013 de 17 de junio, rec. 686/2011.











32 ¿Cuáles son los presupuestos de las acciones mero declarativas?



 
Presupuestos de acciones mero declarativas






Aunque la LEC no reconozca de modo expreso las acciones mero declarativas, tanto la doctrina como la jurisprudencia admiten el ejercicio de estas «acciones» y de hecho no son infrecuentes en la práctica, en especial en el campo de los derechos reales. Este tipo de pretensiones no intenta la condena del adversario sino que se declare por medio de sentencia la existencia de una determinada relación de derecho puesta en duda o discutida; no busca por ello, la obtención actual del cumplimiento coercitivo del derecho sino la puesta en claro del mismo. No obstante su ámbito es restringido pues de la acción declarativa sólo puede valerse quien tiene necesidad especial para ello: debe existir la duda o controversia y una necesidad actual de tutela de manera que el interés del demandante desaparece si no hay inseguridad jurídica, y la parte contraria no se opone al derecho.


Jurisprudencia: STS 601/2003 de 19 de junio, rec. 3100/1997 y SAP Madrid, Sección 14ª, 459/2014 de 15 de diciembre, rec. 489/2014.











33 ¿Qué es la acción publiciana?



 
Acción publiciana






La acción publiciana es una acción real que compete al poseedor civil de una cosa contra la que la posea sin título o con otro, pero con menos derecho, para que le sea devuelta la cosa con sus frutos, accesiones y abono de menoscabo. (…) Considera la acción publiciana como una faceta de la reivindicatoria. Declara que la doctrina científica y la jurisprudencia de esta Sala han dado carta de naturaleza en nuestro Derecho a la acción publiciana, no con la fisonomía original y peculiar que ostentó el Derecho Romano sino como una de las facetas de la propia acción reivindicatoria, que permite al actor probar su mejor título, reclamando la cosa de quien la posea con menor derecho».


Jurisprudencia: STS 73/2004 de 5 de febrero, rec. 799/1998.











34 ¿Es necesario designar o expresar la acción que se interpone?



 
Designación de la acción que se va a interponer






La respuesta es negativa, en nuestro ordenamiento procesal está descartada la necesidad de la expresión nominal de la acción (editio actionis), las interpuestas no se califican por la denominación que les den las partes sino por los hechos alegados y las pretensiones verdaderamente formuladas, a las que han de corresponder los organismos jurisdiccionales prescindiendo de posibles errores en el «nomen iuris».


Jurisprudencia: STS 5 de diciembre de 1983.












Capítulo I De la capacidad para ser parte y capacidad procesal y la legitimación



Artículo 6 Capacidad para ser parte






35 ¿Puede ser demandado un Fondo de Titulización?



 
Demanda a Fondo de Titulización






Los fondos de titulización, de conformidad con el art. 15 de la Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación empresarial, son un patrimonio que carecen de personalidad jurídica pero que son representados por la Sociedad Gestora (art. 25). Por ello la entidad representada, es decir, el Fondo, no está privada de la condición de parte, conforme al art. 6.2 LEC, por el hecho de carecer de personalidad jurídica.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 15, 552/2018 de 26 de julio, rec. 901/2018.












36 ¿Se puede demandar a una sociedad mercantil extranjera o ente público extranjero?



 
Demanda a sociedad mercantil o ente público extranjeros






La ley que rige el proceso es la ley del foro, esto es, la del tribunal que conoce del asunto. Ahora bien, esta regla convive con las normas del Derecho internacional privado cuando en el proceso existe un elemento extranjero.

En el caso de las personas jurídicas extranjeras, el primer párrafo del art. 9.11 del Código Civil establece:

«La ley personal correspondiente a las personas jurídicas es la determinada por su nacionalidad y regirá en todo lo relativo a capacidad, constitución, representación, funcionamiento, transformación, disolución y extinción».

Lo expuesto determina que aunque el proceso civil se desarrolle ante un tribunal español, la determinación de la capacidad para ser parte y la capacidad procesal de las entidades extranjeras, al objeto de que puedan ser parte y comparecer en juicio en España, en tanto que depende de que tengan reconocida personalidad jurídica, viene regulada en la ley personal aplicable, es decir, la «determinada por su nacionalidad».

Esta regla es también es también aplicable a las personas jurídicas de Derecho Público.


Jurisprudencia: STS 492/2017 de 13 de septiembre, rec. 2809/2016.











37 ¿Se puede demandar a una sociedad disuelta y liquidada?



 
Demanda a sociedad disuelta y liquidada






La sociedad de capital disuelta y liquidada, cuyos asientos registrales han sido cancelados, sigue manteniendo capacidad para ser parte demandada, representada por el liquidador, en la reclamación de pasivos sobrevenidos. En el caso de las sociedades de capital, anónimas y limitadas, la inscripción en el Registro Mercantil de la escritura de constitución es y era necesaria para adquirir la personalidad jurídica propia del tipo social elegido. Pero la falta de inscripción de la escritura de constitución no priva de personalidad jurídica a la sociedad, sin perjuicio de cuál sea el régimen legal aplicable en función de si se trata de una sociedad en formación o irregular. En uno y otro caso, tienen personalidad jurídica, y consiguientemente gozan de capacidad para ser parte. Aunque la inscripción de la escritura de extinción y la cancelación de todos los asientos registrales de la sociedad extinguida conlleva, en principio, la pérdida de su personalidad jurídica, en cuanto que no puede operar en el mercado como tal, conserva esta personalidad respecto de reclamaciones pendientes basadas en pasivos sobrevenidos, que deberían haber formado parte de las operaciones de liquidación, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria de los socios ex art. 399 LSC.


Jurisprudencia: STS 324/2017 de 24 de mayo, rec. 197/2015.











38 ¿La desestimación de una demanda por falta de capacidad del demandado permite volver a plantear otra demanda sobre el mismo objeto?



 
Desestimación de una demanda por falta de capacidad del demandado






Capacidad para ser parte y capacidad procesal pueden alegarse como excepción procesal. Su estimación produce una resolución meramente procesal que obsta a la posibilidad de un pronunciamiento sobre el fondo pero sin producir la excepción de cosa juzgada. Y no hemos de confundirla con la legitimación ad causam.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 22ª, 203/2008 de 13 de marzo, rec. 84/2008.











39 ¿Se puede demandar al representante de las aseguradoras para la tramitación y liquidación de siniestros (RTLS) en España del asegurador extranjero de un vehículo a motor, en vez de demandar directamente a este último?



 
Demanda al representante de las aseguradoras para la tramitación y liquidación de siniestros (RTLS) en España del asegurador extranjero






El art. 23.1 LRCSCVM, a la luz de los razonamientos de la STJUE de 15 de diciembre de 2016, que recuerda las exigencias de la Directiva respecto de la actuación de los representantes de las aseguradoras para la tramitación y liquidación de siniestros (RTLS), y del considerando 37 de la Directiva 2009/103/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, relativa al seguro de la responsabilidad civil que resulta de la circulación de vehículos automóviles y al control de la obligación de asegurar esta responsabilidad, así como de su art. 21.5, y en ausencia de otro precepto específico, se concluye que la ley española no establece una legitimación pasiva de los RTLS que permita su condena a abonar la responsabilidad de la aseguradora.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 16ª, 347/2018 de 13 de julio, rec. 215/2018.











40 ¿Se puede demandar a los ignorados herederos?



 
Posibilidad de demandar a ignorados herederos






Sí, con carácter general, cuando se demande a los ignorados herederos de una persona que ha fallecido sin otorgar testamento y no se conozcan parientes con derecho a la sucesión intestada ni concurran indicios de su existencia, el juzgado debe notificar la pendencia del proceso al Estado o a la Comunidad Autónoma llamada por la normativa civil aplicable a la sucesión intestada a falta de otros, en aplicación de lo prescrito en el citado art. 150.2 LEC.


Jurisprudencia: STS 590/2021 de 9 de septiembre, rec. 2833/2018.











41 ¿Tienen legitimación activa las comunidades de bienes?



 
Legitimación activa de las comunidades de bienes






La respuesta no es únivoca y debe distinguirse el tipo de comunidad de bienes de que se trata. Con carácter general als comunidades de bienes no tiene capacidad para ser parte, siendo los integrantes de la comunidad quienes ostentan la capacidad procesal, pero el Tribunal Supremo admite la capacidad procesal a las comunidades de bienes denominadas doctrinalmente como «dinámicas» o «empresariales» y que presenta las siguientes notas: (i) origen convencional, formalizada en escritura pública; (ii) vinculada funcionalmente a la actividad empresarial de explotación de elementos patrimoniales realizada por cada una de las sociedades mercantiles integradas en la comunidad (que para serlo necesariamente han de ostentar la titularidad de uno de los elementos patrimoniales que forman en su conjunto una explotación unitaria); (iii) que presenta características propias de las sociedades irregulares [de tipo colectivo]; (iv) dotada de una organización estable, a través de un órgano de administración regulado en sus estatutos (con atribución de amplias facultades de gestión y representación) y financiero-contable (igualmente regulada en sus estatutos); (v) que actúa en el tráfico como centro de imputación de determinados derechos y obligaciones, entre ellos los de naturaleza tributaria, como sujeto autónomo u obligado tributario (art. 35.2 de la Ley General Tributaria); (vi) además, ostenta legalmente la condición de empresario a efectos laborales (art. 1 del Estatuto de los Trabajadores); (vii) y por ello tiene legalmente reconocido algunos de los efectos propios de la personalidad jurídica; (viii) y entre estos efectos debe incluirse el del reconocimiento de su legitimación y capacidad procesal cuando la acción que ejercite ( art. 6.1. LEC) o frente a la que se defienda (art. 6.2 LEC) esté vinculada a alguno de los derechos u obligaciones cuya titularidad ostente.


Jurisprudencia: STS 469/2020 de 16 de septiembre, rec. 2225/2017.












Artículo 7 Comparecencia en juicio y representación






42 En el caso de un incapaz ¿a quién se debe demandar al tutor o al incapaz?



 
Demanda al incapaz o a su tutor






Con anterioridad a la ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica, tanto el incapaz sometido a tutela, como el sometido al régimen de la curatela, suponía que su incapacidad para comparecer en juicio era plena en el caso del incapaz sometido a tutela e incompleta o limitada, necesitada del complemento cuando se nombraba curador. En ambos casos, el representante le asistía en juicio (art. 7.2 LEC) pero que no podía ni había de sustituirle en su papel de demandado.

Con la entrada en vigor de la Ley 8/2021, de 2 de junio, y la modificación del artículo 7 de la LEC, esta posición todavía es más clara desde el momento que ya no existe la persona incapaz, siendo todas las personas capaces para comparecer en juicio. Por lo que no hay ninguna duda que deberá ser demandada la persona física que sea ostente la legitimación pasiva ad causam aunque esté necesitada de medidas de apoyo.


Jurisprudencia: SAP Asturias, Sección 5ª, 44/2008 de 8 de abril, rec. 562/2007.












43 ¿En el proceso monitorio puede demandar en representación del acreedor una persona distinta al procurador?



 
Posibilidad de comparecencia en el proceso monitorio del acreedor a través de persona distinta del Procurador






La posibilidad de comparecencia en el proceso monitorio del acreedor, a través de persona distinta a él mismo y quien —además— no ostente la condición de procurador de los tribunales, no tiene una solución unánime. Es decir, qué conclusión jurídica habrá de extraerse de la conjunción de los arts. 814.2, 23 y 7.4 LEC. La cuestión no es pacífica en la jurisprudencia de las Audiencias. Así un sector se inclina por entender que únicamente la «representación orgánica» de la persona jurídica es bastante para cubrir la remisión que el art. 7.4 LEC hace a «quienes legalmente les representen». Y ello porque actuando a través de sus órganos propios de representación es la propia sociedad la que actúa (art. 128 LSA). Es un supuesto típico de «autoeficacia». Otro sector jurisprudencial, por el contrario, razona que el art. 7-4 LEC no requiere representación «orgánica», sino «legal», lo que configura una norma en blanco que es preciso interpretar no de forma restrictiva. Por lo que también es válida la representación «voluntaria» por terceros ajenos a los órganos que configuren la cabeza visible de la sociedad («administradores»), siempre —por supuesto— que el contenido del poder sea bastante para dicha petición en el proceso monitorio. Citan para ello los arts. 15.2, 128 y 141 LSA y 94.5, 388.1.9 y 389 Reglamento del Registro Mercantil .(...) Este tribunal ya se ha pronunciado sobre cuestión tan debatida (...) Del mismo modo que una persona física no puede conferir apoderamiento para actuar en juicio en su nombre a persona diferente de un procurador, el representante orgánico de una sociedad tampoco puede hacerlo, si bien también debe afirmarse que existen procedentes judiciales que se han inclinado por la solución contraria.»


Jurisprudencia: AAP Zaragoza, Sección 5ª, 684/2008 de 11 de diciembre, rec. 568/2008 y AAP A Coruña, Sección 5ª, 127/2007 de 6 de noviembre, rec. 105/2007.











44 ¿La mujer embarazada puede solicitar en el proceso de divorcio el uso de la vivienda conyugal para el hijo concebido pero todavía no nacido?



 
Uso de vivienda conyugal en proceso de divorcio para el hijo concebido, pero todavía no nacido






No obstante disponer la LEC en su art. 7, en cuanto a la comparecencia en juicio y representación, que «por los concebidos y no nacidos comparecerán las personas que legalmente los representarían si ya hubieren nacido», y prever el art. 29 del Código Civil que «el nacimiento determina la personalidad; pero el concebido se tiene por nacido para todos los efectos que le sean favorables, siempre que nazca con las condiciones que expresa el artículo siguiente», esto es, que La personalidad se adquiere en el momento del nacimiento con vida, una vez producido el entero desprendimiento del seno materno (art. 30 Código Civil), es lo cierto que, aún dichas previsiones legales en cuanto al concebido y no nacido, que lo que contemplan son los efectos que puedan resultar o ser favorables para el nasciturus si llega a nacer con los requisitos legalmente previstos, entre esos efectos no figura la atribución a su favor de la vivienda común de sus progenitores mientras duró la convivencia, sin que el hecho de quedar embarazada la mujer durante la convivencia, rota durante la gestación, se erija en motivo suficiente para privar del derecho de uso al propietario de la vivienda.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 12ª, 223/2006 de 30 de marzo, rec. 952/2005.











45 ¿El representante de la sociedad concursada puede interponer una demanda o un recurso?



 
Interposición de demanda por representante de sociedad concursada






El apartado 4 del art. 7 LEC, en los casos en que sea parte una sociedad o cualquier otra persona jurídica, con carácter general reconoce capacidad procesal a quienes legalmente les representen. Este precepto se complementa con lo regulado en el apartado 8, para el caso en que esa persona se encuentre en concurso de acreedores:

«Las limitaciones a la capacidad de quienes estén sometidos a concurso y los modos de suplirlas se regirán por lo establecido en la Ley Concursal».

Con ello, la Ley procesal se remite al régimen de los arts. 40, 48.3 y 145.3 LC, en relación con los arts. 51 y 55 LC. Si conforme al régimen previsto en el art. 51 LC, la administración concursal no interesa la sustitución de la sociedad concursada sino que presta su conformidad a que continúe bajo su propia representación en el procedimiento e incluso que recurra, se debe entender que este supuesto forma parte de la salvedad prevista en el art. 145.3 LC respecto del cese de los administradores en la representación de la sociedad concursada.


Jurisprudencia: STS 295/2018 de 23 de mayo, rec. 1253/2015.











46 ¿Se puede demandar a un menor de edad?



 
Demanda a menor de edad






Sí, la nueva redacción del artículo 7, operada por la Ley 8/2021 no altera la posibilidad de demandar a un menor. Sin embargo, atendiendo los arts. 154, 156, 162 y 163 del Código Civil y art. 12 de la Constitución Española la representación del menor no emancipado corresponde a sus padres. En caso de que falten los padres, el art. 199 CC dispone que el menor será representado por un tutor, para lo cual será necesario contar con una autorización judicial, salvo en el caso de asuntos urgentes o de escasa cuantía (arts. 224 y 287 CC).

Además, la Ley orgánica de protección jurídica del menor, permite que el menor pueda comparecer por sí solo para solicitar que se le nombre un defensor judicial.

Sin embargo, los menores emancipados o los que hubieran obtenido judicialmente la mayoría de edad, sí gozan de capacidad procesal (arts. 162 y 247 del Código Civil).









47 ¿Hace falta un acuerdo de la comunidad de propietarios para que el presidente de la comunidad pueda representar a la comunidad en juicio?



 
Representación a la comunidad en juicio por el presidente






En esta cuestión debemos diferenciar si la comunidad de propietarios es la demandante o la demandada. Si es la demandante, para que el presidente de la comunidad esté debidamente legitimado para representar a la Comunidad deben acompañar un acuerdo de la junta de propietarios que así le habilite para el ejercicio de la acción. Sin embargo si la comunidad de propietarios es demandada, al presidente de la comunidad no le hace falta ningún acuerdo de la junta propietarios para comparecer en nombre de la comunidad siempre que la defensa no sea inocua y arbitraria sino razonable, con el fin de velar por los intereses de la comunidad, y congruente con los acuerdos adoptados por ella


Jurisprudencia: STS 1/2019 de 8 de enero, rec. 1327/2016.












Artículo 8 Integración de la capacidad procesal






48 ¿Se puede celebrar la vista del procesos sobre provisión de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad sin la presencia del Ministerio Fiscal cuando la persona presuntamente necesitada de medidas de apoyo no ha contestado la demanda?



 
Vista de proceso sobre provisión de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad sin presencia del Ministerio Fiscal






La presencia del Ministerio Fiscal en el acto de juicio es imprescindible y necesaria si el presunto incapaz no está comparecido con abogado y procurador. La presencia del Ministerio Fiscal es necesaria hasta el punto que su inasistencia aun habiendo sido emplazado para ello, supone la nulidad del juicio.


Jurisprudencia: STC 86/2017 de 4 de julio.












49 ¿Se puede pedir la nulidad del procedimiento por no haberse nombrado un defensor judicial cuando el demandado es incapaz?



 
Nulidad del procedimiento por no haberse nombrado defensor judicial






Sí, en cualquier momento del procedimiento se puede comparecer y poner de manifiesto la incapacidad del demandado, incluso una vez dictada sentencia se puede hacer valer por la vía del recurso.


Jurisprudencia: SAP Cádiz, Sección 2ª, 38/2007 de 1 de marzo, rec. 22/2007.











50 ¿Es necesario para el nombramiento de defensor judicial que exista ya un procedimiento de incapacitación iniciado respecto del presunto incapaz?



 
Nombramiento de defensor judicial en procedimiento de incapacitación






No, en el caso de litigantes en los que se aprecien limitaciones intelectivas y volitivas que afecten a la comprensión del significado del proceso y que no estén incapacitados ni sujetos a la patria potestad, debe nombrarse para estas personas un defensor judicial que asuma su representación, en salvaguarda de los derechos e intereses en juego en el procedimiento judicial, dicha representación es provisional, sólo hasta que no se les nombre tutor y curador, conforme resulta del inciso final del apartado uno del art. 8 de la LEC y 299, supuesto segundo, del Código Civil.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 13ª, 58/2008 de 21 de febrero, rec. 20/2008.











51 ¿Debe suspenderse en todo caso el procedimiento hasta el nombramiento de un defensor judicial?



 
Suspensión de procedimiento hasta nombramiento de defensor judicial






No, siempre que el Ministerio Fiscal haya tenido conocimiento de lo actuado en el procedimiento e intervenido en el mismo, ya que la causa de suspensión del procedimiento que contempla el art. 8.2 «in fine», textualmente se refiere a la suspensión del procedimiento, mientras no conste la intervención del Ministerio Fiscal. Por ello, la decisión de suspender el procedimiento se puede considerar en algunos casos injustificada y susceptible de producir perjuicios de toda índole en la demandante, sin que proceda dejar de resolver en tanto no se tramite la declaración de incapacitación.


Jurisprudencia: SAP Valencia, Sección 6ª, 280/2005 de 27 de abril, rec. 75/2005.











52 ¿Cuál es el procedimiento para el nombramiento del defensor judicial?



 
Procedimiento para nombramiento del defensor judicial





Aunque el art. 8 de la LEC únicamente menciona que el Letrado de la Administración de Justicia le nombrará un defensor judicial mediante decreto, dicho nombramiento, de acuerdo con el art. 300 del Código Civil, deberá seguir el procedimiento establecido en los artículos 27 y siguientes de la Ley 15/2015, de 2 de julio de Jurisdicción Voluntaria.









Artículo 9 Apreciación de oficio de la falta de capacidad






53 ¿La apreciación de la falta de capacidad requiere de una previa sentencia de incapacidad que así lo declare?



 
Falta de capacidad del actor






Para apreciar la falta de capacidad del actor, no se requiere necesariamente un juicio previo de incapacitación sino simplemente la apreciación por el Tribunal de la ausencia de la capacidad volitiva o intelectiva para el ejercicio de la concreta acción que se ejercita.


Jurisprudencia: STS 37/1995 de 30 de enero.












54 ¿Qué sucede cuando buscando al demandado para emplazarlo se descubre que está fallecido con anterioridad a la interposición?



 
Emplazamiento de demandado que ha fallecido con anterioridad a la interposición






Procede declarar de oficio la nulidad de actuaciones y del Decreto de admisión de la demanda, procediendo a la inadmisión de la demanda por falta de capacidad para ser parte del demandado.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 14ª, 301/2009 de 3 de diciembre, rec. 646/2009.











55 ¿Y si se descubre la muerte del demandado rebelde?



 
Fallecimiento de demandado rebelde





Será determinante la fecha de la muerte. Si estaba muerto antes de interponerse la demanda, se produciría la nulidad de actuaciones, si hubiera muerto con posterioridad a ser interpuesta la demanda daría lugar a la sucesión procesal.








56 ¿Se puede subsanar la falta de presentación de la documentación que justifica la representación legal o voluntaria de personas físicas o necesaria de personas jurídicas?



 
Falta de presentación de documentación





La falta de representación puede ser subsanada en la Audiencia Previa tal como dispone el art. 420 LEC. En los Juicios Verbales el art. 443.3 lo hace más dudoso, pero el principio general de subsanación del art. 233 LEC apoya una interpretación en sentido positivo.








57 ¿Cuál es el momento procesal para apreciar la falta de capacidad?



 
Momento procesal para apreciar la falta de capacidad





En el momento de la admisión de la demanda el art. 403 presenta el problema que la inadmisión de la demanda sólo puede ser por alguna de las causas previstas en el art. 403.3. 404 o 440 LEC, por ello parece más adecuado plantearse en la Audiencia previa en el procedimiento ordinario o en el acto de juicio en el Juicio Verbal.









Artículo 10 Condición de parte procesal legítima






58 ¿La falta de legitimación debe resolverse en la audiencia previa?



 
Resolución de la falta de legitimación






No, la legitimación pasiva ad causam (para el pleito) consiste en una posición o condición objetiva en conexión con la relación material objeto del pleito que determina una aptitud o idoneidad para ser parte procesal pasiva, en cuanto supone una coherencia o armonía entre la cualidad atribuida —titularidad jurídica afirmada— y las consecuencias jurídicas pretendidas. En consecuencia, su determinación obliga a establecer si, efectivamente, guarda coherencia jurídica la posición subjetiva que se invoca en relación con las peticiones que se deducen, lo que exige atender al contenido de la relación jurídica concreta, pues será esta, sobre la que la parte demandante plantea el proceso, con independencia de su resultado, la que determine quiénes son las partes legitimadas, activa y pasivamente. En consecuencia se trata de una cuestión de fondo que deberá resolverse en sentencia.


Jurisprudencia: STS 305/2011 de 27 de junio, rec. 1825/2008.












59 ¿La falta de legitimación se debe articular como infracción procesal o como cuestión material de fondo?



 
Articulación de la falta de legitimación






La falta de legitimación ad causam no es únicamente una cuestión procesal susceptible de examen por vía de recurso extraordinario por infracción procesal sino que, como cuestión de fondo, también es examinable en casación. El Tribunal Supremo ha admitido que las cuestiones que a ella se refieren puedan suscitarse bien por vía del recurso por infracción procesal o bien por la vía del de casación a efectos de prestar, en definitiva, la mayor tutela judicial ante una cuestión que no ha quedado resuelta definitivamente por vía legislativa.


Jurisprudencia:  STS 401/2015 de 14 de julio, rec. 1618/2013.











60 ¿Se puede apreciar de oficio la falta de legitimación activa?



 
Apreciación de oficio de la falta de legitimación activa






La existencia o inexistencia de la legitimación viene determinada por una norma procesal (art. 10 LEC), ha de ser considerada de oficio por el órgano jurisdiccional y su reconocimiento no lleva consigo la atribución de derechos subjetivos u obligaciones materiales, sino que, como enseña la más autorizada doctrina, coloca o no al sujeto en la posición habilitante para impetrar la aplicación de la ley a un caso concreto mediante el correspondiente pronunciamiento jurisdiccional.


Jurisprudencia: STS 260/2012 de 30 de abril, rec. 700/2009.











61 ¿Está legitimado para recurrir quien no resulta perjudicado por la sentencia?



 
Legitimación para recurrir






No, el art. 24.1 de la Constitución Española atribuye a todas las personas el derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión, lo que excluye la posibilidad de instar la tutela efectiva respecto de derechos e intereses que no se invoquen como propios en cuanto el derecho fundamental viene referido al ejercicio de sus derechos legítimos y no a los derechos e intereses de otros, de tal forma que en el orden civil no cabe la acción popular que permita la defensa de los ajenos intereses, pues el derecho de acceso a la jurisdicción, en la órbita civil, fuera de los supuestos singulares de protección de intereses difusos, se ciñe a aquél que tiene por objeto la defensa de los propios derechos


Jurisprudencia: STS 557/2012 de 1 de octubre, rec. 29/2010.











62 ¿En las comunidades de propietarios regidas por la Ley de Propiedad Horizontal quién está legitimado para accionar?



 
Legitimación en comunidades de propietarios






Como regla general la legitimación la tiene el Presidente de la Comunidad siempre que exista un acuerdo de la Junta de propietarios en tal sentido. Sin embargo, se ha reconocido también la legitimación del Presidente incluso para reclamar daños privativos de varios comuneros sin necesidad que se personen cada uno de ellos cuando exista también un acuerdo de Junta.


Jurisprudencia: STS 659/2013 de 19 de febrero de 2014, rec. 1612/2011.











63 ¿Se puede perder la legitimación durante el procedimiento?



 
Pérdida de la legitimación






No, la aptitud de las personas que ostentan la posición de parte procesal subsiste durante toda la pendencia del proceso, a pesar de los cambios jurídicos o fácticos que se produzcan durante el tiempo que se tarda en su tramitación, en virtud de una ficción que se denomina perpetuatio legitimationis, entendida ésta como mera afirmación de titularidad del derecho en el proceso, ya sea como parte demandante, ya como parte demandada, en cuya virtud, no puede perderse, por lo general, la legitimación procesal en el curso del proceso.


Jurisprudencia: STS 450/2005 de 8 de junio, rec. 4790/1998.











64 ¿Quién tiene la legitimación activa para reclamar un préstamo titulizado?



 
Legitimación activa para reclamar un préstamo titulizado






El banco que concedió el préstamo o crédito hipotecario que ha sido titulizado mediante la emisión de participaciones hipotecarias tiene plena legitimación para promover el proceso judicial destinado al cobro de las cantidades adeudadas por el deudor hipotecario cuando este ha incumplido su obligación de pago, ya sea mediante un procedimiento de ejecución hipotecaria, que será lo habitual, ya sea mediante otro procedimiento judicial que sea procedente, como es el caso del juicio declarativo ordinario. A ello no obsta que el titular de la participación pueda estar también legitimado si no recibe los pagos a que tiene derecho con base en la participación debido, a su vez, al impago del deudor hipotecario, legitimación que puede ser conjunta con el emisor si este promueve el procedimiento, o "por subrogación" si el emisor no promueve el proceso o, promovido por el emisor, queda paralizado, pues también ostenta una titularidad de la relación jurídica litigiosa, aunque sea de una naturaleza diferente a la que ostenta el emisor y solo por la cuota del crédito que corresponda a su porcentaje de participación en el mismo.


Jurisprudencia: STS 708/2021 de 20 de octubre, rec. 1742/2019.











65 ¿Ostenta legitimación pasiva el gestor de proyectos como agente de la edificación?



 
Legitimación pasiva del gestor de proyectos como agente de la edificación






La doctrina más autorizada entiende que el despliegue de las distintas actividades a las que ordinariamente se obliga el gestor de proyectos le hace participar y coincidir en obligaciones que tradicionalmente, y según la legislación vigente, han sido adjudicadas a otros agentes de la edificación.Al no tratarse de una profesión reglada, carecemos de una definición o concepto. Lo que refuerza la idea de que las competencias asumidas dependerán en cada caso del propio contrato de Project management. Lo anterior no excluye que en la práctica estos contratos suelan atribuir al gestor de proyectos la dirección y coordinación de los recursos humanos y materiales, a lo largo de todo el ciclo de vida del proyecto, mediante el uso de las más modernas técnicas de dirección para conseguir los objetivos prefijados de configuración, alcance, coste, plazo y calidad, y la satisfacción de las partes interesadas en el proyecto. El Project Manager suele caracterizarse por asumir la gestión única de todas las fases del proyecto, la coordinación de todos los agentes intervinientes, la participación en el estudio de viabilidad, y la vigilancia del proceso constructivo.


Jurisprudencia: STS 529/2020 de 15 de octubre, rec. 4252/2017.











66 ¿Pueden los terceros intervinientes, no demandados, recurrir una sentencia que no ha recurrido el demandado?



 
Posible recurso de una sentencia por los terceros intervinientes






Los terceros, no constituidos en parte demandada, están legitimados para recurrir la sentencia cuyas declaraciones le resulten perjudiciales, en cuanto titulares de un interés legítimo para recurrir las declaraciones de la sentencia que valoren su participación en la obra como agentes de la edificación, dadas las consecuencias negativas que una resolución de tal clase puede tener en un ulterior litigio promovido contra ellos, según resulta de la regulación de ordenación de la edificación y su interpretación jurisprudencial.


Jurisprudencia: STS 459/2020 de 28 de julio, rec. 157/2018.












Artículo 11 Legitimación para la defensa de derechos e intereses de consumidores y usuarios






67 ¿Cuáles son las asociaciones de consumidores más representativas?



 
Asociaciones de consumidores representativas





El art. 24.2 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, dispone que a efectos de lo previsto en el art. 11.3 LEC, tendrán la consideración legal de asociaciones de consumidores y usuarios representativas las que formen parte del Consejo de Consumidores y Usuarios, salvo que el ámbito territorial del conflicto afecte fundamentalmente a una comunidad autónoma, en cuyo caso se estará a su legislación específica. Estas asociaciones más representativas son las únicas que pueden accionar en defensa de los intereses difusos de los consumidores.









68 ¿Cuál es la diferencia entre intereses colectivos y difusos?



 
Diferencias entre intereses colectivos y difusos






La apreciación de que la acción del caso se refiere a intereses colectivos, y no difusos, se fundamenta en la nota distintiva de la «determinabilidad» del colectivo afectado por la acción. En el caso de la acción de cesación, por mucho que pueda trascender —indirectamente— al mercado, si los consumidores o usuarios interesados son fácilmente determinables se tratará como intereses colectivos y no difusos


Jurisprudencia: STS 861/2010 de 29 de diciembre, rec. 1074/2007 y ATS 18 de noviembre de 2015.











69 ¿Cuándo una asociación de consumidores litiga en interés de un asociado se la puede condenar en costas?



 
Condena en costas a asociación de consumidores






La norma general es que las asociaciones de consumidores de ámbito supraautonómico, legalmente constituidas e inscritas en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios tendrán derecho al beneficio de asistencia jurídica gratuita en la forma prevista en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita de acuerdo con la D.A. 2ª de la referida Ley y del art. 37 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. Este derecho de asistencia jurídica gratuita, implica conforme al art. 394.3 LEC en relación al 36 de la ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita que una eventual condena en costas no es exigible a una entidad de este tipo. Sin embargo, el Tribunal Supremo entiende que en aquellos casos que la asociación litiga en interés de un asociado (art. 11.1 LEC) si lo puede hacer éste directamente y no está justificado que lo haga la asociación por él, constituye un abuso de derecho el privilegio de la asociación.


Jurisprudencia: STS 656/2018 de 21 de noviembre, rec. 267/2016.











70 ¿La presentación de una demanda por parte de varios consumidores puede ser considera una acción presentada por un «grupo de afectados» a los efectos de considerar la competencia judicial?



 
Competencia judicial en la presentación de una demanda por parte de varios consumidores






No, la presentación de una demanda por parte de varios consumidores debe considerarse una acumulación subjetiva de acciones de acuerdo con el art. 72 de la LEC, por lo que corresponderá conocer de las acciones acumuladas a los Juzgados de 1ª Instancia y no a los Mercantiles por no considerarse una acción colectiva.


 Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 14ª, 157/2017 de 10 de julio.











71 ¿Cuándo la asociación de consumidores litiga en nombre de uno de sus asociados es necesario que aporte un apoderamiento de éste?



 
Legitimación de la asociación de consumidores para litigar en nombre de uno de sus asociados






No, la legitimación de las Asociaciones de consumidores y usuarios para la defensa de los derechos de sus asociados, que establece el art. 11 LEC, no es un supuesto de simple representación, pues el representante actúa en nombre de otro, que es quien en realidad es parte, mientras que en los casos del art. 11 LEC, es parte procesal la propia asociación y no sus miembros, por lo que no estamos ante una representación legal o voluntaria, sino ante una legitimación extraordinaria, por lo que únicamente debe acreditar que el afectado es asociado.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 16ª, 189/2018 de 29 de mayo.











72 ¿Las asociaciones de consumidores pueden litigar por cuenta de sus asociados en todo caso?



 
Legitimación de las asociaciones de consumidores para litigar por cuenta de sus asociados






La legitimación especial que el art. 11.1 LEC reconoce a las asociaciones de consumidores para defender en juicio los derechos e intereses de sus asociados tiene sentido siempre que "guarden relación directa con bienes o servicios de uso o consumo común ordinario y generalizado". Sin perjuicio de que al realizar esta valoración se tienda a una interpretación amplia y no restrictiva, que trate de garantizar la protección efectiva de los consumidores y usuarios. Sin embargo, una operación financiera de alto importe y complejidad no puede considerarse un acto o servicio de consumo porque, en atención a los importes y a su carácter especulativo, no es de uso común, ordinario y generalizado.

Los afectados pueden litigar directamente por sí mismos y no está justificado que lo haga una asociación de consumidores, en nombre propio y por cuenta de sus asociados, para evitar los riesgos derivados de una eventual condena en costas. Estas situaciones constituyen abusos del ordenamiento jurídico que no pueden estar amparados por una interpretación amplia del art. 11.1 LEC.


Jurisprudencia: SSTS 656/2018 de 21 de noviembre, rec. 267/2016 y 561/2020 de 27 de octubre, rec. 487/2018.












Artículo 11 bis Legitimación para la defensa del derecho a la igualdad de trato entre mujeres y hombres






73 ¿En qué supuestos se entiende acoso a efectos civiles?



 
Acoso a efectos civiles






Se entiende por acoso sexual, a efectos civiles, «cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo» (art. 7.1 Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres).

Y por acoso por razón de sexo «cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo» (art. 7.2 Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres).

Para ambos casos el art. 11 bis LEC legitima para su persecución en un proceso civil solo a los afectados por dichos acosos, supuesto general de legitimación ordinaria para la tutela de un derecho propio.










74 ¿Cuándo están legitimados para la defensa del derecho de igualdad los sindicatos y las asociaciones previstas en la ley?



 
Legitimación para la defensa del derecho de igualdad por parte de sindicatos y asociaciones






Los sindicatos y las asociaciones constituidas según la ley que tengan como uno de sus fines principales la defensa de dicho derecho a la igualdad, tienen legitimación siempre que, primero, cuenten con la autorización de los afectados y, además, éstos estén afiliados al sindicato o sean miembros de la asociación.

Se trataría de una legitimación extraordinaria representativa, semejante a la regulada en el art. 11.1 LEC de las asociaciones de consumidores y usuarios para defender en el proceso los derechos o intereses de sus asociados.









75 ¿En qué supuestos la legitimación la ostentan los organismos públicos con competencia en la materia, a los sindicatos más representativos y a las asociaciones de ámbito estatal cuyo fin primordial sea la igualdad entre mujeres y hombres?



 
Legitimación de organismos públicos con competencia en la defensa del derecho de igualdad






Para la defensa de los intereses difusos, esto es, de un conjunto de afectados por la vulneración del derecho a la igualdad entre hombres y mujeres indeterminado o de difícil determinación, siguiendo su definición legal general ex art. 11.3 LEC.

Se trata de una legitimación extraordinaria.









76 ¿Cualquier asociación de consumidores legalmente constituida está legitimada para defender en juicio los derechos e intereses generales de los consumidores y usuarios?



 
Legitimación de las asociaciones de consumidores para defender los derechos generales de los consumidores y usuarios






No, el ejercicio de la acción de cesación contra la utilización de condiciones generales de contratación abusivas en los contratos celebrados con consumidores, no queda abierta a cualquier asociación que esté legalmente constituida, aunque en sus estatutos conste como finalidad la tutela de los intereses de consumidores y usuarios. Es preciso que la asociación, cuándo es en el ámbito supraautonómico esté inscrita en el registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios.

Nueva postura del Tribunal Supremo

El TS por medio del Fundamento de Derecho segundo de la sentencia 566/2019 de 25 de octubre, rec. 725/2017, ha aclarado que para la protección de intereses difusos es necesario que la asociación de consumidores y usuarios que busca ejercer una acción de cesación contra la utilización de condiciones generales de la contratación, posea en palabras del tribunal “una cierta «representatividad» en este sector de la vida económica y social”. Por lo cual dicha asociación debe estar inscrita en el Consejo de Consumidores y Usuarios (Ley 44/2006, de 29 de diciembre). 

Sin embargo, en el caso de querer proteger intereses concretos, de consumidores identificados o fácilmente identificables, no es necesario que la asociación de consumidores y usuarios este inscrita en dicho registro, puesto que la legitimación para defender los intereses concretos les viene atribuida por virtud del art. 11.2 LEC. 


Jurisprudencia: STS 241/2013 de 9 de mayo, rec. 485/2012; STS 328/2022 de 26 de abril, rec. 6032/2018 y STS 566/2019 de 25 de octubre, rec. 725/2017.












Capítulo II De la pluralidad de partes



Artículo 12 Litisconsorcio






77 ¿Cuáles son los requisitos para apreciar la falta de litisconsorcio pasivo necesario?



 
Falta de litisconsorcio pasivo necesario: requisitos






Se exigen conjuntamente como requisitos para la existencia de la figura del litisconsorcio pasivo necesario, los siguientes: a) Nexo común entre presentes y ausentes que configura una comunidad de riesgo procesal; b) Que ese nexo, sea inescindible, homogéneo y paritario; y c) Que el ausente del proceso no haya prestado aquiescencia a la pretensión del actor; y la característica del litisconsorcio pasivo necesario, que provoca la extensión de la cosa juzgada, es que se trate de la misma relación jurídico-material sobre la que se produce la declaración, pues, si no es así, si los efectos a terceros se producen con carácter reflejo, por una simple conexión o porque la relación material sobre la que se produce la declaración le afecta simplemente con carácter prejudicial, entonces la intervención del tercero en el litigio podrá ser voluntaria o adhesiva, mas no forzosa. Con carácter general en las obligaciones solidarias no existirá la necesidad de litisconsorcio.


Jurisprudencia: SSTS 384/2015 de 30 de junio, rec. 2288/2013; 266/2010 de 4 de mayo, rec. 1211/2006 y 714/2006 de 28 de junio, rec. 4059/1999.












78 ¿Se puede apreciar la excepción de litisconsorcio pasivo necesario si no es alegada en la contestación?



 
Apreciación de la excepción de litisconsorcio pasivo necesario






La falta de litisconsorcio pasivo necesario puede ser apreciada en cualquier momento del procedimiento, incluso en la fase de recurso. Es apreciable de oficio y no requiere ni de haber sido alegada por la parte.


Jurisprudencia: SSTS 701/2014 de 26 de noviembre, rec. 1063/2013 y 672/2017 de 15 de diciembre, rec. 1519/2015.











79 ¿Los agentes de la construcción pueden invocar la falta de litisconsorcio pasivo necesario si no se les demanda a todos ellos?



 
Invocación de la falta de litisconsorcio pasivo necesario por agentes de la construcción






Se confunde lo que es legitimación, en su lado pasivo, y litisconsorcio, que son instituciones distintas, para negar la condición de asegurado del proyectista y considerar excluida del seguro la actividad causante del daño. La primera se identifica con el autor o responsable del daño causado, frente al cual el perjudicado dirige su acción, haciéndole responder de lo que se le reclama en el pleito, y no impide a los demandados, mediante la prueba que practique, acreditar esta falta de cobertura o de acción imprudente del asegurado para exonerarse de la responsabilidad que se les imputa. La segunda tiende a garantizar la presencia en el juicio de todos a quienes interesa la cuestión sustantiva en litigio, bien sea por disposición legal, bien por razón de no ser escindible la relación jurídica material, siendo una exigencia de naturaleza procesal que se funda en el principio de audiencia y de prohibición de la indefensión y que robustece la eficacia del proceso evitando resultados procesales inútiles por no poder hacerse efectivos contra los que no fueron llamados a juicio, o impidiendo sentencias contradictorias, pero que desaparece ante la presencia de diversos agentes en la producción del daño mediante culpa extracontractual, en cuanto ordinariamente puede dar lugar a una solidaridad impropia, que no invalida la relación jurídico procesal por la falta de alguno de los posibles responsables (SSTS de 18 de abril; 31 may. 2006; 31 de enero y 15 nov. 2007), y que permite al perjudicado dirigir su demanda contra todos o contra algunos de los presuntos responsables civiles, sin que ello les origine indefensión puesto que han tenido la oportunidad de defender tanto su no vinculación al daño como el no aseguramiento de los redactores del proyecto a través de la acción directa que contra ellas ha formulado el perjudicado, para el cobro de la indemnización de los perjuicios derivados de culpa extracontractual, la cual es inmune a las excepciones que pudiera oponer el asegurador frente a su asegurado.


Jurisprudencia: STS 517/2010 de 19 de julio, rec. 1368/2006.











80 ¿En qué procesos de filiación es invocable la falta de litisconsorcio pasivo necesario?



 
Falta de litisconsorcio pasivo necesario en procesos de filiación






En todos aquellos procedimientos en que la reclamación de la filiación sea incompatible o contradictoria con la inscripción registral, dado que deberá también demandarse a quien aparece en el Registro Civil dado que implícitamente se estará impugnando la filiación que consta registralmente.


Jurisprudencia: STS 394/2015 de 3 de julio, rec. 1504/2014.











81 ¿Pueden integrarse en un mismo procedimiento varios demandantes afectados por las pérdidas de un determinado producto financiero?



 
Litisconsorcio voluntario activo de varios demandantes afectados por la pérdida de un producto financiero






Estaríamos ante un supuesto de lo que se ha venido en llamar «litisconsorcio voluntario activo», en el que varios litigantes hacen uso de la previsión legal contenida en los arts. 12.1 de la LEC («podrán comparecer en juicio varias personas, como demandantes (...), cuando las acciones que se ejerciten provengan de un mismo título o causa de pedir») y 72.1 de dicha ley («podrán acumularse, ejercitándose simultáneamente, las acciones que uno tenga contra varios sujetos o varios contra uno, siempre que entre esas acciones exista un nexo por razón del título o causa de pedir. Se entenderá que el título o causa de pedir es idéntico o conexo cuando las acciones se funden en los mismos hechos»).

Por ello, aun cuando puedan registrarse diferencias en los hechos que conciernen a los distintos reclamantes cuyas pretensiones aparezcan acumuladas, si esta diferencia se refiere a aspectos accesorios (intensidad y circunstancias de los daños sufridos) y no altera la uniformidad en los hechos en los que se fundamentan las distintas pretensiones no será inconveniente para conformar la litisconsorcio de la parte demandante.

Lo determinante no es si existen o no diferentes relaciones jurídicas con algunos aspectos diferenciales, sino si existe una conexión entre las cuestiones controvertidas objeto de las acciones acumuladas en su aspecto fáctico con relevancia respecto de las pretensiones ejercitadas, que justifique el conocimiento conjunto de las acciones ejercitadas y evite de este modo la existencia de sentencias injustificadamente discordantes. Siempre que, naturalmente, se reúnan los requisitos establecidos por el art. 73 de la LEC, cuya concurrencia no es problemática en el caso objeto del recurso.


Jurisprudencia: SSTS 405/2015 de 2 de julio, rec. 1660/2013 y 564/2015 de 21 de octubre, rec. 2671/2012.











82 ¿Se puede apreciar la excepción de litisconsorcio pasivo necesario si no es alegada en la contestación?



 
Apreciación de la excepción de litisconsorcio pasivo necesario si no es alegada por la parte






La falta de litisconsorcio pasivo necesario puede ser apreciada en cualquier momento del procedimiento, incluso en la fase de recurso. Es apreciable de oficio y no requiere ni de haber sido alegada por la parte.


Jurisprudencia: SSTS 701/2014 de 26 de noviembre, rec. 1063/2013 y 672/2017 de 15 de diciembre, rec. 1519/2015.











83 ¿Se puede apreciar falta del debido litisconsorcio pasivo necesario cuando se demanda a ignorados ocupantes y el demandante conoce a alguno de ellos?



 
Apreciación de la falta del debido litisconsorcio pasivo necesario cuando se demanda a ignorados ocupantes






La falta de litisconsorcio pasivo necesario puede ser apreciada en cualquier momento del procedimiento, incluso en la fase de recurso. Es apreciable de oficio y no requiere ni de haber sido alegada por la parte.

Adicionalmente el Tribunal Supremo ha señalado que concurre el litis consorcio pasivo necesario en el caso de procedimientos de precario instados por el adjudicatario de un inmueble en el procedimiento precio de ejecución hipotecaria que dirigen su acción contra ignorados ocupantes cuando conocen los ocupantes por ser los ejecutados en el procedimiento hipotecario.


Jurisprudencia: STS 701/2014 de 26 de noviembre, rec. 1063/2013; STS 672/2017 de 15 de diciembre, rec. 1519/2015 y STS 719/2021 de 25 de octubre, rec. 741/2021.











84 ¿Cuándo en un contrato hay una pluralidad de personas en una de las partes contratantes es necesario que todas ellas demanden si interesan la resolución del contrato? ¿y si uno no quiere?



 
Demanda para resolución de contrato cuando existe pluralidad de personas en una de las partes






Sí, la resolución del contrato de compraventa es un acto de disposición dirigido a recuperar la cosa vendida, por lo que es preciso que todos los vendedores manifiesten su voluntad de resolver el contrato o interpongan la demanda de resolución. La negativa a interponer la demanda de la persona que debiera hacerlo juntamente con otra, justificada porque nadie puede ser obligado a litigar, no puede sin embargo privar de tutela judicial a quien pretenda solicitar de los tribunales el reconocimiento de sus intereses legítimos. Por esta razón, es preciso conciliar ambos intereses, los de quien quiere acudir a los tribunales para hacer valer sus intereses con los de quien se niega a hacerlo, pero cuya presencia en el proceso es imprescindible para alcanzar un pronunciamiento de fondo. Con este fin hay que admitir que, quien se oponga a interponer conjuntamente la demanda cuando su presencia en el proceso sea necesaria en atención a la relación jurídica debatida, debe ser traído al proceso como demandado a efectos de tener bien constituida la relación procesal. La omisión de demandar al resto de contratantes que no quieren resolver se erige como causa de apreciación de un litisconsorcio pasivo necesario.


Jurisprudencia: STS 105/2022 de 8 de febrero, rec. 4625/2018.












Artículo 13 Intervención de sujetos originariamente no demandantes ni demandados






85 ¿Para qué supuestos está pensado la intervención de terceros originariamente no demandantes ni demandados?



 
Supuestos de la intervención de terceros






El art. 13 de la LEC regula lo que se ha venido denominando intervención adhesiva litisconsorcial, considerando que:

— el precepto permite la intervención de quien acredite tener interés directo y legítimo en el resultado del pleito, lo que excluye la afectación indirecta.

— el tercero interviniente podrá ejercitar sus pretensiones aunque la parte a cuya posición se adhiere renuncie, se allane, desista o se aparte del procedimiento, lo que excluye la intervención principal.

— el tercero interviniente es considerado parte a todos los efectos.

Por ello la intervención regulada por la nueva la LEC, parece aludir a aquellos supuestos en que si bien no es preceptivo el litisconsorcio pasivo necesario, sí existe una cotitularidad en la relación jurídica, lo que nos sitúa en la intervención adhesiva litisconsorcial, como sucede en los casos de acreedores o deudores solidarios, entre otros.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 11,ª 335/2008 de 21 de octubre, rec. 385/2008.












86 ¿Puede un interviniente en condición de demandado no originario reconvenir o un interviniente en condición de demandante no originario ejercitar acciones diferentes a las del demandante originario?



 
Intervención de tercero y ejercicio de acciones diferentes a las del demandante originario






La intervención en el proceso del tercero, está condicionada por lo dispuesto en el art. 13 de la LEC, en cuanto a la no suspensión del curso del procedimiento y la no retroacción de las actuaciones con aceptación del proceso en el estado y en el momento en que se encuentre cuando decide incorporarse, lo que le impide formular ninguna pretensión frente a las parte demandada o demandante si ha precluido el momento procesal, que para el demandante será la contestación de la demanda, y para el demandado los 20 días desde el emplazamiento para contestar.


Jurisprudencia: STS 425/2009 de 4 de junio, rec. 2293/2004.











87 ¿En fase de recurso de apelación o casación se puede admitir la intervención?



 
Admisión de la intervención en fase de recurso






Sí, se puede admitir la intervención mientras no exista sentencia firme, pero si ha precluido la fase de alegaciones del recurso no podrá presentar nuevas alegaciones.


Jurisprudencia: ATS 297/2015 de 28 de enero.











88 ¿Se puede condenar al interviniente, no originario, como demandado o absolverlo?



 
Condena de terceros intervinientes en el proceso






No, si el demandante no ha dirigido su acción contra él, ni ha ampliado la demanda. En el proceso civil, la cualidad de parte demandada corresponde al sujeto frente al que el demandante pretende la tutela ante los tribunales. Es el sujeto al que ha de afectar —por la situación que ocupa en una relación jurídica— la decisión solicitada en la demanda, y es esa situación en la relación jurídica lo que le legitima pasivamente para ser demandado. Así se deduce de lo dispuesto en los artículos 5.2 y 10 LEC, en coherencia con el principio dispositivo y de aportación de parte que rige el proceso civil, al que se refiere el art. 216 LEC. El sujeto solo adquiere la condición de parte demandada si frente a él se ejercita una pretensión. En consecuencia, el tercero cuya intervención ha sido acordada solo adquiere la cualidad de parte demandada si el demandante decide dirigir la demanda frente al tercero. Si el demandante no dirige expresamente una pretensión frente al tercero, la intervención del tercero no supone la ampliación del elemento pasivo del proceso. El tercero no será parte demandada y la sentencia que se dicte no podrá contener un pronunciamiento condenatorio ni absolutorio del tercero. C) Lo dicho no se contradice con las previsiones de la LEC sobre la actuación del tercero. Que el tercero pueda actuar como parte demandada significa que su posición formal es la de una parte —aunque no desde el punto de vista material porque no ha sido demandado— por lo que tendrá las oportunidades de alegación y defensa que la tramitación del concreto proceso permita a las partes. La situación del tercero que no ha sido demandado es la posición de quien está al cuidado del litigio, como sujeto interesado al que, sin soportar la acción, la LEC le permite una actividad en el proceso dirigida a conseguir que este tenga un resultado lo menos adverso posible para los intereses del tercero que puedan verse afectados de forma refleja, con la función de precaverse de la gestión procesal de la parte correspondiente.


Jurisprudencia: STS de 20 de diciembre de 2011, rec. 116/2008.











89 ¿Se puede condenar en costas al demandante respecto de las generadas por el tercero interviniente en calidad de demandado si la demanda es desestimada?



 
Condena en costas al demandante respecto de las generadas por el tercero interviniente






No, el demandante que no ha dirigido la acción contra el tercero y ve desestimadas sus pretensiones con imposición de costa, no deberá asumir las generadas por el tercero que ha intervenido de manera voluntaria, aunque haya resultado útil, o incluso decisiva, su intervención para desestimar la demanda.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 13ª, 339/2017 de 15 de junio, rec. 516/2016.











90 ¿Puede apelar o impugnar la sentencia en fase de oposición al recurso de apelación los terceros que intervienen voluntariamente como demandados en un proceso de responsabilidad por vicios de la construcción?



 
Apelación de la sentencia por terceros intervinientes en proceso de responsabilidad de vicios de la construcción






Sí, los terceros apelantes o impugnantes que se hayan constituido formalmente en parte demandada, al no postular la actora que la demanda se dirija contra ellos, y, por lo tanto, no ser factible su absolución o condena; el concepto de perjuicio para impugnar la sentencia adquiere unas connotaciones específicas, derivadas del hecho de que, conforme a la jurisprudencia, los referidos terceros quedarán vinculados por las declaraciones que se hagan en la sentencia de apelación a propósito de su actuación en el proceso constructivo, en el sentido de que en un juicio posterior no podrán alegar que resultan ajenos a lo ejecutado.


Jurisprudencia: STS 459/2020, 28 de julio, rec. 157/2018.












Artículo 14 Intervención provocada






91 ¿Cuándo pueden ser llamados como demandados otros agentes de la construcción por parte de uno de ellos que ha sido demandado?



 
Demandados en su condición de agentes de la construcción






En primer lugar, debemos distinguir si estamos ante una obra en construcción o una obra construida y recibida que permita la aplicación de la LOE, referida a daños materiales ocasionados en el edificio dentro de los plazos indicados, contados desde la fecha de recepción de la obra, sin reservas o desde la subsanación de éstas (art. 17.1). Obra construida y recibida y obra en construcción, dice la sentencia del TS 11 de octubre de 2006, que reiteran las más recientes de 20 de diciembre de 2011, 25 de enero 2012 y 16 de diciembre de 2014, es lo que diferencia el régimen jurídico de aplicación de otras acciones apoyadas en el cumplimiento defectuoso del contrato que posibilita la construcción entre los distintos Agentes y la promotora. Una y otras, comportan un régimen jurídico diferente, con criterios de imputación asimismo diferentes, en las que puede aparecer comprometida la actividad de agentes distintos de los que en la actualidad aparecen mencionados en la LOE, por más que el origen de los daños sea de índole constructiva (STS 20 de noviembre 2007). Y es que no es posible confundir la obligación que resulta de los vicios de la obra construida y recibida de la que deriva del incumplimiento de las obligaciones comprometidas en el marco del contrato de arrendamiento de servicio o de obra que hace posible su ejecución, cuya desatención autoriza a la propiedad a ejercitar las acciones correspondientes, sin esperar a alcanzar el interés que persigue con la realización final de la obra a partir de unos daños con suficiente entidad para contravenir la relación existente por quien es parte interesada en el contrato y comprometido como tal en el cumplimiento de las obligaciones que le competen (STS 24 de abril 2012).

En segundo lugar, la incorporación al proceso de quien no ha sido demandado en su condición de agente de la construcción se autoriza en la Disposición Adicional Séptima de la Ley de Ordenación de la Edificación exclusivamente para las acciones de responsabilidad basadas en las obligaciones resultantes de su intervención en el proceso de la edificación previstas en la citada Ley, y se activa procesalmente a través del art. 14 de la LEC (STS 26 de septiembre 2012 —Pleno—). Este artículo (STS 25 de enero 2012) regula la llamada intervención provocada de un tercero no demandado a instancias de quien si ha sido demandado en los casos en que la Ley permite hacerlo,

En tercer lugar, hay que tener presente que esta incorporación de terceros al proceso está prevista en la Disposición Adicional Séptima de la LOE para los agentes mencionados en la Ley, entre los que no se encuentran, por ejemplo, los subcontratistas.


Jurisprudencia: STS 510/2014 de 19 de enero de 2015, rec. 1315/2012.












92 ¿Se puede apreciar la falta de litisconsorcio pasivo necesario por no haberse llamado a un tercero por parte del demandado?



 
Falta de litisconsorcio pasivo necesario por no haberse llamado a un tercero






A) La intervención provocada regulada por el art. 14 LEC no guarda relación alguna con la falta de litisconsorcio pasivo necesario. De hecho, constituyen dos conceptos que se excluyen mutuamente. La intervención provocada se dirige a terceros que nada obliga a quedar integrados en la relación jurídico procesal mientras que, en el caso del litisconsorcio pasivo necesario, su integración es obligada hasta el punto de que se trata de una excepción que debe ser planteada y apreciada de oficio (la intervención provocada queda supeditada a instancia de parte).

B) Los terceros cuya intervención puede ser provocada no ostentan la cualidad de demandados (así lo especifica el art. 14 LEC) en tanto que sí revisten esa condición, como se ha visto, los litisconsortes respecto de los que se aprecia la falta de litisconsorcio pasivo necesario (ello sin perjuicio de que pueda llegar a producirse una sucesión procesal por la vía de los artículos 14.2.4ª y 18 LEC).

C) El art. 14 LEC exige una previsión legal expresa que habilite la intervención provocada (por ejemplo, los arts. 1084 o 1481 del Código Civil o la Disposición Adicional Séptima de la Ley de Ordenación de la Edificación), lo que no sucede con la falta de litisconsorcio pasivo necesario.

D) En definitiva, sólo cabe la intervención provocada respecto de terceros, esto es, respecto de quienes no sean litisconsortes necesarios. Un litisconsorte necesario no ostenta la condición de tercero respecto de quien pueda plantearse una intervención provocada. Al litisconsorte necesario no se le provoca la intervención sino que debe forzosamente formar parte de la relación jurídico procesal como demandado con independencia de que alguno de los litigantes lo inste o no.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 13ª, 107/2018 de 5 de julio.











93 ¿En qué casos se puede pedir la intervención de un tercero?



 
Intervención de un tercero: casos





La LEC regula la intervención de personas originariamente no demandados, como una facultad que está limitada a aquellos supuestos en los que la ley expresamente lo contemple o permita; esto es, resulta preciso una norma de cobertura y existen supuestos concretos en los que la ley expresamente lo contempla, como los casos de evicción en la compraventa (art. 1482 CC), los de bienes y derechos aportados a una sociedad (art. 1681 CC), los de arrendamiento de fincas rústicas y urbanas (art. 1553 CC), en las donaciones onerosas (art. 683 CC), los legados (arts. 860 y 869.3º CC), etc. y, en leyes especiales, encontramos el ejemplo prototípico de estas intervenciones en la disposición adicional 7ª de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, que se refiere a la llamada al proceso de los agentes intervinientes en la edificación.








94 ¿Qué efectos produce la sentencia dictada respecto del tercero que ha sido llamado?



 
Sentencia dictada respecto del tercero






Como tiene declarado el Tribunal Supremo, en su sentencia 623/2011, de 20 de diciembre de 2011 y reiterada por la núm. 538/2012, de 26 de septiembre, para poder condenar al tercero que es llamado, «de forma provocada por algún codemandado, es precisa la solicitud de condena expresa por parte de alguno de los demandantes», que se activa procesalmente a través del art. 14 de la LEC. En consecuencia el tercero (en el presente supuesto, los terceros llamados por la parte demandada) «sólo adquieren la cualidad de parte demandada si el demandante decide dirigir la demanda frente al tercero. Si el demandante no le dirige expresamente una pretensión frente al tercero, la intervención del tercero no supone la ampliación del elemento pasivo del proceso. El tercero no será parte demandada y la sentencia que se dicte no podrá contener un pronunciamiento condenatorio ni absolutorio del tercero», por el más elemental respecto a los principios dispositivos, de rogación y congruencia, y de aportación de parte que rige el proceso civil al que se refiere el art. 216 LEC.

A pesar de que la LOE es anterior a la LEC 2000, la anterior conclusión ni contradice ni altera las previsiones de esta última sobre la actuación de tercero, que prevén los artículos 13 y 14 LEC.

Los terceros, que no tienen carácter de parte demandada desde un punto de vista material pero si procesal, ocupan «la posición de quien está al cuidado del litigio, como sujeto interesado al que, sin soportar la acción, la LEC le permite una actividad en el proceso dirigida a conseguir que este tenga un resultado lo menos adverso posible para los intereses del tercero que pueden verse afectados de forma refleja....» (STS, 623/2011, 20 dic., citada ut supra). Situación procesal que «le ha permitido defender sus propios intereses... pues las declaraciones que en ella se hagan.... no podrán ser discutidas en un posterior y eventual proceso (STS, 538/2012, 26 sep., citada, haciéndose eco de sentencias de Audiencias Provinciales).

Porque, efectivamente, el párrafo segundo de la Disposición Adicional Séptima de la LOE señala: «La notificación se hará conforme a lo establecido para el emplazamiento de los demandados e incluirá la advertencia expresa a aquellos otros agentes llamados al proceso de que, en el supuesto de que no comparecieren, la sentencia que se dicte será oponible y ejecutable frente a ellos».

Es decir, como señala la STS núm. 538/2012, de 26 de septiembre «la oponibilidad y ejecutividad del fallo de la sentencia, a que se refiere la disposición transcrita, supone, de un lado que quedará vinculado por las declaraciones que se hagan en la sentencia a propósito de su actuación en el proceso constructivo, en el sentido de que, en un juicio posterior, no podrá alegar que resulta ajeno a los realizados y, de otro, que únicamente podrá ejecutarse la sentencia cuando se den los presupuestos procesales para ello, lo que no es posible cuando ninguna acción se dirige frente a quien fue llamado al proceso y como tal no puede figurar como condenado ni como absuelto en la parte dispositiva de la sentencia».


Jurisprudencia: STS 9 de septiembre de 2014, rec. 2311/2011.












Artículo 15 Publicidad e intervención en procesos para la protección de derechos e intereses colectivos y difusos de consumidores y usuarios






95 ¿Qué efectos tiene la publicidad de un procedimiento para la protección de intereses colectivos, respecto de otra demanda individual posterior?



 
Publicidad de un procedimiento para la protección de intereses colectivos






Como señala la STS 123/2017, de 24 de febrero, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia (contenida en la STJUE, 14 abr. 2016), la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (contenida en la STC 148/2016, 19 sep., y otras posteriores), entre las acciones colectivas y acciones individuales no existe identidad objetiva, puesto que tienen objetos y efectos jurídicos diferentes, y por ello no cabe apreciar el efecto de cosa juzgada material:

«Una interpretación conjunta de los arts. 15, 222.3 y 221 LEC lleva a la conclusión de que la cosa juzgada de la sentencia estimatoria de la acción colectiva afectará únicamente a los consumidores no personados que estén determinados individualmente en la propia sentencia, conforme dispone el art. 221.1-1.ª LEC».


Jurisprudencia: STS 423/2017 de 5 de julio, rec. 2964/2014.












96 ¿Puede sustituirse la comunicación individual a los consumidores integrantes de un colectivo por la publicación y difusión del ejercicio de la acción colectiva?



 
Sustitución de la comunicación individual por la publicación y difusión de la acción colectiva






No, a la vista del régimen de publicidad y comunicación del art. 15 LEC, la cualidad de que los afectados estén determinados o sean fácilmente determinables (que el art. 11.2 LEC vincula a la cualidad de «colectivos» de los intereses respecto de los que se solicita la tutela judicial efectiva) ha de estar referida al momento previo al de la presentación de la demanda, puesto que cuando ésta se presente deberá estar cumplida la carga de previa comunicación a todos los interesados de la presentación de la demanda.

En consecuencia, no puede aceptarse, que se admita una demanda de defensa de intereses colectivos del art. 11.2 LEC (con las consecuencias que ello tiene no sólo sobre las exigencias de legitimación de la parte actora sino también en cuanto a la no suspensión del curso de los autos para esperar la personación como intervinientes de los consumidores afectados y cuyo efecto de cosa juzgada se extenderá a todos sujetos, no litigantes, titulares de derechos integrados en esos «intereses colectivos» que alega defender la demandante, así como el distinto contenido del fallo de la sentencia, sin acreditar la comunicación previa de la presentación de la misma a todos los interesados exigida en el art. 15.2 LEC, pretendiendo sustituirla por un anuncio en medios de comunicación, publicidad similar a la que en todo supuesto de demanda en defensa de intereses supraindividuales, sean colectivos o difusos, deberá realizarse de la admisión a trámite de la demanda conforme al art. 15.1 LEC.

Lo que no puede pretenderse es sustituir dicha comunicación personal por otra publicación en medios de comunicación con difusión en el ámbito territorial en el que se haya manifestado la lesión de aquellos derechos o intereses, pues el régimen previsto en el art. 15 LEC para los supuestos de ejercicio de acciones colectivas no es el de una doble publicación en medios de comunicación, sino el de una comunicación personal previa a todos los interesados de la presentación de la demanda y una publicación de la admisión a trámite de ésta en medios de comunicación.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 28.ª, 160/2008 de 28 de mayo, rec. 96/2008.











97 ¿En qué supuestos no se puede pedir diligencias preliminares para identificar a los consumidores integrantes de un colectivo?



 
Necesidad de practicar diligencia preliminar para identificar a los consumidores integrantes de un colectivo






La acción de cesación (art. 53 del T.R. de la Ley de Consumidores y Usuarios, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007; y art. 12.2 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, de condiciones generales de la contratación) sí puede considerarse de defensa de intereses colectivos. Pero está excluida por el art. 15.4 LEC de la necesidad de comunicar previamente a los interesados el propósito de presentar la demanda.

En cuanto las acciones de nulidad contractual o anulabilidad e indemnización de daños y perjuicios, no se trata de acciones colectivas, pues no se pretende la tutela de intereses generales de consumidores y usuarios ni están previstas en los preceptos citados del T.R. de la Ley de consumidores ni en el art. 12 de la Ley de condiciones generales de contratación. Se trata únicamente de acumular en un solo proceso esas acciones individuales de nulidad contractual y de indemnización de daños y perjuicios respecto de las concretas y determinadas personas físicas que litiguen, no de obtener un pronunciamiento general beneficioso para los consumidores y usuarios. Al no pretenderse «la defensa de los intereses colectivos de consumidores y usuarios» (art. 256.1.6º LEC), no se justifica la necesidad de practicar diligencia preliminar para identificar a los consumidores integrantes de un colectivo.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 9ª, 243/2012 de 28 de septiembre.











98 ¿Cómo debe ser la comunicación prevista en el art. 15.2 para las acciones en defensa de intereses colectivos?



 
Forma de la comunicación prevista en el art. 15.2 LEC






Según la doctrina más autorizada, dicha comunicación, a diferencia del llamamiento a los afectados realizado mediante la publicación de la admisión a trámite de la demanda en medios de comunicación con difusión en el ámbito territorial en el que se haya manifestado la lesión de aquellos derechos o intereses del art. 15.1 LEC, ha de ser una comunicación personal, realizada a todos los interesados, en la que deberá darse al destinatario noticia suficiente de su objeto, es decir, de la presentación de la demanda, del objeto de dicha demanda, de la condición del destinatario como perjudicado y afectado por ella, siendo válida cualquier forma, con tal de que quede constancia escrita de la notificación, lo que justificaría que posteriormente la publicación del llamamiento en medios de comunicación no supusiera la suspensión del curso del procedimiento, pues los interesados ya estarían sobre aviso a la vista de la previa comunicación recibida.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 28.ª, 160/2008 de 28 de mayo, rec. 96/2008.











99 ¿Es subsanable el requisito de procedibilidad de notificar previamente la intención de demandar en las acciones en defensa de intereses colectivos?



 
Procedencia de notificar la intención de demandar en las acciones en defensa de intereses colectivos






No es subsanable. La dicción literal del art. 15.2 LEC, señala que la actuación exigida consiste en un comportamiento preprocesal de la asociación que se propone demandar, no de un acto propiamente procesal, a realizar en el curso de las actuaciones de tramitación. Es decir, el comportamiento consiste en una comunicación privada entre la asociación que se propone demandar y los consumidores afectados, para relatarles la intención de demandar y el contenido de la acción a entablar. Tal requisito es habilitante de la legitimación misma de la asociación para esta clase de acciones, a fin de obtener aquella capacidad de conducción procesal de las mismas. Por ello, su omisión no puede ser subsanada como si de un acto procesal irregular de parte se tratase, sino que supone la ausencia de ese carácter de legitimada de la asociación en el momento mismo de deducción de la demanda, lo que implica la inviabilidad de la misma.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 28ª, 148/2018 de 21 de septiembre.











100 ¿Se puede solicitar por una asociación de consumidores una diligencia preliminar consistente en que se faciliten por parte de la empresa que será demandada la identidad de determinados clientes?



 
Diligencia preliminar de una asociación de consumidores consistente en requerir a una entidad bancaria la entrega de datos personales de sus clientes






Una diligencia preliminar consistente en requerir a una entidad bancaria la entrega de datos personales de sus clientes, sin el previo consentimiento de éstos, para su posterior entrega a una asociación de consumidores que pretende iniciar un proceso para la defensa de los intereses colectivos de consumidores y usuarios, implica un claro límite en el derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal (art. 18.4 CE) y, en consecuencia, no es suficiente la existencia de una genérica habilitación legal (ex art. 256.1.6 LEC), sino que dicha medida ha de adoptarse mediante resolución especialmente motivada, exteriorizando los elementos de juicio en los que se basa la resolución, de forma que las razones fácticas y jurídicas queden perfectamente expuestas y, además, debe someterse a un estricto juicio de proporcionalidad, como principio inherente del Estado de Derecho, cuya condición de canon de constitucionalidad tiene especial aplicación cuando se trata de proteger derechos fundamentales frente a limitaciones o constricciones que procedan de normas o resoluciones singulares (STC 85/1992, 8 jun., FJ 4). Sin embargo, nada de esto se ha hecho en las resoluciones jurídicas impugnadas, pudiendo existir medidas alternativas menos gravosas al derecho de intimidad como puede ser que sea la propia empresa que acredite por medio de una auditora externa haber remitido la comunicación que quiere comunicar la asociación.


Jurisprudencia: STC 96/2012 de 7 de mayo, rec. 8640/2010.












Artículo 15 bis Intervención en procesos de defensa de la competencia y de protección de datos






101 ¿En qué condición se deberá tener por personados a la Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia y los órganos competentes de las Comunidades Autónomas?



 
Participación de los órganos nacionales y comunitarios en los procedimientos de aplicación de la normativa de competencia





La Exposición de Motivos de la LDC califica «expresamente la participación de los órganos nacionales y comunitarios de competencia como "amicus curiae" en los procedimientos de aplicación de la normativa de competencia por parte de la jurisdicción competente». El amicus curiae puede definirse como «aquella persona física o jurídica que, careciendo, de legitimación para participar en un litigio como parte principal ni tercero, asiste al tribunal mediante la aportación de fuentes adicionales de información objetiva.» (De la Cruz Iglesias).









102 ¿Deben comparecer la Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia y los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, representados por procurador y defendidos por abogado?



 
Representación de los órganos nacionales y comunitarios de competencia por procurador y abogado





No, ninguno de estos organismos son parte del procedimiento por lo que no requieren de representación ni postulación.








103 ¿Qué participación pueden tener los referidos organismos?



 
Participación de los órganos nacionales y comunitarios de competencia





Su participación puede consistir en aportar fuentes de información y también opiniones fundadas en derecho o dictámenes.








104 ¿En qué momento pueden participar los organismos reguladores de la competencia?



 
Momento de la participación de los organismos reguladores de la competencia






Los organismos reguladores de la competencia deben de aportar la información u observaciones que pretendan en los diez días antes de la celebración del acto del juicio a que se refiere el art. 433 LEC o dentro del plazo de oposición o impugnación del recurso interpuesto. Sin embargo el Tribunal de oficio puede requerir dichos informe en cualquier momento antes de dictar sentencia sea cual sea la instancia en la que se encuentre.


Jurisprudencia: STS 543/2015 de 20 de octubre, rec. 549/2010.











105 ¿En qué forma pueden ser llamados los organismos reguladores de la competencia?



 
Forma de la participación de los organismos reguladores de la competencia





Su participación será de forma escrita, como regla, pero, también, según las circunstancias y bajo la decisión del órgano jurisdiccional, de manera oral.









Capítulo III De la sucesión procesal



Artículo 16 Sucesión procesal por muerte






106 ¿Qué sucede si fallece el recurrente antes de que se dicte sentencia?



 
Fallecimiento del recurrente antes de dictar sentencia






Si no se conocieran a los sucesores o éstos no pudieran ser localizados procede entender que ha habido desistimiento del recurso.


Jurisprudencia: ATS 3 de junio de 2008, rec. 612/2005.












107 ¿Es posible la sucesión procesal en todo tipo de procedimientos?



 
Sucesión procesal en todo tipo de procedimientos






Los presupuestos formales que, en principio, permiten tal continuidad en el ejercicio de la acción, aún desapareciendo el titular del derecho litigioso, originariamente legitimado son: litispendencia o existencia de un proceso pendiente, petición expresa de otra u otras personas —en el caso del supuesto del art. 16.2 LEC— y acreditamiento del título justificativo de la instada sucesión. Pero junto con estos requisitos formales ha de añadirse otro de carácter sustantivo, atinente a que tal sucesión procesal o continuidad en el ejercicio de la pretensión tenga viabilidad jurídica, por tratarse de acciones o pretensiones transmisibles, o lo que es lo mismo, que el derecho controvertido... y más concretamente la acción ya emprendida para su reconocimiento y protección, sea susceptible de ser ejercitada por persona diversa a la de su originario titular, requisito que se desprende del tenor del art. 16 LEC y que ha llevado a la doctrina a pronunciarse negando la sucesión cuando la acción ejercitada tenía carácter personalísimo —verbigracia en pleitos matrimoniales de separación o divorcio—. Finalmente, también del tenor del art. 16 se desprende que el sucesor ocupa la posición del causante «a todos los efectos», expresión que ha de entenderse como referida exclusivamente a los efectos procesales y no a los sustantivos, sin que puedan confundirse las consecuencias materiales y las procesales de esta institución.


Jurisprudencia: AATC de 18 de octubre de 2004 y de 15 de febrero de 2005.











108 ¿La sucesión procesal en las personas jurídicas por fusión de entidades mercantiles es equiparable por analogía a la muerte?



 
Sucesión procesal en las personas jurídicas por fusión de entidades mercantiles






Sí, la LEC no regula de forma específica la extinción de la personalidad de una persona jurídica, y las transformaciones de las sociedades mercantiles al amparo art. 23 de la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, se asemeja más a una sucesión universal de la persona que a una transmisión del objeto litigioso y por ello el Tribunal Supremo, trata estos supuestos de transformación por los trámites del art. 16 LEC.


Jurisprudencia: ATS 7 de septiembre de 2015, rec. 1914/2013.











109 ¿Si el demandante fallece tras la sentencia pero antes de que ésta sea ejecutada se produce la nulidad del procedimiento?



 
Fallecimiento del demandante tras la sentencia pero antes de la ejecución






El fallecimiento de quien aparece como deudor en el título que lleva aparejada ejecución, que se produce antes de que se despache la ejecución, no produce los mismos efectos que cuando se demanda en un juicio declarativo a alguien que ya ha fallecido.

En este segundo caso se impone declarar la nulidad de lo actuado porque no puede seguirse un juicio contra un demandado que ya ha fallecido al tiempo de interponerse la demanda. Pero en el primer caso no hace falta un nuevo título que complete aquel en el que figura como deudor quien ha resultado fallecido.

El título que sirve para dar comienzo a la ejecución es el mismo, y al acreedor no se le puede imponer la carga de saber si quien figura como deudor en el título lo sigue siendo, porque haya fallecido, o simplemente porque ha transmitido la deuda a un tercero.

Lo único que cambia es la persona contra la que puede despacharse ejecución, y esta persona dispondrá a partir del momento en el que se dirige la ejecución contra ella de todos los medios de defensa que corresponda a la parte ejecutada.

De hecho, el art. 538.1.1 LEC coloca en primer lugar entre las personas contra las que puede despacharse ejecución a «quien aparezca como deudor en el título ejecutivo», y el art. 540 LEC regula los efectos de la sucesión de una forma bien distinta a como lo hacen los artículos 16 y siguientes, dentro estos del libro I de las disposiciones relativas a los juicios civiles (pero declarativos).

El art. 16 LEC sí precisa que «cuando se transmita mortis causa lo que sea objeto del juicio la persona que sucedan al causante podrían seguir ocupando en dicho juicio la misma posición que este a todos los efectos», lo que implica que la sucesión debe tener lugar mientras el juicio está pendiente. Y el art. 17 al tratar de la sucesión inter vivos también comienza diciendo «cuando se transmita pendiente un juicio (...)».

Sin embargo, el art. 540 LEC, que regula el mismo supuesto pero para el proceso de ejecución, no distingue según que la sucesión se haya producido en el curso de la ejecución, o antes de que la misma se haya abierto, cómo se distingue erróneamente en el auto combatido.

Es más, la misma previsión que hace el art. 538.2.2 cuando dice que solo podrá despacharse ejecución frente a (...)«quien sin figurar como deudor en el título ejecutivo responda personalmente de la deuda por disposición legal (...)» induce a pensar que el art. 538 LEC se reserva para los casos en los que la ejecución se despacha directamente contra la persona del heredero, y el art. 540 LEC para los casos en los que la intervención del heredero se produce o se constata a posteriori.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 14ª, 137/2015 de 21 de mayo, 802/2014.











110 ¿Puede el legatario ser el sucesor procesal de una de las partes o únicamente puede serlo el heredero?



 
Legatario como sucesor procesal del litigante fallecido






La doctrina se muestra conforme en que también el legatario puede ser sucesor procesal del litigante fallecido pero siempre que se trate de un legado de cosa específica y el procedimiento verse sobre una pretensión que tenga por objeto la cosa legada.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 17ª, 235/2006 de 28 de noviembre, rec. 289/2006.












Artículo 17 Sucesión por transmisión del objeto litigioso






111 ¿Puede ser el sucesor procesal del arrendatario la persona con derecho a subrogación en el contrato de arrendamiento?



 
Sucesor procesal del arrendatario






Si bien nada impide que el heredero pueda suceder procesalmente al arrendatario litigante difunto (singularmente en los casos en que no exista persona alguna con derecho a subrogarse o que teniéndolo no quiera ejercitarlo), ya que el resultado del pleito puede afectarle, siquiera a efectos económicos, es lo cierto que el legitimado genuinamente para sucederle procesalmente es el titular arrendaticio en virtud de la subrogación mortis causa legalmente prevista.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 13ª, 188/2011 de 19 de abril, rec. 792/2009.












112 ¿En una demanda de desahucio por precario si cambia el poseedor durante el procedimiento puede solicitar el demandado la sucesión procesal?



 
Sucesión procesal en una demanda de desahucio por precario que cambia de poseedor






En el ejercicio de la acción de desahucio por precario, según el art. 250.1.2º LEC, se encuentran legitimados pasivamente los que tienen la posesión de la finca que, en principio, deben tenerla en el momento de la presentación de la demanda, ya que según los artículos 410 a 413 LEC, desde el momento de la presentación de la demanda comienzan los efectos de la litispendencia, y, entre ellos, el de la perpetuación de la legitimación, de modo que no afectan a la legitimación las innovaciones que, después de iniciado el juicio, introduzcan las partes o terceros en el estado de las cosas o de las personas que hubieren dado origen a la demanda, aunque también el art. 17 LEC admite la sucesión en la legitimación en el curso del proceso por la transmisión del objeto del pleito. En este sentido la transmisión de la posesión por el demandado puede dar entrada a defender el título posesorio en discusión al nuevo poseedor.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 13ª, 684/2018 de 15 de noviembre, rec. 849/2017.











113 ¿La transmisión del crédito reclamado judicialmente durante el procedimiento sin acreditar la sucesión procesal priva de legitimación al demandante?



 
Sucesión procesal en caso de transmisión de crédito reclamado judicialmente






Existen posturas contrapuestas por la jurisprudencia menor. Algunas Audiencias Provinciales mantienen el principio de perpetuación de la jurisdicción, del que es un reflejo el art. 413.1 LEC, y que no es aplicable únicamente al objeto del proceso, sino también a aquellas condiciones de las partes necesarias para el ejercicio de la acción que no impliquen una extinción de su capacidad jurídica o de su capacidad procesal. Estas Audiencias entienden que la consecuencia de lo expuesto es que el tratamiento que la sentencia debe dar al presupuesto de la legitimación ha de ser el que le correspondía en el momento en que se originó la litispendencia, pues quienes estaban legitimados en ese momento mantienen esa legitimación, salvo los casos de sucesión procesal autorizados por resolución judicial.

Sin embargo, otras Audiencias entienden que la transmisión del crédito deja fuera del pleito al transmitente por decisión propia y le hace perder la legitimación activa.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 13ª, 272/2018 de 25 de junio, rec. 235/2018 (a favor de mantener la legitimación) y AAP Girona, Sección 2ª, 282/2018 de 7 de noviembre (a favor de la pérdida de la legitimación).











114 ¿Se puede acceder a la sucesión procesal por la transmisión de un crédito que se reclama por responsabilidad extracontractual?



 
Sucesión procesal en caso de transmisitón de crédito por reclamación de responsabilidad extracontractual






No, porque, atendiendo a la índole de la materia que se debate (responsabilidad aquiliana), el demandado podría ostentar frente a la demandante «defensas» que en relación con lo que es objeto del pleito «solamente puede hacer valer contra la parte transmitente» (art. 17.2 segundo párrafo LEC), debiendo continuar el transmitente en el juicio en la condición de demandante sin perjuicio de las relaciones jurídicas privadas que le vinculen con la persona a la que se le ha transmitido el crédito.


Jurisprudencia: ATS 3 de octubre de 2006, rec. 110/2005.











115 ¿Es necesario acreditar la notificación al deudor de la transmisión del crédito que ha sido cedido y el precio por el que se ha transmitido?



 
Notificación al deudor de la transmisión del crédito que ha sido cedido






En cuanto a la notificación del importe que la cesionaria ha pagado por tal cesión, cabe señalar que según jurisprudencia reiterada del TS, no es necesario para la existencia y validez de la cesión de créditos que la misma deba notificarse al deudor, ni que éste deba de consentirla, ya que la notificación no tiene otro alcance que el obligarle con el nuevo acreedor, no reputándose pago legítimo desde aquel momento el hecho en favor del cedente (SSTS 11 ene. 1983, 27 sep. 1991, 24 de mar. 2000, etc.).

Por tanto, si no es necesario para la existencia y validez de la cesión de créditos que la misma deba notificarse al deudor, menos lo es que además se le tenga que notificar el importe que la cesionaria ha pagado por tal cesión.


Jurisprudencia: AAP Baleares, Sección 1ª, 23 de noviembre de 2018.











116 ¿La sociedad concursada puede seguir actuando como parte en juicio o es necesaria la sucesión procesal por parte del administrador concursal?



 
Legitimación de la administración concursal para personarse e interesar la sustitución procesal de la concursada






La interpretación sistemática de los arts. 119 a 121.1 y 137 y 138.1 TRLConc., en relación con el sentido y el alcance de la restricción de facultades patrimoniales de los arts. 106 y 413.3 TRLConc., debemos entender que, respecto de los procedimientos iniciados después de la declaración de concurso por la concursada intervenida, con la preceptiva autorización de la administración concursal, si al tiempo de dictarse la sentencia de primera instancia se hubiera acordado la suspensión de facultades patrimoniales como consecuencia de la apertura de la liquidación, la administración concursal está legitimada para personarse e interesar la sustitución procesal de la concursada. Pero mientras no lo haga, persiste la legitimación procesal de la concursada, sin perjuicio de que para recurrir en apelación deba contar con la autorización de la administración concursal prevista en el art. 119 TRLConc. La necesidad de esta conformidad de la administración concursal es la garantía de que el recurso de apelación, con el riesgo de condena en costas que gravaría la masa activa del concurso, no contradice los intereses del concurso.

Para la ratio del art. 119 TRLConc., no es necesario imponer en todo caso la sustitución procesal de la concursada por la administración concursal cuando hubiera un cambio del régimen de intervención al de suspensión de facultades patrimoniales, y por eso no lo prevé. Los intereses del concurso, representados en este caso por no asumir innecesariamente riesgos de gastos y costas a cargo de la masa activa, están garantizados en cuanto que de la misma manera que para interponerse la demanda fue necesaria la conformidad de la administración concursal, para recurrir también será necesaria.

No obstante, esta interpretación debe hacerse compatible con los efectos previstos en el art. 413 TRLConc. para el caso de la apertura de la fase de liquidación. Al asumir la administración concursal la representación de los intereses patrimoniales de la concursada, está legitimada para, si lo estima necesario o conveniente, instar la sustitución procesal de la concursada, al modo en que se prevé en el art. 120 TRLConc. respecto de los procedimientos instados antes del concurso.

De tal forma que, mientras la administración concursal no se persone y solicite la sustitución procesal de la concursada, está sigue legitimada para continuar con el procedimiento, aunque para recurrir en apelación necesite la conformidad de la administración concursal prevista en el art. 119 TRLConc.


Jurisprudencia: STS 570/2018 de 15 de octubre, rec. 3833/2015.











117 ¿Se puede considerar una práctica abusiva para el consumidor la transmisión de un crédito celebrado con un consumidor, que se esté ejecutando, sin darle la oportunidad de extinguirlo por el precio de la transmisión?



 
Práctica abusiva en transmisión de créditos celebrados con un consumidor






La falta de cauce procesal para hacer valer el derecho a extinguir la deuda en el proceso de ejecución en los términos establecidos en el art. 1535 CC, ha suscitado dos cuestiones prejudiciales en relación con su compatibilidad con la Directiva 93/13/CE sobre cláusulas abusivas en contratos celebrados con consumidores.

El TJUE ha señalado que como esas prácticas empresariales de transmisión de créditos no tienen su reflejo en el clausulado de los contratos de préstamo objeto del litigio, la Directiva 93/13 no es aplicable a prácticas empresariales. De otro lado, considera que el art. 1.535 del Código civil en materia de transmisión de créditos y los artículos 17 y 540 LEC en sede de sustitución del cedente por el cesionario en un procedimiento en curso, ante la posibilidad de que con los mismos no se garantice una protección suficiente a los consumidores al no reconocerles el derecho a la extinción del crédito, declara el Tribunal de Justicia que tampoco es aplicable la Directiva 93/13 porque según su art. 1.2 no están sometidas a su ámbito de aplicación las cláusulas contractuales que reflejen disposiciones legales o reglamentarias imperativas.


Jurisprudencia: STJUE 8 de agosto de 2018 y ATJUE, Sala 5.ª, 5 de julio de 2016, C-7/2016.












Artículo 18 Sucesión en los casos de intervención provocada






118 ¿Si no se acuerda la sucesión procesal puede el tercero llamado al proceso ver resarcidas las costas causadas?



 
Imposición de costas al tercero llamado al proceso






La STS de la Sala Primera, 790/2013 de 27 de diciembre, rec. 2398/2011, precisa: «...Si el demandante decide ampliar la demanda frente al tercero interviniente, a partir de entonces, el pronunciamiento sobre las costas se sujetará al criterio del vencimiento, conforme a lo prescrito en el art. 394 de la LEC, con la particularidad de que la absolución del tercero interviniente permitirá la imposición de las costas a quien solicitó su intervención, conforme a los dispuesto en el ordinal 5.º del art. 14.2 de la LEC.»

En el caso de que la parte demandante no decida ampliar la demanda contra el tercero interviniente, como no se ha ejercitado ninguna pretensión frente a él, la sentencia que resuelva el caso no debería condenarlo ni absolverlo, y, consiguientemente, no podría haber condena en costas derivada de este pronunciamiento a favor o en contra del demandante.

Sin embargo, es indudable que en estos casos, aunque finalmente no se haya dirigido la demanda frente al tercero interviniente, su llamada al proceso por un codemandado le ha podido reportar unos gastos judiciales. Por ello, para determinar cuándo podría tener derecho a ser resarcido de las costas judiciales y frente a quien, deberemos atender al criterio de si finalmente estuvo justificada o no su llamada al proceso.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 25ª, 11/2016 de 19 de enero, rec. 448/2015.












119 ¿Puede acordarse la sucesión del demandado por el tercero llamado sin el consentimiento del demandado?



 
Sucesión del demandado por el tercero






No, el llamado puede ser parte del procedimiento desde un punto de vista formal pero no material, hasta que el demandante no amplíe la demanda contra él o el demandado solicite su sucesión por el llamado y ésta se admitida.


Jurisprudencia: SAP Granada, Sección 5ª, 19/2018 de 19 de enero, rec. 805/2016.











120 ¿Qué efectos tiene la sentencia sobre el tercero llamado si no sucede al demandado?



 
Efectos de la sentencia sobre el tercero interviniente






El tercero llamado que no sucede al demandado ni es ampliada la demanda contra él, quedará vinculado por las declaraciones que se hagan en la Sentencia a propósito de su actuación, en el sentido de que en un juicio posterior no podrá alegar que resulta ajeno a lo realizado.


Jurisprudencia: STS 538/2012 de 26 de septiembre, rec. 478/2009.











121 ¿Puede oponerse el demandante a la sucesión y ampliar la demanda contra el tercero llamado?



 
Oposición del demandante a la sucesión procesal





Una interpretación sistemática del art. 401 en relación al 14.4 y al 18 LEC permite afirmar que en el traslado que se confiere al demandante de la solicitud de la llamada de un tercero a intervenir, es el momento procesal en que el demandante puede interesar que ocupe la posición de demandado deduciendo ampliación de demanda contra él.








122 ¿Es apelable el Auto que resuelve sobre la sucesión procesal del interviniente llamado?



 
Apelación del Auto que resuelve sobre la sucesión procesal






Tratándose de intervención provocada la resolución que se dicta es interlocutoria y no final. No se trata de un auto definitivo (art. 455 LEC) y si la parte no está de acuerdo con la composición de la litis deberá arrastrarlo finalmente con la apelación principal. Tal y como señala el apartado XIII de la Exposición de Motivos de la LEC «esta Ley contiene una sola regulación del recurso de apelación y de la segunda instancia, porque se estima injustificada y perturbadora una diversidad de regímenes. En razón de la más pronta tutela judicial, dentro de la seriedad del proceso y de la sentencia, se dispone que, resuelto el recurso de reposición contra las resoluciones que no pongan fin al proceso, no quepa interponer apelación y sólo insistir en la eventual disconformidad al recurrir la sentencia de primera instancia. Desaparecen, pues, prácticamente, las apelaciones contra resoluciones interlocutorias.»

El régimen general en estos supuestos es el recurso de reposición. Así lo establece el art. 455 LEC. No se trata de un auto definitivo que ponga fin al proceso. Es por ello que solo en el concepto de «auto definitivo» se sitúa la posibilidad de apelación que la norma prevé dado que en cualquier caso se trata de un supuesto que podrá repararse, en su caso y de ser así, con la sentencia definitiva, partiendo de la libre constitución de la litis (arts. 5 y 12  LEC) y sin perjuicio de la llamada que pueda hacerse conforme a lo que la norma así refiera.


Jurisprudencia: SAP Almería, Sección 1ª, 373/2016 de 19 de julio.












Capítulo IV Del poder de disposición de las partes sobre el proceso y sobre sus pretensiones



Artículo 19 Derecho de disposición de los litigantes. Transacción y suspensión






123 ¿Se precisa la intervención de Abogado y Procurador para allanarse?



 
Intervención de abogado y procurador en el allanamiento






Si el procedimiento es de aquellos en los que conforme a los arts. 23 y 31 LEC precisan de la intervención de dichos profesionales, el demandado a la hora de allanarse deberá comparecer asistido de los mismos, si bien en caso de no hacerlo, para evitar que se le deje en indefensión, dicha circunstancia debería ser advertida por el órgano judicial a los efectos de evitar una posible indefensión así como una más que posible condena en costas.


Jurisprudencia: SAP Vizcaya, Sección 4ª, 89/2020 de 21 de enero, rec. 1984/2019; SAP Barcelona, Sección 17ª, 32/2012 de 2 de febrero, rec. 926/2010 y SAP Segovia, Sección 1ª, 319/2003 de 29 de diciembre, rec. 311/2003. En sentido contrario SAP Barcelona, Sección 12ª, 557/2006 de 11 de octubre, rec. 372/2006.












124 ¿Es necesario disponer de poder especial por parte del procurador para llegar a un acuerdo transaccional o allanarse a la demanda?



 
Poder especial del procurador para allanarse o para llegar a un acuerdo transaccional






Efectivamente conforme a lo dispuesto en el art. 25.2 LEC no será válidos cualquiera de los actos que enuncia el art. 19 LEC sin que el procurador disponga de un poder especial que recoja de forma específica dichas facultades.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 13ª, 208/2014 de 6 de junio, rec. 216/2013.











125 ¿El auto dictado aprobando un acuerdo transaccional tiene efectos de cosa juzgada?



 
Efectos del auto que aprueba un acuerdo transaccional






Conforme a lo dispuesto en art. 1816 CC lo acordado mediante transacción entre las partes tiene eficacia de cosa juzgada, si bien únicamente serán ejecutables las transacciones acordadas o aprobadas judicialmente, tal y como dispone el art. 517.1.3º LEC. No obstante lo anterior, carecerá de esos efectos de cosa juzgada sino concurre la “triple identidad” de personas, cosas y causa de pedir. 


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 9ª, 418/2019 de 12 de septiembre, rec. 278/2019; AAP Barcelona, Sección 15ª, 176/2008 de 25 de abril, rec. 375/2007; STS 236/2002 de 15 de marzo, rec. 3041/1996 y AAP Madrid, Sección 14ª, 43/2009 de 28 de enero, rec. 668/2008.











126 ¿Cómo se computa el plazo de suspensión por 60 días al que se refiere el art. 19.4 LEC? ¿Puede ser ampliado dicho plazo?



 
Plazo de suspensión del proceso






En el cómputo de dicho plazo únicamente, conforme a lo dispuesto en el art. 133.2 LEC, deben tenerse en cuenta únicamente los días hábiles sin que dicho plazo sea prorrogable, y teniendo en cuenta que transcurrido el mismo ya se inicia el cómputo del plazo para la caducidad de la instancia.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 13ª, 35/2019 de 7 de febrero, rec. 1144/2018 y  ATS 6 de julio de 2004, rec. 353/2003.











127 ¿Hasta qué momento puede alcanzar una transacción judicial interesando su homologación por parte del Tribunal?



 
Momento de la transacción en el proceso






La transacción puede producirse en cualquier momento del proceso incluso en sede de recursos, quedando en este último supuesto sustituido el fallo de la sentencia recurrida por los términos incluidos en el acuerdo transaccional.

Conviene tener en cuenta que el Proyecto de Ley de Eficiencia Procesal, prevé modificar la LEC (nuevo Artº.19), limitando la facultad de disposición de los litigantes una vez haya sido señalado día para la deliberación, votación y fallo del recurso de casación. 


Jurisprudencia: ATS 6 de junio de 2018, rec. 4549/2017 y AAP Barcelona, Sección 13ª, 49/2009 de 16 de febrero, rec. 858/2008.











128 ¿En caso de desistimiento en fase de recurso de apelación o casación, es necesario dar audiencia o traslado del mismo a la parte recurrida?



 
Desistimiento en fase de recursos






A diferencia de lo que sucede con el desistimiento de la demanda, en fase de recursos ese desistimiento implica el abandono de la pretensión de impugnación por quien desiste, voluntad que precisa de una respuesta judicial automática y favorable a dicha petición sin que sea preciso ni la audiencia previa ni mucho menos el acuerdo de los demás litigantes.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 8ª, 44/2020 de 17 de febrero, rec. 1019/2019 y ATS 11 de mayo de 2016, rec. 3891/2015.











129 ¿Es equiparable un acuerdo transaccional homologado judicialmente a una resolución judicial firme recaída en juicio ordinario a los efectos de su posterior inscripción en el Registro de la Propiedad?



 
Equiparación del acuerdo transaccional a una resolución judicial firme






No; el auto judicial de homologación de un acuerdo transaccional no puede ser equiparado a una resolución judicial recaída en procedimiento ordinario, pues en dicho auto el juez se limita a sancionar el acuerdo alcanzado por las partes, sin que dicho acuerdo alcance la condición de ejecutoria inscribible en el Registro de la Propiedad ex art. 3 de la Ley Hipotecaria, debiéndose a tal fin otorgarse la oportuna escritura pública o en caso de alguna de las partes, instarse su ejecución por los trámites del art. 708 y ss. LEC.


Jurisprudencia: RDGRN 31 de octubre de 2017, BOE 24/11/2017. En sentido contrario, RDGRN 5 de mayo de 2003, BOE 10/06/2003.












Artículo 20 Renuncia y desistimiento






130 ¿En ocasiones por error, a la hora de presentar un escrito de desistimiento o de renuncia, se mezclan ambas peticiones, cuando en realidad claramente no significan lo mismo; cuáles son sus principales diferencias?



 
Diferencias entre el escrito de desistimiento y el de renuncia






El desistimiento es un acto de disposición del proceso que no impide la reproducción ulterior de la litis mientras la acción no esté prescrita o caducada; en cambio la renuncia supone la extinción del derecho del actor con el consiguiente dictado de una sentencia absolutoria del demandado sin que posteriormente en otro procedimiento pueda volver a impetrarse la misma tutela judicial efectiva que fue objeto de dicho procedimiento.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 14ª, 221/2013 de 3 de mayo, rec. 746/12 y AAP Barcelona, Sección 19ª, 50/2012 de 25 de abril, rec. 372/2011.












131 ¿Cuáles son las principales diferencias y consecuencias que lleva consigo el desistimiento presentado por la actora en la primera instancia o el del recurrente en sede de recursos?



 
Diferencias entre el desistimiento presentado en la primera instancia o en la fase de recursos






En el primer supuesto dicho desistimiento provoca la terminación del proceso sin pronunciamiento alguno sobre la acción ejercitada, quedando ésta imprejuzgada y pudiendo ser objeto de un proceso posterior. En cambio en el segundo, es decir el desistimiento efectuado durante la tramitación del recurso de apelación, éste significará la firmeza de la sentencia objeto de recurso, sin que el actor pueda promover un nuevo procedimiento sobre el mismo objeto.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 4ª, 378/2007 de 5 de julio, rec. 7/2007.











132 ¿Para que sea admisible la renuncia presentada por el actor se precisa de algún requisito formal?



 
Requisitos para la admisión de la renuncia






La renuncia ha de ser expresa, deducida de actos o hechos de los que se deduzca de manera inequívoca y sin ninguna ambigüedad la intención de renunciar. Igualmente no debe ser efectuada con carácter condicional y puede ser tácita si dicha renuncia se deduce de expresiones que no sean equívocas o dudosas.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 20ª, 311/2020 de 9 de julio, rec.120/2020; SSTS 983/2001 de 30 de octubre, rec. 2041/1996 y 19 de diciembre de 1997, rec. 3128/1993; AAP Zamora, Sección 1ª, 59/2010 de 15 de octubre, rec. 222/2009 y SAP Madrid, Sección 12ª, 793/2007 de 19 de diciembre, rec. 455/2006.











133 ¿Cuáles son las consecuencias de presentar la renuncia a la acción una vez admitido a trámite de recurso de casación?



 
Consecuencias de presentar la renuncia a la acción en fase de recurso






La consecuencia, también en esta sede, será la de dictar sentencia absolutoria a los demandados.


Jurisprudencia: STS 1339/2009 de 30 de marzo, rec. 2495/2003.











134 ¿El desistimiento en sede de recursos extraordinarios implica la condena en costas al recurrente?



 
Condena en cosas del desistimiento de los recursos extraordinarios






Efectivamente el desistimiento de los recursos extraordinarios equivale a la desestimación del recurso, con la consiguiente condena en costas para la parte que lo interpuso, si bien dicha regla puede ser objeto de alguna excepción en caso de un cambio jurisprudencial que haya provocado o ha lugar precisamente a ese desistimiento.


Jurisprudencia: ATS 14 de septiembre de 2007, rec. 2685/2014.











135 ¿La renuncia a la acción implica necesariamente la condena en costas a la parte actora?



 
Condena en costas en caso de renuncia a la acción






Si bien la renuncia trae consigo la desestimación de la demanda, ello no impide que en determinados casos pueda dejar de aplicarse el criterio de vencimiento objetivo, entendiendo la existencia de serias dudas jurídicas que implican la no condena en costas.


Jurisprudencia: SAP Asturias, Sección 1ª, 142/2021 de 5 de marzo, rec. 1306/2019; SAP Barcelona, Sección 15ª, 417/2018 de 21 de junio, rec. 1299/2017, res. 417/2018 y SAP Madrid, Sección 25ª, 121/2014 de 21 de marzo, rec. 730/2013. En sentido contrario, SAP Madrid, Sección 28ª, 210/2013 de 1 de julio, rec. 234/2012.











136 ¿Es admisible la renuncia a la acción en todo tipo de procedimientos?



 
Admisión de la renuncia en todos los procedimientos






La renuncia sólo será admisible cuando, conforme a lo dispuesto en el art. 6.2 CC, no vaya en contra del interés o el orden público ni perjudique a terceros, sin que por lo tanto surta efecto alguno la renuncia efectuada en los procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores, tal y como se dispone en el art. 751 LEC.


Jurisprudencia: STS 1339/2009 de 30 de marzo, rec. 2495/2003 y SAP Barcelona, Sección 18, 134/2007 de 15 de marzo, rec. 604/2006.











137 ¿Es admisible una renuncia parcial a los acciones ejercitadas en la demanda?



 
Admisión de la renuncia parcial






La renuncia de la actora, al igual que el allanamiento por parte del demandado, puede ser total o parcial y efectuada sobre derechos propios. En el primer caso supondrá una sentencia absolutoria y en el segundo, es decir la renuncia parcial, significará que el Juez en su sentencia deberá pronunciarse sobre aquellos pedimentos que no han sido objeto de renuncia.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 10ª, 276/2005 de 12 de abril, rec. 406/2004 y STS 4 de enero de 1990, LA LEY 1/1990.











138 ¿En caso de que el demandado se oponga al desistimiento presentado por el actor, si éste es finalmente acordado por el tribunal, a quién deberán imponérsele las costas?



 
Costas en caso de que el demandado se oponga al desistimiento






Si el tribunal decide dictar auto de sobreseimiento a pesar de la oposición del demandado, no resultará aplicable lo dispuesto en el art. 396.2 LEC, que requiere consentimiento expreso por parte del demandado, por lo que las costas deberán ser impuestas al actor.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 4ª, 135/2021 de 18 de junio, rec. 920/2020; AAP Barcelona, Sección 19ª, 86/2017 de 4 de mayo, rec. 891/2015; SAP Barcelona, Sección 13ª, 61/2016 de 17 de febrero, rec. 99/2015; AAP Madrid, Sección 18ª, 339/2016 de 28 de noviembre, rec. 761/2016 y AAP Valencia, Sección 7ª, 191/2018 de 13 de junio, rec. 357/2018. Acuerdos Junta de Magistrados de las secciones civiles de la AP Madrid, 28 de septiembre de 2006.

En sentido contrario, al entender que la mera solicitud de que se impongan las costas a la actora no equivale como oposición al desistimiento, AAP Madrid, Sección 14ª, 185/2011 de 27 de septiembre, rec. 371/2011 y SAP Vizcaya, Sección 3ª, 248/2013 de 5 de junio, rec. 163/2013.











139 ¿Cabría alegar la no oposición al desistimiento siempre que éste lleve implícita la condena en costas a la parte actora?



 
No oposición al desistimiento y condena en costas






No, la oposición al desistimiento ha de ser expresa sin que sea suficiente condicionar la admisión de la misma a que se le impongan las costas a la actora.


Jurisprudencia: AAP Cantabria, Sección 4ª, 91/2021 de 20 de abril, rec. 292/2021; SAP Madrid, Sección 20ª, 285/2015 de 16 de julio, rec. 343/2015 y AAP Madrid, Sección 14ª, 102/2007 de 6 de junio, rec. 207/2007.












Artículo 21 Allanamiento






140 ¿Es precisa la intervención de letrado y procurador para allanarse o en cambio es suficiente la comparecencia personal ante el Juzgado o un simple escrito de la parte manifestando su voluntad de allanarse a la demanda?



 
Intervención de letrado y procurador en el allanamiento






Sí, es necesaria la intervención de la defensa letrada y representación técnica si se trata de procedimientos en los que es preceptiva su intervención, si bien en caso de que el demandado se allane sin la presencia de dichos profesionales, dicho defecto debe ser advertido por el tribunal para que pueda subsanarse.


Jurisprudencia: SAP Vizcaya, Sección 4ª, 89/2020 de 21 de enero, rec. 1984/2019; SAP Barcelona, Sección 17ª, 32/2012 de 2 de febrero, rec. 926/2010 y STC, Sala Primera, 260/2005 de 24 de octubre, rec. 5953/2001.












141 ¿Sería admisible un allanamiento tácito o se requieren determinadas formalidades para su admisión?



 
Admisión del allanamiento tácito






El allanamiento requiere de la existencia de un acto formal y trascendente de comunicación en forma de aquietamiento a las pretensiones formuladas en la demanda formulado sin condiciones, si bien en determinados procedimientos expresamente recogidos en la LEC, la no comparecencia del demandado supone una aceptación de los hechos recogidos en la demanda, tal y como sucede en los procesos de juicio verbal para la protección de derechos reales inscritos (art. 250.1.7 LEC) o en los procesos de tercería de dominio (art. 602 LEC).


Jurisprudencia: STS 363/2012 de 14 de junio, rec. 20/2010 y SAP Madrid, Sección 10ª, 248/2014 de 9 de julio, rec. 194/2014.











142 ¿En caso de que existan varios litisconsortes, especialmente en el supuesto de demandados con carácter solidario, el allanamiento formulado por uno de ellos vincula a los demás?



 
Allanamiento en caso de varios litisconsortes






En caso de que existan varios demandados, el allanamiento de uno de ellos si bien resultaría válido no vincularía al resto de codemandados ni posteriormente al contenido del fallo de la sentencia. Es decir el allanamiento de uno de los demandados no puede perjudicar a los demás.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 9ª, 570/2019 de 28 de noviembre, rec. 707/2019; ATS 13 de mayo de 2015, rec. 1108/2014 y STS 11/2012 de 19 de enero, rec. 141/2009.











143 ¿La facultad de disposición de las partes sobre el objeto del proceso es ilimitada en todos los procedimientos?



 
Facultad de disposición de las partes sobre el objeto del proceso






No, ya que en los procesos relativos a la capacidad de las personas (arts. 749 a 755 LEC) el allanamiento o la renuncia carecen de efectos vinculantes para el Juez.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 18ª, 527/2015 de 8 de julio, rec. 243/2015; SAP Barcelona, Sección 12ª, 304/2010 de 20 de mayo, rec. 1053/2009 y SAP Guipúzcoa, Sección 3ª, 178/2017 de 6 de octubre, rec. 3257/2017.











144 ¿En caso de que se formule un allanamiento parcial, ello siempre lleva aparejado el correspondiente auto acogiendo las pretensiones que hayan sido objeto del referido allanamiento?



 
Formulación de allanamiento parcial






En primer lugar para que se dicte el referido auto de allanamiento parcial se exige petición expresa de la parte actora y en segundo lugar deberemos estar al contenido de las pretensiones formuladas en la demanda a las que se ha allanado el demandado para comprobar si se permite un pronunciamiento con carácter separado, siendo además una facultad y no una obligación del Juez el que se dicte dicho auto.


Jurisprudencia: SAP Guipúzcoa, Sección 2ª, 244/2013 de 30 de septiembre, rec. 2254/2013 y SAP A Coruña, Sección 3ª, 511/2012 de 31 de octubre, rec. 120/2012 Con respecto a que el auto decretando el allanamiento parcial es un título ejecutivo con respecto a las cantidades que han sido objeto de allanamiento: SAP Soria, Sección 1ª, 133/2019 de 8 de julio, rec. 138/2019.











145 ¿Qué reflejo debe tener con respecto a las costas un allanamiento parcial; deben recogerse necesariamente en el auto que pueda dictarse con motivo del mismo?



 
Condena en costas en caso de allanamiento parcial






La LEC no establece criterio alguno con respecto sobre la condena en costas para los casos de allanamiento parcial, por lo que en todo caso la decisión sobre su imposición deberá posponerse y efectuarse en la resolución definitiva y si en ésta son estimadas todas las pretensiones contenidas en el petitum de la demanda, el allanamiento parcial no servirá para evitar la condena en costas.


Jurisprudencia: STS 6/2021 de 18 de enero, rec. 5027/2017; SAP Barcelona, Sección 16ª, 80/2015 de 24 de febrero, rec. 456/2013 y SAP Madrid, Sección 19ª, 33/2015 de 28 de enero, rec. 736/2014.











146 ¿Cuáles son las consecuencias del allanamiento producido en sede de recurso de casación?



 
Consecuencias del allanamiento en trámite de recurso de casación






La consecuencia del allanamiento del demandado producido cuando se encuentra en trámite el recurso de casación interpuesto por la parte actora determinará que deba dictarse una sentencia estimatoria del recurso y case la sentencia recurrida sin imposición de costas a ninguna de las partes..


Jurisprudencia: STS 518/2020 de 13 de octubre, rec. 1268/2018 y STS 294/2018 de 23 de mayo, rec. 2069/2017.












Artículo 22 Terminación del proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto. Caso especial de enervación del desahucio






147 ¿En los supuestos de carencia sobrevenida de objeto o terminación del proceso por satisfacción extraprocesal es automática la no imposición de costas?



 
Condena en costas en supuestos de carencia sobrevenida de objeto o terminación del proceso por satisfacción extraprocesal






No ya que habrá que valorar en cada caso las circunstancias que han dado lugar a dicha terminación y en algunos supuestos la parte actora tendrá derecho a que esa satisfacción extraprocesal pueda considerarse como un allanamiento, con lo que de esta forma el proceso podrá seguir con su tramitación para discutir sobre la condena en costas.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 25ª, 18/2018 de 22 de enero, rec. 394/2017 y AAP Barcelona, Sección 4ª, 31/2007 de 14 de marzo, rec. 440/2006.












148 ¿Es la petición de condena en costas o su pago «interés legítimo suficiente» para provocar la celebración de la comparecencia prevista en el art. 22.2 LEC?



 
Condena en costas para decretar la finalización del proceso por satisfacción extraprocesal






Ciertamente ésta es una cuestión muy polémica pero parece justo defender que para que se dé lugar a decretar la finalización del proceso por satisfacción extraprocesal de las pretensiones ejercitadas en la demanda, debe exigirse que esa satisfacción comprenda también la del pago de las costas.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 11ª, 279/2014 de 19 de junio, rec. 116/2013 y SAP Tarragona, Sección 3ª, 232/2005 de 15 de abril, rec. 396/2004. En sentido contrario, AAP Madrid, Sección 14ª, 253/2012 de 4 de diciembre, rec. 463/2012.











149 ¿Debe acreditarse la existencia de una satisfacción extrajudicial o es suficiente la mera alegación para conseguir el auto de terminación del proceso sin imposición de costas?



 
Acreditación de la existencia de una satisfacción extrajudicial y condena en costas






Debe justificarse la existencia de dicha satisfacción ya que de lo contrario estaríamos o podríamos encontrarnos ante un desistimiento encubierto para evitar la condena en costas de la parte actora. En caso de renuncia de la parte actora por carencia sobrevenida de objeto, sino consta que ésta ha sido por causas ajenas a su voluntad, se le deberán imponer las costas.


Jurisprudencia: AAP Valladolid, Sección 3ª, 20/2021 de 12 de febrero, rec. 463/2020 y ATS 27 de junio de 2018, rec. 1565/2016.











150 ¿Hasta qué momento puede solicitarse la terminación del proceso por satisfacción extraprocesal?



 
Solicitud de la terminación del proceso por satisfacción extraprocesal






Puede interesarse en cualquier momento incluso en sede de recurso de casación. Según los Acuerdos del TS de 27/01/2017 relativos a los criterios de admisión de los recursos de casación y extraordinarios por infracción procesal, se ha tenido en cuenta en varias ocasiones, el carácter sobrevenido de la desaparición del interés casacional para resolver sobre la no imposición de las costas. Dicha falta de condena pasa porque se produzca una auténtica situación de desaparición sobrevenida del interés casacional, esto es, que la cuestión controvertida quede definitivamente resuelta en un momento posterior a la interposición del recurso de casación, de forma que la parte recurrente no haya dispuesto de la oportunidad de desistir y apartarse del recurso antes, para no ocasionar gastos a la contraria.  


Jurisprudencia: ATS 16 de marzo de 2021, rec. 4739/2018 y ATS 26 de abril de 2011, rec. 751/2010.











151 ¿Para que el pago efectuado por el arrendatario tenga efectos enervatorios, éste debe producirse dentro de los 10 días siguientes al requerimiento de pago o es suficiente que en caso de oposición, el pago se efectúe antes de la vista?



 
Plazo para que el requerimiento de pago tenga efectos enervatorios






Para que el pago tenga los efectos enervatorios a los que se refiere el art. 22.4 LEC debe producirse dentro de los 10 días siguientes a la fecha del requerimiento de pago.


Jurisprudencia: SAP Navarra, Sección 3ª, 556/2020 de 15 de julio, rec. 222/2020; SAP Barcelona, Sección 4ª, 274/2020 de 5 de mayo, rec. 731/2019; SAP Barcelona, Sección 4ª, 21/2018 de 23 de enero, rec. 350/2017; SAP Barcelona, Sección 4ª, 511/2013 de 4 de noviembre, rec. 602/2012 y SAP Baleares, Sección 3ª, 422/2017 de 27 de diciembre, rec. 500/2017. Referida al pago producido el mismo día en el que se interpone la demanda SAP Madrid, Sección 9ª, 349/2018 de 19 de julio, rec. 335/2018.











152 ¿En caso de que nos encontremos en un procedimiento con varios litisconsortes o demandados, es obligatorio que todos hayan procedido a la satisfacción extraprocesal de la tutela pretendida por el actor o es suficiente que dicha satisfacción se realice con el conocimiento de todos los codemandados?



 
Terminación del proceso por satisfacción extraprocesal cuando son varios los demandados






Para que pueda darse la terminación del proceso por satisfacción extraprocesal cuando son varios los demandados no se exige que por parte de todos ellos se haya procedido a la referida satisfacción.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 1ª, 26/2018 de 6 de febrero, rec. 290/2017.











153 El pago de las rentas justo después de presentada la demanda cuando ni siquiera ha sido requerido el demandado, aunque se trate del impago de una sola renta, ¿debe entenderse como pago enervatorio con la consiguiente imposición de las costas al arrendatario?



 
Efectos del pago después de presentada la demanda






En los casos de desahucio por falta de pago en los que se haya presentado dicho procedimiento por el retraso del pago de una sola mensualidad de la renta, el pago realizado por el demandado cuando incluso desconocía la interposición de la demanda debe llevar consigo el que se declare enervada la acción con la consiguiente condena al pago de las costas.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 11ª, 334/2020 de 27 de octubre, rec. 723/2019 y STS 180/2014, 27 mar. 2014, rec. 141/2011.











154 ¿A los efectos de lo dispuesto en el 2º párrafo del art. 22.4 LEC, es suficiente cualquier tipo de requerimiento de pago al arrendatario para que éste pierda la facultad enervatoria?



 
Requerimiento de pago al arrendatario






Cuestión polémica en la que las distintas Audiencias no se ponían de acuerdo hasta que el Tribunal Supremo fijó la doctrina de que el requerimiento de pago que se realiza al amparo del art. 22 LEC NO exige que se comunique al arrendatario que el contrato va a ser resuelto y que no procederá la enervación si no paga en el plazo preceptivo.


Jurisprudencia: STS 176/2021 de 29 de marzo, rec. 6505/2019; SAP Barcelona, Sección 13ª, 12/2020 de 13 de enero, rec. 605/2018; ATS 30 de marzo de 2016, rec. 2849/2013 y STS 335/2014 de 23 de junio, rec. 1437/2013.











155 ¿La enervación de la acción de desahucio conlleva siempre la imposición de costas?



 
Enervación de la acción de desahucio e imposición de costas






No, ya que en los casos que pueda acreditarse que la falta de pago se ha debido a la falta de voluntad por parte de la arrendadora a cobrar las rentas, ello implicará la no imposición de costas a la demandada.


Jurisprudencia: SAP Girona, Sección 1ª, 126/2018 de 12 de abril, rec. 117/2018.











156 ¿La LEC permite la solicitud de una terminación del proceso por satisfacción procesal o carencia sobrevenida de forma parcial con respecto a una parte de las peticiones contenidas en la demanda?



 
Solicitud de terminación del proceso por satisfacción procesal o carencia sobrevenida de forma parcial






El contenido del art. 22 LEC regula un supuesto de terminación del procedimiento en su totalidad sin que sea posible plantear ni en consecuencia acordar un sobreseimiento o archivo parcial que no está previsto en el referido precepto legal como tampoco están previstas las consecuencias o efectos de ese sobreseimiento parcial.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 15ª, 30 de noviembre de 2018, rec. 873/2017.











157 ¿Cabe la enervación en caso de arrendamiento de industria?



 
Enervación en caso de arrendamiento de industria






El contrato de arrendamiento de industria, en cuanto que el arrendamiento no lo es de una finca urbana o rústica, queda excluido de este régimen especial de la enervación de la acción.; en el arrendamiento de industria el objeto de arrendamiento alcanza no sólo al local o establecimiento, susceptible de una explotación empresarial, sino también el negocio o empresa instalada y que se desarrolla en él, con los elementos necesarios para dicha explotación, de tal forma que constituyen un todo patrimonial.


Jurisprudencia: STS 79/2015 de 27 de febrero, rec. 359/2013.












Capítulo V De la representación procesal y defensa técnica



Artículo 23 Intervención de procurador






158 ¿La inasistencia del procurador al acto del juicio, cuando le consta el señalamiento y no alega causa justificada para ello, si comparece el letrado que le defiende, puede comportar la declaración de rebeldía del demandado?



 
Inasistencia del procurador al acto del juicio






Si bien el legislador de forma expresa únicamente admite o no exige la presencia del procurador cuando comparece la parte en el acto de la audiencia previa (art. 414),la respuesta es negativa, ya que dicha conducta podrá comportar incumplimiento de deberes profesionales de carácter estatutario y de las obligaciones propias de la relación de apoderamiento, con las consecuencias a que haya lugar —incluso el art. 553-3º LOPJ prevé la incomparecencia como generadora de posible responsabilidad disciplinaria exigible por el tribunal— pero no ha de suponer la privación al litigante de toda posibilidad de defensa en juicio cuando el mismo está presente y asistido técnicamente por abogado. Es preciso determinar si resulta proporcionada, y acorde con los derechos constitucionales de tutela judicial y defensa en juicio, la consecuencia de tener por no presente a la parte y privarle de cualquier intervención, incluida la práctica de la prueba que se le había admitido y que podía llevarse a cabo en ese momento sin detrimento alguno de derechos para la contraria. A la misma conclusión se llega de la lectura del art. 188 LEC, regulador de la suspensión de vistas, cuyas previsiones respecto de la «muerte, enfermedad, imposibilidad absoluta o baja por maternidad o paternidad del abogado de la parte», no está previsto que provoquen la suspensión de la vista cuando afectan al procurador y no al abogado. Si el tribunal considera imprescindible en el caso dicha presencia siempre puede instar a la parte a que se lleve a cabo la sustitución por otro procurador en los amplios términos que permite el artículo 29 del Estatuto General de los Procuradores de los Tribunales de España, aprobado por Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre, incluso sin necesidad de apoderamiento previo, como también prevé el artículo 543.4 LOPJ.


Jurisprudencia: STS 402/2016 de 15 de junio, rec. 145/2014.












159 ¿Es preceptiva la intervención de letrado y procurador en un juicio verbal por precario o en uno de desahucio por falta de pago cuya cuantía es inferior a los 2.000 €?



 
Intervención de letrado y procurador en un juicio verbal cuya cuantía es inferior a 2.000 €






Tanto los desahucios por falta de pago o expiración de término como los juicios de precario son procedimientos tramitados cualquiera que sea su cuantía como juicio verbal por razón de la materia, de ahí que no le resulten aplicables las excepciones previstas en los arts. 23.2 y 31.2 LEC, siendo preceptiva la intervención de ambos profesionales.


Jurisprudencia: SAP Valencia, Sección 8ª, 577/2020 de 23 de noviembre, rec. 61/2020; SAP Barcelona, Sección 13ª, 96/2017 de 2 de marzo, rec. 191/2016; SAP Madrid, Sección 14ª, 264/2008 de 21 de mayo, rec. 89/2008 y SAP Lleida, Sección 2ª, 337/2006 de 31 de octubre, rec. 388/2006.











160 ¿En un juicio verbal de precario cuál es la consecuencia de que el demandado comparezca sin la debida asistencia de letrado y procurador; debe suspenderse el juicio?



 
Juicio verbal de precario sin asistencia de letrado y procurador






Si no comparece debidamente asistido de letrado y procurador, queda viciada su comparecencia sin la presencia de dichos profesionales, sin que proceda la suspensión del juicio sino que debe declararse el desahucio sin más trámite, especialmente cuando en la citación se les advirtió que tenían un plazo de tres días para solicitar abogado y procurador de oficio.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 13ª, 643/2017 de 30 de noviembre, rec. 1146/2016.











161 ¿Resulta preceptiva la intervención de abogado y procurador en las diligencias preliminares?



 
Intervención de abogado y procurador en las diligencias preliminares






Las reglas o excepciones previstas en los arts. 23 y 31 LEC no pueden hacerse extensivas a otros supuestos distintos de los allí regulados. Las diligencias preliminares no pueden entenderse comprendidas en el catálogo de medidas urgentes, de ahí que sea preceptiva la intervención de abogado y procurador.


Jurisprudencia: AAP Baleares, Sección 3ª, 56/2004 de 23 de abril, rec. 188/2004.











162 ¿En aquellos procedimientos como el monitorio, en los que inicialmente para interponer la demanda no es preceptiva la intervención de letrado y procurador, en caso de inadmisión a trámite, el recurso de apelación podrá presentar directamente por la parte?



 
Intervención de letrado y procurador en recurso de apelación de procedimiento monitorio






Las excepciones que recoge la LEC en este caso para la presentación inicial del monitorio no pueden hacerse extensivas a otros supuestos ya que si bien la presentación inicial se estima sencilla pues incluso puede extenderse en un impreso o formulario, la impugnación de una resolución judicial no puede presumirse de idéntica simplicidad puesto que deberá debatir los argumentos de una decisión judicial, debiendo en consecuencia inadmitirse a trámite el recurso de apelación si no viene con firma de letrado y procurador.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 16ª, 322/2017 de 10 de octubre, rec. 992/2016.











163 ¿En un juicio de monitorio seguido por la reclamación de unas cuotas de comunidad de propietarios al amparo de lo prevenido en la Ley de Propiedad Horizontal, el hecho de que inicialmente no se exija la intervención de abogado y procurador exime al demandado de una futura condena en costas?



 
Condena en costas para reclamaciones de cantidad efectuadas por comunidades de propietarios mediante monitorio






Para las reclamaciones de cantidad que efectúen las comunidades de propietarios mediante procedimiento monitorio, el art. 21.6 LPH establece que el demandado pagará los gastos de abogado y procurador, aunque pague la deuda a consecuencia del requerimiento o aunque no comparezca.


Jurisprudencia: SAP Les Illes Balears, Sección 3ª, 153/2021 de 30 de marzo, rec. 606/2020 y AAP Barcelona, Sección 16ª, 231/2017 de 22 de junio, rec. 40/2017.











164 ¿En caso de que en un proceso como por ejemplo el monitorio no sea preceptiva la intervención de procurador, tratándose de una persona jurídica, la interposición de la demanda debe efectuarse a través de las personas que legalmente las represente o basta con que las firme un mero apoderado?



 
Intervención de procurador en procedimiento monitorio presentado por persona jurídica






En estos supuestos conviene tener en cuenta que por las personas jurídicas deberán comparecer quienes legalmente las representan, así tratándose de una sociedad de capital, conforme a lo dispuesto en el art. 233 LSC, la representación de la misma en juicio o fuera de él corresponde a los administradores en la forma determinada en los estatutos, de ahí que únicamente pueden ser representadas por los propios órganos de la sociedad a quienes la Ley les confiere esa facultad, es decir los administradores y cuando estos no lo hagan, deberán acudir a juicio por medio de procurador. La comparecencia por medio de apoderado «ad hoc» se ha interpretado por numerosos tribunales como constitutivo de cierto fraude legal.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 10ª, 67/2012 de 29 de febrero, rec. 913/2011. En sentido contrario, AAP Barcelona, Sección 16ª, 116/2008 de 11 de junio, rec. 350/2008.












Artículo 24 Apoderamiento del procurador






165 ¿Es subsanable la falta de aportación de la escritura de poder en el momento de interponer la demanda o su ausencia, debe conllevar el archivo de las actuaciones?



 
Falta de la escritura de poder en el momento de interponer la demanda






Archivar la demanda por este motivo sin ni siquiera dar posibilidad para subsanar dicho defecto o incluso para ampliar el plazo inicialmente concedido para aportar dicho poder supondría infringir lo dispuesto en el art. 11.3 LOPJ, ya que ese defecto no provoca una dilación indebida ni tampoco supone perjuicio alguno para las demás partes en el pleito que ni siquiera se encuentran personadas, teniendo en cuenta igualmente que la subsanación se encuentra legalmente admitida hasta el momento de la audiencia previa e incluso 10 días después de celebrada la misma (ex arts. 416 y 418 LEC).


Jurisprudencia: SAP Vizcaya, Sección 3ª, 11/2020 de 15 de enero, rec. 373/2019; AAP Barcelona, Sección 13ª, 188/2009 de 6 de julio, rec. 775/2008 y STC 67/1999 de 26 de abril, rec. 2462/1995.












166 ¿La designa apud acta debe realizarse siguiendo ad pedem literam el contenido del art. 24 LEC, es decir al mismo tiempo que la presentación del primer escrito o la realización de la primera actuación, o en cambio su ausencia en estos momentos iniciales es subsanable a posteriori?



 
Momento de presentación del otorgamiento apud acta






Es subsanable ya que de lo contrario estaríamos haciendo una interpretación rigorista y no ajustada a previsión legal expresa que permite el otorgamiento en momento posterior a la presentación de los escritos principales del procedimiento y que se ajusta al contenido de lo dispuesto en el art. 264 LEC que establece la obligación de presentar con la demanda o contestación el poder notarial conferido al procurador siempre que la representación no se otorgue «apud acta».


Jurisprudencia: STS, Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª, 635/2020 de 2 de junio, rec. 3927/2019; ATS 3167/2017 de 5 de abril, rec. 1789/2016 y AAP Madrid, Sección 25ª, 82/2018 de 23 de marzo, rec. 692/2017. Destacar el AAP Sevilla, Sección 6ª, 374/2020 de 17 de diciembre, rec. 8073/2020 en donde curiosamente inicialmente se inadmitió la demanda por falta del otorgamiento del poder apud acta cuando se había señalado día para realizar la designa en pleno Estado de Alarma. 











167 ¿La posibilidad de subsanar la falta de poder que recoge la Jurisprudencia es únicamente aplicable en sede de acceso a la Jurisdicción, referida a la inicial presentación de la demanda o en cambio es extensiva también en sede de recursos?



 
Posibilidad de subsanar la falta de poder






No, pues se trata de casos diferentes; una cuestión es la vertiente del derecho a la tutela judicial efectiva concretada en el derecho al acceso a la jurisdicción y otra muy distinta en la del derecho de acceso al recurso, pues el alcance del derecho a obtener una resolución sobre el fondo no es el mismo en la fase inicial del proceso que una vez conseguida una primera respuesta judicial. De ahí que si a la hora de personarse en el recurso no se acompaña el poder notarial o consta realizada previamente la designa apud acta, dicha falta de representación es insubsanable.


Jurisprudencia: STC, Sala 2.ª, 90/2013 de 22 de abril, rec. 2090/2011. En sentido contrario, ATS 3167/2017 de 5 de abril.











168 ¿Cuándo debido a una errónea valoración del Juzgado efectuada inicialmente en el momento de admitir a trámite la demanda se considera válidamente constituida la relación jurídica procesal al entender que se tiene capacidad procesal o aptitud necesaria para comparecer en juicio, luego la posible falta de capacidad o representación puede ser apreciada en la sentencia dando lugar a la desestimación de la demanda?



 
Falta de capacidad o representación en el momento de admitir a trámite la demanda






Si en los autos no constan poderes suficientes de representación y tampoco se ha realizado el apoderamiento apud acta como inicialmente había solicitado la actora en su demanda, y el Juzgado a pesar de ello ha tenido por comparecida en forma a la demandante, luego no es posible que en la sentencia se desestime la demanda en base a una falta de legitimación activa, cuando en todo caso dicha excepción debería de haberse resuelto con carácter previo en el momento inicial del juicio oral, determinando si se trataba o no de un defecto subsanable, dando en su caso el plazo oportuno para proceder a la subsanación antes de entrar en el fondo del asunto. De no hacerlo así se estaría vulnerando el derecho a la tutela judicial efectiva al resolver esa excepción procesal directamente en la sentencia.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 1ª, 375/2017 de 17 de julio, rec. 1106/2015 y SAP A Coruña, Sección 5ª, 305/2011 de 15 de julio, rec. 495/2010.











169 ¿La presentación del poder para pleitos en formato digital o electrónico ha de hacerse con el escrito inicial de la demanda?



 
Presentación del poder para pleitos






Efectivamente dicha copia deberá acompañarse al primer escrito pero la falta de la formalización inicial ha de motivar la concesión de un plazo para subsanar dicho defecto sin que pueda inadmitirse ad limine la demanda.


Jurisprudencia: AAP Alicante  83/2017 de 24 de mayo, rec. 258/2017.











170 ¿En los casos de designa de procurador por el turno de oficio, es necesario que el representado otorgue un poder a favor del procurador que ha sido designado?



 
Poder del procurador designado por el turno de oficio






No es necesario ya que con la designada efectuada por el respectivo Colegio de Procuradores se entienden conferidas tanto las facultades generales como las especiales que se recogen en el art. 24 LEC, ya que de lo contrario estaríamos designando a unos profesionales incapacitados para cumplir con sus funciones de representación.


Jurisprudencia: AAP Valencia, Sección 11ª, 358/2020 de 10 de diciembre, rec. 117/2020; SAP Madrid, Sección 14ª, 423/2011 de 30 de junio, rec. 90/2011 y AAP Barcelona, Sección 12ª, 260/2006 de 10 de noviembre, rec. 591/2006. En sentido contrario, STS, Sala 3ª de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª, 1133/2020 de 29 de julio, rec. 5160/2019; AAP Valencia, Sección 6ª, 45/2016 de 9 de febrero, rec. 719/2015 y AAP Madrid, Sección 25ª, 275/2006 de 18 de diciembre, rec. 323/2006.












Artículo 25 Poder general y poder especial






171 ¿Un poder general para pleitos equivale a un poder de representación general que permite intervenir en el proceso de formación de la voluntad de la sociedad o tiene un contenido estrictamente procesal?



 
Poder general para pleitos






Un poder general para pleitos no puede utilizarse por las personas jurídicas para comparecer por ejemplo en un proceso monitorio en el que no es preceptiva la postulación mediante procurador; se trata de un poder de representación general que no le permite intervenir en el proceso de formación de voluntad de la sociedad respecto a la perfección o extinción de relaciones jurídicas y derechos sustantivos en los asuntos pertenecientes al giro o tráfico de la sociedad.


Jurisprudencia: AAP A Coruña, Sección 5ª, 87/2007 de 5 de julio, rec. 684/2006; AAP Madrid, Sección 14ª, 78/2010 de 24 de marzo, rec. 47/2010 y AAP Barcelona, Sección 17ª, 236/2011 de 14 de diciembre, rec. 182/2011.












172 ¿Es admisible una transacción alcanzada en juicio sin la preceptiva presencia del procurador ni la ratificación del litigante afectado por la misma?



 
Transacción alcanzada en juicio sin presencia del procurador






No ya que para transigir se precisa de un mandato especial, pues así debe entenderse la exigencia de mandato expreso que se contiene en el art. 1713 CC y el consentimiento debe expresarlo la parte de forma personal o a través de su procurador al que previamente le debe haber otorgado un poder con las facultades previstas en el art. 25.2 LEC.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 16ª, 128/2018 de 17 de abril, rec. 761/2016.











173 ¿En caso de sustitución entre procuradores —ex art.º 543 LOPJ—, es necesario que el procurador sustituto figure en la escritura de poderes aportada inicialmente por el sustituido para que sea válida la actuación del referido sustituto en la audiencia previa?



 
Aparición del procurador sustituto en la escritura de poderes






No es necesario que el procurador sustituido también aparezca en la escritura de poderes obrante en autos, siendo suficiente que en la misma ya constase el apoderamiento expreso con las facultades que recoge el art. 25.2 LEC a favor del procurador sustituido, el cuál puede habilitar a otro procurador para idéntico fin.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 13ª, 218/2021 de 26 de mayo, rec. 679/2020; AAP Madrid, Sección 10ª, 200/2012 de 6 de junio, rec. 864/2011 y SAP Madrid, Sección 12ª, 677/2008 de 2 de octubre, rec. 534/2007.











174 ¿Es subsanable la falta de aportación de un poder especial con las facultades que previene el art. 25.2 LEC cuando previamente ya se disponía del mismo y por error no ha sido aportado a las actuaciones?



 
Falta de aportación de poder especial






Debe diferenciarse la carencia de poder y el no acreditar la existencia del mismo; siendo insubsanable la primera y subsanable la segunda. Por ello, conforme a lo dispuesto en el art. 418.2 LEC debería haberse concedido un plazo de 10 días para acreditar la existencia de ese poder especial.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 12ª, 551/2007 de 12 de septiembre, rec. 430/2006.











175 ¿Se precisa de poder especial para acudir a la audiencia previa aunque en la misma no se pretenda renunciar o alcanzar acuerdo o transacción alguna?



 
Poder especial para la audiencia previa






Cuestión muy polémica, especialmente durante los primeros años de vigencia de la LEC, aunque la mayoría se inclina por permitir la subsanación de la falta de poder con facultades especiales.


Jurisprudencia: SAP Tarragona, Sección 1ª, 367/2010 de 1 de septiembre, rec. 547/2009 y AAP Girona, Sección 2ª, 131/2006 de 28 de junio, rec. 215/2006. En sentido contrario, AAP Barcelona, Sección 1ª, 5 de marzo de 2004, rec. 157/2003.











176 ¿Si en un poder para pleitos se menciona al procurador como adscrito a un determinado partido judicial eso significa que la actuación de ese procurador habilitado por el referido poder no será válida en un partido judicial distinto del mencionado en el apoderamiento efectuado ante Notario?



 
Actuación de procurador en partido judicial distinto al que le habilita la escritura de poderes






En absoluto; si esta cuestión ya estaba clara antes de la entrada en vigor de las leyes que establecieron el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, desde la supresión de la territorialidad en el ejercicio de la profesión de procurador de los tribunales, el procurador puede actuar en todo el territorio nacional independientemente de que en la escritura de poderes se le mencione como ejerciente en un determinado partido judicial distinto del que se está actuando.


Jurisprudencia: AAP Valencia, Sección 11ª, 261/2006 de 23 de octubre, rec. 337/2006; AAP Barcelona, Sección 4ª, 167/2003 de 13 de octubre, rec. 545/2003 y AAP Valencia, Sección 11ª, 261/2006 de 23 de octubre, rec. 337/2006.











177 ¿Si un poder para pleitos aparece encabezado como «poder general» cuando en realidad de su lectura se desprende que igualmente recoge las facultades especiales contenidas en el art. 25.2 LEC, será suficiente dicho apoderamiento para comparecer en la audiencia previa del juicio ordinario?



 
Mención de «poder general» en un poder para pleitos






Aunque en el poder aparezca la mención «poder general» si de su completa lectura se desprende que las facultades para alcanzar un acuerdo se encuentran clara y expresamente recogidas dentro del denominado poder general, el poder será suficiente a los efectos de lo previsto en el art. 414 LEC.


Jurisprudencia: AAP Baleares, Sección 3ª, 29/2011 de 10 de marzo, rec. 14/2011.












Artículo 26 Aceptación del poder. Deberes del procurador






178 ¿Qué consecuencias se pueden derivar en caso de que el procurador incumpla con sus deberes esenciales de trasladar al letrado el día previsto para la celebración del juicio?



 
Responsabilidad profesional del procurador






Podría incurrir en responsabilidad profesional, sujeta a indemnización, para lo cual deberá realizarse un juicio de previsibilidad en orden a establecer los perjuicios que se derivan de dicha actuación negligente, debiendo acreditarse el daño efectivamente padecido.


Jurisprudencia: STS 30/2016 de 4 de febrero, rec.645/2014; SAP Madrid, Sección 14ª, 26/2018 de 12 de febrero, rec. 675/2017 y SAP Barcelona, Sección 14ª, 423/2018 de 26 de julio, rec. 81/2017.












179 ¿Los actos de comunicación que realice directamente el procurador le permiten acreditar la concurrencia de circunstancias que impide la entrega de forma personal al destinatario del acto de comunicación?



 
Actos de comunicación realizados por el procurador






Actualmente sí ya que tras la reforma operada mediante Ley 42/2015 se suprimió la exigencia que recogía el art. 161.5 LEC, de que en estos casos el procurador se auxiliase de dos testigos para acreditar la concurrencia de las circunstancias que han impedido esa entrega personal.


Jurisprudencia: SAP Alicante, Sección 6ª, 187/2021 de 2 de julio, rec. 164/2021 y SAP Barcelona, Sección 13ª, 282/2014 de 4 de junio, rec. 368/2013.











180 ¿La actuación del procurador, una vez aceptado el poder, queda limitada a la de ser un «mero correo» o enlace entre el letrado que dirige el procedimiento y el tribunal, trasladando los escritos y notificaciones que respectivamente se crucen entre ellos o tiene mayores responsabilidades dentro del proceso?



 
Responsabilidades del procurador dentro del proceso






Evidentemente el procurador, en su función de representante técnico de la parte, además de estar obligado a tener a su representado y al letrado al corriente del curso del procedimiento, trasladando al segundo las copias de todas las resoluciones que se dicten así como de los escritos que vayan presentándose, debe realizar cuantas actuaciones sean necesarias para la defensa de su poderdante, bajo la responsabilidad que las leyes imponen al mandatario, debiendo igualmente, como profesional cualificado en Derecho, vigilar con celo y eficacia la marcha del proceso, informando permanentemente de las principales actuaciones que vayan produciéndose no solo al letrado sino también a su representado.


Jurisprudencia: SAP Las Palmas, Sección 5ª, 130/2021 de 2 de marzo, rec. 617/2019 y SSTS 78/2005 de 18 de febrero, rec. 3722/1998 y 702/2005 de 26 de septiembre, rec. 698/1999.











181 ¿Se entiende que el procurador cumple estrictamente con sus obligaciones profesionales limitándose a recepcionar para su posterior traslado al letrado las resoluciones que le vaya notificando el tribunal o en cambio debe realizar también un análisis de dichas resoluciones?



 
Análisis por el procurador del contenido de las resoluciones






Efectivamente y sin perjuicio de que la dirección del procedimiento recae en el abogado, el procurador debe analizar la importancia del contenido de las resoluciones que se le notifican para captar en su caso los perjuicios que se le pueden causar a su representado de una determinada omisión y advertirle de ello.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 9ª, 308/2020 de 18 de junio, rec. 163/2020; SAP Álava, Sección 1ª, 25/2014 de 3 de febrero, rec. 368/2013. En sentido contrario, con respecto a la obligación del procurador de instar la prórroga de la anotación de embargo, STS 336/2017 de 29 de mayo, rec. 483/2015.











182 ¿Las obligaciones anteriormente mencionadas con respecto a tener al cliente a y su letrado debidamente informado de la situación del asunto se reducen en cuanto al traslado de las notificaciones a su remisión al letrado o en determinados casos, como pueden ser aquellas resoluciones de las que se derive la citación personal o la necesaria comparecencia de su representado ante el tribunal, también debe intentar la comunicación personal con él?



 
Comunicación personal del procurador con su cliente






La diligencia de un buen procurador exige en determinados supuestos poder contactar directamente con su cliente y en caso de no poder hacerlo ni él ni su letrado, deberá inmediatamente poner en conocimiento del tribunal dicha circunstancia y en su caso instar la suspensión del acto. Igualmente aunque no es preceptivo que el procurador le traslade a su cliente copia de las actuaciones que vayan produciéndose sí que debe tenerle personalmente informado de determinadas actuaciones como por ejemplo puede ser la notificación del contenido de la sentencia mediante la remisión directa de una copia de la misma.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 9ª, 308/2020 de 18 de junio, rec.163/2020; SSTS 598/2017 de 8 de noviembre, rec. 1562/2015 y 78/2005 de 18 de febrero, rec. 3722/1998; SAP Madrid, Sección 25ª, 40/2018 de 2 de febrero, rec. 466/2017 y SAP A Coruña, Sección 3ª, 12 de julio de 2002, rec. 971/2002.











183 ¿Puede el procurador, sin autorización expresa del cliente, hacer entrega directa al letrado director del asunto del importe obtenido en la tasación de costas en concepto de minuta de letrado?



 
Entrega por el procurador de los honorarios del letrado






A diferencia de lo que sucedía en la antigua LEC, el procurador no está obligado a pagar los honorarios del letrado, salvo que el cliente le haya entregado los fondos necesarios para ello; de lo contrario, se estaría extralimitando, efectuando indebidamente un pago para el que no ha sido expresamente autorizado.


Jurisprudencia: SAP Valladolid, Sección 1ª, 138/2012 de 27 de marzo, rec. 625/2011.












Artículo 27 Derecho supletorio sobre apoderamiento






184 ¿Ante la inicial falta de aportación del poder, se puede presumir la existencia de un mandato de carácter verbal?



 
Falta inicial de aportación del poder






Debe distinguirse entre la ausencia de representación o mandato y la ausencia del documento específico que las leyes procesales exigen para su aportación al proceso como exteriorización del mandato; la ausencia del documento (poder notarial) no determinada la inexistencia de representación. Si la designa apud acta se puede realizar con posterioridad a la presentación de la demanda, nada impide la aportación del poder notarial aunque éste sea de fecha posterior a la presentación de la demanda. El art. 27 LEC remite en lo no previsto en dicha Ley expresamente a las normas civiles del mandato. En tal sentido el art. 1.710 CC admite la posibilidad del mandato expreso, existiendo este último incluso de palabra, lo que indica que no se exige forma alguna concreta para que exista un contrato de mandato. De hecho el Código Civil admite la posibilidad de ratificar lo hecho por el mandatario fuera de los límites del mandato de forma expresa o tácita. El otorgamiento de los poderes con posterioridad a la presentación de la demanda implica una convalidación al amparo del art. 1.727 CC del acto realizado por el procurador en el momento de la presentación de la misma.


Jurisprudencia: SAP Málaga, Sección 4ª, 545/2009 de 26 de noviembre, rec. 4/2009.












185 ¿La actuación del procurador en nombre de su representado vincula a este último con los terceros?



 
Actuación del procurador y vinculación con los terceros






Las relaciones entre el poderdante y su procurador deben calificarse como de mandato representativo, dándose la relación interna entre mandante y mandatario con trascendencia a lo externo, con el efecto de ligar al mandante o representado con los terceros siempre que el mandatario-representante, en este caso el procurador, actúe dentro del poder que se le haya conferido inicialmente.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 19ª, 43/2006 de 9 de febrero, rec. 862/2005.











186 ¿Al igual que sucede con el contrato de mandato en el sentido de que el mandatario puede nombrar sustitutos, pueden sustituirse entre sí los procuradores sin previa autorización del mandante?



 
Sustitución entre los procuradores sin autorización del mandante






Tal y como se recoge de forma clara en el art. 543 LOPJ y en el Estatuto General de los Procuradores (Real Decreto 1281/2002 de 5 de diciembre, art. 29), los procuradores se pueden sustituir entre sí sin que sea necesario que el procurador-sustituto haya sido previamente facultado en el poder otorgado inicialmente a favor del procurador sustituido ni que éste tenga que acreditar la necesidad de la sustitución la cuál será válida con la simple aceptación del sustituto manifestada en la asistencia a las diligencias y actuaciones.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 13ª, 218/2021 de 26 de mayo, rec. 679/2020; AAP Barcelona, Sección 19ª, de 22 de marzo, rec. 870/2018, AAP Madrid, Sección 19ª, 110/2011 de 13 de abril, rec. 120/2011 y SAP Lleida, Sección 2ª, 416/2012 de 19 de noviembre, rec. 47/2012.











187 ¿En caso de ausencia o falta de instrucciones por parte del letrado director del asunto, debe el procurador renunciar a la representación?



 
Renuncia del procurador a la representación






No debe hacerlo mientras las circunstancias no demuestren la voluntad del letrado o de su cliente de abandonar el asunto, la instancia o el trámite procesal de que se trate; el procurador estará obligado a seguir en la representación instando lo necesario para seguir el juicio en tanto no concurra una causa de extinción de su mandato debiendo realizar cuantas actuaciones sean necesarias para la defensa de su poderdante bajo la responsabilidad que las leyes imponen al mandatario y cuando no tuviere instrucciones o fueren insuficientes las remitidas por su mandante, hará lo que requiera la índole o naturaleza del negocio, debiendo si fuere necesario contactar directamente con su cliente.


Jurisprudencia: STS 460/2006 de 11 de mayo, rec. 3025/1999 y SAP Asturias, Sección 7ª, 510/2013 de 18 de diciembre, rec. 200/2013.












Artículo 28 Representación pasiva del procurador






188 ¿La representación pasiva asumida por el procurador mediante apoderamiento de su representado es únicamente para los trámites de la 1ª Instancia o en cambio debe entenderse conferida hasta que finalice el procedimiento? ¿El auto despachando la ejecución debe notificarse a la parte personalmente o es suficiente que se le notifique a su procurador?



 
Representación pasiva por el procurador de su cliente hasta la ejecución de la sentencia






El procurador asume la representación pasiva de su cliente hasta que quede ejecutada la sentencia y por tanto, sin perjuicio de los requerimientos que de forma excepcional deben practicarse directamente con su representado, todas las actuaciones hasta la completa finalización del procedimiento, deben entenderse con el procurador, incluso la notificación del auto despachando la ejecución cuando estemos ante la ejecución de un título jurisdiccional en el que la parte ejecutada ya esté personada en la fase declarativa, siendo la ejecución una continuación de aquella. Si existía alguna duda al respecto, la posterior redacción dada mediante Ley 13/2009 al art. 553 LEC en relación a lo prevenido en el art. 28 de la misma Ley, dejó muy claro que únicamente que dicho auto únicamente deberá ser notificado al procurador de la ejecutada, lógicamente si ya estuviere comparecido en las actuaciones de las que trae causa dicha resolución.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 22ª, 85/2021 de 15 de febrero, rec. 1512/2019; AAP Burgos, Sección 2ª, 398/2017 de 5 de diciembre, rec. 262/2017 y AAP Zaragoza, Sección 5ª, 191/2005 de 5 de abril, rec. 73/2005.












189 ¿Cuándo se despacha la ejecución en la que se ordena al ejecutado el cumplimiento de una concreta obligación de hacer, es suficiente el requerimiento realizado a tal fin a través de la notificación del auto despachando la ejecución realizada al procurador?



 
Notificación del autor al procurador en el que se despacha ejecución






Si bien el art. 28 LEC generaliza la representación pasiva del procurador, puede entenderse que en los requerimientos (ex art. 152.5 LEC) que admitan la respuesta del requerido o ante la ejecución de una obligación de hacer que lleva consigo un requerimiento para cumplir en los términos concretos que se expresan en el auto despachando la misma hay un carácter personal de la comunicación que precisa la realización de la misma directamente con el propio ejecutado sin perjuicio de la obligada notificación del auto a su procurador.


Jurisprudencia: AAP Salamanca, Sección 1ª, 105/2006 de 20 de octubre, rec. 456/2006.











190 ¿La recepción por parte del Servicio de Notificaciones organizado por el Colegio de Procuradores de una notificación en la que conste el sello de recepción de dicho servicio, será suficiente para que conforme a lo dispuesto en el art. 272 LOPJ produzca siempre plenos efectos o en determinados supuestos ese sello de recepción no será definitivo si el procurador puede demostrar que no ha recibido dicha notificación?



 
Recepción por el procurador de copia de la resolución objeto de notificación






Conforme a lo dispuesto en el art. 154.2 LEC cuando el procurador reciba una copia de la resolución objeto de notificación (actos de notificación en «soporte papel»), deberá firmar una de las cédulas de notificación, que será devuelta al tribunal. Por lo que si excepcionalmente no consta la firma del procurador, deberá determinarse a través de dicho Servicio si efectivamente se ha hecho llegar o en su caso, se ha puesto a disposición del procurador la referida notificación. Si la respuesta a dicha comprobación a través de las oportunas pruebas es negativa, deberán retrotraerse las actuaciones que hayan podido originar la indefensión de la parte al momento en que debió realizarse en forma dicha notificación omitida.


Jurisprudencia: STC 3/2010 de 17 de marzo, rec. 5475/2006.












Artículo 29 Provisión de fondos






191 ¿La habilitación de fondos puede instarse en cualquier momento de la tramitación del proceso, incluso cuando éste ya ha finalizado?



 
Habilitación de fondos






El proceso o trámite de habilitación de fondos tiene como finalidad, como su propio nombre indica, la de proveer al procurador de las sumas necesarias para atender los gastos futuros del proceso, por lo que no podrá instarse cuando éste ya ha concluido, momento en el cuál lo que procedería sería iniciar el trámite de jura de cuentas.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 11ª, 143/2010 de 27 de mayo, rec. 92/2010 y AAP Asturias, Sección 6ª, 22/2002 de 22 de abril, rec. 538/2001.












192 ¿La provisión de fondos que inicialmente recibe el procurador debe destinarse entre otras finalidades al pago de la provisión o minuta del letrado?



 
Destino de la provisión de fondos que recibe el procurador






De conformidad con lo prevenido en el art. 26.2.7ª LEC, el procurador, una vez aceptado el poder, debe pagar todos los gastos del proceso, excepto los honorarios de los abogados y los correspondientes a los peritos, salvo que el poderdante le haya entregado los fondos necesarios a tal fin, en cuyo caso deberá proceder al pago de los mismos al letrado en concepto de gasto del litigio anticipado por el cliente.


Jurisprudencia: SAP Álava, Sección 1ª, 509/2011 de 18 de octubre, rec. 360/2011.











193 ¿La cantidad inicialmente solicitada por el procurador a su representado en concepto de provisión de fondos debe contener una extensa justificación de las cantidades a satisfacer o es suficiente que se realice una estimación de los posibles gastos que en atención al tipo de procedimiento puedan devengar durante su tramitación?



 
Cantidad que el procurador solicita para la provisión de fondos






La provisión de fondos tiene un carácter distinto de la tasación de costas toda vez que la primera puede incluir los gastos necesarios y previsibles durante la tramitación del procedimiento mientras que la segunda va referida a gastos ya realizados. Por ello la cantidad que se solicite en concepto de provisión de fondos será un tanto estimativa de los posibles gastos que puedan producirse y no tendrá por qué atenderse a los derechos que puedan devengarse durante el procedimiento si bien éstos, en atención al tipo de procedimiento y su cuantía podrán ser tomados como parámetro a tener en cuenta para fijar el importe de la provisión.


Jurisprudencia: ATS, Sala de lo Contencioso-administrativo, 8438/2013 de 18 de septiembre, rec. 1604/2012.











194 ¿En un procedimiento concursal, la resolución que pone fin al expediente de habilitación de fondos debe someterse al régimen de recursos previsto en el Capítulo IV del Título XII del texto refundido de la Ley Concursal o es susceptible de recursoHabi de apelación conforme a lo prevenido en el régimen general de la LEC?



 
Habilitación de fondos en procedimiento concursal






A la provisión de fondos no puede dársele el mismo tratamiento que a un crédito concursal y al haberse iniciado el proceso de habilitación de fondos conforme al régimen general previsto en la LEC, en concreto en su art. 29, no debe ser aplicable al mismo el régimen de recursos que se establece en la Ley concursal, por tanto dicho auto puede ser objeto de recurso de apelación conforme al régimen general de recursos previstos en la LEC.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 18ª, 48/2006 de 31 de enero, rec. 611/2005.











195 ¿La existencia de un pacto entre el cliente-poderdante y su procurador para que este último cobre sus honorarios al finalizar el proceso le impide instar durante la tramitación del procedimiento el expediente de habilitación de fondos?



 
Pacto entre cliente y procurador y cobro de honorarios






No ya que ese pacto corresponde a las relaciones internas entre el procurador y su representado, que puede hacerse valer mediante el ejercicio de la acción correspondiente pero que excede del ámbito del incidente de habilitación de fondos.


Jurisprudencia: ATS 11758/2009 de 8 de septiembre, rec. 390/2008.











196 ¿Es ejecutable la resolución que fija la cantidad en la que debe proveerse de fondos al procurador?



 
Ejecución de la resolución que fija la provisión de fondos






Si no se ha impugnado la cantidad fijada en concepto de provisión de fondos, el testimonio de dicha resolución, conforme a lo dispuesto en el art. 517.1.9º LEC, es suficiente para instar la ejecución de la suma fijada por la vía de apremio.


Jurisprudencia: AAP Guipúzcoa, Sección 3ª, 37/2011 de 25 de mayo, rec. 3425/2010.












Artículo 30 Cesación del procurador






197 ¿Una vez comunicada la renuncia por parte del procurador a su poderdante y aceptada ésta por el tribunal, ya cesa automáticamente el procurador en la representación que venía ostentando?



 
Renuncia del procurador






No, ya que aunque se acredite que el poderdante conocía la renuncia de su procurador, el tribunal le deberá conceder un plazo de 10 días para que designe a nuevo procurador, plazo durante el cual el procurador renunciante deberá seguir ostentando la representación hasta que se designe en dicho plazo un nuevo procurador o transcurra el mismo sin haberse producido la designa, momento a partir del cual se le tendrá por definitivamente apartado de la representación que venía ostentando. Igualmente el hecho de no designar procurador dentro del plazo de 10 días debe significar tener por apartado del procedimiento al primitivo procurador, sin que la consecuencia de la falta de designación sea por ejemplo, la de tener por desistido al apelante. 


Jurisprudencia: AAP Asturias-Gijón, Sección 7ª, 8/2020 de 24 de enero, rec. 499/2019; AATS 254/2018 de 17 de enero, rec. 1455/2017 y 1642/2009 de 24 de noviembre, rec. 5419/2000 y SAP Barcelona, Sección 16ª, 677/2004 de 17 de diciembre, rec. 594/2004.












198 ¿En caso de que un litigante actúe en juicio representado mediante un procurador de libre designación, la mera solicitud de nombramiento de procurador del turno de justicia gratuita e incluso la posterior designación de un nuevo procurador por el respectivo Colegio de Procuradores, debe entenderse como un supuesto de revocación tácita del mandato conferido inicialmente?



 
Revocación tácita del poder otorgado al procurador






No ya que para pudiese entenderse tácitamente revocado el poder otorgado inicialmente era necesario tanto el haber comunicado al tribunal dicha solicitud de asistencia jurídica gratuita como especialmente que el nuevo procurador designado por el Colegio se hubiese personado en el procedimiento.


Jurisprudencia: STC 241/2007 de 10 de diciembre, rec. 4794/2004.











199 ¿En caso de jubilación del procurador de la parte ejecutante, la falta de designación de un nuevo procurador dentro del plazo conferido por el tribunal puede entenderse como un desistimiento tácito del procedimiento?



 
Jubilación del procurador






El art. 20 LEC regula de forma clara el desistimiento y prevé que el mismo deberá realizarse de forma expresa por escrito sin perjuicio que también pueda realizarse verbalmente en el curso de una comparecencia. Igualmente de la lectura del art. 30.1.2 LEC no se desprende que la no designación de un nuevo procurador tenga como consecuencia declarar el desistimiento del actor en la acción ejercitada.


Jurisprudencia: AAP Badajoz, Sección 3ª, 4/2018 de 17 de enero, rec. 401/2017.











200 ¿Son válidos los actos realizados por el procurador cuando su poderdante ha fallecido y el primero desconoce la muerte de su cliente?



 
Validez de los actos realizados por el procurador cuando su poderdante ha fallecido






Siendo evidente que una de las causas legalmente tasadas de extinción del poder y cese de la representación es la muerte del poderdante, en determinados supuestos podrá entenderse válida la actuación realizada por el procurador por ejemplo en el acto del juicio oral estando fallecido su cliente ya que conforme a lo dispuesto en el art. 1.738 CC se entenderán válidas las actuaciones realizadas por el mandatario ignorando la muerte del mandante, especialmente si dichos actos son posteriormente ratificados, aunque sea de forma tácita, por los sucesores del litigante fallecido.


Jurisprudencia: SAP Palencia, Sección 1ª, 114/2006 de 6 de abril, rec. 105/2006. En sentido contrario, AAP Santa Cruz de Tenerife, Sección 3ª, 211/2011 de 4 de noviembre, rec. 548/2011, limitando la validez de los actos del procurador una vez fallecido su representado a las actuaciones encaminadas a abrir la sucesión procesal conforme a lo dispuesto en el art. 16 de la LEC.











201 ¿La presentación de una demanda en nombre de una Comunidad de Propietarios haciendo uso de un poder otorgado por la persona que fue en su día Presidente de dicha Comunidad, pero que ha cesado en su cargo en el momento de interposición de la demanda puede tener alguna consecuencia jurídica?



 
Cambio en la representación de la comunidad de propietarios






No ya que el cambio en la representación de la Comunidad no afecta al poder. El hecho de que cuando se interpone la demanda ha cambiado la persona del Presidente de la Comunidad de Propietarios que otorgó el poder para pleitos no extingue dicho poder ni debe dar lugar a una nueva personación con unos nuevos poderes otorgados por el nuevo Presidente.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 12ª, 220/2018 de 20 de julio, rec. 229/2018; AAP Barcelona, Sección 13ª, 234/2008 de 25 de julio, rec. 413/2007 y SAP A Coruña, Sección 3ª, 116/2017 de 30 de marzo, rec. 620/2016.












Artículo 31 Intervención de abogado






202 ¿No siendo preceptiva la intervención del letrado en la petición inicial de los procesos monitorios, existe alguna excepción que permita la posterior inclusión de la minuta de honorarios en una tasación de costas?



 
Honorarios que se devengan por la intervención de letrado y procurador en proceso monitorio






El contenido del art. 31.2.1º LEC debe entenderse como una disposición de carácter general frente a la prima lo dispuesto en norma especial, como en este caso es el art. 21.5 de la Ley de Propiedad Horizontal. Así cuando se trate de un monitorio por reclamación de cuotas comunitarias, el deudor deberá pagar los honorarios y derechos que en su caso se devenguen por la intervención de letrado y procurador.


Jurisprudencia: AAP Valencia, Sección 6ª, 35/2021 de 12 de febrero, rec. 675/2020; AAP Barcelona, Sección 16ª, 231/2017 de 22 de junio, rec. 40/2017 y AAP Valencia, Sección 7ª, 28/2018 de 26 de enero, rec. 766/2017.












203 ¿Cuál debe ser la consecuencia de que en un juicio verbal de precario, en el que es preceptiva la intervención de abogado y procurador, el demandado comparezca sin la asistencia de letrado?



 
Comparecencia en un juicio verbal de precario sin asistencia de letrado






En los juicios verbales seguidos por razón de la materia es preceptiva la intervención de letrado y procurador, por lo que si el demandado comparece sin la presencia de los mismos y tampoco ha interesado previamente su designación por el turno de oficio, conforme a lo dispuesto en el art. 33 LEC, no debe suspenderse el juicio sino que debe dictarse sentencia declarando el desahucio sin más trámite.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 13ª, 643/2017 de 30 de noviembre, rec. 1146/2016 y SAP Vizcaya, Sección 5ª, 247/2016 de 23 de septiembre, rec. 311/2016 Sobre la preceptividad de la intervención de abogado y procurador en el precario, pero sin que le sea aplicable el plazo de 3 días para solicitar su designación-ex Artº.33.4 LEC- SAP Valencia, Sección 8ª, 577/2020 de 23 de noviembre, rec. 61/2020.











204 Si en un procedimiento en el que resulta preceptiva la intervención de letrado, el demandado interesa el nombramiento de un letrado del turno de oficio y la suspensión de las actuaciones mientras se proceda a la referida designa, ¿cuáles pueden ser las consecuencias de que el procedimiento siga su tramitación sin esperar a la designa del abogado y sin que tampoco se notifique al demandado la resolución mediante la cual se deniega la referida suspensión?



 
Nombramiento de letrado de turno de oficio y suspensión de las actuaciones mientras se procede a su designación






Ello supondría una clara infracción de las normas que rigen los actos y garantías del proceso, siendo la consecuencia de todo ello la nulidad de las actuaciones practicadas y la reposición de las mismas al momento previo al que se cometió la infracción. No obsta a lo anterior el hecho de que inicialmente el Colegio de Abogados haya emitido un informe desfavorable sobre el reconocimiento del derecho a litigar gratuitamente ya que conforme a lo dispuesto en el art. 16 de la Ley de Justicia Gratuita debe esperarse a la resolución definitiva de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para que se alce la suspensión del proceso, todo ello sin perjuicio de lo señalado en el art. 33.4 LEC con respecto a los procedimientos a los que se refiere el art. 250.1.1º LEC.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 11ª, 17/2020 de 5 de febrero, rec. 618/2019; STS 301/2015 de 8 de junio, rec. 1552/2013; SAP Barcelona, Sección 16ª, 111/2017 de 21 de marzo, rec. 978/2015 y SAP Madrid, Sección 10ª, 429/2014 de 10 de diciembre, rec. 543/2014.











205 ¿Debe advertirse al demandado en el momento de la primera citación o emplazamiento de la necesidad de comparecer debidamente asistido de letrado y en su caso de procurador?



 
Advertencia al demandado de comparecer asistido de letrado y procurador






Efectivamente la necesidad de comparecer debidamente asistido de letrado debe ser previamente advertida a la hora de practicar la citación a juicio o primer emplazamiento, ya que de no hacerlo así se estaría dejando en clara indefensión al demandado lo que debería acarrear la nulidad del juicio al conculcar el derecho de defensa, incluso aunque se permitiese la actuación personal del demandado desprovisto de la asistencia letrada a la que tenía derecho.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 22ª, 933/2020 de 27 de noviembre, rec. 1776/2019 y SAP Barcelona, Sección 4.ª, 362/2014 de 17 de septiembre, rec. 570/2013.











206 ¿Es preceptiva la intervención de letrado en un juicio verbal en el que se ejercita el derecho de rectificación?



 
Intervención de letrado en un juicio verbal en el que se ejercita el derecho de rectificación






Si bien esta cuestión parece superada con la nueva redacción dada mediante Ley 42/2015 al art. 31.2.1º LEC, debe recordarse el contenido del art. 248.3 de la misma Ley, en el sentido que las normas de determinación de la clase de juicio por razón de la cuantía sólo se aplicarán en defecto de norma por razón de la materia; de ahí que siendo este tipo de juicio verbal un procedimiento determinado por la materia objeto del pleito, no está excluida la defensa mediante letrado. En consecuencia los honorarios que se devenguen tanto por la intervención de letrado como de procurador deberán incluirse en la tasación de costas.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 9ª, 139/2010 de 12 de marzo, rec. 35/2009 y SAP Barcelona, Sección 1ª, 14 de julio de 2004, rec. 476/2003. En sentido contrario, SAP Baleares, Sección 3ª, 363/2007 de 9 de octubre, rec. 328/2007.












Artículo 32 Intervención no preceptiva de abogado y procurador






207 Tratándose de un procedimiento en el que no sea preceptiva la intervención de letrado y procurador, ¿cuáles serán las consecuencias que se derivarán si el demandado no comunica al tribunal dentro del plazo de tres días su intención de valerse de dichos profesionales? ¿El hecho de que en un determinado procedimiento no sea preceptiva la intervención de abogado y procurador, ello afecta también al recurso de apelación?



 
Consecuencias de no comunicar al tribunal la intención de valerse de letrado y procurador






Todo dependerá de si queda tiempo suficiente para que el actor pueda conocer dicha intención con anterioridad a la comparecencia de que se trate e igualmente del hecho de si el actor ha anunciado también junto con la demanda su intención de ser defendido mediante letrado; si se da alguna de estas situaciones, es decir hay tiempo suficiente para comunicar al actor la intención del demandado o el primero también ha anunciado que comparecerá asistido de letrado, la extemporánea comunicación del demandado no le perjudicará impidiendo dicha asistencia legal.

En cuanto a las exigencias de postulación, éstas son las mismas tanto para la 1ª Instancia como para la fase de apelación.


Jurisprudencia: AAP Cantabria, Sección 4ª, 173/2021 de 12 de julio, rec. 894/2020; SAP Guipúzcoa, Sección 3ª, 274/2004 de 3 de diciembre, rec. 3293/2004; SAP Santa Cruz de Tenerife, Sección 1ª, 395/2005 de 24 de octubre, rec. 312/2005 y SAP Pontevedra, Sección 1ª, 515/2006 de 28 de septiembre, rec. 114/2006. En sentido contrario, haciendo una interpretación más rigorista del precepto, SAP Madrid, Sección 25ª, 86/2004 de 13 de febrero, rec. 984/2002.












208 ¿La excepción que recoge el apartado 5º de este precepto, relativa a que no se excluirán de la tasación de costas los honorarios y derechos devengados respectivamente por el letrado y el procurador aun no siendo preceptivos, cuando el favorecido por dicha condena resida en un lugar distinto a aquél en el que se ha tramitado el juicio, debe entenderse igualmente aplicable a aquellas mercantiles que tienen abiertas sucursales por distintas partes del territorio nacional?



 
Exclusión de la tasación de costas de los honorarios y derechos devengados por el letrado y el procurador, cuando el favorecido por dicha condena resida en un lugar distinto a aquél en el que se ha tramitado el juicio






Si se trata de entidades mercantiles con domicilio social en una ciudad determinada distinta del lugar en el que se ha celebrado el juicio pero que tiene delegaciones o sucursales abiertas en la localidad sede del mismo, no resultará de aplicación la excepción prevista en el referido apartado 5º de este artículo. Debe entenderse que si mediante dichas sucursales pueden desarrollar su actividad social también están capacitadas para recibir diligencias o actos de comunicación y en general para intervenir en el procedimiento.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 1ª, 208/2008 de 7 de octubre, rec. 137/2008 y SAP Pontevedra, Sección 6ª, 221/2012 de 22 de marzo, rec. 4298/2010.











209 ¿Puede decirse que el contenido de la excepción prevista en el apartado 5º de este artículo 32 introduce un régimen de diferenciación que inicialmente no aparece justificado por una causa objetiva y razonable, vulnerando así el derecho a la tutela judicial efectiva y el principio de igualdad que establecen nuestra Constitución?



 
Posible inconstitucionalidad del artículo 32.5 LEC






Podría pensarse que esta norma produce un cierto desequilibrio entre las partes ya que trata de la misma manera al litigante vencido que ha actuado con temeridad que al litigante vencido que, residiendo en el lugar de la sede del órgano judicial, litiga contra uno que no tiene su residencia en el término municipal de celebración del juicio, pero esa diferencia de trato es proporcional, ya que el derecho al reembolso de los honorarios del letrado aun no siendo preceptiva su intervención, se reconoce a quien teniendo una posición amparada en Derecho, encuentra mayores dificultades para comparecer y defenderse a sí mismo, aunque lo autorice la ley, al tener su domicilio en un lugar distinto a aquél en el que debe celebrarse el juicio, dificultades indirectamente objetivadas por la ley en la distancia de su domicilio respecto al del tribunal que debe juzgar el caso, siendo además un derecho de reembolso que se encuentra limitado a una suma que no exceda de la tercera parte de la cuantía del procedimiento.


Jurisprudencia: ATC, Pleno, 333/2006 de 26 de septiembre, rec. 3298/2006.











210 ¿El hecho que la intervención de letrado y procurador no sea preceptiva excluye la condena en costas? ¿Si la parte condenada en costas goza del beneficio de Justicia Gratuita, ello excluye que deba practicarse la correspondiente tasación de costas?



 
Condena en costas en casos en que la intervención de letrado y procurador no es preceptiva






El concepto de costas no queda reducido a los gastos de abogado y procurador sino que también incluye otros conceptos como por ejemplo puede ser la minuta de un perito. Si estamos ante un procedimiento en el que no es preceptiva de la intervención de dichos profesionales del Derecho, si hay condena en costas deberá practicarse la oportuna tasación excluyendo de la misma los honorarios y derechos devengados por los mismos.

La circunstancia de que la parte obligada al pago de las costas goce del beneficio de Justicia Gratuita no puede considerarse como una circunstancia impeditiva de la práctica de la tasación, debiendo tenerse en cuenta para su posible exacción lo que dispone el art. 36.2 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.


Jurisprudencia: ATS de 11 de enero de 2022, rec. 900/2019; ATS de 18 de mayo de 2020, rec. 2408/2017 y SAP Soria, Sección 1ª, 84/2009 de 27 de abril, rec. 88/2009.












Artículo 33 Designación de procurador y de abogado






211 ¿Si nos encontramos en un juicio que no es ninguno de los señalados en el art. 250.1.1º LEC, el no solicitar la designación de abogado y procurador dentro de los tres días siguientes a la citación o emplazamiento debe llevar consigo la continuación del juicio?



 
Solicitud de designación de abogado y procurador de oficio efectuada con posterioridad a los tres días siguientes a la citación o emplazamiento






No ya que dicha prevención de no suspensión del juicio por la solicitud efectuada fuera de los tres primeros días siguientes a la notificación de la demanda únicamente está prevista para los juicios de desahucio por falta de pago de las rentas o por expiración del plazo y de reclamación de rentas. Fuera de estos supuestos, la solicitud de designación de abogado y procurador de oficio efectuada con posterioridad a esos tres primeros días deberá provocar la suspensión del procedimiento ya que en caso contrario estaríamos dejando en clara indefensión al demandado.


Jurisprudencia: SAP Valencia, Sección 8ª, 577/2020 de 5 de febrero, rec. 618/2019; SAP Barcelona, Sección 13ª, 457/2017 de 24 de julio, rec. 669/2016 y SAP Barcelona, Sección 4ª, 219/2014 de 22 de mayo, rec. 78/2013. En sentido contrario, SAP Alicante, Sección 9ª, 660/2016 de 19 de diciembre, rec. 494/2016.












212 ¿El plazo de tres días para solicitar la designación de abogado y procurador del turno de oficio afecta tanto a aquellos litigantes que no tengan el derecho a la asistencia jurídica gratuita como a los que sí que tengan dicho derecho?



 
Plazo para solicitar la designación de abogado y procurador del turno de oficio






Ese plazo de tres días, cuya finalidad es no perjudicar la buena marcha del proceso, no debe entenderse aplicable a aquellos que sí tengan el derecho a la asistencia jurídica gratuita, siempre y cuando no nos encontremos en un verbal de los previstos en el art. 250.1.1º LEC. Por ello, fuera de estos procedimientos, aunque la referida solicitud se efectúe con posterioridad al plazo de tres días, de conformidad con lo prevenido en el art. 16 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y en base al principio pro actione, debe acordarse la suspensión del proceso hasta que el demandado pueda disponer de la correspondiente defensa letrada y representación técnica.

De todos modos deberá valorarse cada situación concreta, ya que si por ejemplo la solicitud se produce no sólo con posterioridad a los 3 días desde que se recibió la citación, sino incluso con posterioridad al plazo de 10 días para comparecer y oponerse, ninguna indefensión puede alegar el que ha solicitado el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita claramente fuera de los plazos establecidos en las leyes procesales o administrativas; el art. 16 LAJG no es de aplicación automática. 


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 11ª, 106/2020 de 3 de junio, rec. 200/2019; SAP Madrid, Sección 10ª, 439/2014 de 9 de diciembre, rec. 535/2014 y SAP Madrid, Sección 20ª, 355/2014 de 16 de julio, rec. 139/2014. En sentido contrario, SAP Barcelona, Sección 17ª, 336/2018 de 12 de abril, rec. 290/2017 y SAP Madrid, Sección 9ª, 480/2013 de 5 de noviembre, rec. 377/2013.











213 ¿La petición de abogado y procurador de oficio implica necesariamente que sea obligatorio proceder a su nombramiento?



 
Petición de abogado y procurador de oficio






Para la efectividad del derecho a la defensa y asistencia letrada que se reconoce en el art. 24.2 CE, los órganos judiciales deben en principio acordar la suspensión del proceso hasta tanto en cuanto no le sea nombrado al litigante que carece de recursos económicos o que se ve en la imposibilidad de contar con un letrado de su elección, un letrado del turno de oficio que asuma su defensa técnica en el proceso, sin que ello implique necesariamente que siempre que se solicite un letrado de oficio sea obligatorio proceder a su nombramiento ya que el derecho a la defensa y asistencia letrada debe compatibilizarse también con el derecho de la parte contraria a un proceso sin dilaciones indebidas, por lo que cuando la solicitud de letrado de oficio se formule con el exclusivo propósito de dilatar la duración normal del procedimiento y retrasar así la decisión final del proceso y se muestra claramente innecesaria, de forma que no encuentre justificación en el derecho de defensa sino en el manifiesto abuso de derecho o en el fraude de ley, los órganos judiciales, razonándolo debidamente, podrán rechazar las solicitudes de asistencia letrada abusivas o injustificadas.


Jurisprudencia: STC 92/1996 de 27 de mayo, rec. de amparo 275/1994.












Artículo 34 Cuenta del procurador






214 ¿El hecho de que el procurador haya cesado en la representación, por ejemplo porque ha presentado un escrito renunciando a la misma, le impide instar la jura de cuentas contra el que fuera su representado? ¿La renuncia del inicial abogado designado de oficio y su sustitución por otro libremente designado o viceversa con respecto al procurador, puede afectar a la posterior jura de cuentas?



 
Renuncia del procurador y jura de cuentas






El hecho de que el abogado y procurador hayan dejado respectivamente de defender o representar a la parte no impide que dichos profesionales puedan acudir a los mecanismos o procedimientos especiales de apremio que la LEC establece para que dichos profesionales puedan resarcirse de sus honorarios.

En cuanto a la 2ª parte de la pregunta, la respuesta es que NO, ya que tal y como se establece en el art. 27 LAJG, dicha Ley impide que en un mismo procedimiento puedan actuar simultáneamente un abogado libremente elegido por el cliente y un procurador de oficio o viceversa, salvo que conste una renuncia expresa de dichos profesionales libremente designados a la percepción de sus honorarios, aunque ésta es una cuestión polémica que puede dar lugar a muchos fraudes.  


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 18ª, 43/2010 de 28 de enero, rec. 123/2004 y AAP Barcelona, Sección 12ª, 295/2021 de 14 de julio, rec. 748/2019.












215 ¿Puede aplicarse el instituto de la caducidad de la instancia a las juras de cuentas?



 
Aplicación de la caducidad de la instancia a las juras de cuentas






Efectivamente la jura de cuentas está sometida a los plazos que la LEC establece para la caducidad de la instancia. Aunque los arts. 34 y 35 no fijen un límite temporal para su presentación, la naturaleza incidental de la jura de cuentas con respecto del procedimiento principal del que trae causa exige que la cuestión de la caducidad se examine con referencia a dicho procedimiento. Si el legislador ha establecido un trámite privilegiado, afectado por el principio de sumariedad dirigido precisamente a posibilitar el cobro inmediato, resultaría ilógico pensar que puede ser promovido en cualquier momento posterior al litigio «sine die».


Jurisprudencia: ATS de 18 de febrero de 2020, rec. 2232/2015; ATS 9 de diciembre de 2015, rec. 724/2012 y Acuerdo no jurisdiccional del Pleno de la Sala 1ª del TS de 18 de julio de 2006. En sentido contrario con respecto a una jura de cuentas planteada en sede de una ejecución hipotecaria AAP Madrid, Sección 13ª, 17/2021 de 14 de enero, rec. 371/2020.











216 ¿A los efectos del cómputo de la caducidad señalada en la anterior pregunta, puede entenderse que la práctica de la tasación de costas interrumpe o mejor dicho, paraliza el inicio del cálculo del plazo de dos un año según el proceso se halle en primera o segunda instancia?



 
Cómputo de la caducidad en la tasación de costas






Las actuaciones practicadas de tasaciones de costas e impugnación de las mismas no afectan a la caducidad, que no puede ser objeto de interrupción. Si la jura de cuentas se presenta en la segunda instancia deberá hacerse dentro del año siguiente al que hubiera sido dictada la sentencia de apelación.


Jurisprudencia: AATS 18 de febrero de 2020, rec. 2232/2015; 15 de julio de 2008, rec. 508/2008 y 14 de mayo de 2013, rec. 2352/2004.











217 ¿Puede entenderse que el proceso de jura de cuentas del procurador o del abogado es un proceso de ejecución al que, conforme lo dispuesto en el art. 239 LEC, no le serán aplicables las disposiciones relativas a la caducidad de la instancia?



 
Aplicación de las disposiciones de la caducidad de la instancia al proceso de jura de cuentas






No, ya que el procedimiento privilegiado para la exacción de la minuta detallada del procurador o de los honorarios del letrado no da lugar a un proceso de ejecución ni constituye la apertura de actuaciones ejecutivas ya que lo que se persigue con la jura no es la ejecución de lo decidido en la resolución que concluye el proceso principal sino la satisfacción de los derechos u honorarios de los profesionales que han intervenido en el mismo frente a su propio cliente. Cuestión distinta es que la jura de cuentas traiga causa de la intervención del procurador o en su caso del abogado en un proceso de ejecución, procedimiento que sólo puede entenderse finalizado (ex art. 570 LEC) con la completa satisfacción del acreedor ejecutante, que deberá acordarse mediante Decreto; es discutible pero podría entenderse que sería a partir de dicha resolución cuando empezarían a computarse los plazos establecidos para que opere la caducidad.


Jurisprudencia: ATS 10 de diciembre de 2013, rec. 2485/1994 y AAP Santa Cruz de Tenerife, Sección 3ª, 35/2018 de 9 de febrero, rec. 631/2017. En sentido contrario, con respecto al inicio del cómputo cuando la jura traiga causa de un procedimiento de ejecución, AAP Madrid, Sección 12ª, 190/2017 de 22 de junio, rec. 76/2017.











218 ¿Es preceptiva la intervención de letrado y procurador en la jura de cuentas pudiéndose incluir los honorarios derivados de su intervención en la tasación de costas que dimane de dicho incidente?



 
Intervención de letrado y procurador en la jura de cuentas






Ésta es una cuestión muy polémica sobre la que existían pronunciamientos jurisprudenciales contradictorios hasta que se produjo la reforma de los arts. 34 y 35 mediante la Ley 42/2015, suprimiéndose de forma expresa la intervención preceptiva de dichos profesionales.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 14ª, 263/2017 de 28 de septiembre, rec. 328/2017 y AAP Cádiz, Sección 2ª, 307/2016 de 15 de noviembre, rec. 198/2016. Sobre cuestiones de derecho transitorio tras la reforma operada mediante Ley 42/2015: AAP Sevilla, Sección 2ª, 94/2021 de 22 de marzo, rec. 948/2019.











219 ¿Siendo competencia de los Secretarios Judiciales la resolución mediante Decreto de las juras de cuentas, pueden plantear una decisión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea? ¿Cabe recurso contra el Decreto que dicte el LAJ determinando la cantidad que haya de satisfacerse al procurador?



 
Decisión prejudicial ante el TJUE sobre las juras de cuentas y recurso contra el Decreto que dicte el LAJ






El Letrado AJ todo y sus importantes funciones dentro del proceso, no puede ser considerado un órgano jurisdiccional a los efectos del art. 267 del TFUE, por ello no está facultado para plantear ante el Tribunal de Justicia una petición de decisión prejudicial, siendo en todo caso el juez de ejecución competente para acordar el apremio sobre la cantidad debida el que debe examinar —de oficio si es necesario— el eventual carácter abusivo de una cláusula contractual que figure en el contrato celebrado entre un procurador o un abogado y un cliente suyo.

Con respecto a la posibilidad de interponer recurso de revisión contra el Decreto dictado por el LAJ resolviendo la jura de cuentas hasta la fecha el último párrafo del art. 34.2 LEC era taxativo al respecto, en el sentido de que dicho Decreto no era susceptible de recurso alguno, pero recientemente (ver pregunta núm. 5 planteada en el comentario del art. 35) el Tribunal Constitucional ha declarado la inconstitucionalidad y nulidad del referido último párrafo del art. 34.2 LEC.


Jurisprudencia: TJCE/TJUE, Sala Quinta, 16 de febrero de 2017, rec. C-503/2015 y STC 34/2019 de 14 de marzo.











220 ¿Es requisito de admisión a trámite de la jura de cuentas el haber requerido de pago previamente al cliente?



 
Requisito de admisión a trámite de la jura de cuentas






No; la LEC en ningún momento exige la práctica de ese requerimiento previo como requisito de admisión de la jura de cuentas de un procurador. El procedimiento se inicia mediante un escrito al que la ley tan sólo exige que exprese con detalle lo que pide («cuenta detallada y justificada»), escrito exento de cualquier formalidad acentuada tras la reforma operada por Ley 42/2015 que suprimió la exigencia de postulación alguna, siendo bastante la manifestación del procurador de que las cantidades le son debidas, no siendo tampoco necesario acompañar documentación alguna para justificar o acreditar su crédito.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 14ª, 263/2017 de 28 de septiembre, rec. 328/2017; AAP Barcelona, Sección 19ª, 299/2016 de 24 de noviembre, rec. 155/2016 y AAP Madrid, Sección 28ª, 188/2015 de 25 de septiembre, rec. 225/2015.











221 ¿Cuál es el tribunal competente para tramitar la jura de cuentas?



 
Tribunal competente para tramitar la jura de cuentas






El conocimiento de la jura de cuentas corresponde al órgano judicial que conociera del asunto principal en el que se originasen los derechos del procurador reclamante, es decir el tribunal donde radique el proceso en el que se ha desarrollado la actuación del procurador que ha dado lugar a dicha jura de cuentas.


Jurisprudencia: ATS 14 de marzo de 2018, rec. 13/2018.











222 ¿Una vez dictado el Decreto determinando la cantidad a pagar por el poderdante moroso, la consiguiente demanda ejecutiva para instar por la ejecución de dichas sumas por la vía de apremio está sometida a algún plazo de caducidad?



 
Plazo de caducidad de la demanda ejecutiva que insta la ejecución de la cantidad a pagar por el poderdante moroso






Si conforme a lo dispuesto en el art. 517.2.9º LEC se insta la ejecución del Decreto dictado por el Letrado AJ, no será motivo de oposición el auto despachando la ejecución ni la caducidad de la instancia, dada la naturaleza ejecutiva del procedimiento y acción de apremio y con respecto a la caducidad de la acción, al hallarnos ante una acción ejecutiva ésta caducará a los cinco años conforme a lo dispuesto en el art. 518 LEC.


Jurisprudencia: AAP Valencia, Sección 11ª, 143/2018 de 25 de abril, rec. 595/2017.











223 ¿En caso de desconocerse cuál es el actual domicilio del poderdante moroso, pueden utilizarse los mecanismos de averiguación de domicilio que establece el art. 156 LEC para efectuar el requerimiento de pago? ¿Cabe dirigir la jura de cuentas contra la herencia yacente del deudor?



 
Averiguación del domicilio del poderdante moroso y jura de cuentas contra la herencia yacente del deudor






No hay precepto alguno que impida utilizar los mecanismos de averiguación del domicilio previstos en el art. 156 LEC cuando el actor de la jura de cuentas manifieste la imposibilidad de designar el domicilio o residencia del deudor. Igualmente debe admitirse la posibilidad de que el procedimiento de jura de cuentas y el consiguiente requerimiento de pago se dirija contra la «herencia yacente o ignorados herederos» del deudor una vez acreditado el fallecimiento de este último.


Jurisprudencia: AAP Lleida, Sección 2ª, 36/2004 de 8 de abril, rec. 413/2003.












Artículo 35 Honorarios de los abogados






224 ¿El procedimiento especial de jura de cuentas es procesalmente la vía obligada para reclamación de honorarios al cliente por la intervención en un pleito?



 
Reclamación de honorarios al cliente por la intervención en un pleito






El precepto establece claramente una fórmula potestativa («podrán») de reclamación, lo que revela o demuestra que también pueden reclamarse por otra vía procesal distinta como por ejemplo es la del monitorio.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 1ª, 491/2013 de 29 de octubre, rec. 283/2012; AAP Madrid, Sección 21ª, 12/2012 de 10 de enero, rec. 275/2011; AAP Castellón, Sección 3ª, 183/2021 de 30 de junio, rec. 266/2021 y AAP Les Illes Balears, Sección 3ª, 10/2020 de 16 de enero, rec. 591/2019.












225 ¿Cuáles son las consecuencias de que en una jura de cuentas de abogado o procurador no se formule oposición alguna al requerimiento inicial?



 
Consecuencia de que en una jura de cuentas no se formule oposición al requerimiento






La consecuencia de la falta de oposición es que deberá despacharse la ejecución por la suma a la que ascienda la cuenta o minuta reclamada. No obstante lo anterior, por parte de algunos Juzgados se viene exigiendo la presentación de la correspondiente demanda ejecutiva, cuyos únicos motivos de oposición serán los previstos en el art. 556.1 LEC.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 22ª, 359/2010 de 28 de octubre, rec. 470/2009 y AAP León, Sección 13ª, 1/2021 de 14 de enero, rec. 371/2020.











226 ¿Una vez admitida a trámite la jura de cuentas, ante la imposibilidad de localizar al deudor para practicar el requerimiento podría admitirse su realización mediante un correo electrónico certificado?



 
Requerimiento de pago de forma telemática






Una vez agotados los mecanismos de averiguación del domicilio no hay impedimento alguno en que se practique el requerimiento de pago en forma telemática con los certificados electrónicos acreditativos de su efectiva realización. De lo dispuesto tanto en el art. 162 LEC como en los arts. 11 y siguientes de la Ley 59/2003 de 19 de diciembre, de firma electrónica, se desprende que la realización de ese requerimiento de pago por medios electrónicos se ha practicado legalmente.


Jurisprudencia: ATS 21 de marzo de 2013, rec. 855/2010.











227 ¿El Decreto que resuelve la jura de cuentas tiene efectos de cosa juzgada?



 
Decreto que resuelve la jura de cuentas






No ya que la resolución que así lo acuerda, además de que emana del Letrado de la Administración de Justicia y no del Juez, no excluye la posibilidad de que pueda replantearse la cuestión en un posterior juicio declarativo ordinario o verbal según cual sea la cuantía de la reclamación.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 13ª, 1/2021 de 14 d enero, rec. 371/2020; STS 445/2017 de 13 de julio, rec. 22/2016 y SAP Huelva, Sección 2ª, 551/2017 de 3 de octubre, rec. 877/2016.











228 ¿Cabe recurso alguno contra el Decreto que resuelve la jura de cuentas? ¿Y si dentro de ese incidente se plantea y se estima la existencia de una prejudicialidad civil?



 
Recurso contra el Decreto que resuelve la jura de cuentas






Hasta fechas muy recientes se entendía que la naturaleza sumaria y especial de este procedimiento, de cognición limitada y su finalidad de constituir un medio rápido de creación de un título de ejecución privilegiando a determinados intervinientes en el proceso, negando al Decreto que dicta el Letrado de la Administración de Justicia eficacia vinculante con respecto a un ulterior juicio ordinario llevaba como consecuencia que dicho Decreto fuese irrecurrible. Sólo en aquellos supuestos en los que por ejemplo se rompía la estructura normal del proceso permitiendo la introducción de cuestiones ajenas a su limitado ámbito de cognición, como puede ser la existencia de prejudicialidad civil, la resolución que acuerde la suspensión de la jura de cuentas por dicha causa sí será susceptible de ser recurrido en apelación.

No obstante lo anterior, recientemente el Tribunal Constitucional ha entendido que la exclusión de recurso frente al Decreto dictado por el LAJ priva del acceso al control jurisdiccional de una decisión adoptada en el seno de un proceso por un órgano no investido de función jurisdiccional, dando lugar al inicio del proceso de ejecución prescindiendo de ese control y excluyendo a la parte de la posibilidad de impugnación contra la decisión del Letrado de la Administración de Justicia. Esa ausencia de recurso contra el Decreto crea un espacio de «inmunidad jurisdiccional» incompatible con las exigencias del derecho a la tutela judicial efectiva, declarando en consecuencia la inconstitucionalidad y nulidad del párrafo tercero del art. 34.2 y del inciso «y tercero» del párrafo segundo y del párrafo cuarto del art. 35.2 LEC en su redacción dada por la Ley 13/2009 de 3 de noviembre.


Jurisprudencia: STC 34/2019 de 14 de marzo; AAP Asturias, Sección 5.ª, 5/2017 de 19 de enero, rec. 534/2016 y AAP Burgos, Sección 2ª, 266/2017 de 26 de julio, rec. 187/2017.












Título II De la jurisdicción y competencia



Capítulo I De la jurisdicción de los tribunales civiles y las cuestiones prejudiciales



Artículo 36 Extensión y límites del orden jurisdiccional civil. Falta de competencia internacional






229 ¿Podría ser emplazado un demandado fuera del territorio español en virtud de los mecanismos dispuestos en la LEC para los emplazamientos dentro de España?



 
Emplazamiento fuera del territorio español






La jurisdicción española se extiende dentro del territorio nacional e internacional de forma distinta. En el caso de que un acto judicial español deba surtir efectos fuera de nuestras fronteras, el art. 276 LOPJ exige que se tramite de conformidad con lo previsto en los tratados internacionales, las normas de la Unión Europea y las leyes españolas que resulten de aplicación.

Por tanto, será nulo aquel emplazamiento realizado fuera de España en el que no se hayan observado los tratados internacionales.

En la actualidad, dentro del marco de la Unión Europea, son válidos los emplazamientos efectuados acorde con lo dispuesto en la normativa comunitaria.

Resaltar que dentro del ámbito de la Unión Europea, las comunicaciones en el ámbito civil se regirán por el Reglamento (CE) 1393/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil.

Mientras que fuera del ámbito de la Unión Europea, las comunicaciones en el ámbito civil se rigen por los tratados internacionales y la Ley 29/2015, de cooperación jurídica internacional en materia civil.


Jurisprudencia: STS, Sala 4ª, 24 de julio de 1990, LA LEY 13305-R/1990; AAP Alicante, Sección 4ª, 411/2001 de 13 de junio, rec. 247/2000 y SJ Mercantil núm. 1 Pontevedra, 163/2019 de 10 de septiembre, rec. 118/2019, FJ preliminar.












230 ¿Qué medios de notificación y traslado de documentos se pueden utilizar en el ámbito supranacional?



 
Medios de notificación y traslado de documentos judiciales






En el ámbito de la Unión Europea y siguiendo lo preceptuado por el Reglamento 1393/2007, son cuatro los mecanismos válidos para llevar a cabo la notificación de documentos judiciales.

Por un lado, en España son órganos transmisores los Letrados de la Administración de Justicia, quienes podrán optar entre llevar a cabo la transmisión:

- De forma directa a los organismos receptores de cada país.

- A través de la vía consular o diplomática.

- Mediante correo al destinario con acuse de recibo.

Por su parte, el Reglamento faculta en su art. 15 a que cualquier persona interesada en un proceso judicial efectúe la notificación o traslado de documentos por medio de los agentes judiciales, funcionarios u otras personas competentes del Estado miembro requerido, siempre que esta forma de transmisión esté permitido conforme al Derecho interno de cada Estado miembro.









231 Partiendo de esta premisa, ¿podrá un demandante remitir directamente la demanda junto con el decreto de admisión y emplazamiento al demandado a través de los agentes judiciales o funcionarios competentes en cualquier Estado miembro de la Unión Europea?



 
Transmisión de documentos judiciales de forma directa por un particular






A pesar de que la respuesta debería ser positiva, debemos señalar que no todos los Estados miembros de la Unión Europea han reconocido esta forma de transmisión de documentos judiciales.

Actualmente, no surtirá efectos la transmisión efectuada de forma directa por un particular en los siguientes Estados: Bulgaria, Chequia, Estonia, Irlanda, España, Croacia, Letonia, Hungría, Polonia, Portugal, Rumanía, Eslovenia, Eslovaquia ni, dentro del Reino Unido, Inglaterra, Gales E Irlanda del Norte.









232 Dentro de un procedimiento de ejecución, ¿podría el ejecutante solicitar la traba de bienes titularidad del ejecutado que estuvieran fuera de España?



 
Medidas de traba de bienes fuera del territorio español






Los órganos judiciales españoles no podrán dictar medidas de embargo sobre bienes que radiquen fuera de su territorio. En este caso, lo que el ejecutante podrá solicitar al juzgado español es la emisión de un título ejecutivo europeo que le permita su ejecución directa en el país en el que radiquen estos.

Para ello, el Reglamento 505/2004 del Parlamento Europeo permite la obtención de un certificado de título europeo que se expedirá mediante el anexo que recoge esta norma europea siempre que concurran los requisitos dispuestos en el art. 6 y que deberá ser presentado ante las autoridades judiciales del Estado en que se encuentren los bienes, a los fines de que se inicie el correspondiente procedimiento ejecutivo.










Artículo 38 Apreciación de oficio de la falta de competencia internacional y de jurisdicción






233 ¿Puede ser denunciada la falta de competencia de la jurisdicción civil o únicamente cabe su apreciación de oficio?



 
Falta de competencia de la jurisdicción civil






En términos procesales, la abstención recogida en este precepto únicamente podrá ser apreciada por el órgano judicial. La parte demandada, en todo caso, deberá plantear esta situación de falta de competencia objetiva a través de la declinatoria recogida en el art. 39 LEC.


Jurisprudencia: STS 884/2007 de 19 de julio, rec. 1751/2000; AAP Málaga, Sección 5ª, 89/2021 de 5 de marzo, rec. 683/2019 y AAP Málaga, Sección 5ª, 82/2021 de 4 de febrero, rec. 536/2019 .












234 ¿Puede ser apreciada la falta de competencia de oficio por parte de un juzgado español cuando el litigio verse sobre la validez de una patente?



 
Falta de competencia en un procedimiento de patente






La respuesta debe ser positiva, estando esta materia incardinada como competencia exclusiva en el art. 24 del Reglamento 1215/2012, del Parlamento Europeo, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, tan pronto como el órgano español compruebe que carece de competencia deberá declarar de oficio su falta de competencia.


Jurisprudencia: STS 1/2017 de 10 de enero, rec. 944/2014 y SAP Alicante, Tribunal de Marca Comunitaria, 32/2014 de 13 de febrero, rec. 165/2013 y SAP Alicante, Tribunal de Marca Comunitaria, Sección 8ª, 322/2019 de 15 de marzo, rec. 251/2018.











235 ¿Puede un tribunal español despachar ejecución sobre la resolución de un tribunal de Londres cuyas partes acordaron como forma de pago la realización de las acciones de dos sociedades anónimas domiciliadas en España?



 
Competencia exclusiva en materia de ejecución de una resolución judicial






La respuesta debe ser positiva, pues el art. 24 del Reglamento (UE) nº 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012 confiere a los órganos judiciales españoles la competencia exclusiva en materia de ejecución de una resolución judicial, por ser España el lugar de ejecución. Y ello, en base al principio de confianza recíproca en la administración de justicia dentro de la Unión Europea junto con la voluntad de reducir la duración y los costes en los litigios transfronterizos.


Jurisprudencia:  STS 831/2009 de 18 de diciembre, rec. 1430/2005; Tribunal de Marca Comunitaria  13 feb. 2014, rec. 165/2013; AAP Barcelona, Sección 16ª, 213/2021 de 26 de octubre, rec. 247/2020 y AAP Tarragona, Sección 1ª, 81/2021 de 17 de marzo, rec. 10/2021.












Artículo 39 Apreciación de la falta de competencia internacional o de jurisdicción a instancia de parte






236 ¿Podrán las partes sometidas a arbitraje denunciar con posterioridad la falta de competencia del árbitro mediante la interposición ante la autoridad judicial competente la acción de nulidad de un laudo arbitral?



 
Falta de competencia del árbitro






Como han tenido ocasión de recoger nuestros tribunales, la interposición de la acción de nulidad de un laudo arbitral no puede ser planteada con el objetivo de que un órgano judicial revise lo efectuado por un árbitro. No debe olvidarse que la institución del arbitraje es un medio alternativo de resolución de conflictos a cuyas resoluciones la LEC les ha conferido en su art. 517 LEC el carácter de título ejecutivo.

El propio Tribunal Constitucional señala que el arbitraje es un equivalente jurisdiccional en el que las partes pueden obtener los mismos objetivos que con la jurisdicción civil, conllevando con ello a la exclusión de la vía civil a la que únicamente se podrá acudir para una eventual revisión del laudo o para ejercitar la nulidad del mismo.

Por tanto debemos señalar que, sometidas voluntariamente las partes a arbitraje, no procederá una vez dictado el correspondiente laudo denunciar la falta de competencia de esta institución mediante la presentación de la acción de nulidad del mismo, cuando en éste concurra alguna de las causas dispuestas en el art. 41 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Jurisprudencia: STSJ Cataluña, Sala de lo Civil y Penal, 7/2018 de 22 de enero, rec. 15/2016 y STSJ Cataluña, Sala de lo Civil y Penal, 64/2021 de 27 de diciembre, rec. 10/2021.












237 ¿Puede la parte demandada plantear la declinatoria por falta de competencia internacional ante una demanda que verse sobre marcas comunitarias presentada en España contra varios demandados, basándose ésta en que uno de los demandados tiene su domicilio en España?



 
Declinatoria por falta de competencia internacional ante una demanda sobre marcas comunitarias






Sí puede ser planteada la declinatoria en aras a que el Tribunal español competente pueda dilucidar si, en virtud de la aplicación de los foros definidos en el Reglamento 207/2009, de 26 de febrero, sobre la marca de la Unión Europea y el Reglamento 6/2002, de 12 de diciembre de 2001, del Consejo, de los dibujos y modelos comunitarios, ostenta o no competencia internacional para conocer de un asunto.


Jurisprudencia: STS 1/2017 de 10 de enero, rec. 944/2014.











238 ¿Puede ejecutarse en España una resolución extranjera?



 
Ejecución en España de resolución extranjera






De conformidad con lo dispuesto en el art. 50 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil, en términos generales será ejecutable en España siempre que obtenga el correspondiente exequátur.

Si bien, de forma especial, no son ejecutables en España las sentencias dictadas por un tribunal extranjero respecto aquellas materias en las que, con carácter exclusivo, solamente los tribunales españoles son los competentes para conocer de las mismas y se recogen en el art. 22.1º LOPJ. Nos referimos a:

- En materia de derechos reales y arrendamientos de inmuebles que se hallen en España

- En materia de constitución, validez, nulidad o disolución de sociedades o personas jurídicas que tengan su domicilio en territorio español, así como respecto de los acuerdos y decisiones de sus órganos

- En materia de validez o nulidad de las inscripciones practicadas en un Registro español; en materia de inscripciones o de validez de patente y otros derechos sometidos a depósito o registro cuando se hubiere solicitado o efectuado en España el depósito o registro

- En materia de reconocimiento y ejecución en territorio español de resoluciones judiciales y decisiones arbitrales dictadas en el extranjero

No obstante, esta circunstancia no podrá ser apreciada de oficio por no encontrarse incardinada entre las abstenciones recogidas en el art. 36 LEC; sino que deberá ser planteada a instancia de parte.


Jurisprudencia: ATS 20 de enero de 2014, rec. 2131/2001; AAP Barcelona, Sección 16ª, 213/2021 de 26 de octubre, rec. 247/2020 y AAP Tarragona, Sección 1ª, 81/2021 de 17 de marzo, rec. 10/2021.











239 Presentada una demanda en la que se pretenda la fijación de la valoración del daño entre asegurado y aseguradora ¿cabría oponerse a la misma aduciendo la declinatoria?



 
Oposición aduciendo declinatoria en demanda de valoración de daños






La respuesta debe ser positiva, pues el Tribunal Supremo reconoce que el procedimiento extrajudicial recogido en el art. 38 de la Ley 50/1980, del Contrato de Seguro, constituye un trámite preceptivo e imperativo para las partes.

En consecuencia, si la demanda se interpone sin haber llevado a cabo este procedimiento («acta de tercería») la parte demandada podrá interponer la correspondiente declinatoria.

No obstante, conviene aclarar que esta fase previa e imperativa tendrá este carácter cuando en el procedimiento judicial la única acción ejercitada sea la impugnación sobre el informe de liquidación del daño. Por el contrario, si a esta acción se acumulan otras, como el cuestionamiento del propio siniestro, podrá interponerse directamente el procedimiento judicial sin tener que utilizar este tipo de procedimiento pericial previo.


Jurisprudencia: STS 536/2016 de 14 de septiembre, rec. 1165/2014; SAP Barcelona, Sección 13ª, 112/2014 de 12 de marzo, rec. 66/2013 y SAP Barcelona, Sección 13ª, 385/2017 de 30 de junio, rec. 638/2016.












Artículo 40 Prejudicialidad penal






240 ¿Constituye una interrupción de la prescripción de la acción civil la existencia de un proceso penal cuando este último pueda tener una influencia decisiva en la resolución del asunto civil?



 
Interrupción de la prescripción de la acción civil por la existencia de un proceso penal relacionado






La respuesta debe ser positiva, pues hasta que no finalice el proceso penal la persona perjudicada por el mismo no podrá iniciar el proceso, incluso en aquellos supuestos en los que no exista una identidad entre las personas implicadas en ambos procesos. Según el propio Tribunal Supremo, la determinación de esta interrupción del plazo prescriptivo procede del carácter prejudicial que el proceso penal ostenta respecto al proceso civil. Esto es, la mera existencia de una conexión relevante entre los hechos denunciados en la jurisdicción penal y el propio objeto del proceso impediría, de no estar iniciado el proceso civil, la iniciación del mismo dada la relevancia que el proceso penal puede tener sobre el segundo.


Jurisprudencia: STS 657/2010 de 3 de noviembre, rec. 2117/2006; STS 434/2021 de 22 de junio, rec. 2560/2018 y STS 92/2021 de 22 de febrero, rec. 3135/2018.












241 ¿Podrá solicitarse la suspensión por prejudicialidad penal de un asunto civil en el que se esté conociendo de un divorcio y las medidas sobre sobre los hijos menores del matrimonio ante la existencia de un procedimiento penal incoado por un presunto delito de maltrato en el ámbito familiar?



 
Suspensión por prejudicialidad penal de un asunto civil sobre divorcio






La respuesta debe ser positiva, pero con un matiz. Y todo ello dada la íntima conexión entre ambos procesos que, de no ser tomada en consideración, podría por un lado, dar lugar a resoluciones contradictorias; y, por otro lado, podría provocar el dictado prematuro de una resolución en el ámbito civil que, desconociendo la influencia que la decisión del órgano penal podría ostentar sobre la misma, fuera distinta si se dictara una vez finalizado el proceso penal.

Es decir, la existencia de un procedimiento penal no provoca la suspensión del proceso civil, pues salvo que se fundamente en una falsedad documental no será suspendido. Si bien, una vez que el procedimiento civil quede pendiente del dictado de sentencia, el Tribunal deberá acordar mediante auto la suspensión para el dictado de dicha sentencia que se alzará cuando concluya el proceso penal o éste se encuentre paralizado por un motivo que haya impedido su normal continuación.


Jurisprudencia: SAP Lugo, Sección 1ª, 214/2018 de 21 de mayo, rec. 205/2018 y AAP Valencia, Sección 10ª, 246/2019 de 3 de junio, rec. 1647/2018.











242 ¿Podrán las partes denunciar la falta de suspensión de un procedimiento por prejudicialidad penal en el que, pendiente el mismo de dictar sentencia, el Tribunal no haya dictado el auto acordando la misma?



 
Auto acordando la suspensión de un procedimiento por prejudicialidad penal






Sí, el art. 40 LEC exige al Tribunal el dictado de una resolución en forma de auto para acordar sobre la suspensión o denegación de la misma por prejudicialidad penal una vez el proceso civil quede pendiente del dictado de sentencia. Por tanto, si el Juez o Magistrado no dictara esta resolución, la parte podría denunciar esta infracción procesal ante la segunda instancia, tal y como reza el art. 41 LEC al interponer el oportuno recurso de apelación y, en su caso, durante la tramitación de los recursos extraordinarios por infracción procesal o de casación, mediante la correspondiente solicitud de nulidad de la sentencia dictada.

Por su parte, esta infracción procesal podrá además ser apreciada de oficio por el órgano superior al conocer de los posibles recursos interpuestos, al tratarse de una cuestión de orden público pues el art. 114 LEC, en relación al art. 10 LOPH, impide proseguir un pleito sobre los mismos hechos desde el momento en que se inicie un proceso penal, siempre y cuando entre ellos concurran los requisitos recogidos en el art. 40 LEC.


Jurisprudencia: SAP Alicante, Sección 8ª, 317/2013 de 12 de julio, rec. 92/2013 y SAP Granada, Sección 4ª, 164/2013 de 10 de mayo, rec. 687/2012.











243 ¿La prejudicialidad penal debe determinarse por los hechos objeto del proceso o por la valoración o calificación que se haga de ellos?



 
Determinación de la prejudicialidad penal






Para que pueda prosperar la suspensión del proceso civil por prejudicialidad penal, debe el juez civil razonar de qué forma el pronunciamiento penal puede condicionar su decisión, pues la prejudicialidad penal viene determinada por los hechos objeto del proceso y no por su valoración.


Jurisprudencia: STS 24/2016 de 3 de febrero, rec. 1990/2015; STC 192/2009 de 28 de septiembre, rec. 700/2006 y ATS 30 de noviembre de 2021, rec. 5185/2019.











244 ¿La reapertura del proceso penal sobreseído provisionalmente para la práctica de nuevas diligencias permite suspender nuevamente el proceso civil?



 
Suspensión del proceso civil por reapertura de proceso penal






Sí, siempre de conformidad con un nuevo informe del Ministerio Fiscal a reserva de lo que resulte en el nuevo proceso penal.


Jurisprudencia: ATS 25 de septiembre de 2018, rec. 35/2013.











245 ¿La querella por falsedad de alguno de los documentos debe producir siempre la suspensión?



 
Querella por falsedad de documentos y suspensión del procedimiento






No. Se exige que el resultado de la causa penal sea del todo imprescindible en orden a evitar que, por el perjuicio que se produciría a la seguridad jurídica, nos pudiéramos encontrar con sentencias contradictorias dictadas por órganos de distintos órdenes jurisdiccionales.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 8ª, 103/2010 de 30 de abril, rec. 136/2009 y ATS 30 de noviembre de 2021, rec. 5185/2019.











246 ¿La prejudicialidad penal suspende el procedimiento de medidas cautelares cuando se ha suspendido el procedimiento principal?



 
Suspensión de procedimiento de medidas cautelares por prejudicialidad penal






No. El efecto suspensivo que en el proceso civil produce la prejudicialidad penal no alcanza a la adopción de medidas instrumentales o cautelares, ya que éstas, en modo alguno prejuzgan la decisión definitiva del pleito, en tanto que la suspensión del pleito se justifica por el carácter decisivo del documento para resolver sobre el fondo del asunto. No sólo no existe motivo alguno para suspender la medida cautelar por la suspensión del pleito por prejudicialidad penal, sino que tal suspensión mantiene y refuerza su procedencia, precisamente por la necesaria prolongación del proceso civil que comporta que éste depende de la tramitación, hasta su terminación, de una causa penal.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 9ª, 28/2017 de 26 de enero, rec. 1116/2016; SAP Barcelona, Sección 4ª, 6 de octubre de 1999, rec. 1036/1998 y AAP Granada, Sección 5ª, 135/2020 de 18 de septiembre, rec. 628/2019.











247 ¿La prejudicialidad penal determina la suspensión de la ejecución hipotecaria?



 
Suspensión de ejecución hipotecaria por prejudicialidad penal






No. Sólo cuando afecta a la falsedad del título o la licitud del despacho de la ejecución (art. 697 LEC).


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 20ª, 332/2007 de 6 de noviembre, rec. 426/2007 y STS 890/2021 de 21 de diciembre, rec. 916/2017.











248 ¿Se podrá suspender la ejecución hipotecaria por cualquier otra causa de nulidad del título?



 
Suspensión de ejecución hipotecaria por nulidad del título por causas diversas






No. En aquellos supuestos en que no se discute la autenticidad del título sino su nulidad por causas diversas, no será posible suspender la ejecución por causas de prejudicialidad penal sino que habrá que estar a lo que dispone el art. 698 LEC, según el cual, cualquier reclamación que el deudor, el tercer poseedor y cualquier interesado puedan formular y que no se halle comprendida en los artículos anteriores, incluso las que versen sobre nulidad del título o sobre el vencimiento, certeza, extinción o cuantía de la deuda, se ventilarán en el juicio que corresponda, sin producir nunca el efecto de suspender ni entorpecer el procedimiento.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 1ª, 296/2005 de 4 de mayo, rec. 683/2004 y AAP A Coruña, Sección 3ª, 103/2021 de 29 de junio, rec. 205/2021.











249 ¿La presentación de denuncia por falsedad documental es causa suficiente para acordar la suspensión del procedimiento civil por prejudicialidad penal?



 
Presentación de denuncia por falsedad documental y suspensión del procedimiento por prejudicialidad penal






No. La mera presentación de una denuncia o querella no es suficiente para que pueda acordarse la suspensión de una ejecución por prejudicialidad penal, sino que es preciso que dicho procedimiento penal se hubiere ya iniciado y se encuentre en trámite. Como indica el apartado 4 del precepto, que se acredite que «se sigue causa criminal sobre aquel delito».


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 8ª, 242/2010 de 18 de octubre, rec. 507/2010.











250 ¿La mera incoación de diligencias indeterminadas por el Juzgado de Instrucción es causa suficiente para acordar la suspensión del procedimiento civil por prejudicialidad penal?



 
Suspensión del procedimiento por prejudicialidad penal por incoación de diligencias indeterminadas






No. La apertura de un proceso penal requiere que el órgano judicial competente dicte la correspondiente resolución, entendiendo que el hecho que ha sido puesto en su conocimiento reviste caracteres de ilícito penal y que ello justifica la iniciación del proceso penal, ya se trate de diligencias previas, sumario o juicio sobre delitos leves, que son los procesos penales regulados en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sin que las denominadas diligencias indeterminadas constituyan proceso penal alguno, en este sentido sentencia de la sección 7ª de la Audiencia Provincial de Barcelona de 12 de enero de 2007, rec. 284/2006.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 28ª, 82/2009 de 14 de mayo, rec. 370/2008.











251 ¿La prejudicialidad penal por hechos imputados al librador de un título cambiario es causa de suspensión del juicio cambiario incoado por el tenedor?



 
Prejudicialidad penal frente a un tenedor cambiario






No. No cabe alegar la prejudicialidad penal frente a un tenedor cambiario que no está vinculado con la cuestión penal previa, a estos efectos, el art. 20 de la Ley Cambiaria y del Cheque establece que «El demandado por una acción cambiaria no podrá oponer al tenedor excepciones fundadas en sus relaciones personales con el librador o con los tenedores anteriores, a no ser que el tenedor, al adquirir la letra, haya procedido a sabiendas en perjuicio del deudor».


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 10ª, 8/2009 de 23 de diciembre de 2008, rec. 595/2008; AAP Bizkaia, Sección 5ª, 141/2019 de 10 de diciembre, rec. 209/2019 y AAP Jaén, Sección 1ª, 1155/2019 de 28 de noviembre, rec. 1953/2018.











252 ¿Se puede solicitar la suspensión por prejudicialidad penal en trámite de tasación de costas del procedimiento civil?



 
Suspensión por prejudicialidad penal en trámite de tasación de costas






No. Entre los motivos de impugnación de la tasación de costas no se encuentra la prejudicialidad penal.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 13ª, 67/2009 de 4 de marzo, rec. 308/2008.











253 ¿La interposición de una querella es causa de suspensión de la ejecución de sentencia firme civil?



 
Suspensión de la ejecución de una sentencia civil firme por interposición de querella






No. El derecho constitucional a la ejecución de la sentencia debe entenderse en el sentido de no suspender la ejecución de una sentencia civil por la mera existencia de un juicio penal sobre la misma materia, por hechos anteriores ya juzgados, pues la resolución penal no va a tener ninguna incidencia en la resolución del fallo civil desde el momento en que éste ya ha sido dictado.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 17ª, 23 de octubre de 2001, rec. 1262/2000; AAP Tarragona, Sección 1ª, 31/2020 de 11 de diciembre de 2019, rec. 301/2019 y AAP Castellón, Sección 3ª, 248/2019 de 12 de julio, rec. 239.











254 ¿La indemnización de los daños y perjuicios causados por el alzamiento de la suspensión comprende los intereses de la mora procesal del art. 576 LEC?



 
Intereses de la mora procesal del art. 576 LEC






La respuesta debe ser negativa. Porque no es más que la que ya legalmente se establece para la mora procesal de los intereses que produce la ejecución dineraria, a la que puede perfectamente equipararse la situación producida por la suspensión motivada por la querella de la contraparte. Por lo que no cabría concederlos por duplicado.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 17ª, 163/2008 de 30 de septiembre, rec. 170/2008.











255 ¿El trámite al Ministerio Fiscal, por si hubiere lugar al ejercicio de una acción penal, es siempre preceptivo?



 
Trámite al Ministerio Fiscal si hay lugar a ejercicio de acción penal






No, el trámite al Ministerio Fiscal no resulta preceptivo si el tribunal concluye que dicho procedimiento penal carecería de incidencia o influencia decisiva para la causa civil.


Jurisprudencia: STS 667/2017 de 14 de diciembre, rec. 515/2015.












Artículo 41 Recursos contra la resolución sobre suspensión de las actuaciones por prejudicialidad penal






256 ¿Es recurrible en apelación el auto que deniega la suspensión por prejudicialidad penal?



 
Recurso contra el auto que deniega la suspensión por prejudicialidad penal





No. Si nos fijamos en el precepto, el auto que deniega la suspensión de las actuaciones por prejudicialidad penal no es susceptible de ser recurrido en apelación.









257 ¿Es recurrible en apelación el auto que deniega la suspensión por prejudicialidad penal del proceso de ejecución civil?



 
Recurso contra el auto que deniega la suspensión por prejudicialidad penal del proceso civil






No. El precepto a aplicar sería el 569 LEC y, contra el auto que denegara la suspensión del procedimiento de ejecución por prejudicialidad penal tampoco cabría recurso de apelación conforme al art. 562 LEC.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 21ª, 535/2006 de 28 de noviembre, rec. 64/2005.











258 ¿Es admisible cualquier tipo de recurso con carácter general?



 
Admisión de cualquier tipo de recurso






No. El derecho a recurrir es un derecho de configuración legal, de manera que se supedita a lo que dispone la ley procesal.


Jurisprudencia: STC 160/1996 de 15 de octubre, rec. 28/1995 y ATS 23 de octubre de 2019, rec. 243/2019.











259 ¿Es necesario recurrir en reposición la resolución que deniegue la suspensión en la primera instancia para poder reproducir la petición al recurrir en apelación?



 
Recurso de reposición de la resolución que deniega la suspensión por prejudicialidad penal en la primera instancia






Sí. De no recurrirse en reposición los autos denegatorios de la suspensión por prejudicialidad penal en la instancia, se entienden consentidos y, en consecuencia firmes, no pudiendo reproducir la petición en la segunda instancia al recurrir en apelación conforme al art. 454 LEC.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 17ª, 682/2017 de 16 de octubre, rec. 858/2016; AAP Valencia, Sección 11ª, 474/2021 de 3 de diciembre, rec. 803/2020 y AAP Madrid, Sección 12ª, 525/2019 de 12 de diciembre, rec. 606/2019.












Artículo 42 Cuestiones prejudiciales no penales






260 ¿Deben los tribunales de la jurisdicción civil resolver todas las controversias del orden administrativo o social conforme al art. 42.1 LEC?



 
Competencia de los tribunales civiles para resolución de controversias administrativas o laborales






No. El hecho de que una controversia deba resolverse por la Administración y, en consecuencia, por los tribunales de lo contencioso-administrativo, no comporta necesariamente que estemos en presencia de una cuestión prejudicial del art. 42.1 LEC, pues la competencia de los tribunales civiles deriva del hecho de que el litigio, aun con implicaciones administrativas o, en su caso, laborales, no versa directamente sobre estas cuestiones. La técnica de la prejudicialidad no puede arrastrar el conocimiento de la cuestión planteada al ámbito de la jurisdicción civil, porque no puede admitirse que el tema administrativo o laboral tenga carácter accesorio respecto del civil. Al contrario, cuando la controversia sea administrativa, del Tribunal de Cuentas, o de la jurisdicción contencioso-administrativa o social, debe declinarse la competencia.


Jurisprudencia: STS 313/2013 de 6 de mayo, rec. 1734/2010.












261 ¿Puede el tribunal civil suspender de oficio las actuaciones en espera de la resolución de una cuestión prejudicial administrativa o social?



 
Suspensión de actuaciones en espera de resolución de cuestiones prejudiciales administrativas o laborales






No. Cuando la Ley no establece la suspensión del procedimiento por la existencia de una cuestión prejudicial o las partes no piden dicha suspensión, el órgano jurisdiccional civil no puede acordar la suspensión del procedimiento y ha de pronunciarse a efectos prejudiciales sobre la cuestión planteada.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 11ª, 516/2016 de 22 de diciembre, rec. 48/2016.











262 ¿Produce efectos de cosa juzgada lo que en su día resuelva el órgano del orden jurisdiccional que conoce del asunto resuelto por el tribunal civil a los solos efectos prejudiciales?



 
Efectos de la resolución administrativa o social en la cuestión civil






No. Lo que se resuelva en su día en la jurisdicción contencioso-administrativa o social no tendrá efecto de cosa juzgada en la cuestión civil objeto de litigio entre las partes, porque para ello es preciso que se estén tramitando en el mismo tiempo, y en la misma jurisdicción, dos procesos, no pudiéndose apreciar litispendencia cuando son de órdenes jurisdiccionales distintos.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 21ª, 82/2004 de 8 de junio, rec. 760/2002.











263 ¿Se puede invocar la suspensión del proceso civil por la prejudicialidad de otro orden a través de la excepción de litispendencia?



 
Suspensión del proceso civil por prejudicialidad de otro orden a través de la excepción de litispendencia






No. Porque no cabe apreciar la excepción de litispendencia; pues lo que se resuelva en su día en la jurisdicción contencioso-administrativa no tendrá efecto de cosa juzgada en la cuestión civil objeto de litigio entre las partes. Si la acción deducida ante la jurisdicción civil y ante la contencioso-administrativa fuera la misma, la coexistencia de ambos procesos tampoco daría lugar a la excepción de litispendencia, ya que, en este caso, nos encontraríamos ante la falta de jurisdicción de uno de los dos Tribunales que tendría que abstenerse de resolver la controversia por carecer de competencia jurisdiccional para ello (ambos tribunales el del orden jurisdiccional civil y el del contencioso-administrativo no puede ser competente para conocer de la misma acción).


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 21ª, 82/2004 de 8 de junio, rec. 760/2002.












Artículo 43 Prejudicialidad civil






264 ¿Es necesario que las acciones sean idénticas para la prejudicialidad civil con el proceso pendiente?



 
Conexión entre el objeto de dos procesos






No. Debe existir una conexión legal que determine una prejudicialidad entre el objeto de un litigio y otro. Se trata de la llamada litispendencia impropia o prejudicialidad civil, que se produce cuando hay conexión entre el objeto de los dos procesos, de modo que lo que en uno de ellos se decida resulte antecedente lógico de la decisión de otro.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 12ª, 274/2012 de 26 de abril, rec. 751/2010.












265 ¿Es vinculante lo dispuesto en un pleito anterior que sea determinante o condicionante de la cuestión principal que se discute en el proceso posterior?



 
Vinculación del resultado procesal del primer pleito respecto del segundo 






La respuesta debe ser positiva. El resultado procesal del primer pleito es condicionante del segundo y vincula al Juez por el efecto positivo de la cosa juzgada de modo que, la decisión de fondo, queda condicionada por las cuestiones conexas ya anteriormente resueltas.


Jurisprudencia: SSTS 329/2014 de 17 de junio, rec. 38/2013 y 307/2010 de 25 de mayo, rec. 931/2005.











266 ¿Produce el mismo efecto suspensivo o vinculante lo dispuesto por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea a través del mecanismo de la cuestión prejudicial?



 
Aplicación del derecho comunitario a través de cuestión prejudicial






Sí. Para ello es preciso que la norma de derecho comunitario que pretendidamente se dude sobre su interpretación o alcance constituya la base esencial para resolver el proceso en cuestión; es decir, que la aplicación del derecho comunitario sea pertinente.


Jurisprudencia: ATS 30 de mayo de 2002, rec. 1/2002.











267 ¿Es planteable el efecto vinculante de lo resuelto anteriormente en el ámbito casacional?



 
Efecto vinculante de la resolución del Tribunal Supremo






Si. Lo anteriormente resuelto por el Tribunal Supremo actúa con eficacia de vinculación positiva (prejudicial) como uno de los efectos de la cosa juzgada material.


Jurisprudencia: STS 22/2002 de 24 de enero, rec. 1732/1996.











268 ¿Es posible plantear la suspensión por prejudicialidad mientras sea posible la acumulación de autos?



 
Cuestión prejudicial y acumulación de autos






No. La cuestión prejudicial prevista en el art. 43 LEC es subsidiaria de la acumulación de autos, ya que tan solo procede cuando no es posible la acumulación conforme al art. 77.4 LEC.


Jurisprudencia: ATS 24 de mayo de 2005, rec. 3471/2001.











269 ¿Una cuestión prejudicial civil puede provocar la suspensión de un procedimiento aunque la sentencia que se dicte carezca de los efectos de cosa juzgada?



 
Suspensión del procedimiento por cuestión prejudicial civil






Sí. Porque puede afectar a la legitimación procesal y a aspectos esenciales del procedimiento.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 21ª, 267/2010 de 10 de noviembre, rec. 674/2008.











270 ¿Debe el demandado solicitar la suspensión del proceso por prejudicial civil en la contestación a la demanda?



 
Suspensión del proceso por prejudicial civil en la contestación a la demanda






No. Porque no constituye una excepción procesal y, por ello, puede ser solicitada en cualquier momento del proceso.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 28ª, 14/2010 de 22 de enero, rec. 141/2009.











271 ¿Es aplicable la prejudicialidad civil en fase de ejecución?



 
Aplicación de la prejudicialidad civil en fase de ejecución






No. Porque para los procesos de ejecución, el art. 565 LEC dispone que «sólo se suspenderá la ejecución en los casos en que la Ley lo ordene de modo expreso, o así lo acuerden todas las partes personadas en la ejecución», de donde resulta que, los supuestos de suspensión del proceso de ejecución son tasados. Y no existe ningún precepto dentro del Capítulo V, Titulo III, Libro III de la LEC relativo a la suspensión de la ejecución que expresamente disponga la suspensión de la ejecución en los supuestos de prejudicialidad civil. El legislador únicamente contempla el supuesto de la prejudicialidad penal en el art. 569 LEC.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 4ª, 106/2016 de 16 de marzo, rec. 470/2015.











272 ¿Puede un juicio ejecutivo prejuzgar lo que se resuelve en un declarativo?



 
Prejudicialidad en proceso ejecutivo y declarativo






La respuesta debe ser negativa porque la prejudicialidad sólo tiene sentido cuando se trata de dos procesos declarativos en trámite, por lo que el proceso ejecutivo no puede crear cosa juzgada en el declarativo.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 12ª, 739/2012 de 28 de noviembre, rec. 522/2012.











273 ¿La prejudicialidad civil comporta siempre la suspensión del proceso?



 
Prejudicialidad civil y suspensión del proceso






Sí, porque lo que se decida en el primer pleito constituye un presupuesto lógico e ineludible del pleito posterior, razón por la cual existe prejudicialidad civil y resulta procedente la suspensión del segundo pleito hasta que se resuelva el primero. No sólo es conveniente la suspensión sino en cierto modo necesaria para evitar pronunciamientos contradictorios.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 15ª, 205/2011 de 16 de diciembre, rec. 410/2011.











274 ¿Puede suspenderse la admisión a trámite de una demanda por prejudicialidad civil?



 
Suspensión de admisión a trámite de una demanda por prejudicialidad civil






No. El demandante tiene derecho a una resolución judicial que admita a trámite o deniegue su demanda, sin perjuicio de que, una vez admitida a trámite, pueda el juez acordar la suspensión por prejudicialidad civil.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 1ª, 29 de julio de 1999, rec. 773/1998.












Capítulo II De las reglas para determinar la competencia



Artículo 44 Predeterminación legal de la competencia






275 ¿Puede un juzgado al que, en virtud de la atribución recogida en el art. 46 LEC, se le han atribuido competencias específicas sobre una materia admitir la inhibición del conocimiento de un asunto en otro juzgado cuya presentación fuera anterior a su propia creación?



 
Predeterminación legal de la competencia






La respuesta debe ser negativa pues, a pesar de la especialización del órgano, la predeterminación legal de la competencia exige que el asunto sea presentado ante los tribunales una vez ha sido creado el órgano especializado. Por tanto, sólo conocerá de los asuntos presentados con posterioridad a su propia creación.


Jurisprudencia: STS 539/2012 de 10 de septiembre, rec. 2149/2009 y AAP Burgos, Sección 2ª, 348/2020 de 27 de octubre, rec. 110/2020.












276 Si, entre la interposición de unas medidas cautelares interpuestas con carácter previo a la demanda ante un órgano judicial y la propia demanda, entrara en funcionamiento un órgano judicial del mismo orden que por razón de la materia debiera conocer del pleito principal ¿a quién correspondería conocer de la demanda principal?



 
Conocimiento de la demanda en incidente de medidas cautelares






A pesar de que, por razón de la materia, el nuevo órgano especializado debiera conocer de la demanda, ésta seguiría bajo la órbita del órgano judicial que hubiera conocido el incidente de la medida cautelar siempre que la demanda se interpusiere en el plazo legalmente establecido para ello. Es en el momento de interposición de las medidas cautelares cuando el juez debe examinar su competencia objetiva, de la que seguirá gozando tanto, durante la tramitación de las medidas cautelares como para conocer de la demanda principal. Y, todo ello, con independencia que en el ínterin las reglas sobre la competencia objetiva hayan podido cambiar, como consecuencia de la entrada en funcionamiento de un órgano judicial especializado en una materia concreta (como puede ser el ámbito mercantil). De lo contrario, se provocaría una alteración del juez ordinario predeterminado por la ley.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 15ª, 7 de julio de 2006, rec. 307/2006 y AAP Granada, Sección 5ª, 174/2020 de 13 de noviembre, rec. 303/20202.












Artículo 45 Competencia de los Juzgados de Primera Instancia






277 ¿Debe un juzgado de Primera Instancia que esté conociendo de un juicio declarativo, un juicio cambiario o un juicio monitorio apreciar su falta de competencia ante la declinatoria presentada por el demandado aduciendo que está declarado en concurso, si ésta declaración se ha producido con posterioridad a la admisión del proceso?



 
Competencia de los Juzgados de Primera Instancia en un asunto declarativo o especial (monitorio y cambiario)






No, el Juzgado de Primera Instancia que conozca de un asunto declarativo o especial (monitorio y cambiario) seguirá conociendo del mismo hasta que se dicte la resolución definitiva sin que el hecho de que haya sido declarado en concurso el demandado pueda producir un cambio de competencia objetiva, siempre y cuando la declaración de concurso sea posterior a la admisión del proceso declarativo que deberá continuar hasta que se dicte la resolución que ponga fin al proceso y en la que deberá manifestarse que el demandado está declarado en concurso, en aras a impedir que la parte actora pueda instar la ejecución individual de tales resoluciones procesales.


Jurisprudencia: ATS 22 de noviembre de 2011, rec. 196/2011 y AAP Barcelona, Sección 10ª, 277/2021 de 14 de junio, rec. 1080/2020.












278 ¿Correspondería a la jurisdicción social la demanda de disolución y liquidación de la sociedad de gananciales cuando los bienes privativos del cónyuge deudor son insuficientes para cubrir las deudas propias, si éstas son objeto de ejecución en un proceso de la jurisdicción social?



 
Competencia de la jurisdicción social en una demanda de disolución y liquidación de la sociedad de gananciales






La respuesta debe ser negativa. De conformidad con lo dispuesto en el art. 45.2. a) LEC en relación al art. 9 LOPJ, siendo las relaciones patrimoniales entre cónyuges materias propias del orden civil, el conocimiento de la disolución y liquidación del régimen económico matrimonial corresponde a la jurisdicción civil y, dentro de la misma, a los Juzgados de Primera Instancia y, en aquellos supuestos en que existan Juzgados de Familia, a éstos.


Jurisprudencia: ATS, Sala de Conflictos, 5/2005 de 12 de abril, rec. 2/2005.











279 ¿Es competente la jurisdicción contenciosa-administrativa para conocer de una demanda contra una entidad privada que actúe con una concesión administrativa?



 
Competencia en demanda contra entidad privada que actúa con concesión administrativa






La respuesta debe ser negativa. El hecho de que una entidad privada actúe en virtud de una concesión administrativa de cualquier Administración Pública no supondrá que el asunto deba quedar sometido a la jurisdicción contencioso-administrativa al no ejercer ninguna potestad pública y, en consecuencia, deberá regirse por el derecho privado. Por tanto, estos asuntos corresponderán a la jurisdicción civil.


Jurisprudencia: ATS, Sala de Conflictos, 34/2013 de 19 de diciembre, rec. 25/2013.












Artículo 46 Especialización de algunos Juzgados de Primera Instancia






280 ¿Puede un juzgado al que le ha sido atribuida específicamente una materia rechazar el conocimiento del mismo con el mero rechazo del reparto efectuado por el Decanato?



 
Rechazo por el juzgado del reparto efectuado por el Decanato





La respuesta es negativa. Si el juzgado especializado en una materia, como consecuencia del correspondiente Acuerdo de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial que le confiere la competencia sobre un determinado asunto de forma exclusiva y excluyente a tenor de lo previsto en el art. 98 LOPJ, entendiere que el asunto que le ha sido repartido no le corresponde, no podrá llevar a cabo el rechazo del reparto sin más.









281 ¿Podría prosperar la declinatoria interpuesta por un demandado basada en la falta de competencia objetiva cuando una Juzgado Mercantil esté conociendo de varias acciones y una de ellas no esté incardinada en los apartados 1 y 2 del art. 86 ter de la LOPJ?



 
Competencia de los Juzgados Mercantiles cuando esté conociendo varias acciones






Entiendo que la respuesta debe ser negativa. A pesar de que las audiencias provinciales han vertido criterios divergentes en sus resoluciones que van desde la separación de acciones entre el Juzgado Mercantil y el Juzgado de Primera Instancia hasta la atribución de la competencia a favor de los Juzgados Mercantiles o de los Juzgados de Primera Instancia, el Tribunal Supremo ha fijado un claro criterio a favor de los Juzgados Mercantiles entendiendo que, por aplicación analógica de las normas sobre acumulación, el conocimiento de la acción principal de la que sí posee competencia exclusiva y excluyente el Juzgado Mercantil, por su carácter de especialista, arrastrará la acción que se haya acumulado a la primera.


Jurisprudencia: ATS 9 de septiembre de 2014, rec. 95/2014 y SSTS 315/2013 de 23 de mayo, rec. 417/2010 y 539/2012 de 10 de septiembre, rec. 2149/2009.












Artículo 47 Competencia de los Juzgados de Paz






282 ¿Pueden conocer los Jueces de Paz de los procedimientos monitorios de cuantía inferior a 90 euros?



 
Competencia de los Juzgados de Paz en procedimientos monitorios






La respuesta debe ser negativa, pues la competencia conferida en este precepto únicamente va referida a los juicios verbales inferiores a 90 euros.

Es un fuero de naturaleza imperativa la regla de competencia territorial recogida en el art. 813 LEC para los procesos monitorios. Según este precepto, debe conocer —con independencia de la cuantía reclamada— en todo caso el Juez de Primera Instancia del domicilio del deudor y, en el caso de deudas derivadas de gastos de Comunidades de propietarios de inmuebles urbanos, el Juez de Primera Instancia del lugar donde radique la finca o el del domicilio del deudor, a elección del demandante.










283 ¿Tienen los Juzgados de Paz competencias en materia de conciliación?



 
Competencia de los Juzgados de Paz en materia de conciliación





Sí, los Juzgados de Paz son competentes para el conocimiento de los actos de conciliación siempre que la cuantía de la petición sobre la que recaiga la papeleta de conciliación sea inferior a 6.000 euros y no se trate de materias atribuidas a los Juzgados mercantiles, en cuyo caso no existe ningún límite sobre la cuantía.









Artículo 48 Apreciación de oficio de la falta de competencia objetiva






284 ¿Cabe interponer un expediente de jurisdicción voluntaria en ejercicio de la «interrogatio in iure»?



 
Expediente de jurisdicción voluntaria






La respuesta de ser negativa, pues dicha acción ha sido desjudicializada con la entrada en vigor de la Ley 15/2015, de Jurisdicción Voluntaria (Disposición Final Primera 1.79), que da una nueva redacción al art. 1005 CC.

Según este precepto, cualquier interesado en que el heredero manifieste su voluntad de aceptar o repudiar la herencia deberá acudir al Notario, pudiendo dirigir la petición al Notario:

- Del último domicilio del causante.

- Del lugar donde esté la mayor parte del patrimonio relicto del causante.

- Del lugar del fallecimiento del causante.

- En defecto de los anteriores, el del domicilio del requirente.

En el caso de Cataluña, debemos remitirnos al art. 461.12 del Código Civil de Cataluña Libro IV, en su nueva redacción dada por la Ley 3/2017, de 15 de febrero.

Según dicho precepto, la competencia objetiva recae sobre el Notario de la Ley 3/2017, del Libro Sexto del Código Civil de Catalunya, quien encomienda al Notario el conocimiento de esta acción.


Jurisprudencia: STS 244/2018 de 24 de abril, rec. 2756/2017 y AAP Alicante, Sección 6ª, 327/2021 de 22 de noviembre, rec. 393/2021.












285 ¿Puede un juzgado, una vez admitida la demanda, plantear una cuestión de competencia objetiva si ésta deriva de la presentación de la demanda reconvencional?



 
Cuestión de competencia objetiva derivada de la presentación de demanda reconvencional






La respuesta debe ser positiva. Pues la demanda reconvencional puede provocar que el asunto inicialmente presentado se vea arrastrado por la presentación a través de una demanda reconvencional de una acción cuyo conocimiento le esté atribuido de manera exclusiva y excluyente a un juzgado de primera instancia al que se le hayan atribuido competencias específicas sobre determinados asuntos, a tenor de lo dispuesto en el art. 46 LEC.

Así pues, si presentada una demanda por una entidad bancaria instando la resolución de un contrato con una persona física por el incumplimiento del mismo, ésta contesta a la demanda y presenta una demanda reconvencional basada en alguna de las materias relativas a las condiciones generales incluidas en contratos de financiación con garantías reales inmobiliarias cuyo prestatario sea una persona física, el Tribunal podrá de oficio apreciar su falta de competencia.









286 ¿Puede el actor exigir al Tribunal que, apreciare de oficio su falta de competencia objetiva, que remita las actuaciones al tribunal competente?



 
Remisión por inhibición al órgano competente






Aunque en ocasiones puede confundirse con la tramitación de la falta de competencia territorial, las reglas aplicables difieren y, en consecuencia, no podrá exigirse la remisión por inhibición al órgano competente. Debe el juzgado señalar en su resolución la clase de tribunal a la que corresponde el conocimiento del asunto.


Jurisprudencia: ATS 13 de septiembre de 2017, rec. 119/2017.











287 ¿Puede la Audiencia Provincial, al conocer de un recurso de apelación, anular la sentencia dictada por un juzgado de Familia o de Primera Instancia por entender que la competencia objetiva correspondía a un juzgado de violencia contra la mujer?



 
Competencia objetiva en caso de violencia contra la mujer






Sí, con independencia de que el propio juzgado que conoció del asunto debía haber apreciado su falta de competencia y que en estos supuestos la parte demandada no puede plantear la declinatoria, el órgano «ad quem» plasmará esta falta de competencia objetiva anulando la sentencia que hubiera dictado el órgano carente de la misma.


Jurisprudencia: STS 604/2015 de 17 de noviembre, rec. 1321/2014.












Artículo 49 Apreciación de la falta de competencia objetiva a instancia de parte






288 ¿Puede plantearse la falta de competencia objetiva el demandado que estuviere incurso como indagado en un procedimiento penal por violencia de género al contestar la demanda de divorcio planteada ante un juzgado de primera instancia?



 
Falta de competencia de un juzgado de primera instancia en un procedimiento de violencia de género






La respuesta es claramente positiva. De conformidad con lo dispuesto en el art. 49 y 49 bis LEC en concordancia con el art. 87 ter LOPJ, podrá denunciar éste la falta de competencia de un juzgado de primera instancia por cuanto corresponde el conocimiento de este tipo de demandas a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer o, en aquellos partidos en que no exista un juzgado especializado, al juzgado de primera instancia e instrucción que tenga conferidas competencias en violencia sobre la mujer mientras subsista el proceso penal por este tipo de delitos.


Jurisprudencia: ATS 16 de marzo de 2016, rec. 128/2016.












289 ¿Podría conocer el Juzgado de Violencia sobre la Mujer de una demanda de modificación de medidas cuando el único asunto penal del que conoció esté archivado por extinción de la responsabilidad penal o por sentencia absolutoria firme?



 
Falta de competencia objetiva del Juzgado de Violencia sobre la Mujer por extinción de la responsabilidad penal, sobresesimiento o absolución por sentencia firme del autor del delito






No. Extinguida la responsabilidad penal o absuelto por sentencia firme el autor de un delito de violencia sobre la mujer, desaparece la «vis atractiva» del Juzgado especializado en Violencia sobre la mujer y, por tanto, el asunto debe ser rechazado por falta de competencia objetiva indicando la clase de tribunal al que corresponde el conocimiento de la causa.

En este caso, la demanda deberá ser interpuesta ante los Juzgados de Primera Instancia o de Familia, cuando exista esta especialización, entrando en juego las normas sobre competencia territorial del art. 769 LEC.

Pero la cuestión en algunos supuestos radica en cuando debe entenderse cumplida la pena, siendo el Tribunal Supremo el que establece el momento en el que debe entenderse cumplida la pena, existiendo una remisión definitiva de la misma que impediría al Juzgado de Violencia sobre la mujer conocer de este tipo de asuntos. 


Jurisprudencia: ATS 18 de octubre de 2017, rec. 130/2017; ATS 8 de septiembre de 2020, rec. 55/2020; ATS 4 de mayo de 2021, rec. 98/2021; ATS 15 de febrero de 2022, rec. 414/2021 y ATS 20 de octubre de 2020, rec. 97/2020.











290 ¿Puede el concesionario ser considerado establecimiento abierto al público o representante autorizado para actuar en nombre de la entidad, a los efectos del art. 51.1 de la LEC?



 
Posibilidad de que el concesionario sea considerado como establecimiento abierto al público





No. El concesionario actúa siempre en su propio nombre y por su cuenta.








291 ¿El desistimiento respecto una de la partes cuyo domicilio fundamentó la competencia territorial altera el fuero territorial?



 
Competencia territorial y desistimiento respecto de una de las partes






La respuesta debe ser negativa, dado que la competencia territorial vendrá determinada por el lugar del domicilio del demandado al tiempo de resultar admitida la demanda, generando por tanto los efectos de la “perpetuatio jurisdictionis” contemplada en el art. 411 LEC.


Jurisprudencia: AATS 13 de octubre 2020, rec. 71/2020 y 18 de febrero de 2020, rec. 351/2019.











292 ¿Puede un demandado, una vez admitida la demanda, plantear una cuestión de competencia objetiva si ésta deriva de la presentación de la demanda reconvencional?



 
Cuestión de competencia objetiva en la presentación de la demanda reconvencional





La respuesta debe ser negativa, pues si presentada una demanda reconvencional, la competencia objetiva pudiese ser susceptible de variación, el acto de contestación a la demanda sería previo a la interposición de la demanda reconvencional. Y, dado que en este momento procesal, todavía no puede plantearse la declinatoria por cuanto el órgano ante el que se ha interpuesto la demanda es el competente, no debería ser admitida la declinatoria.









Artículo 49 bis Pérdida de la competencia cuando se produzcan actos de violencia sobre la mujer






293 ¿Puede el investigado en un proceso penal como autor, inductor o cooperador necesario en la realización de un acto de violencia de género presentar una demanda civil que verse sobre alguna de las materias recogidas en el art. 87 ter LOPJ?



 
Presentación de demanda civil por un investigado en un proceso de violencia de género






La respuesta debe ser positiva. El hecho de ser investigado en un proceso penal relacionado con los delitos de violencia sobre la mujer no limita al presunto autor en su derecho a interponer la demanda civil sobre las materias recogidas en dicho precepto puesto que, a diferencia del ámbito penal, en el que sólo el hombre sobre el que existen indicios de realización de un delito de esta naturaleza podrá ser sujeto pasivo del proceso penal; en el ámbito civil, podrá actuar como demandante o como demandado.

Si bien, en el caso de que se hayan iniciado acciones penales o se haya adoptado una orden de protección ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, las posibilidades de interponer un proceso civil sobre las materias recogidas en el precepto anteriormente citado se ceñirán exclusiva y excluyentemente a favor del Juzgado de Violencia sobre la Mujer o del Juzgado de Instrucción con competencias exclusivas sobre esta materia.


Jurisprudencia: ATS 30 de marzo de 2016, rec. 9/2016.












294 ¿Qué ocurriría si la demanda, iniciado ya un proceso penal por delitos relacionados con esta materia, ya estuviera interpuesta en un Juzgado de Primera Instancia o un Juzgado de Familia?



 
Proceso penal de violencia de género interpuesto en un juzgado civil






El juzgado civil perderá su competencia objetiva, siempre y cuando concurran los requisitos establecidos en el art. 87 ter LOPJ, debiendo directamente dictar el oportuno auto de inhibición a favor del Juzgado de Violencia sobre la Mujer sin que, para ello, debe darse el trámite de alegaciones a las partes así como al Ministerio Fiscal, como sí acaece en cualquier situación donde se discuta la competencia objetiva, según refiere el art. 48 LEC. No obstante, el juzgado que, por este motivo, pretenda inhibirse deberá hacer una previa labor que le permita asegurarse que el procedimiento penal no ha finalizado con sentencia absolutoria. Pues de lo contrario, esta celeridad que se produce al declarar la inhibición sin audiencia de las partes basada en la agilización de los procedimientos, quedaría desvirtuada en aquellos supuestos en que el procedimiento penal estuviera finalizado y tuviera que retornarse el procedimiento al Juzgado de Instancia o de Familia que se hubiera inhibido.


Jurisprudencia: STS 604/2015 de 17 de noviembre, rec. 1321/2014 y ATS 15 de febrero de 2022, rec. 413/2021.











295 ¿Puede el juez civil inhibirse en favor del Juzgado de Violencia de Género en cualquier momento procesal?



 
Inhibición del Juez civil en favor del Juzgado violencia de género






La respuesta es negativa. Tras distintas discrepancias jurisprudenciales entre las Audiencias Provinciales, el Tribunal Supremo zanjó esta diferencia de criterios jurisprudenciales al determinar que esta valoración sobre la falta de competencia objetiva que tienen los órganos civiles finaliza una vez iniciada la vista del proceso civil. Es decir, la referencia que el art. 49.1 LEC hace sobre «salvo que se haya iniciado la fase de juicio oral», debe ser entendida — a pesar de que la nomenclatura juicio oral es más propia del ámbito penal- a la propia vista del proceso civil. Por tanto, el juez civil conocedor de un procedimiento en el que concurran los requisitos para ser conocido y enjuiciado por un Juzgado de Violencia sobre la Mujer verá imposibilitada la inhibición si ya se ha iniciado en el procedimiento la vista, debiendo consecuentemente tener que dictar la resolución de la controversia.


Jurisprudencia: Acuerdo de la Sala 1ª del TS, de 16 de diciembre de 2008, sobre cuestiones de competencia. AATS 25 de marzo de 2009, rec. 18/2009 y 23 de marzo de 2010, rec. 107/2009 y AAP Barcelona, Sección 12ª, 485/2019 de 23 de diciembre, rec. 32/2019.











296 ¿Deberá conocer de una demanda civil sobre alguna de las materias recogidas en el art. 87 ter.2 LOPJ el Juzgado de Primera Instancia o de Familia que corresponda si el procedimiento penal sobre violencia contra la mujer ha finalizado?



 
Competencia del Juzgado civil si el procedimiento de violencia de género ha finalizado






La respuesta debe ser negativa, aunque con matices. Únicamente será competente el juzgado civil (ya sea el de Primera Instancia o el de Familia) cuando el procedimiento penal termine por sentencia absolutoria en cuyo supuesto el Juzgado especial de Violencia sobre la Mujer pierde su competencia.

Por el contrario, mantendrá la competencia el Juzgado de Violencia sobre la Mujer de todas aquellas demandas civiles sobre las materias a que se refiere el art. 87 ter.2 LOPJ cuando el procedimiento penal haya terminado por sentencia condenatoria y ésta se encuentre ejecutándose.

Asimismo, el Tribunal Supremo reconoce que la extensión de esta competencia en favor del Juzgado de Violencia sobre la Mujer se producirá también sobre aquellos procedimientos penales en que la pena privativa de libertad haya sido suspendida y el plazo de suspensión de la misma esté vigente.


Jurisprudencia: AATS 23 de marzo de 2010, rec. 107/2009; 17 de noviembre de 2015, rec. 1321/2014 y 15 de febrero de 2022, rec. 412/2021.











297 ¿Pueden las partes recurrir el auto de inhibición dictado por el Juez civil en favor del Juzgado de Violencia sobre la Mujer?



 
Auto de inhibición dictado por Juez civil





No, las partes no podrán recurrir dicha resolución al no ser susceptible de recurso. La única vía con la que las partes cuentan para mostrar su disconformidad con el auto de inhibición dictado por el órgano civil será el recurso de apelación sobre la resolución definitiva dictada en el procedimiento seguido ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, tal y como recoge el apartado primero del art. 66 LEC.








298 ¿Puede plantear el demandado la declinatoria ante el Juzgado de Primera Instancia o de Familia donde se hubiere planteado una demanda civil por las materias recogidas en el art. 87.ter LOPJ por entender que el asunto corresponde al Juzgado de Violencia sobre la Mujer?



 
Interposición de declinatoria para que la parte demandada ponga en conocimiento del Juzgado la falta de competencia






La declinatoria no está prevista como medio para que la parte demandada ponga en conocimiento del Juzgado la falta de competencia, pues el propio art. 49.bis LEC impide su interposición relegando a la posibilidad de presentar la resolución judicial que permita al Juzgado que esté conociendo del asunto sobre la existencia de un proceso penal en aras a que éste acuerde inhibirse.


Jurisprudencia: STS 604/2015 de 17 de noviembre, rec. 1321/2014.












Artículo 52 Competencia territorial en casos especiales






299 ¿Cuál es el fuero aplicable en el caso de procedimientos en los que se ejercitan acciones de consumidores por contratos celebrados a través de internet?



 
Fuero aplicable en caso de procedimientos de acciones de consumidores por contratos celebrados a través de Internet






Conforme al auto de 28 de septiembre de 2010 que unificó la doctrina de la Sala 1º TS, en el juicio verbal no es válida ni la sumisión tácita ni la expresa. Por tanto, cualquiera que sea la pretensión ejercitada en este tipo de procedimiento la competencia territorial se determina siempre de manera imperativa, con arreglo a las fueros legalmente establecidos en casa caso, en primer lugar, el fuero especial que corresponda conforme a las previsiones del art.52 LEC y, en defecto de este, los fueros generales relativo al domicilio o residencia del demandado (art.50 para las personas físicas y art.51 para las personas jurídicas y entes sin personalidad).

Desde la reforma operada por la Ley 42/2015 de 5 de octubre se ha simplifica el ámbito de aplicación del art.52.2 LEC y por tanto, las relaciones de consumo, sin necesidad de especial calificación, pasan al art.52.3, según el cual, las normas de los apartados anteriores que no fueren de aplicación a los litigios derivados del ejercicio de acciones individuales de consumidores y usuarios, será competente, a elección de estos, el Tribunal de su domicilio o el Tribunal correspondiente conforme a los art.50 y 51 LEC”.

El fuero contenido en este precepto se aplica, por tanto, en el caso de procedimientos en los que se ventilen acciones ejercitadas por consumidores, relativas a contratos que hubieran celebrado a través de internet (abarcando supuestos tan variados como compra de bienes muebles a través de la red, reservas on-line de habitaciones de hotel, reservas para acudir a conciertos o eventos deportivos, vuelos concertados a través de internet, prestación de servicios ofertados a través de una página web, etc.).


Jurisprudencia: AATS 14 de septiembre de 2021, rec. 24/2021; 6 de julio de 2021, rec. 161/2021; 5 de octubre de 2021 rec. 272/2021; 2 de noviembre de 2021, rec 215/2021 y 15 de febrero de 2022, rec. 391/2021.












300 ¿Podría una persona plantear un litigio, derivado de un accidente de circulación acaecido en Portugal, ante los tribunales civiles españoles?



 
Competencia de los tribunales civiles españoles en litigio de accidente de circulación acaecido en el extranjero






La respuesta será afirmativa, pues lejos de tratar de determinar la competencia a través de lo dispuesto en el art. 52.1.9 LEC, debemos remitirnos a lo establecido en el Reglamento (UE) 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo en cuyo art. 11 se reconocen varios fueros para atribuir la competencia.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 14ª, 15/2017 de 30 de enero, rec. 837/2016.











301 ¿Puede interponerse una demanda contra una persona jurídica, además de en su domicilio social, en cualquier lugar donde tenga una oficia abierta al público?



 
Interposición de demanda contra persona jurídica en cualquier lugar donde tenga oficina abierta al público






La respuesta debe ser negativa, pues la posibilidad de interponer la demanda contra una persona jurídica en cualquier lugar donde tenga una oficina abierta al público exige necesariamente como «conditio sine qua non» que además en dicho lugar la situación o relación jurídica a que se refiera el litigio haya nacido o deba surtir efectos.


Jurisprudencia: ATS 28 de septiembre de 2010, rec. 419/2009; AAP Tarragona, Sección 3ª, 3 de julio de 2018, rec. 445/2018; ATS 1 de febrero de 2022, rec. 363/2021 y ATS 23 de junio de 2020, rec. 47/2020.











302 ¿Puede el juzgado en el que radica el bien inmueble objeto de una demanda inhibirse del conocimiento de la misma cuando lo que se ejercita es una acción declarativa para que el demandado otorgue la oportuna escritura pública de compraventa de una finca con la finalidad de que la transmisión de la propiedad pueda tener eficacia frente a terceros atendiendo a que no ha sido interpuesta ante el juzgado del domicilio del demandado?



 
Tribunal competente en acción real sobre bienes inmuebles






La respuesta debería ser negativa. Pues, la acción en el que el demandante solicita del tribunal la obtención de una declaración de voluntad para poder inscribir en el Registro de la Propiedad la transmisión de un inmueble es claramente una acción real y, en consecuencia, constituiría un claro supuesto de los contemplados en el primer apartado del ordinal primero del art. 52 LEC.

Como ha tenido ocasión de pronunciarse el Tribunal Supremo, la acción ejercitada en este supuesto sería una acción real y, por ello, debe ser de aplicación el fuero imperativo de competencia territorial fijado en el art. 52.1.1º LEC que otorga la competencia al juzgado del lugar en el que esté sita la cosa litigiosa.


Jurisprudencia: ATS 4 de marzo de 2005, rec. 90/2004.











303 ¿Es correcta la inhibición del juzgado inicialmente competente en un procedimiento verbal cuando, una vez admitida la demanda, a través de la averiguación domiciliaria se obtiene uno o varios domicilios en otro partido judicial?



 
Inhibición del juzgado competente en un juicio verbal cuando el demandado tiene varios domicilios en otro partido judicial






En primer lugar, antes de efectuar una correcta respuesta a la pregunta planteada, debemos señalar que la apreciación de oficio de la falta de competencia territorial en el ámbito del juicio verbal queda reducida a aquellas acciones que no están sujetas a un fuero imperativo. Pues, en estos supuestos descritos a lo largo del art. 52 LEC, un cambio de domicilio respecto al demandado ya sea con anterioridad o posterioridad a la admisión de la demanda no podrá afectar a la competencia territorial del asunto.

En aquellos casos en que el juicio verbal no esté sometido a un fuero imperativo para fijar la competencia territorial, este cambio de domicilio del demandado podía dar lugar a consecuencias en el procedimiento que han sido recogidas en el Auto del Pleno del Tribunal Supremo de 9 de septiembre de 2015 que, por un lado, fija un límite temporal al control de oficio de la competencia territorial y, por otro lado, rechaza la posibilidad de inhibición acaecida una vez la demanda ha sido admitida.

Pues bien, según recoge esta resolución del Alto Tribunal, con anterioridad a la misma existían resoluciones del propio Tribunal con dos criterios distintos. Un primer grupo, entendía que el límite para declarar la inhibición en el juicio verbal, apoyándose en el art. 443.3 LEC debía fijarse en el acto de la vista y, por tanto, aun habiendo sido admitida la demanda, si tras la misma se obtenía un nuevo domicilio en el que emplazar al demandado fuera del partido judicial podía declararse la inhibición.

Por el contrario, el segundo criterio entendía que este control de oficio sobre la competencia territorial se limita al momento inmediatamente posterior a la presentación de la demanda, imposibilitando cualquier examen posterior de la competencia.

En virtud de este acuerdo del Pleno y, en aras a preservar el principio de seguridad jurídica y la salvaguarda de la tutela judicial efectiva, ha imperado este segundo criterio. En consecuencia, no sería correcta la inhibición efectuada a otro órgano judicial una vez admitida la demanda por el hecho de obtener nuevos domicilios fuera del partido judicial. Lo correcto en tales casos sería emplazarlos en estos nuevos domicilios obtenidos.

Esta línea ha sido completada recientemente a través de diferentes resoluciones del año 2018 en las que señala que, en los juicios verbales, el límite temporal para el examen de oficio de la competencia territorial será el momento en que las actuaciones pasen al juez para que, de acuerdo con la redacción actual del art. 438 LEC, resuelva si procede la celebración de vista o dictar sentencia, de forma que si considera que no es territorialmente competente decida por auto, previa audiencia de las partes, sobre esta falta de competencia territorial.

Si bien, el mismo Tribunal señala que cabría una excepción a lo argumentado para valorar la falta de competencia territorial una vez admitida la demanda y que acaecería únicamente cuando pudiera acreditarse que el nuevo domicilio obtenido era ya el real o efectivo en el momento de presentarse la demanda, en cuyo caso no se produciría una perpetuación de la jurisdicción.


Jurisprudencia: AATS 9 de septiembre de 2017, rec. 87/2015; 10 de julio de 2018, rec. 133/2018; 25 de abril de 2018, rec. 197/2017;  20 de marzo de 2018, rec. 198/2017 y ATS 26 de octubre de 2021, rec. 175/2021.











304 ¿Podría presentarse una demanda en la que se reclame a una compañía aérea una indemnización por la cancelación de un vuelo en el domicilio del demandante?



 
Competencia en caso de demanda contra una compañía aérea






La respuesta debe ser positiva, pues estamos ante un supuesto de aplicación de fuero imperativo en el que reiterada jurisprudencia ha confirmado que la competencia para conocer de las acciones derivadas de un contrato de prestación de servicios en que haya mediado oferta pública corresponde al tribunal del domicilio del prestatario.


Jurisprudencia: ATS, Sala 1ª, 4 de marzo de 2015, rec. 2/2015 y AATS, Sala de Conflictos, 11 de septiembre de 2012, rec. 71/2012; 4 de septiembre de 2014, rec. 117/2014 y ATS 22 de febrero de 2022, rec. 408/2021.











305 ¿Puede determinarse la competencia territorial atendiendo al domicilio del administrador?



 
Emplazamiento de persona jurídica en el domicilio del administrador






La respuesta debe ser negativa, a menos que la demanda se interponga contra la persona jurídica y contra el administrador de la misma de forma conjunta. Por ello, el hecho de que pueda ser emplazada una persona jurídica en el domicilio de su administrador no puede suponer que éste pueda tener incidencia en la determinación de la competencia.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 14ª, 164/2006 de 13 de septiembre 2006, rec. 7/2006 y ATS 1 de marzo de 2022, rec. 9/2022.











306 ¿Ante qué Juzgados debe interponerse una acción de nulidad de cláusulas abusivas instada por el consumidor?



 
Competencia en la interposición de una acción de nulidad de cláusulas abusivas






En cuanto a la competencia objetiva, por Acuerdo de 28 de diciembre de 2017 de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, se atribuye a determinados juzgados, de manera exclusiva y excluyente, el conocimiento en materia relativa a las condiciones generales incluidas en contratos de financiación con garantías reales inmobiliarias cuyo prestatario sea una persona física.

En cuanto a la competencia territorial, el consumidor podrá elegir libremente entre los juzgados de su domicilio, los del lugar donde la relación hubiera nacido o deba surtir efectos, siempre que en dicho lugar tengan establecimiento abierto al público representante autorizado para actuar en nombre de la entidad, o los del domicilio de la demandada.


Jurisprudencia: AATS 2230/2017 de 8 de marzo, rec. 1110/2016; 4246/2017, de 10 de mayo, rec. 41/2017; 7848/2017 de 13 de septiembre, rec. 82/2017; 16587/2021 de 14 de diciembre, rec. 328/2021 y 529434/2022 de 8 de marzo, rec. 327/2021.












Artículo 53 Competencia territorial en caso de acumulación de acciones y en caso de pluralidad de demandados






307 ¿Puede ceder el fuero imperativo como consecuencia de la acumulación de acciones?



 
Competencia territorial en supuesto de acumulación de acciones






Si, pues la cuestión de la competencia territorial, debe resolverse conforme a los criterios establecidos en el art. 53 LEC que regula la competencia territorial tanto para el supuesto de acumulación de acciones como para el de pluralidad de demandados.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 28ª, 444/2016 de 23 de diciembre, rec. 159/2015; AAP Barcelona, Sección 15ª, 131/2008 de 17 de marzo, rec. 836/2007 y ATS 1 de marzo de 2022, rec. 1/2022.












308 ¿El ejercicio acumulado de diversas acciones con fuero imperativo derivadas de accidentes de circulación permite la aplicación de este precepto?



 
Competencia en caso de acumulación de acciones derivadas de accidentes de circulación






La respuesta debe ser positiva pues si ninguna es fundamento de las demás y se desconoce el lugar del mayor número de la acciones, se decidirá a favor de la acción de mayor cuantía.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 8ª, 255/2012 de 26 de abril, rec. 476/2010.











309 ¿Puede ceder el fuero de las personas jurídicas como consecuencia de la acumulación de acciones?



 
Fuero de las personas jurídicas en caso de acumulación de acciones






Sí. El fuero regulador de las personas jurídicas del art. 51 LEC no es aplicable cuando concurren los supuestos que expresamente recoge el art. 53 LEC.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 13ª, 119/2010 de 24 de marzo, rec. 186/2009 y ATS 1 de marzo de 2022, rec. 1/2022.











310 ¿Es electivo el fuero general cuando la acción es única y varios demandados?



 
Elección del fuero general en caso de varios demandados






La respuesta debe ser positiva. El fuero general del art. 50 LEC deviene electivo a determinación del demandante cuando los demandados son varios conforme al art. 53.2 LEC.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 8ª, 142/2009 de 22 de junio, rec. 343/2009.











311 ¿Es aplicable la regla general del art. 53.2 LEC al proceso monitorio cuando hay varios demandados o acumulación subjetiva?



 
Competencia territorial en proceso monitorio cuando hay varios demandados






Sí, pues según el citado precepto, la competencia territorial corresponde al domicilio de cualquiera de los demandados, pues esta regla general de competencia no se excluye para el juicio monitorio, en el que la única exclusión se refiere a la sumisión expresa o tácita (art. 813 II LEC).


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 19ª, 124/2008 de 26 de septiembre, rec. 489/2008.











312 ¿Es aplicable el fuero electivo del art. 53.2 LEC cuando las acciones no son acumulables por falta de competencia objetiva?



 
Competencia del tribunal cuando las acciones no son acumulables






No. El art. 73.1 LEC prohibe la posibilidad de acumulación cuando el tribunal carece de competencia para conocer de todas las acciones acumuladas, como sucede entre los juzgados de 1ª Instancia y los mercantiles.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 15ª, 208/2008 de 4 de junio, rec. 550/2007 y AAP Madrid, Sección 18ª, 44/2008 de 20 de febrero, rec. 45/2008.











313 ¿Es aplicable el fuero electivo tanto a fueros dispositivos como imperativos?



 
Elección del fuero






La respuesta es afirmativa. El criterio establecido en el art. 53.2 LEC es aplicable no sólo a los casos expresamente comprendidos en los arts. 50 a 53 LEC, sino también a los supuestos para los que la Ley establece normas especiales, ya se trate de fueros dispositivos como imperativos.


Jurisprudencia: ATSJ Andalucía, Sala de lo Civil y Penal, 5/2006 de 4 de julio, rec. 5/2006 y ATS 5 de octubre de 2021, rec. 196/2021.












Artículo 54 Carácter dispositivo de las normas sobre competencia territorial






314 ¿Es válida la apreciación de oficio de la falta de competencia territorial en los procesos declarativos que se sustancien por los trámites del juicio ordinario?



 
Apreciación de oficio de falta de competencia territorial






La respuesta debe ser negativa cuando nos referimos a los declarativos sustanciados por los trámites del juicio ordinario puesto que, teniendo en cuenta el carácter dispositivo de las reglas dispuestas en el art. 54 LEC, las partes pueden optar por la sumisión tácita o expresa y, con ello, alterar legítimamente la competencia territorial, a excepción de las materias dispuestas en el art. 52 LEC.

Por el contrario, sí es apreciable de oficio la falta de competencia territorial respecto a los sustanciados por los trámites del juicio verbal dado que no cabe la sumisión expresa ni tácita en estos.


Jurisprudencia: ATS 6 de junio de 2018, rec. 91/2018; ATS 17 de diciembre de 2019, rec. 124/2019  y ATS 22 de febrero de 2022, rec. 20/2022.












315 ¿Podría un juzgado declarar la falta de competencia territorial en un procedimiento ordinario?



 
Declaración de falta de competencia territorial en un procedimiento ordinario






La respuesta no es unívoca y va a depender de si a la materia le son o no de aplicación las reglas imperativas de competencia fijadas en el art. 52 LEC.

En el caso de que se trate de una materia a la que no sean de aplicación las reglas dispuestas en el precepto citado, el Juzgado no podrá declarar su falta de competencia territorial puesto que, según el art. 54 LEC, las reglas legales atributivas de la competencia territorial sólo se aplicarán en defecto de sumisión expresa o tácita de las partes a los tribunales de una determinada circunscripción. En consecuencia, habiendo instado la parte actora en su demanda la acción ante un Juzgado por sumisión expresa, el Juzgado receptor no podrá plantear la cuestión de falta de competencia territorial.

En estos supuestos sólo podrá discutir la competencia territorial el demandado, a través de la proposición de la declinatoria presentada en tiempo y forma.

Por el contrario, la respuesta ha de ser negativa en el caso de que se trate de las materias referidas en el art. 52 LEC. En este caso, al tratarse de una regla imperativa, el Juzgado podrá plantear su falta de competencia.


Jurisprudencia: ATS 9 de abril de 2013, rec. 13/2013; ATS 17 de diciembre de 2019, rec. 124/2019; ATS 1 de maro de 2022, rec. 8/2022 y ATS 1 de marzo de 2022, rec. 1/2022.











316 ¿Cabe la sumisión tácita en el procedimiento declarativo tramitado como juicio verbal?



 
Sumisión tácita en juicio verbal






No, puesto que las partes no podrán pactar clausulado alguno en materia de sumisión de la competencia cuando la materia debatida deba dilucidarse a través del juicio verbal.

En consecuencia, a diferencia de la imposibilidad de apreciar de oficio la falta de competencia en los procedimientos que se dilucidan mediante el procedimiento ordinario, sí es apreciable de oficio la falta de competencia territorial en aquellos procedimientos sustanciados por los trámites del juicio verbal presentados ante el órgano judicial al que las partes se hubieran sometido expresa o tácitamente.


Jurisprudencia: ATS 11 de septiembre de 2018, rec. 152/2018; ATS 16 de julio de 2019, rec. 108/2019; ATS 5 de octubre de 2021, rec. 196/2021 y ATS 25 de enero de 2022, rec. 223/2020.












Artículo 55 Sumisión expresa






317 ¿Es válida la sumisión expresa en un juicio verbal?



 
Sumisión expresa en juicio verbal






No. La cláusula de sumisión expresa no es válida en los asuntos que deben decidirse por las normas competenciales del juicio verbal, porque así lo establece el art. 54.1 in fine LEC. Por tanto, la competencia territorial se decidirá por las normas generales de competencia.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 20ª, 224/2007 de 10 de abril, rec. 478/2005 y ATS 16 de julio de 2019, rec. 108/2019.












318 ¿Puede apreciarse de oficio la falta de competencia territorial en juicio verbal?



 
Apreciación de oficio de falta de competencia territorial en juicio verbal






Sí. Por la razón de que no es válida la sumisión expresa ni tácita en juicio verbal, con apertura del incidente del art. 58 LEC.


Jurisprudencia: ATS 15 de marzo de 2011, rec. 30/2011.











319 ¿Puede apreciarse de oficio la falta de competencia territorial en juicio ordinario?



 
Falta de competencia territorial en juicio ordinario






No. Salvo que se trate de normas imperativas de atribución de competencia, pues en otros supuestos, tan solo a través del mecanismo procesal de la declinatoria.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 11ª, 19/2008 de 15 de enero, rec. 12/2007; ATS 17 de diciembre de 2019, rec. 124/2019 y ATS 30 de noviembre de 2021, rec. 312/2021.











320 ¿Se puede fundamentar la competencia territorial de un juicio monitorio para la reclamación de una deuda con base en un contrato en el que se estipula una cláusula de sumisión expresa?



 
Competencia territorial de un juicio monitorio






No. No son de aplicación las normas sobre sumisión expresa o tácita porque así lo dispone el art. 813.II LEC.


Jurisprudencia: AATS 26 de mayo de 2009, rec. 84/2009 y 8 de febrero de 2017, rec. 1080/2016.











321 ¿Es válida la sumisión expresa en un juicio cambiario?



 
Sumisión expresa en juicio cambiario






No. No son de aplicación las normas sobre sumisión expresa o tácita porque así lo dispone el art. 820 III LEC, el cual establece para el juicio cambiario una regla de competencia territorial de carácter imperativo, en la que se determina que será competente para su conocimiento el Juez de Primera Instancia del domicilio del demandado, fuero imperativo que debe ser apreciado de oficio, y que excluye, por consiguiente, la sumisión expresa y tácita.


Jurisprudencia: ATS 26 de febrero de 2013, rec. 4/2013 y ATS 14 de diciembre de 2021, rec. 67/22020.












Artículo 56 Sumisión expresa y reparto






322 ¿Es válida la sumisión tácita en un juicio verbal?



 
Sumisión tácita en juicio verbal






No. La sumisión tácita no puede darse en los asuntos que deben decidirse por las normas competenciales del juicio verbal, porque así lo establece el art. 54.1 in fine LEC. Por tanto, la competencia territorial se decidirá por las normas generales de competencia.


Jurisprudencia: ATS 9 de diciembre de 2010, rec. 469/2010 y ATS 22 de febrero de 2022, rec. 4/2022.












323 ¿Es válida la sumisión tácita en un juicio monitorio?



 
Sumisión tácita en juicio monitorio






No. La única exclusión de competencia en el juicio monitorio se refiere a la competencia expresa o tácita (art. 813 II LEC).


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 19ª, 124/2008 de 26 de septiembre, rec. 489/2008; ATS 8 de febrero de 2017, rec. 1080/2016 y AAP Valencia, Sección 6ª, 299/2021 de 25 de octubre, rec. 352/2021.











324 ¿La falta de formalización de declinatoria por el demandado en juicio verbal supone la sumisión tácita? ¿Es posible alegar la falta de competencia en vía de recurso?



 
Falta de formalización de declinatoria en juicio verbal y sumisión tácita






No. Aunque en la generalidad de los casos el momento de la admisión de la demanda es cuando se debe examinar la falta de competencia territorial (art. 58 LEC), también es posible proceder a dicho examen en el acto de la vista, conforme faculta el art. 443.2 LEC. También es posible alegarla en la segunda instancia.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 20ª, 224/2007 de 10 de abril, rec. 478/2005.











325 ¿La falta de formalización de declinatoria por el demandado en juicio ordinario supone la sumisión tácita?



 
Falta de formalización de declinatoria en juicio ordinario y sumisión tácita






Sí. En los casos en los que, no exista un fuero imperativo, la competencia debe establecerse de acuerdo con la sumisión tácita, en aras de la cual se estima competente el juzgado ante el que el actor interpone su demanda, sin perjuicio de la posterior declinatoria que pueda, en su caso, presentar el demandado.

Jurisprudencia: ATS 12 de enero de 2010, rec. 329/2009.









326 ¿Es posible el control de oficio de la competencia en juicio ordinario cuando viene determinada por normas dispositivas?



 
Control de oficio de la competencia en juicio ordinario






No. De acuerdo con el art. 59 LEC, fuera de los casos en que la competencia territorial venga fijada por la ley en virtud de reglas imperativas, la falta de competencia territorial solamente podrá ser apreciada cuando el demandado o quienes puedan ser parte legítima en el juicio propusieren en tiempo y forma la declinatoria.


Jurisprudencia: ATS 6 de junio de 2018, rec. 91/2018 y ATS 24 de noviembre de 2020, rec. 187/2020.











327 ¿Es válida la sumisión tácita del demandante en juicio ordinario?



 
Sumisión tácita del demandante






Si. Salvo que se trate de normas imperativas y, por tanto, entra en juego la norma del art. 54.1 LEC, según la cual, las reglas legales atributivas de la competencia territorial sólo se aplicarán en defecto de sumisión expresa o tácita de las partes a los tribunales de una determinada circunscripción. Del mismo modo, no es posible un examen de oficio de la competencia territorial.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 20ª, 13/2007 de 12 de enero, rec. 593/2006 y ATS 30 de noviembre de 2021, rec. 312/2021.












Artículo 57 Sumisión expresa y reparto






328 ¿Puede pactarse una cláusula de sumisión expresa a un órgano judicial concreto de un determinado partido judicial?



 
Facultad de sumisión expresa de las partes






La respuesta es negativa puesto que ello supondría una clara infracción del art. 68 LEC que provocaría la vulneración del derecho al juez ordinario predeterminado por la Ley. La facultad de sumisión de las partes se ciñe únicamente a la posibilidad de determinar la circunscripción cuyos tribunales van a conocer del asunto, pero en modo alguno permite seleccionar el sometimiento del asunto a uno de ellos en concreto, que sería repartido en, primer lugar, en virtud de las normas de competencia objetiva y, en segundo lugar y una vez determinado el orden jurisdiccional, entre los distintos juzgados por aplicación de las normas de reparto.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 13ª, 135/2008 de 5 de mayo, rec. 233/2008.












329 ¿Es válida la sumisión expresa en el ámbito de la jurisdicción voluntaria?



 
Sumisión expresa en el ámbito de la jurisdicción voluntaria






No, la propia Ley de Jurisdicción Voluntaria, en su art. 2, reconoce que en los expedientes de jurisdicción voluntaria la competencia territorial vendrá fijada por el precepto correspondiente en cada caso, sin que quepa modificarla por sumisión expresa o tácita.


Jurisprudencia: AAP Zaragoza, Sección 4ª, 691/2006 de 27 de noviembre, rec. 471/2006.












Artículo 58 Apreciación de oficio de la competencia territorial






330 En un procedimiento monitorio en el que el actor reclama al deudor una cantidad de dinero y no se trata de una deuda derivada de los gastos comunes de una Comunidad de propietarios, si el actor señala como domicilio del demandado una localidad que no pertenece al partido judicial en el que lo ha presentado ¿puede archivarse directamente por falta de competencia?



 
Declaración de incompetencia territorial en procedimiento monitorio






La respuesta debe ser positiva, no siendo necesario iniciar el trámite dispuesto en el art. 58 LEC por incompetencia territorial, pues el Tribunal Supremo viene señalando que, a pesar de que el art. 813 Lec, solo contempla la declaración de incompetencia “ab initio”, no existen razón que justifiquen un diferente tratamiento cuando de la mera lectura de la petición de monitorio ya pueda constatarse que el deudor está localizado en otro partido judicial. 


Jurisprudencia: ATS 8 de febrero de 2022, rec. 404/2021.












331 ¿Y si ello acaece una vez que la demanda ha sido admitida y como consecuencia de la averiguación de domicilio efectuada ante el resultado infructuoso del requerimiento efectuado?



 
Incompetencia territorial en procedimiento monitorio ante requerimiento infructuoso






Procede archivar el procedimiento de forma automática. Si de la averiguación domiciliaria practicada, los domicilios obtenidos corresponden a una o varias localidades de distinto partido judicial, no se procederá a tramitar la posible incompetencia territorial; sino que siguiendo lo preceptuado en el art. 813 in fine LEC, se acordará el archivo de las actuaciones haciendo constar tal circunstancia y reservando al acreedor el derecho a instar de nuevo el proceso ante el Juzgado competente.


Jurisprudencia: AATS 5 de enero de 2010, rec. 178/2009; 23 de febrero de 2010, rec. 400/2009; 8 de febrero de 2017, rec. 1080/2016 y ATS 8 de febrero de 2022, rec. 404/2021.











332 ¿Es válida la apreciación de oficio de la falta de competencia territorial en los procesos declarativos que se sustancien por los trámites del juicio ordinario?



 
Falta de competencia en los procesos declarativos sustanciados por los trámites del juicio ordinario






La respuesta debe ser negativa cuando nos referimos a los declarativos sustanciados por los trámites del juicio ordinario puesto que, teniendo en cuenta el carácter dispositivo de las reglas dispuestas en el art. 54 LEC, las partes pueden optar por la sumisión tácita o expresa y, con ello, alterar legítimamente la competencia territorial.

Por el contrario, sí es apreciable de oficio la falta de competencia territorial respecto a los sustanciados por los trámites del juicio verbal dado que no cabe la sumisión expresa ni tácita en estos.

Pero además de ello, podrá el demandado discutir la competencia a través de la declinatoria.









333 ¿Sería apreciable de oficio la falta de competencia territorial en los procesos declarativos cuando la regla de atribución de la competencia es imperativa?



 
Atribución de la competencia fijada por reglas imperativas






La respuesta debe ser positiva pues en estos casos las partes no están facultadas para, a través de la sumisión expresa o tácita, desviarse de la norma que imperativamente la ley atribuye sobre el conocimiento de una serie de materias. Así pues, cuando la parte actora presente una demanda sobre alguna de las materias dispuestas en el art. 52 LEC ante los Juzgados que no sean a los que este precepto les ha conferido la competencia, el órgano judicial está facultado para apreciar la falta de competencia territorial.


Jurisprudencia: ATS 29 de noviembre de 2005, rec. 104/2005; ATS 8 de febrero de 2022, rec. 339/2021 y ATS 24 de noviembre de 2020, rec. 187/2020.











334 ¿Puede apreciarse la falta de competencia territorial por el Juez ante el que efectúa la comunicación del art. 583 del texto refundido de la Ley Concursal?



 
Falta de competencia territorial en procedimiento concursal






No, el procedimiento regulado en el art. 583 TRLConc. es una mera comunicación al órgano judicial efectuada por el mediador concursal, el Notario o el propio deudor en el que se informa del inicio de negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación con los acreedores. Por lo que no será posible apreciar la falta de competencia territorial que, en su caso, sí podrá ser apreciada de oficio por el tribunal cuando se presentase el oportuno concurso.


Jurisprudencia: ATS 25 de mayo de 2016, rec. 568/2016.











335 ¿Puede apreciarse, en un procedimiento de ejecución, la falta de competencia territorial por el Juez una vez haya dictado la orden general de ejecución?



 
Falta de competencia territorial en un procedimiento de ejecución






No, tal y como recogen los preceptos especiales en este tipo de procedimientos por la LEC (vid. art. 546 LEC) una vez despachada la ejecución no podrá revisarse la competencia territorial de oficio, quedando relegada la posibilidad de determinación de la falta de competencia territorial a que el ejecutado la proponga en el plazo de 5 días desde la notificación del auto dictando la orden de ejecución mediante la interposición de la correspondiente declinatoria.


Jurisprudencia: ATS 4 de diciembre de 2012, rec. 215/2012 y ATS 8 de febrero de 2022, rec. 309/2021.












Artículo 59 Alegación de la falta de competencia territorial






336 ¿En una demanda en que la acción solicitada sea la responsabilidad extracontractual respecto a unos hechos acaecidos en la provincia de Huelva en la que tiene además su domicilio el demandado y siendo el domicilio del demandante Tarragona y que, por razón de la materia, debe tramitarse a través de un juicio ordinario podrá de oficio plantear el órgano judicial su falta de competencia cuando la demanda se presente en Tarragona?



 
Falta de competencia territorial






La respuesta debe ser negativa. El Letrado de la Administración de Justicia, en el momento de admisión de la demanda o el Juez, con posterioridad y hasta la audiencia previa, no podrán activar los mecanismos para apreciar la falta de competencia territorial puesto que, en los procedimientos ordinarios, las partes pueden acudir a la sumisión expresa y tácita. Por lo que, en el ámbito del juicio ordinario, la posible falta de competencia territorial únicamente podría ser denunciada por el demandado o por quien pudiera ser parte legítima en el juicio.

Por el contrario, la apreciación de la falta de competencia territorial en los juicios verbales que no estén sometidos a fueros de competencia territorial imperativo (vid. art. 52 LEC), conceden al órgano judicial la posibilidad de apreciar la falta de competencia así como al demandado, a través de la declinatoria.


Jurisprudencia: ATS 30 de octubre de 2018, rec. 191/2018; ATS 8 de febrero de 2022, rec. 339/2021 y ATS 1 de febrero de 2022, rec. 384/2021.












337 ¿Podrá ser apreciada la falta de competencia territorial en el ámbito de la conciliación?



 
Falta de competencia territorial en el ámbito de la conciliación






La respuesta debe ser positiva, estableciendo la propia Ley de Jurisdicción Voluntaria el trámite establecido para que, en su caso, el Letrado de la Administración de Justicia aprecie la falta de competencia territorial mediante decreto. En el ámbito de la conciliación, la competencia territorial viene fijada por el domicilio de la persona requerida. Tratándose el requerido de conciliación de una persona jurídica, a voluntad del solicitante, podrá optarse entre el domicilio social de la persona jurídica o el domicilio del demandante, siempre que en este último tenga el requerido delegación, sucursal, establecimiento u oficina abierta al público o representante autorizado para actuar en nombre de la entidad, debiendo acreditar dicha circunstancia. En consecuencia, el Letrado de la Administración de Justicia podrá apreciar su falta de competencia territorial de no presentarse la conciliación en alguno de los dos fueros detallados.


Jurisprudencia: ATS 18 de septiembre de 2018, rec. 162/2018 y ATS 1 de febrero de 2022, rec. 393/2021.












Artículo 60 Conflicto negativo de competencia territorial






338 ¿Podría plantearse un conflicto de competencia territorial entre el juzgado en el que se causaron los daños derivados de la circulación de vehículos a motor (art. 52.1.9ª LEC) y el juzgado donde radique el domicilio del asegurado (art. 24 Ley del Contrato de Seguro) cuando la demanda la interpone el actor contra su propia compañía de seguros por los daños derivados de la circulación de vehículos a motor?



 
Conflicto de competencia territorial en procedimiento de daños derivados de la circulación de vehículos a motor






La respuesta debe ser positiva puesto que si, una reflexión a priori, nos podría llevar a afirmar que estamos ante un fuero imperativo (art. 52.1.9 LEC) sobre el que necesariamente debe fijarse la competencia territorial, el Tribunal Supremo considera que tratándose de una reclamación del asegurado contra su propia compañía de seguros no estaríamos ante la acción de reclamación de cantidad prevista en el art. 52.1.9 LEC sino una acción de reclamación por el asegurado contra su compañía aseguradora derivada de la póliza de seguros, siendo de aplicación, por tanto, lo dispuesto en el art. 24 de la Ley 50/1980, de Contrato de Seguro, el cual establece como fuero imperativo el domicilio del asegurado.


Jurisprudencia: ATS 25 de abril de 2018, rec. 197/2017; ATS 15 de febrero de 2022, rec. 424/2021 y ATS 5 de octubre de 2021, rec. 196/2021.












339 ¿Podría el juzgado de Primera Instancia en el que se hubiera presentado un concurso consecutivo de personas físicas no empresarias por tener éstas el domicilio en su partido judicial rechazar su competencia e inhibirse a los juzgados de Primera Instancia correspondientes al partido judicial donde solamente uno de los concursados desarrolle sus principales intereses?



 
Competencia territorial para conocer del concurso consecutivo de un deudor persona natural no comerciante






No, a la luz de lo dispuesto en la Ley Concursal y el Reglamento de la Unión Europea 848/2015, la competencia territorial para conocer del concurso consecutivo de un deudor persona natural no comerciante solicitado ante la imposibilidad de alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos o por su incumplimiento corresponde al juzgado del domicilio del deudor, salvo que se acredite que no coincide con el centro de sus intereses principales, en cuyo caso la competencia corresponderá al juez donde se encuentre ubicado este centro de los intereses principales del deudor.

Si bien, cuando este centro de intereses principales esté en lugar distinto al domicilio pero solamente se refiera a uno de los concursados, este elemento territorial no será suficiente para destruir la presunción de que el centro de intereses de los deudores está en su domicilio.


Jurisprudencia: ATS 18 de enero de 2017, rec. 1019/2016.











340 ¿Puede ser planteado un conflicto negativo de competencia por el órgano al que se le remita un asunto como consecuencia de la estimación de la declinatoria planteada ante el primer tribunal?



 
Conflicto negativo de competencia por asunto consecuencia de la estimación de declinatoria






La respuesta debe ser negativa, estando vetada dicha posibilidad al órgano que haya recibido un asunto cuando la remisión derive de la estimación por auto de la declinatoria o en el primer órgano se haya dado audiencia a todas las partes. Por tanto, únicamente podrá plantearse el conflicto competencial cuando la decisión del primer órgano judicial no derive de la denuncia del demandado a través de la declinatoria o cuando se hubiera declarada la falta de competencia territorial sin dar audiencia a todas las partes.


Jurisprudencia: ATS 11 de marzo de 2015, rec. 101/2014; ATS 26 de octubre de 2021, rec. 175/2021; ATS 14 de diciembre de 2021, rec. 264/2021 y ATS 14 de enero de 2020, rec. 291/2019.












Artículo 61 Competencia funcional por conexión






341 ¿Puede un juzgado del orden jurisdiccional civil que hubiera dictado una resolución judicial declarar su falta de competencia para despachar la ejecución de la misma alegando la existencia, en el momento de despachar la ejecución, de un procedimiento penal basado en un presunto delito de violencia de género?



 
Falta de competencia de un juzgado civil en un procedimiento penal de violencia de género






La respuesta debe ser negativa, puesto que el art. 87 ter LOPJ en relación al art. 49 bis LEC no extiende su «vis attractiva» respecto a los procedimientos ejecutivos a favor de los Juzgados de Violencia sobre la mujer dado que la realización forzosa de un pronunciamiento derivado de una resolución procesal no se encuentra incardinado entre las competencias que de forma exclusiva y excluyente se han conferido a este tipo de juzgados especializados.


Jurisprudencia: AATS 22 de marzo de 2017, rec. 1078/2016 y 18 de marzo de 2014, rec. 38/2014.












342 ¿Ante quién debe ser presentadas las costas procesales impuestas en el auto que estime una declinatoria por incompetencia territorial si el órgano, al que se le han remitido las actuaciones, asume su competencia?



 
Presentación de costas impuestas en el auto que estima una declinatoria por incompetencia territorial






A pesar de que podría afirmarse, a priori, que deberían presentarse ante el órgano que dictó la resolución estimando la declinatoria, lo cierto es que este primer órgano carece de competencia desde el momento que remite las actuaciones al competente. Por tanto, tratándose la declinatoria de una cuestión incidental que no puede desgajarse del procedimiento en el que ha sido denunciada, con independencia de que la imposición de costas se produce en un órgano que no va a conocer de la causa por cuanto éste pierde la competencia, correspondería presentar las mismas ante el órgano judicial que haya admitido la competencia territorial.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 10ª, 1121/2004 de 14 de diciembre, rec. 827/2003.











343 ¿Debe conocer del proceso declarativo ordinario el mismo órgano que conoció del juicio monitorio cuando el primero deriva de la oposición interpuesta en el monitorio por el demandado?



 
Competencia funcional en proceso declarativo que deriva de oposición en monitorio






La respuesta debe ser positiva, pues cuando el demandado plantea una oposición a un procedimiento monitorio provocando la presentación de una demanda de juicio ordinario (cuando la cuantía exceda de 6.000 euros), deberá entenderse como una incidencia del primero pero solamente si el actor presenta la demanda de ordinario en el plazo de un mes concedido expresamente en el art. 818 LEC. Debe en este caso entenderse una competencia funcional por conexión dado que el propio precepto reconoce que, interpuesta en este plazo, se decretará finalizado el procedimiento monitorio y se emplazará al demandado para que conteste.

Por el contrario, cuando la oposición al monitorio que tuviera que derivar en un juicio ordinario no se presentare en el plazo de un mes, la demanda que se presente no deberá ser repartida al mismo órgano judicial que conoció del monitorio sino que, en este caso, deberán ser de aplicación las normas de reparto para su distribución entre los órganos de igual clase dado que el órgano judicial que conoció del monitorio únicamente puede dictar, en este supuesto, el sobreseimiento de las actuaciones con condena en costas al actor. No obstante, no le impediría la interposición de la demanda de ordinario.


Jurisprudencia: SAP Valencia, Sección 7ª, 346/2010 de 22 de junio, rec. 146/2010.












Artículo 62 Apreciación de oficio de la competencia para conocer de los recursos






344 ¿Puede admitir un recurso de queja el tribunal que hubiere acordado la inadmisión de un recurso de apelación?



 
Competencia funcional de tribunal que inadmite un recurso de apelación






La respuesta es negativa pues el tribunal que denegó la admisión del recurso de apelación carece de competencia funcional, teniendo que ser interpuesto en virtud de lo preceptuado en el art. 495 LEC ante el órgano al que corresponda resolver el recurso no tramitado. Por tanto, sólo en el caso de que erróneamente el recurso fuera admitido por el tribunal «a quo» deberá otorgarse un plazo de 5 días para ser interpuesto ante el órgano «ad quem».

Por el contrario, si el recurso fuera inadmitido «ab initio» por el órgano «a quo», no se concederá un nuevo plazo para interponerlo ante el órgano correcto quedando la posibilidad de interposición ante el órgano competente solamente cuando aún no hubiera transcurrido el plazo de 10 días a contar desde que se notificó el auto que denegaba la admisión del recurso de apelación.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 15.ª, 187/2011 de 24 de noviembre, rec. 588/2011.












345 ¿Puede conocer el Tribunal Supremo de un recurso de queja interpuesto ante un auto dictado por una Audiencia Provincial que hubiere acordado la inadmisión de un recurso de apelación?



 
Falta de competencia funcional del TS ante un recurso de queja interpuesto por una Audiencia que inadmite un recurso de apelación






No, por cuanto corresponderá únicamente al Tribunal Supremo el conocimiento de los recursos de queja interpuestos contra aquellas resoluciones judiciales en las que se haya denegado la admisión de un recurso extraordinario por infracción procesal o de casación.

Por tanto, el recurso de queja ante esta resolución deberá ser inadmitido por falta de competencia para conocer del mismo.


Jurisprudencia: ATS 14 de noviembre de 2018, rec. 241/2018.












Capítulo III De la declinatoria



Artículo 63 Contenido de la declinatoria, legitimación para proponerla y tribunal competente para conocer de ella






346 ¿Puede plantear el demandado en un juicio monitorio la declinatoria por falta de competencia por estar declarado en concurso con posterioridad a la admisión del proceso monitorio?



 
Declinatoria por falta de competencia en procedimiento monitorio






La respuesta debe ser negativa, puesto que en el proceso monitorio el demandado tiene limitada su actuación a lo dispuesto en los arts. 816 a 818 LEC. Es decir, atendiendo al carácter de proceso especial que tiene conferido el mismo, la ley ha previsto que el deudor de un monitorio, pueda no comparecer, pagar u oponerse al requerimiento.

No prevé, pues, la ley de enjuiciamiento la posibilidad de presentar una declinatoria en el juicio monitorio, que sí podrá ser interpuesta tras oponerse, dentro del juicio verbal u ordinario en el que se transforme, en los términos dispuestos en los art. 63 y siguientes LEC.

El proceso proseguirá hasta su finalización sin que quepa, tras concluir el mismo por resolución procesal firme, despachar una ejecución singular frente al concursado tal y como establece el art. 142 TRLConc.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 13ª, 196/2008 de 18 de junio, rec. 19/2008 y AJM Bilbao, 33/2006 de 23 de enero, rec. 7/2006 y AAP Castellón de la Plana, Sección 3ª, 316/2018 de 17 de octubre, rec. 675/2018.












347 ¿Puede plantearse en un proceso declarativo derivado de un juicio monitorio la declinatoria por falta de jurisdicción, al entender el demandado que el asunto corresponde a un árbitro?



 
Declinatoria por falta de jurisdicción en asunto que corresponde a un árbitro






Sí, el momento de plantear la falta de jurisdicción de un órgano jurisdiccional civil a favor de arbitraje será dentro de los 10 primeros días que el demandado ostenta para contestar a la demanda, conllevando ello a la suspensión del plazo para contestar hasta que se resuelva esta cuestión.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 13ª, 196/2008 de 18 de junio, rec. 19/2008 y AJPI Bilbao n.º 10, 180/2004 de 12 de marzo.











348 ¿En qué supuestos legales no cabe plantear la declinatoria?



 
Supuestos en los que no cabe declinatoria






La LEC reconoce una serie de supuestos en los que expresamente se impide plantear la declinatoria, por lo que únicamente la apreciación de la posible falta de competencia procederá de la actuación del Tribunal. A lo largo de los preceptos de la LEC, podemos señalar que no podrá interponerse la declinatoria en los siguientes supuestos:

- Diligencias preliminares.

- Medidas cautelares previas a la demanda.

- Asuntos de violencia contra la mujer.

- Peticiones de actuación anticipada de prueba.

- Reparto de asuntos.









349 ¿Puede el demandado en un proceso monitorio, cuya cuantía sea superior a los 6.000 euros, plantear la declinatoria atendiendo a la existencia de una cláusula de sumisión expresa aprovechando el plazo de 20 días otorgado para oponerse?



 
Planteamiento de declinatoria en proceso monitorio atendiendo a la cláusula de sumisión expresa





No, la competencia territorial en el proceso monitorio es inalterable dado que el art. 813 LEC establece como fuero imperativo el domicilio del demandado.








350 ¿Podría plantear el demandado la declinatoria si se opone a la demanda de monitorio y el actor interpone la correspondiente demanda de juicio ordinario?



 
Planteamiento de declinatoria cuando el demandado se opone a la demanda de monitorio






En este caso sí podría ser planteada. El demandado, al contestar a la demanda de juicio ordinario interpuesta en el plazo de un mes posterior a la oposición, estará facultado para denunciar la falta de competencia territorial alegando la existencia de un contrato entre las partes en el que constara una cláusula de sumisión expresa a los Juzgados de un determinado partido judicial, puesto que esta sumisión de las partes únicamente podrá hacerse valer en el ámbito del juicio ordinario estando vetada expresamente tanto en el ámbito del juicio verbal como en el del proceso monitorio.


Jurisprudencia: AATS 12 de julio de 2007, rec. 75/2007 y 14 de diciembre de 2016, rec. 1060/2016.











351 ¿Cómo debe proceder el juez de instancia en el caso de que, entablada una demanda, el demandado plantee una declinatoria por sumisión de la cuestión a arbitraje?



 
Interposición de declinatoria por sumisión de la cuestión a arbitraje






La cuestión planteada procede del tenor literal dado al art. 11.2 de la Ley de Arbitraje. El citado precepto establece que «la interposición de una declinatoria no impedirá la iniciación o prosecución de las actuaciones arbitrales». No cabe duda que detrás de la voluntad del legislador (tal como se recoge en la Exposición de Motivos de la propia LA) se hallaba el propósito de que el procedimiento arbitral no pudiera obstaculizarse o paralizarse con la argucia de acudir a los Tribunales ordinarios, a pesar de la existencia del convenio arbitral, situación que venía ocurriendo con cierta regularidad.

Parece claro que la coexistencia de los dos procedimientos, el entablado ante el Tribunal ordinario y el procedimiento arbitral pueda plantear indudables problemas jurídicos, sobre todo en aquellos casos en los que el primero llegara a desestimar la declinatoria planteada y siguiera tramitando el procedimiento iniciado por el demandante, en paralelo con el procedimiento arbitral.

Ni la LEC ni la Ley de Arbitraje contienen una mínima referencia a esta situación y la posición tanto de la doctrina como de la Jurisprudencia no ha sido siempre coincidente, si bien existe una tendencia a la posición favorable a favorecer la intervención arbitral bajo el principal argumento de que, a diferencia de lo previsto entre dos procedimientos que se sustancian ante la jurisdicción ordinaria, la LEC no contempla la suspensión del procedimiento arbitral por prejudicialidad, resultando claro que en el supuesto de litispendencia se impone la continuación del arbitraje; añadiéndose también que otra solución diferente a la apuntada implicaría desconocer la naturaleza de la propia institución del arbitraje, pues la prejudicialidad civil (a diferencia de la penal) no puede producir efecto suspensivo.


Jurisprudencia: STSJ Madrid, 10 de octubre de 2013.



[Véase: GONZÁLEZ BUENO, C., Comentarios a la Ley de Arbitraje. Consejo General delNotariado. DAMIÁN MORENO, J. La declinatoria de arbitraje, La Ley, 2011.]











Artículo 65 Tramitación y decisión de la declinatoria






352 Tratándose de un procedimiento de ejecución, ¿puede el órgano judicial que vaya a conocer de un recurso de apelación o de casación apreciar de oficio la falta de competencia territorial del órgano a quo en aquellos supuestos en que ni el órgano judicial de primera instancia hubiera apreciado su falta de competencia ni la parte ejecutada hubiera planteada la respectiva declinatoria por falta de competencia territorial?



 
Falta de competencia territorial previa a dictar el oportuno auto despachando la ejecución






La respuesta ha de ser negativa puesto que, tal y como señala el apartado primero del art. 546 LEC, la apreciación de oficio de la falta de competencia territorial únicamente podrá llevarse a cabo con carácter previo a dictar el oportuno auto despachando la ejecución. A ello hay que añadir que el propio precepto veta a los tribunales que pudieran conocer de la ejecución la posibilidad de revisarla, por cuanto el tenor del mismo recalca que una vez despachada ya no podrá ser revisada.


Jurisprudencia: AATS 10 de marzo de 2006, rec. 13/2006; 18 de enero de 2011, rec. 545/2010 y 26 de noviembre de 2013, rec. 24/2013 y AAP Tarragona, Sección 3ª, 244/2009 de 9 de diciembre, rec. 102/2009.












353 Tratándose de un procedimiento de ejecución, ¿la proposición de una declinatoria produce efectos suspensivos en la tramitación del procedimiento?



 
Efectos suspensivos de la proposición de declinatoria






El art. 565 LEC establece una norma de carácter general en el sentido de que la ejecución únicamente podrá ser suspendida en aquellos supuestos en que expresamente se contemple por la ley.

La duda que se suscita es que, si se atiende a la regulación de la declinatoria en la ejecución forzosa contenida en el art. 547 LEC dice que «para la sustanciación y decisión de la declinatoria a las reglas establecidas en el art. 65 de LEC». Ello ha dado lugar a que en algún sector doctrinal se defienda que, al no contener una remisión expresa al art. 64 que es el que proclama el efecto suspensivo, la proposición de una declinatoria no produciría tal efecto suspensivo.

No obstante, la mayoría doctrinal defiende que sí debe poseer este carácter suspensivo la declinatoria en sede de ejecución por los siguientes motivos. En primer lugar, por la ubicación de las disposiciones generales que regulan la declinatoria, pues se encuentran en el Libro I que, bajo la rúbrica «De las disposiciones generales relativas a los juicios civiles», debe entenderse aplicable tanto a los procesos declarativos como a los ejecutivos y a los especiales.

En segundo lugar, por el hecho de que ha dado un tratamiento especial a la declinatoria en los art. 546 y 547 LEC, como es, por ejemplo, en el régimen de recursos a interponer.

Por todo ello debemos entender que sí tiene carácter suspensivo el planteamiento de la declinatoria, pues la remisión efectuada por el art. 547 a las reglas establecidas para la declinatoria debe ser entendida en sentido amplio, es decir, respecto a los art. 63 a 67 LEC y respecto a todos aquellos efectos que no se regulen de forma especial en los dos preceptos que la LEC dedica a la declinatoria en sede de ejecución (art. 546 y 547).


Jurisprudencia: AAP Sevilla, Sección 5ª, 6 de octubre de 2003, rec. 5178/2003.











354 ¿Cabe plantear declinatoria en un juicio cambiario por sumisión a arbitraje de la cuestión litigiosa?



 
Planteamiento de declinatoria en un juicio cambiario






El planteamiento de esta cuestión viene dado como consecuencia de que normalmente la creación de un título cambiario (sea una letra de cambio o un pagaré) responde a la existencia de un previo negocio jurídico concertado entre las partes que intervienen en este título. En caso de falta de pago del deudor cambiario, el acreedor puede acudir al proceso cambiario regulado en los arts. 819 y siguientes LEC para hacer efectivo su crédito. Pero entonces se plantea la cuestión de qué ocurre si en el negocio jurídico del que se derivó la creación del título cambiario se incorporó por las partes una cláusula negocial en virtud de la cual se preveía la voluntad de los contratantes de someter a arbitraje las eventuales controversias que pudieran surgir en el desarrollo de la relación contractual, ¿podría entonces el demandado en el juicio cambiario plantear una declinatoria por sumisión a arbitraje en virtud de la referida cláusula?

Es característica específica de los títulos cambiarios la naturaleza abstracta de los derechos de crédito que incorporan, de manera que, en principio, una vez constituido el título cambiario los derechos y obligaciones que se crean ya no están vinculados a la relación causal subyacente y por tanto, el deudor cambio, ante una reclamación efectuada por el tenedor del título solo podría oponer excepciones basadas en la relación cambiaria, no en la relación causal. A pesar de ello, en base a lo dispuesto en el art. 67 de la Ley Cambiaria y del Cheque prevé que el demandado en el juicio cambiario pueda oponer, frente a la reclamación efectuada por el tenedor del título, excepciones basadas en las relaciones personales con él (es decir, en la relación causal de la que se derivó el título cambiario) de manera que, si esto es así, parece razonable que, a falta de prohibición legal expresa, en el contexto de esa excepción basada en las relaciones negociales el demandado pueda oponer también una declinatoria sobre la base de la existencia de un procedimiento arbitral, siempre y cuando se den dos condiciones: una que exista una coincidencia entre las partes procesales en el juicio cambiario con aquellas que aparecen en el negocio causal, y la segunda, que los términos en que esté redactada la cláusula negocial relativa a la sumisión de las partes al procedimiento arbitral permita, por su amplitud, entender que dentro de la misma se incluyan todas aquellas cuestiones y reclamaciones que se derivan del contrato suscrito entre las partes, también las específicamente referidas a la relación cambiaria.


Jurisprudencia: AAP Sevilla, Sección 6ª, 35/2018 de 8 de febrero, rec. 5704/2017 y AAP Madrid, Sección 18ª, 18/2013 de 29 de enero, rec. 955/2012.











355 ¿Cabe la imposición de las costas procesales en la resolución que resuelva la declinatoria?



 
Imposición de costas procesales en la resolución que resuelve la declinatoria






Si partimos de lo dispuesto en el propio art. 65 LEC, deberíamos señalar que el auto resolviendo la declinatoria no debe recoger un pronunciamiento sobre la imposición de costas procesales dado que el propio artículo no lo ha determinado expresamente.

No obstante, no estamos ante una cuestión pacífica cuyo reflejo aparece en las distintas resoluciones a las que han llegado las distintas audiencias provinciales. Y así tenemos, por un lado, una corriente que entiende no debe efectuarse un pronunciamiento sobre costas procesales dado que si el legislador hubiese querido introducirlo, lo hubiera hecho expresamente como sí lo hace cuando regula otros incidentes, como puede ser, el incidente de impugnación de costas. De ahí que se apunte que no será de aplicación analógica lo dispuesto en el art. 394 LEC ante la falta de previsión legal.

Por otro lado, existen resoluciones que defienden que para la imposición de costas deberá el juzgador acudir al criterio genérico de la temeridad o mala fe procesal y, en consecuencia, únicamente deberán ser impuestas las costas procesales a la parte demandante cuando no existan dudas de hecho ni de Derecho ante el supuesto planteado y se acredite que actuó de forma temeraria.

Por último, existe una tercera posición que se apoya en el criterio del vencimiento objetivo por lo que aboga por la imposición de las mismas a la parte que hubiere visto rechazadas sus pretensiones. No obstante, reconoce que se atenuará el criterio del vencimiento objetivo cuando en la situación planteada concurran dudas de derecho, en cuyo caso, no se procederá a su imposición a la parte que vea rechazada su pretensión.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 4ª, 129/2017 de 31 de marzo, rec. 129/2017; AAP Madrid, Sección 13ª, 186/2005 de 15 de noviembre, rec. 331/2005; AAP Madrid, Sección 20ª, 31/2013 de 24 de enero, rec. 744/2012; AAP Girona, Sección 2ª, 90/2017 de 7 de abril, rec. 185/2017 y AAP Barcelona, Sección 17ª, 321/2014 de 9 de octubre, rec. 836/2013.












Capítulo IV De los recursos en materia de jurisdicción y competencia



Artículo 66 Recursos en materia de competencia internacional, jurisdicción, sumisión a arbitraje o mediación y competencia objetiva






356 ¿Es posible interponer un recurso de casación o por infracción procesal ante la sentencia de la audiencia provincial que haya conocido de un recurso de apelación en materia de falta de jurisdicción por sumisión a arbitraje?



 
Interposición de recurso de casación o por infracción procesal ante sentencia en materia de falta de jurisdicción por sumisión a arbitraje






La respuesta debe ser negativa. El órgano ante el que se interponga este tipo de recurso no entrará en el conocimiento del mismo, por cuanto tal y como indica este precepto el auto que resuelve sobre las materias detalladas en el mismo únicamente podrá ser susceptible de recurrir en apelación.


Jurisprudencia: ATS 20 de mayo de 2014, rec. 1568/2013.













Artículo 67 Recursos en materia de competencia territorial






357 ¿Puede recurrirse el auto en el que se declare la falta de competencia territorial?



 
Recurso del auto que declara la falta de competencia territorial






A priori, la respuesta debería ser negativa. Si bien, una mejor comprensión sobre el régimen de recursos contra las resoluciones que resuelven la falta de competencia territorial exige que distingamos los procesos en dos grupos.

Respecto a los procesos declarativos recogidos en el Libro II de la LEC así como a los procesos especiales del Libro IV, debemos señalar que no serán susceptibles de recurrir las decisiones judiciales que, en materia de competencia territorial, sean dictadas, tal y como recoge el art. 67 LEC.

Por el contrario, en los procesos de ejecución recogidos en el Libro III de la LEC podrá ser recurrida en apelación el auto que se dicte apreciando la falta de competencia territorial, tal y como recoge el art. 546.1 en relación con el art. 552 del mismo texto legal por cuanto la misma resolución judicial que aprecia la falta de competencia territorial efectúa el pronunciamiento de denegación del despacho de la ejecución.


Jurisprudencia: ATS 12 de julio de 2007, rec. 75/2007.












358 ¿Podrá atacarse la competencia territorial a través de la apelación interpuesta contra una sentencia dictada por un juzgado que tenga conferida una especialización dentro de su orden jurisdiccional?



 
Alegaciones en cuanto a la competencia territorial contra sentencia dictada por un juzgado especializado






La respuesta debe ser positiva. A pesar de que no es recurrible en apelación el auto sobre competencia territorial dictado por un órgano judicial, sí podrán hacerse alegaciones en cuanto a la competencia territorial contra la sentencia dictada por el mismo cuando el conocimiento del asunto le hubiere sido conferido por normas de carácter imperativo, tal y como establece el art. 54.1 LEC; como podría ser el caso del tribunal que señale la legislación especial sobre patentes y marcas.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 15ª, 90/2011 de 2 de marzo, rec. 193/2010.












Capítulo V Del reparto de asuntos



Artículo 70 Medidas urgentes en asuntos no repartidos






359 ¿Puede un juzgado al que le ha sido atribuida específicamente una materia rechazar el conocimiento del mismo con la simple devolución del asunto asignado al Decanato?



 
Devolución por el juzgado del asunto asignado al Decanato






No, tanto si al juzgado especializado en una materia al que, en virtud del art. 98 LOPJ, se le confiere el conocimiento de una materia de forma exclusiva o excluyente como si al juzgado de primera instancia se le reparte un determinado asunto que los mismos entienden que no le compete en virtud de la competencia objetiva, deberán mediante diligencia de ordenación constatar la presentación del escrito de demanda en el Juzgado y, con carácter previo a la admisión de la demanda y en caso de que entendieren que el asunto no corresponde al Juzgado, deberá tratarse dicho como una cuestión de competencia y, en caso de que el tribunal entendiere que, carece de competencia, acordar su inhibición a favor del tribunal competente.

En consecuencia, ello provocaría una nueva remisión del asunto al Decanato para su reparto que, de no ser aceptada por el órgano judicial al que en esta segunda ocasión le fuera asignado, conllevaría al planteamiento de una cuestión de competencia ante el órgano superior común.


Jurisprudencia: AAP Tarrragona, Sección 3ª, 23 de enero de 2018, rec. 867/2017.












360 ¿Puede ser rechazado un asunto repartido por el Decanato cuando la demanda va dirigida a un Juzgado especializado por razón de la materia (Jº de Familia, Juzgado Mercantil, Juzgado de Violencia de Género, Juzgado especializado en materia de cláusulas abusivas) sin necesidad de iniciar la tramitación de la cuestión competencial?



 
Rechazo de asunto repartido por el Decanato sin necesidad de iniciar la tramitación de la cuestión de competencia






En estos supuestos la respuesta debe ser positiva puesto que la demanda dirigida por el propio demandante respecto a un juzgado concreto no puede ser variada por las normas de reparto, dado que las mismas en modo alguno pueden contravenir lo dispuesto en la LEC.

No obstante, ello no impedirá que si el juzgado especializado y receptor de la misma encuentra que carece de competencia en el momento de la presentación, pueda articular los mecanismos dispuestos al efecto a través de la correspondiente cuestión competencial, en caso de poder ser apreciada de oficio.









361 ¿Puede ser recurrida una resolución por las partes basándose en la infracción de las normas de reparto cuando se entienda que el asunto no corresponde al juzgado o a la sección de la audiencia provincial a la que se ha repartido ?



 
Recurso por infracción de las normas de reparto






La respuesta debe ser positiva puesto que así expresamente lo recoge el apartado cuarto del art. 68 LEC. No obstante, no podrá atacarse esta infracción a través de la interposición de un recurso de apelación, de casación o por infracción procesal si o de casación si, con carácter previo a ello, la parte que viere sus intereses perjudicados no hubiere interpuesto el oportuno recurso contra la diligencia de ordenación que ordenó tener por presentada la oportuna demanda o recurso ante el órgano que deba conocer del mismo, según la norma de reparto.


Jurisprudencia: STS 570/2010 de 17 de septiembre, rec. 2138/2006.











362 ¿Qué naturaleza jurídica cabe atribuir a las normas de reparto a raíz de su inclusión en la LEC?



 
Naturaleza jurídica de las normas de reparto






La LEC 1/2000 introdujo en sus arts. 68 a 70 normas específicamente previstas para regular el reparto de asuntos en el proceso civil, normas que no sustituyen al cuerpo normativo previsto en los art. 159 y siguientes LOPJ (que regulan la normativa básica en la materia, en tanto establece los mecanismos a través de los cuales se aprueban las normas de reparto y la forma de llevarse a efecto las mismas) y en el Reglamento 1/2005 CGPJ.

Esta inclusión en el texto normativo del proceso civil tiene una trascendencia superior a la que, a primera vista pudiera llegar a pensarse y ello porque, tradicionalmente, así lo declaraba el TS (STS de 25 de octubre de 2002) como el TC (STC 21 de julio de 2000) se tenían por disposiciones públicas, de carácter gubernativo, que no tenían por finalidad establecer la competencia, lo que corresponde a las leyes procesales, sino regular la distribución de trabajo entre órganos jurisdiccionales que tienen la misma competencia territorial, objetiva y funcional. Se decía también en consecuencia que la eventual infracción de las normas de reparto no daba lugar sin más a la vulneración de un derecho fundamental, en concreto, el derecho al juez ordinario predeterminado por la ley, proclamado en el art. 24.2 CE.

No cabe duda que mediante su inclusión en la LEC el legislador ha procedido a una cierta judicialización de una materia que, lejos de repercutir en aspectos puramente gubernativos, es susceptible de generar infracciones no solo a las normas sobre competencia objetiva sino incluso en el derecho al juez ordinario predeterminado por la Ley.

Las consecuencias más importantes a nivel práctico de esta regulación, se centran, por un lado, en la necesidad y obligatoriedad del reparto de asuntos civiles (de forma que, aunque la LEC no entra en la determinación de los criterios de reparto ni establece un mecanismo de control de los mismos, materias estas reguladas en la LOPJ, sí sanciona el deber de someter todos los asuntos a reparto, sin excepción alguna y bajo cualquier condición o circunstancia), proclamando que los letrados de la Administración de Justicia no permitirían que se curse ningún asunto sujeto a reparto en el que no conste la correspondiente diligencia; y por otro, en el establecimiento de unas consecuencias en caso de infracción de dicho deber (de manera que si bien las normas de reparto no son reglas de competencia cuanto más bien las hace efectiva, de forma que contra las eventuales decisiones relativas a las mismas no cabe plantear declinatoria pero sí se anuda a las mismas una eficacia de carácter procesal, vinculada a la posibilidad de que las partes puedan instar una nulidad de actuaciones.

De la regulación conjunta de las disposiciones tanto de la LOPJ como de la LEC cabe trazar el siguiente esquema:

Conforme al art. 68.1 LEC todos los asuntos civiles serán repartidos entre Juzgados de Primera Instancia (cuando haya más de uno en el partido) y la misma regla se aplica a las Audiencias Provinciales (en el caso de que éstas estén divididas en Secciones). A un tiempo, el art. 68.2 proclama que los secretarios judiciales no permitirán que se curse ningún asunto si no constare en él la diligencia correspondiente.

Partiendo de estas premisas, cuando llegue un asunto en el que no conste la diligencia de reparto, deberá procederse de la siguiente manera:

a) De oficio, no dar curso al asunto, debiendo remitirlo al servicio correspondiente.

b) No obstante ello, si se hubiera dado curso al asunto, a instancia de parte, nunca de oficio, se podrá anular lo actuado y lo que se actúe a continuación, a salvo la diligencia por la que se ordene que se turne la demanda o petición de que se trate. La nulidad de actuaciones derivada de la tramitación de un asunto no turnado constituye un motivo incardinable en la cláusula abierta prevista en el apartado 5º art. 225 LEC, de manera que, en tanto en cuanto el art. 68 LEC parece no condicionar su apreciación a la exigencia de una indefensión material a la parte que lo alega, el efecto de nulidad debiera producirse de manera automática, sin que por tanto sea necesario un análisis acerca de las concretas consecuencias de la inobservancia de la norma de reparto.

c) Contra las decisiones relativas al reparto las partes no pueden plantear declinatoria pero sí podrán impugnar la infracción de las normas de reparto vigentes en el momento de incoarse las actuaciones, mediante el recurso gubernativo que se impondrá frente a las decisiones de los letrados de la Administración de Justicia y que resolverá, conforme preceptúa el art. 168.2 a LOPJ, el juez decano (si se trata de Juzgados) o el presidente de la Audiencia Provincial (si se trata de Secciones de una Audiencia Provincial). Contra la resolución del mencionado recurso gubernativo la Ley no prevé recurso alguno.

Por otra parte, conforme al art. 68.4 LEC, las resoluciones dictadas por tribunales distintos de aquel o aquellos a quienes correspondiere conocer según las normas de reparto, se declararan nulas a instancia de parte a quien perjudiquen, siempre que la nulidad se hubiese instado en el trámite procesal inmediatamente posterior al momento en que la parte hubiera tenido conocimiento de la infracción de las normas de reparto y dicha infracción no se hubiese corregido conforme a lo previsto en el apartado anterior.

Por tanto, ante la petición efectuada por una parte el Tribunal puede actuar de dos maneras distintas:

a) Aceptar la petición, en cuyo caso el tribunal deberá abstenerse del asunto y remitir el asunto nuevamente a reparto (no cabe otra posibilidad a la vista del contenido del apartado 2º del art. 68 LEC). La estimación de la petición comportará la nulidad de lo actuado si así lo solicita la parte a quien perjudique (aunque la norma guarda silencio acerca de que perjuicio concreto debe irrogarse a la parte que lo alega).

Frente a esa decisión la otra parte no podrá deducir recurso de apelación autónomo (ello por aplicación analógica de las normas en materia de declinatoria) ya que la abstención no lo es sin remisión de los autos a otro tribunal sino al Decanato. No obstante, esa parte sí podrá en su momento plantear la cuestión con motivo del recurso de apelación que pueda formular de manera eventual, en tanto que, como se ha dicho, la infracción de las normas de reparto constituye motivo de nulidad, encuadrable en el apartado 5º art. 225 LEC.

b) Si el Tribunal desestima la petición, la parte deberá instar la nulidad de lo actuado, de manera inmediatamente posterior al momento en que tuvo conocimiento de ello y a los efectos de reproducir su petición en sede de los recursos ordinarios o extraordinarios que en su caso pudieran llegar a interponerse. La petición de nulidad se producirá, conforme a las normas de la LOPJ, mediante los recursos previstos en la Ley y los demás medios que establecen las leyes procesales (art. 240.1 LOPJ).

[Véase: MONJE BALMASEDA, O. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil», 2ª ed., ThomsonReuters Aranzadi; ASENCIO MELLADO J.M. Proceso Civil Práctico, Thomson Reuters Aranzadi;LORCA NAVERRETE, A. Mª. Litigación Civil, Instituto Vasco de Derecho Procesal.]










363 ¿Qué consecuencias cabe anudar a la inobservancia del plazo previsto en el art. 69 para proceder al reparto de asuntos?



 
Consecuencias de no cumplir el plazo del artículo 69 para el reparto de asuntos






El precepto habla de un plazo máximo de dos días pero guarda silencio acerca de la naturaleza de dicho plazo y las consecuencias que cabe anudar para el caso de que no se proceda al reparto de asuntos en el plazo señalado.

Parece que el legislador no ha querido vincular a la infracción de dicho deber sanción o consecuencia alguna. No obstante ello, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el art. 167.2 LOPJ, que atribuye al juez decano la competencia para conocer y corregir las cuestiones e irregularidades que puedan llegar a producirse en materia de reparto de asuntos (y por tanto, también en casos de no reparto), adoptando, dice el precepto, las medidas que sean necesarias y promoviendo, en su caso, la exigencia de las responsabilidades que procedan.

Por otro lado, tal y como prevé el art. 70 LEC, tanto los decanos como los presidentes de Audiencias Provinciales, en los casos de asuntos no repartidos, podrán adoptar medidas urgentes que sean necesarias cuando, de no hacerse el reparto pueda quebrantarse algún derecho o producirse algún quebranto grave e irreparable.

[Véase: MONJE BALMASEDA, O. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil», 2ª ed., ThomsonReuters Aranzadi; ASENCIO MELLADO J.M. Proceso Civil Práctico, Thomson Reuters Aranzadi;LORCA NAVERRETE, A. Mª. Litigación Civil, Instituto Vasco de Derecho Procesal.]











Título III De la acumulación de acciones y procesos



Capítulo I De la acumulación de acciones



Artículo 71 Efecto principal de la acumulación. Acumulación objetiva de acciones. Acumulación eventual






364 ¿Es obligatorio acumular todas las acciones para evitar la preclusión de hechos y fundamentos jurídicos?



 
Obligación de acumular acciones






El art. 222 LEC (cosa juzgada material) se integra con la previsión de preclusión de alegaciones prevista en el art. 400 LEC. De tal precepto se desprende que no pueden ejercitarse posteriores acciones basadas en distintos hechos, fundamentos o títulos jurídicos cuando lo que se pide es lo mismo que se solicitó anteriormente y cuando tales fundamentos, fácticos y jurídicos, pudieron ser esgrimidos en la primera demanda. Teniendo en cuenta que esta regla no requiere la identidad estricta entre pedimentos, sino que basta su homogeneidad. Siendo que la variación del título o causa de pedir no debe impedir que opere el efecto de la preclusión de alegaciones.


Jurisprudencia: STS 423/2021 de 22 de junio, rec. 4387/2018.












365 ¿Puede reclamarse en un proceso monitorio diversas deudas contra un mismo deudor?



 
Reclamación en monitorio de diversas deudas contra un mismo deudor






No se aprecia que exista dificultad alguna para que, a través de este proceso, se realice una reclamación conjunta de varias deudas que un acreedor tenga frente a su deudor aunque las mismas tengan su origen en diversos contratos suscritos entre las partes, siempre y cuando no sean incompatibles entre sí y cumplan los requisitos establecidos en el art. 812 LEC, precepto este y los siguientes que no recogen exclusión alguna de la acumulación objetiva de acciones en el procedimiento monitorio.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 13ª, 162/2021 de 16 de junio, rec. 30/2021.











366 ¿Se puede acumular una acción de desahucio por precario con una acción de resolución del contrato de arrendamiento?



 
Acumulación de acciones de desahucio por precario y de resolución del contrato de arrendamiento






No, porque se estarían ejercitando dos acciones que serían incompatibles, pues el precario supone necesariamente el mantenimiento la posesión de un bien sin título o causa que lo justifique, mientras que la resolución de un contrato de arrendamiento supone precisamente la existencia de un vínculo jurídico entre las partes que facultaría, en principio, a la parte para poder mantenerse en el contrato. Para poder dar lugar a la resolución del contrato de arrendamiento deberían alegarse y probarse las causas correspondientes, bien sea la expiración del término bien sea la falta de cumplimiento por parte del demandado de alguna de las obligaciones propias del contrato arrendamiento. En sentido contrario la SAP Barcelona 600/2018, que considera que ambas acciones se sustancian (o pueden sustanciarse) a través del juicio ordinario, no son incompatibles, sino complementarias, y la ley no prohíbe su acumulación.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 18ª, 80/2018 de 19 de febrero, rec. 858/2017 y SAP Barcelona, Sección 4ª, 600/2018 de 17 de septiembre, rec. 1214/2017.











367 ¿Son acumulables las acciones de nulidad contractual y de indemnización por incumplimiento del contrato?



 
Acumulación de acciones de nulidad contractual y de indemnización por incumplimiento del contrato






No, porque tales acciones son mutuamente excluyentes y contrarias entre sí. Concretamente, la acción de daños y perjuicios, al amparo del art. 1124 CC supone la validez y eficacia del contrato, en tanto que la acción de nulidad del mismo contrato supone afirmar exactamente lo contrario, siendo las consecuencias de ambas acciones distintas y excluyentes. Solo podrían acumularse si se ejercitaran las acciones una como principal y la otra como subsidiaria o, con otras palabras, solo para el caso de que fuera desestimada aquella.


Jurisprudencia: STS 720/2013 de 26 de noviembre, rec. 1502/2011.











368 Si han fallecido ambos progenitores, ¿se puede ejercitar de forma acumulada las dos acciones de partición respecto de sus patrimonios que, en vida, eran de naturaleza ganancial?



 
Acumulación de acciones de partición patrimonial de bienes gananciales






Sí, se puede acumular en un solo proceso declarativo la división —partición y adjudicación— de varios patrimonios hereditarios puesto que no aparece incompatibilidad alguna en la división de patrimonios hereditarios de personas ligadas entre sí y con las partes litigantes por vínculos conyugales o de filiación. Todo lo contrario: la acumulación es conforme a derecho, beneficiosa para las partes y conforme con el principio de tutela judicial y del derecho al proceso sin dilaciones indebidas que proclama el artículo 24 de la Constitución Española.


Jurisprudencia: STS 11/2012 de 19 de enero, rec. 141/2009.











369 ¿Se puede acumular la acción de reclamación de filiación y la de alimentos?



 
Acumulación de acción de reclamación de filiación y de alimentos






Sí; así se desprende de la propia naturaleza de la deuda alimenticia que va inherente a la relación de filiación que se ejercita, y de tan perentoria satisfacción en ocasiones que la ley prevé cauces provisionales (art. 768.2 LEC), pero que no impiden la vía declarativa bien para reclamarlos como derecho autónomo o como parte del contenido de declaración de mayor entidad, como la patria potestad, la paternidad, el matrimonio, y aún prevé la satisfacción inmediata sin acudir al cauce del art. 768.2 LEC, como pone de manifiesto, entre otros, el art. 158 CC.


Jurisprudencia: STS 574/2016 de 30 de septiembre, rec. 2389/2014.











370 ¿Son compatibles las acciones derivadas de la Ley de ordenación de la edificación y las contractuales?



 
Compatibilidad de acciones derivadas de la Ley de ordenación de la edificación y de las contractuales






Sí; la responsabilidad de quienes intervienen en el proceso constructivo es compatible con el ejercicio de acciones contractuales cuando, entre demandante y demandado, media contrato. Así, el art. 17.7 LOE admite de forma expresa la coexistencia de la responsabilidad derivada del contrato o contratos que vinculan a las partes y la que impone la propia Ley especial, por lo que pueden ejercitarse acumuladamente ambas acciones.


Jurisprudencia: STS 403/2016 de 15 de junio, rec. 938/2014.











371 ¿Se puede ejercitar una acción de responsabilidad contractual junto con otra acción de responsabilidad extracontractual por unos mismos hechos?



 
Ejercicio de acciones de responsabilidad contractual y extracontractual por unos mismos hechos






Se acepta la yuxtaposición de acciones en la responsabilidad contractual y extracontractual, que responden a los mismos principios y la misma realidad aunque tienen diversa regulación positiva, en base a la denominada «unidad de la culpa», con arreglo a la cual cuando un hecho dañoso es violación de una obligación contractual y, al mismo tiempo, del deber general de no dañar a otro, pudiendo ejercitarse las acciones alternativa o subsidiariamente u optando por una u otra e incluso proporcionando los hechos al Juzgador para que este aplique las normas de concurso de ambas responsabilidades que más se acomoden a ellos, todo en favor de la víctima y para el logro de un resarcimiento del daño lo más completo posible.


Jurisprudencia: SAP Pontevedra, Sección 6ª, 150/2021 de 23 de abril, rec. 638/2020.











372 ¿Cuál es la cuantía del proceso en el que se ejercitan varias acciones acumuladas?



 
Cuantía del proceso donde se ejercitan varias acciones acumuladas






Cuando en el proceso exista pluralidad de objetos o de partes, la cuantía vendrá determinada por la suma del valor de todas las acciones acumuladas en aquellos casos en los cuales exista identidad de título o de causa de pedir.


Jurisprudencia: STS 385/2017 de 19 de junio, rec. 492/2014.












Artículo 72 Acumulación subjetiva de acciones






373 ¿Se puede admitir una demanda de juicio verbal de desahucio en ejercicio de acción de desahucio por precario contra los ignorados ocupantes de tres viviendas diferentes, o se debe presentar tantas demandas como viviendas ocupadas haya?



 
Demanda de julio verbal de desahucio contra ocupantes de tres viviendas diferentes






Sí se puede admitir una única demanda, puesto que concurren los requisitos exigidos en el art. 72 LEC para que sea procedente la acumulación subjetiva de acciones, porque las acciones ejercitadas se basan en unos mismos hechos consistentes en la ocupación de una vivienda sin título que justifique dicha ocupación, aunque se trate de tres viviendas distintas siempre que sean propiedad del mismo demandante.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 4ª, 592/2018 de 14 de septiembre, rec. 1255/2017.












374 ¿Pueden demandar a un banco diversos clientes por incumplimiento de su obligación de información cumplida en la contratación de productos financieros, pese a que dichos clientes no hayan contratado los mismos productos?



 
Demanda de varios clientes a un banco por incumplimiento de su obligación de información






Sí, puesto que lo determinante no es si existen o no diferentes relaciones jurídicas con algunos aspectos diferenciales, sino si existe una conexión entre las cuestiones controvertidas objeto de las acciones acumuladas en su aspecto fáctico con relevancia respecto de las pretensiones ejercitadas, que justifique el conocimiento conjunto de las acciones ejercitadas y evite de este modo la existencia de sentencias injustificadamente discordantes. Siempre que, naturalmente, se reúnan los requisitos establecidos por el art. 73 LEC.


Jurisprudencia: STS 564/2015 de 21 de octubre, rec. 2671/2012.











375 Cuando el art. 72 LEC dice que las acciones deben fundarse en los mismos hechos para admitir la acumulación subjetiva, ¿está exigiendo coincidencia de hechos?



 
Coincidencia de hechos para acumulación subjetiva de acciones






No, la identidad de hechos a la que alude el art. 72 LEC ha de entenderse, no como coincidencia de hechos, lo que haría inviable de facto la acumulación, sino como comunidad de hechos, es decir, es preciso un sustrato fáctico común a todas las acciones que justifique la acumulación, pero no la plena coincidencia. Cabe entender que el requisito legal es la existencia de un «nexo» entre las acciones y no la existencia de identidad fáctica; cuando esa identidad no se da habrá que valorar si, pese a ello, existe o no dicho nexo por razón del título o de la causa de pedir, concepto este dotado de una amplitud muy superior a la de la mera concurrencia de identidad fáctica.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 15ª, 22/2017 de 8 de febrero, rec. 366/2015.











376 ¿Puede la entidad gestora de un puerto reclamar en una misma demanda a diversos usuarios por el impago de cuotas de amarre pese a que no exista solidaridad entre los demandados?



 
Reclamación en una misma demanda por impago de cuotas de amarre de varios usuarios






Sí, porque las cantidades reclamadas frente a los demandados se fundamentan en el impago de las cuotas a las que están obligados como titulares del uso y disfrute de unos amarres en el puerto gestionado por la actora, por lo que la causa de pedir de la reclamación de la demandante frente a los demandados sería conexa al fundamentarse en los mismos hechos, esto es, el impago de las cuotas de participación para el sostenimiento de los gastos generales. Que los demandados no sean deudores solidarios no es óbice para que puedan ser acumuladas las diversas acciones frente a todos ellos, pues la Ley no se basa para permitir la acumulación en la relación solidaria o mancomunada de los deudores, sino en que en la causa de pedir exista conexión por el título o por los mismos hechos.


Jurisprudencia: AAP Girona, Sección 1ª, 190/2018 de 2 de octubre, rec. 80/2018.











377 ¿Se puede conocer en un mismo litigio las acciones acumuladas ejercitadas por las personas afectadas por un medicamento, aunque cada una de ellas haya adquirido o se le haya suministrado el medicamento en ocasiones diferentes y las circunstancias de salud de los demandantes y los efectos que en ellos hayan podido tener esos productos sean dispares?



 
Acumulación de acciones en litigio de personas afectadas por un medicamento






Sí, porque aun cuando puedan registrarse diferencias en los hechos que conciernen a los distintos reclamantes cuyas pretensiones aparecen acumuladas, esta diferencia se refiere a aspectos accesorios (intensidad y circunstancias de los daños sufridos) y no altera la uniformidad en los hechos en los que se fundamentan las distintas pretensiones.


Jurisprudencia: STS 350/2012 de 28 de mayo, rec. 1116/2009.











378 ¿Cabe la acumulación subjetiva en declarativo posterior al monitorio?



 
Acumulación subjetiva en declarativo posterior al monitorio






No, puesto que el uso del procedimiento monitorio tiene una vinculación relativa con el declarativo posterior que consiste en que ni las partes intervinientes pueden ser distintas, ni se puede reclamar una deuda diferente ni se puede ampliar la suma reclamada, esto es, la pretensión y la causa de pedir quedan centradas con la solicitud del monitorio.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 13ª, 468/2017 de 1 de septiembre, rec. 381/2016.











379 ¿Un deudor solidario puede ejercitar la acción de repetición contra otro deudor solidario y la esposa de este en relación con aquellos bienes que obtuvo como consecuencia de la liquidación de la sociedad de gananciales?



 
Acción de repetición contra deudor y su esposa por los bienes consecuencia de la liquidación de la sociedad de gananciales






Sí, en aplicación del art. 1317 CC que dispone que la modificación del régimen económico matrimonial no perjudicará los derechos adquiridos por terceros, existiendo una evidente conexión entre los hechos que motivan la acción de repetición contra el deudor solidario demandado y los que sustentan la pretensión de responsabilidad de su esposa con cargo a los bienes adjudicados en la liquidación de la sociedad de gananciales, puesto que en definitiva la acción entablada contra esta última tiene por objeto hacer efectiva la eventual responsabilidad sobre los bienes que fueron gananciales, pese a la liquidación de la sociedad de gananciales efectuada.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 12ª, 455/2015 de 16 de diciembre, rec. 152/2015.











380 ¿Debe conocer el Juzgado Mercantil de una demanda en la que, por defectos constructivos, se reclama solidariamente a diversas personas, físicas y jurídicas, porque una de ellas se halla en situación concursal?



 
Conocimiento del Juzgado Mercantil de una demanda por defectos constructivos en la que uno de los demandados se encuentra en situación concursal 






No, porque se trata de una acumulación subjetiva puramente voluntaria en base a la solidaridad, no existe ningún argumento válido para sostener la competencia del juez del concurso respecto de las acciones dirigidas contra sujetos distintos del concursado, por carecer el juez del concurso de competencia objetiva para ello y faltar, por tanto, uno de los presupuestos necesarios para la acumulación de acciones (art. 73,1,1º LEC), dándose lugar a que si el demandante pretende un litisconsorcio pasivo voluntario ante el Juez del concurso por medio de la acumulación subjetiva de acciones (ex art. 72 LEC) deba ser requerido para que desacumule las acciones frente a terceros distintos de la concursada (ex art. 73.4 LEC).


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 28ª, 89/2012 de 25 de mayo, rec. 224/2012.











381 Para determinar la cuantía del proceso en el que se ejercitan varias acciones subjetivamente acumuladas ¿hay que considerar solo el título del que provienen?



 
Cuantía del proceso en el que se ejercitan varias acciones subjetivamente acumuladas






No; pese a que el art. 252.2º LEC dice que si las acciones acumuladas provienen del mismo título la cuantía vendrá determinada por la suma del valor de todas las acciones acumuladas. El concepto de título no debe ser interpretado en sentido estricto, sino que debe entenderse que se incluye también la causa de pedir, pues el art. 252.2º LEC, aplicando criterios sistemáticos, debe ser interpretado en relación con lo dispuesto en el art. 72 LEC, en el cual se establece que podrán acumularse, ejercitándose simultáneamente, las acciones que uno tenga contra varios sujetos o varios contra uno, siempre que entre esas acciones exista un nexo por razón del título o causa de pedir.


Jurisprudencia: STS 639/2015 de 3 de diciembre, rec. 558/2014.












Artículo 73 Admisibilidad por motivos procesales de la acumulación de acciones






382 Habiendo sido la pretensión en el primer proceso la declaración de responsabilidad del administrador ¿debe apreciarse cosa juzgada si en el segundo proceso se reclama en base al enriquecimiento injusto?



 
Acumulación de accciones de enriquecimiento injusto y de responsabilidad de administradores sociales






No, porque al ejercitar la acción social de responsabilidad ante los juzgados de lo mercantil, que tienen atribuida la competencia objetiva para conocer de estos asuntos por el art. 86 ter.4.2º LOPJ, no se puede acumular la acción de enriquecimiento injusto, porque la competencia para conocer de esta acción corresponde al juzgado de primera instancia. Por aplicación del art. 73.1.1º LEC, debía ejercitarse la acción de enriquecimiento injusto en una demanda distinta y ante un juzgado de primera instancia, sin que pueda apreciarse el efecto de cosa juzgada de la sentencia firme recaída en el primer pleito, respecto de la acción ejercitada en el segundo pleito, pues no existe propiamente preclusión de alegaciones.


Jurisprudencia: STS 423/2021 de 22 de junio, rec. 4387/2018.












383 ¿Es acumulable a la acción de desahucio de vivienda ocupada en precario la acción de reclamación de los daños y perjuicios por los gastos ocasionados por la ocupación?



 
Acumulación de acción de desahucio por precario y de reclamación de daños por la ocupación






Solo si la reclamación no supera los 6.000 euros. La demanda se decide en juicio verbal (art. 250.1.2 LEC) y por tanto debe quedar sujeta a sus normas específicas. El art. 437.4 LEC no permite la acumulación objetiva de acciones, salvo que se dé alguna de las excepciones que se enumeran; entre estas se halla la acumulación de la acción de resarcimiento de daños y perjuicios a otra acción que sea prejudicial de ella, siempre que su cuantía no exceda del límite fijado para el juicio verbal (6.000 euros según el art. 250.2 LEC), pues de rebasar tal límite solo es posible la acumulación cuando la ley expresamente lo prevé, como ocurre con la acción de reclamación de rentas o cantidades análogas vencidas y no pagadas (art. 437.4.3 LEC) pero no cuando se reclaman daños y perjuicios derivados de una ocupación inconsentida.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 11ª, 16/2018 de 26 de enero, rec. 357/2017.











384 ¿Puede reclamar un progenitor al otro, en un proceso de extinción de pareja de hecho, una pensión por enriquecimiento injusto?



 
Reclamación de pensión por enriquecimiento injusto en proceso de extinción de pareja de hecho






No, en el ámbito de aplicación del Código Civil, al no existir expresa previsión legal. La acción de petición de una pensión entre los miembros de una pareja no casada no está comprendida en los «procesos matrimoniales» que regula el Libro IV LEC y que, por decisión expresa del legislador, en relación con las parejas no casadas, solo contempla las cuestiones que afecten a los hijos menores (arts. 748.4, 769.3 y 770.6 LEC). El ejercicio por parte del demandante de la pretensión de pago de una pensión con el fundamento que fuera, en consecuencia, está avocada a un procedimiento ordinario (en función de la cuantía reclamada, conforme al art. 251.7 LEC) y, por lo dicho, no puede acumularse al proceso especial de menores.


Jurisprudencia: ATS de 16 de junio de 2020, rec. 332/2019.











385 ¿Puede reclamarse en un juicio de desahucio por falta de pago la penalización pactada para el caso de impago?



 
Reclamación de la penalización pactada en caso de impago en juicio de desahucio






No, porque el artículo 437.3.3 LEC permite la acumulación al juicio de desahucio de la acción en reclamación de rentas o cantidades análogas vencidas y no pagadas, por lo que las reclamaciones fundadas en otros conceptos, o en sanciones pactadas o en la aplicación de cláusulas penales quedan excluidas de su ámbito, sin perjuicio de que pueda la parte arrendadora reclamarlas en el procedimiento correspondiente.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 13ª, 333/2021 de 17 de mayo, rec. 796/2020.











386 ¿Es posible la acumulación de la acción de división judicial de la herencia y la acción de liquidación del régimen económico matrimonial?



 
Acumulación de acciones de división judicial de la herencia y de liquidación del régimen económico matrimonial






Pese a que una y otra acción deben ventilarse en juicios diferentes, respectivamente previstos en los arts. 782 y ss. LEC y 806 y ss. LEC, la jurisprudencia mayoritaria viene admitiendo su tramitación conjunta dado que tanto el procedimiento de división como el de liquidación son procesos universales y de la misma naturaleza, sin que la ley prohíba la acumulación en forma expresa y ser necesaria la previa liquidación, por lo que nada puede oponerse a efectuarla en el procedimiento de división. En sentido contrario la SAP Valencia 260/2015, que alude al inconveniente de pretender obtener dos resoluciones definitivas (liquidación y división) en un mismo procedimiento.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 14ª, 180/2017 de 24 de julio, rec. 243/2017 y SAP Valencia, Sección 11ª, 260/2015 de 28 de octubre, rec. 143/2015.











387 ¿Puede la Audiencia Provincial, con ocasión de una apelación, apreciar de oficio una acumulación indebida de acciones?



 
Apreciación de oficio por la Audiencia Provincial de acumulación indebida de acciones






No, porque el artículo 73.3 LEC solo prevé la apreciación de oficio de la indebida acumulación de acciones antes de la «admisión a trámite de la demanda», no después. Por ello, si ninguna de las partes ha planteado la acumulación indebida de acciones, no cabe que la Audiencia Provincial, con ocasión de una apelación, la aprecie de oficio.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 4ª, 667/2018 de 11 de octubre, rec. 1352/2017.











388 ¿La acumulación subjetiva u objetiva de acciones en la demanda, realizada de forma incorrecta, implica siempre la inadmisión de la demanda?



 
Acumulación de acciones realizada de manera incorrecta






No, puesto que la acumulación incorrecta de acciones no impide entrar en el examen de la acción principal, debiendo rechazarse exclusivamente el pronunciamiento sobre las demás acciones acumuladas indebidamente, sin que ello permita la no acogida global de la demanda, por cuanto el principio de congruencia del art. 218 LEC impone decidir sobre las pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, que se enmarquen dentro del ámbito de su naturaleza, y que cumplan todos los requisitos legales.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 13ª, 160/2021 de 28 de abril, rec. 10/2021.











389 ¿La acción relativa a la liquidación de la sociedad de gananciales puede acumularse a la acción de divorcio?



 
Acumulación de acciones de divorcio y de liquidación de sociedad de gananciales






No, porque las acciones sobre divorcio y las relativas a la liquidación de los regímenes económicos de comunidad de bienes, como es la sociedad de gananciales, han de discurrir, según el sistema instaurado por la LEC, a través de cauces absolutamente diferenciados, cuales los que regulan los artículos 770 y 806 y siguientes, respectivamente, de la citada normativa procesal, sin posibilidad, por ello, de ser acumuladas para su resolución en una sola sentencia.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 24ª, 586/2021 de 14 de junio, rec. 367/2021.











390 ¿Se puede apreciar de oficio, después de admitida la demanda, la indebida acumulación de acciones?



 
Apreciación de oficio de la indebida acumulación de acciones






Sólo cuando la indebida acumulación de acciones proviene de una falta de competencia objetiva o una inadecuación de procedimiento. En el resto de supuestos solo cabe la apreciación de oficio de la indebida acumulación de acciones antes de la admisión a trámite de la demanda, no después, siendo que la admisión a trámite de la demanda no es competencia del Juez sino del Letrado de la Administración de Justicia. Pasado este trámite sin detectar el defecto, es a la parte demandada a la que compete oponerse motivadamente a tal acumulación.


Jurisprudencia: SAP Vizcaya, Sección 4ª, 698/2021 de 6 de mayo, rec. 1696/2020.












Capítulo II De la acumulación de procesos



Artículo 74 Finalidad de la acumulación de procesos






391 El análisis de la concurrencia de los presupuestos para el ejercicio de acciones de rescisión y reintegración a la masa en un supuesto de acumulación concursos ¿debe hacerse de forma conjunta o individualizada para cada concurso?



 
Análisis de la concurrencia de los presupuestos de acción rescisoria en supuesto de acumulación de concursos






La acumulación de procesos, no altera la individualidad propia de las pretensiones que configuran el objeto de cada uno de los procesos que sean acumulados, por lo que el análisis de la concurrencia de los presupuestos de toda acción rescisoria que se deduzca habrá que realizarse con relación al respectivo concurso de acreedores que corresponda, pues no pierden individualidad propia por la acumulación.


Jurisprudencia: STS 615/2014 de 12 de noviembre, rec. 117/2013.












392 Acumulada la demanda de reclamación de cantidad por impago interpuesta por la constructora, a la de reclamación por defectos constructivos efectuada por la propiedad de la obra ¿se puede justificar el incumplimiento de la obligación de pago del precio en el contrato de obra en los defectos de esta?



 
Justificación del incumpimiento de pago por defectos constructivos en contrato de obra






No. La acumulación de los dos procesos conexos produce no solo la reunión física de ambos en uno solo, sino la consiguiente unificación del cauce procedimental y la resolución en una misma sentencia en la que se da respuesta a cada una de las acciones ejercitadas en las demandas. Ahora bien, el hecho de que se produzca esta reunión no permite que se confundan los hechos y las acciones de cada una para dar una respuesta equivocada e incongruente. Una cosa es la excepción de contrato no cumplido que deriva del contrato y otra distinta la responsabilidad decenal que no tiene su fundamento directo en un incumplimiento del contrato, sino que resulta de la ley. Justificar el incumplimiento de la obligación de pago del precio en el contrato de obra en los defectos de esta, sería tanto como permitir el impago en todo caso que la obra no haya resultado perfecta. Lo que debe la parte demandada es pagar el precio, si se adeuda, y descontar de este el valor de las reparaciones hechas y por hacer que se han acreditado.


Jurisprudencia: STS 274/2012 de 7 de mayo, rec. 865/2009.











393 ¿Cómo afecta a las partes de cada proceso su acumulación en uno solo?



 
Acumulación de procesos en uno solo y repercusión para las partes






La acumulación de procesos no altera el elemento subjetivo de cada una de las demandas en tramitación, de tal forma que las partes son aquellas que figuran en cada uno de los procesos en que hubieran intervenido, lo que impide, de un lado, que un proceso con varias partes se convierta en otro de una sola, como resultado de la acumulación, y exige, de otro, tantos pronunciamientos como pretensiones acumuladas haya, pues en definitiva de lo que se trata es que todas ellas se tramiten en un solo procedimiento y sean examinados y resueltas por un único órgano jurisdiccional mediante una única sentencia que evite sentencias contradictorias y atienda al principio siempre loable de tiempo y de economía procesal, contribuyendo, en suma, a una mejor administración de justicia.


Jurisprudencia: STS 207/2010 de 26 de marzo, rec. 824/2006.











394 ¿Se puede recurrir en apelación un pronunciamiento que se instó inicialmente por los trámites de juicio verbal de cuantía no superior a los 3.000 euros, el cual se acumuló después a un procedimiento ordinario?



 
Recurso de apelación en procedimiento verbal que se acumuló después con un procedimiento ordinario






No, porque la acumulación de procesos no produce otro efecto que su tramitación conjunta y la decisión en una única sentencia (art. 74 LEC), pero no hace perder a cada relación procesal su individualidad, por lo que las cargas, expectativas, derechos y deberes propios o específicos se mantienen incólumes.

Por eso, la disposición del art. 455.1 LEC es aplicable también a aquellos juicios verbales, determinados por la cuantía, en la que esta no es superior a 3.000 euros, aunque se acumulen a un procedimiento ordinario, al menos cuando la apelación se ciñe únicamente al que fue objeto del juicio verbal acumulado al ordinario. En sentido contrario la SAP A Coruña 135/2020, que considera que al tramitarse por el cauce del procedimiento ordinario por razón de la cuantía pueden recurrirse en apelación las pretensiones acumuladas, aunque no superen individualmente los 3.000 euros.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 12ª, 425/2017 de 30 de noviembre, rec. 390/2017 y SAP A Coruña, Sección 3ª, 135/2020 de 27 de mayo, rec. 5/2020.











395 La acumulación de dos procesos verbales de una cuantía de 5.000 euros cada uno ¿convierte al proceso en ordinario al exceder su cuantía de los 6.000 euros?



 
Acumulación de dos procesos verbales de 5.000 euros cada uno






No, la acumulación de procesos no altera ni la cuantía ni las pretensiones deducidas en las demandas acumuladas, sino que sólo provoca que se resuelvan en la misma sentencia. Por ello, y pese a que el art. 249.2 LEC establece que se decidirán en el juicio ordinario las demandas cuya cuantía exceda de 6.000 euros, dado que no estaríamos ante una demanda de cuantía superior a los 6.000 euros sino ante dos demandas que, siendo de cuantía inferior a los 6.000 euros, se han acumulado en un único proceso, este no se convertiría en ordinario (art. 252.5 LEC).


Jurisprudencia: SAP A Coruña, Sección 3ª, 309/2021 de 14 de septiembre, rec. 252/2021.












Artículo 75 Legitimación para solicitar la acumulación de procesos. Acumulación acordada de oficio






396 ¿Pueden solicitar los cónyuges la acumulación de los procesos contenciosos de divorcio que hayan instado por separado?



 
Acumulación de dos procesos contenciosos de divorcio que se han instado por separado






Sí, porque la acumulación podrá ser solicitada por quien sea parte en cualquiera de los procesos cuya acumulación se pretende, y los cónyuges son evidente parte en ambos procesos de divorcio. La casuística forense muestra que son frecuentes situaciones como la que se plantea por cuanto las dos partes están legitimadas para demandar, incluso dentro del mismo plazo, y ambas demandas han de ser admitidas a trámite, procediendo a la incoación de los respectivos procesos que posteriormente han de ser acumulados una vez que se haya dado la oportunidad a las respectivas partes demandadas de contestar las alegaciones de la otra. La razón no es otra que la de no causar indefensión, ni otorgar un trato ventajoso a ninguna de las partes.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 12ª, 163/2019 de 6 de mayo, rec. 109/2019.












397 ¿Puede ser acordada de oficio la acumulación de dos procesos en los que la sentencia que haya de recaer en uno pueda producir efectos prejudiciales en el otro?



 
Acumulación de oficio de dos procesos cuando la sentencia de uno puedo producir efectos prejudiciales en el otro






Siempre que concurran el resto de requisitos para acordar tal acumulación. En efecto, pese a que el art. 75 LEC delimita la iniciativa de acumulación de oficio a que se esté en alguno de los casos previstos en el art. 76 LEC (como lo es el del supuesto planteado), no se podrá acordar de oficio la acumulación si la acumulación es improcedente o los procesos no son acumulables porque uno de ellos ya no se halla en primera instancia.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 14ª, 333/2013 de 6 de junio, rec. 509/2012.











398 ¿El tribunal puede actuar de oficio y acordar la acumulación de procesos para evitar sentencias con pronunciamientos contradictorios, pese a que las pretensiones del segundo proceso se hubieran podido deducir en el primero en la demanda o, en su caso, con la ampliación de esta o con la reconvención?



 
Acumulación de procesos de oficio para evitar sentencias con pronunciamientos contradictorios






Sí, porque la reforma sufrida por el art. 75 LEC en 2009 (que incluyó la iniciativa de oficio en la acumulación) revela la intención del legislador de impulsar la acumulación de oficio en los casos que el art. 76 LEC, siendo que tal reforma sin duda evidencia la preocupación por conjurar el peligro de sentencias contradictorias que afectan gravemente al principio de seguridad jurídica y que debe prevalecer. Este tipo de acumulación solo será improcedente si se solicita a instancia de parte (art. 78 LEC).


Jurisprudencia: SAP Les Illes Balears, Sección 4ª, 64/2015 de 24 de febrero, rec. 366/2014.











399 Si dos personas han instado sendos procesos contra el hermano común para reclamarle una cantidad derivada de la aprobación del cuaderno particional de la herencia de su fallecido padre ¿pueden pedir la acumulación de procesos?



 
Acumulación de procesos en caso de reclamación de una cantidad derivada de la aprobación de un cuaderno particional de la herencia






Sí, porque tendrán legitimación dado que la solicitud será formulada por los demandantes en cada uno de los procesos; existe conexión entre los objetos de los procesos que se pretenden acumular, pues ambos traen causa de la aprobación del cuaderno particional de la herencia de su fallecido padre y, de seguirse los procesos por separado, podría haber sentencias con pronunciamientos o fundamentos contradictorios (art. 76.2 LEC); tratándose de procesos acumulables (art. 77 LEC); siempre que no concurra causa de exclusión de la acumulación (art. 78.2 LEC).


Jurisprudencia: SAP Gipuzkoa, Sección 2ª, 291/2018 de 14 de junio, rec. 2240/2018.












Artículo 76 Casos en los que procede la acumulación de procesos






400 Si ambas proceden del mismo incendio de un edificio ¿se puede acumular un proceso en el que un propietario perjudicado reclama a quien considera responsable del incendio, con un proceso en el que una entidad aseguradora ejercita acción de subrogación por las cantidades abonadas a sus asegurados por los daños que éstos sufrieron por el siniestro?



 
Acumulación de procesos en el que el perjudicado reclama a quien considera responsable de un incendio y la entidad aseguradora ejercita acción de subrogación por las cantidades abonadas a sus asegurados por los daños






No, porque no se aprecia la conexión suficiente entre los procedimientos, respecto de los que se pretende la acumulación, porque pese a derivar de un mismo siniestro, ambos procedimientos se promueven en virtud de diferente causa de pedir (acción ex art. 1101 CC vs acción de repetición ex art. 43 LCS), sin que se aprecie de lo expuesto la existencia de eventual vinculación de un procedimiento respecto de otro.


Jurisprudencia: ATS 4 de abril de 2018, rec. 6/2018.












401 ¿Se pueden acumular procesos en los que la Comunidad de Propietarios reclama el pago de una derrama a varios comuneros, al proceso en el que se insta la nulidad del acuerdo en el que se fija tal derrama?



 
Acumulación de procesos en la que la Comunidad de Propietarios reclama el pago de una derrama a varios comuneros






Sí, porque la validez del acuerdo comunitario es la base para la reclamación de la derrama establecida en el mismo contra los diversos comuneros afectados. Por lo tanto, la sentencia que haya de recaer en el proceso sobre validez del acuerdo comunitario en el que se fija el pago de una derrama puede producir efectos prejudiciales en los procesos en los que la Comunidad de Propietarios reclama el pago de dicha derrama a varios comuneros.


Jurisprudencia: STS 620/2010 de 20 de octubre, rec. 2218/2006.











402 ¿Cabe acumular el proceso en el que los propietarios de pisos piden a la promotora que instale el sistema de calefacción de las viviendas acordado, al proceso en el que la promotora demandada pide que se condene a la distribuidora de gas a dicha instalación?



 
Acumulación de procesos sobre la instalación del sistema de calefacción de unas viviendas






No, porque ni la sentencia de uno de los procedimientos producirá efectos prejudiciales en el otro (art. 76.1 LEC), ni las sentencias que se dicten contendrán pronunciamientos contradictorios, incompatibles o mutuamente excluyentes (art. 76.2 LEC). La promotora demandada lo es para que cumpla lo convenido con los propietarios de pisos respecto de la instalación del sistema de calefacción de las viviendas. La promotora demanda, a su vez, a la distribuidora de gas postulando sentencia en que se condene a esta última a sufragar el coste de implantación del sistema de calefacción. La distribuidora de gas no tiene relación con los propietarios de pisos, que por tanto no han de beneficiarse ni han de soportar las consecuencias del litigio con la promotora, cuyas consecuencias, en todo caso, quedarán en el ámbito de la relación establecida entre ellas, aunque cabe aceptar que la eventual sentencia favorable a la distribuidora de gas pueda determinar una mayor facilidad o comodidad para el cumplimiento de la prestación a que está obligada la promotora.


Jurisprudencia: STS 231/2009 de 3 de abril, rec. 1360/2004.











403 ¿Debe acumularse a procesos en los que se sustancie la oposición a resoluciones administrativas en materia de protección de un mismo menor, tramitados conforme al art. 780, el proceso de entrada urgente en domicilio para la ejecución forzosa de las medidas de protección de menores, del art. 778 ter 3 LEC?



 
Acumulación de procesos de protección de un mismo menor






No, porque el art. 76.2.3 LEC obliga a las partes a instar que, en un mismo procedimiento, se resuelvan todas las acciones e incidencias que afecten a un mismo menor, pero no establece un mecanismo de acumulación de oficio de expedientes judiciales, ni afecta a un proceso introducido por el legislador con posterioridad (el del art. 778 ter 3 LEC) y que tiene por objeto y por sujetos otros distintos. Aquí no estamos ante una incidencia administrativa que afecte a los mismos menores, ni ante un incidente procesal del pleito de oposición a la declaración de desamparo, sino ante un procedimiento especial y propio que pretende garantizar el derecho a la inviolabilidad del domicilio.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 18ª, 414/2018 de 20 de junio, rec. 327/2018.











404 Cuando el art. 76.2.2º LEC dice que procederá la acumulación cuando el objeto de los procesos a acumular fuera la impugnación de acuerdos sociales adoptados en una misma Junta ¿se refiere a las impugnaciones de diversos asociados respecto de un mismo acuerdo?



 
Acumulación de las diferentes acciones de impugnación de acuerdos sociales adoptados en una misma junta o asamblea






No, pueden ser diversos acuerdos, con independencia del contenido de cada uno de estos, pero adoptados en una misma Junta. En este sentido, y en consonancia con el art. 73.2 LEC, es obligada la acumulación de las diferentes acciones de impugnación de acuerdos sociales adoptados en una misma junta o asamblea, también con independencia del contenido de cada uno de estos.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 13ª, 281/2014 de 4 de junio, rec. 361/2013.












Artículo 77 Procesos acumulables






405 Si los progenitores residen en distintos partidos judiciales ¿ante quién deberían acumularse dos demandas de guarda y custodia y alimentos? ¿Ante el Juzgado que conoce del proceso más antiguo, o ante el del lugar de residencia del menor?



 
Acumulación de demandas de guarda y custodia y alimentos cuando los progenitores residen en distintos partidos judiciales






La competencia territorial se establece de forma inderogable en el art. 769.3 LEC que establece que en los procesos que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos menores o sobre alimentos reclamados a un progenitor contra otro en nombre de los hijos menores, será competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar del último domicilio común de los progenitores. En caso de residir los progenitores en distintos partidos judiciales, será tribunal competente, a elección del demandante, el domicilio del demandado o el de residencia del menor. Por lo tanto, si el Juzgado que conoce del proceso más antiguo no es el de la residencia del menor (que será también el del domicilio de uno de los demandados), será el Juzgado de residencia del menor ante quien se acumularán ambos procesos.


Jurisprudencia: ATS 15 de junio de 2016, rec. 377/2016.












406 Si se acumulan procesos en materia mercantil ante un Juzgado de Primera Instancia ¿procede la nulidad de actuaciones?



 
Acumulación de procesos en materia mercantil ante un Juzgado de Primera Instancia






No siempre. La sanción de nulidad, como consecuencia de la relatada acumulación de autos, resulta excesiva, si se lleva a cabo una interpretación de las normas a la luz de la Constitución Española (como manda el art. 5.1 LOPJ), en evitación de la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva.

Si el Juzgado de Primera Instancia ante el que se acumularon los procesos tenía, inicialmente, competencia objetiva para conocer de ellos cuando fue interpuesta la demanda que lo regía y, posteriormente, se crearon los Juzgados Mercantiles, la apuntada visión constitucional exige tener presente la función empírica a la que sirve la acumulación de procesos, que lo ha de ser al más antiguo, y, por ello, no procede la nulidad de actuaciones.


Jurisprudencia: STS 497/2012 de 3 de septiembre, rec. 250/2011.











407 ¿Se puede acumular un proceso en el que se reclama una indemnización contra una distribuidora, otro proceso en el que se ejercita acción de responsabilidad contra los administradores sociales de la referida distribuidora?



 
Acumulación de procesos en los que en uno de ellos se ejercita una acción de responsabilidad contra los administradores sociales






Solo si la acumulación se insta ante un Juzgado Mercantil, porque los Juzgados de Primera Instancia carecen de competencia objetiva para conocer de las acciones de responsabilidad contra los administradores sociales, al corresponder a los Juzgados Mercantiles (arts. 45 LEC y art. 83 ter LOPJ), por lo que no cabría la acumulación ante un Juzgado de Primera Instancia, aunque fuera el juzgado del proceso más antiguo (en el que se reclama una indemnización contra una distribuidora), puesto que carece de competencia objetiva por razón de la materia para conocer del proceso que se quiere acumular (en el que se ejercita acción de responsabilidad contra los administradores sociales).


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 14ª, 56/2016 de 7 de marzo, rec. 635/2015.











408 ¿Pueden acumularse dos procesos de juicio ordinario cuando en uno de ellos ya se ha celebrado el juicio pero todavía no se ha dictado sentencia?



 
Acumulación de dos procesos en los que en uno de ellos se ha celebrado el juicio pero no se ha dictado sentencia






No, porque la finalidad de la acumulación de procesos es, además de terminarlos en una sola sentencia, seguirlos en un solo procedimiento (art. 74 LEC), la cual cosa no puede hacerse si ya se ha celebrado el juicio en uno de ellos. Además, si ambos procesos son juicios ordinarios, resulta que el juicio celebrado es el del art. 433 LEC por lo que no es admisible la acumulación de procesos (art. 77.4 LEC).


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 4ª, 767/2017 de 17 de noviembre, rec. 163/2017.











409 ¿Se puede acumular a la demanda más antigua, en Mataró, otra demanda, en Barcelona, si ambas lo son por el mismo accidente de tráfico pero en la demanda más moderna se acciona también contra el Consorcio de Compensación de seguros?



 
Acumulación de dos procesos de tráfico en el que en uno de ellos se ejercita acción contra el Consorcio de Compensación de Seguros






No, porque la presencia del Consorcio como demandado en una de las demandas obliga a la aplicación del art. 15 de la Ley 52/97, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, que otorga competencia territorial al Juzgado de Barcelona, al ser capital de provincia. Dado que la competencia territorial del Juzgado que conoce del proceso más moderno tiene en la Ley carácter inderogable para las partes, no procede la acumulación.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 16ª, 354/2018 de 16 de noviembre, rec. 11/2018.











410 ¿Se puede acumular un juicio ordinario a un juicio verbal?



 
Acumulación de un juicio ordinario y de uno verbal






Sí, siempre que concurra alguno de los supuestos contemplados en el art. 76 LEC, que el juicio verbal sea el proceso más antiguo (art. 79 LEC) y que, tras la acumulación, se prosiga por los trámites del procedimiento ordinario para que no haya pérdida de derechos procesales (alegaciones iniciales por escrito de ambas partes, audiencia previa, juicio y eventuales diligencias finales).


Jurisprudencia: SAP Tarragona, Sección 1ª, 204/2020 de 20 de mayo, rec. 1114/2019.












Artículo 78 Improcedencia de la acumulación de procesos. Excepciones






411 ¿Puede una entidad demandada, en un proceso en el que se pide el cumplimiento de un precontrato, instar una demanda, en la que pide la nulidad de dicho contrato, y solicitar la acumulación de procesos?



 
Acumulación de procesos en los que se pide el cumplimiento de un precontrato y la nulidad de dicho contrato






No, salvo que justifique cumplidamente que no pudo instar la nulidad del precontrato mediante la reconvención. Esta negativa se basa en el principio de preclusión de hechos y fundamentos jurídicos (art. 400 LEC). Lo que pudo alegar la entidad demandada en aquel primer proceso (frente a la eficacia del precontrato, la declaración de nulidad) no puede pretender alegarlo en otro (el nuevo) y acumularlo a aquél. No se puede decir que tuviera una obligación o más bien un deber de formular reconvención, sino que tuvo la carga de alegar una nulidad que no hizo y pretende hacerlo por medio de un nuevo proceso y acumularlo al primero. La litispendencia, si el primer proceso está en curso, o la cosa juzgada, si ha finalizado, hará efectiva este principio de preclusión, y cubrirá los argumentos no utilizados pero que pudieron utilizarse.


Jurisprudencia: STS 60/2011 de 10 de febrero, rec. 538/2007.












412 Si la resolución judicial considera que no procede la acumulación porque cabe la litispendencia ¿puede recurrir la decisión denegatoria de la acumulación quien se opuso a ella?



 
Recurso contra la decisión denegatoria de la acumulación de procesos






No, porque el recurrente carece de legitimación para recurrir el pronunciamiento judicial por el que se deniega la petición de acumulación de procesos, dado que esta era precisamente la postura sostenida por el recurrente.


Jurisprudencia: STS 716/2012 de 5 de diciembre, rec. 340/2010.











413 ¿Se puede rechazar una solicitud de acumulación efectuada por quien es el actor en el proceso más moderno por el hecho de ser demandado en el proceso más antiguo y poder haber formulado su pretensión por la vía reconvencional?



 
Acumulación de procesos a instancia de parte cuando se ha formulado la pretensión por la vía reconvencional






No, porque la prohibición que se desprende de los apartados 2 y 3 del art. 78 LEC viene referida, expresa y exclusivamente, al demandante y al demandado-reconviniente. Es decir, al demandado que ha formulado, en tiempo y forma legal, la oportuna reconvención, por lo que es evidente que queda excluido el demandado no reconviniente.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 25ª, 87/2011 de 22 de febrero, rec. 178/2010.











414 Presentada una demanda contra la aseguradora por daños por filtración de aguas, y una segunda demanda contra la Comunidad de propietarios por falta de mantenimiento de la zona donde se produjo la filtración ¿es procedente su acumulación?



 
Acumulación de demandas por filtraciones de aguas en Comunidad de Propietarios






No, porque de acuerdo con el art. 72 LEC pueden acumularse, ejercitándose simultáneamente, las acciones que uno tenga contra varios sujetos o varios contra uno, siempre que entre esas acciones exista un nexo por razón del título o causa de pedir, por lo que la acción contractual, contra la aseguradora, y la extracontractual, contra la Comunidad, deberían haberse ejercitado en la primera demanda.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 18ª, 69/2016 de 1 de febrero, rec. 598/2015.











415 ¿Es posible la acumulación de procesos para evitar sentencias con pronunciamientos contradictorios, pese a que las pretensiones del segundo proceso se hubieran podido deducir en el primero en la demanda o, en su caso, con la ampliación de esta o con la reconvención?



 
Acumulación de procesos para evitar sentencias con pronunciamientos contradictorios






Sí, siempre que sea acordada de oficio por el tribunal al estar en uno de los casos previstos en el art. 76 LEC (art. 75 LEC). La reforma sufrida por el art. 78 LEC en 2009 (que restringió la improcedencia de la acumulación en estos supuestos sólo para el caso en que fuera instada por la parte) revela la intención del legislador de impulsar la acumulación de oficio en los casos que el art. 76 LEC, siendo que tal reforma sin duda evidencia la preocupación por conjurar el peligro de sentencias contradictorias que afectan gravemente al principio de seguridad jurídica y que debe prevalecer.


Jurisprudencia: SAP Les Illes Balears, Sección 4ª, 64/2015 de 24 de febrero, rec. 366/2014.











416 ¿Basta la alegación de la litispendencia para evitar la acumulación de procesos?



 
Alegación de litispendencia para evitar la acumulación de procesos






No; lo que impide la acumulación de procesos es el hecho de que exista litispendencia, y no el hecho de que meramente se alegue su existencia. Por lo tanto, para evitar la acumulación de procesos por litispendencia, deberá existir entre los procesos que se pretenda acumular la plena identidad que exige el art. 222.2 y 3 LEC en relación con el art. 421 LEC (objeto, sujeto y causa). Verificado que no existe tal identidad, se podrá acordar la acumulación de procesos si concurren los requisitos para ello.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 12ª, 33/2014 de 29 de enero, rec. 702/2012.












Artículo 79 Proceso en el que se ha de pedir o acordar de oficio la acumulación






417 ¿Qué efecto produce la presentación de la solicitud de acumulación de procesos efectuada ante el Juzgado de Primera Instancia que conoce del proceso más moderno?



 
Efectos de la solicitud de acumulación de procesos ante el Juzgado de Primera Instancia






Ninguno, puesto que el Juzgado de Primera Instancia ante el que se solicita la acumulación, al ser el que conoce del proceso más moderno, solo podrá inadmitir esta pretensión. Ello es así porque, en consideración al art. 79 LEC, la petición de acumulación ha de hacerse ante el Tribunal que conozca del proceso más antiguo con el efecto, en caso contrario, de la inadmisión de la petición mediante auto y sin ulterior recurso.


Jurisprudencia: ATS 3 de diciembre de 2013, rec. 183/2013.












418 ¿Se puede solicitar la acumulación al Tribunal con sede en la capital de provincia pese a no ser quien conoce del proceso más antiguo?



 
Solicitud de la acumulación de procesos al Tribunal que conoce del proceso más antiguo






No, la regulación procesal y la función empírica a la que sirve la acumulación de procesos —destacada en el artículo 76 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, con ocasión de regular los supuestos en que cabe—, exige que la solicitud de acumulación se ha de hacer siempre al Tribunal que conozca del proceso más antiguo, al ser el único al que pueden incorporarse los posteriores si se dan el resto de requisitos legales.


Jurisprudencia: STS 497/2012 de 3 de septiembre, rec. 250/2011.











419 ¿Se debe acumular al Juzgado de Primera Instancia que conoce de la demanda de reclamación de cantidad contra una empresa, la demanda posterior que ejercita la acción de responsabilidad de los administradores sociales?



 
Solicitud de acumulación de procesos en el que en uno de ellos se ejercita una acción de responsabildad de los administradores sociales






No, porque si bien es cierto que la acumulación de procesos se solicitará siempre al juzgado que conozca del proceso más antiguo, al que se acumularán los más modernos (art. 79.1 LEC), los Juzgados de Primera Instancia carecen de competencia objetiva para conocer de las acciones de responsabilidad contra los administradores sociales, al corresponder a los Juzgados Mercantiles (arts. 45 LEC y 83 ter LOPJ), por lo que no cabrá la acumulación dado que el juzgado del proceso más antiguo carece de competencia objetiva por razón de la materia para conocer del proceso que se quiere acumular (art. 77.2 LEC).


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 14ª, 56/2016 de 7 de marzo, rec. 635/2015.











420 Ante un proceso por demanda presentada en febrero de 2018, ¿puede ordenar de oficio el tribunal que conozca de dicha demanda la acumulación de otro proceso, seguido ante otro tribunal, incoado en marzo de 2018, pese a que la demanda se presentó en enero de 2018?



 
Legitimación del Tribunal que pretende ordenar la acumulación de procesos






No, porque corresponde ordenar de oficio la acumulación, según lo dispuesto en el art. 75 LEC, al tribunal que conozca del proceso más antiguo. Siendo que la antigüedad del proceso no la determina cuándo se incoó sino cuándo se presentó la demanda. Por lo tanto, el tribunal que pretende ordenar la acumulación carece de legitimación pues conoce del proceso más moderno (febrero de 2018) con respecto al segundo (enero de 2018).


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 13ª, 160/2018 de 5 de julio, rec. 1256/2016.











421 ¿Puede el juez inadmitir la solicitud de acumulación por haber sido realizada ante el que conoce del proceso más moderno?



 
Inadmisión de la solicitud de acumulación por haber sido realizada ante el Tribunal que conoce del proceso más moderno






La solicitud de acumulación se solicitará siempre al tribunal que conozca del proceso más antiguo, al que se acumularán los más modernos. Si la solicitud de acumulación se realiza al tribunal que conoce del proceso más moderno, se debe inadmitir la solicitud. No obstante y de acuerdo con el art. 79.1 LEC, esta decisión no le corresponde al juez, sino al Letrado de la Administración de Justicia del tribunal que conoce del proceso más moderno y ante quien se ha presentado la solicitud de acumulación. La inadmisión se realizará por decreto.


Jurisprudencia: SAP Valencia, Sección 6ª, 432/2021 de 15 de octubre, rec. 118/2021.












Artículo 80 Acumulación de procesos en el juicio verbal






422 Acordada la acumulación de un expediente de jurisdicción voluntaria a un juicio verbal ¿se puede anular de oficio al resolver un recurso en el que no se ha pedido tal nulidad?



 
Anulación de oficio de la acumulación de un expediente de jurisdicción voluntaria a un juicio verbal






No; pese a que un expediente de jurisdicción voluntaria no puede acumularse a un juicio verbal al no reunir los requisitos exigidos en los arts. 76 a 78 LEC, en ningún caso podrá el tribunal, con ocasión de un recurso, decretar de oficio una nulidad de las actuaciones que no haya sido solicitada en dicho recurso, salvo que apreciare falta de jurisdicción o de competencia objetiva o funcional o se hubiese producido violencia o intimidación que afectare a ese tribunal (art. 227.2 LEC).


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección  12ª, 209/2016 de 31 de marzo, rec. 929/2014.












423 La acumulación de dos procesos seguidos por los trámites del juicio verbal ¿implica que en la sentencia haya un solo pronunciamiento sobre las costas?



 
Costas en dos procesos acumulados seguidos por los trámites del juicio verbal






No, la acumulación de procesos supone que los procesos acumulados se sigan en un solo procedimiento y que sean terminados por una sola sentencia, pero permite un pronunciamiento separado respecto de las costas de cada proceso acumulado. Por ello, habrá que estar a los criterios previstos en los arts. 394 y 395 LEC para la imposición de costas en cada uno de los procesos acumulados.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 8ª, 343/2016 de 20 de junio, rec. 306/2016.











424 Dado que los procesos sobre modificación de medidas de divorcio se sustancian por los trámites del juicio verbal ¿cabe acumular dos procesos de modificación de medidas instados por los dos progenitores por separado?



 
Acumulación de dos procesos de modificación de medidas de divorcio instado por los dos progenitores por separado






Sí. Ahora bien, dado que el art. 752 LEC dice que los procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores se decidirán con arreglo a los hechos que hayan sido objeto de debate y resulten probados, con independencia del momento en que hubieren sido alegados o introducidos de otra manera en el procedimiento, la posibilidad o no de acumular dos procesos de modificación de medidas de divorcio carece de importancia sobre el fondo puesto que la sentencia deberá resolver sobre todos los hechos que concurran y se aleguen al tiempo de la vista, valorando toda la prueba obrante, y acordando las medidas que se consideren pertinentes.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 22ª, 1108/2015 de 22 de diciembre, rec. 1298/2015.











425 ¿Cabe la acumulación de dos juicios verbales que se siguen ante distintos tribunales?



 
Acumulación de dos juicios verbales que se siguen ante distintos tribunales






Sí, pese a que el art. 80 LEC solo especifica la tramitación a seguir ante a la acumulación de procesos que estén pendientes ante el mismo tribunal, el art. 86 LEC contempla la regulación de la acumulación de procesos que pendan ante distintos tribunales, sin diferenciar el tipo de proceso de que se trate. La práctica judicial diaria demuestra que la acumulación de juicios verbales que se siguen ante distintos tribunales no es excepcional ni está vedada.


Jurisprudencia: AAP León, Sección 2ª, 91/2016 de 12 de diciembre, rec. 426/2016.











426 ¿Pueden acumularse dos procesos de divorcio?



 
Acumulación de dos procesos de divorcio






Sí, pese a la innecesariedad de presentar dos demandas puesto que el art. 752 LEC dice que este tipo de procesos se decidirán con arreglo a los hechos que hayan sido objeto de debate y resulten probados, con independencia del momento en que hubieren sido alegados o introducidos de otra manera en el procedimiento. De existir dos demandas de divorcio, una presentada por cada miembro del matrimonio a disolver, estas deben acumularse a los efectos prevenidos en el art. 74 LEC y en evitación de sentencias con pronunciamientos contradictorios (art. 76 LEC).


Jurisprudencia: AAP Lleida, Sección 2ª, 162/2016 de 2 de noviembre, rec. 602/2016.












Artículo 81 Solicitud de la acumulación de procesos






427 El hecho que se sigan en un mismo tribunal los procesos cuya acumulación se pretende ¿permite realizar su acumulación de forma verbal en el acto del juicio?



 
Acumulación de procesos de forma verbal en el acto del juicio






No, puesto que dicha manifestación de voluntad debe ser motivada, documentada y por escrito (art. 81 LEC). Además, debe hacerse en el momento que se conoce la existencia de los dos procesos, sin reservarse el derecho para su ejercicio extemporáneo y abusivo (art. 11.2 LOPJ). El hecho que los procesos se sigan ante el mismo tribunal no permite dar por supuesto que el tribunal deba conocer el estado de todos los procesos. Precisamente en ese supuesto, la norma exige que se presente ese escrito. Si se partiera de esa deducción, el legislador no hubiera exigido esos requisitos para valorar esa posible acumulación de procesos.


Jurisprudencia: SAP Sevilla, Sección 5ª, 64/2018 de 2 de febrero, rec. 975/2017.












428 Dado que la solicitud de acumulación de procesos no suspenderá el curso de los que se pretenda acumular ¿pueden continuar, celebrar el juicio y dictar sentencia?



 
Celebración del juicio y sentencia independientemente de la solicitud de acumulación de procesos






La solicitud de acumulación de procesos no suspende el curso de los que se pretenda acumular, pero, expresamente, se deja a salvo lo que dice el art. 88 LEC. Es decir, los procesos continúan hasta que alguno de ellos quede pendiente solo de sentencia, en tal caso se suspenderá el plazo para dictarla.


Jurisprudencia: SAP Sevilla, Sección 8ª, 246/2020 de 29 de junio, rec. 6794/2019.











429 ¿Es suficiente con la solicitud de acumulación por escrito para que el Tribunal se abstenga de dictar sentencia hasta que decida sobre la procedencia de la acumulación?



 
Solicitud de la acumulación por escrito para que el Tribunal se abstenga de dictar sentencia






No, porque al escrito en el que se solicita la acumulación hay que señalar con claridad los procesos cuya acumulación se pide y el estado procesal en que se encuentran, exponiéndose asimismo las razones que justifican la acumulación. Si la solicitud no contiene los datos referidos, el tribunal la rechazará por medio de auto.


Jurisprudencia: AAP Zamora, Sección 1ª, 84/2020 de 24 de septiembre, rec. 6/2020.











430 ¿Cuál es la conducta que debe adoptar la parte para que se considere que ha realizado correctamente la solicitud de acumulación de procesos?



 
Solicitud correcta de la acumulación de procesos






Debe solicitar la acumulación de procesos por escrito, presentado en el proceso más antiguo (art. 79 LEC), señalando con claridad el proceso o procesos cuya acumulación se pide y el estado procesal en que se encuentran. Además debe exponer en dicho escrito las razones que, a su criterio, justifican la acumulación (arts. 74 a 78 LEC). En todo caso, el escrito deberá presentarse en el momento en el que el solicitante conozca la existencia de los procesos que pretende acumular, sin que pueda reservarse la facultad a un momento procesal posterior generando, con ello, un abuso de derecho que debe ser rechazado (art. 11.2 LOPJ).


Jurisprudencia: SAP Sevilla, Sección 5ª, 64/2018 de 2 de febrero, rec. 975/2017.












Artículo 82 Desestimación inicial de la solicitud de acumulación de procesos






431 Basándose solo en la proscripción de la indefensión que propugna el art. 24 CE ¿se puede recurrir en casación la desestimación de la solicitud de acumulación?



 
Recurso de casación para desestimar la solicitud de acumulación






No, si no se justifica la indefensión material, real y efectiva sufrida por la denegación de acumulación, no poniéndose la pretendida indefensión en relación con la infracción de específicos preceptos procesales sobre la acumulación de autos, contenidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, sin que el art. 24 CE pueda ser utilizado como cajón de sastre u obligue al examen casacional de cualesquiera cuestiones materiales o adjetivas, no bastando acudir a una referencia genérica a indefensión.


Jurisprudencia: STS 869/2007 de 18 de julio, rec. 2423/2000.












432 El tribunal ante el que se ha solicitado la acumulación de procesos y la ha admitido mediante auto ¿puede resolver oralmente en la vista el eventual recurso de reposición que se haya interpuesto contra dicha resolución?



 
Resolución oral del recurso de reposición interpuesto contra el auto que ha admitido la acumulación de procesos






Sí, porque el art. 210 LEC lo permite, documentándose la vista con expresión del fallo y motivación sucinta de la resolución del recurso de reposición, deviniendo firme su decisión si las partes se aquietan a tal pronunciamiento.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 12ª, 163/2020 de 10 de junio, rec. 476/2019.











433 ¿Qué decisión adoptará el tribunal ante quien se solicite la acumulación de un proceso de división de herencia a un juicio ordinario en el que se ventila si un determinado bien es propiedad del causante?



 
Solicitud de acumulación de un proceso de división de herencia a un juicio ordinario






El tribunal ante el que se presente la solicitud de acumulación deberá rechazarla mediante auto, puesto que no es procedente por razón de la clase y tipo de los procesos. El juicio ordinario es un declarativo mientras que el de división de herencia es un proceso especial. Los dos procesos en cuestión ni tienen los mismos trámites ni cabe su unificación, dada que, real y materialmente, nada tienen que ver los trámites propios del juicio ordinario (objeto, alegaciones y pruebas) con los del de proceso de división de la herencia. De suerte que realmente habría que tramitar sucesivamente los dos procedimientos, siendo que en el segundo habría que fijar el inventario, en su caso, la comparecencia (eventualmente suprimiendo el acto de juicio verbal), contador-partidor, división y adjudicación. La heterogeneidad de los procedimientos es tan evidente que la unificación de trámites es imposible.


Jurisprudencia: AAP Cantabria, Sección 4ª, 77/2015 de 21 de abril, rec. 10/2015.











434 Si a la parte actora le ha precluido el trámite para ampliar la demanda, presenta una nueva demanda, cuyo objeto es esa ampliación, y solicita la acumulación de procesos ¿qué decisión deberá adoptar el tribunal ante el que se presente tal solicitud?



 
Preclusión del trámite para ampliar la demanda y solicitud de acumulación de procesos






Deberá rechazar la solicitud de acumulación mediante auto puesto que la pretensión de acumulación tiene por finalidad eludir la preclusión de la posibilidad de ampliar la demanda. Se pretende evitar la utilización de la acumulación de procesos para fines diferentes a los que son propios a dicha figura (art. 74 LEC en relación con el art. 76 LEC), y los supuestos de improcedencia recogidos en el art. 78 LEC, excluyendo claramente de la acumulación de autos aquellos supuestos en que los procesos sean promovidos por el mismo demandante, pues salvo justificación cumplida, se entiende que pudo promoverse un único proceso.


Jurisprudencia: SAP Pontevedra, Sección 1ª, 614/2012 de 29 de noviembre, rec. 665/2012.












Artículo 83 Sustanciación y decisión del incidente de acumulación de procesos. Recursos






435 ¿Qué trámite se debe dar a una solicitud de acumulación de dos demandas de revisión de sentencia?



 
Trámite de la solicitud de acumulación de dos demandas de revisión de sentencia






El Letrado de la Administración de Justicia dará traslado mediante diligencia de ordenación a las partes personadas para que, en el plazo común de diez días, formulen alegaciones acerca de la acumulación. También se dará traslado al Ministerio fiscal (art. 514 LEC) a los mismos efectos. Cumplimentado el trámite y transcurrido el plazo, el tribunal dictará auto recurrible en reposición para pronunciarse sobre la solicitud de acumulación.


Jurisprudencia: ATS 1 de octubre de 2013, rec. 13/2013.












436 ¿Es posible recurrir en apelación contra el auto que resuelve el incidente de acumulación de procesos?



 
Recurso contra el auto que resuelve el incidente de acumulación de procesos






No; contra el auto que decida sobre la acumulación solicitada no cabrá otro recurso que el de reposición, corolario al que también conducen los arts. 455.1 y 454 LEC, pues el art. 455.1 LEC refiere el ámbito de la alzada a las sentencias dictadas en toda clase de juicio, los autos definitivos y aquellos otros que la ley expresamente señale, con excepción de las sentencias dictadas en los juicios verbales por razón de la cuantía cuando no supere los 3000 euros, y el art. 454 LEC predica la irrecurribilidad del auto que resuelve la reposición contra resoluciones judiciales, indicando después «salvo los casos en que proceda el recurso de queja, contra el auto que resuelva el recurso de reposición no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de reproducir la cuestión objeto de la reposición al recurrir, si fuere procedente, la resolución definitiva», lo que, rectamente entendido, no propicia un recurso independiente frente al auto, sino la posibilidad de atacar la sentencia reproduciendo aspectos resueltos en el auto y trascendentes para la decisión final de la litis.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 11ª, 514/2016 de 15 de diciembre, rec. 368/2015.











437 Denegada la acumulación por auto ¿se alza la suspensión para dictar sentencia?



 
Alzamiento de la suspensión para dictar sentencia una vez denegada la acumulación de procesos






Sí, porque contra el auto que decida sobre la acumulación solicitada no cabrá otro recurso que el de reposición, y la interposición del recurso de reposición no tiene efectos suspensivos respecto de la resolución recurrida (art. 451.3 LEC). Por ello, denegada la acumulación de procesos procede dictar sentencia.


Jurisprudencia: SAP Navarra, Sección 3ª, 356/2017 de 4 de septiembre, rec. 474/2017.











438 ¿Qué remedio procesal queda ante la sentencia dictada pese a la existencia de una solicitud de acumulación de dos procesos seguidos ante el mismo juzgado y realizada en forma antes de la celebración del juicio?



 
Remedio procesal ante la sentencia dictada pese a la existencia de una solicitud de acumulación de dos procesos






Si se alega y fundamenta la indefensión creada, procedería la nulidad de actuaciones. Ello es así porque la parte proponente tiene derecho a una respuesta ajustada a derecho. La ausencia de respuesta implica la infracción del procedimiento legalmente establecido que impone al órgano judicial la obligación, antes de dictar sentencia, de resolver por medio de auto, bien rechazándola ad limine por auto, si no reúne los requisitos, o, en caso contrario, dando previa audiencia a las partes personadas en el plazo común de diez días para que formulen alegaciones, resolviendo el tribunal lo que estime procedente, otorgando o denegando la acumulación.


Jurisprudencia: SAP Almería, Sección 1ª, 245/2012 de 11 de octubre, rec. 379/2011.











439 ¿Debe darse audiencia a las partes ante la decisión de un Juzgado de Primera Instancia de acumular la ejecución hipotecaria de la cual conoce al concurso seguido ante un Juzgado Mercantil?



 
Audiencia a las partes ante la decisión de un Juzgado de Primera Instancia de acumular la ejecución hipotecaria






Sí, porque lo acordado es, con independencia de su contenido, una acumulación de procesos que penden ante distintos tribunales y procedía, por tanto, actuar conforme a lo dispuesto en los arts. 86 y ss. LEC que, en lo que aquí interesa, remiten al art. 83 LEC el cual, en su apartado 4, establece que, cuando la acumulación fuera promovida de oficio, el tribunal dará audiencia por un plazo común de diez días a todos los que sean parte en los procesos de cuya acumulación se trate, a fin de que formulen alegaciones.


Jurisprudencia: AAP Valencia, Sección 7ª, 246/2018 de 26 de septiembre, rec. 511/2018.












Artículo 84 Efectos del auto que otorga la acumulación






440 Acumulados dos juicios ordinarios en los que ya se ha celebrado audiencia previa ¿cabe celebrar nueva audiencia previa tras la acumulación de otro juicio ordinario en el que no se había celebrado?



 
Audiencia previa tras la acumulación de un juicio ordinario a dos juicios que ya han celebrado audiencia previa






No, porque el art. 84 LEC no permite en casos de acumulación que se vuelva atrás en cuanto a las fases del procedimiento, de tal modo que, si en los dos procesos acumulados se había propuesto y admitido ya la prueba, no procedía que se reiterasen tales actuaciones, salvo supuestos excepcionales referidos, por ejemplo, a hechos nuevos.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 16ª, 354/2017 de 29 de junio, rec. 865/2015.












441 La acumulación de dos procesos seguidos por los trámites del juicio ordinario ¿implica que en la sentencia haya un solo pronunciamiento sobre las costas?



 
Pronunciamiento de costas en dos procesos acumulados seguidos por los trámites del juicio ordinario






No, la acumulación de procesos supone que los procesos acumulados se sigan en un solo procedimiento y que sean terminados por una sola sentencia, pero permite un pronunciamiento separado respecto de las costas de cada proceso acumulado. Por ello, habrá que estar a los criterios previstos en los arts. 394 y 395 LEC para la imposición de costas en cada uno de los procesos acumulados.


Jurisprudencia: SAP A Coruña, Sección 4ª, 231/2020 de 11 de junio, rec. 152/2020.











442 Si se acepta la acumulación de dos juicios ordinarios seguidos ante el mismo tribunal ¿qué efectos se producen en los juicios acumulados?



 
Efectos de la acumulación de dos juicios ordinarios






El tribunal que viniera conociendo de ambos juicios ordinarios ordenará, en el auto que acepte la acumulación, que el proceso más moderno se una al más antiguo, para que continúen sustanciándose en el mismo procedimiento o por los mismos trámites y se decidan en una misma sentencia.


Jurisprudencia: SAP Cádiz, Sección 7ª, 105/2012 de 14 de marzo, rec. 47/2011.











443 ¿Los recursos de amparo también pueden acumularse para su resolución conjunta?



 
Posibilidad de acumulación de los recursos de amparo






Sí, siempre que exista conexión entre los objetos de los procesos de que se trate y que tal conexión sea relevante en relación con su tramitación y decisión unitarias o, lo que es lo mismo, que la referida conexión justifique la unidad de tramitación y decisión. La acumulación se realizará de los recursos de amparo con número de registro más moderno al más antiguo para su resolución conjunta, en aplicación supletoria del art. 84.1 LEC.


Jurisprudencia: ATC 44/2018 de 23 de abril, rec. 3218/2017.












Artículo 85 Efectos del auto que deniega la acumulación






444 Denegada la acumulación por auto ¿qué incidencia tendrá en segunda instancia los efectos de tal denegación si la acumulación era pertinente?



 
Incidencia en segunda instancia de la denegación de la acumulación de procesos si ésta era pertinente






Cuando, ante procesos acumulables por versar sobre lo mismo, la acumulación no es solicitada o, pedida, se deniega, surge el riesgo de que recaigan sentencias contradictorias o no coincidentes. Ahora bien, dicho riesgo no es óbice en absoluto a que los dos, o más, procesos que se sigan sobre lo mismo sigan su curso y se ultimen por sentencia firme. Cualquier sentencia que se dicte y adquiera firmeza será válida, aunque finalmente resulte contradicción entre las sentencias dictadas. La contradicción entre sentencias es indeseable, pero no las hace inválidas, siempre que las partes hayan tenido la posibilidad de remediarla. Esta circunstancia no impide que se resuelva el eventual recurso de apelación que se plantee con entera normalidad.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 16ª, 321/2016 de 28 de octubre, rec. 809/2015.












445 ¿Cabe instar la genérica nulidad de actuaciones ante la denegación de la acumulación de dos procesos de modificación de medidas de divorcio instados uno por la madre del menor común entre las partes y el otro por el padre?



 
Nulidad de actuaciones ante la denegación de la acumulación de dos procesos de modificación de medidas de divorcio






No, porque la infracción procesal debe afectar de forma directa al derecho a la tutela judicial efectiva de la parte que lo denuncia y debe resultar insubsanable por otro medio, ya que el criterio legal es el de mantenimiento de las actuaciones practicadas, el de subsanación incluso de oficio (art. 227 LEC) y, solo excepcionalmente el de decretar la nulidad de actuaciones.

Si se insta la genérica nulidad de actuaciones, se desconoce qué infracción procesal se cometió, y si el incidente de acumulación de procesos se tramitó correctamente, se dieron los traslados oportunos a las partes, estas pudieron alegar lo que consideraron conveniente y finalmente se resolvió por auto suficientemente motivado, no procede ninguna nulidad de actuaciones.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 12ª, 657/2015 de 8 de octubre, rec. 299/2014.











446 Si se recurre el auto por el que se deniega la acumulación ¿deben quedar en suspenso las actuaciones hasta que se resuelva el recurso?



 
Suspensión de las actuaciones si se recurre el auto que deniega la acumulación de procesos






El auto de denegación de la solicitud de acumulación implica la imposición de costas a quien la hubiera promovido, pero es recurrible en reposición (art. 83.5 LEC). La denegación de la acumulación provoca que los juicios se sustancien separadamente, sin que la interposición de un recurso de reposición contra el auto denegatorio suspenda la tramitación de dichos procesos, dado que el recurso de reposición no tiene efectos suspensivos (art. 451.3 LEC).


Jurisprudencia: SAP Córdoba, Sección 1ª, 285/2014 de 23 de junio, rec. 527/2014.











447 Si se deniega la acumulación ¿deben imponerse siempre las costas a la parte que la hubiera promovido?



 
Imposición de costas a la parte que promueve la acumulación de procesos si se deniega la acumulación






Sí, porque el art. 85.2 LEC contiene una regla de vencimiento objetivo que no prevé la ponderación acerca de la concurrencia de circunstancias especiales para modular su imposición. No cabe entender que la norma permita una remisión tácita a las reglas generales del vencimiento atenuado en materia de costas procesales contenidas en el art. 394 LEC, pues cuando esa ha sido la voluntad del legislador así lo ha establecido expresamente en cada uno de tales casos, como ocurre en materia de intervención provocada (art. 14.2.5º LEC), oposición a la vía ejecutiva (art. 561.1.1º LEC), tercería de dominio (art. 603 LEC) o denegación de medidas cautelares (art. 736.1 LEC), supuestos todos ellos en los que existe una remisión en materia de costas a lo dispuesto en el art. 394 LEC.


Jurisprudencia: SAP Asturias, Sección 1ª, 174/2011 de 31 de marzo, rec. 555/2010.











448 ¿Qué efecto produce el auto que deniega la acumulación de procesos ante un mismo tribunal?



 
Efectos de auto que deniega la acumulación de procesos ante un mismo tribunal






Si el tribunal considera que los procesos cuya acumulación se interesa no reúnen los requisitos establecidos para ello en los arts. 76 a 79 LEC, deberá denegar la acumulación solicitada mediante auto, lo cual supondrá que los procesos cuya acumulación se pretendía se sustancien separadamente. Es decir, cada uno se sustanciará por sus trámites y se resolverá por sentencia diferente.


Jurisprudencia: SAP Tarragona, Sección 1ª, 316/2011 de 5 de septiembre, rec. 155/2011.












Artículo 86 Normas aplicables






449 ¿Se puede acumular un proceso que se sigue en Mataró (Barcelona), en el que se pide la resolución por incumplimiento de un contrato, a un proceso que se sigue en Villena (Alicante), en el que se pide la nulidad del referido contrato?



 
Acumulación de dos procesos uno de incumplimiento de contrato y otro donde se pide la nulidad de dicho contrato






Sí, solicitándose al tribunal que conozca del proceso más antiguo (art. 79 LEC), al que se acumularán los más modernos (art. 84 LEC), sin que se suspenda el curso de los procesos afectados, salvo desde el momento en que alguno de ellos quede pendiente sólo de sentencia, si bien el Tribunal podrá acordar la suspensión del acto del juicio o de la vista a fin de evitar que la celebración de dichos actos pueda afectar al resultado y desarrollo de las pruebas a practicar en los demás procesos (art. 88 LEC).


Jurisprudencia: STS 84/2012 de 20 de febrero, rec. 1887/2008.












450 ¿Qué recurso cabe contra el auto que decida sobre la acumulación solicitada?



 
Recurso contra el auto que decide sobre la acumulación de procesos






Solo cabe el recurso de reposición tanto contra el auto que acuerda la acumulación como contra el que la deniega, en aplicación del art. 83.5 LEC al que se remite el art. 86 LEC, por lo que no puede fiscalizarse en segunda instancia el acierto o desacierto de la resolución al no caber recurso de apelación contra el auto que resuelva el recurso de reposición que, eventualmente, se interponga.


Jurisprudencia: SAP Lleida, Sección 2ª, 679/2021 de 4 de noviembre, rec. 344/2020.











451 ¿Cabe recurrir en apelación contra la denegación de la acumulación solicitada respecto de dos procesos seguidos ante dos juzgados diversos?



 
Recurso de apelación contra la denegación de la acumulación de dos procesos seguidos ante dos tribunales distintos






No, porque contra la resolución que deniega la acumulación de autos solo cabe interponer recurso de reposición (arts. 83.2 y 86 LEC) por lo que no puede fiscalizarse en segunda instancia el acierto o desacierto de la resolución que la rechazó [salvo por la vía prevista en el art. 454 LEC]. La consecuencia de que no se acumulen los procedimientos es que seguirán separadamente (art. 85 LEC) sin que ello sea motivo de nulidad de actuaciones.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 28ª, 218/2016 de 7 de junio, rec. 286/2014.











452 ¿Puede el demandado, en un proceso que se sigue en un juzgado, dejar precluir su trámite de alegaciones y no formular reconvención, pero presentar dichas alegaciones en una demanda ante otro juzgado y pedir acumulación de procesos?



 
Presentación de una demanda ante otro juzgado solicitando la acumulación de procesos en un caso en el que el demandado deja precluir su trámite de alegaciones y no formula reconvención






No, porque por el art. 78.2 LEC es improcedente la acumulación de procesos a instancia de parte cuando no se justifique que, con la reconvención, no pudo promoverse un proceso que comprendiese pretensiones y cuestiones sustancialmente iguales a las suscitadas en el proceso distinto, cuya acumulación se pretenda. En este caso, nos encontraríamos en el supuesto regulado en el art. 400 LEC y, de haber recaído sentencia firme en el primer proceso, sería de aplicación a la pretensión ejercitada en el segundo proceso la cosa juzgada establecida en el art. 222 LEC.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 14ª, 266/2016 de 27 de abril, rec. 698/2015.












Artículo 87 Solicitud de acumulación de procesos






453 Para instar la acumulación de procesos seguidos ante diversos tribunales ¿es suficiente con presentar un escrito indicando qué procesos se pretende acumular?



 
Presentación de escrito señalando qué procesos se pretende acumular ante distintos tribunales






No, porque el escrito debe contener, además, el estado procesal en que se encuentran los procesos cuya acumulación se interesa (dado que solo se pueden acumular los que se hayan en primera instancia, y que en ninguno de ellos haya finalizado el juicio a que se refiere el art. 433 LEC —art. 77.4 LEC—), el tribunal ante el que penden, y las razones que justifican la acumulación (art. 81 LEC por remisión del art. 87 LEC).


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 4ª, 97/2018 de 14 de febrero, rec. 539/2017.












454 ¿Pueden acumularse diversos procesos, seguidos ante diversos juzgados, en los que se reclama por los daños y perjuicios ocasionados en diversas viviendas por la explosión derivada de la utilización de un producto para desinsectar una vivienda?



 
Acumulación de procesos de distintos juzgados en los que se reclama daños y perjuicios en unas viviendas






Sí, porque entre tales procesos existe tal conexión que, de seguirse por separado, podrían dictarse sentencias con pronunciamientos o fundamentos contradictorios, incompatibles o mutuamente excluyentes (art. 76 LEC). Se solicitará por escrito, en el que se señalarán con claridad los procesos cuya acumulación se pide y el estado procesal en que se encuentran, exponiéndose asimismo las razones que justifican la acumulación (art. 81 LEC), y se indicará el tribunal o tribunales ante el que penden los otros procesos, cuya acumulación se pretende (art. 87 LEC).


Jurisprudencia: STS 1087/2008 de 21 de noviembre, rec. 2915/2001.











455 La manifestación verbal de parte legitimada para ello de su voluntad de instar la acumulación de procesos ¿implica la suspensión del plazo para dictar sentencia en el proceso a acumular?



 
Suspensión del plazo para dictar sentencia en un proceso del que se va a pedir su acumulación






No, puesto que dicha manifestación de voluntad debe ser motivada, documentada y por escrito (art. 81 LEC por remisión del art. 87 LEC). Además, la solicitud en forma de la acumulación hace que el Letrado de la Administración de Justicia dé noticia de este hecho, por el medio más rápido, al otro Tribunal, a fin de que se abstenga en todo caso de dictar sentencia o pueda decidir sobre la suspensión del acto del juicio o de la vista, hasta tanto se decida definitivamente sobre la acumulación pretendida (art. 88.2 LEC), por lo que la suspensión no sería automática.


Jurisprudencia: SAP Bizkaia, Sección 5ª, 12/2014 de 24 de enero, rec. 346/2013.











456 ¿Se debe suspender el curso de las actuaciones ante la petición de acumulación al proceso en curso de otro que se ha instado recientemente, acompañando a la petición la copia de presentación de demanda?



 
Suspensión del curso de las actuaciones ante la petición de acumulación al proceso en curso de otro que se ha instado recientemente






No, porque por el art. 78.2 LEC es improcedente la acumulación de procesos a instancia de parte cuando no se justifique que, con la reconvención, no pudo promoverse un proceso que comprendiese pretensiones y cuestiones sustancialmente iguales a las suscitadas en el proceso distinto, cuya acumulación se pretenda. En este caso, nos encontraríamos en el supuesto regulado en el art. 400 LEC y, de haber recaído sentencia firme en el primer proceso, sería de aplicación a la pretensión ejercitada en el segundo proceso la cosa juzgada establecida en el art. 222 LEC.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 14ª, 266/2016 de 27 de abril, rec. 698/2015.












Artículo 88 Efecto no suspensivo de la solicitud o del inicio de actuaciones de oficio para la acumulación de procesos






457 ¿Qué remedio procesal queda ante la sentencia dictada pese a la existencia de una solicitud de acumulación de dos procesos seguidos ante diversos juzgados y comunicada al tribunal sentenciador antes de la celebración del juicio del proceso más moderno?



 
Remedio procesal ante la sentencia dictada pese a la existencia de una solicitud de acumulación de dos procesos seguidos ante diversos juzgados






La nulidad de actuaciones si se ha causado indefensión, puesto que, pese a que el Juzgado tuvo conocimiento de la petición de acumulación de los autos, no suspendió el plazo para dictar la sentencia, apartándose con ello del procedimiento legalmente previsto, no solo por cuanto la decisión de acumulación no le correspondía al juzgado sentenciador (al conocer del proceso más moderno), sino en cuanto debía esperar a dicha resolución para, en su caso, denegar la acumulación en resolución motivada, como es de ver del art. 91 LEC, correspondiendo al Tribunal superior inmediato común la competencia para dirimir dicha cuestión (art. 93 LEC).


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 14ª, 464/2018 de 27 de septiembre, rec. 192/2017.












458 Si no se comunica la solicitud de acumulación al tribunal que conoce del proceso más moderno ¿es válida la sentencia que dicte en el seno de tal proceso?



 
Validez de la sentencia si no se comunica la solicitud de acumulación al tribunal que conoce del proceso más moderno






Sí, siempre que a la fecha de celebración del juicio no se hubiera recibido en la causa la noticia de la petición de acumulación que debía dar, por el medio más rápido, el tribunal ante el que se pidió, ni tampoco la parte solicitante de la acumulación aporte indicio alguno de la situación en que se encuentre dicho trámite.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 4ª, 317/2011 de 3 de junio, rec. 400/2010.











459 Desestimado el recurso de reposición contra el auto que denegaba la acumulación de procesos ¿qué efecto produce en el proceso seguido ante otro Juzgado y que, por la solicitud de acumulación, ha quedado pendiente de dictar sentencia?



 
Efectos en el proceso seguido en otro Juzgado al desestimarse el recurso de reposición contra el auto que deniega la acumulación de procesos






Se alzará la suspensión acordada tras la celebración del juicio y ya se podrá dictar la pertinente sentencia puesto que, salvo los casos en que proceda el recurso de queja, contra el auto que resuelva el recurso de reposición no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de reproducir la cuestión objeto de la reposición al recurrir, si fuere procedente, la resolución definitiva (art. 454 LEC).


Jurisprudencia: SAP Cantabria, Sección 4ª, 286/2015 de 13 de julio, rec. 516/2014.











460 ¿Qué decisión debe adoptar el Juzgado ante la solicitud de acumulación de procesos si uno de ellos está pendiente de celebración de juicio o vista?



 
Decisión del Juzgado ante la solicitud de acumulación de procesos si uno de ellos está pendiente de vista






Dependerá de si la celebración de juicio o vista pueda afectar, o no, al resultado y desarrollo de las pruebas a practicar en los demás procesos. Si no ha de haber afectación, se puede celebrar el juicio o vista y se suspende el plazo para dictar sentencia; si ha de haber afectación, debe acordarse la suspensión del acto del juicio o de la vista.


Jurisprudencia: SAP Córdoba, Sección 1ª, 497/2014 de 14 de noviembre, rec. 900/2014.












Artículo 89 Contenido del auto que declara procedente la acumulación de procesos






461 ¿Qué recurso cabe contra el auto que declara procedente la acumulación de procesos pendientes ante distintos tribunales?



 
Recurso contra el auto que declara procedente la acumulación de procesos pendientes ante distintos tribunales






Contra dicho auto no cabrá otro recurso que el de reposición. Ello es así porque el art. 86 LEC dice que la acumulación de procesos que pendan ante distintos tribunales se regirá por las normas de las anteriores secciones de este capítulo (se refiere a las disposiciones generales y a las referidas a la acumulación de procesos pendientes ante un mismo tribunal), con las especialidades que se indican en los artículos siguientes. Entre las disposiciones referidas a la acumulación de procesos pendientes ante un mismo tribunal está el art. 83.5 LEC que dice que contra el auto que decida sobre la acumulación solicitada no cabrá otro recurso que el de reposición; sin que los artículos dedicados específicamente a la acumulación de procesos pendientes ante distintos tribunales, contradigan dicha previsión normativa.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 21ª, 247/2014 de 13 de mayo, rec. 42/2013.












462 ¿Cuál debería ser la parte dispositiva del auto por el que un Juzgado de Violencia sobre la Mujer acuerda procedente la acumulación al proceso de guarda y custodia del que conoce del proceso de igual clase seguido ante el Juzgado de Primera Instancia nº 7 de Lleida?



 
Parte dispositiva del auto de un Juzgado de Violencia sobre la Mujer que acuerda la acumulación de dos procesos de guarda y custodia ante distintos tribunales






Se acuerda que es procedente la acumulación al procedimiento sobre guarda y custodia (número y año), que se sigue ante este Juzgado, del procedimiento del mismo tipo seguido bajo el número (número y año) en el Juzgado de Primera Instancia n.º 7 de Lleida. Dirijan oficio al Juzgado de Primera Instancia n.º 7 de Lleida, requiriendo la acumulación y la remisión del referido procedimiento. Acompañen al oficio testimonio suficiente de las actuaciones.


Jurisprudencia: AAP Lleida, Sección 2ª, 161/2016 de 2 de noviembre, rec. 494/2016.











463 ¿Es suficiente con dictar un auto declarando procedente la acumulación de otro proceso seguido ante otro tribunal, para que este segundo tribunal pueda pronunciarse al respecto?



 
Auto declarando procedente la acumulación de otro proceso seguido ante otro tribunal, para que este segundo tribunal pueda pronunciarse






No; en el auto en el que el tribunal estime procedente la acumulación de procesos, debe acordar que se oficie al tribunal que conozca del otro proceso requiriéndole de acumulación y para que le remita dicho proceso.


Jurisprudencia: SAP La Rioja, Sección 1ª, 77/2015 de 7 de abril, rec. 17/2014.












Artículo 90 Recepción del requerimiento de acumulación por el Tribunal requerido y vista a los litigantes






464 ¿Puede resolver el tribunal requerido de acumulación sin dar vista a los litigantes?



 
Resolución del tribunal requerido de acumulación sin dar vista a los litigantes






El tribunal requerido, antes de pronunciarse sobre el requerimiento de acumulación, debe dar vista a los litigantes que no estuvieran personados en el proceso ante el tribunal requirente. Dichos litigantes tendrán cinco días para instruirse del oficio y del testimonio en la Oficina judicial, y para presentar escrito manifestando lo que convenga a su derecho sobre la acumulación (art. 90.2 LEC).


Jurisprudencia: ATS 4 de abril de 2018, rec. 6/2018.












465 ¿Hay que dar traslado al Ministerio fiscal para que informe sobre el requerimiento de acumulación recibido por el tribunal requerido?



 
Traslado al Ministerio fiscal para que informe sobre el requerimiento de acumulación






Sólo si es parte en el proceso y no ha informado ya a instancia del requirente. El Ministerio fiscal es siempre parte en los procesos sobre la capacidad de las personas, en los de nulidad matrimonial, en los de sustracción internacional de menores y en los de determinación e impugnación de la filiación (art. 749.1 LEC). También, y en el resto de procesos matrimoniales y de menores, siempre que alguno de los interesados en el procedimiento sea menor, con capacidad judicialmente modificada o esté en situación de ausencia legal.


Jurisprudencia: ATS 15 de junio de 2016, rec. 377/2016.











466 El tribunal que conoce del proceso más moderno ¿puede enviárselo al tribunal que conozca del más antiguo sin haber sido requerido para ello?



 
Envío del Tribunal que conoce del proceso más moderno al que conoce del más antiguo sin requerimiento






No. El mecanismo procesal de la acumulación de procesos que penden ante distintos tribunales supone siempre y sin excepción que el órgano judicial ante el que deba producirse la acumulación (el que conozca del juicio más antiguo, arts. 79 y 89 LEC) sea el que tenga la iniciativa, aunque sea a instancia de parte, para examinar la procedencia de la misma y para requerir al otro órgano judicial para la remisión de autos. Sólo recibido el requerimiento para acumulación podrá este segundo órgano judicial pronunciarse al respecto y acordar la remisión. Decidir esto último sin el antecedente de lo primero no tiene cabida en el esquema diseñado en el capítulo II del título III de la LEC.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 28ª, 48/2010 de 26 de marzo, rec. 67/2010.












Artículo 91 Resolución sobre el requerimiento de acumulación






467 ¿Cabe recurso de apelación contra el auto que resuelva sobre el requerimiento de acumulación?



 
Recurso contra el auto que resuelva sobre el requerimiento de acumulación






No, porque el art. 91 LEC no contempla tal posibilidad. Debe seguirse la disposición establecida en el art. 455 LEC, según la cual sólo cabe recurso de apelación contra los autos definitivos y contra aquellos otros que la ley expresamente señale, no encontrándose el presente en ninguno de los dos supuestos ya que ni es definitivo, en el sentido del art. 207 LEC pues no estamos ante un caso en que se pone fin al procedimiento sino en que solo se remite a otro Juzgado para su continuación, ni, como se ha dicho, la ley lo contempla.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 19ª, 168/2011 de 14 de diciembre, rec. 472/2011.












468 ¿En qué puede fundamentar el tribunal requerido su aceptación al requerimiento de acumulación del juicio verbal de que conoce al juicio ordinario del requirente?



 
Fundamentación del tribunal requerido para aceptar el requerimiento de acumulación del juicio verbal al ordinario del requirente






En que existe la conexión entre los objetos de ambos procesos exigida por el art. 76 LEC, sin perjuicio de la eventual discrepancia de las partes sobre cuestiones de fondo, litigiosas, teniendo ambos tribunales competencia, sin pérdida de derechos procesales al acumularse a un juicio ordinario un verbal, y no concurrir ninguna de las excepciones contenidas en el art. 78 LEC.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 21ª, 141/2012 de 28 de febrero, rec. 16/2010.











469 ¿Cuál debería ser la parte dispositiva del auto por el que un Juzgado de Primera Instancia acepta el requerimiento de acumulación planteado por el Juzgado de Primera Instancia n.º 7 de León?



 
Parte dispositiva del autor por el que un Juzgado de Primera Instancia acepta el requerimiento de acumulación planteado por otro Juzgado






Se acuerda que procede aceptar el requerimiento de acumulación de los presentes autos de juicio verbal (número y año) a los autos de juicio verbal (número y año) seguidos ante el Juzgado de Primera Instancia n.º 7 de León. Notifiquen de inmediato a quienes fueren partes en el proceso referido y seguido ante este Juzgado, para que en el plazo de diez (10) días puedan personarse ante el Juzgado de Primera Instancia n.º 7 de León, y remítanle los autos, para que, en su caso, sigan su curso ante él.


Jurisprudencia: AAP León, Sección 2ª, 91/2016 de 16 de diciembre, rec. 426/2016.











470 En el recurso de apelación contra la sentencia dictada ¿puede discutir la acumulación quien no se opuso cuando se planteó el requerimiento de acumulación?



 
Discusión de la acumulación por quien no se opuso cuando se planteó el requerimiento






No, porque si ninguna de las partes personadas ante el tribunal requerido se opone a la acumulación o si no alegan datos o argumentos distintos de los alegados ante el tribunal requirente, el tribunal requerido deberá aceptar la acumulación salvo que entienda la acumulación deba hacerse a los procesos pendientes ante él. Aunque no concurran los requisitos de los arts. 76 y 77 LEC, el tribunal requerido debe aceptar la acumulación si las partes no se opusieron, no pudiendo después, con ocasión de apelar la sentencia, discutir aquello que aceptaron.


Jurisprudencia: SAP Las Palmas, Sección 3ª, 13/2010 de 4 de febrero, rec. 995/2007.












Artículo 92 Efectos de la aceptación de la acumulación por el Tribunal requerido






471 Si las partes interesan la no celebración de la audiencia previa en uno de los procesos que pretenden acumular, al entenderla innecesaria puesto que la audiencia previa se ve absorbida por la ya celebrada en el proceso al que se solicita acumulación ¿permite invocar esta irregularidad procesal al recurrir la sentencia que resuelva las demandas acumuladas?



 
Irregularidad procesal si en uno de los procesos que se pretende acumular no se celebra audiencia previa






No, porque acudir al recurso denunciando aquello que el mismo recurrente propuso y aceptó va directamente contra la buena fe. Admitirlo sería tanto como desconfiar de cualquier petición no exactamente prevista en la ley, pensando que el que la pide se reserva intencionadamente la posibilidad de, si pierde, alegarlo como causa de nulidad. Al más mínimo sentido jurídico le repugna tal situación.

El principio de la buena fe no sólo se refiere a la relación obligacional (art. 1258 CC), sino también a toda relación jurídica (art. 7.1 CC) como principio general del derecho o cláusula general en la que se apoya la confianza de los demás. Así, se infringe la buena fe quien con el ejercicio de un derecho se pone en desacuerdo con su propia conducta anterior, en la cual confían las demás. Siendo un principio reflejado en el art. 247 LEC que regula el principio de la buena fe procesal.


Jurisprudencia: STS 570/2010 de 17 de septiembre, rec. 2138/2006.












472 Aun en el supuesto en que no se aceptara la acumulación por el tribunal requerido ¿podría acordarse la acumulación?



 
Supuesto en el que no se acepta la acumulación por el tribunal requerido






Sí, porque, en caso de discrepancia entre tribunal requirente y requerido y en consideración a los antecedentes que consten en los autos y a las alegaciones escritas de las partes, si se hubieran presentado, el tribunal inmediato superior común puede resolver la referida discrepancia acordando la acumulación de procesos. En tal caso, se ordenará que el Letrado de la Administración de Justicia acuerde la suspensión del curso del proceso más avanzado hasta que el otro llegue al mismo estado procesal, momento en que se efectuará la acumulación.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 9ª, 4/2013 de 10 de enero, rec. 135/2012.











473 Si uno de los procesos a acumular está pendiente de celebración de juicio y en el otro se está a la espera de contestación a la demandada ¿qué decisión se debe adoptar tras el acuerdo de acumulación?



 
Decisión tras el acuerdo de acumulación cuando un proceso está pendiente de celebración del juicio y otro a la espera de contestación a la demandada






El Letrado de la Administración de Justicia del tribunal requirente acordará la suspensión del curso del proceso que está pendiente de celebración de juicio, al ser el más avanzado, hasta que el otro llegue al mismo estado procesal, momento en que se efectuará la acumulación y se seguirán los procesos acumulados en un solo procedimiento y serán terminados por una sola sentencia (art. 74 LEC). Evidentemente, no será necesario acordar tal suspensión si esta ya fue acordada por el tribunal requerido en consideración al art. 88.2 LEC.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 14ª, 3/2012 de 16 de diciembre de 2011, rec. 348/2011.











474 Acordada la acumulación de un juicio ordinario, en el que se ha celebrado audiencia previa, a otro juicio ordinario, en el que se ha emplazado al demandado para que conteste la demanda ¿cómo se ha de tramitar el proceso resultante de la acumulación?



 
Tramitación del proceso resultante de la acumulación de dos procesos uno en el que se ha celebrado audiencia previa y otro en el que se ha emplazado al demandado para que conteste la demanda






El Letrado de la Administración de Justicia del Juzgado que conozca del proceso resultante de la acumulación deberá acordar, mediante decreto, la suspensión del proceso en el que se ha celebrado audiencia previa hasta que se celebre la audiencia previa en el otro proceso. En ese momento se efectuará la acumulación efectiva y se continuará con la misma tramitación hasta el dictado de una sola sentencia.


Jurisprudencia: SAP Córdoba, Sección 1ª, 497/2014 de 14 de noviembre, rec. 900/2014.












Artículo 93 Efectos de la no aceptación de la acumulación de procesos por el tribunal requerido






475 ¿Quién deberá resolver la discrepancia creada ante la no aceptación por el tribunal requerido de la acumulación de un proceso planteado en Málaga si el tribunal requirente tiene su sede en Barcelona?



 
Resolución de la discrepancia ante la no aceptación de la acumulación por el tribunal requerido






El tribunal competente será el Tribunal Supremo puesto que es el tribunal inmediato superior común a requirente y requerido y, por lo tanto, dicho órgano jurisdiccional deberá resolver qué tribunal es competente para conocer de las pretensiones de las partes y donde procede realizar la acumulación de procedimientos.


Jurisprudencia: ATS 3 de diciembre de 2013, rec. 183/2013.












476 ¿Cómo debe actuar el tribunal requerido de acumulación de procesos si considera que no debe aceptar el requerimiento?



 
Actuación del tribunal requerido en el caso de que considere que no debe aceptar el requerimiento de la acumulación






Lo comunicará al tribunal requirente y ambos deberán deferir la resolución de su discrepancia al tribunal inmediato superior común a requirente y requerido que, tratándose de una discrepancia entre dos Juzgados con sede en la misma provincia, será la Audiencia Provincial de la referida provincia.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 16ª, 145/2015 de 4 de mayo, rec. 365/2014.











477 Los efectos de la no aceptación de la acumulación de procesos por el tribunal requerido regulados en el art. 93 LEC ¿son aplicables a las controversias surgidas en la jurisdicción social?



 
Efectos de la no aceptación de la acumulación de procesos por el tribunal requerido y aplicación a la jurisdicción social






Sí, por la aplicación supletoria de la LEC, de acuerdo con la Disposición final cuarta de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social. Por esto, si el tribunal requerido no aceptase el requerimiento de acumulación por estimarla improcedente o por creer que la acumulación debe hacerse a los que pendan ante él, lo comunicará al tribunal requirente y ambos deferirán la decisión al tribunal inmediato superior común para dirimir la discrepancia.


Jurisprudencia: ATSJ, Social, Sección 1ª, 93/2016 de 21 de julio, rec. 6/2016.











478 ¿Cuál debería ser la parte dispositiva del auto por el que un Juzgado de Primera Instancia de Mataró no acepta el requerimiento de acumulación planteado por el Juzgado de Primera Instancia n.º 53 de Barcelona?



 
Parte dispositiva del auto por el que un Juzgado de Primera Instancia no acepta el requerimiento de acumulación de otro Juzgado






Se deniega la acumulación acordada por el Juzgado de Primera Instancia n.º 53 de Barcelona, por auto de (fecha), lo cual se comunicará a dicho Juzgado remitiendo testimonio del presente una vez firme. Remitan el incidente para su sustanciación y decisión a la Ilma. Audiencia Provincial de Barcelona, como tribunal inmediato superior, con emplazamiento de las partes comparecidas para que, en término de cinco (5) días, comparezcan ante dicho Tribunal y aleguen por escrito lo que a su derecho convenga.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 17ª, 13/2012 de 10 de febrero, rec. 264/2011.












Artículo 94 Sustanciación de la discrepancia ante el tribunal competente






479 Si el tribunal requerido para la acumulación no la acepta ¿qué tramitación debe seguirse?



 
Tramitación si el tribunal requerido no acepta la acumulación






Ante una discrepancia entre el tribunal requirente de acumulación y el requerido, por la cual este no acepta la acumulación, ambos tribunales deben remitir a la mayor brevedad posible al tribunal competente testimonio de lo que, para poder resolver la discrepancia sobre la acumulación, obre en sus respectivos tribunales, y deben emplazar a las partes para que puedan comparecer en el plazo improrrogable de cinco días ante el tribunal inmediato superior común a requirente y requerido y alegar por escrito lo que consideren que conviene a su derecho.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 28ª, 115/2014 de 4 de julio, rec. 598/2013.












480 Si solo el tribunal requirente, o solo el tribunal requerido, remite testimonio necesario y emplaza a las partes ¿qué debe hacer el tribunal inmediato superior para resolver la discrepancia?



 
Resolución de la discrepancia sobre la acumulación por el tribunal inmediato superior de requirente y requerido






El tribunal inmediato superior de requirente y requerido recabará el testimonio de lo que, para poder resolver la discrepancia sobre la acumulación, obre en el tribunal que no se lo ha remitido, y le requerirá para que acredite que ha emplazado a las partes a los efectos previstos en el art. 94 LEC.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 9ª, 4/2013 de 10 de enero, rec. 135/2012.











481 ¿Cuál debería ser el contenido de la resolución por la que un Juzgado de Barcelona decide comunicar al tribunal inmediato superior la discrepancia sobre la acumulación generada con el Juzgado de Primera Instancia n.º 2 de Mataró?



 
Contenido de la resolución por la que un Juzgado comunica al tribunal inmediato superior la discrepancia sobre la acumulación generada por otro Juzgado






Se tiene por denegada por el Juzgado de Primera Instancia n.º 2 de Mataró (Barcelona) la acumulación de procesos acordada en este procedimiento por auto de (fecha) y, en consecuencia, remitan a la Ilma. Audiencia Provincial de Barcelona, como tribunal inmediato superior y para la resolución del incidente, el oportuno testimonio de los particulares esenciales de lo actuado tanto en este procedimiento como en su correspondiente incidente, con emplazamiento de las partes comparecidas para que, en término de cinco (5) días, comparezcan ante dicho Tribunal y aleguen por escrito lo que a su derecho estimen conveniente.


Jurisprudencia: AAP Barcelona, Sección 17ª, 13/2012 de 10 de febrero, rec. 264/2011.











482 ¿Se puede resolver la discrepancia sobre la acumulación de procesos sin el testimonio de actuaciones de los tribunales requirente y requerido?



 
Resolución de la discrepancia sobre la acumulación de procesos sin el testimonio de los tribunales requirente y requerido






No; si no consta en las actuaciones la remisión de los antecedentes necesarios para resolver la discrepancia sobre la acumulación, el tribunal superior inmediato debe acordar poner en conocimiento de los tribunales que no hayan remitido el testimonio la pendencia de la controversia, e interesar la remisión de testimonio de lo actuado en sus procesos sobre la acumulación acordada por el tribunal requirente.


Jurisprudencia: ATS 23 de julio de 2013, rec. 67/2012.












Artículo 95 Decisión de la discrepancia






483 ¿Qué decidirá el tribunal inmediato superior ante la discrepancia generada por el intento de acumulación a un proceso concursal de un proceso de reclamación de cantidad por incumplimiento contractual contra una mercantil iniciado ante un Juzgado de Primera Instancia antes de la declaración de concurso de la demandada?



 
Decisión del tribunal inmediato superior ante la discrepancia generada por el intento de acumulación a un proceso concursal de un proceso de reclamación de cantidad por incumplimiento contractual






Rechazará la acumulación porque, siendo aplicable la legislación concursal, el art. 51 de la Ley Concursal dice los juicios declarativos en que el deudor sea parte y que se encuentren en tramitación al momento de la declaración de concurso continuarán sustanciándose ante el mismo tribunal que estuviere conociendo de ellos hasta la firmeza de la sentencia. Siendo solo acumulables los juicios por reclamación de daños y perjuicios a la persona jurídica concursada contra sus administradores o liquidadores, de hecho o de derecho, y contra los auditores.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 15ª, 37/2018 de 12 de abril, rec. 334/2018.












484 ¿Cómo se resolverá la cuestión negativa entre dos Juzgados en demandas por mismos hechos de la circulación si solo en el proceso más moderno se demanda al Consorcio de Compensación de seguros?



 
Resolución de la cuestión negativa entre dos Juzgados en demandas por mismos hechos de la circulación






Se declarará la improcedencia de la acumulación y que los procesos sigan su curso por separado, puesto que, de acuerdo con el art. 15 de la Ley 52/97, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, el conocimiento y resolución de los procesos civiles en que sean parte el Estado, los Organismos públicos o los órganos constitucionales, serán en todo caso competentes los Juzgados y Tribunales que tengan su sede en las capitales de provincia, en Ceuta o Melilla. Dado que la competencia territorial del Juzgado que conoce del proceso más moderno tiene en la Ley carácter inderogable para las partes, no procede la acumulación.


Jurisprudencia: AAP Bizkaia, Sección 3ª, 306/2018 de 11 de julio, rec. 204/2018.











485 Planteada controversia ante la Audiencia Provincial ¿acordará que procede la acumulación de un juicio ordinario, por demanda presentada en 2018 y que se halla en espera de celebración de juicio, a otro juicio ordinario, por demanda presentada en 2017 y cuyo juicio ya se ha celebrado?



 
Controversia ante la Audiencia Provincial por acumulación de dos juicios ordinarios en los que uno está a la espera de juicio y en el otro ya se ha celebrado






No, porque, si bien es cierto que el proceso más moderno debe acumularse al más antiguo (art. 79 LEC), conforme a lo prevenido por el art. 77.4 LEC el límite temporal para que resulte inadmisible la acumulación de procesos lo constituye la finalización del juicio a que se refiere el art. 433 LEC, es decir, que se haya celebrado el juicio del procedimiento ordinario.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 25ª, 333/2013 de 17 de julio, rec. 882/2012.











486 ¿Debe convocar a vista el tribunal inmediato superior a requirente y requerido para resolver la discrepancia sobre la acumulación?



 
Convocatoria a vista por el tribunal inmediato superior a requirente y requerido para resolver la discrepancia sobre la acumulación






Sólo cuando el tribunal inmediato superior a requirente y requerido lo considere necesario, porque el art. 95 LEC establece que dicho tribunal decidirá por medio de auto, en el plazo de veinte días, a la vista de los antecedentes que consten en los autos y de las alegaciones escritas de las partes, si se hubieran presentado. Por lo tanto, si el tribunal considera que no es necesaria la celebración de vista pública, señalará directamente para deliberación y votación. Contra el auto resolutorio no cabrá recurso.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 19ª, 307/2012 de 17 de octubre, rec. 472/2012.











487 ¿Qué efectos tiene la decisión de la discrepancia por el tribunal inmediato superior si acuerda la acumulación?



 
Efectos sobre la decisión de la discrepancia por el tribunal inmediato superior si acuerda la acumulación






El tribunal inmediato superior, en el auto en que acuerde la acumulación, ordenará que el Letrado de la Administración de Justicia del tribunal requerido lo notifique de inmediato a quienes fueren partes en el proceso seguido ante el tribunal requerido, para que en el plazo de diez días puedan personarse ante el tribunal requirente, al que remitirá los autos, para que, en su caso, sigan su curso ante él. El Letrado de la Administración de Justicia, si fuera necesario, acordará la suspensión del curso del proceso más avanzado hasta que el otro llegue al mismo estado procesal, momento en que se efectuará la acumulación.


Jurisprudencia: AAP Madrid, Sección 9ª, 4/2013 de 10 de enero, rec. 135/2012.












Artículo 96 Acumulación de más de dos procesos. Requerimientos múltiples de acumulación






488 ¿Qué decisión adoptará el tribunal requerido de acumulación de tres juicios verbales a su proceso monitorio en atención a que es el más antiguo?



 
Decisión por el tribunal requerido de acumulación de tres juicios verbales a su proceso monitorio






Deberá rechazarla puesto que debe estarse al «proceso más antiguo» de los «declarativos» (art. 77.1 LEC), no del proceso monitorio planteado, que se regula en la Ley de Enjuiciamiento Civil como «proceso especial» en el Libro IV, no en el Libro II «procesos declarativos». Por lo tanto, la previsión contenido en el art. 79 LEC (acumulación al proceso más antiguo) debe ser entendida, en el caso planteado, respecto a los tres juicios verbales, pero no del proceso monitorio.


Jurisprudencia: SAP Madrid, Sección 9ª, 429/2013 de 10 de octubre, rec. 499/2012.












489 Acumulado un juicio ordinario a dos juicios verbales, si no se ha celebrado la audiencia previa, se ha dictado sentencia y se recurre en apelación por otros motivos ¿qué debe hacer la Audiencia Provincial para poder pronunciarse sobre la falta de audiencia previa?



 
Decisión de la Audiencia Provincial sobre la falta de audiencia previa de un juicio ordinario acumulados a dos juicios verbales






La Audiencia Provincial deberá dictar providencia en la que acuerde oír a las partes por una posible nulidad de actuaciones ya que en el juicio ordinario no se celebró la audiencia previa en la forma prevista en la LEC. Sólo si alguna de las partes interesa la nulidad y concurre indefensión por pérdida de derechos procesales (art. 77 LEC), podrá ser acordada por la Audiencia Provincial, porque no puede acordar de oficio la nulidad con ocasión de un recurso en el que no se ha interesado (art. 227.2 LEC).


Jurisprudencia: SAP Las Palmas, Sección 5ª, 179/2014 de 28 de abril, rec. 233/2012.











490 ¿Cómo debe proceder el Juzgado que declara procedente la acumulación, al proceso de que conoce, de dos procesos seguidos ante otros dos Juzgados?



 
Procedimiento por el Juzgado que declara procedente la acumulación de dos procesos seguidos ante otros dos Juzgados






Deberá mandar, en el mismo auto en el que declare procedente la acumulación, que se dirija oficio a los Juzgados que conocen de los otros dos procesos, requiriendo la acumulación y la remisión de los correspondientes procesos. A este oficio acompañará testimonio suficiente de las actuaciones a los efectos de que los Juzgados requeridos puedan pronunciarse sobre dichas solicitudes.


Jurisprudencia: SAP Castellón, Sección 3ª, 286/2014 de 10 de octubre, rec. 169/2014.












Artículo 97 Prohibición de un segundo incidente de acumulación






491 ¿Puede acordarse la acumulación de un proceso ordinario a otro cuando en el segundo ya se interesó otra acumulación de otro proceso y se denegó?



 
Acumulación de dos procesos cuando a uno de ellos ya se le denegó la acumulación






Sólo si, concurriendo los requisitos exigidos, se acuerda de oficio (art. 75 LEC) o quien solicita la acumulación no fue el iniciador del juicio que se intenta acumular. Por lo tanto, se podrá acordar de oficio o a instancia de la parte demandada en el nuevo proceso que se intenta acumular siempre que concurran los requisitos exigidos para la acumulación de procesos.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 11ª, 113/2016 de 21 de abril, rec. 203/2013.












492 Si concurren los requisitos exigidos en los arts. 75 a 79 LEC para acumular un proceso a otros ya acumulados a instancia de parte ¿puede interesar la acumulación el demandante en el nuevo proceso a acumular?



 
Requisitos exigidos en los arts. 75 a 79 LEC para acumular un proceso a otros ya acumulados a instancia de parte






No, porque estaríamos ante un segundo incidente de acumulación, vedado por el art. 97 LEC si quien lo insta es el actor en el proceso que se pretende acumular, y ello pese a que concurran los requisitos exigidos en los arts. 75 a 79 LEC para acumular procesos.


Jurisprudencia: SAP Ávila, Sección 1ª, 171/2010 de 29 de junio, rec. 151/2010.











493 En el recurso de apelación contra la sentencia que desestima la demanda de juicio ordinario ¿puede solicitar el actor en ese juicio la acumulación de procesos a otro en el cual ya se había planteado otra acumulación de procesos?



 
Solicitud por el actor de acumulación de procesos a otro en el cual ya se había planteado otra acumulación






No, porque el art. 97.1 LEC establece que, suscitado incidente de acumulación de procesos en un proceso, no se admitirá solicitud de acumulación de otro juicio ulterior si quien la pidiera hubiese sido el iniciador del juicio que intentara acumular, que es el supuesto contemplado.


Jurisprudencia: SAP Tarragona, Sección 1ª, 20 de noviembre de 2006, rec. 175/2006.












Artículo 98 Casos en que corresponde la acumulación de procesos singulares a un proceso universal






494 Un proceso de reclamación de cantidad por incumplimiento contractual contra una mercantil iniciado ante un Juzgado de Primera Instancia antes de la declaración de concurso de la demandada ¿debe acumularse al proceso concursal?



 
Acumulación al proceso concursal de un proceso de reclamación de cantidad por incumplimiento contractual contra una mercantil






No, porque, siendo aplicable la legislación concursal, el art. 137 TRLConc. dice los juicios declarativos en que el deudor sea parte y que se encuentren en tramitación al momento de la declaración de concurso continuarán sustanciándose ante el mismo tribunal que estuviere conociendo de ellos hasta la firmeza de la sentencia. Siendo solo acumulables los juicios por reclamación de daños y perjuicios a la persona jurídica concursada contra sus administradores o liquidadores, de hecho o de derecho, y contra los auditores.


Jurisprudencia: SAP Barcelona, Sección 15ª, 37/2018 de 12 de abril, rec. 334/2018.












495 Recibida solicitud de Juzgado Mercantil por un Juzgado de Primera Instancia para que proceda a la acumulación de un proceso concursal en tramitación ¿puede acordarla directamente en aplicación del art. 98.1 LEC?



 
Acumulación de un proceso concursal en tramitación en aplicación del art. 98.1 LEC






No, porque la resolución de la petición de acumulación ordenada por el Juzgado Mercantil no puede ser resuelta sin la previa audiencia de las partes conforme dispone el art. 83 LEC, el cual es de aplicación pues lo solicitado es, con independencia de su contenido, una acumulación de procesos que penden ante distintos tribunales y procede por tanto actuar conforme a lo dispuesto en los arts. 86 y siguientes LEC (art. 98.3 LEC).


Jurisprudencia: AAP Valencia, Sección 7ª, 246/2018 de 26 de septiembre, rec. 511/2018.











496 ¿Cabe acumular un juicio ordinario, en el que se reclama a una persona física la deuda que ha reconocido por productos suministrados a una mercantil, al concurso que se sigue de esa mercantil?



 
Acumulación de un juicio de reclamación de deuda de una persona física por productos de una mercantil al concurso que se sigue de esa mercantil






No, porque en el juicio ordinario no es parte la mercantil concursada y la deuda que se reclama se imputa a la persona física en virtud de un documento de reconocimiento de deuda por el que se hace directamente responsable del impago de la entidad mercantil. En consecuencia, se trata de dos deudores distintos y el hecho de que la mercantil concursada no haya sido demandada en el juicio ordinario, impide la aplicación de los arts. 50 y siguientes de la Ley Concursal, a los que, en sede de acumulación de procesos, se remite el art. 98 LEC.


Jurisprudencia: ATS 24 de junio de 2015, rec. 74/2013.











497 ¿Es válida la acumulación entre el proceso sobre formación de inventario del causante y aquel en que se suscita la nulidad de la renuncia que el mismo hizo en escritura pública sobre los bienes de su padre?



 
Acumulación de un proceso sobre formación de inventario y de otro en que se solicita la renuncia en escritura pública de unos bienes






Sí, porque se están ventilando en ambos procedimientos, de manera absolutamente imbricada, el derecho de los litigantes sobre unos mismos bienes, derecho que dimana de un acto plasmado en escritura pública y que consiste en la renuncia de derechos hereditarios. El valor que se dé a esa renuncia condiciona expresamente el resultado de ambos litigios que, por ello, merecen ser tramitados de manera conjunta habida cuenta su interdependencia inexcusable.


Jurisprudencia: SAP Ourense, Sección 1ª, 289/2011 de 26 de julio, rec. 653/2010.
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		72 ¿Las asociaciones de consumidores pueden litigar por cuenta de sus asociados en todo caso?





		Artículo 11 bis Legitimación para la defensa del derecho a la igualdad de trato entre mujeres y hombres		73 ¿En qué supuestos se entiende acoso a efectos civiles?

		74 ¿Cuándo están legitimados para la defensa del derecho de igualdad los sindicatos y las asociaciones previstas en la ley?

		75 ¿En qué supuestos la legitimación la ostentan los organismos públicos con competencia en la materia, a los sindicatos más representativos y a las asociaciones de ámbito estatal cuyo fin primordial sea la igualdad entre mujeres y hombres?

		76 ¿Cualquier asociación de consumidores legalmente constituida está legitimada para defender en juicio los derechos e intereses generales de los consumidores y usuarios?









		Capítulo II De la pluralidad de partes		Artículo 12 Litisconsorcio		77 ¿Cuáles son los requisitos para apreciar la falta de litisconsorcio pasivo necesario?

		78 ¿Se puede apreciar la excepción de litisconsorcio pasivo necesario si no es alegada en la contestación?

		79 ¿Los agentes de la construcción pueden invocar la falta de litisconsorcio pasivo necesario si no se les demanda a todos ellos?

		80 ¿En qué procesos de filiación es invocable la falta de litisconsorcio pasivo necesario?

		81 ¿Pueden integrarse en un mismo procedimiento varios demandantes afectados por las pérdidas de un determinado producto financiero?

		82 ¿Se puede apreciar la excepción de litisconsorcio pasivo necesario si no es alegada en la contestación?

		83 ¿Se puede apreciar falta del debido litisconsorcio pasivo necesario cuando se demanda a ignorados ocupantes y el demandante conoce a alguno de ellos?

		84 ¿Cuándo en un contrato hay una pluralidad de personas en una de las partes contratantes es necesario que todas ellas demanden si interesan la resolución del contrato? ¿y si uno no quiere?





		Artículo 13 Intervención de sujetos originariamente no demandantes ni demandados		85 ¿Para qué supuestos está pensado la intervención de terceros originariamente no demandantes ni demandados?

		86 ¿Puede un interviniente en condición de demandado no originario reconvenir o un interviniente en condición de demandante no originario ejercitar acciones diferentes a las del demandante originario?

		87 ¿En fase de recurso de apelación o casación se puede admitir la intervención?

		88 ¿Se puede condenar al interviniente, no originario, como demandado o absolverlo?

		89 ¿Se puede condenar en costas al demandante respecto de las generadas por el tercero interviniente en calidad de demandado si la demanda es desestimada?

		90 ¿Puede apelar o impugnar la sentencia en fase de oposición al recurso de apelación los terceros que intervienen voluntariamente como demandados en un proceso de responsabilidad por vicios de la construcción?





		Artículo 14 Intervención provocada		91 ¿Cuándo pueden ser llamados como demandados otros agentes de la construcción por parte de uno de ellos que ha sido demandado?

		92 ¿Se puede apreciar la falta de litisconsorcio pasivo necesario por no haberse llamado a un tercero por parte del demandado?

		93 ¿En qué casos se puede pedir la intervención de un tercero?

		94 ¿Qué efectos produce la sentencia dictada respecto del tercero que ha sido llamado?





		Artículo 15 Publicidad e intervención en procesos para la protección de derechos e intereses colectivos y difusos de consumidores y usuarios		95 ¿Qué efectos tiene la publicidad de un procedimiento para la protección de intereses colectivos, respecto de otra demanda individual posterior?

		96 ¿Puede sustituirse la comunicación individual a los consumidores integrantes de un colectivo por la publicación y difusión del ejercicio de la acción colectiva?

		97 ¿En qué supuestos no se puede pedir diligencias preliminares para identificar a los consumidores integrantes de un colectivo?

		98 ¿Cómo debe ser la comunicación prevista en el art. 15.2 para las acciones en defensa de intereses colectivos?

		99 ¿Es subsanable el requisito de procedibilidad de notificar previamente la intención de demandar en las acciones en defensa de intereses colectivos?

		100 ¿Se puede solicitar por una asociación de consumidores una diligencia preliminar consistente en que se faciliten por parte de la empresa que será demandada la identidad de determinados clientes?





		Artículo 15 bis Intervención en procesos de defensa de la competencia y de protección de datos		101 ¿En qué condición se deberá tener por personados a la Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia y los órganos competentes de las Comunidades Autónomas?

		102 ¿Deben comparecer la Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia y los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, representados por procurador y defendidos por abogado?

		103 ¿Qué participación pueden tener los referidos organismos?

		104 ¿En qué momento pueden participar los organismos reguladores de la competencia?

		105 ¿En qué forma pueden ser llamados los organismos reguladores de la competencia?









		Capítulo III De la sucesión procesal		Artículo 16 Sucesión procesal por muerte		106 ¿Qué sucede si fallece el recurrente antes de que se dicte sentencia?

		107 ¿Es posible la sucesión procesal en todo tipo de procedimientos?

		108 ¿La sucesión procesal en las personas jurídicas por fusión de entidades mercantiles es equiparable por analogía a la muerte?

		109 ¿Si el demandante fallece tras la sentencia pero antes de que ésta sea ejecutada se produce la nulidad del procedimiento?

		110 ¿Puede el legatario ser el sucesor procesal de una de las partes o únicamente puede serlo el heredero?





		Artículo 17 Sucesión por transmisión del objeto litigioso		111 ¿Puede ser el sucesor procesal del arrendatario la persona con derecho a subrogación en el contrato de arrendamiento?

		112 ¿En una demanda de desahucio por precario si cambia el poseedor durante el procedimiento puede solicitar el demandado la sucesión procesal?

		113 ¿La transmisión del crédito reclamado judicialmente durante el procedimiento sin acreditar la sucesión procesal priva de legitimación al demandante?

		114 ¿Se puede acceder a la sucesión procesal por la transmisión de un crédito que se reclama por responsabilidad extracontractual?

		115 ¿Es necesario acreditar la notificación al deudor de la transmisión del crédito que ha sido cedido y el precio por el que se ha transmitido?

		116 ¿La sociedad concursada puede seguir actuando como parte en juicio o es necesaria la sucesión procesal por parte del administrador concursal?

		117 ¿Se puede considerar una práctica abusiva para el consumidor la transmisión de un crédito celebrado con un consumidor, que se esté ejecutando, sin darle la oportunidad de extinguirlo por el precio de la transmisión?





		Artículo 18 Sucesión en los casos de intervención provocada		118 ¿Si no se acuerda la sucesión procesal puede el tercero llamado al proceso ver resarcidas las costas causadas?

		119 ¿Puede acordarse la sucesión del demandado por el tercero llamado sin el consentimiento del demandado?

		120 ¿Qué efectos tiene la sentencia sobre el tercero llamado si no sucede al demandado?

		121 ¿Puede oponerse el demandante a la sucesión y ampliar la demanda contra el tercero llamado?

		122 ¿Es apelable el Auto que resuelve sobre la sucesión procesal del interviniente llamado?









		Capítulo IV Del poder de disposición de las partes sobre el proceso y sobre sus pretensiones		Artículo 19 Derecho de disposición de los litigantes. Transacción y suspensión		123 ¿Se precisa la intervención de Abogado y Procurador para allanarse?

		124 ¿Es necesario disponer de poder especial por parte del procurador para llegar a un acuerdo transaccional o allanarse a la demanda?

		125 ¿El auto dictado aprobando un acuerdo transaccional tiene efectos de cosa juzgada?

		126 ¿Cómo se computa el plazo de suspensión por 60 días al que se refiere el art. 19.4 LEC? ¿Puede ser ampliado dicho plazo?

		127 ¿Hasta qué momento puede alcanzar una transacción judicial interesando su homologación por parte del Tribunal?

		128 ¿En caso de desistimiento en fase de recurso de apelación o casación, es necesario dar audiencia o traslado del mismo a la parte recurrida?

		129 ¿Es equiparable un acuerdo transaccional homologado judicialmente a una resolución judicial firme recaída en juicio ordinario a los efectos de su posterior inscripción en el Registro de la Propiedad?





		Artículo 20 Renuncia y desistimiento		130 ¿En ocasiones por error, a la hora de presentar un escrito de desistimiento o de renuncia, se mezclan ambas peticiones, cuando en realidad claramente no significan lo mismo; cuáles son sus principales diferencias?

		131 ¿Cuáles son las principales diferencias y consecuencias que lleva consigo el desistimiento presentado por la actora en la primera instancia o el del recurrente en sede de recursos?

		132 ¿Para que sea admisible la renuncia presentada por el actor se precisa de algún requisito formal?

		133 ¿Cuáles son las consecuencias de presentar la renuncia a la acción una vez admitido a trámite de recurso de casación?

		134 ¿El desistimiento en sede de recursos extraordinarios implica la condena en costas al recurrente?

		135 ¿La renuncia a la acción implica necesariamente la condena en costas a la parte actora?

		136 ¿Es admisible la renuncia a la acción en todo tipo de procedimientos?

		137 ¿Es admisible una renuncia parcial a los acciones ejercitadas en la demanda?

		138 ¿En caso de que el demandado se oponga al desistimiento presentado por el actor, si éste es finalmente acordado por el tribunal, a quién deberán imponérsele las costas?

		139 ¿Cabría alegar la no oposición al desistimiento siempre que éste lleve implícita la condena en costas a la parte actora?





		Artículo 21 Allanamiento		140 ¿Es precisa la intervención de letrado y procurador para allanarse o en cambio es suficiente la comparecencia personal ante el Juzgado o un simple escrito de la parte manifestando su voluntad de allanarse a la demanda?

		141 ¿Sería admisible un allanamiento tácito o se requieren determinadas formalidades para su admisión?

		142 ¿En caso de que existan varios litisconsortes, especialmente en el supuesto de demandados con carácter solidario, el allanamiento formulado por uno de ellos vincula a los demás?

		143 ¿La facultad de disposición de las partes sobre el objeto del proceso es ilimitada en todos los procedimientos?

		144 ¿En caso de que se formule un allanamiento parcial, ello siempre lleva aparejado el correspondiente auto acogiendo las pretensiones que hayan sido objeto del referido allanamiento?

		145 ¿Qué reflejo debe tener con respecto a las costas un allanamiento parcial; deben recogerse necesariamente en el auto que pueda dictarse con motivo del mismo?

		146 ¿Cuáles son las consecuencias del allanamiento producido en sede de recurso de casación?





		Artículo 22 Terminación del proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto. Caso especial de enervación del desahucio		147 ¿En los supuestos de carencia sobrevenida de objeto o terminación del proceso por satisfacción extraprocesal es automática la no imposición de costas?

		148 ¿Es la petición de condena en costas o su pago «interés legítimo suficiente» para provocar la celebración de la comparecencia prevista en el art. 22.2 LEC?

		149 ¿Debe acreditarse la existencia de una satisfacción extrajudicial o es suficiente la mera alegación para conseguir el auto de terminación del proceso sin imposición de costas?

		150 ¿Hasta qué momento puede solicitarse la terminación del proceso por satisfacción extraprocesal?

		151 ¿Para que el pago efectuado por el arrendatario tenga efectos enervatorios, éste debe producirse dentro de los 10 días siguientes al requerimiento de pago o es suficiente que en caso de oposición, el pago se efectúe antes de la vista?

		152 ¿En caso de que nos encontremos en un procedimiento con varios litisconsortes o demandados, es obligatorio que todos hayan procedido a la satisfacción extraprocesal de la tutela pretendida por el actor o es suficiente que dicha satisfacción se realice con el conocimiento de todos los codemandados?

		153 El pago de las rentas justo después de presentada la demanda cuando ni siquiera ha sido requerido el demandado, aunque se trate del impago de una sola renta, ¿debe entenderse como pago enervatorio con la consiguiente imposición de las costas al arrendatario?

		154 ¿A los efectos de lo dispuesto en el 2º párrafo del art. 22.4 LEC, es suficiente cualquier tipo de requerimiento de pago al arrendatario para que éste pierda la facultad enervatoria?

		155 ¿La enervación de la acción de desahucio conlleva siempre la imposición de costas?

		156 ¿La LEC permite la solicitud de una terminación del proceso por satisfacción procesal o carencia sobrevenida de forma parcial con respecto a una parte de las peticiones contenidas en la demanda?

		157 ¿Cabe la enervación en caso de arrendamiento de industria?









		Capítulo V De la representación procesal y defensa técnica		Artículo 23 Intervención de procurador		158 ¿La inasistencia del procurador al acto del juicio, cuando le consta el señalamiento y no alega causa justificada para ello, si comparece el letrado que le defiende, puede comportar la declaración de rebeldía del demandado?

		159 ¿Es preceptiva la intervención de letrado y procurador en un juicio verbal por precario o en uno de desahucio por falta de pago cuya cuantía es inferior a los 2.000 €?

		160 ¿En un juicio verbal de precario cuál es la consecuencia de que el demandado comparezca sin la debida asistencia de letrado y procurador; debe suspenderse el juicio?

		161 ¿Resulta preceptiva la intervención de abogado y procurador en las diligencias preliminares?

		162 ¿En aquellos procedimientos como el monitorio, en los que inicialmente para interponer la demanda no es preceptiva la intervención de letrado y procurador, en caso de inadmisión a trámite, el recurso de apelación podrá presentar directamente por la parte?

		163 ¿En un juicio de monitorio seguido por la reclamación de unas cuotas de comunidad de propietarios al amparo de lo prevenido en la Ley de Propiedad Horizontal, el hecho de que inicialmente no se exija la intervención de abogado y procurador exime al demandado de una futura condena en costas?

		164 ¿En caso de que en un proceso como por ejemplo el monitorio no sea preceptiva la intervención de procurador, tratándose de una persona jurídica, la interposición de la demanda debe efectuarse a través de las personas que legalmente las represente o basta con que las firme un mero apoderado?





		Artículo 24 Apoderamiento del procurador		165 ¿Es subsanable la falta de aportación de la escritura de poder en el momento de interponer la demanda o su ausencia, debe conllevar el archivo de las actuaciones?

		166 ¿La designa apud acta debe realizarse siguiendo ad pedem literam el contenido del art. 24 LEC, es decir al mismo tiempo que la presentación del primer escrito o la realización de la primera actuación, o en cambio su ausencia en estos momentos iniciales es subsanable a posteriori?

		167 ¿La posibilidad de subsanar la falta de poder que recoge la Jurisprudencia es únicamente aplicable en sede de acceso a la Jurisdicción, referida a la inicial presentación de la demanda o en cambio es extensiva también en sede de recursos?

		168 ¿Cuándo debido a una errónea valoración del Juzgado efectuada inicialmente en el momento de admitir a trámite la demanda se considera válidamente constituida la relación jurídica procesal al entender que se tiene capacidad procesal o aptitud necesaria para comparecer en juicio, luego la posible falta de capacidad o representación puede ser apreciada en la sentencia dando lugar a la desestimación de la demanda?

		169 ¿La presentación del poder para pleitos en formato digital o electrónico ha de hacerse con el escrito inicial de la demanda?

		170 ¿En los casos de designa de procurador por el turno de oficio, es necesario que el representado otorgue un poder a favor del procurador que ha sido designado?





		Artículo 25 Poder general y poder especial		171 ¿Un poder general para pleitos equivale a un poder de representación general que permite intervenir en el proceso de formación de la voluntad de la sociedad o tiene un contenido estrictamente procesal?

		172 ¿Es admisible una transacción alcanzada en juicio sin la preceptiva presencia del procurador ni la ratificación del litigante afectado por la misma?

		173 ¿En caso de sustitución entre procuradores —ex art.º 543 LOPJ—, es necesario que el procurador sustituto figure en la escritura de poderes aportada inicialmente por el sustituido para que sea válida la actuación del referido sustituto en la audiencia previa?

		174 ¿Es subsanable la falta de aportación de un poder especial con las facultades que previene el art. 25.2 LEC cuando previamente ya se disponía del mismo y por error no ha sido aportado a las actuaciones?

		175 ¿Se precisa de poder especial para acudir a la audiencia previa aunque en la misma no se pretenda renunciar o alcanzar acuerdo o transacción alguna?

		176 ¿Si en un poder para pleitos se menciona al procurador como adscrito a un determinado partido judicial eso significa que la actuación de ese procurador habilitado por el referido poder no será válida en un partido judicial distinto del mencionado en el apoderamiento efectuado ante Notario?

		177 ¿Si un poder para pleitos aparece encabezado como «poder general» cuando en realidad de su lectura se desprende que igualmente recoge las facultades especiales contenidas en el art. 25.2 LEC, será suficiente dicho apoderamiento para comparecer en la audiencia previa del juicio ordinario?





		Artículo 26 Aceptación del poder. Deberes del procurador		178 ¿Qué consecuencias se pueden derivar en caso de que el procurador incumpla con sus deberes esenciales de trasladar al letrado el día previsto para la celebración del juicio?

		179 ¿Los actos de comunicación que realice directamente el procurador le permiten acreditar la concurrencia de circunstancias que impide la entrega de forma personal al destinatario del acto de comunicación?

		180 ¿La actuación del procurador, una vez aceptado el poder, queda limitada a la de ser un «mero correo» o enlace entre el letrado que dirige el procedimiento y el tribunal, trasladando los escritos y notificaciones que respectivamente se crucen entre ellos o tiene mayores responsabilidades dentro del proceso?

		181 ¿Se entiende que el procurador cumple estrictamente con sus obligaciones profesionales limitándose a recepcionar para su posterior traslado al letrado las resoluciones que le vaya notificando el tribunal o en cambio debe realizar también un análisis de dichas resoluciones?

		182 ¿Las obligaciones anteriormente mencionadas con respecto a tener al cliente a y su letrado debidamente informado de la situación del asunto se reducen en cuanto al traslado de las notificaciones a su remisión al letrado o en determinados casos, como pueden ser aquellas resoluciones de las que se derive la citación personal o la necesaria comparecencia de su representado ante el tribunal, también debe intentar la comunicación personal con él?

		183 ¿Puede el procurador, sin autorización expresa del cliente, hacer entrega directa al letrado director del asunto del importe obtenido en la tasación de costas en concepto de minuta de letrado?





		Artículo 27 Derecho supletorio sobre apoderamiento		184 ¿Ante la inicial falta de aportación del poder, se puede presumir la existencia de un mandato de carácter verbal?

		185 ¿La actuación del procurador en nombre de su representado vincula a este último con los terceros?

		186 ¿Al igual que sucede con el contrato de mandato en el sentido de que el mandatario puede nombrar sustitutos, pueden sustituirse entre sí los procuradores sin previa autorización del mandante?

		187 ¿En caso de ausencia o falta de instrucciones por parte del letrado director del asunto, debe el procurador renunciar a la representación?





		Artículo 28 Representación pasiva del procurador		188 ¿La representación pasiva asumida por el procurador mediante apoderamiento de su representado es únicamente para los trámites de la 1ª Instancia o en cambio debe entenderse conferida hasta que finalice el procedimiento? ¿El auto despachando la ejecución debe notificarse a la parte personalmente o es suficiente que se le notifique a su procurador?

		189 ¿Cuándo se despacha la ejecución en la que se ordena al ejecutado el cumplimiento de una concreta obligación de hacer, es suficiente el requerimiento realizado a tal fin a través de la notificación del auto despachando la ejecución realizada al procurador?

		190 ¿La recepción por parte del Servicio de Notificaciones organizado por el Colegio de Procuradores de una notificación en la que conste el sello de recepción de dicho servicio, será suficiente para que conforme a lo dispuesto en el art. 272 LOPJ produzca siempre plenos efectos o en determinados supuestos ese sello de recepción no será definitivo si el procurador puede demostrar que no ha recibido dicha notificación?





		Artículo 29 Provisión de fondos		191 ¿La habilitación de fondos puede instarse en cualquier momento de la tramitación del proceso, incluso cuando éste ya ha finalizado?

		192 ¿La provisión de fondos que inicialmente recibe el procurador debe destinarse entre otras finalidades al pago de la provisión o minuta del letrado?

		193 ¿La cantidad inicialmente solicitada por el procurador a su representado en concepto de provisión de fondos debe contener una extensa justificación de las cantidades a satisfacer o es suficiente que se realice una estimación de los posibles gastos que en atención al tipo de procedimiento puedan devengar durante su tramitación?

		194 ¿En un procedimiento concursal, la resolución que pone fin al expediente de habilitación de fondos debe someterse al régimen de recursos previsto en el Capítulo IV del Título XII del texto refundido de la Ley Concursal o es susceptible de recursoHabi de apelación conforme a lo prevenido en el régimen general de la LEC?

		195 ¿La existencia de un pacto entre el cliente-poderdante y su procurador para que este último cobre sus honorarios al finalizar el proceso le impide instar durante la tramitación del procedimiento el expediente de habilitación de fondos?

		196 ¿Es ejecutable la resolución que fija la cantidad en la que debe proveerse de fondos al procurador?





		Artículo 30 Cesación del procurador		197 ¿Una vez comunicada la renuncia por parte del procurador a su poderdante y aceptada ésta por el tribunal, ya cesa automáticamente el procurador en la representación que venía ostentando?

		198 ¿En caso de que un litigante actúe en juicio representado mediante un procurador de libre designación, la mera solicitud de nombramiento de procurador del turno de justicia gratuita e incluso la posterior designación de un nuevo procurador por el respectivo Colegio de Procuradores, debe entenderse como un supuesto de revocación tácita del mandato conferido inicialmente?

		199 ¿En caso de jubilación del procurador de la parte ejecutante, la falta de designación de un nuevo procurador dentro del plazo conferido por el tribunal puede entenderse como un desistimiento tácito del procedimiento?

		200 ¿Son válidos los actos realizados por el procurador cuando su poderdante ha fallecido y el primero desconoce la muerte de su cliente?

		201 ¿La presentación de una demanda en nombre de una Comunidad de Propietarios haciendo uso de un poder otorgado por la persona que fue en su día Presidente de dicha Comunidad, pero que ha cesado en su cargo en el momento de interposición de la demanda puede tener alguna consecuencia jurídica?





		Artículo 31 Intervención de abogado		202 ¿No siendo preceptiva la intervención del letrado en la petición inicial de los procesos monitorios, existe alguna excepción que permita la posterior inclusión de la minuta de honorarios en una tasación de costas?

		203 ¿Cuál debe ser la consecuencia de que en un juicio verbal de precario, en el que es preceptiva la intervención de abogado y procurador, el demandado comparezca sin la asistencia de letrado?

		204 Si en un procedimiento en el que resulta preceptiva la intervención de letrado, el demandado interesa el nombramiento de un letrado del turno de oficio y la suspensión de las actuaciones mientras se proceda a la referida designa, ¿cuáles pueden ser las consecuencias de que el procedimiento siga su tramitación sin esperar a la designa del abogado y sin que tampoco se notifique al demandado la resolución mediante la cual se deniega la referida suspensión?

		205 ¿Debe advertirse al demandado en el momento de la primera citación o emplazamiento de la necesidad de comparecer debidamente asistido de letrado y en su caso de procurador?

		206 ¿Es preceptiva la intervención de letrado en un juicio verbal en el que se ejercita el derecho de rectificación?





		Artículo 32 Intervención no preceptiva de abogado y procurador		207 Tratándose de un procedimiento en el que no sea preceptiva la intervención de letrado y procurador, ¿cuáles serán las consecuencias que se derivarán si el demandado no comunica al tribunal dentro del plazo de tres días su intención de valerse de dichos profesionales? ¿El hecho de que en un determinado procedimiento no sea preceptiva la intervención de abogado y procurador, ello afecta también al recurso de apelación?

		208 ¿La excepción que recoge el apartado 5º de este precepto, relativa a que no se excluirán de la tasación de costas los honorarios y derechos devengados respectivamente por el letrado y el procurador aun no siendo preceptivos, cuando el favorecido por dicha condena resida en un lugar distinto a aquél en el que se ha tramitado el juicio, debe entenderse igualmente aplicable a aquellas mercantiles que tienen abiertas sucursales por distintas partes del territorio nacional?

		209 ¿Puede decirse que el contenido de la excepción prevista en el apartado 5º de este artículo 32 introduce un régimen de diferenciación que inicialmente no aparece justificado por una causa objetiva y razonable, vulnerando así el derecho a la tutela judicial efectiva y el principio de igualdad que establecen nuestra Constitución?

		210 ¿El hecho que la intervención de letrado y procurador no sea preceptiva excluye la condena en costas? ¿Si la parte condenada en costas goza del beneficio de Justicia Gratuita, ello excluye que deba practicarse la correspondiente tasación de costas?





		Artículo 33 Designación de procurador y de abogado		211 ¿Si nos encontramos en un juicio que no es ninguno de los señalados en el art. 250.1.1º LEC, el no solicitar la designación de abogado y procurador dentro de los tres días siguientes a la citación o emplazamiento debe llevar consigo la continuación del juicio?

		212 ¿El plazo de tres días para solicitar la designación de abogado y procurador del turno de oficio afecta tanto a aquellos litigantes que no tengan el derecho a la asistencia jurídica gratuita como a los que sí que tengan dicho derecho?

		213 ¿La petición de abogado y procurador de oficio implica necesariamente que sea obligatorio proceder a su nombramiento?





		Artículo 34 Cuenta del procurador		214 ¿El hecho de que el procurador haya cesado en la representación, por ejemplo porque ha presentado un escrito renunciando a la misma, le impide instar la jura de cuentas contra el que fuera su representado? ¿La renuncia del inicial abogado designado de oficio y su sustitución por otro libremente designado o viceversa con respecto al procurador, puede afectar a la posterior jura de cuentas?

		215 ¿Puede aplicarse el instituto de la caducidad de la instancia a las juras de cuentas?

		216 ¿A los efectos del cómputo de la caducidad señalada en la anterior pregunta, puede entenderse que la práctica de la tasación de costas interrumpe o mejor dicho, paraliza el inicio del cálculo del plazo de dos un año según el proceso se halle en primera o segunda instancia?

		217 ¿Puede entenderse que el proceso de jura de cuentas del procurador o del abogado es un proceso de ejecución al que, conforme lo dispuesto en el art. 239 LEC, no le serán aplicables las disposiciones relativas a la caducidad de la instancia?

		218 ¿Es preceptiva la intervención de letrado y procurador en la jura de cuentas pudiéndose incluir los honorarios derivados de su intervención en la tasación de costas que dimane de dicho incidente?

		219 ¿Siendo competencia de los Secretarios Judiciales la resolución mediante Decreto de las juras de cuentas, pueden plantear una decisión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea? ¿Cabe recurso contra el Decreto que dicte el LAJ determinando la cantidad que haya de satisfacerse al procurador?

		220 ¿Es requisito de admisión a trámite de la jura de cuentas el haber requerido de pago previamente al cliente?

		221 ¿Cuál es el tribunal competente para tramitar la jura de cuentas?

		222 ¿Una vez dictado el Decreto determinando la cantidad a pagar por el poderdante moroso, la consiguiente demanda ejecutiva para instar por la ejecución de dichas sumas por la vía de apremio está sometida a algún plazo de caducidad?

		223 ¿En caso de desconocerse cuál es el actual domicilio del poderdante moroso, pueden utilizarse los mecanismos de averiguación de domicilio que establece el art. 156 LEC para efectuar el requerimiento de pago? ¿Cabe dirigir la jura de cuentas contra la herencia yacente del deudor?





		Artículo 35 Honorarios de los abogados		224 ¿El procedimiento especial de jura de cuentas es procesalmente la vía obligada para reclamación de honorarios al cliente por la intervención en un pleito?

		225 ¿Cuáles son las consecuencias de que en una jura de cuentas de abogado o procurador no se formule oposición alguna al requerimiento inicial?

		226 ¿Una vez admitida a trámite la jura de cuentas, ante la imposibilidad de localizar al deudor para practicar el requerimiento podría admitirse su realización mediante un correo electrónico certificado?

		227 ¿El Decreto que resuelve la jura de cuentas tiene efectos de cosa juzgada?

		228 ¿Cabe recurso alguno contra el Decreto que resuelve la jura de cuentas? ¿Y si dentro de ese incidente se plantea y se estima la existencia de una prejudicialidad civil?













		Título II De la jurisdicción y competencia		Capítulo I De la jurisdicción de los tribunales civiles y las cuestiones prejudiciales		Artículo 36 Extensión y límites del orden jurisdiccional civil. Falta de competencia internacional		229 ¿Podría ser emplazado un demandado fuera del territorio español en virtud de los mecanismos dispuestos en la LEC para los emplazamientos dentro de España?

		230 ¿Qué medios de notificación y traslado de documentos se pueden utilizar en el ámbito supranacional?

		231 Partiendo de esta premisa, ¿podrá un demandante remitir directamente la demanda junto con el decreto de admisión y emplazamiento al demandado a través de los agentes judiciales o funcionarios competentes en cualquier Estado miembro de la Unión Europea?

		232 Dentro de un procedimiento de ejecución, ¿podría el ejecutante solicitar la traba de bienes titularidad del ejecutado que estuvieran fuera de España?





		Artículo 38 Apreciación de oficio de la falta de competencia internacional y de jurisdicción		233 ¿Puede ser denunciada la falta de competencia de la jurisdicción civil o únicamente cabe su apreciación de oficio?

		234 ¿Puede ser apreciada la falta de competencia de oficio por parte de un juzgado español cuando el litigio verse sobre la validez de una patente?

		235 ¿Puede un tribunal español despachar ejecución sobre la resolución de un tribunal de Londres cuyas partes acordaron como forma de pago la realización de las acciones de dos sociedades anónimas domiciliadas en España?





		Artículo 39 Apreciación de la falta de competencia internacional o de jurisdicción a instancia de parte		236 ¿Podrán las partes sometidas a arbitraje denunciar con posterioridad la falta de competencia del árbitro mediante la interposición ante la autoridad judicial competente la acción de nulidad de un laudo arbitral?

		237 ¿Puede la parte demandada plantear la declinatoria por falta de competencia internacional ante una demanda que verse sobre marcas comunitarias presentada en España contra varios demandados, basándose ésta en que uno de los demandados tiene su domicilio en España?

		238 ¿Puede ejecutarse en España una resolución extranjera?

		239 Presentada una demanda en la que se pretenda la fijación de la valoración del daño entre asegurado y aseguradora ¿cabría oponerse a la misma aduciendo la declinatoria?





		Artículo 40 Prejudicialidad penal		240 ¿Constituye una interrupción de la prescripción de la acción civil la existencia de un proceso penal cuando este último pueda tener una influencia decisiva en la resolución del asunto civil?

		241 ¿Podrá solicitarse la suspensión por prejudicialidad penal de un asunto civil en el que se esté conociendo de un divorcio y las medidas sobre sobre los hijos menores del matrimonio ante la existencia de un procedimiento penal incoado por un presunto delito de maltrato en el ámbito familiar?

		242 ¿Podrán las partes denunciar la falta de suspensión de un procedimiento por prejudicialidad penal en el que, pendiente el mismo de dictar sentencia, el Tribunal no haya dictado el auto acordando la misma?

		243 ¿La prejudicialidad penal debe determinarse por los hechos objeto del proceso o por la valoración o calificación que se haga de ellos?

		244 ¿La reapertura del proceso penal sobreseído provisionalmente para la práctica de nuevas diligencias permite suspender nuevamente el proceso civil?

		245 ¿La querella por falsedad de alguno de los documentos debe producir siempre la suspensión?

		246 ¿La prejudicialidad penal suspende el procedimiento de medidas cautelares cuando se ha suspendido el procedimiento principal?

		247 ¿La prejudicialidad penal determina la suspensión de la ejecución hipotecaria?

		248 ¿Se podrá suspender la ejecución hipotecaria por cualquier otra causa de nulidad del título?

		249 ¿La presentación de denuncia por falsedad documental es causa suficiente para acordar la suspensión del procedimiento civil por prejudicialidad penal?

		250 ¿La mera incoación de diligencias indeterminadas por el Juzgado de Instrucción es causa suficiente para acordar la suspensión del procedimiento civil por prejudicialidad penal?

		251 ¿La prejudicialidad penal por hechos imputados al librador de un título cambiario es causa de suspensión del juicio cambiario incoado por el tenedor?

		252 ¿Se puede solicitar la suspensión por prejudicialidad penal en trámite de tasación de costas del procedimiento civil?

		253 ¿La interposición de una querella es causa de suspensión de la ejecución de sentencia firme civil?

		254 ¿La indemnización de los daños y perjuicios causados por el alzamiento de la suspensión comprende los intereses de la mora procesal del art. 576 LEC?

		255 ¿El trámite al Ministerio Fiscal, por si hubiere lugar al ejercicio de una acción penal, es siempre preceptivo?





		Artículo 41 Recursos contra la resolución sobre suspensión de las actuaciones por prejudicialidad penal		256 ¿Es recurrible en apelación el auto que deniega la suspensión por prejudicialidad penal?

		257 ¿Es recurrible en apelación el auto que deniega la suspensión por prejudicialidad penal del proceso de ejecución civil?

		258 ¿Es admisible cualquier tipo de recurso con carácter general?

		259 ¿Es necesario recurrir en reposición la resolución que deniegue la suspensión en la primera instancia para poder reproducir la petición al recurrir en apelación?





		Artículo 42 Cuestiones prejudiciales no penales		260 ¿Deben los tribunales de la jurisdicción civil resolver todas las controversias del orden administrativo o social conforme al art. 42.1 LEC?

		261 ¿Puede el tribunal civil suspender de oficio las actuaciones en espera de la resolución de una cuestión prejudicial administrativa o social?

		262 ¿Produce efectos de cosa juzgada lo que en su día resuelva el órgano del orden jurisdiccional que conoce del asunto resuelto por el tribunal civil a los solos efectos prejudiciales?

		263 ¿Se puede invocar la suspensión del proceso civil por la prejudicialidad de otro orden a través de la excepción de litispendencia?





		Artículo 43 Prejudicialidad civil		264 ¿Es necesario que las acciones sean idénticas para la prejudicialidad civil con el proceso pendiente?

		265 ¿Es vinculante lo dispuesto en un pleito anterior que sea determinante o condicionante de la cuestión principal que se discute en el proceso posterior?

		266 ¿Produce el mismo efecto suspensivo o vinculante lo dispuesto por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea a través del mecanismo de la cuestión prejudicial?

		267 ¿Es planteable el efecto vinculante de lo resuelto anteriormente en el ámbito casacional?

		268 ¿Es posible plantear la suspensión por prejudicialidad mientras sea posible la acumulación de autos?

		269 ¿Una cuestión prejudicial civil puede provocar la suspensión de un procedimiento aunque la sentencia que se dicte carezca de los efectos de cosa juzgada?

		270 ¿Debe el demandado solicitar la suspensión del proceso por prejudicial civil en la contestación a la demanda?

		271 ¿Es aplicable la prejudicialidad civil en fase de ejecución?

		272 ¿Puede un juicio ejecutivo prejuzgar lo que se resuelve en un declarativo?

		273 ¿La prejudicialidad civil comporta siempre la suspensión del proceso?

		274 ¿Puede suspenderse la admisión a trámite de una demanda por prejudicialidad civil?









		Capítulo II De las reglas para determinar la competencia		Artículo 44 Predeterminación legal de la competencia		275 ¿Puede un juzgado al que, en virtud de la atribución recogida en el art. 46 LEC, se le han atribuido competencias específicas sobre una materia admitir la inhibición del conocimiento de un asunto en otro juzgado cuya presentación fuera anterior a su propia creación?

		276 Si, entre la interposición de unas medidas cautelares interpuestas con carácter previo a la demanda ante un órgano judicial y la propia demanda, entrara en funcionamiento un órgano judicial del mismo orden que por razón de la materia debiera conocer del pleito principal ¿a quién correspondería conocer de la demanda principal?





		Artículo 45 Competencia de los Juzgados de Primera Instancia		277 ¿Debe un juzgado de Primera Instancia que esté conociendo de un juicio declarativo, un juicio cambiario o un juicio monitorio apreciar su falta de competencia ante la declinatoria presentada por el demandado aduciendo que está declarado en concurso, si ésta declaración se ha producido con posterioridad a la admisión del proceso?

		278 ¿Correspondería a la jurisdicción social la demanda de disolución y liquidación de la sociedad de gananciales cuando los bienes privativos del cónyuge deudor son insuficientes para cubrir las deudas propias, si éstas son objeto de ejecución en un proceso de la jurisdicción social?

		279 ¿Es competente la jurisdicción contenciosa-administrativa para conocer de una demanda contra una entidad privada que actúe con una concesión administrativa?





		Artículo 46 Especialización de algunos Juzgados de Primera Instancia		280 ¿Puede un juzgado al que le ha sido atribuida específicamente una materia rechazar el conocimiento del mismo con el mero rechazo del reparto efectuado por el Decanato?

		281 ¿Podría prosperar la declinatoria interpuesta por un demandado basada en la falta de competencia objetiva cuando una Juzgado Mercantil esté conociendo de varias acciones y una de ellas no esté incardinada en los apartados 1 y 2 del art. 86 ter de la LOPJ?





		Artículo 47 Competencia de los Juzgados de Paz		282 ¿Pueden conocer los Jueces de Paz de los procedimientos monitorios de cuantía inferior a 90 euros?

		283 ¿Tienen los Juzgados de Paz competencias en materia de conciliación?





		Artículo 48 Apreciación de oficio de la falta de competencia objetiva		284 ¿Cabe interponer un expediente de jurisdicción voluntaria en ejercicio de la «interrogatio in iure»?

		285 ¿Puede un juzgado, una vez admitida la demanda, plantear una cuestión de competencia objetiva si ésta deriva de la presentación de la demanda reconvencional?

		286 ¿Puede el actor exigir al Tribunal que, apreciare de oficio su falta de competencia objetiva, que remita las actuaciones al tribunal competente?

		287 ¿Puede la Audiencia Provincial, al conocer de un recurso de apelación, anular la sentencia dictada por un juzgado de Familia o de Primera Instancia por entender que la competencia objetiva correspondía a un juzgado de violencia contra la mujer?





		Artículo 49 Apreciación de la falta de competencia objetiva a instancia de parte		288 ¿Puede plantearse la falta de competencia objetiva el demandado que estuviere incurso como indagado en un procedimiento penal por violencia de género al contestar la demanda de divorcio planteada ante un juzgado de primera instancia?

		289 ¿Podría conocer el Juzgado de Violencia sobre la Mujer de una demanda de modificación de medidas cuando el único asunto penal del que conoció esté archivado por extinción de la responsabilidad penal o por sentencia absolutoria firme?

		290 ¿Puede el concesionario ser considerado establecimiento abierto al público o representante autorizado para actuar en nombre de la entidad, a los efectos del art. 51.1 de la LEC?

		291 ¿El desistimiento respecto una de la partes cuyo domicilio fundamentó la competencia territorial altera el fuero territorial?

		292 ¿Puede un demandado, una vez admitida la demanda, plantear una cuestión de competencia objetiva si ésta deriva de la presentación de la demanda reconvencional?





		Artículo 49 bis Pérdida de la competencia cuando se produzcan actos de violencia sobre la mujer		293 ¿Puede el investigado en un proceso penal como autor, inductor o cooperador necesario en la realización de un acto de violencia de género presentar una demanda civil que verse sobre alguna de las materias recogidas en el art. 87 ter LOPJ?

		294 ¿Qué ocurriría si la demanda, iniciado ya un proceso penal por delitos relacionados con esta materia, ya estuviera interpuesta en un Juzgado de Primera Instancia o un Juzgado de Familia?

		295 ¿Puede el juez civil inhibirse en favor del Juzgado de Violencia de Género en cualquier momento procesal?

		296 ¿Deberá conocer de una demanda civil sobre alguna de las materias recogidas en el art. 87 ter.2 LOPJ el Juzgado de Primera Instancia o de Familia que corresponda si el procedimiento penal sobre violencia contra la mujer ha finalizado?

		297 ¿Pueden las partes recurrir el auto de inhibición dictado por el Juez civil en favor del Juzgado de Violencia sobre la Mujer?

		298 ¿Puede plantear el demandado la declinatoria ante el Juzgado de Primera Instancia o de Familia donde se hubiere planteado una demanda civil por las materias recogidas en el art. 87.ter LOPJ por entender que el asunto corresponde al Juzgado de Violencia sobre la Mujer?





		Artículo 52 Competencia territorial en casos especiales		299 ¿Cuál es el fuero aplicable en el caso de procedimientos en los que se ejercitan acciones de consumidores por contratos celebrados a través de internet?

		300 ¿Podría una persona plantear un litigio, derivado de un accidente de circulación acaecido en Portugal, ante los tribunales civiles españoles?

		301 ¿Puede interponerse una demanda contra una persona jurídica, además de en su domicilio social, en cualquier lugar donde tenga una oficia abierta al público?

		302 ¿Puede el juzgado en el que radica el bien inmueble objeto de una demanda inhibirse del conocimiento de la misma cuando lo que se ejercita es una acción declarativa para que el demandado otorgue la oportuna escritura pública de compraventa de una finca con la finalidad de que la transmisión de la propiedad pueda tener eficacia frente a terceros atendiendo a que no ha sido interpuesta ante el juzgado del domicilio del demandado?

		303 ¿Es correcta la inhibición del juzgado inicialmente competente en un procedimiento verbal cuando, una vez admitida la demanda, a través de la averiguación domiciliaria se obtiene uno o varios domicilios en otro partido judicial?

		304 ¿Podría presentarse una demanda en la que se reclame a una compañía aérea una indemnización por la cancelación de un vuelo en el domicilio del demandante?

		305 ¿Puede determinarse la competencia territorial atendiendo al domicilio del administrador?

		306 ¿Ante qué Juzgados debe interponerse una acción de nulidad de cláusulas abusivas instada por el consumidor?





		Artículo 53 Competencia territorial en caso de acumulación de acciones y en caso de pluralidad de demandados		307 ¿Puede ceder el fuero imperativo como consecuencia de la acumulación de acciones?

		308 ¿El ejercicio acumulado de diversas acciones con fuero imperativo derivadas de accidentes de circulación permite la aplicación de este precepto?

		309 ¿Puede ceder el fuero de las personas jurídicas como consecuencia de la acumulación de acciones?

		310 ¿Es electivo el fuero general cuando la acción es única y varios demandados?

		311 ¿Es aplicable la regla general del art. 53.2 LEC al proceso monitorio cuando hay varios demandados o acumulación subjetiva?

		312 ¿Es aplicable el fuero electivo del art. 53.2 LEC cuando las acciones no son acumulables por falta de competencia objetiva?

		313 ¿Es aplicable el fuero electivo tanto a fueros dispositivos como imperativos?





		Artículo 54 Carácter dispositivo de las normas sobre competencia territorial		314 ¿Es válida la apreciación de oficio de la falta de competencia territorial en los procesos declarativos que se sustancien por los trámites del juicio ordinario?

		315 ¿Podría un juzgado declarar la falta de competencia territorial en un procedimiento ordinario?

		316 ¿Cabe la sumisión tácita en el procedimiento declarativo tramitado como juicio verbal?





		Artículo 55 Sumisión expresa		317 ¿Es válida la sumisión expresa en un juicio verbal?

		318 ¿Puede apreciarse de oficio la falta de competencia territorial en juicio verbal?

		319 ¿Puede apreciarse de oficio la falta de competencia territorial en juicio ordinario?

		320 ¿Se puede fundamentar la competencia territorial de un juicio monitorio para la reclamación de una deuda con base en un contrato en el que se estipula una cláusula de sumisión expresa?

		321 ¿Es válida la sumisión expresa en un juicio cambiario?





		Artículo 56 Sumisión expresa y reparto		322 ¿Es válida la sumisión tácita en un juicio verbal?

		323 ¿Es válida la sumisión tácita en un juicio monitorio?

		324 ¿La falta de formalización de declinatoria por el demandado en juicio verbal supone la sumisión tácita? ¿Es posible alegar la falta de competencia en vía de recurso?

		325 ¿La falta de formalización de declinatoria por el demandado en juicio ordinario supone la sumisión tácita?

		326 ¿Es posible el control de oficio de la competencia en juicio ordinario cuando viene determinada por normas dispositivas?

		327 ¿Es válida la sumisión tácita del demandante en juicio ordinario?





		Artículo 57 Sumisión expresa y reparto		328 ¿Puede pactarse una cláusula de sumisión expresa a un órgano judicial concreto de un determinado partido judicial?

		329 ¿Es válida la sumisión expresa en el ámbito de la jurisdicción voluntaria?





		Artículo 58 Apreciación de oficio de la competencia territorial		330 En un procedimiento monitorio en el que el actor reclama al deudor una cantidad de dinero y no se trata de una deuda derivada de los gastos comunes de una Comunidad de propietarios, si el actor señala como domicilio del demandado una localidad que no pertenece al partido judicial en el que lo ha presentado ¿puede archivarse directamente por falta de competencia?

		331 ¿Y si ello acaece una vez que la demanda ha sido admitida y como consecuencia de la averiguación de domicilio efectuada ante el resultado infructuoso del requerimiento efectuado?

		332 ¿Es válida la apreciación de oficio de la falta de competencia territorial en los procesos declarativos que se sustancien por los trámites del juicio ordinario?

		333 ¿Sería apreciable de oficio la falta de competencia territorial en los procesos declarativos cuando la regla de atribución de la competencia es imperativa?

		334 ¿Puede apreciarse la falta de competencia territorial por el Juez ante el que efectúa la comunicación del art. 583 del texto refundido de la Ley Concursal?

		335 ¿Puede apreciarse, en un procedimiento de ejecución, la falta de competencia territorial por el Juez una vez haya dictado la orden general de ejecución?





		Artículo 59 Alegación de la falta de competencia territorial		336 ¿En una demanda en que la acción solicitada sea la responsabilidad extracontractual respecto a unos hechos acaecidos en la provincia de Huelva en la que tiene además su domicilio el demandado y siendo el domicilio del demandante Tarragona y que, por razón de la materia, debe tramitarse a través de un juicio ordinario podrá de oficio plantear el órgano judicial su falta de competencia cuando la demanda se presente en Tarragona?

		337 ¿Podrá ser apreciada la falta de competencia territorial en el ámbito de la conciliación?





		Artículo 60 Conflicto negativo de competencia territorial		338 ¿Podría plantearse un conflicto de competencia territorial entre el juzgado en el que se causaron los daños derivados de la circulación de vehículos a motor (art. 52.1.9ª LEC) y el juzgado donde radique el domicilio del asegurado (art. 24 Ley del Contrato de Seguro) cuando la demanda la interpone el actor contra su propia compañía de seguros por los daños derivados de la circulación de vehículos a motor?

		339 ¿Podría el juzgado de Primera Instancia en el que se hubiera presentado un concurso consecutivo de personas físicas no empresarias por tener éstas el domicilio en su partido judicial rechazar su competencia e inhibirse a los juzgados de Primera Instancia correspondientes al partido judicial donde solamente uno de los concursados desarrolle sus principales intereses?

		340 ¿Puede ser planteado un conflicto negativo de competencia por el órgano al que se le remita un asunto como consecuencia de la estimación de la declinatoria planteada ante el primer tribunal?





		Artículo 61 Competencia funcional por conexión		341 ¿Puede un juzgado del orden jurisdiccional civil que hubiera dictado una resolución judicial declarar su falta de competencia para despachar la ejecución de la misma alegando la existencia, en el momento de despachar la ejecución, de un procedimiento penal basado en un presunto delito de violencia de género?

		342 ¿Ante quién debe ser presentadas las costas procesales impuestas en el auto que estime una declinatoria por incompetencia territorial si el órgano, al que se le han remitido las actuaciones, asume su competencia?

		343 ¿Debe conocer del proceso declarativo ordinario el mismo órgano que conoció del juicio monitorio cuando el primero deriva de la oposición interpuesta en el monitorio por el demandado?





		Artículo 62 Apreciación de oficio de la competencia para conocer de los recursos		344 ¿Puede admitir un recurso de queja el tribunal que hubiere acordado la inadmisión de un recurso de apelación?

		345 ¿Puede conocer el Tribunal Supremo de un recurso de queja interpuesto ante un auto dictado por una Audiencia Provincial que hubiere acordado la inadmisión de un recurso de apelación?









		Capítulo III De la declinatoria		Artículo 63 Contenido de la declinatoria, legitimación para proponerla y tribunal competente para conocer de ella		346 ¿Puede plantear el demandado en un juicio monitorio la declinatoria por falta de competencia por estar declarado en concurso con posterioridad a la admisión del proceso monitorio?

		347 ¿Puede plantearse en un proceso declarativo derivado de un juicio monitorio la declinatoria por falta de jurisdicción, al entender el demandado que el asunto corresponde a un árbitro?

		348 ¿En qué supuestos legales no cabe plantear la declinatoria?

		349 ¿Puede el demandado en un proceso monitorio, cuya cuantía sea superior a los 6.000 euros, plantear la declinatoria atendiendo a la existencia de una cláusula de sumisión expresa aprovechando el plazo de 20 días otorgado para oponerse?

		350 ¿Podría plantear el demandado la declinatoria si se opone a la demanda de monitorio y el actor interpone la correspondiente demanda de juicio ordinario?

		351 ¿Cómo debe proceder el juez de instancia en el caso de que, entablada una demanda, el demandado plantee una declinatoria por sumisión de la cuestión a arbitraje?





		Artículo 65 Tramitación y decisión de la declinatoria		352 Tratándose de un procedimiento de ejecución, ¿puede el órgano judicial que vaya a conocer de un recurso de apelación o de casación apreciar de oficio la falta de competencia territorial del órgano a quo en aquellos supuestos en que ni el órgano judicial de primera instancia hubiera apreciado su falta de competencia ni la parte ejecutada hubiera planteada la respectiva declinatoria por falta de competencia territorial?

		353 Tratándose de un procedimiento de ejecución, ¿la proposición de una declinatoria produce efectos suspensivos en la tramitación del procedimiento?

		354 ¿Cabe plantear declinatoria en un juicio cambiario por sumisión a arbitraje de la cuestión litigiosa?

		355 ¿Cabe la imposición de las costas procesales en la resolución que resuelva la declinatoria?









		Capítulo IV De los recursos en materia de jurisdicción y competencia		Artículo 66 Recursos en materia de competencia internacional, jurisdicción, sumisión a arbitraje o mediación y competencia objetiva		356 ¿Es posible interponer un recurso de casación o por infracción procesal ante la sentencia de la audiencia provincial que haya conocido de un recurso de apelación en materia de falta de jurisdicción por sumisión a arbitraje?





		Artículo 67 Recursos en materia de competencia territorial		357 ¿Puede recurrirse el auto en el que se declare la falta de competencia territorial?

		358 ¿Podrá atacarse la competencia territorial a través de la apelación interpuesta contra una sentencia dictada por un juzgado que tenga conferida una especialización dentro de su orden jurisdiccional?









		Capítulo V Del reparto de asuntos		Artículo 70 Medidas urgentes en asuntos no repartidos		359 ¿Puede un juzgado al que le ha sido atribuida específicamente una materia rechazar el conocimiento del mismo con la simple devolución del asunto asignado al Decanato?

		360 ¿Puede ser rechazado un asunto repartido por el Decanato cuando la demanda va dirigida a un Juzgado especializado por razón de la materia (Jº de Familia, Juzgado Mercantil, Juzgado de Violencia de Género, Juzgado especializado en materia de cláusulas abusivas) sin necesidad de iniciar la tramitación de la cuestión competencial?

		361 ¿Puede ser recurrida una resolución por las partes basándose en la infracción de las normas de reparto cuando se entienda que el asunto no corresponde al juzgado o a la sección de la audiencia provincial a la que se ha repartido ?

		362 ¿Qué naturaleza jurídica cabe atribuir a las normas de reparto a raíz de su inclusión en la LEC?

		363 ¿Qué consecuencias cabe anudar a la inobservancia del plazo previsto en el art. 69 para proceder al reparto de asuntos?













		Título III De la acumulación de acciones y procesos		Capítulo I De la acumulación de acciones		Artículo 71 Efecto principal de la acumulación. Acumulación objetiva de acciones. Acumulación eventual		364 ¿Es obligatorio acumular todas las acciones para evitar la preclusión de hechos y fundamentos jurídicos?

		365 ¿Puede reclamarse en un proceso monitorio diversas deudas contra un mismo deudor?

		366 ¿Se puede acumular una acción de desahucio por precario con una acción de resolución del contrato de arrendamiento?

		367 ¿Son acumulables las acciones de nulidad contractual y de indemnización por incumplimiento del contrato?

		368 Si han fallecido ambos progenitores, ¿se puede ejercitar de forma acumulada las dos acciones de partición respecto de sus patrimonios que, en vida, eran de naturaleza ganancial?

		369 ¿Se puede acumular la acción de reclamación de filiación y la de alimentos?

		370 ¿Son compatibles las acciones derivadas de la Ley de ordenación de la edificación y las contractuales?

		371 ¿Se puede ejercitar una acción de responsabilidad contractual junto con otra acción de responsabilidad extracontractual por unos mismos hechos?

		372 ¿Cuál es la cuantía del proceso en el que se ejercitan varias acciones acumuladas?





		Artículo 72 Acumulación subjetiva de acciones		373 ¿Se puede admitir una demanda de juicio verbal de desahucio en ejercicio de acción de desahucio por precario contra los ignorados ocupantes de tres viviendas diferentes, o se debe presentar tantas demandas como viviendas ocupadas haya?

		374 ¿Pueden demandar a un banco diversos clientes por incumplimiento de su obligación de información cumplida en la contratación de productos financieros, pese a que dichos clientes no hayan contratado los mismos productos?

		375 Cuando el art. 72 LEC dice que las acciones deben fundarse en los mismos hechos para admitir la acumulación subjetiva, ¿está exigiendo coincidencia de hechos?

		376 ¿Puede la entidad gestora de un puerto reclamar en una misma demanda a diversos usuarios por el impago de cuotas de amarre pese a que no exista solidaridad entre los demandados?

		377 ¿Se puede conocer en un mismo litigio las acciones acumuladas ejercitadas por las personas afectadas por un medicamento, aunque cada una de ellas haya adquirido o se le haya suministrado el medicamento en ocasiones diferentes y las circunstancias de salud de los demandantes y los efectos que en ellos hayan podido tener esos productos sean dispares?

		378 ¿Cabe la acumulación subjetiva en declarativo posterior al monitorio?

		379 ¿Un deudor solidario puede ejercitar la acción de repetición contra otro deudor solidario y la esposa de este en relación con aquellos bienes que obtuvo como consecuencia de la liquidación de la sociedad de gananciales?

		380 ¿Debe conocer el Juzgado Mercantil de una demanda en la que, por defectos constructivos, se reclama solidariamente a diversas personas, físicas y jurídicas, porque una de ellas se halla en situación concursal?

		381 Para determinar la cuantía del proceso en el que se ejercitan varias acciones subjetivamente acumuladas ¿hay que considerar solo el título del que provienen?





		Artículo 73 Admisibilidad por motivos procesales de la acumulación de acciones		382 Habiendo sido la pretensión en el primer proceso la declaración de responsabilidad del administrador ¿debe apreciarse cosa juzgada si en el segundo proceso se reclama en base al enriquecimiento injusto?

		383 ¿Es acumulable a la acción de desahucio de vivienda ocupada en precario la acción de reclamación de los daños y perjuicios por los gastos ocasionados por la ocupación?

		384 ¿Puede reclamar un progenitor al otro, en un proceso de extinción de pareja de hecho, una pensión por enriquecimiento injusto?

		385 ¿Puede reclamarse en un juicio de desahucio por falta de pago la penalización pactada para el caso de impago?

		386 ¿Es posible la acumulación de la acción de división judicial de la herencia y la acción de liquidación del régimen económico matrimonial?

		387 ¿Puede la Audiencia Provincial, con ocasión de una apelación, apreciar de oficio una acumulación indebida de acciones?

		388 ¿La acumulación subjetiva u objetiva de acciones en la demanda, realizada de forma incorrecta, implica siempre la inadmisión de la demanda?

		389 ¿La acción relativa a la liquidación de la sociedad de gananciales puede acumularse a la acción de divorcio?

		390 ¿Se puede apreciar de oficio, después de admitida la demanda, la indebida acumulación de acciones?









		Capítulo II De la acumulación de procesos		Artículo 74 Finalidad de la acumulación de procesos		391 El análisis de la concurrencia de los presupuestos para el ejercicio de acciones de rescisión y reintegración a la masa en un supuesto de acumulación concursos ¿debe hacerse de forma conjunta o individualizada para cada concurso?

		392 Acumulada la demanda de reclamación de cantidad por impago interpuesta por la constructora, a la de reclamación por defectos constructivos efectuada por la propiedad de la obra ¿se puede justificar el incumplimiento de la obligación de pago del precio en el contrato de obra en los defectos de esta?

		393 ¿Cómo afecta a las partes de cada proceso su acumulación en uno solo?

		394 ¿Se puede recurrir en apelación un pronunciamiento que se instó inicialmente por los trámites de juicio verbal de cuantía no superior a los 3.000 euros, el cual se acumuló después a un procedimiento ordinario?

		395 La acumulación de dos procesos verbales de una cuantía de 5.000 euros cada uno ¿convierte al proceso en ordinario al exceder su cuantía de los 6.000 euros?





		Artículo 75 Legitimación para solicitar la acumulación de procesos. Acumulación acordada de oficio		396 ¿Pueden solicitar los cónyuges la acumulación de los procesos contenciosos de divorcio que hayan instado por separado?

		397 ¿Puede ser acordada de oficio la acumulación de dos procesos en los que la sentencia que haya de recaer en uno pueda producir efectos prejudiciales en el otro?

		398 ¿El tribunal puede actuar de oficio y acordar la acumulación de procesos para evitar sentencias con pronunciamientos contradictorios, pese a que las pretensiones del segundo proceso se hubieran podido deducir en el primero en la demanda o, en su caso, con la ampliación de esta o con la reconvención?

		399 Si dos personas han instado sendos procesos contra el hermano común para reclamarle una cantidad derivada de la aprobación del cuaderno particional de la herencia de su fallecido padre ¿pueden pedir la acumulación de procesos?





		Artículo 76 Casos en los que procede la acumulación de procesos		400 Si ambas proceden del mismo incendio de un edificio ¿se puede acumular un proceso en el que un propietario perjudicado reclama a quien considera responsable del incendio, con un proceso en el que una entidad aseguradora ejercita acción de subrogación por las cantidades abonadas a sus asegurados por los daños que éstos sufrieron por el siniestro?

		401 ¿Se pueden acumular procesos en los que la Comunidad de Propietarios reclama el pago de una derrama a varios comuneros, al proceso en el que se insta la nulidad del acuerdo en el que se fija tal derrama?

		402 ¿Cabe acumular el proceso en el que los propietarios de pisos piden a la promotora que instale el sistema de calefacción de las viviendas acordado, al proceso en el que la promotora demandada pide que se condene a la distribuidora de gas a dicha instalación?

		403 ¿Debe acumularse a procesos en los que se sustancie la oposición a resoluciones administrativas en materia de protección de un mismo menor, tramitados conforme al art. 780, el proceso de entrada urgente en domicilio para la ejecución forzosa de las medidas de protección de menores, del art. 778 ter 3 LEC?

		404 Cuando el art. 76.2.2º LEC dice que procederá la acumulación cuando el objeto de los procesos a acumular fuera la impugnación de acuerdos sociales adoptados en una misma Junta ¿se refiere a las impugnaciones de diversos asociados respecto de un mismo acuerdo?





		Artículo 77 Procesos acumulables		405 Si los progenitores residen en distintos partidos judiciales ¿ante quién deberían acumularse dos demandas de guarda y custodia y alimentos? ¿Ante el Juzgado que conoce del proceso más antiguo, o ante el del lugar de residencia del menor?

		406 Si se acumulan procesos en materia mercantil ante un Juzgado de Primera Instancia ¿procede la nulidad de actuaciones?

		407 ¿Se puede acumular un proceso en el que se reclama una indemnización contra una distribuidora, otro proceso en el que se ejercita acción de responsabilidad contra los administradores sociales de la referida distribuidora?

		408 ¿Pueden acumularse dos procesos de juicio ordinario cuando en uno de ellos ya se ha celebrado el juicio pero todavía no se ha dictado sentencia?

		409 ¿Se puede acumular a la demanda más antigua, en Mataró, otra demanda, en Barcelona, si ambas lo son por el mismo accidente de tráfico pero en la demanda más moderna se acciona también contra el Consorcio de Compensación de seguros?

		410 ¿Se puede acumular un juicio ordinario a un juicio verbal?





		Artículo 78 Improcedencia de la acumulación de procesos. Excepciones		411 ¿Puede una entidad demandada, en un proceso en el que se pide el cumplimiento de un precontrato, instar una demanda, en la que pide la nulidad de dicho contrato, y solicitar la acumulación de procesos?

		412 Si la resolución judicial considera que no procede la acumulación porque cabe la litispendencia ¿puede recurrir la decisión denegatoria de la acumulación quien se opuso a ella?

		413 ¿Se puede rechazar una solicitud de acumulación efectuada por quien es el actor en el proceso más moderno por el hecho de ser demandado en el proceso más antiguo y poder haber formulado su pretensión por la vía reconvencional?

		414 Presentada una demanda contra la aseguradora por daños por filtración de aguas, y una segunda demanda contra la Comunidad de propietarios por falta de mantenimiento de la zona donde se produjo la filtración ¿es procedente su acumulación?

		415 ¿Es posible la acumulación de procesos para evitar sentencias con pronunciamientos contradictorios, pese a que las pretensiones del segundo proceso se hubieran podido deducir en el primero en la demanda o, en su caso, con la ampliación de esta o con la reconvención?

		416 ¿Basta la alegación de la litispendencia para evitar la acumulación de procesos?





		Artículo 79 Proceso en el que se ha de pedir o acordar de oficio la acumulación		417 ¿Qué efecto produce la presentación de la solicitud de acumulación de procesos efectuada ante el Juzgado de Primera Instancia que conoce del proceso más moderno?

		418 ¿Se puede solicitar la acumulación al Tribunal con sede en la capital de provincia pese a no ser quien conoce del proceso más antiguo?

		419 ¿Se debe acumular al Juzgado de Primera Instancia que conoce de la demanda de reclamación de cantidad contra una empresa, la demanda posterior que ejercita la acción de responsabilidad de los administradores sociales?

		420 Ante un proceso por demanda presentada en febrero de 2018, ¿puede ordenar de oficio el tribunal que conozca de dicha demanda la acumulación de otro proceso, seguido ante otro tribunal, incoado en marzo de 2018, pese a que la demanda se presentó en enero de 2018?

		421 ¿Puede el juez inadmitir la solicitud de acumulación por haber sido realizada ante el que conoce del proceso más moderno?





		Artículo 80 Acumulación de procesos en el juicio verbal		422 Acordada la acumulación de un expediente de jurisdicción voluntaria a un juicio verbal ¿se puede anular de oficio al resolver un recurso en el que no se ha pedido tal nulidad?

		423 La acumulación de dos procesos seguidos por los trámites del juicio verbal ¿implica que en la sentencia haya un solo pronunciamiento sobre las costas?

		424 Dado que los procesos sobre modificación de medidas de divorcio se sustancian por los trámites del juicio verbal ¿cabe acumular dos procesos de modificación de medidas instados por los dos progenitores por separado?

		425 ¿Cabe la acumulación de dos juicios verbales que se siguen ante distintos tribunales?

		426 ¿Pueden acumularse dos procesos de divorcio?





		Artículo 81 Solicitud de la acumulación de procesos		427 El hecho que se sigan en un mismo tribunal los procesos cuya acumulación se pretende ¿permite realizar su acumulación de forma verbal en el acto del juicio?

		428 Dado que la solicitud de acumulación de procesos no suspenderá el curso de los que se pretenda acumular ¿pueden continuar, celebrar el juicio y dictar sentencia?

		429 ¿Es suficiente con la solicitud de acumulación por escrito para que el Tribunal se abstenga de dictar sentencia hasta que decida sobre la procedencia de la acumulación?

		430 ¿Cuál es la conducta que debe adoptar la parte para que se considere que ha realizado correctamente la solicitud de acumulación de procesos?





		Artículo 82 Desestimación inicial de la solicitud de acumulación de procesos		431 Basándose solo en la proscripción de la indefensión que propugna el art. 24 CE ¿se puede recurrir en casación la desestimación de la solicitud de acumulación?

		432 El tribunal ante el que se ha solicitado la acumulación de procesos y la ha admitido mediante auto ¿puede resolver oralmente en la vista el eventual recurso de reposición que se haya interpuesto contra dicha resolución?

		433 ¿Qué decisión adoptará el tribunal ante quien se solicite la acumulación de un proceso de división de herencia a un juicio ordinario en el que se ventila si un determinado bien es propiedad del causante?

		434 Si a la parte actora le ha precluido el trámite para ampliar la demanda, presenta una nueva demanda, cuyo objeto es esa ampliación, y solicita la acumulación de procesos ¿qué decisión deberá adoptar el tribunal ante el que se presente tal solicitud?





		Artículo 83 Sustanciación y decisión del incidente de acumulación de procesos. Recursos		435 ¿Qué trámite se debe dar a una solicitud de acumulación de dos demandas de revisión de sentencia?

		436 ¿Es posible recurrir en apelación contra el auto que resuelve el incidente de acumulación de procesos?

		437 Denegada la acumulación por auto ¿se alza la suspensión para dictar sentencia?

		438 ¿Qué remedio procesal queda ante la sentencia dictada pese a la existencia de una solicitud de acumulación de dos procesos seguidos ante el mismo juzgado y realizada en forma antes de la celebración del juicio?

		439 ¿Debe darse audiencia a las partes ante la decisión de un Juzgado de Primera Instancia de acumular la ejecución hipotecaria de la cual conoce al concurso seguido ante un Juzgado Mercantil?





		Artículo 84 Efectos del auto que otorga la acumulación		440 Acumulados dos juicios ordinarios en los que ya se ha celebrado audiencia previa ¿cabe celebrar nueva audiencia previa tras la acumulación de otro juicio ordinario en el que no se había celebrado?

		441 La acumulación de dos procesos seguidos por los trámites del juicio ordinario ¿implica que en la sentencia haya un solo pronunciamiento sobre las costas?

		442 Si se acepta la acumulación de dos juicios ordinarios seguidos ante el mismo tribunal ¿qué efectos se producen en los juicios acumulados?

		443 ¿Los recursos de amparo también pueden acumularse para su resolución conjunta?





		Artículo 85 Efectos del auto que deniega la acumulación		444 Denegada la acumulación por auto ¿qué incidencia tendrá en segunda instancia los efectos de tal denegación si la acumulación era pertinente?

		445 ¿Cabe instar la genérica nulidad de actuaciones ante la denegación de la acumulación de dos procesos de modificación de medidas de divorcio instados uno por la madre del menor común entre las partes y el otro por el padre?

		446 Si se recurre el auto por el que se deniega la acumulación ¿deben quedar en suspenso las actuaciones hasta que se resuelva el recurso?

		447 Si se deniega la acumulación ¿deben imponerse siempre las costas a la parte que la hubiera promovido?

		448 ¿Qué efecto produce el auto que deniega la acumulación de procesos ante un mismo tribunal?





		Artículo 86 Normas aplicables		449 ¿Se puede acumular un proceso que se sigue en Mataró (Barcelona), en el que se pide la resolución por incumplimiento de un contrato, a un proceso que se sigue en Villena (Alicante), en el que se pide la nulidad del referido contrato?

		450 ¿Qué recurso cabe contra el auto que decida sobre la acumulación solicitada?

		451 ¿Cabe recurrir en apelación contra la denegación de la acumulación solicitada respecto de dos procesos seguidos ante dos juzgados diversos?

		452 ¿Puede el demandado, en un proceso que se sigue en un juzgado, dejar precluir su trámite de alegaciones y no formular reconvención, pero presentar dichas alegaciones en una demanda ante otro juzgado y pedir acumulación de procesos?





		Artículo 87 Solicitud de acumulación de procesos		453 Para instar la acumulación de procesos seguidos ante diversos tribunales ¿es suficiente con presentar un escrito indicando qué procesos se pretende acumular?

		454 ¿Pueden acumularse diversos procesos, seguidos ante diversos juzgados, en los que se reclama por los daños y perjuicios ocasionados en diversas viviendas por la explosión derivada de la utilización de un producto para desinsectar una vivienda?

		455 La manifestación verbal de parte legitimada para ello de su voluntad de instar la acumulación de procesos ¿implica la suspensión del plazo para dictar sentencia en el proceso a acumular?

		456 ¿Se debe suspender el curso de las actuaciones ante la petición de acumulación al proceso en curso de otro que se ha instado recientemente, acompañando a la petición la copia de presentación de demanda?





		Artículo 88 Efecto no suspensivo de la solicitud o del inicio de actuaciones de oficio para la acumulación de procesos		457 ¿Qué remedio procesal queda ante la sentencia dictada pese a la existencia de una solicitud de acumulación de dos procesos seguidos ante diversos juzgados y comunicada al tribunal sentenciador antes de la celebración del juicio del proceso más moderno?

		458 Si no se comunica la solicitud de acumulación al tribunal que conoce del proceso más moderno ¿es válida la sentencia que dicte en el seno de tal proceso?

		459 Desestimado el recurso de reposición contra el auto que denegaba la acumulación de procesos ¿qué efecto produce en el proceso seguido ante otro Juzgado y que, por la solicitud de acumulación, ha quedado pendiente de dictar sentencia?

		460 ¿Qué decisión debe adoptar el Juzgado ante la solicitud de acumulación de procesos si uno de ellos está pendiente de celebración de juicio o vista?





		Artículo 89 Contenido del auto que declara procedente la acumulación de procesos		461 ¿Qué recurso cabe contra el auto que declara procedente la acumulación de procesos pendientes ante distintos tribunales?

		462 ¿Cuál debería ser la parte dispositiva del auto por el que un Juzgado de Violencia sobre la Mujer acuerda procedente la acumulación al proceso de guarda y custodia del que conoce del proceso de igual clase seguido ante el Juzgado de Primera Instancia nº 7 de Lleida?

		463 ¿Es suficiente con dictar un auto declarando procedente la acumulación de otro proceso seguido ante otro tribunal, para que este segundo tribunal pueda pronunciarse al respecto?





		Artículo 90 Recepción del requerimiento de acumulación por el Tribunal requerido y vista a los litigantes		464 ¿Puede resolver el tribunal requerido de acumulación sin dar vista a los litigantes?

		465 ¿Hay que dar traslado al Ministerio fiscal para que informe sobre el requerimiento de acumulación recibido por el tribunal requerido?

		466 El tribunal que conoce del proceso más moderno ¿puede enviárselo al tribunal que conozca del más antiguo sin haber sido requerido para ello?





		Artículo 91 Resolución sobre el requerimiento de acumulación		467 ¿Cabe recurso de apelación contra el auto que resuelva sobre el requerimiento de acumulación?

		468 ¿En qué puede fundamentar el tribunal requerido su aceptación al requerimiento de acumulación del juicio verbal de que conoce al juicio ordinario del requirente?

		469 ¿Cuál debería ser la parte dispositiva del auto por el que un Juzgado de Primera Instancia acepta el requerimiento de acumulación planteado por el Juzgado de Primera Instancia n.º 7 de León?

		470 En el recurso de apelación contra la sentencia dictada ¿puede discutir la acumulación quien no se opuso cuando se planteó el requerimiento de acumulación?





		Artículo 92 Efectos de la aceptación de la acumulación por el Tribunal requerido		471 Si las partes interesan la no celebración de la audiencia previa en uno de los procesos que pretenden acumular, al entenderla innecesaria puesto que la audiencia previa se ve absorbida por la ya celebrada en el proceso al que se solicita acumulación ¿permite invocar esta irregularidad procesal al recurrir la sentencia que resuelva las demandas acumuladas?

		472 Aun en el supuesto en que no se aceptara la acumulación por el tribunal requerido ¿podría acordarse la acumulación?

		473 Si uno de los procesos a acumular está pendiente de celebración de juicio y en el otro se está a la espera de contestación a la demandada ¿qué decisión se debe adoptar tras el acuerdo de acumulación?

		474 Acordada la acumulación de un juicio ordinario, en el que se ha celebrado audiencia previa, a otro juicio ordinario, en el que se ha emplazado al demandado para que conteste la demanda ¿cómo se ha de tramitar el proceso resultante de la acumulación?





		Artículo 93 Efectos de la no aceptación de la acumulación de procesos por el tribunal requerido		475 ¿Quién deberá resolver la discrepancia creada ante la no aceptación por el tribunal requerido de la acumulación de un proceso planteado en Málaga si el tribunal requirente tiene su sede en Barcelona?

		476 ¿Cómo debe actuar el tribunal requerido de acumulación de procesos si considera que no debe aceptar el requerimiento?

		477 Los efectos de la no aceptación de la acumulación de procesos por el tribunal requerido regulados en el art. 93 LEC ¿son aplicables a las controversias surgidas en la jurisdicción social?

		478 ¿Cuál debería ser la parte dispositiva del auto por el que un Juzgado de Primera Instancia de Mataró no acepta el requerimiento de acumulación planteado por el Juzgado de Primera Instancia n.º 53 de Barcelona?





		Artículo 94 Sustanciación de la discrepancia ante el tribunal competente		479 Si el tribunal requerido para la acumulación no la acepta ¿qué tramitación debe seguirse?

		480 Si solo el tribunal requirente, o solo el tribunal requerido, remite testimonio necesario y emplaza a las partes ¿qué debe hacer el tribunal inmediato superior para resolver la discrepancia?

		481 ¿Cuál debería ser el contenido de la resolución por la que un Juzgado de Barcelona decide comunicar al tribunal inmediato superior la discrepancia sobre la acumulación generada con el Juzgado de Primera Instancia n.º 2 de Mataró?

		482 ¿Se puede resolver la discrepancia sobre la acumulación de procesos sin el testimonio de actuaciones de los tribunales requirente y requerido?





		Artículo 95 Decisión de la discrepancia		483 ¿Qué decidirá el tribunal inmediato superior ante la discrepancia generada por el intento de acumulación a un proceso concursal de un proceso de reclamación de cantidad por incumplimiento contractual contra una mercantil iniciado ante un Juzgado de Primera Instancia antes de la declaración de concurso de la demandada?

		484 ¿Cómo se resolverá la cuestión negativa entre dos Juzgados en demandas por mismos hechos de la circulación si solo en el proceso más moderno se demanda al Consorcio de Compensación de seguros?

		485 Planteada controversia ante la Audiencia Provincial ¿acordará que procede la acumulación de un juicio ordinario, por demanda presentada en 2018 y que se halla en espera de celebración de juicio, a otro juicio ordinario, por demanda presentada en 2017 y cuyo juicio ya se ha celebrado?

		486 ¿Debe convocar a vista el tribunal inmediato superior a requirente y requerido para resolver la discrepancia sobre la acumulación?

		487 ¿Qué efectos tiene la decisión de la discrepancia por el tribunal inmediato superior si acuerda la acumulación?





		Artículo 96 Acumulación de más de dos procesos. Requerimientos múltiples de acumulación		488 ¿Qué decisión adoptará el tribunal requerido de acumulación de tres juicios verbales a su proceso monitorio en atención a que es el más antiguo?

		489 Acumulado un juicio ordinario a dos juicios verbales, si no se ha celebrado la audiencia previa, se ha dictado sentencia y se recurre en apelación por otros motivos ¿qué debe hacer la Audiencia Provincial para poder pronunciarse sobre la falta de audiencia previa?

		490 ¿Cómo debe proceder el Juzgado que declara procedente la acumulación, al proceso de que conoce, de dos procesos seguidos ante otros dos Juzgados?





		Artículo 97 Prohibición de un segundo incidente de acumulación		491 ¿Puede acordarse la acumulación de un proceso ordinario a otro cuando en el segundo ya se interesó otra acumulación de otro proceso y se denegó?

		492 Si concurren los requisitos exigidos en los arts. 75 a 79 LEC para acumular un proceso a otros ya acumulados a instancia de parte ¿puede interesar la acumulación el demandante en el nuevo proceso a acumular?

		493 En el recurso de apelación contra la sentencia que desestima la demanda de juicio ordinario ¿puede solicitar el actor en ese juicio la acumulación de procesos a otro en el cual ya se había planteado otra acumulación de procesos?





		Artículo 98 Casos en que corresponde la acumulación de procesos singulares a un proceso universal		494 Un proceso de reclamación de cantidad por incumplimiento contractual contra una mercantil iniciado ante un Juzgado de Primera Instancia antes de la declaración de concurso de la demandada ¿debe acumularse al proceso concursal?

		495 Recibida solicitud de Juzgado Mercantil por un Juzgado de Primera Instancia para que proceda a la acumulación de un proceso concursal en tramitación ¿puede acordarla directamente en aplicación del art. 98.1 LEC?

		496 ¿Cabe acumular un juicio ordinario, en el que se reclama a una persona física la deuda que ha reconocido por productos suministrados a una mercantil, al concurso que se sigue de esa mercantil?

		497 ¿Es válida la acumulación entre el proceso sobre formación de inventario del causante y aquel en que se suscita la nulidad de la renuncia que el mismo hizo en escritura pública sobre los bienes de su padre?

		498 La solicitud de la acumulación de proceso singular a un proceso universal ¿debe hacerse siempre ante el tribunal que conozca del proceso más antiguo?













		Título IV De la abstención y recusación		Capítulo I De la abstención y recusación: disposiciones generales		Artículo 99 Ámbito de aplicación de la Ley y principio de legalidad		499 En el caso de los magistrados del Tribunal Constitucional, ¿es causa bastante para la recusación o abstención, ex art. 219.10 de la LOPJ, la pertenencia de uno de los magistrados, actual o pasada, a un partido Político?

		500 Haber emitido pronunciamiento previamente sobre medidas cautelares, o haber resuelto un recurso ¿es causa de recusación o abstención del Juez para conocer del procedimiento principal?

		501 En el ámbito del derecho de familia, ¿haber emitido un Juzgado de Primera Instancia un pronunciamiento previamente respecto a cuestiones procesales e incluso relacionadas con el fondo de la causa, antes de entrar a conocer en plenario del litigio, ¿es causa de recusación o abstención del Juez que conoce el procedimiento principal?

		502 La relación entre el Juez de lo Mercantil y el administrador del concurso, ¿es constitutiva de la causa prevista en el art. 219.12 de la LOPJ?

		503 ¿Es causa de abstención o recusación, ex art. 219.7 de la LOPJ, el haber deducido testimonio por la posible existencia de un ilícito penal, el Juez que conozca del procedimiento principal, para su remisión al Ministerio fiscal?

		504 En relación con la causa prevista en el art. 219.8 LOPJ, ¿cuál es el concreto significado de la expresión «tener pleito pendiente con alguna de las partes»?

		505 ¿Es causa de abstención o recusación de los Jueces constitucionales o Jueces y Magistrados, el haber redactado con anterioridad trabajos de índole científica, o participado en ponencias de la misma naturaleza, en los que hubiera realizado manifestaciones sobre cuestiones atinentes a lo que, a la postre, devino fondo del asunto?

		506 En el caso de que un Juez de lo civil, tuviese pleito pendiente frente a una gran mercantil o entidad bancaria, ¿podría prosperar una causa de abstención formulada respecto de procedimientos en los que fuera parte dicha entidad, ex art. 219.8 LOPJ?

		507 ¿Alcanza la causa de abstención prevista en el número 2 del art. 219 LOPJ, a supuestos en que la persona respecto de la que concurra la relación de parentesco pertenezca al mismo despacho profesional que represente los intereses de una parte, a pesar de no ostentar la dirección letrada de la parte en el procedimiento?

		508 ¿Es causa de abstención o recusación, ex arts. 219.11, 219.13, 219.16, el hecho de que el Juez o Magistrado hubiera dictado con anterioridad Sentencias sobre pleitos idénticos?





		Artículo 100 Deber de abstención		509 ¿Cabe interpretar el listado de causas, como numerus apertus?

		510 ¿Cabría declarar la nulidad de actuaciones en la segunda instancia, por infracción de lo dispuesto en los artículos 217 de la LOPJ y 100.1 LEC, al no haberse abstenido un Magistrado del conocimiento de un asunto pese a concurrir en él causa de abstención, si la parte recurrente conocía la causa ya en la primera instancia?

		511 ¿Es posible la abstención del Juez de Paz?

		512 ¿Qué consecuencia puede implicar para un Juez o Magistrado el no abstenerse del conocimiento de un asunto, a pesar de que en él concurriera causa de abstención, ex art 219 de la LOPJ?

		513 ¿Podría ampararse la objeción de conciencia de un Juez dentro de las causas de abstención?





		Artículo 101 Legitimación activa para recusar		514 ¿Cabe apreciar la concurrencia de causa de enemistad manifiesta basada en la mala relación entre alguno de los letrados intervinientes y el Juzgador?

		515 ¿Qué alternativa le queda al litigante que conociera la existencia de causa de enemistad entre su Letrado y el Juez?

		516 ¿Qué se entiende por «amistad» o «enemistad» a los efectos de la posible abstención o recusación?

		517 ¿Qué sucedería si una parte no hubiera conocido la concurrencia de causa legal de abstención, durante la pendencia del proceso?

		518 A pesar de la ausencia de mención expresa en la regulación contenida en la LEC, y, dada la posibilidad de que los procedimientos civiles pudieran dar lugar a otros ulteriores ante la jurisdicción constitucional, ¿cabe plantearse la posibilidad de recusación de los Jueces Constitucionales?

		519 En el concreto caso de la interposición de un recurso de inconstitucionalidad en supuestos en que la acción fuese formulada por un determinado número de parlamentarios (al menos 50), ¿podría una parte sustancial de los mismos formular recusación sin contar con la totalidad?









		Capítulo II De la abstención de Jueces, Magistrados, Letrados de la Administración de Justicia, Fiscales y del personal al servicio de los tribunales civiles		Artículo 102 Abstención de Jueces y Magistrados		520 ¿Qué sucedería en el caso de que todos los jueces de un Partido, o, en su caso, el Juez único, incurriesen en causa de abstención —o recusación—, y la misma fuese estimada?

		521 ¿Sería admisible la causa de abstención de un Juez o Magistrado respecto de un procedimiento en el que fuera parte el colegio de sus hijos?

		522 ¿Es la condición de un Juez, como usuario registrado de determinada mercantil, causa de abstención en los pleitos de la misma?

		523 Habida cuenta la naturaleza procesal del incidente de abstención, la desestimación del formulado con abierta temeridad, ¿podría dar lugar a la condena en costas del abstinente, o a cualquier otra consecuencia de naturaleza procesal o sancionadora?

		524 ¿Es causa de abstención de un Juez, ex art. 219.12 LOPJ, el que sea parte de un procedimiento un funcionario que preste sus servicios en la Agrupación de Juzgados de paz, dependientes del Juzgado en que esté destinado el abstinente?





		Artículo 103 Abstención de los Secretarios Judiciales		525 ¿Qué preceptos regulan la materia?

		526 ¿Cuáles son las causas para abstenerse?

		527 ¿Cuál es el trámite para proceder a la abstención?

		528 ¿Qué consecuencia tendría en el Letrado de la Administración de Justicia la inobservancia del deber de abstención?

		529 ¿Cabría admitir la abstención de un Letrado de la Administración de Justicia de la tramitación de expedientes referentes a solicitudes de celebración de matrimonios entre personas del mismo sexo, amparándose en su derecho a la objeción de conciencia?





		Artículo 104 Abstención de los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos de Gestión Procesal y Administrativa, Tramitación Procesal y Administrativa y Auxilio Judicial		530 ¿Cuál es el alcance del concepto escrito motivado, al que se refiere el art. 104 de la LEC?

		531 ¿Cuál es la consecuencia que para un funcionario de justicia podría entrañar, el incumplimiento del deber general de abstención?

		532 ¿Son de aplicación al cuerpo de médicos forenses las disposiciones reguladoras de la abstención y recusación de los funcionarios al servicio de la Administración de Justicia?

		533 ¿Cabe la posibilidad de impugnar la resolución que deniegue la concurrencia de causa de abstención de los funcionarios públicos?

		534 Durante la pendencia del incidente, ¿en qué situación quedan las actuaciones encomendadas al funcionario que hubiese formulado abstención?





		Artículo 105 Abstención de los peritos		535 ¿Qué causas son las previstas en la LOPJ?

		536 ¿Qué consecuencias tiene la falta de atención al deber de abstención en un perito judicial?

		537 ¿Cómo se designa nuevo perito ante la aceptación por el órgano jurisdiccional de la abstención del inicialmente nombrado?

		538 Si no se acepta la abstención del perito judicial, ¿qué consecuencias tiene el rechazo por el mismo de la práctica de la pericia?

		539 ¿Está legitimado un médico a acogerse a la objeción de ciencia y de conciencia respecto a su intervención como perito?





		Artículo 106 Abstención de los miembros del Ministerio Fiscal		540 ¿Cuáles son las causas de abstención de los miembros del Ministerio fiscal?

		541 ¿Puede quien sea parte en un procedimiento civil, invocar alguna de las causas de abstención y recusación del Fiscal, si ésta le fuera conocida?

		542 ¿Quién será considerado superior jerárquico, a los efectos anteriores, cuando la recusación se vierta frente al Fiscal General del Estado?

		543 ¿Regula el derecho procesal la ordenación formal del proceso de elevación al superior jerárquico de la causa de abstención?

		544 ¿Es posible, para quien formulase una de las causas de abstención de los fiscales, atacar la resolución adoptada por el Superior Jerárquico?









		Capítulo III De la recusación de Jueces y Magistrados		Artículo 107 Tiempo y forma de proponer la recusación		545 ¿Tienen los acuerdos de organización interna de los Tribunales, a los efectos de posibles recusaciones, trascendencia pública?

		546 ¿Puede el tribunal entrar a valorar el fondo de la recusación, en aquellos casos en que proceda la desestimación por ausencia del poder especial ex art. 107.2?

		547 ¿Qué consecuencia produce la publicación en el BOE del nombramiento de un Magistrado del Tribunal Constitucional, a efectos recusatorios?

		548 ¿Es posible la inadmisión a límine de la recusación formulada, por parte del propio juez o magistrado recusado?

		549 En los supuestos en los que la parte no hubiere ejercitado en plazo su facultad de recusar, de cara a la segunda instancia, ¿debe prevalecer siempre tal elemento formal en la interposición sobre el material, incluso a pesar de que en fase de recurso se aporte prueba flagrante de la concurrencia de causa de abstención en el Magistrado de instancia?

		550 ¿Puede inadmitirse a limine la recusación por carencias materiales y de lógica de entendimiento jurídico y racional?





		Artículo 108 Competencia para instruir los incidentes de recusación		551 ¿Es posible dirigir la recusación frente a un órgano colegiado, en cuanto tal?

		552 ¿Qué órgano es competente para instruir las recusaciones de los Magistrados del Tribunal Constitucional?

		553 ¿Es posible que, sin perjuicio de las previsiones legales expresas, las Juntas de Jueces alcancen acuerdos relativos a normas de reparto sobre abstención y recusación?

		554 ¿Es posible que la Sala de Gobierno del respectivo TSJ acordase que el Instructor de los incidentes de recusación perteneciese a un orden jurisdiccional distinto?

		555 Dada la expresa referencia al orden de escalafón en la Carrera Judicial que se realiza en el inciso segundo, del apartado sexto, del art. 108, ¿cabe plantearse si un Juez Sustituto podría ser designado Instructor de un Incidente de Recusación?





		Artículo 109 Sustanciación del incidente de recusación y efectos de éste en el asunto principal		556 ¿Debe entrarse a valorar el contenido de la recusación formulada, en aquellos supuestos en que se hubieran invocado causas concretas de entre las previstas en el art. 219 LOPJ, si dicha invocación no guardara relación con el desarrollo del escrito de formulación?

		557 En relación con la exigencia contenida en el número 2 del artículo 107, para poder interponer incidente de recusación ¿es suficiente el otorgamiento apud acta del poder genérico?

		558 ¿Cuál es el momento procesal para formular la prueba que desea proponerse por el recusante?

		559 La ausencia de informe del Ministerio fiscal, ¿es causa de nulidad?

		560 ¿Cuál es el alcance de la expresión «la que estime necesaria», en relación con la prueba que debe practicarse por el Instructor?





		Artículo 110 Competencia para decidir el incidente de recusación		561 ¿En caso de recusación de dos o más magistrados del Tribunal Supremo, o del Presidente de la institución, son extensibles los efectos de la recusación de un Magistrado, al resto de la Sala en la que el mismo se encuadra?

		562 ¿Es susceptible de recusación la labor del Juez de Paz que tramita un exhorto?

		563 ¿Cuál es la composición y particularidades de la Sala prevista en el art. 61 de la LOPJ?

		564 ¿Cuál es la composición de la sala prevista en el art. 77 de la LOPJ?

		565 ¿Qué sucedería si el recusado fuese miembro nato de la Sala Especial?





		Artículo 111 Especialidades del incidente de recusación en juicios verbales. Otros casos especiales		566 ¿Qué sucedería si se produjese el cambio de algún Juzgador, con posterioridad al señalamiento de vista, y antes de su celebración?

		567 ¿Qué sucedería si no se hubiese formulado recusación con anterioridad a la celebración de la vista, en los supuestos en que hubiera tenido lugar la sustitución de algún miembro del órgano enjuiciador, antes de la celebración de la vista?

		568 Encomendada, en el Juicio Verbal, la doble función instructora y decisora, a un único órgano, ¿en quién recae la competencia del incidente de recusación en el caso de los Juzgados de Paz?

		569 ¿Debe entenderse que la aceptación como cierta de la causa de recusación que, en su caso, hiciera el recusado, produce un efecto estimatorio de la recusación, sin necesidad de dar traslado al competente para instruir?

		570 ¿Es posible que el Juez frente al que se dirija la Recusación oral, ex art. 190 LEC, decida no admitir el incidente si lo considerase manifiestamente infundado, o dilatorio?





		Artículo 112 Decisión del incidente, costas y multa		571 ¿Qué sucede si la parte proponente de la recusación desistiera de la misma antes de resolver?

		572 La interposición de la multa prevista en el art. 112 LEC, ¿exige de un procedimiento ad hoc para su adopción?

		573 ¿Qué debe entenderse por «mala fe» a efectos de imposición de la multa prevista en el art. 112 de la LEC?

		574 ¿Qué sucedería si durante la tramitación del incidente, el Juez o Magistrado concursase, o fuera destinado a otro órgano?

		575 ¿Quién deberá resolver, en caso de que durante el período de suspensión de las actuaciones, se plantease algún trámite de urgencia?





		Artículo 113 Notificación del auto y recursos		576 La desestimación recaída en un incidente de abstención, ¿vincula al hipotético, y ulterior, incidente de recusación que pudiera plantearse por las partes?

		577 ¿Qué otras consecuencias pueden tener el hábito procesal de un Letrado basado en el planteamiento reiterado de recusaciones infundadas?

		578 ¿Constituiría causa de nulidad que uno de los miembros de un órgano colegiado que conoce de una causa causase baja, y dicha circunstancia no se notificase a la parte, si los restantes conformasen el número suficiente para formar sala?

		579 ¿Se consideraría causa de nulidad, por falta de imparcialidad del juez, el que al tiempo de la celebración del juicio tuviera pendientes varios incidentes de recusación formulados por alguna de las partes, en otros procedimientos?

		580 ¿Podría alegarse como causa de nulidad de un procedimiento en la segunda instancia, la sustitución de un juez en virtud de una recusación estimada, siempre que la parte no recusante se considerara perjudicada por el nuevo Juez o Magistrado?









		Capítulo IV De la recusación de los Letrados de la Administración de Justicia de los Tribunales civiles		Artículo 115 Recusación. Competencia para instruir y resolver los incidentes de recusación		581 En las comunidades autónomas uniprovinciales, ¿quién desarrolla las funciones del Secretario Coordinador Provincial en materia de abstención y recusación?

		582 ¿Quién tiene legitimación para recusar a un Letrado de la Administración de Justicia en los asuntos civiles?

		583 ¿Qué se garantiza con la especialidad prevista para los Letrados de la Administración de justicia consistente en excluir la posibilidad de que sean recusados durante la práctica de cualquier diligencia o actuación de la que estuviesen encargados?

		584 ¿Existe alguna excepción a la regla anterior (artículo 115.1, letra a)?

		585 A efectos de la posible recusación del LAJ en las actuaciones que deban realizarse ante ellos, ¿qué sucedería si se produjese su cambio o sustitución, con posterioridad al señalamiento de tal actuación, y antes de su celebración?

		586 En el supuesto previsto en el apartado anterior, es decir, si se hubiese producido un cambio o sustitución del LAJ entre el señalamiento del acto y la celebración, ¿qué sucedería si se hubiese conocido la concurrencia de causa de recusación con posterioridad a la celebración de aquel?





		Artículo 116 Informe del recusado		587 ¿Qué contenido debe tener el escrito de recusación?

		588 ¿Qué otras exigencias de postulación deben cumplimentarse?

		589 ¿En qué plazo debe informar el LAJ?

		590 Admitido a trámite el incidente, ¿es preceptivo el informe del Ministerio Fiscal?

		591 ¿Debe interpretarse el precepto de referencia en el sentido de atribuir al recusado plena capacidad de disposición en cuanto al órgano destinatario del informe, o por el contrario, la alternativa entre la entrega al Secretario Coordinador o al de Gobierno alude a algún tipo de casuismo?





		Artículo 117 Aceptación de la recusación por el recusado		592 Si la causa de recusación, reconocida por el recusado, fuera la falta de firmeza de un auto de archivo del procedimiento penal seguido por el recusante frente al Letrado de la Administración de Justicia por presunta prevaricación, ¿resultaría procedente el apartamiento del recusado?

		593 La resolución que desestime la recusación, ¿deviene completamente inatacable?

		594 ¿Quién instruía y resolvía la recusación formulada frente a los Secretarios Judiciales antes de la reforma operada a la LEC por la LO 7/2015 de 21 de julio?

		595 ¿Todo informe en el que se reconociere por el recusado la certeza de la causa alegada motivaría la aceptación de la recusación?

		596 ¿Qué ocurriría si la recusación planteada adolece de defectos formales que motivadores de su inadmisión pero el Letrado de la Administración de Justica recusado reconociere en su informe la existencia de una causa de abstención?





		Artículo 118 Oposición del recusado y sustanciación de la recusación		597 ¿Puede inadmitirse a límine la recusación planteada frente al Letrado de la Administración de Justicia?

		598 ¿Procede pronunciamiento en torno a las costas procesales?

		599 ¿Cabría hacer mención expresa a la temeridad y mala fe en la condena en costas?

		600 En caso de proposición de prueba, ¿cómo se sustancia el trámite de admisión y práctica?

		601 En relación con lo anterior, ¿existe alguna limitación en los medios de prueba que pudieran practicarse?





		Artículo 119 Sustitución del Secretario Judicial recusado		602 Una vez presentado el escrito de recusación, ¿es el cese y sustitución del Letrado de la Administración de Justicia automático?

		603 Incurso un LAJ en un procedimiento penal en virtud de querella interpuesta por una de las partes de un procedimiento civil del que aquel conoce, sin que se haya dictado sentencia absolutoria o auto de archivo firme, ¿pueden reputarse nulas las actuaciones en tal procedimiento civil si hubiera continuado interviniendo el LAJ en el procedimiento?

		604 ¿Podría tramitarse en un mismo incidente la recusación planteada frente al Letrado de la Administración de Justicia titular y, de forma subsidiaria, frente a su hipotético sustituto?

		605 Agotada la tramitación del incidente, y dictándose resolución en sentido estimatorio de la recusación del LAJ, ¿qué efectos tiene sobre el proceso?

		606 ¿Cómo será reemplazado el Letrado de la Administración de Justicia?









		Capítulo V De la recusación de los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos de Gestión Procesal y Administrativa, de Tramitación Procesal y Administrativa, y de Auxilio Judicial		Artículo 121 Recusación. Competencia para instruir y resolver el incidente de recusación		607 ¿Dónde se encuentran reguladas las causas de recusación de los Funcionarios de la Administración de Justicia?

		608 ¿A quién le corresponde la legitimación activa para la interposición del incidente de recusación?

		609 A los efectos correspondientes en el procedimiento de abstención y recusación, ¿puede considerarse a los funcionarios de las agrupaciones de Secretarías de Juzgados de Paz, como dependientes del Juez de Primera Instancia?

		610 ¿Podría concurrir la doble condición de órgano instructor y decisor en la misma persona?

		611 ¿A qué tipo de personal de la Administración de Justicia resulta aplicable esta regulación?

		612 ¿Qué tipo de resolución adoptará la decisión?





		Artículo 122 Inadmisión del escrito de recusación		613 ¿Quiénes son los legitimados activamente para la interposición del incidente de recusación?

		614 ¿Es necesario Poder especial para la interposición de un escrito formulando la recusación de un funcionario?

		615 ¿Qué medidas cautelares procede adoptar?

		616 No obstante lo anterior, ¿cuál es el proceder habitual en un Juzgado?

		617 ¿Qué naturaleza tiene este tipo de incidente?





		Artículo 123 Sustanciación del incidente; aceptación o negativa de la recusación por el recusado		618 ¿Qué se entiende por sustituto legal?

		619 ¿En qué modo debe formalizarse el informe del funcionario recusado?

		620 ¿Qué supone que el artículo en su apartado segundo se refiera a comprobación, y no a prueba?

		621 ¿Qué decisiones y consecuencias respectivas podrá adoptar el órgano decisor?

		622 La resolución que desestime la recusación, ¿deviene completamente inatacable?









		Capítulo VI De la recusación de los peritos		Artículo 124 Ámbito de la recusación de los peritos		623 ¿Podría recusarse a un perito de parte que ha intervenido como perito designado judicialmente en un procedimiento previo, o simultáneo, mantenido entre las mismas partes implicadas?

		624 ¿Conculcaría las garantías de imparcialidad y objetividad, exigidas en el artículo 335 LEC, la actuación de un perito judicial que ha tratado, prescrito o sometido a tratamiento médico a la parte objeto de la exploración, bien con anterioridad o con posterioridad al reconocimiento judicialmente acordado?

		625 En los procesos especiales regulados en el Título I Libro IV LEC relativos a la nulidad, separación o divorcio, con hijos menores de edad, ¿puede prosperar la recusación frente a un perito que debe informar sobre la idoneidad del modo de ejercicio de la patria potestad y del régimen de custodia por no ser este licenciado en psicología?

		626 Si un perito judicial hubiese emitido anteriormente informe, en esa misma condición, pero en un proceso distinto a aquel en el que se le recusa y en sentido desfavorable a los intereses del recusante, ¿puede ser entendido como una causa viable para su abstención o recusación?

		627 ¿Se considera incurso en causa de recusación al perito judicial que hubiese prestado en alguna ocasión sus servicios particulares para entidades aseguradoras que cubren la responsabilidad civil de la parte demandada?





		Artículo 125 Forma de proponer la recusación de los peritos		628 En el supuesto previsto en el artículo 125.3 LEC, ¿qué supone la posibilidad de «poner de manifiesto» ante el Tribunal la posible concurrencia de causa de recusación de un perito?

		629 ¿Ostenta cualquier asociación de usuarios legitimación activa para recusar a un administrador concursal?

		630 ¿Cabría plantear por la vía de la nulidad de actuaciones, ex art. 227 LEC, la nulidad de un dictamen pericial si se advirtiere la concurrencia de una causa de recusación en el perito durante la celebración del juicio o vista?

		631 Al hilo de lo anterior, en caso de que fuera en el acto de la vista y tras el testimonio del perito, cuando se advirtiese la posible concurrencia de una causa de abstención, ¿puede aducirse la nulidad de las actuaciones si el Juez deniega la admisión de la recusación planteada en dicho momento?

		632 La eventual declaración de nulidad del dictamen pericial, ¿podría ocasionar indefensión al proponente de tal prueba?





		Artículo 126 Admisión del escrito de recusación		633 ¿Posee relevancia la fecha de emisión del informe pericial a los efectos de admitir la recusación planteada, y aplicar un plazo distinto al dispuesto en el art. 125.2.1 LEC?

		634 ¿Resulta admisible la recusación frente al cuerpo de Médicos Forenses?

		635 ¿Y frente al Equipo Técnico o Psicosocial, conformado por Psicólogos o Trabajadores sociales?

		636 ¿Procedería declarar la nulidad de actuaciones por haber inadmitido la recusación formulada contra un perito por no concretarse la causa de recusación?

		637 ¿Qué ocurriría si, una vez iniciado el acto del juicio, se pusiera de manifiesto que el perito judicial designado carece de la cualificación técnica profesional, por falta de tenencia de la titulación solicitada por la parte proponente?





		Artículo 127 Sustanciación y decisión del incidente de recusación		638 Si se advirtiere la concurrencia de una posible causa de recusación durante el juicio oral, tras la declaración del perito, y así al amparo del art. 125.3 LEC, ¿es preceptiva la tramitación del incidente de recusación conforme al art. 127.1 LEC?

		639 Ante una resolución desestimatoria de la recusación de un perito en la primera instancia, ¿puede plantearse la recusación del mismo, de manera independiente y directa, en la segunda instancia?

		640 Entre otras, ¿qué consecuencias tiene para la parte recusante no agotar las vías de recurso ordinario en la forma de designación de perito judicial, o no plantear en forma el incidente de recusación?

		641 ¿Puede procederse al nombramiento de un nuevo perito judicial en segunda instancia o en casación?

		642 ¿Podría admitirse la recusación de un perito judicial ante las discrepancias surgidas con la recusante por la satisfacción de la provisión de fondos?





		Artículo 128 Costas		643 ¿A qué precepto se remite la regulación de las costas?

		644 ¿Procede la imposición de multa por mala fe por analogía con la regulación de la recusación de jueces y magistrados?

		645 ¿Concurren otros elementos que permitan acoger favorablemente la posibilidad de imposición de multas?

		646 Resuelto en sentido estimatorio el incidente, ¿qué consecuencias procesales acarreará tal recusación?

		647 La inadmisión de la recusación del perito, ¿qué consecuencias tiene en cuanto al fondo del asunto?













		Título V De las actuaciones judiciales		Capítulo I Del lugar de las actuaciones		Artículo 129 Lugar de las actuaciones judiciales		648 ¿Cuándo por necesidades del servicio, dificultades técnicas u otro motivo similar, es preciso cambiar la sala de vistas en la que se iba a celebrar el juicio y desplazarse a otra sala, del mismo edificio judicial u otro próximo, se produce indefensión a la parte que no asiste por ignorar el cambio de sede? ¿En caso de que el juzgado haya omitido indicar el lugar de celebración del juicio se produciría por este motivo, indefensión a la parte que no acude al acto señalado?

		649 ¿En procesos en los que no sea preceptiva la intervención de abogado y procurador, es factible la presentación de escritos procesales en el servicio de correos por un ciudadano que carece de defensa o representación procesal?

		650 ¿En un juicio sobre modificación legal de la capacidad de una persona, si ésta cambia de domicilio durante la sustanciación del proceso, se produce un cambio de competencia territorial o, el juez cuyo juzgado ha admitido a trámite la demanda puede desplazarse al nuevo domicilio para efectuar su reconocimiento?

		651 ¿Puede presentarse válidamente un escrito ante el Juzgado de guardia?









		Capítulo II Del tiempo de las actuaciones judiciales		Artículo 130 Días y horas hábiles		652 ¿Sería nula una resolución judicial o procesal dictada en un día inhábil y sin habilitación previa?

		653 ¿Puede efectuarse el registro y reparto de asuntos en días inhábiles?

		654 ¿Son siempre inhábiles los días del mes de agosto para las actuaciones judiciales? ¿Qué efectos procesales produce una citación o la notificación de una resolución judicial que inicia un plazo procesal durante el mes de agosto? ¿Se debería inadmitir a trámite una demanda no urgente presentada durante el mes de agosto?

		655 ¿Los días que median entre la citación de las partes o testigos y la celebración del juicio deben ser días hábiles o naturales?

		656 ¿El plazo de caducidad para el ejercicio de las acciones, debe considerarse un plazo procesal y excluirse los días inhábiles?

		657 ¿Qué ocurre cuando en una resolución judicial o procesal no se indica el plazo para recurrir; el que se indica es erróneo o se concede un plazo incorrecto para una determinada actuación procesal?

		658 En un juicio por desahucio, ¿cabe alegar enervación por pago de las rentas reclamadas con posterioridad a la presentación del escrito de demanda pero antes de que Decanato registre la demanda?





		Artículo 131 Habilitación de días y horas inhábiles		659 ¿Si se notifica una resolución judicial o procesal un día inhábil debe considerarse por la parte que dicha actuación ha sido calificada como urgente por el órgano judicial, que se ha habilitado el día o mes en cuestión tácitamente y por tanto entender que empieza a computar un plazo para realizar cualquier tipo de actuación procesal?

		660 ¿Es necesario habilitar expresamente los días y horas del mes de agosto a tenor de lo dispuesto en el art. 131.3 de la LEC teniendo en relación a lo establecido en el art. 753.3 de la LEC?

		661 ¿En el ámbito de un proceso se puede solicitar la habilitación de días y horas con carácter general o deben indicarse las actuaciones concretas para las que se solicita tal habilitación?

		662 ¿Debe constar siempre habilitación expresa y motivada?





		Artículo 132 Plazos y términos		663 ¿Cómo debe computarse el plazo para la presentación de la prueba pericial al amparo de lo dispuesto en el art. 337 de la LEC a fin de garantizar el derecho de defensa de las partes y de contradicción?

		664 ¿Puede admitirse a trámite un escrito de término presentado en juzgado o tribunal distinto del competente por error, si tiene entrada en el juzgado competente de forma extemporánea?

		665 ¿Procedería admitir a trámite un escrito sujeto a plazo perentorio, cuando aparentemente se presenta de forma extemporánea pero no consta en las actuaciones la fecha en que se ha practicado el acto de comunicación del que deriva su presentación?

		666 ¿Si se deniega la aclaración de una sentencia, el cómputo del plazo para interponer recurso de apelación debe realizarse desde la notificación de ésta o de la resolución denegatoria de la aclaración? ¿El cómputo del plazo para interponer el recurso de apelación tras el dictado de una resolución aclaratoria debe reiniciarse en su totalidad?

		667 ¿Cómo debe interpretarse la previsión legal de resolver siempre sin dilación?





		Artículo 133 Cómputo de los plazos		668 ¿En caso de existir varios demandados, si concurren bajo una misma representación procesal y defensa el cómputo del plazo del plazo conferido para comparecer, por medio del emplazamiento, debe realizarse con relación a cada uno de los demandados de forma independiente o debe computarse desde el último de los emplazamientos efectuados?

		669 ¿Cómo se debe realizar el cómputo de los actos de comunicación realizados por el sistema LexNet?

		670 ¿Si se notifica en el mes de julio el plazo de un mes para interponer la demanda en un procedimiento monitorio: debe excluirse por completo del cómputo el mes de agosto o por el contrario debe computarse dicho mes?

		671 ¿Una vez firme una sentencia si el Tribunal dicta un auto corrigiendo un error material, puede entenderse reabierto el trámite para interponer recurso de apelación? ¿Se entenderá suspendido el trámite de apelación y su íntegra apertura cuando la petición de corrección del error material o aritmético viene solicitada por una de las partes?

		672 ¿El cómputo del plazo de un mes para presentar la demanda de juicio ordinario, dimanante del procedimiento monitorio, debe computarse desde el traslado de las copias del escrito de oposición o requiere una actuación previa del órgano procesal?

		673 ¿Aplica la norma del art. 133.4 LEC a los plazos meramente contractuales (no procesales)?

		674 Los plazos señalados por meses y años, es decir, de fecha a fecha, ¿cómo se computan? ¿Se aplica la norma de que comenzarán a correr desde el día siguiente a aquel en que se hubiere efectuado el acto de comunicación y cuál será el último día?





		Artículo 134 Improrrogabilidad de los plazos		675 ¿Procedería la suspensión del plazo para interponer un recurso de apelación si una de las partes solicita copia de la grabación de la vista?

		676 ¿La renuncia de un letrado puede considerarse un supuesto de fuerza mayor para suspender un plazo procesal?

		677 ¿La mera petición de la suspensión del plazo por la parte que lo interesa, implicará que éste debe entenderse suspendido?

		678 ¿Cuándo la parte representada por procurador presenta un escrito de término el último día, sin haber efectuado el obligado traslado de copias, podría el órgano judicial otorgar plazo para subsanar tal defecto aplicándole el plazo de gracia que establece el art. 135 de la LEC?

		679 ¿Puede prorrogarse un plazo procesal en caso de estar enfermo por COVID el letrado del turno de oficio cuando recibe su designa? (supuesto de preparación de un recurso de casación por infracción de ley)

		680 Excepcionalidad de la interrupción de los plazos procesales





		Artículo 135 Presentación de escritos, a efectos del requisito de tiempo de los actos procesales		681 ¿El plazo de gracia del art. 135 LEC también es aplicable a la presentación telemática de escritos?

		682 ¿A un escrito o demanda sujeto a un plazo de sustantivo, le sería de aplicación el plazo de gracia o cortesía dispuesto en el art. 135 de la LEC?

		683 ¿El plazo de gracia es aplicable a los recursos administrativos?

		684 ¿Debería admitirse a trámite un escrito de término presentado presencialmente en la oficina judicial en formato papel de forma extemporánea, si la parte manifiesta que intentó su presentación telemática sin justificación alguna?

		685 ¿Es aplicable al depósito para recurrir, establecido en la disposición adicional 15 de la LOPJ introducida por la LO 1/2009 de 3 de noviembre, el plazo de cortesía previsto en el art. 135 de la LEC?





		Artículo 136 Preclusión		686 ¿En el supuesto de que en aras al impulso procesal, un juzgado otorgue un plazo a la parte para la realización de un acto procesal cuyo período de prescripción no haya concluido (por ejemplo, la presentación de la solicitud de la tasación de costas o la propuesta de liquidación de intereses), si la parte no da cumplimiento al trámite se debe entender que éste ha precluido?

		687 ¿En caso de que la parte goce del derecho de justicia gratuita y no presentare una fianza requerida por el tribunal, e impuesta por ley, se le puede dar por precluido el trámite o debe entenderse que está exenta de prestar tal caución por habérsele concedido litigar con el beneficio de justicia gratuita?

		688 Precluido el plazo para contestar a la demanda, ¿la parte demandada podrá hacer alegaciones de hecho o de derecho, en contradicción con las de la parte actora en su demanda?

		689 ¿En el supuesto de que la parte que pretende interponer recurso de apelación contra una sentencia solicite una copia del cd de la grabación del juicio, antes de la expiración del plazo, por cuanto la facilitada era incorrecta o es deficiente, sin que el juzgado se pronuncie, implicaría que el juzgado podría dar por precluido el trámite para la presentación del escrito de apelación, si el interesado no lo presenta en plazo?









		Capítulo III De la inmediación, la publicidad y la lengua oficial		Artículo 137 Presencia judicial en declaraciones, pruebas y vistas		690 ¿En qué casos puede revisar el Tribunal de apelacion la apreciación probatoria contenida en la sentencia apelada?

		691 ¿En qué casos puede revisar el Tribunal de casación la apreciación probatoria contenida en la sentencia de apelación?

		692 Las actas notariales de manifestación ¿pueden considerarse a todos los efectos como declaraciones testificales, en base al principio de inmediación?

		693 Cuando el Tribunal de apelación no ha presenciado directamente las declaraciones de los testigos, peritos y partes que han declarado en primera instancia, ¿puede estimarse que ha habido falta de inmediación?

		694 La valoración de la prueba por el tribunal de apelación de modo diferente a la del juzgado de instancia ¿supone vulneración del principio de inmediación?

		695 ¿Supone vulneración de la inmediación la práctica de la prueba ante órganos jurisdiccionales diferentes de los que deben conocer y resolver el asunto?

		696 ¿La falta de protesta ante la vulneración del principio de inmediación en el acto del juicio imposibilita para la interposición de un recurso extraordinario por infracción procesal?

		697 ¿Puede alegarse vulneración del principio de inmediación como motivo de oposición en la ejecución de sentencia de país de la UE, en el supuesto de que el procedimiento del que se pretende la ejecución de la resolución firme no exija la presencia judicial en la declaración de los testigos?

		698 Si tras la celebración de un juicio, el juez titular deja de ejercer sus funciones en ese organo judicial ¿puede el nuevo titular dictar esa sentencia si toda la actividad probatoria ha sido grabada?

		699 ¿Se vulnera el principio de inmediación por el dictado de sentencia por un juez diferente del que ordenó la práctica de ciertas pruebas, si no se ha celebrado juicio?





		Artículo 138 Publicidad de las actuaciones orales		700 El derecho al «olvido digital» ¿justifica celebrar la vista a puerta cerrada y a declarar carácter reservado de las actuaciones?

		701 En materia de familia ¿puede oponerse a la celebración de vista a puerta cerrada el «interés público»?

		702 La publicidad de las actuaciones prevista en este artículo, ¿puede referirse a la totalidad de las actuaciones judiciales?

		703 ¿Constituye nulidad de actuaciones la prohibición de acceder las partes al expediente judicial por haber sido declaradas secretas las actuaciones?

		704 Un informe médico aportado a los autos, ¿puede considerarse público a efectos de dársele difusión periodística?

		705 ¿Es lícita la aportación a un procedimiento de familia de fotos obtenidas de redes sociales?

		706 Las imágenes tomadas en acto de juicio de un litigante y luego difundidas en una cadena televisiva, ¿puede considerarse intromisión en la intimidad personal y familiar y en la propia imagen?

		707 ¿La prohibición de asistencia de público a un juicio telemático, vulnera el art. 138 de la LEC?

		708 ¿La falta de publicidad de la prueba pericial caligráfica supone su nulidad?





		Artículo 139 Secreto de las deliberaciones de los tribunales colegiados		709 ¿Qué garantiza el secreto de las deliberaciones y votaciones de los tribunales colegiados?

		710 La filtración de parte del contenido de las deliberaciones por parte de un magistrado del Tribunal, ¿repercute en la imparcialidad del Tribunal?

		711 Respecto a la posible influencia en los miembros del Tribunal de las opiniones de los medios de comunicación, ¿debe entenderse que afecta a su imparcialidad en las deliberaciones y votaciones?

		712 La filtración a los medios de comunicación de las deliberaciones del Tribunal por parte de uno de los magistrados, ¿contamina al resto de los magistrados del Tribunal?

		713 Las opiniones de miembros del Ejecutivo sobre posibles resultados de las deliberaciones del Tribunal, ¿tienen efectos sobre el fallo del mismo?





		Artículo 140 Información sobre las actuaciones		714 La denegación a las partes de copia simple de dictamen pericial cuando no han sido declaradas las actuaciones de carácter reservado, ¿es motivo de nulidad de actuaciones?

		715 En material concursal, ¿es obligatorio la publicación en el Registro Público Concursal del extracto de la resolución por la que se hace constar que el deudor está en negociación de un acuerdo extrajudicial de pago?

		716 Respecto a los correos remitidos entre letrados y clientes, ¿se puede considerar que tienen carácter reservado?

		717 ¿Puede utilizarse en un procedimiento judicial abierto, la grabación de una conversación entre el juez que instruye el asunto y una de las partes?

		718 ¿Puede alegarse infracción de este artículo por no haber tenido acceso a un oficio librado por un órgano judicial?

		719 ¿El error en la publicidad de una subasta judicial electrónica puede ser constitutivo de nulidad de actuaciones cuando no se corrigen por el juzgado?

		720 La declaración de «carácter reservado» de las actuaciones judiciales, en el caso de tratarse de información sobre un proceso de tratamiento industrial, ¿evita totalmente la filtración de los datos propios de un proceso industrial registrado en patente?

		721 ¿Puede vulnerarse el derecho al honor por las manifestaciones de una de las partes realizadas en sede judicial cuando las actuaciones han sido declaradas secretas?

		722 ¿Puede vulnerarse el derecho al honor por las manifestaciones vertidas por el abogado de una de las partes contra el Ministerio Fiscal?





		Artículo 141 Acceso a libros, archivos y registros judiciales		723 Facilitando el nombre de las partes y el tipo de procedimiento y justificando interés legítimo, ¿puede solicitarse en el Juzgado Decano o en la oficina de reparto de los juzgados, el número de registro de un asunto y juzgado al que ha sido repartido? ¿o bien debe solicitarse como diligencia preliminar la exhibición de copia del procedimiento judicial, una vez el juzgado ante el que se presente dicha petición obtenga los datos del mismo?

		724 En la prueba de libros de comercio, ¿es necesario aportar a los autos testimonio de dichos libros para que sea tenida en cuenta como prueba válida?

		725 En el supuesto de que en una sentencia no se recoja el nombre de todos los litigantes, agrupando a algunos de ellos bajo la denominación genérica «y otros», si cualquiera de las partes precisa justificación de los datos de identificación de los litigantes, ¿debe solicitar aclaración de dicha sentencia o puede obtenerlo de otra forma?

		726 En el supuesto de que una sentencia no recoja pronunciamiento sobre todas las peticiones de las partes ¿puede subsanarse a través del recurso de apelación?

		727 En materia de protección del derecho al honor, ¿puede estimarse violación de dicho derecho por publicarse la noticia del enjuiciamiento de una persona?

		728 Cuando unos documentos originales obran en un procedimiento judicial de un juzgado, para ser tenidos en cuenta como documentos en otro procedimiento de otro juzgado, ¿cuál es la fórmula que puede utilizarse?

		729 ¿Infringe el “derecho al olvido” la publicación en un periódico de datos referentes a un procedimiento judicial si el interesado no solicitó expresamente su cancelación?





		Artículo 141 bis Copias simples, testimonios y certificaciones de los Letrados de la Administración de Justicia		730 Respecto a los informe psicosociales, ¿debe entregarse copia a las partes?

		731 En un procedimiento en el que se solicita recuperar la patria potestad por uno de los progenitores, en el supuesto de que se haya declarado carácter reservado de la información o de los documentos, oficiales o públicos, en los que conste el domicilio o paradero tanto de la madre como del hijo, ¿se puede dar vista a la parte contraria del contenido de los documentos a fin de que pueda solicitar la notificación de la demanda o apelación en el domicilio actual de la madre?

		732 En una exploración de menor realizada por el juez, a presencia del Letrado de la Administración de Justicia, sin la presencia de las partes ni de sus abogados, ¿puede declararse la nulidad de actuaciones por esa ausencia de las partes y sus letrados?

		733 Practicado reconocimiento judicial a un menor ¿es necesario no entregar copia a las partes para preservar su intimidad?

		734 Practicado reconocimiento judicial a un menor ¿es necesario que en el acta que se entregue a las partes se haga constar todo lo acontecido en el desarrollo de dicha exploración?

		735 En el supuesto de que una exploración de menor se haya practicado a puerta cerrada, sin haberse dictado resolución expresa acordando el carácter reservado, ¿se puede denegar la entrega de copia del acta de la exploración?

		736 La admisión como prueba del testamento en el que figura como legatario un menor y su incorporación a los autos, ¿vulnera el derecho a la intimidad de un menor?





		Artículo 142 Lengua oficial		737 ¿Puede tenerse por no aportado un documento que haya sido presentado en un idioma no oficial?

		738 ¿Debe inadmitirse una demanda por la aportación de un documento redactado en idioma no oficial sin la oportuna traducción cuando se trata de un documento de facil comprensión?

		739 ¿Debe inadmitirse una demanda por la aportación de documentos redactados en idioma no oficial sin la oportuna traducción cuando se ha requerido de subsanación y la parte no ha atendido dicho requerimiento?

		740 La aportación de documentos en idioma no oficial ¿impiden valorar el resto de documentos aportados?

		741 ¿La falta de traducción de un documento redactado en un idioma no oficial puede ser invocada por quien conoce perfectamente dicha lengua?

		742 Cuando se notifica una resolución judicial en lengua autonómica en una fecha y el receptor manifiesta que no tiene conocimiento de dicha lengua, notificándosele en fecha posterior una traducción de la resolución al castellano, ¿cuándo debe iniciarse el cómputo del plazo?

		743 En el supuesto de que el decreto y cédula de citación para juicio estén redactado en castellano, se hayan notificado y el destinatario alegue que no sabe leer ni hablar con soltura este idioma, ¿debe acordarse la nulidad de actuaciones?

		744 ¿Puede ser paralizado un procedimiento y requerirse al demandante para que aporte traducción al castellano de la demanda por haberse presentado solo en idioma autonómico, sin que lo haya solicitado la parte contraria, por decidirlo una providencia?

		745 Cuando comparece la parte demandada ya avanzado un procedimiento, tramitado todo en lengua autonómica, y no hace uso de su derecho a pedir la traducción al idioma castellano por desconocer el autonómico, realizando trámites posteriores y recibiendo notificaciones en ese idioma y pide nulidad de actuaciones finalizando ya el proceso por motivo de indefensión, ¿se puede declarar dicha nulidad?

		746 Denegar la traducción al castellano de una demanda presentada en catalán, en un juzgado de Cataluña, por solicitarlo el abogado de la parte demandada (empresa radicada en Cataluña) del Colegio de Abogados de Madrid, alegando que desconocía el idioma autonómico, ¿es causa de nulidad de actuaciones?





		Artículo 143 Intervención de intérpretes		747 Cuando un litigante extranjero que tiene relaciones comerciales duraderas en España solicite un intérprete para el acto del juicio, ¿puede estimarse la nulidad del contrato (cuyo cumplimiento se exige en el litigio) por error en el consentimiento, alegando desconocimiento del idioma castellano?

		748 ¿Es válida una declaración sin intérprete si el interesado ha renunciado a dicha posibilidad?

		749 En una prueba pericial psicológica realizada a un menor sordomudo, ¿es necesaria la intervención de intérprete de lengua de signos para la validez de dicho informe?

		750 ¿Es causa de nulidad de actuaciones cualquier emplazamiento realizado a persona sordomuda sin la asistencia de un interprete de signos?

		751 En el supuesto de que se alegue que en cumplimiento de un contrato el sujeto (extranjero) deba comunicarse en español, sin determinar que deba ser a través un intérprete oficial, ¿se pueden aplicar analógicamente los arts. 143.1 y 144.1 LEC?

		752 Si se solicita la nulidad de un laudo arbitral por alegar el recurrente desconocimiento del idioma español y no haber podido hacer valer sus derechos por razones de idioma, comunicación y entendimiento, no habiéndole nombrado intérprete que le explicara la tramitación arbitral, ¿puede estimarse en vía de recurso que ha habido indefensión como causa de nulidad del laudo?

		753 ¿Es válida la traducción realizada por la misma parte que aporta el documento extranjero?

		754 Para que un testigo sordo, pero no mudo, pueda declarar en juicio, ¿es necesario un intérprete de lenguaje de signos?

		755 La sordera aguda de una de las partes ¿es motivo para sobreseer actuaciones y no celebrar un juicio?





		Artículo 144 Documentos redactados en idioma no oficial		756 ¿Puede inadmitirse directamente una demanda que acompañe un documento en idioma extranjero sin traducción al castellano o idioma autonómico correspondiente?

		757 Si con la demanda se han aportado documentos en idioma extranjero, y no se aporta traducción, si dichos documentos no son esenciales para la admisión de la demanda, ¿debe inadmitirse dicha demanda?

		758 Un documento aportado por una parte a los autos en idioma extranjero, sin acompañar traducción ni oficial ni particular, ¿tiene fuerza probatoria?

		759 La admision de documentos extranjeros con omision de su traducción ¿conlleva necesariamente la nulidad de actuaciones?

		760 La exigencia de aportación de traducción contenida en el art. 144 de la LEC ¿afecta por igual a todo tipo de documentos de origen extranjero?

		761 Si los documentos aportados como prueba en idioma extranjero, son sólo traducidos parcialmente a modo de resumen en el escrito de la parte que los aporta ¿pueden ser admitidos como documentos debidamente traducidos?

		762 La traducción parcial o inexacta de documentos redactados en idioma extranjero ¿conlleva necesariamente nulidad de actuaciones?

		763 En relación a un laudo arbitral realizado ante Tribunal Arbitral extranjero, por relaciones comerciales en dicho país, y del que se pide el exequátur en España por ser el demandado español, ¿puede admitirse como motivo de oposición al otorgamiento del exequátur en España el haberse realizado las comunicaciones por dicho Tribunal Arbitral en idioma extranjero?

		764 Para el monitorio europeo (Reglamento CE 1896/2006), en el caso de que el requerimiento europeo de pago se notifique o traslade al demandado sin que la petición de requerimiento adjunta a éste se haya redactado o vaya acompañada de una traducción en una lengua que se presume que el demandado entiende (art. 8.1 Rgto. CE 1393/2007), ¿debe realizarse con alguna advertencia?

		765 ¿Son nulos los actos de comunicación al demandado extranjero si no van acompañados de la oportuna traducción a su idioma?

		766 ¿Pueden ser apreciados de oficio los defectos de que adolecen los documentos extranjeros aunque no los haya impugnado la parte a quien perjudican?









		Capítulo IV De la fe pública judicial y documentación de las actuaciones		Artículo 145 Fe pública judicial		767 Respecto a la constatación fehaciente de aportación de documentos telemáticamente junto con escrito de la parte, cuando de dicha presentación dependa la decisión del pleito en sentencia, ¿cómo debe realizarse?

		768 Si se ha hecho constar por diligencia del Letrado de la Administración de Justicia que un acto de comunicación se ha realizado en una fecha, siendo éste el que ostenta con exclusividad y plenitud, el ejercicio de la fe pública judicial, ¿puede de algún modo ser rectificada?

		769 ¿Puede instarse nulidad de actuaciones por presunta falsedad de lo que el letrado de la Administración de Justicia ha hecho constar en una de sus diligencias?

		770 En el cómputo de plazos para presentación de escritos, ¿debe prevalecer la fecha que figura en el sello de registro de Decanato estampado en el escrito o el sello del juzgado que por reparto haya recibido el mismo?

		771 En el supuesto de aportación a los autos de copia simple de actuaciones judiciales practicadas en otro juzgado, o de documentos originales que obren en otros autos, si éstos son impugnados, ¿cómo pueden adquirir validez dichos documentos?

		772 En un procedimiento sobre la capacidad de una persona, el otorgar poder para pleitos apud acta ante el Letrado de la Administración de Justicia la persona de la cual se pretende su incapacidad, ¿tiene algún efecto sobre la declaración de incapacidad?

		773 ¿Excede sus competencias un letrado de la Administración de Justicia que acuerda la remisión de un oficio bancario en un incidente de oposición a la ejecución?

		774 ¿El decreto del letrado de la Administración de Justicia poniendo fin al procedimiento monitorio determina el dies a quo para el comienzo del devengo de intereses?

		775 En el supuesto de celebracion de subasta judicial ¿en que momento se entiende realizada la transmision del bien?





		Artículo 146 Documentación de las actuaciones		776 Al celebrarse una vista, en el supuesto de que el Letrado de la Administración de Justicia extienda acta extensa y, al finalizar, sea leída por los asistentes y firmada por los mismos, ¿cabe en algún supuesto alegar que no se ajustaba lo recogido en la misma a lo convenido por los interesados?

		777 En el supuesto de que una vista no se grabe en soporte audiovisual, ¿puede dar lugar a acordar la nulidad de actuaciones por no haberse usado los medios previstos en el art. 147 LEC?

		778 La redacción de un acta sucinta en los supuestos de juicio con Jurado ¿es suficiente a efectos de documentación o constituye causa de nulidad de actuaciones?

		779 En la audiencia previa, las notas de proposición de prueba de las partes y las anotaciones tomadas en las mismas, en el caso de no haberse grabado correctamente el acto de dicha audiencia previa, ¿puede considerarse suficiente como acta del Letrado?

		780 Cuando la grabación de la vista no se produce, o se pierde el soporte de la grabación, o tiene defectos en su visionado o audición, la falta de acta extensa del Letrado de la Administración de Justicia, ¿es por sí misma causa de nulidad de actuaciones?

		781 Pese a que este artículo prevé que no es necesaria la presencia del Letrado de la Administración de Justicia en las vistas, en el supuesto de grabación defectuosa, si dicho Letrado ha asistido a la vista y ha recogido de modo suficiente el contenido de las declaraciones de los testigos y demás deponentes en el acto de la vista, ¿debe declararse la nulidad de actuaciones por defecto en la grabación?

		782 ¿Constituye causa de nulidad de actuaciones la unión de un documento que ha sido presentado extemporáneamente “a efectos meramente ilustrativos”?

		783 ¿Es válida la presentación de documentos digitales para la solicitud inicial del procedimiento monitorio?

		784 ¿Es ajustada a derecho la inadmisión de un procedimiento monitorio por la falta de aportación de copias para el resto de las partes?





		Artículo 147 Documentación de las actuaciones mediante sistemas de grabación y reproducción de la imagen y el sonido		785 Respecto al acta del juicio oral, cuando se realiza mediante grabación de imagen y sonido, siendo la propia grabación el acta, si no se ha recogido el sonido en el soporte de la grabación, ¿debe declararse la nulidad de las actuaciones desde el acto del juicio, por nulidad del acta?

		786 En el mismo caso anterior, en el supuesto de que la grabación de audio sea deficiente pero no imposible de escuchar, ¿justifica la declaración de la nulidad de actuaciones desde el acto del juicio, por nulidad del acta?

		787 En el supuesto de destrucción del soporte digital de grabación audiovisual del acto del juicio, ¿puede acordarse la reproducción de actuaciones?

		788 La existencia de una grabación que se aporta a las actuaciones pero que no ha sido reproducida en el acto del juicio ¿es motivo de nulidad de actuaciones?

		789 En los procesos matrimoniales de mutuo acuerdo, las comparecencias realizadas para alcanzar acuerdos sobre las medidas a adoptar tras la ruptura matrimonial, y, en su caso, fijando los términos, contenido y límites del inventario, que firman de conformidad los interesados, sus letrados y los procuradores, ¿es necesario la grabación de dicho acto?

		790 Cuando en el juzgado de instancia se ha dado por válida la grabación en soporte digital de la vista, se ha dictado sentencia, y ésta se apela, en el supuesto de que en el Tribunal de apelación se advierta que la grabación del sonido es defectuosa y no se puede escuchar el resultado de la prueba, ¿qué acciones deben seguirse?

		791 ¿Cuál es el medio para suplir la falta de inmediación en los tribunales que conocen de los recursos de apelación?





		Artículo 148 Formación, custodia y conservación de los autos		792 En el supuesto de que un juzgado de instancia omitiese remitir a la Audiencia Provincial un documento que había sido objeto de aseguramiento en pieza separada en unos autos, y la Audiencia hubiese dictado sentencia sin tenerlo en cuenta, ¿puede ser objeto de declaración de nulidad de la sentencia de la Audiencia Provincial?

		793 En el supuesto de que el Tribunal de apelación omita un pronunciamiento respecto a ciertos documentos aportados al proceso ¿cómo debe actuar la parte?

		794 En el supuesto anterior, si la parte no solicita dicho complemento, ¿podrá instar posteriormente nulidad de actuaciones para subsanar dicha omisión?

		795 Si se produce la personación en el rollo de apelación extemporáneamente, según emplazamiento realizado en el Tribunal de instancia, pero antes de haberse proveído formado los autos de apelación, ¿puede considerarse extemporánea dicha personación?

		796 La personación extemporánea en el órgano de apelación ¿posibilita la interposición de un recurso extraordinario por infracción procesal cuando el emplazamiento se hizo sin apercibimiento del efecto de la falta de evacuación del emplazamiento conferido?

		797 En los supuestos de denegación de aclaración o rectificación de una resolución judicial ¿en que momento debe considerarse notificada la resolución a efectos del computo del plazo para su recurso?

		798 Los documentos aportados por vía telemática en formato informático e incorporados al expediente digital del proceso, en el procedimiento monitorio, ¿son aptos para la formación de los autos en el sentido de este artículo?

		799 En el supuesto de que en los autos físicos no obre un documento, pero sí en el expediente digital, ¿se dará validez a dicho documento, prevalenciendo el expediente digital?

		800 ¿A quién corresponde la expedición de un testimonio de parte de las actuaciones?

		801 En los supuestos en los que se cambia de abogado a lo largo de la tramitación del asunto, ¿constituye causa de nulidad de actuaciones que el nuevo letrado no haya dispuesto de todo el material audiovisual para interponer el recurso de apelación?

		802 ¿Puede alegarse la disconformidad con lo reflejado por el letrado de la Administración de Justicia en un acta de inventario cuando este no ha sido grabado, para fundamentar un recurso de apelación?

		803 La inadmisión de un recurso por Decreto en el que se hace constar por error la falta de personación cuando la misma si se había producido, ¿puede alegarse como causa de nulidad de actuaciones si la parte no recurrió dicho Decreto?

		804 En el supuesto de que en la integración de los autos de un procedimiento obre un documento acompañado a la demanda en formato digital que resulte ilegible, pese a estar acordada su unión a los autos de instancia, ¿puede ser causa de revocación de la inadmisión a trámite en el recurso de apelación?









		Capítulo V De los actos de comunicación judicial		Artículo 149 Clases de actos de comunicación		805 En el supuesto de que se suspenda el desarrollo de una vista por enfermedad del letrado defensor de una parte, con reseñalamiento en la misma, ¿si el referido letrado no asiste a la segunda vista, podría alegar indefensión por cuanto entiende que debió ser citado personalmente y no por medio del procurador que representa a su cliente?

		806 Interpuesta una demanda de desahucio por precario contra los ignorados ocupantes de una finca, ¿se podría alegar indefensión y solicitar nulidad de actuaciones, si se manifiesta por los ocupantes que la actora conocía exactamente quién era la persona que ocupaba la finca?

		807 Si en la tramitación de un procedimiento judicial se ha omitido notificar determinadas resoluciones procesales, ¿se podría considerar que se ha provocado indefensión a las partes comparecidas y procedería, en consecuencia, declarar la nulidad de las actuaciones o, se ha de atender a la naturaleza de la resolución cuya notificación se ha omitido?

		808 ¿Puede considerarse válidamente realizado un acto de comunicación con la parte demandada, en el domicilio de su expareja, si éste se ha obtenido por medio de las bases de datos a las que tiene acceso la oficina judicial?

		809 Si por el funcionario actuante o procurador encargado del acto de comunicación, no se ha hecho contar en la diligencia de comunicación que junto con la demanda han sido entregados los documentos que a la misma se habían adjuntado, ¿podría considerarse válido un emplazamiento?

		810 Cuando existen varios demandados en un procedimiento: el cómputo del plazo para comparecer en las actuaciones y contestar a la demanda, ¿debe computarse para todos ellos de forma conjunta a contar desde el último de los emplazamientos practicados?

		811 Si la parte demandada y la persona que es hallada en su domicilio, y con la que se entiende la diligencia de emplazamiento, tienen el mismo nombre y primer apellido (padre e hijo, por ejemplo) y no se ha hecho constar ni en la demanda ni en la diligencia el D.N.I del receptor, ¿podría alegar indefensión la parte demandada y solicitar nulidad del emplazamiento practicado por cuanto no ha quedado debidamente acreditado contra quién se dirigía la acción?

		812 ¿Existe indefensión de la parte demandada, por infracción de los arts. 149.3 LEC y 82.3 LRJS, en relación con el art. 24 CE, si no ha recibido cédula de citación para asistir al acto del juicio, pero sí se le notificó el Decreto de admisión a trámite de la demanda?





		Artículo 150 Notificación de resoluciones y diligencias de ordenación		813 ¿Sería correcto realizar vía fax la notificación de una resolución procesal a una parte personada en el proceso, que no está representada por procurador?

		814 Efectuado el emplazamiento, personalmente, a la parte demandada por medio del conserje de la finca donde supuestamente ésta tiene su domicilio según consta en autos, ¿es procedente seguir adelante con la tramitación del procedimiento si la notificación de la resolución en que se le declara en situación procesal de rebeldía, y acuerda el señalamiento de la audiencia previa, no ha podido practicarse por indicar que la parte demandada «marchó» de dicho domicilio?

		815 ¿Sería correcto notificar a un procurador, comparecido en autos, una resolución vía fax por cuestiones de urgencia procesal?

		816 ¿Sería correcto declarar de oficio la nulidad de cláusulas abusivas de un contrato sin notificar resolución alguna a la parte demandada, por cuanto se considera que, no habiéndose admitido a trámite el procedimiento, aún no es parte?

		817 En un procedimiento declarativo de dominio por prescripción adquisitiva, en que se emplazó a los ignorados herederos por edictos, debe comunicarse la pendencia del proceso al Estado, por considerarse un tercero que pueda verse afectado por la resolución que ponga fin al procedimiento?

		818 ¿La situación de precariedad económica del ocupante impide el desalojo de la vivienda ocupada?





		Artículo 151 Tiempo de la comunicación		819 ¿Cómo debe interpretarse el cómputo del plazo de los actos de comunicación realizados por LEXNET?

		820 ¿En los actos de comunicación realizados por LEXNET, cuenta la fecha de recepción por el Colegio de Procuradores o, la fecha de recepción de la comunicación por el Procurador destinatario?

		821 ¿Cómo se realizará el cómputo de plazo en las notificaciones efectuadas al Ministerio Fiscal o servicios jurídicos de las Administraciones públicas?

		822 ¿Qué ocurre si las resoluciones judiciales o procesales no se notifican en el plazo de tres días tal y como establece la LEC?





		Artículo 152 Forma de los actos de comunicación. Respuesta		823 ¿Es nulo un acto de comunicación si no se hace constar el funcionario actuante? Si no se hace constar con claridad la persona que recibe el acto de comunicación, ¿adolecería también este acto de comunicación de una irregularidad causante de nulidad?

		824 Si la parte demandada es extranjera, ¿se podría considerar nulo el emplazamiento si en un momento posterior alega desconocimiento del idioma en que se ha tramitado el procedimiento?

		825 Si la parte demandada es una persona jurídica, ¿sería válido el emplazamiento que se le ha efectuado utilizando una dirección de correo electrónico no facilitada por ésta?

		826 ¿Sería válido un emplazamiento efectuado por correo certificado con acuse de recibo a los ignorados ocupantes de una finca en un procedimiento de desahucio por precario?

		827 Si se acredita que quien firmó un emplazamiento, dirigido a los ignorados ocupantes de una finca, en un desahucio a precario se hallaba privado de libertad en el momento de efectuar dicho acto de comunicación, ¿debería considerarse nulo o debería defenderse su validez por cuanto quien recibió la documentación ocupaba la finca en ese momento aunque no se identificó correctamente?

		828 Si en el decreto de admisión a trámite de la demanda no se hace constar la posibilidad de solicitar Letrado y Procurador, del turno de oficio, aunque sí se indica esta posibilidad expresamente en la cédula de emplazamiento, ¿debe considerarse que el emplazamiento practicado en estas condiciones causa indefensión y por tanto adolece de nulidad?

		829 Si un emplazamiento se ha practicado por correo certificado con acuse de recibo y el demandado ha recibido la carta, identificándose con su nombre y D.N.I., ¿podría alegarse nulidad de actuaciones, en sede apelación, por cuanto las copias de la demanda entregadas en el momento del emplazamiento no se correspondían con el contenido y con las partes del decreto de admisión que se adjuntaba a dicha documentación?

		830 Si no has recibido el aviso conforme se ha puesto a tu disposición un determinado acto de comunicación, ¿debe considerarse válida dicha notificación?





		Artículo 153 Comunicación por medio de procurador		831 Si un letrado solicita la suspensión del acto de juicio por cuanto no localiza a su cliente, representado en autos por procurador, y alegando que existe imposibilidad material de llevar a cabo la prueba de interrogatorio de parte, propuesta y admitida, o en su caso la que pudiere proponerse, ¿procedería acceder a esta petición?

		832 Si a una parte se le ha designado para su defensa y representación profesionales por el turno de oficio, ¿se podría acordar, a petición del letrado designado, la suspensión del acto del juicio por cuanto no ha podido ponerse en contacto con su cliente en los domicilios y teléfonos facilitados en su momento?

		833 Si a una parte, en paradero desconocido, se le designan profesionales del turno de oficio, ¿puede alegarse el art. 153 LEC para practicar con el procurador comunicaciones e incluso aquellas que tengan por objeto alguna actuación personal del poderdante?

		834 Si una misma resolución se notifica a la parte y al procurador que la representa en días diferentes, ¿qué fecha debe tenerse en cuenta, a efectos de computar un plazo procesal concedido?

		835 Si la parte demandada ha comparecido en las actuaciones con anterioridad al emplazamiento, por medio de abogado y procurador, ¿con quién deberá practicarse este acto de comunicación: personalmente con dicha parte o con su representación procesal?

		836 Si un procurador comparece en las actuaciones sin acreditar su representación, el requerimiento para que subsane este defecto procesal, ¿debe realizarse directamente con la parte, a quien dice representar, o procedería requerir al procurador que ha comparecido en autos?

		837 ¿Sería válida la notificación del señalamiento de una audiencia previa a la parte demandada directamente, sin que de ello tuviera conocimiento el procurador?

		838 Si un letrado renuncia a la defensa de su cliente, a quien se lo ha comunicado de forma fechaciente, por tener graves discrepancias con éste, y la oficina judicial, sin suspender el curso de los autos, acuerda requerir a la parte por medio del procurador para que designe otro abogado llegado el día del juicio, ¿puede actuar el letrado renunciante o por el contrario debe entenderse que ya no puede ejercer la defensa?

		839 ¿Puede un oficial habilitado de Procurador de los Tribunales realizar válidamente un acto de comunicación?





		Artículo 154 Lugar de comunicación de los actos a los procuradores		840 ¿Sería válida la notificación a un procurador realizada personalmente, en soporte papel, cuando debería haber sido realizada a través de los medios telemáticos o electrónicos establecidos?

		841 ¿Debería considerarse válido un emplazamiento efectuado a la parte demandada en su domicilio por correo certificado con acuse de recibo, pero no entregado al destinatario?

		842 Si una resolución se notifica a un procurador distinto del que consta comparecido en las actuaciones, ¿debería considerarse válida?

		843 Si un procurador manifiesta que no se le ha practicado una notificación, vía telemática, a pesar de que consta remitida por la oficina judicial; ¿debe considerarse válidamente efectuada o, por el contrario, debe practicarse nuevamente la notificación a fin de no causarle indefensión?

		844 Si no se adjunta una determinada documentación a un acto de comunicación realizado por medio de procurador, ¿puede éste solicitar su nulidad?





		Artículo 155 Actos de comunicación con las partes aún no personadas o no representadas por procurador. Domicilio		845 Si el emplazamiento del demandado no se ha realizado en su domicilio habitual, pero se ha practicado en su persona, ¿podría considerarse que es irregular y ser causa de nulidad?

		846 Si el administrador de una persona jurídica compareciere voluntariamente en la oficina judicial a fin de ser emplazado, tras dejarle aviso en el domicilio social facilitado por la parte actora, ¿podría la demandada solicitar la nulidad de dicho acto de comunicación en base a unos acuerdos sociales, anteriores al emplazamiento, en los que se había designado nuevo administrador y nuevo domicilio social, aunque éstos no accedieron al Registro Mercantil hasta después de realizado el emplazamiento?

		847 Si se ha practicado un acto de comunicación, del que no depende la comparecencia del demandado en las actuaciones, por correo certificado con acuse de recibo, en el domicilio que consta en autos, y no ha podido llevarse a cabo por cuanto ha dado como resultado «caducado» al no acudir la parte a la oficina de correos, en el plazo que ésta le ha otorgado, ¿debe considerarse válido este acto de comunicación?

		848 En una demanda de desahucio, por falta de pago de la renta, ¿puede considerarse válido el requerimiento efectuado a uno de los arrendatarios, en el domicilio que consta en el contrato, si éste acredita que manifestó al actor, de forma fehaciente, su cambio de residencia antes de interponer la demanda?

		849 Si el administrador de una persona jurídica tiene su domicilio en otro partido judicial y el requerimiento tiene un resultado positivo, ¿alteraría la competencia territorial para conocer del procedimiento monitorio?

		850 ¿Procede en el juicio monitorio efectuar averiguación del domicilio de los administradores, de una persona jurídica, por medio de las bases de datos de que dispone la oficina judicial si el requerimiento en el domicilio social de ésta ha resultado negativo?

		851 ¿Procedería admitir a trámite una demanda de juicio de desahucio por falta de pago de la renta contra los ignorados ocupantes de un inmueble, aun cuando existe un contrato de arrendamiento que ha identificado a los posibles demandados?

		852 Si se notifica el despacho de ejecución de un título judicial, por correo certificado con acuse de recibo, ¿puede considerarse válidamente realizado el acto de comunicación si quien lo recibe no es el interesado?

		853 ¿Sería procedente inadmitir a trámite parcialmente una demanda por cuanto, con relación a uno de los demandados, únicamente se ha hecho constar un nombre de pila y un teléfono de contacto?

		854 ¿Se puede emplazar a una persona jurídica demandada, en el domicilio de otra empresa del mismo grupo?

		855 Ocultación maliciosa del domicilio del demandado





		Artículo 156 Averiguaciones del tribunal sobre el domicilio		856 ¿Se podría considerar válido el emplazamiento realizado a través de un procurador, que representa a la parte demandada en otro procedimiento judicial, en la misma jurisdicción y partido judicial, tras haber agotado todos los medios de localización posibles?

		857 ¿Procedería inadmitir a trámite parcialmente una demanda, sin intentar una averiguación domiciliaria previa, por cuanto con relación a determinados demandados únicamente se facilitan los nombres?

		858 Si un juzgado, en una demanda de reclamación de cantidad, se inhibe en favor de otro por considerar que existe falta de competencia territorial tras constatar que el demandado no reside en dicho partido judicial, sin efectuar averiguación domiciliaria alguna, y este segundo juzgado, tras admitir a trámite la demanda, y efectuar la correspondiente averiguación domiciliaria, constata igualmente que no reside un su circunscripción, ¿le correspondería a este último juzgado la tramitación del asunto, o bien debería plantear ante el tribunal superior una cuestión de competencia por considerar que el primer juzgado no agotó todos los medios de averiguación domiciliaria a su alcance conforme dispone el art. 15 LEC?

		859 ¿Es procedente que la parte actora solicite de la oficina judicial la averiguación del paradero o domicilio de su cliente, en un procedimiento declarativo, por cuanto no puede localizarse a fin y entiende que no puede ejercer correctamente su defensa?

		860 ¿Es válido el acto de comunicación a través de edictos, si la notificación personal se intenta una sola vez en la dirección del demandado por desahucio, que consta en el contrato, siendo que se practicó a través del servicio de Correos, resultando infructuosa porque los datos de la dirección eran insuficientes, según el propio servicio de Correos?

		861 ¿Es nulo el acto de comunicación realizado mediante edictos, sin haber agotado todos los medios de averiguación de domicilio al alcance del órgano judicial?





		Artículo 157 Registro Central de Rebeldes Civiles		862 ¿Cabría decretar una nulidad de actuaciones en el caso en que la oficina judicial que hubiese realizado, infructuosamente, las averiguaciones del domicilio del demandado y no se procediera a comunicar al Registro de Rebeldes Civiles el nombre del demandado declarado en rebeldía y los últimos domicilios conocidos de éste?

		863 ¿Se causaría indefensión en caso de que se hubiese practicado el emplazamiento edictal, sin efectuar averiguación domiciliaria, por cuanto intentado el emplazamiento en los domicilios indicados por el actor ha resultado negativa la diligencia y el en Registro de Rebeldes Civiles constan estos domicilios como últimos conocidos?





		Artículo 158 Comunicación mediante entrega		864 Si por el funcionario actuante del juzgado de paz, que realiza el acto de comunicación, se deja aviso en el buzón para que la parte demandada acuda a la oficina judicial a fin de ser emplazada, previa comprobación de que ésta aún reside en dicho domicilio, y ésta no lo verifica; devuelto el exhorto, al juzgado de instancia haciendo constar que el resultado ha sido negativo, ¿debería la oficina judicial dar por válida esta diligencia?

		865 ¿Puede considerarse válidamente emplazada una persona jurídica en el domicilio social obtenido de una factura obrante en autos?

		866 ¿Podría provocar indefensión el emplazamiento realizado en el domicilio del demandado de forma personal, que se entiende con su expareja, y que ésta acepta en su nombre sin indicar al funcionario actuante o procurador su nueva situación?

		867 ¿Puede considerarse válidamente realizado un emplazamiento telefónicamente al demandado, tras haber intentado emplazarlo en su domicilio en diferentes días y horas y no ser localizado, a pesar de seguir residiendo en el mismo, indicándole que las copias de la demanda y documentos se hallan a su disposición en la secretaría del juzgado, extendiéndose diligencia de constancia del Letrado de la Administración de Justicia para documentar esta actuación?

		868 ¿En el caso de que el emplazamiento se realice personalmente en el domicilio del demandado y la diligencia no se entendiera con él personalmente cómo deberá entregarse la documentación?

		869 ¿Podría considerarse válido el emplazamiento a una persona jurídica por correo certificado con acuse de recibo?

		870 Si comparece voluntariamente un familiar del demandado para recibir un emplazamiento, tras dejarle aviso en su domicilio, ¿es válido el emplazamiento efectuado por la oficina judicial si no se le advierte expresamente que debe hacer entrega de la documentación que recibe, en sobre cerrado, al demandado?

		871 Ante la baja colegial de la Abogada y la renuncia de la Procuradora, finalizado un procedimiento monitorio, ¿cómo debe emplazarse al demandado, para contestar la demanda de juicio ordinario y para la designa de nuevos profesionales técnicos?





		Artículo 159 Comunicaciones con testigos, peritos y otras personas que no sean parte en el juicio		872 Si un testigo no es localizado en el domicilio facilitado por la parte y tampoco tras efectuar averiguación domiciliaria por medio del punto neutro judicial, ¿procede su citación por medio de edictos?

		873 Si la parte actora, proponente de un testigo no efectúa manifestación alguna, tras indicarle la oficina judicial que no ha podido ser citado en los domicilios facilitados ni en los averiguados a través del punto neutro judicial, ¿procedería en su momento declarar caducada la instancia por falta de actividad procesal de la parte demandante?

		874 Si los testigos propuestos han sido citados con resultado negativo, se da vista a la parte, quien facilita nuevos domicilios en los que también resulta infructuosa la citación y se le da traslado de ello, con suficiente antelación, ¿podría solicitar la suspensión del acto de la vista alegando que el juzgado no ha agotado todos los medios de investigación para localizar al testigo propuesto?

		875 ¿Cómo debe interpretarse el art. 440.1 LEC cuando indica que los litigantes han de manifestar quiénes deben comparecer en calidad de «partes y testigos»? ¿Se podría solicitar nulidad de un acto de comunicación que no ha sido practicado directamente con la parte demandada en base a lo dispuesto en dicho precepto legal?

		876 La citación del propietario colindante en un expediente de dominio por exceso de cabida, ¿puede realizarse por edictos?





		Artículo 160 Remisión de las comunicaciones por correo, telegrama u otros medios semejantes		877 ¿Sería válido el emplazamiento practicado con el demandado personalmente por correo certificado con acuse de recibo, si posteriormente alega que los documentos que contenía el sobre no se correspondían con la resolución que admitía a trámite el procedimiento?

		878 Si la demandada ha firmado la recepción del emplazamiento, efectuado por correo certificado con acuse de recibo, con su nombre y con su D.N.I., ¿puede alegar que es nulo por cuanto no se ha realizado personalmente?

		879 En un procedimiento monitorio, ¿podría considerarse válido un requerimiento de pago practicado por correo certificado con acuse de recibo, si el demandado deja «caducar» el aviso dejado por la oficina de correos y no acude a recoger la documentación?

		880 El acto de comunicación realizado por el Procurador, ¿debe constar fehacientemente?

		881 Si se ha intentado el emplazamiento del demandado por correo certificado con acuse de recibo, resultando “receptor desconocido” y siendo negativa la averiguación de domicilio por la oficina judicial, ¿es válido el emplazamiento por edictos?





		Artículo 161 Comunicación por medio de copia de la resolución o de cédula		882 Si el emplazamiento para comparecer en las actuaciones se realiza por medio de una persona que vive en el domicilio del demandado, por cuanto tiene una habitación alquilada, ¿se puede entender que el emplazamiento se ha realizado válidamente o debe entenderse que falta la relación convivencial que exige el art. 16 LEC?

		883 Si el emplazamiento se realiza en el domicilio de la parte demandada y se entiende con un familiar, que es hallado en el mismo, y contra el que el demandado tiene interpuesta una querella criminal pendiente, ¿podría solicitar la nulidad del emplazamiento practicado?

		884 Si el emplazamiento del demandado, en el domicilio facilitado por la actora, tiene un resultado negativo por cuanto los familiares que allí habitan indican que marchó sin dejar señas y, efectuada averiguación domiciliaria no consta ningún otro domicilio donde practicar el acto de comunicación, ¿sería nulo el emplazamiento efectuado por medio de edictos?

		885 Si en la diligencia de emplazamiento practicada personalmente no se hace constar el D.N.I de la persona que la recibe, distinta del demandado, ¿puede solicitar éste posteriormente nulidad de actuaciones por cuanto manifiesta que desconoce la persona que recogió la citación y que no ha quedado debidamente identificada al no hacerse constar su D.N.I, por cuanto pudo dar un nombre que no fuera el suyo?

		886 Si el funcionario actuante al efectuar la diligencia de emplazamiento, o requerimiento, constata que el demandado reside en el domicilio y le remite varios avisos para que comparezca ante la oficina judicial, a fin de recoger la demanda y los documentos a ella adjuntos sin resultado alguno, ¿sería correcto practicar el acto de comunicación de forma edictal?

		887 ¿Debe entenderse que un requerimiento judicial debería practicarse siempre de forma personal?

		888 Falta de agotamiento de los medios de averiguación del domicilio real, por parte del órgano judicial

		889 ¿Debe identificarse la tercera persona que recibe la comunicación, conforme al art. 161 LEC?





		Artículo 162 Actos de comunicación por medios electrónicos, informáticos y similares		890 Si el emplazamiento a una persona jurídica se realiza telemáticamente, y con posterioridad ésta comparece en las actuaciones y solicita nulidad de dicho acto de comunicación por cuanto su certificado electrónico estaba caducado, ¿sería procedente atender a esta petición?

		891 ¿Puede emplazarse a una persona jurídica a través de medios telemáticos?

		892 Si una notificación se realiza a un procurador por el sistema LEXNET y éste alega que no pudo acceder a la misma por cuanto su ordenador tenía un virus que encriptaba los mensajes, y aporta justificante expedido por una empresa de asesoría informática acreditativa de este hecho, ¿prosperaría una petición de nulidad de actuaciones del acto de notificación practicado?





		Artículo 163 Servicio Común Procesal de Actos de Comunicación		893 Si en el Registro Informativo del Servicio Común consta registrada una notificación con resultado positivo, no obstante, no resulta acreditado el receptor, pues no figura que dicha notificación haya sido recibida por el mismo, pues no figura el soporte material de dicha notificación con la firma de la persona que la hubiese recogido. ¿Debe darse por practicada dicha notificación?





		Artículo 164 Comunicación edictal		894 En caso de que la parte demandada sea un profesional (medico, arquitecto o similar), la necesidad de agotar la averiguación de todos los domicilios posibles, ¿implica que el juzgado además de consultar en el punto neutro judicial deba consultar también en guías telefónicas profesionales, o en buscadores de servidores informáticos donde pueden publicitarse?

		895 Si se han llevado a cabo múltiples actos de comunicación fallidos en los domicilios de la parte demanda, facilitados por la actora, ¿sería válido emplazarla por medio de edictos sin efectuar averiguación de su paradero por medio de las bases de datos de que dispone la oficina judicial?

		896 Si se han realizado múltiples intentos, para llevar a cabo un acto de comunicación, en diferentes domicilios y horas y las personas que han sido halladas se han negado a identificarse, firmar, y recoger la documentación, ¿sería correcto en este caso practicar el acto de comunicación de forma edictal?

		897 En todo tipo de procedimientos civiles incluyendo los desahucios, por falta de pago de la renta, y los procedimientos hipotecarios, ¿es necesario agotar todos los medios de averiguación con la finalidad de encontrar un domicilio de la parte demandada donde practicar los actos de comunicación, antes de proceder a la práctica de éstos por medio de edictos?

		898 ¿Sería nulo un acto de comunicación que se practica con una persona jurídica, por medio de edictos, sin averiguar previamente el domicilio del administrador de la misma según el Registro Mercantil?

		899 Si la parte actora ha facilitado varios domicilios de la parte demandada, a fin de realizar su emplazamiento, y éste ha tenido un resultado negativo y en los registros consultados por la oficina judicial no se averigua un nuevo paradero y se procede a su emplazamiento por medio de edictos, ¿puede posteriormente la parte demandada solicitar nulidad de actuaciones por cuanto acredita que sigue viviendo en los domicilios donde se intentó el emplazamiento?





		Artículo 165 Actos de comunicación mediante auxilio judicial		900 ¿Qué contempla el artículo 165 LEC?

		901 ¿Cómo debe cumplimentar el acto de comunicación el Juzgado exhortado?





		Artículo 166 Nulidad y subsanación de los actos de comunicación		902 Si se ha notificado directamente a la parte, y con suficiente antelación, el letrado y procurador designado para su defensa y representación por el turno de oficio, y llegado el día del juicio no comparece ni el letrado ni el cliente, ¿sería procedente acordar una nulidad de actuaciones dado que no se notificó la resolución en que se daba trámite a su petición para la obtención de una asistencia técnica y representación procesal por el turno de oficio?

		903 Si una parte comparece en las actuaciones y días después de su comparecencia plantea un incidente de nulidad de actuaciones, alegando que hasta su personación no ha podido tener conocimiento del acto procesal concreto por el que se le ha causado indefensión, ¿podría prosperar esta petición?

		904 Si en la diligencia de requerimiento de pago, practicada en un procedimiento hipotecario, no se hace constar el D.N.I. de la persona que recibió la documentación, ni su relación con la parte demandada y no es legible el nombre de la persona que la ha recibido, ¿podría prosperar la petición de nulidad del acto de comunicación practicado?

		905 ¿Sería nulo un acto de comunicación en el que no conste, ni en el decreto de admisión a trámite de la demanda ni en la cédula de emplazamiento, la posibilidad de solicitar Abogado y Procurador por el turno de oficio?

		906 Si un funcionario público es emplazado en la vivienda objeto de autos y el acto de comunicación es recibido por un familiar, ¿prosperaría una nulidad de actuaciones por cuanto alega que no estaba empadronado en dicha finca, si no en el mismo lugar donde se halla destinado y presta sus servicios, y además su condición de funcionario público constaba en las actuaciones?

		907 Si un acto de comunicación se ha realizado en un lugar distinto, al domicilio de la parte demandada, por cuanto la confusión en la numeración de las calles de la localidad la ha creado el propio municipio, ¿podría solicitar la parte perjudicada nulidad del acto de comunicación efectuado?

		908 Si en un procedimiento no es precisa la defensa técnica de letrado ni que la parte esté representada por procurador, ¿podría estimarse una nulidad de actuaciones por cuanto los actos de comunicación se han entendido con el letrado en su despacho profesional, en lugar de realizarse en el domicilio que la parte designó a efectos de notificaciones?

		909 Doctrina del Tribunal Constitucional en materia de nulidad y subsanación de los actos de comunicación (art. 166 LEC).





		Artículo 167 Remisión de oficios y mandamientos		910 ¿La remisión del mandamiento corresponde al Letrado de la Administración de Justicia?





		Artículo 168 Responsabilidad de los funcionarios y profesionales intervinientes en la comunicación procesal		911 ¿Qué normativa rige en materia de responsabilidad del funcionario o profesional interviniente en materia de comunicación procesal?

		912 ¿Sería culposa la conducta del funcionario actuante que no indica a la persona que recibe la notificación la obligación que tiene de hacerla llegar a su destinatario?

		913 ¿Debe constar la identidad del funcionario actuante en la diligencia del acto de comunicación?









		Capítulo VI Del auxilio judicial		Artículo 169 Casos en que procede el auxilio judicial		914 ¿Es necesaria la utilización de mecanismos de cooperación juridica internacional para la ejecución de una resolución sobre alimentos de un tribunal de un estado miembro de la UE?

		915 Si no se ha admitido el interrogatorio de la parte por exhorto ¿Debe estimarse como motivo de suspensión de una vista el que el litigante no pueda desplazarse a la sede del Juzgado por falta de medios económicos y por razón de la distancia?

		916 Si se alega distancia considerable entre el domicilio de los testigos que han de declarar y la sede del Tribunal, además de obligaciones familiares y laborales ¿es motivo suficiente para acordar su declaración mediante exhorto?

		917 ¿Vulnera el derecho de defensa la denegación de la declaración de testigos por auxilio judicial?

		918 ¿Vulnera el derecho de defensa la denegación de la declaración de testigos mediante videoconferencia y su practica mediante exhorto?

		919 La denegación de la petición de que los peritos ratifiquen sus informes a través de auxilio judicial ¿puede estimarse como motivo de nulidad de la sentencia que se dicte?

		920 La ausencia de transcripcion de una testifical realizada por exhorto ¿es motivo de nulidad de actuaciones?

		921 La ausencia de una de las partes en la declaración de la otra practicada por exhorto ¿es motivo de nulidad de actuaciones?

		922 La declaración realizada por exhorto, en la que no ha intervenido la otra parte ¿puede ser tenida en cuenta como unica prueba de cargo en un procedimiento penal?

		923 En el supuesto anterior ¿que actuaciones deberian haberse llevado a cabo para dotar de eficacia a dicha prueba?

		924 Cuando se cita a la parte por exhorto y esta no comparecen ¿puede alegarse con posterioridad nulidad de actuaciones por presuntas irregularidades en la recepción de dicho exhorto?

		925 Cuando el Tribunal señala vista a la que han de comparecer los testigos, que residen en otro término municipal, cuando la resolución no se recurre y deviene firme ¿puede entenderse que hay infracción procesal del art. 169.4 LEC por no haberse acordado mediante auxilio judicial?





		Artículo 170 Órgano al que corresponde prestar el auxilio judicial		926 Cuando con posterioridad a interposición de la demanda se cambie de domicilio, ¿puede utilizarse el auxilio judicial para practicar el requerimiento de pago?

		927 En los supuestos de procedimientos de incapacidad ¿puede tener especial consideración el auxilio judicial?

		928 La petición de la parte de que se libre exhorto a otro órgano a fin de que remitan certificación de una sentencia dictada por el órgano al que se pretender exhortar ¿puede ser denegada?

		929 En las demandas de separación y divorcio, los documentos que obligatoriamente deben acompañarse a la demanda, tales como certificación del matrimonio y, en su caso, las de inscripción de nacimiento de los hijos ¿puede solicitarse en el juzgado en el que se presenta la demanda que se recaben por medio de exhorto al Registro Civil correspondiente?

		930 En el supuesto de recibir un exhorto de un pais extranjero ¿el juez español debe analizar los elementos probatorios del procedimiento origen?

		931 Recibido un exhorto internacional para la ejecución de una resolución extranjera ¿puede denegarse el reconocimiento y ejecución solicitado por motivos de fondo?

		932 En el supuesto de alegar enfermedad grave que impida desplazamiento, de un demandado que resida en un país de la UE ¿puede utilizarse el auxilio judicial?





		Artículo 171 Exhorto		933 ¿La petición de exhorto debe añadir algún dato a los establecidos en el art. 171 LEC?

		934 En el supuesto en que deba solicitarse el auxilio judicial para actos de comunicación a un país miembro de la UE ¿qué datos debe contener la petición?

		935 En el supuesto anterior, cuando el domicilio de la persona que deba ser notificada en un país de la UE sea desconocido, y no se pueda incluir ese dato en el formulario ¿puede utilizarse el Rgto. (CE) 1393/2007?

		936 La declaración de un testigo que reside en el extranjero por videoconferencia ¿vulnera el principio de inmediación?

		937 La denegación de la posibilidad de declarar a través de videoconferencia a un ciudadano extranjero ¿es causa de nulidad de actuaciones?

		938 Cuando se solicita el auxilio judicial para actos de comunicación a un país miembro de la UE ¿los documentos deben presentarse traducidos al idioma del país que reciba el formulario?

		939 En el supuesto de que deba solicitarse el auxilio judicial para obtención de pruebas a un país miembro de la UE ¿qué instrumento debe utilizarse?





		Artículo 172 Remisión del exhorto		940 La remisión de los exhortos entre órganos judiciales ¿por qué medio telemático se han de enviar?

		941 ¿Pueden celebrarse determinadas actuaciones mediante videoconferencia y no por el tradicional exhorto?

		942 Cuando las partes no estén representadas por procurador o se trate del primer emplazamiento o citación al demandado, cuando éste resida en término municipal distinto del órgano judicial ante el que se tramita el procedimiento ¿los actos de comunicación deben realizarse siempre mediante exhorto?

		943 En el supuesto de citación de testigos, cuando éstos residan fuera del partido judicial del órgano ante el que han de comparecer ¿debe realizarse la citación mediante exhorto?

		944 ¿Puede denegarse la remisión de un acto de comunicación por exhorto y efectuarlo a través de Lexnet cuando la abogada de una de las partes comparece como representante de la entidad y no como abogada de esta?

		945 La demora en la remisión de los exhortos ¿puede justificar la aplicación de la atenuante de dilaciones indebidas?

		946 La aplicación de la atenuante de dilaciones indebidas por demora en la remisión de exhortos ¿es aplicable unicamente al trámite de instancia o también puede aplicarse a las dilaciones producidas en el recurso de apelación?

		947 En las peticiones de auxilio judicial realizadas a países de la UE ¿a qué órgano judicial deben remitirse?

		948 Para el cumplimiento de Comisiones Rogatorias Internacionales a países no integrantes de la UE ¿pueden enviarse directamente o a través de la Autoridad Central del Ministerio de Justicia?





		Artículo 173 Cumplimiento del exhorto		949 ¿En la actualidad, es admisible la tramitación de los exhortos en formato papel?

		950 Cuando el juzgado exhortado recibe una orden de embargo ¿puede denegar el mismo por considerarlo improcedente?

		951 El órgano exhortado ¿puede cuestionar el cumplimiento de lo acordado por el órgano exhortante en el cumplimiento del auxilio judicial?

		952 Para el cumplimiento de un exhorto consistente en la práctica de un interrogatorio por videoconferencia, el órgano exhortante ¿debe comunicar al órgano exhortado algún dato específico para la realización de la misma?

		953 ¿La práctica de una prueba testifical mediante videoconferencia atenta contra el principio de inmediación?

		954 Acordada la comparecencia de una de las partes de un proceso penal por videoconferencia, si esta finalmente no se conecta ¿podria celebrarse el juicio en su ausencia?

		955 Siempre que tenga que declarar un ciudadano de un pais extranjero ¿debe ordenarse que dicha declaración se practique por videoconferencia?

		956 ¿Es válida la celebración de diligencia de cotejo por videoconferencia?

		957 La denegación de la posibilidad de declarar por videoconferencia cuando la solicitud está justificada ¿puede ser motivo de nulidad de actuaciones?

		958 En el cumplimiento de un exhorto para realizar un interrogatorio por videoconferencia, para acreditar la identidad del declarante, ¿qué Letrado de la Administración de Justicia debe verificar su documento de identidad?

		959 Las dilaciones en la cumplimentación de un exhorto ¿justifican la aplicación de la atenuante de dilaciones indebidas?

		960 Cuando vence el plazo de cumplimiento previsto en el propio exhorto ¿se ha esperar a que la parte que lo ha solicitado reclame su cumplimiento?





		Artículo 174 Intervención de las partes		961 Si existe controversia sobre si una parte está o no autorizada para intervenir en el cumplimiento de un exhorto ¿corresponde al órgano exhortante o al exhortado resolver?

		962 La intervención en el cumplimiento del exhorto, ¿puede ser de un simple portador?

		963 El emplazamiento para juicio remitido por exhorto que es recogido por un familiar del interesado al que se le apercibe de su obligación de entregarla al destinatario ¿es válido legalmente?

		964 ¿Es suficiente con que el exhorto mencione que «el procurador portador del presente está facultado para intervenir en su diligenciamiento»?

		965 ¿Es posible designar a cualquier procurador para el diligenciamiento de un exhorto?

		966 ¿Es posible designar en el exhorto más de un procurador facultado para recibir las notificaciones del exhorto?

		967 Para que el procurador pueda intervenir en la cumplimentación del exhorto ¿es necesario un poder especial?

		968 Aunque el procurador de la parte no esté facultado expresamente para recibir las notificaciones relativas al exhorto ¿puede intervenir en las actuaciones que se practiquen para el cumplimiento del exhorto?

		969 ¿La práctica de declaraciones testificales por exhorto sin la presencia del procurador constituye un supuesto de nulidad de actuaciones?





		Artículo 175 Devolución del exhorto		970 Cuando un Juzgado o Tribunal haya cursado un despacho de auxilio judicial a otro Estado y no le sea devuelto cumplimentado en un plazo razonable, ¿a qué órgano debe comunicar este retraso?

		971 Si no se devuelve cumplimentada una petición de cooperación jurídica internacional relativa a actos de comunicación en un país miembro de la UE ¿qué autoridad es competente para buscar solución a la devolución de dicha solicitud?

		972 ¿Puede tenerse un exhorto por cumplimentado cuando se intenta sin efecto en el domicilio facilitado por la parte cuando con posterioridad el abogado de la otra parte facilita un domicilio diferente?

		973 El procurador a quien se haya encomendado la gestión de un exhorto ¿tiene obligación profesional en cuanto a dicha gestión?

		974 La demora en la devolución de un exhorto ¿puede servir de base para la aplicación de la atenuante de dilaciones indebidas?

		975 Si el procurador designado para la gestión del exhorto no pudiere atender a su cometido ¿debe realizar alguna comunicación?

		976 La celebración de un juicio sin la presencia de una de las partes que fue citada mediante exhorto devuelto con resultado negativo ¿puede ser causa de nulidad de actuaciones?

		977 ¿Cuál es el sistema de envíos telemáticos de exhortos?





		Artículo 176 Falta de diligencia de las partes en el auxilio judicial		978 ¿Cual es el trámite procesal oportuno para denunciar la existencia de nulidad en la practica de un exhorto por procurador?

		979 Respecto a la multa por cada día de retraso en la devolución del exhorto ¿puede entenderse que también se le puede imponer al procurador que ha de devolver el exhorto?

		980 Para la imposición de una multa al procurador por negligencia en el diligenciado de un exhorto ¿es necesario denuncia de la parte?

		981 ¿Podría interpretarse que la multa del art. 176 LEC puede recaer sobre el procurador de la parte?

		982 El exhorto que es cumplimentado con retraso ¿es susceptible de paralizar la prescripción de las actuaciones?

		983 En el supuesto de que en el retraso en la devolución del exhorto cumplimentado pudiera observarse mala fe ¿podría acumularse otra sanción pecuniaria?

		984 ¿Qué tipo de resolución debe dictarse para la imposición de esta multa?

		985 El importe de dichas multas ¿qué destino tiene?





		Artículo 177 Cooperación judicial internacional		986 ¿Produce indefensión al demandado residente en el extranjero que recibe la notificación y traslado de documentos remitidos por el juzgado sin hacer uso de los instrumentos internacionales?

		987 ¿Son competentes los Tribunales españoles para ejecutar sus propias resoluciones en el extranjero?

		988 ¿Existe algún instrumento que facilite la localización de normas sobre cooperación jurídica internacional?

		989 ¿Se puede tener acceso a las distintas instituciones que dan información y apoyo para llevar a cabo tanto los actos de auxilio internacional activo como pasivo?

		990 ¿Cuáles son los instrumentos legales más frecuentemente utilizados en la Unión Europea en el ámbito civil?









		Capítulo VII De la sustanciación, vista y decisión de los asuntos		Artículo 178 Dación de cuenta		991 En los supuestos de admisión de demanda, si el Letrado de la Administración de Justicia advierte la falta de pago de la tasa por el actor, y éste no lo subsana en el plazo que se le indique, debe darse cuenta a la Sala, Ponente o Juez ex art. 178.1 y 2 LEC a los efectos de decidir sobre la admisión o inadmisión de la demanda?

		992 En los supuestos de abono extemporaneo de la tasa judicial ¿debe producirse dación de cuenta a los efectos de la inadmisión del recurso?

		993 La tardanza en la dación de cuenta de la presentación de un recurso que fue inadmitido ¿puede hacer que se estime un recurso de queja?

		994 Cuando se presente un escrito que contenga una petición o pretensión que exija el pronunciamiento de la Sala, Ponente o Juez, ¿puede unirse a los autos, sin más, y sin que recaiga resolución en sentido positivo o negativo?

		995 ¿En que momento debe efectuarse la dación de cuenta de la presentación de un escrito de interposición de un recurso?

		996 Si el abogado de una de las partes personadas renuncia a continuar ejerciendo la defensa de la misma y lo comunica al Juzgado antes del Juicio señalado ¿tiene el Letrado de la Administración de Justicia que comunicarlo a la parte para que, en su caso, nombre otro profesional, y dar cuenta a la Sala, ponente o al Juez al objeto de suspender el juicio; o dicha relación cliente-abogado es ajena al procedimiento?

		997 ¿La dacion de cuenta defectuosa imposibilita que el Tribunal resuelva sobre la cuestión omitida?

		998 La dación de cuenta al juez para el dictado de sentencia cuando la celebración de vista es preceptiva ¿es motivo de nulidad de actuaciones si la parte no recurrió la diligencia de ordenación que contenía dicha dación de cuenta?

		999 Cuando se presenten por las partes procesales escritos urgentes, solicitando la suspensión de señalamiento, por ejemplo, con apenas tiempo para poder acordarla, en caso de que proceda, ¿será responsabilidad de la parte o del órgano judicial no haber actuado con la suficiente antelación?

		1000 La concesión de un plazo de subsanación insuficiente ¿es causa de nulidad de actuaciones cuando tras la dación de cuenta del transcurso del plazo se inadmite el escrito que se pretendía presentar?

		1001 La dación de cuenta de presentación de un recurso de casación en plazo ¿obliga necesariamente al Tribunal a admitir el recurso si posteriormente se comprueba que el escrito fue extemporaneo?





		Artículo 179 Impulso procesal y suspensión del proceso por acuerdo de las partes		1002 Si ambas partes, dentro del plazo para contestar la demanda y sin que la demandada se haya personado aún en autos, solicitan la suspensión del curso de los autos al órgano judicial, que dicta un Decreto de suspensión conforme al art. 19 LEC, y transcurridos los 60 días que marca dicho precepto la actora presenta escrito solicitando la reanudación del procedimiento, ¿deberá el órgano judicial dictar resolución otorgando el plazo restante para contestar la demanda a la parte demandada?

		1003 Si una de las partes solicita la suspension de la celebración de la vista, presentando el informe médico con posterioridad a la celebración de esta ¿es valida la celebración de dicha vista?

		1004 En los supuestos de suspension del procedimiento por solicitud de ambas partes ¿puede comenzarse a contar contar el plazo para la caducidad de la instancia desde que se decreta dicha suspension?

		1005 Si las partes litigantes llegan a un acuerdo de suspensión del curso de los autos en la audiencia previa del juicio ordinario, y en dicho acto verbal, por si acaso debe procederse a la reanudación del procedimiento, se señala fecha para otra audiencia previa, pero sin embargo, en el mismo día se formaliza la suspensión de las actuaciones mediante Decreto conforme al art. 19.4 LEC sin hacer constar dicho señalamiento, llegada la fecha señalada para la nueva audiencia previa, sin que las partes hayan presentado ninguna petición, ¿debe celebrarse dicho acto?

		1006 A los efectos de la caducidad en la instancia prevista en el art. 179 LEC ¿el mes de agosto es inhabil?

		1007 Si, admitida una prueba en la audiencia previa del juicio ordinario, no se libran los oficios correspondientes para hacerla efectiva, ¿es responsabilidad de la parte no haber exigido antes del juicio ante el órgano judicial que se diera cumplimiento a lo acordado en la audiencia previa?

		1008 ¿Puede alegarse el articulo 179.2 LEC para solicitar la suspension de las actuaciones por estar pendiente de resolución un recurso de casación?

		1009 En el caso de que se acuerde la suspensión del curso de los autos y, ninguna de las partes inste la reanudación del proceso, transcurrido el plazo correspondiente, ¿procede declarar caducada la instancia o, debía el Letrado AJ de haber dictado la resolución a que se refiere el art. 179.2 LEC?

		1010 Suspendidas las actuaciones por solicitud de asistencia juridica gratuita, y denegada la misma ¿es necesario el dictado de una resolución expresa acordando expresamente la reanudación del plazo y el tiempo restante para la actuacion procesal de que se trate o transcurrido el mismo sin que la parte haya evacuado dicho trámite puede dictarse una resolución de archivo de las actuaciones?

		1011 Si el procedimiento es suspendido por solicitud de asistencia juridica gratuita y con posterioridad la parte presenta escrito con abogado y procurador de designación particular ¿puede inadmitirse dicho escrito si se ha presentado fuera del plazo inicial de contestación a la demanda?

		1012 ¿Es válida la celebración de vista o audiencia previa a pesar de haber comunicado la parte en los días precedentes la solicitud de asistencia juridica gratuita?

		1013 ¿Se puede alegar nulidad de actuaciones por la celebración de una vista o señalamiento cuando la solicitud de asistencia juridica gratuita no se formula en el plazo de tres días establecido legalmente?

		1014 ¿El principio procesal de impulso procesal de oficio, excluye la responsabilidad del abogado director o del procurador de la causa, que no lleva a cabo petición de reanudación de la actividad procesal?

		1015 ¿Es al Letrado de la AJ a quien le corresponde articular el impulso procesal de oficio?





		Artículo 180 Magistrado ponente		1016 En caso de que el cambio del Magistrado Ponente en el procedimiento judicial no se haya notificado a las partes, ¿produce siempre y en todo caso la nulidad de lo actuado desde ese momento procesal, por cuanto no se da la posibilidad de recusación en tiempo y forma?

		1017 Si tras la celebración de un juicio, el juez titular deja de ejercer sus funciones en ese organo judicial ¿puede el nuevo titular dictar esa sentencia si toda la actividad probatoria ha sido grabada?

		1018 ¿Es correcto proceder a modificar hasta tres veces al magistrado ponente en la tramitación de un recurso, con la correspondiente notificación a las partes en tiempo y forma legal?

		1019 La modificación del ponente, si se notifica a las partes dicho cambio pero no la composición completa de la Sala ¿es motivo de nulidad de actuaciones?

		1020 ¿Es posible liberar a algún Magistrado de su participación en el turno de ponencias?

		1021 La modificación de ponente alegando exclusivamente “necesidades del servicio” ¿constituye per se nulidad de actuaciones?

		1022 El hecho de atribuir al Letrado AJ la competencia de designar el magistrado ponente ¿tiene que ver con las facultades en cuanto a la ordenación, dirección y tramitación del procedimiento que le otorga la Ley Procesal?

		1023 El transcurso de un tiempo prolongado desde la jubilación de un magistrado hasta la designación de nuevo ponente ¿es causa de nulidad de actuaciones?





		Artículo 181 Funciones del Magistrado ponente		1024 La redacción de la sentencia por parte del ponente el mismo día de la deliberación y votación ¿pone de manifiesto la existencia de nulidad de actuaciones por entender que la llevaba redactada antes de dicha votacion?

		1025 Interpuesto recurso de apelación, alegando error en la valoración de la prueba, ¿a quién corresponde el visionado del video de la vista o juicio, al magistrado ponente o a todos los miembros de la Sala?

		1026 Si la vista celebrada en apelación se conformó sin la asistencia del magistrado que aparece como ponente de la sentencia, ¿procedería la alegación de nulidad de dicha sentencia?

		1027 La asistencia a cursos del Ponente con el letrado de una de las partes ¿es causa suficiente para su recusación?

		1028 ¿Cabe responsabilizar únicamente al magistrado ponente o, a toda la sala, de no haber valorado correctamente las pruebas practicadas según las reglas de la sana crítica?

		1029 ¿Puede invocarse nulidad de actuaciones por la redacción en exclusiva por el ponente de ciertas resoluciones del procedimiento?

		1030 ¿La responsabilidad derivada de un error cometido al dictar una resolución, es exactamente la misma para el magistrado ponente que para el resto de magistrados que integran la sala?





		Artículo 182 Señalamiento de las vistas		1031 ¿Puede la parte proponente del interrogatorio, iniciada la vista, solicitar la suspensión de la misma ante la incomparecencia de la persona propuesta?

		1032 ¿Existe un límite máximo para fijar la fecha de celebración de una vista?





		Artículo 183 Solicitud de nuevo señalamiento de vista		1033 ¿Es posible solicitar la nulidad de actuaciones atendiendo a la infracción del artículo 183 como consecuencia de la falta de apreciación de alguna de las causas de suspensión dispuestas en dicho precepto?

		1034 ¿Cabe denegar la suspensión de una vista alegando la imposibilidad de comparecer a ella una parte, testigo o letrado basada en alguna de las causas dispuestas en el art. 188 de la LEC?





		Artículo 184 Tiempo para la celebración de vistas		1035 ¿Constituye causa de suspensión el hecho de que no medie el plazo de 10 días entre el señalamiento y la celebración de una vista?

		1036 ¿Podría acordarse la celebración del juicio oral de un procedimiento ordinario tras concluir la celebración de la audiencia previa sin que ello conllevara la vulneración del plazo fijado en el art. 184 de la LEC?





		Artículo 185 Celebración de las vistas		1037 ¿Puede solicitar la parte en un procedimiento que las actuaciones se celebren a puerta cerrada?

		1038 ¿Puede entenderse cercenado el derecho de defensa ante la inadmisión de preguntas aclaratorias en el turno otorgado por el Juez al efecto?





		Artículo 186 Dirección de los debates		1039 ¿Puede el Juez, Presidente de un órgano colegiado o el Letrado de la Administración de Justicia limitar el tiempo de intervención de los letrados?

		1040 ¿Podrá denunciarse, a través de la nulidad, la imparcialidad de un juez/letrado de la Administración de Justicia por acotar o advertir a la defensa técnica de las exposiciones orales?





		Artículo 187 Documentación de las vistas		1041 ¿Podrá ser motivo de nulidad la ausencia de grabación del juicio en todo o en una parte esencial?

		1042 ¿Debe suspenderse el plazo para recurrir en apelación la solicitud de las partes dentro del plazo otorgado de una copia de la grabación de la vista?





		Artículo 188 Suspensión de las vistas		1043 La inasistencia del procurador al acto del juicio, cuando le consta el señalamiento y no alega causa justificada para ello, si comparece el letrado que le defiende ¿puede comportar la declaración de rebeldía del demandado?

		1044 ¿Podrá celebrarse una vista sin la asistencia de letrado cuando éste renuncie a la defensa técnica de su cliente sin comunicar dicha circunstancia a su cliente sino únicamente presentando escrito ante la Oficina Judicial días antes de su intervención?

		1045 ¿Es objeto de suspensión de una vista la comunicación de enfermedad del letrado interviniente por cualquiera de las partes?

		1046 ¿Podría atacarse el resultado de una sentencia en un procedimiento en el que es preceptiva la asistencia de letrado y procurador alegando en la misma que debió suspenderse la vista al no concurrir con dichos profesionales?





		Artículo 189 bis De las comparecencias		1047 En caso de que se haya procedido a suspender un señalamiento como consecuencia de la baja médica de uno de los abogado intervinientes en el procedimiento, ¿está el Letrado de la Administración de Justicia obligado a realizar un nuevo señalamiento?

		1048 ¿A quién correspondería fijar el nuevo señalamiento de una vista si pudiera señalarse en el mismo acto de la vista?





		Artículo 190 Cambios en el personal juzgador después del señalamiento de vistas y posible recusación		1049 ¿Puede ser denunciado el cambio de juez o magistrado si tras el señalamiento de una vista y con carácter previo a la realización de la misma esta circunstancia no se pone en conocimiento de las partes?

		1050 ¿Podría denunciarse, a través del recurso de apelación, la falta de notificación de un cambio en el juzgador producido entre el señalamiento y la celebración de la vista?





		Artículo 191 Recusación posterior a la vista		1051 ¿Puede una de las partes plantear la recusación tras la realización de la vista si no la instó con carácter previo a pesar de que el cambio de juez o miembro del tribunal les fue comunicado a las partes?

		1052 ¿Podrá ser admitida la recusación, tras la celebración de la vista, si se basa en una causa que la parte que pretende denunciarla conocía con anterioridad?





		Artículo 192 bis Cambio del Secretario judicial después del señalamiento. Posible recusación		1053 ¿Provoca la suspensión el incidente de abstención en el ámbito de la jurisdicción civil?

		1054 ¿Podrá recurrirse la decisión que resuelva sobre la recusación denunciada contra un miembro del poder judicial o un Letrado de la Administración de Justicia?





		Artículo 193 Interrupción de las vistas		1055 ¿Pueden las partes interponer algún tipo de recurso contra el acuerdo de interrupción de una vista?

		1056 ¿Pueden las partes, iniciada la celebración de una vista, solicitar la suspensión de la misma ante la incomparecencia de algún testigo o perito debidamente citado?





		Artículo 194 Jueces y Magistrados a los que corresponde fallar los asuntos		1057 ¿Es nula la sentencia/auto dictado en un procedimiento ordinario por un Juez/a que no celebró la audiencia previa?

		1058 ¿Es nula la sentencia/auto dictado en un procedimiento verbal por un Juez/a que no celebró el juicio?

		1059 ¿Podría el Tribunal que conoce del recurso de apelación declarar de oficio la nulidad de una sentencia/auto dictado por un Juez/a que no dirigió el juicio ni, por tanto, presenció la práctica de la prueba?

		1060 En caso de cese del Juez/a que presenció la práctica de la prueba, ¿quién debe dictar la sentencia/auto correspondiente?

		1061 ¿Es nula la sentencia dictada por un Juez/a titular sobre el proyecto de resolución elaborado por un Juez/a en prácticas?

		1062 ¿Puede pretenderse la declaración de nulidad de una sentencia/auto por no contener la resolución el nombre del Juez/a que la dicta?





		Artículo 194 bis Secretarios judiciales a los que corresponda resolver		1063 ¿A qué finalidad responde la atribución a los Letrados de la Administración de Justicia de la facultad de dictar determinadas resoluciones?

		1064 ¿Existen resoluciones del Letrado de la Administración de Justicia no susceptibles de recurso?

		1065 ¿Qué efectos produce la falta de dictado de la resolución pertinente por el Letrado de la Administración de Justicia, por ejemplo en el caso de caducidad de un trámite?





		Artículo 195 Información de los Magistrados sobre el contenido de los autos en tribunales colegiados		1066 ¿Tiene carácter obligatorio el examen de las actuaciones por los demás miembros del Tribunal colegiado distinto del ponente?

		1067 ¿En qué orden se entregarán las actuaciones a los diferentes Magistrados/as del órgano colegiado que las soliciten?

		1068 ¿A qué ha de tener acceso el o los Magistrados/as que lo soliciten?

		1069 ¿Respondería al principio de inmediación el examen de las actuaciones por los miembros del Tribunal colegiado?





		Artículo 196 Deliberación y votación de las resoluciones en tribunales colegiados		1070 ¿Es preciso que participen en la deliberación y votación de la resolución todos los Magistrados que conforman el Tribunal colegiado?

		1071 ¿Puede la parte alegar como infringido el derecho a obtener una resolución fundada en Derecho si, en su opinión, no resulta acreditada la deliberación y votación colegiadas de la Sentencia?

		1072 Señalado el día para deliberación y fallo, ¿la interposición de recurso de reposición contra el Auto que desestimó la documental propuesta produce la suspensión de dicha deliberación?

		1073 ¿Qué efecto produciría el que los Magistrados/as que intervinieron en la vista no fueran los mismos que constituyeron el Tribunal al pronunciar la sentencia?

		1074 ¿Debe excluirse de entre las actuaciones anulables los actos de deliberación y votación realizados en un Tribunal colegiado?





		Artículo 197 Forma de la discusión y votación de las resoluciones en los tribunales colegiados		1075 ¿Puede y/o debe extenderse acta de las deliberaciones de los Tribunales colegiados?

		1076 ¿Podría ser causa de nulidad de actuaciones por causar indefensión y vulnerar el art. 24 CE el hecho de que coincidan en la misma fecha el señalamiento de deliberación y la sustitución del Magistrado/a ponente?

		1077 ¿La comunicación del desistimiento del recurso mediante un escrito presentado en la víspera del día señalado a la deliberación puede considerarse contrario a las reglas de la buena fe procesal (art. 247 LEC) y dar lugar a la imposición de una sanción?

		1078 ¿Qué ocurre si sometida por el Magistrado/a ponente la decisión que a su juicio debe recaer, los otros miembros del Tribunal colegiado discrepan de dicha decisión?

		1079 ¿Puede trasladarse al procedimiento arbitral las disposiciones que regulan el secreto de las deliberaciones de los jueces en la jurisdicción ordinaria?





		Artículo 198 Votación de las resoluciones		1080 ¿La falta de notificación de la composición del Tribunal y, por tanto, de los Magistrados/as que deliberarán y votarán la decisión, puede ocasionar indefensión a las partes?

		1081 ¿Puede hablarse de un principio de unidad de deliberación en virtud del cual empezada la votación, no podrá interrumpirse sino por algún impedimento insuperable?





		Artículo 199 Voto de Magistrados impedidos después de la vista		1082 ¿Cuál es el principio que sustenta la disciplina legal sobre el régimen de la vista, votación y fallo de los asuntos?

		1083 ¿Qué ocurre si el Magistrado/a que después de la vista se imposibilitare de suerte que no pueda asistir a la discusión y votación es el designado como Ponente?

		1084 ¿Y si después de la vista se imposibilitare algún Magistrado, de suerte que pudo asistir a la discusión pero no a la votación?

		1085 ¿En qué otros supuestos se resolverá el asunto por el resto de Magistrados/as si forman mayoría, o se completará el Tribunal repitiendo la vista?





		Artículo 200 Impedimento del Juez o del Secretario judicial que hubiere asistido a la vista o comparecencia		1086 En caso de tener que celebrarse nueva vista presidida por Juez/a diferente del imposibilitado, ¿podrían servir y/o tenerse por reproducidas las pruebas ya practicadas en el anterior juicio?

		1087 ¿Cuál sería la consecuencia jurídica de que se dictara la sentencia por el Juez/a que sustituye al Juez/a imposibilitado, si aquél no ha presenciado la práctica de las pruebas?

		1088 En caso de imposibilitarse el Juez/a que hubiese celebrado la vista, siendo sustituido por un nuevo Juez/a, ¿es obligatorio poner el cambio de Juzgador unipersonal en conocimiento de las partes?

		1089 ¿En qué otros supuestos se resolverá el asunto por un Juez/a distinto del que haya participado en la vista y al cual sustituya?





		Artículo 201 Mayoría de votos		1090 ¿El hecho de que una resolución no se dicte por mayoría absoluta de votos afecta a la eficacia de dicha resolución?

		1091 Desde un punto de vista constitucional, ¿la discrepancia de un Magistrado/a podría ser la base para fundamentar un recurso de amparo constitucional?

		1092 ¿Qué diferencia existe entre el voto discrepante con el de la mayoría y el voto concurrente?

		1093 ¿Puede entenderse que si la resolución no se adopta por mayoría absoluta de votos, el discrepante no participa de la decisión adoptada?

		1094 ¿Sería correcto que la parte solicite que se indique el sentido del voto de los Magistrados/as de la Sala en una determinada resolución?

		1095 ¿En qué momento se conforma la mayoría absoluta del Tribunal colegiado?





		Artículo 202 Discordias		1096 ¿Son sucesivas las soluciones previstas en los apartados 1 a 4 del art. 202 LEC para poder dictar la resolución si no resultare mayoría de votos?

		1097 ¿Qué ocurre si la Sala sigue sin resolver la cuestión suscitada una vez que el Tribunal ha aumentado su número de componentes?

		1098 ¿Qué naturaleza ha de atribuirse al acto de designación de los Magistrados que han de componer la Sala dirimente de la discordia surgida en un proceso?

		1099 El hecho de que hubiera sido necesario designar la Sala de Discordia ¿puede tener alguna influencia en la cuestión referente a la imposición de las costas procesales?





		Artículo 203 Redacción de las resoluciones en los tribunales colegiados		1100 ¿Existe el deber procesal de comunicar a las partes la composición del Tribunal y el nombre del Magistrado/a designado Ponente en el pleito?

		1101 ¿A qué responde la redacción de las resoluciones por el/la Ponente?

		1102 ¿A qué debe contraerse el contenido del voto particular emitido por uno de los miembros del Tribunal colegiado?

		1103 ¿En el caso de que deba procederse al cambio de Ponente, redactando la resolución distinto Magistrado/a, eso significa que el nuevo Magistrado/a asumirá también la redacción de otras resoluciones distintas provocadas, por ejemplo, por los incidentes?

		1104 ¿La declaración de pérdida de imparcialidad de un miembro del Tribunal, puede afectar a los demás que con él hayan compuesto Sala y conocido de los hechos?





		Artículo 204 Firma de las resoluciones		1105 ¿Es esencial la firma de la resolución por los miembros del Tribunal colegiado?

		1106 ¿En qué momento alcanza eficacia la sentencia?

		1107 La falta de firma de una actuación por el Letrado de la Administración de Justicia ¿debe dar lugar siempre a su nulidad?

		1108 ¿Qué actuaciones procesales forman parte de la formalización definitiva de la resolución?





		Artículo 205 Votos particulares		1109 ¿Qué ocurre si deliberada una resolución concreta, uno de los Magistrados del Tribunal colegiado discrepa de la decisión de la mayoría?

		1110 ¿El voto particular emitido por el Magistrado/a discrepante integra la decisión del Tribunal colegiado?

		1111 ¿A qué debe contraerse el contenido del voto particular?

		1112 ¿La emisión de un voto particular puede ser causa de posterior recusación del Magistrado/a discrepante?









		Capítulo VIII De las resoluciones procesales		Artículo 206 Clases de resoluciones		1113 ¿Las resoluciones de los Letrados de la Administración de Justicia son resoluciones judiciales?

		1114 ¿Pueden los Letrados de la Administración de Justicia dictar Decretos para acordar la terminación de procedimientos en todo caso?

		1115 ¿Cabe anular una resolución con forma de Auto que debía revestir la forma de sentencia por haberse celebrado la vista?

		1116 ¿Tiene carácter definitivo el auto que resuelve un recurso de reposición?

		1117 ¿Pueden los Letrados de la Administración de Justicia dictar resoluciones orales?





		Artículo 207 Resoluciones definitivas. Resoluciones firmes. Cosa juzgada formal		1118 ¿Qué resoluciones producen cosa juzgada formal, las judiciales o las del Letrado de Administración de Justicia?

		1119 ¿Qué diferencia existe entre la cosa juzgada formal y material?

		1120 ¿Puede el juez modificar una resolución firme ya dictada por el mismo?

		1121 ¿La inmodificabilidad de oficio es una regla absoluta?

		1122 ¿Pueden apelarse los autos que deniegan la suspensión de los lanzamientos de inmueble en una ejecución hipotecaria?





		Artículo 208 Forma de las resoluciones		1123 ¿Dónde debe indicarse el tipo de recursos que caben contra una resolución judicial?

		1124 ¿Debe ser motivada toda providencia?





		Artículo 209 Reglas especiales sobre forma y contenido de las sentencias		1125 ¿Qué grado de detalle exige la modificación de las resoluciones judiciales?

		1126 ¿Qué límites tiene la libertad de motivación?

		1127 ¿Qué consecuencia tiene dictar una resolución con una forma diferente a la que exige la LEC o con errores formales?

		1128 ¿La sentencia civil debe contener una declaración de hechos probados?

		1129 ¿Cómo debe determinarse la cantidad objeto de condena?





		Artículo 210 Resoluciones orales		1130 ¿Puede resolverse una excepción procesal mediante una resolución oral?

		1131 ¿Puede resolverse un recurso de reposición mediante resolución oral?

		1132 ¿La parte allanada puede considerar notificada la sentencia de viva voz si el Juez lo hace en la vista?

		1133 ¿Puede recurrirse en reposición una resolución oral?

		1134 ¿Puede recurrirse lo acordado en la audiencia previa resuelto oralmente al apelar la sentencia que termina con el procedimiento?





		Artículo 211 Plazo para dictar las resoluciones judiciales		1135 ¿Qué validez tiene una sentencia dictada fuera de plazo?

		1136 ¿Cabe recurso frente a una sentencia dictada fuera de plazo?





		Artículo 212 Publicación y archivo de las sentencias		1137 ¿Puede acceder cualquier persona a las sentencias que obren en un archivo judicial?

		1138 ¿Por qué deben notificarse algunas resoluciones a la Comisión Nacional de Mercados y de la Competencia?





		Artículo 213 Libro de sentencias		1139 ¿Qué valor tienen las sentencias registradas en este libro?

		1140 ¿Puede obtenerse copia de las sentencias archivadas?





		Artículo 214 Invariabilidad de las resoluciones. Aclaración y corrección		1141 ¿Qué límites tiene el principio de invariabilidad?

		1142 ¿Cual es el ámbito del complemento de la sentencia?

		1143 ¿Pueden calificarse nuevamente los hechos, ante un error del Tribunal, por la vía del complemento?

		1144 ¿Que ocurre cuando se ha omitido el pronunciamiento sobre costas procesales?

		1145 ¿Cabe por esta vía subsanar la valoración probatoria y el relato fáctico de una sentencia?

		1146 ¿Es obligado formular simultáneamente la solicitud de aclaración de la sentencia o la corrección de errores materiales prevista en el artículo 214.2 de la LEC y la solicitud de complemento de sentencia previsto en artículo 215.2 de la LEC?

		1147 ¿La solicitud de aclaración, dado que una vez resuelta se integra en la resolución aclarada, suspende o interrumpe el plazo para solicitar complemento de sentencia previsto en artículo 215.2 de la LEC?





		Artículo 215 Subsanación y complemento de sentencias y autos defectuosos o incompletos		1148 ¿Puede modificarse por la vía del art. 215 LEC el fallo de una sentencia?

		1149 ¿Podemos denunciar la incongruencia omisiva en apelación sin acudir al trámite del art. 215 LEC?

		1150 ¿Y se puede omitir este trámite del art. 215 LEC para denunciar incongruencia omisiva en recurso de casación por infracción procesal?

		1151 ¿Cabe omitir este trámite en caso de ejercitar un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional?

		1152 ¿Cómo se computan los plazos cuando existe un auto de complemento? ¿Qué ocurre cuando se interpone recurso antes del auto en cuestión?

		1153 ¿Es posible solicitar, en segunda instancia, la subsanación de una sentencia dictada en primera instancia?

		1154 ¿Es obligado formular simultáneamente la solicitud de aclaración de la sentencia o la corrección de errores materiales prevista en el artículo 214.2 de la LEC y la solicitud de complemento de sentencia previsto en artículo 215.2 de la LEC?

		1155 ¿La solicitud de aclaración, dado que una vez resuelta se integra en la resolución aclarada, suspende o interrumpe el plazo para solicitar complemento de sentencia previsto en artículo 215.2 de la LEC?





		Artículo 216 Principio de justicia rogada		1156 Ejercitada únicamente la acción de nulidad de una cláusula abusiva ¿puede el tribunal anular la cláusula por infracción de la buena fe?

		1157 Solicitada la sucesión procesal en una ejecución que está paralizada varios años ¿puede el tribunal apreciar de oficio el retraso desleal?

		1158 ¿Puede restituirse la totalidad de lo cobrado por la aplicación de una cláusula suelo declarada abusiva aunque en la demanda se limite a solicitarla desde la reclamación extrajudicial?

		1159 ¿La Audiencia Provincial podría limitar temporalmente el uso de la vivienda familiar pese a que se pedía su uso alterno por el demandante?

		1160 ¿La sugerencia de insuficiencia probatoria por parte del Juez del art. 429.1.III LEC es una excepción al principio de justicia rogada?

		1161 ¿Puede el tribunal iniciar un juicio ordinario para decidir sobre la legalidad de un acuerdo de una junta de propietarios tras conocer de un juicio monitorio de reclamación de cantidad por unas derramas que se consideran gravemente perjudiciales para algunos de los propietarios?





		Artículo 217 Carga de la prueba		1162 En la sentencia se ha considerado probada la inexistencia de un contrato de préstamo por advertirse que no se ha entregado el dinero al deudor pese a que correspondía al demandado, declarado en rebeldía, acreditar tal extremo ¿Podrá el demandado apelar por haberse aplicado incorrectamente las reglas sobre la carga de la prueba?

		1163 ¿La negativa del demandado a someterse a las pruebas biológicas en un procedimiento de filiación puede infringir las reglas sobre la carga de la prueba?

		1164 ¿Para modificar el régimen de guarda de los hijos, cuál de los progenitores debe probar los hechos relevantes?

		1165 ¿El administrador de la sociedad debe probar la solvencia de la sociedad cuando no se han depositado las cuentas anuales en las acciones de responsabilidad por no haber promovido la disolución?

		1166 ¿Cualquier tipo de actividad peligrosa permite que se invierta la carga de la prueba?

		1167 ¿Tras la condena del promotor, puede éste ejercitar la acción de regreso sin necesidad de acreditar la responsabilidad de los agentes de la construcción contra los que reclama?

		1168 ¿Corresponde al banco o al cliente acreditar la ausencia de información precontractual?





		Artículo 218 Exhaustividad y congruencia de las sentencias. Motivación		1169 Pese a que el tribunal no ha concedido más o menos o cosa distinta de lo pedido, en el fallo de la sentencia se concede más dinero del que solicitaba el demandante pese a que no se declara así en los fundamentos de derecho ¿se ha infringido el deber de congruencia?

		1170 ¿Incurre en incongruencia omisiva la sentencia de apelación que se limita a confirmar la abusividad de una cláusula suelo si el recurrente impugnó la devolución de las cantidades como consecuencia de la nulidad?

		1171 ¿Para apreciar que la sentencia ha respetado el deber de congruencia debe atenderse a los fundamentos jurídicos de los escritos de las partes o solo al suplico?

		1172 Una sentencia que transcribe varias resoluciones de otros tribunales o que se limita a remitirse a la dictada en la instancia ¿carece de motivación?

		1173 Ejercitada la acción negatoria de servidumbre ¿puede el tribunal apreciar la adquisición por usucapión si no la ha alegado la parte demandada?

		1174 En una sentencia de desahucio por falta de pago no se compensa el importe de la fianza arrendaticia pese a haberlo interesado el demandante ¿incurre en incongruencia?

		1175 ¿La valoración de la prueba está incluida en la motivación de la sentencia?

		1176 ¿Qué significa que una Sentencia sea congruente como requisito recogido en el art. 218.1 de la LEC?

		1177 ¿Se estaría faltando al requisito de congruencia requerido en la sentencia, si el Tribunal entra a examinar fundamentos de Hecho o de Derecho distintos a los que las partes han querido hacer valer en la demanda?

		1178 ¿Pueden ser incongruentes las sentencias absolutorias?

		1179 ¿Qué se entiende por incongruencia interna de una sentencia?

		1180 ¿Cuándo se considera que una sentencia está suficientemente motivada?





		Artículo 219 Sentencias con reserva de liquidación		1181 ¿Se puede limitar la sentencia del Juzgado de lo Mercantil a declarar la acción de violación del derecho de marca y diferir la cuantificación de los daños y perjuicios a un proceso ulterior?

		1182 Declarada la abusividad de la cláusula suelo o de un swap ¿puede la sentencia limitarse a fijar las bases para su cuantificación posterior?

		1183 Resuelto un contrato de distribución en exclusiva si el tribunal no acepta las bases alegadas por la actora para el cálculo de los daños y perjuicios ¿solo cabe desestimar la demanda?

		1184 Aunque en la demanda la actora cuantifique el daño indemnizable ¿puede el tribunal acordar la reserva de liquidación?

		1185 La acción directa del artículo 76 de la Ley de contrato de seguro ¿impide la reserva de liquidación?





		Artículo 220 Condenas a futuro		1186 ¿Puede el demandante pretender la indemnización de los daños y perjuicios que se generen durante la pendencia del proceso, tales como impuestos, gastos privativos y costes de mantenimiento y consumo de unas parcelas?

		1187 Ejercitada la acción de regreso tras el pago de las cuotas del préstamo garantizado con hipoteca, ¿el demandante puede pretender que se condene al demando cotitular a pagar las cuotas sucesivas aunque no hayan vencido?

		1188 ¿Puede la comunidad de propietarios solicitar la ampliación de la ejecución si no se condenó en la sentencia al pago de las cuotas sucesivas a la interposición de la demanda?

		1189 En la demanda la actora pretende que el demandado, exmarido de la demandante, pague los suministros y los impuestos sobre la vivienda familiar ¿podrá también reclamar aquellos otros créditos que se devenguen después de la presentación de la demanda y hasta que el demandado abandone la vivienda?

		1190 En un proceso de desahucio por falta de pago ¿se aplica de oficio el art. 220.2 LEC?





		Artículo 221 Sentencias dictadas en procesos promovidos por asociaciones de consumidores o usuarios		1191 Dictada una sentencia que declara la nulidad de una cláusula abusiva en un proceso instado por una asociación de consumidores y usuarios ¿existe cosa juzgada respecto de una demanda individual ejercitada contra una cláusula de redacción idéntica o similar?

		1192 ¿Afecta a la competencia objetiva para conocer de la restitución de los gastos de la constitución de una hipoteca una sentencia dictada en un proceso promovido por una asociación de consumidores y usuarios?

		1193 La sentencia dictada en un proceso promovido por una asociación de consumidores o usuarios ¿produce efectos de cosa juzgada respecto de los usuarios no incluidos en la demanda?

		1194 ¿Puede suspenderse un proceso ordinario en la que se pretende la nulidad individual de una condición general de la contratación mientras esté pendiente una acción colectiva?

		1195 Declarada la nulidad de una cláusula suelo en una sentencia dictada como consecuencia de una acción colectiva ¿podrá interponerse una acción individual que tenga por objeto la reclamación de cantidad derivada de la abusividad?





		Artículo 222 Cosa Juzgada material		1196 Dictada una sentencia penal absolutoria respecto de un agente financiero ¿puede un tribunal civil apreciar la existencia de responsabilidad de dicho agente?

		1197 ¿Existe cosa juzgada tras el ejercicio de una acción colectiva si la sentencia ha declarado la abusividad de la cláusula suelo respecto del mismo banco demandado?

		1198 Acordada una pensión compensatoria de pago único ¿se infringe la cosa juzgada si se extingue en un proceso de modificación de medidas?

		1199 ¿Resulta aplicable la cosa juzgada en relación con lo decidido en un auto dictado en la oposición a la ejecución en un proceso declarativo posterior?

		1200 Ejercitada la nulidad por abusividad de una cláusula de un contrato ¿puede pretenderse en un proceso posterior la nulidad de otra cláusula del mismo contrato?

		1201 ¿Los autos dictados en procedimientos de ejecución producen efecto de cosa juzgada?

		1202 ¿Los efectos de cosa juzgada se extienden a todas las pretensiones derivadas de un mismo documento, no planteadas en la demanda?









		Capítulo IX De la nulidad de las actuaciones		Artículo 225 Nulidad de pleno derecho		1203 ¿Toda irregularidad u omisión procesal causa por sí misma la nulidad de actuaciones?

		1204 ¿Es la intervención de un abogado no habilitado un supuesto que dé lugar a nulidad automática?

		1205 ¿La falta de entrega de las copias de la grabación del juicio a efectos de interposición del recurso de apelación conlleva la nulidad de actuaciones?

		1206 ¿La denegación de medios de prueba en primera instancia cuya práctica fuera procedente conlleva la declaración de nulidad de actuaciones?

		1207 ¿La falta de grabación del sonido en un juicio conlleva la nulidad de actuaciones y repetición del mismo?

		1208 ¿El cambio de composición del órgano judicial sin notificación a las partes causa indefensión a los efectos del artículo 225.3 LEC?

		1209 ¿Cabe declarar la nulidad del acto de comunicación edictal realizado sin previo agotamiento de los medios telemáticos disponibles para la averiguación domiciliaria?

		1210 ¿La omisión de la audiencia de un menor para adoptar cualquier medida sobre el régimen de guarda y custodia puede conllevar una nulidad de actuaciones?





		Artículo 226 Modo de proceder en caso de intimidación o violencia		1211 ¿La intimidación o violencia ejercitada contra el órgano jurisdiccional requiere el ejercicio de la acción penal?

		1212 ¿La violencia o intimidación ejercitada sobre las partes puede acordarse de oficio?

		1213 ¿La violencia o intimidación ejercida sobre las partes requiere que el ofendido ejercite la acción penal?

		1214 ¿En los supuestos de intimidación o violencia sobre los intervinientes en el proceso se puede suscitar la cuestión prejudicial devolutiva en el proceso civil?

		1215 ¿Puede declararse la nulidad en caso de violencia o intimidación aun después de dictarse sentencia?





		Artículo 227 Declaración de nulidad y pretensiones de anulación de actuaciones procesales		1216 ¿Cómo puede hacerse valer la solicitud de declaración de nulidad a instancia de parte?

		1217 ¿Pueden introducirse a través del recurso de apelación infracciones procesales sin haberse denunciado oportunamente la infracción en la instancia?

		1218 ¿La falta de grabación del acto del juicio puede conllevar una declaración de nulidad de oficio por el órgano de apelación?

		1219 ¿La omisión en el recurso de apelación de la petición de nulidad de actuaciones faculta al tribunal de apelación a declararla de oficio cuando se ha denunciado una irregularidad procesal?

		1220 ¿Qué recursos caben contra el auto que resuelve sobre la nulidad de actuaciones distinto del que pone fin al incidente del art. 228 LEC?

		1221 ¿Es el incidente de nulidad de actuaciones exigencia previa antes de acudir a vías de reparación excepcional de derechos, como en el caso del error judicial?





		Artículo 228 Incidente excepcional de nulidad de actuaciones		1222 ¿Es el incidente excepcional de nulidad de actuaciones presupuesto de agotamiento de la vía judicial ordinaria a los efectos de interposición del recurso de amparo?

		1223 ¿Procede admitir un recurso de apelación contra una resolución que se haya dictado acordando una nulidad si en la resolución se ha previsto expresamente la procedencia de recurrir?

		1224 ¿Puede plantearse un incidente de nulidad fundado en la incongruencia de la sentencia que no admite ya ser recurrida?

		1225 ¿Debe interponerse el incidente frente a la resolución en que se ha producido la indefensión o frente a la que ha puesto fin al proceso?

		1226 ¿Es necesario para articular el incidente haber sido perjudicado por la resolución cuya nulidad se impetra?

		1227 ¿En qué supuestos es posible acordar la suspensión y eficacia de la sentencia o resolución irrecurribles?





		Artículo 229 Actuaciones judiciales realizadas fuera del tiempo establecido		1228 ¿Qué consecuencias tiene el incumplimiento del plazo de caducidad?

		1229 ¿El incumplimiento del plazo para recurrir por renuncia del Letrado a continuar con la defensa de la parte justifica una suspensión del plazo por concurrir causa de fuerza mayor?

		1230 ¿Qué consecuencias tiene el incumplimiento del plazo para la interposición de un recurso?

		1231 ¿La solicitud de una copia de la vista durante el plazo para recurrir justifica la suspensión del mismo por concurrencia de fuerza mayor?

		1232 ¿Qué efectos tiene el incumplimiento del plazo ordinario para la realización de un acto procesal?





		Artículo 230 Conservación de los actos		1233 ¿Puede predicarse la validez de parte de una actuación procesal concreta no afectada por el vicio o defecto determinante de la nulidad?

		1234 ¿La falta de grabación del juicio permite conservar la sentencia dictada en la instancia?

		1235 ¿Qué elementos debe ponderar el órgano jurisdiccional para favorecer la conservación de la eficacia de los actos procesales?

		1236 ¿La nulidad de un medio de prueba obtenido violentando los derechos o libertades fundamentales afecta a los demás medios probatorios?

		1237 ¿Puede conservarse el contenido del acto del juicio en caso de nulidad por estimación de alguna excepción procesal en la audiencia previa?





		Artículo 231 Subsanación		1238 ¿Se considera un defecto subsanable la falta de intervención de Procurador o firma de Letrado?

		1239 ¿Es subsanable el defecto de acreditación de la constitución del depósito dentro de plazo?

		1240 ¿Puede subsanarse la falta de traslado de copias a las partes?

		1241 ¿Cabe inadmitir un recurso de reposición por la ausencia de cita de normas procesales infringidas?









		Capítulo X De la reconstrucción de los autos		Artículo 232 Competencia e intervención del Ministerio Fiscal		1242 ¿Puede considerarse invasiva del núcleo de la actividad jurisdiccional, la intervención del Letrado AJ en el trámite de reconstrucción de autos?

		1243 En el supuesto de que se desestime la pretensión de la parte actora, en un proceso en el que la demandada está en rebeldía, si la misma advierte en la sentencia que un documento que relacionó en la demanda no está unido a los autos, ¿cabe alegar dicha circunstancia al formular el recurso de apelación y solicitar el inicio del expediente de reconstrucción de actuaciones?

		1244 Si el Ministerio Fiscal no ha actuado como parte en el proceso judicial que ha desaparecido, ¿Debe necesariamente ser parte en el procedimiento de reconstrucción de actuaciones derivado de aquél?





		Artículo 233 Inicio del expediente de reconstrucción de actuaciones		1245 Una vez realizado el procedimiento de reconstitución de las actuaciones de los arts. 233 y siguientes de la LEC, ¿cabría la impugnación de los documentos reconstituidos, alegando que no se trata de documentos públicos, sino de copias simples, por aplicación del art. 318 de la LEC?

		1246 Si la parte actora, tras presentar la demanda, admitirse y celebrar juicio, se percata de que no existe unido en las actuaciones el documento esencial en el que funda su pretensión, el cual, no obstante, se halla relacionado en la propia demanda, ¿puede advertirlo al Juzgado para que se abra el procedimiento de reconstrucción de actuaciones de los arts. 233 y siguientes?

		1247 Para la correcta justificación y prueba de la presentación de los documentos desaparecidos, ¿es conveniente que en los escritos de parte presentados se relacionen todos los documentos adjuntos y éstos se hallen numerados o que se efectúe una relación o guía de todos ellos?





		Artículo 234 Citación a comparecencia de las partes. Efectos de su inasistencia		1248 ¿Es posible llevar a cabo la reconstrucción de actuaciones de oficio por el Juzgado, sin citar a las partes? ¿Es ello motivo de nulidad?

		1249 ¿Por qué en la LEC existe una diferente denominación para la «comparecencia» del art. 234 y 235.1 y «vista» en el art. 235.4?

		1250 Si alguna de las partes no ha comparecido a los autos y se encuentra en situación de rebeldía procesal, ¿debe ser citada a la comparecencia de reconstrucción del expediente desaparecido o «mutilado»?

		1251 ¿Debe el procedimiento de reconstrucción registrarse como asunto nuevo en el servicio común con funciones de registro y reparto, o por derivar de un asunto principal debe registrarse como un incidente, sin registro de entrada independiente?





		Artículo 235 Inicio de la comparecencia. Inexistencia de controversia. Prueba y decisión		1252 Si el documento desaparecido de las actuaciones fuese un documento esencial, como, por ejemplo, un pagaré, en un procedimiento cambiario, y no existe más original que aquél que se perdió, el cual, al parecer, estaba incorporado a las actuaciones, y éstas aún no se han admitido a trámite, ¿puede prosperar este procedimiento de reconstrucción de las actuaciones?

		1253 Si unas actuaciones se han extraviado y a tenor de este art. 235 se ha dictado resolución declarando la imposibilidad de reconstitución de las actuaciones (por no haber podido recabar los documentos esenciales, por ejemplo), lo que ha redundado en perjuicio del demandante por haberse, por ejemplo, caducado la acción sustantiva que pretendía ejercitar, ¿podría reclamar el perjudicado por la responsabilidad derivada del anormal funcionamiento de la Administración de Justicia contra el Ministerio de Justicia por la pérdida de las actuaciones?

		1254 Si en el procedimiento de reconstrucción de las actuaciones hubiese algún documento del cual las partes no conservaran ni siquiera una copia, ¿cómo se procederá?

		1255 ¿Tendría sentido este procedimiento de reconstrucción de autos cuando las actuaciones pérdidas o mutiladas se hallaren finalizadas y archivadas?

		1256 El Decreto dictado por el Letrado de la Administración de Justicia ex art 235.3 LEC cuando no exista controversia entre las partes respecto de la reconstitución de las actuaciones, o el Auto dictado por el Tribunal, en caso de desacuerdo entre las partes ex art. 235.4 LEC ¿han de contener imposición de costas?













		Título VI De la cesación de las actuaciones judiciales y de la caducidad de la instancia		Artículo 236 Impulso del procedimiento por las partes y caducidad		1257 ¿Cuál es el fundamento de la institución de la caducidad de la instancia?

		1258 Si en un procedimiento judicial se ha dictado una resolución dejando constancia del resultado negativo de la práctica de un acto de comunicación y dando vista a la parte para que, en su caso, designe nuevo domicilio o solicite medidas de averiguación de domicilio o lo que a su derecho interese y no realiza actuación alguna durante los plazos que marca el art. 237 LEC, teniendo en cuenta el dictado de este art. 236, ¿cabría declarar la caducidad de la instancia?

		1259 Si en un procedimiento judicial la parte actora solicita la suspensión del curso de los autos, como consecuencia de estar pendiente de resolver una cuestión prejudicial que puede afectar a su petición, transcurriendo los plazos de caducidad del art. 237 LEC sin que la parte haya comunicado nada más al órgano judicial, ¿es factible el archivo de las actuaciones por caducidad, o conforme a este art. 236 LEC esta falta de impulso por la parte actora no ha de originar la caducidad?

		1260 Si el procedimiento judicial se encuentra pendiente de señalamiento para audiencia previa pero, el Letrado AJ no ha acordado dicho trámite durante los plazos de caducidad del art. 237 LEC, ¿no es responsabilidad de la parte actora advertir dicha omisión para impulsar el procedimiento, acordando la caducidad de la instancia?

		1261 Si en aplicación del art. 19.4 de la LEC han transcurridos los 60 días de suspensión sin que las partes hayan solicitado la reanudación del proceso, ¿debe dictarse alguna resolución o esperar al transcurso de los plazos para acordar directamente la caducidad?





		Artículo 237 Caducidad de la instancia		1262 ¿Tiene alguna transcendencia procesal el hecho de acordar la caducidad de la instancia en la Sentencia definitiva, en lugar de hacerlo por Decreto, conforme previene el art. 237.2 LEC?

		1263 Si la inactividad de los plazos establecidos en el art. 237.1 tiene lugar porque el proceso está pendiente de otro, como, por ejemplo, la resolución de una tercería, la tramitación de la justicia gratuita, las dificultades en la localización del demandado, la demora en el cumplimiento de una comisión rogatoria, etc., en estos casos, ¿también se aplica la institución de la caducidad?

		1264 Si en un proceso judicial se ha acordado alguna diligencia final del art. 435 LEC y desde que se acordó su práctica ha transcurrido el plazo de 2 años del art. 237.1 de la LEC sin que las partes hayan instado el impulso procesal, ¿puede el demandado alegar la caducidad de la instancia?

		1265 Si una petición incidental de minuta de honorarios de abogado o de cuenta de procurador que deriva de un procedimiento principal se presenta habiendo transcurrido los plazos de caducidad del procedimiento del que trae causa, ¿cabe acordar la caducidad de la solicitud y el archivo de la pieza?

		1266 ¿Cuál es el dies a quo para contabilizar el plazo de caducidad que determina el art. 237.1 in fine de la LEC: el día siguiente al de la notificación a las partes del auto de suspensión por 60 días dictado al amparo del art. 19.4 LEC o el día siguiente a la notificación del Decreto acordando el archivo provisional por aplicación del art. 179.2 LEC?

		1267 ¿Cuál es el dies a quo para contabilizar el plazo de caducidad que determina el art. 237.1 in fine de la LEC si las actuaciones se hallaban suspendidas en el órgano judicial a la espera de la resolución de la cuestión prejudicial en otro juzgado?





		Artículo 238 Exclusión de la caducidad por fuerza mayor o contra la voluntad de las partes		1268 ¿Puede alegarse, para exonerarse de la caducidad de la instancia, causa de fuerza mayor cuando el procedimiento esté extraviado en la oficina judicial o juzgado?

		1269 En el caso de que se acuerde la paralización del curso de los autos, por estar las partes en vías de acuerdo, ¿es ello causa de exclusión de la caducidad de instancia?

		1270 Si en un procedimiento se requiere al demandante para nombrar defensor judicial (por tener noticia de haberse interpuesto una demanda de incapacidad contra él) y han transcurrido los plazos legales sin que se hubiera verificado dicha designación, ¿cabría en este supuesto declarar la caducidad de la instancia?

		1271 ¿La paralización de los autos por haberse interesado justicia gratuita, puede comportar la caducidad de la instancia?





		Artículo 239 Exclusión de la caducidad de la instancia en la ejecución		1272 En sede de ejecución, ¿la parte actora puede actuar con desidia en el manejo de los plazos o incluso de manera negligente respecto de sus propios intereses, porque en todo caso, al tratarse de un asunto ejecutivo, no se aplica la caducidad de la instancia?

		1273 Si ya se ha satisfecho la cuantía del principal en una ejecución, y la parte ejecutante no presenta en el término de 2 años que marca el art. 237 la petición de liquidación de intereses y/o de tasación de costas, ¿puede declararse la caducidad del procedimiento?

		1274 ¿El artículo 239 LEC es solamente aplicable a las ejecuciones de título judicial, o también lo es a todo tipo de ejecuciones no judiciales o procesales?

		1275 ¿Cabe invocar el art. 239 LEC respecto del procedimiento para la exacción de la minuta detallada del procurador o de los honorarios del letrado, regulado en los arts. 34 y 35 LEC, respectivamente, habitualmente llamado «jura de cuentas», entendiendo que da lugar a un proceso de ejecución o que constituye la apertura de actuaciones ejecutivas?





		Artículo 240 Efectos de la caducidad de la instancia		1276 Cuando las actuaciones están en fase de apelación o casación, habiendo transcurrido 1 año conforme dispone el art. 237 LEC en relación con el 240.1 del mismo cuerpo legal ¿Qué órgano judicial ha de dictar la resolución declarando la caducidad del recurso, el órgano a quo, el de primera instancia, o el órgano ad quem, el de segunda instancia o el de casación?

		1277 ¿Podría invocarse la tutela judicial efectiva para contrarrestar la declaración de la caducidad de la instancia?

		1278 Si en un procedimiento transcurren los plazos de caducidad y pese a ello se reanuda el mismo y se celebra juicio ¿puede la sentencia que se dicte desestimar la demanda por caducidad en la instancia del procedimiento y acordar el archivo de las actuaciones con expresa imposición de costas al demandante en base al art. 394 LEC?

		1279 Si en un procedimiento se ha dejado caducar la instancia ¿ha de considerarse entonces que la interrupción de la acción no ha tenido lugar y, como tal, no puede desplegar sus efectos?

		1280 En cuanto a los efectos de la caducidad de la instancia, ¿qué ocurre con las anotaciones preventivas ordenadas judicialmente cuando se declara dicha caducidad?









		Título VII De la tasación de costas		Artículo 241 Pago de las costas y gastos del proceso		1281 ¿Qué influencia tiene la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita sobre la tasación de costas?

		1282 ¿Puede el letrado minutante facturar al cliente una cantidad superior a la establecida en la tasación de costas?

		1283 ¿Qué caracteres debe revestir el informe pericial para que se pueda incluir en la tasación de costas?

		1284 ¿Se puede incluir en la tasación de costas la pericial de unas actuaciones declaradas nulas?

		1285 ¿Puede el Abogado del Estado solicitar en la tasación de costas derechos de procurador?

		1286 ¿Es incluible en la tasación de costas la minuta del contador partidor?

		1287 ¿Quién es el titular del crédito por costas?

		1288 ¿Quién es el beneficiario de la tasación de costas cuando las mismas son a favor Abogado del Estado?

		1289 ¿Puede el letrado facturar el total de su minuta al cliente?

		1290 ¿Puede el perito pedir la tasación de costas?

		1291 ¿Afecta el principio de no vinculación de las cláusulas abusivas a la hora de la condena en costas?





		Artículo 242 Solicitud de tasación de costas		1292 ¿Se puede solicitar la tasación de costas cuando el condenado a su pago tiene reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita?

		1293 ¿Cuál es el procedimiento para solicitar la revocación del beneficio de justicia gratuita?

		1294 ¿Para tasar las costas de una pieza de medidas cautelares hay que esperar a que se resuelva el pleito principal?

		1295 ¿Qué alcance tiene el detalle de la minuta del letrado?

		1296 ¿Es la cuantía el único criterio para calcular los honorarios del letrado en la tasación de costas?

		1297 ¿A quién incumbe el examen de dichas circunstancias concretas en materia de tasación de costas?

		1298 ¿Cuál es el plazo para solicitar la tasación de costas?

		1299 ¿Cuándo se inicia el plazo para pedir la tasación de costas?

		1300 ¿Cuál es el plazo para ejecutar la condena en costas?

		1301 ¿Existe el mismo plazo para solicitar el pago de la minuta por el cliente que para pedir la tasación de costas?

		1302 ¿Es necesario acreditar el pago previo al letrado y al procurador?

		1303 ¿Hay que aportar siempre las facturas y justificar su previo pago?

		1304 ¿Puede la minuta presentada a efectos de tasación confeccionarse a nombre del despacho o sociedad profesional en la que se integra el letrado minutante?

		1305 ¿Pueden los letrados, procurador o peritos instar la ejecución de la tasación de costas para la exacción de sus honorarios?

		1306 ¿Los errores materiales en la confección de la minuta implican que la misma resulte indebida?





		Artículo 243 Práctica de la tasación de costas		1307 ¿Pueden tasarse las costas en casos de justicia gratuita?

		1308 ¿En los casos de justicia gratuita el decreto que aprueba la tasación de costas debe eximir del pago de las mismas?

		1309 ¿El decreto que aprueba la tasación de costas debe suspender la ejecución respecto del condenado que tienen reconocido la justicia gratuita?

		1310 ¿Cuál es el momento para solicitar la suspensión de la ejecución de la tasación de costas y alegar las circunstancias del art. 36.2 LAJG?

		1311 ¿Debe considerarse como debida la inclusión en la tasación de los derechos por solicitud de tasación de costas?

		1312 ¿Pueden el Letrado de la Administración de Justicia o el Tribunal valorar la fundamentación jurídica de los escritos presentados por el letrado de la parte favorecida en costas para reducir su minuta en tasación de costas?

		1313 ¿Cuál es el momento para la fijación de la cuantía?

		1314 ¿Puede el demandante impugnar vía tasación de costas la cuantía que él mismo señaló?

		1315 ¿Qué consecuencias tiene para las partes su pasividad a la hora de fijar la cuantía?

		1316 ¿Qué efecto tiene la fijación como inestimable de la cuantía?

		1317 ¿Existe algún supuesto en el que se puede diferir la discusión sobre la cuantía al momento de la tasación de costas?

		1318 En relación con los derechos del procurador, ¿pueden reducirse los que resulten de la aplicación automática del arancel?

		1319 ¿Cuál es el alcance de la limitación de 300.000 euros a percibir por un procurador en un mismo asunto, actuación o proceso contenida en el párrafo primero del epígrafe 1 de la disposición adicional única del Real Decreto-Ley 5/2010?

		1320 ¿A qué criterios debe obedecer la minuta del letrado presentada a efectos de tasación de costas?

		1321 ¿Cuál es la finalidad de la tasación de costas en relación con los honorarios del letrado?

		1322 ¿Cuáles son los criterios jurisprudenciales para reducir la minuta de los abogados en tasación de costas?

		1323 ¿En caso de concurrencia de varios letrados o de un letrado y un perito, la reducción del tercio del art. 394.3 LEC debe hacerse en global o respecto de cada profesional?

		1324 ¿Qué influencia tiene en la tasación de costas que los favorecidos en costas actúen con distinta defensa, pero perteneciendo al mismo despacho los letrados?

		1325 ¿Es aplicable de oficio por el LAJ la reducción del art. 394.3 LEC?

		1326 Si el LAJ no aplica de oficio la reducción del art. 394.3 LEC, qué efectos produce la falta de impugnación de la tasación de costas por el condenado? ¿Puede esgrimir tal motivo en el recurso de revisión contra el decreto que apruebe la tasación de costas?

		1327 ¿Se incluye en la tasación de costas el importe de los derechos colegiales por emisión del informe del art. 246 LEC?

		1328 Cuando un procurador interviene su propio nombre e interés en procedimiento, ¿puede presentar cuenta a efectos de tasación de costas? ¿Debe incluir el IVA?

		1329 ¿Puede el LAJ reducir las minutas y los derechos sin esperar a la impugnación de la tasación?

		1330 ¿Cuándo se entiende que la minuta del letrado está detallada?





		Artículo 244 Traslado a las partes. Aprobación		1331 ¿Cuál es el alcance de la adición de nuevas partidas del art. 244.2 LEC?

		1332 ¿En caso de pluralidad de partes beneficiarias de las costas es obligatorio que se practique una única tasación de costas?

		1333 ¿La tasación de costas practicada en una ejecución derivada de monitorio impide la práctica de la tasación de costas en dicho monitorio si se pide con posterioridad?

		1334 ¿La falta de impugnación por indebidas o excesivas de la tasación de costas dentro del plazo conferido impide la alegación de estos extremos en el recurso de revisión contra el decreto que la aprueba?

		1335 ¿Puede el LAJ modificar los derechos del procurador, por entenderlos igualmente excesivos con motivo de una estimación de impugnación por excesivos de los honorarios del letrado?





		Artículo 245 Impugnación de la tasación de costas		1336 ¿Pueden impugnarse por el trámite de indebidos los honorarios del letrado con base en la cuantía del pleito?

		1337 ¿Quién puede impugnar la tasación de costas por falta de reducción del tercio del art. 394.3 LEC?

		1338 ¿Puede el LAJ, a la vista de la errónea elección de la vía de impugnación, dar al incidente el cauce que corresponda?

		1339 ¿Cabe pedir de forma genérica la reducción de los honorarios o derechos de la tasación señalando únicamente el importe al que deben quedar reducidos a juicio del impugnante?

		1340 ¿El LAJ puede controlar de oficio la aplicación de los criterios de honorarios?

		1341 ¿La impugnación por la falta de reducción del tercio del 394.3 LEC por el LAJ se debe tramitar por el cauce de excesivas o indebidas?

		1342 ¿Puede en el trámite de impugnación de la tasación de costas denunciarse la errónea cuantía aplicada?

		1343 ¿La falta de impugnación de la cuantía expresada en el auto de admisión de un procedimiento ordinario impide su discusión posterior?





		Artículo 246 Tramitación y decisión de la impugnación		1344 ¿El informe del Colegio de Abogados en materia de honorarios es vinculante?

		1345 ¿Debe en todo caso resolverse en primer lugar la impugnación por indebidas y seguidamente impugnación por excesivas?

		1346 ¿Cuáles son los criterios para la resolución de las cuestiones relativas a impugnación de los honorarios por excesivos?

		1347 ¿En casos de impugnación de la tasación de costas tanto respecto del abogado como del procurador, qué efectos tiene sobre la impugnación de la tasación de costas la falta de audiencia del procurador o del abogado?

		1348 En caso de considerarse excesivos los honorarios del letrado minutante, ¿es automática la imposición de costas cuando el abogado minuta como dice el Colegio pero quien reduce es el órgano judicial?

		1349 ¿Cabe imposición de costas al impugnante de las costas por indebidas?

		1350 ¿El auto que resuelve el recurso de revisión en materia de costas es recurrible en apelación?

		1351 ¿Cuál es la función del tribunal en el recurso de revisión en materia de costas procesales? ¿Qué función tiene el tribunal respecto de la resolución del LAJ por la vía del recurso de revisión?

		1352 ¿Cabe apelación contra los autos resolutorios del recurso de revisión en materia de costas?

		1353 ¿Qué efectos produce la indebida admisión de una apelación en materia de costas?

		1354 ¿Se puede en el trámite de impugnación de costas solicitar la revisión de la tasación cuando se haya aplicado incorrectamente la cuantía litigiosa?

		1355 ¿Puede pedirse del tribunal en sede de revisión de la tasación de costas una nueva valoración de los elementos recogidos por el LAJ en su decreto?

		1356 ¿Puede el LAJ reducir los honorarios del letrado cuando el informe del Colegio ratifique los honorarios tasados?

		1357 ¿Cuál es la función revisora del Tribunal respecto del decreto del LAJ que resuelve la impugnación de las costas?

		1358 ¿Puede recurrirse el decreto aprobando la tasación de costas si el LAJ no justifica las razones por la que no se fijan los honorarios según los criterios del Colegio de Abogados?

		1359 ¿Quién debe pagar el importe del informe sobre las costas?









		Título VIII De la buena fe procesal		Artículo 247 Respeto a las reglas de la buena fe procesal. Multas por su incumplimiento		1360 ¿Existe un principio procesal que ampare el deber de actuar con buena fe procesal?

		1361 ¿Qué es la buena fe procesal?

		1362 ¿Qué diferencia hay entre mala fe procesal y fraude de ley?

		1363 ¿Hay mala fe procesal (o fraude procesal) cuando se formula una aclaración o complemento de la sentencia a efectos de ampliar espuriamente el plazo de interposición del recurso?

		1364 ¿Cuáles son los requisitos del retraso desleal en el ejercicio de las acciones?

		1365 ¿Qué efectos produce la estimación del retraso desleal en el ejercicio de las acciones?

		1366 ¿Qué relación hay entre la mala fe procesal y la doctrina de los actos propios?

		1367 ¿Puede inadmitirse una demanda por entenderse que hay mala fe procesal o un abuso de litigación?

		1368 ¿Y puede inadmitirse in limine un recurso de apelación por manifiesta falta de fundamento (abuso procesal)?

		1369 ¿El deber de aportar los documentos esenciales junto a la demanda y contestación se sostiene en el principio de la buena fe procesal?

		1370 ¿La norma genérica del art. 247 LEC da cobertura para poder imponer una multa en aquellos casos en los que la LEC no ha previsto expresamente una multa?













		Libro II De los procesos declarativos		Título I De las disposiciones comunes a los procesos declarativos		Capítulo I De las reglas para determinar el proceso correspondiente		Artículo 248 Clases de procesos declarativos		1371 La declaración de que la sociedad de gananciales es acreedora de uno de los cónyuges ¿puede ventilarse y decidirse por los trámites del proceso declarativo correspondiente por razón de la cuantía o debe hacerse necesariamente por los trámites de los arts. 806 y siguientes de la LEC?

		1372 ¿Puedo acudir a un procedimiento ordinario para requerir a un coheredero el otorgamiento de escritura de aceptación de herencia?

		1373 ¿Qué sucede si el demandante prescinde del proceso especial aplicable e interpone demanda por procedimiento ordinario por razón de cuantía, el demandado nada alega al respecto y se sigue el procedimiento como ordinario cuando debería haber sido un procedimiento especial? ¿Concurre causa de nulidad de actuaciones?

		1374 ¿Son prioritarias la aplicación de las normas de determinación de la clase de juicio por razón de la cuantía o de la materia?

		1375 ¿Puedo prescindir de la defensa por parte de letrado en un procedimiento verbal tramitado en función de la materia?

		1376 En el marco de un expediente notarial de declaración de herederos ab intestato, ¿qué procedimiento pueden instar aquellos que, a juicio del notario, no hubieran acreditado su derecho a la herencia? ¿Tiene la parte obligatoriamente acudir a un expediente notarial previo a la reclamación jurisdiccional?

		1377 ¿Cabe instar la inadecuación del procedimiento monitorio si el deudor entiende que el peticionario no ha aportado ninguno de los documentos estipulados en el art. 812 LEC y debería ventilarse la causa por el procedimiento que corresponda conforme el art. 248 LEC?

		1378 ¿Cabe la imposición de las costas de diligencias preliminares a una de las partes, o bien la imposición de costas debe limitarse a los procedimientos declarativos correspondientes?

		1379 ¿Son prioritarias la aplicación de las normas de determinación de la clase de juicio por razón de la cuantía o de la materia?

		1380 ¿Es prioritaria la tramitación de un procedimiento especial sobre un procedimiento ordinario por razón de la materia o de la cuantía?





		Artículo 249 Ámbito del juicio ordinario		1381 Si un trastero de un inmueble fue desafectado como elemento común por parte de una comunidad de propietarios, ¿puedo reclamar la propiedad del mismo a través de un procedimiento ordinario por razón de la cuantía?

		1382 ¿Pertenece al ámbito del derecho al honor la inclusión del nombre de una persona en un fichero de morosos?

		1383 ¿Puede el juez de oficio ordenar que se siga el procedimiento por una clase de juicio que no se indique en la demanda?

		1384 En el marco de un procedimiento de protección del derecho al honor, si el Ministerio Fiscal no contesta a la demanda o no acude al acto de la audiencia previa o del juicio, ¿será causa de nulidad de actuaciones por aplicación del art. 249.1.2 LEC?

		1385 En un procedimiento que se reclame una cantidad monetaria en concepto de propiedad intelectual, ¿debe tramitarse conforme la materia o sobre la cuantía, teniendo en cuenta que, con carácter previo, se solicitaba si se había producido una vulneración de derechos de propiedad intelectual?

		1386 Una reclamación de cantidad basada en un documento de reconocimiento de deuda fruto de un contrato de arrendamiento, ¿debe tramitarse conforme procedimiento ordinario o puede reclamarse a través del correspondiente juicio verbal?

		1387 ¿Puede apreciarse de oficio por parte del tribunal en el marco de un juicio verbal la nulidad de una cláusula no negociada en un contrato celebrado con un consumidor?

		1388 En materia de cláusulas abusivas de la contratación, ¿qué requisitos deben concurrir para que el procedimiento se tramite como juicio ordinario?

		1389 ¿Puedo reclamar a través del juicio verbal rentas vencidas por importe de 4000 euros de un contrato de arrendamiento de vivienda?

		1390 ¿Puede el demandado plantear la nulidad de un acuerdo de la comunidad de propietarios cuando se le reclama el pago de las cuotas de la comunidad a través de un juicio verbal?





		Artículo 250 Ámbito del juicio verbal		1391 ¿Cómo puedo colmar las lagunas legales respecto a los interdictos, ya que su regulación actual se circunscribe a los actuales 250.1.4.º, 439.1 y 447.2 LEC?

		1392 ¿Cuál es la razón por la que se tramita por el juicio verbal las demandas interpuestas por los titulares de los derechos reales inscritos en el Registro de la Propiedad frente a quienes se opongan a ellos sin disponer de título alguno (art. 250.1.7.º LEC)?

		1393 ¿Cabe la posibilidad de tramitar por juicio ordinario verbal una reclamación económica superior a 6.000 Euros por una materia no comprendida en el listado del art. 250 LEC?

		1394 ¿Qué requisitos debe cumplir la persona que pretenda interponer demanda como titular de un derecho real inscrito en el Registro de la Propiedad, cuando vea su derecho perturbado por el demandado?

		1395 En materia de accidentes de circulación, ¿es posible aplicar el procedimiento específico previsto en la Disposición Adicional Primera de la Ley 3/1989 en detrimento de los criterios de los arts. 249 y 250 LEC?

		1396 ¿Cuál es el ámbito del juicio verbal que pretenda la recuperación de la plena posesión de una finca cedida en precario?

		1397 ¿Es posible alegar compensación en el marco del juicio verbal de desahucio por precario?

		1398 ¿Qué procedimientos puede escoger quien tiene la posesión legítima de un bien inmueble frente a un precarista?

		1399 ¿En qué ámbito opera la suspensión por vulnerabilidad en relación a un arrendamiento?

		1400 ¿Cuáles son los requisitos que deben concurrir para que la acción de recuperación de la posesión ex. art. 250.1.4 LEC sea viable?

		1401 ¿Estamos ante un plazo de caducidad de un año para ejercitar la acción interdictal?

		1402 ¿Puede el titular de la vivienda expulsar a quien ocupe ilegalmente su vivienda?

		1403 ¿Requiere fuerza en las cosas la acción interdictal?

		1404 ¿Se puede interponer este interdicto de recobrar la posesión frente a una ocupación ilegal de la vivienda habitual?

		1405 ¿Qué diferencias existen con el procedimiento de precario del art. 250,1-2º de la LEC?

		1406 ¿Quiénes están legitimados activamente para acudir a este procedimiento?

		1407 ¿Tiene legitimación activa la comunidad de propietarios para interponer el nuevo interdicto frente a una ocupación ilegal de la vivienda habitual?

		1408 ¿Quiénes están legitimados pasivamente para ser demandados?

		1409 ¿Puede acudirse igualmente al procedimiento de precario regulado en el art. 250,1-2º?





		Artículo 251 Reglas de determinación de la cuantía		1410 ¿Es posible acumular a efectos de fijación de cuantía total del pleito la que conste en la demanda y en la reconvención para así acceder al recurso de casación?

		1411 ¿Puede la parte sustituir el criterio legal de determinación de la cuantía del procedimiento por otro que considere más justo?

		1412 ¿Es posible modificar la cuantía fijada en la demanda en alguna fase posterior del procedimiento?

		1413 ¿Se puede transaccionar entre las partes la cuantía inicial estipulada en el escrito de demanda, modificándola?

		1414 ¿Cuál es la cuantía de un procedimiento en el que se pretende la impugnación de una cláusula general de la contratación por abusiva?

		1415 ¿Puedo sumar a la cuantía fijada en la demanda los intereses devengados a efectos de que la misma supere los 3000 euros y tenga acceso a recurso de apelación?

		1416 ¿Se puede acumular a un proceso especial de menores la pretensión de pago de una pensión de una pareja no casada?

		1417 ¿Cómo se fija la cuantía de un procedimiento de acción de nulidad de un contrato de permuta de tipo de interés?





		Artículo 252 Reglas especiales en casos de procesos con pluralidad de objetos o de partes		1418 ¿Se puede acumular la cuantía de los contratos marco de operaciones suscritos por cada uno de los demandantes con el banco demandado, a efectos del art. 252.2 LEC?

		1419 ¿Qué cuantía se debe indicar en la demanda cuando se acumula una acción de nulidad a otra de aplicación de efectos restitutorios?

		1420 ¿Qué cuantía debe tener el procedimiento cuando se acumula una acción de desahucio por falta de pago o por expiración legal o contractual del plazo y la de reclamación de rentas o de cantidades debidas?

		1421 ¿Se puede sumar a efectos de cuantía del procedimiento la cuantía fijada en la demanda y en la reconvención? ¿Cómo se debe valorar la demanda y la reconvención a efectos de determinación de la cuantía del proceso?

		1422 ¿Influye que el demandante fije una cuantía superior a 600.000 euros, no discutida por la demandada, a los efectos del art. 477.2.2º LEC?

		1423 ¿Se puede tener en cuenta la regla del art. 252.2 LEC (principal e intereses) para alcanzar la cuantía necesaria para interponer recurso de casación?

		1424 ¿Cómo se debe valorar la demanda y la reconvención a efectos de determinación de la cuantía del proceso?

		1425 Cuando existe una pluralidad de demandantes ¿Cuál es el criterio legal para sumar los pedimentos de la demanda, a efectos de determinación de la cuantía?

		1426 ¿Cómo se aplica la regla del art. 252.1.ª LEC cuando se acumula una acción principal y otra subsidiaria? ¿Puede el tribunal modificar ex oficio la cuantía referenciada por parte del demandante en la demanda?





		Artículo 253 Expresión de la cuantía en la demanda		1427 ¿Cuáles son las obligaciones procesales para las partes en relación a la cuantía del procedimiento?

		1428 ¿Se permite fijar la cuantía del procedimiento en algún supuesto en fase de conclusiones?

		1429 ¿Para qué es importante fijar la cuantía del proceso en el escrito de demanda? ¿Qué consecuencias procesales tiene su fijación?

		1430 ¿Puede variarse la cuantía del procedimiento si se aporta prueba que así lo determinara, esto es, cabe transformar el inicial juicio verbal en un procedimiento ordinario?

		1431 ¿Es obligatorio que el demandante intente fijar la cuantía de procedimiento, aunque para ello tenga que aportar la correspondiente prueba pericial?

		1432 ¿Vulnera el derecho constitucional al recurso la imposibilidad de acceso al recurso de apelación si la cuantía del asunto, calculada conforme al art. 253 LEC y tramitado conforme a las reglas del juicio verbal, no alcanza los 3000 Euros?

		1433 ¿Es obligatorio que el demandante intente fijar la cuantía de procedimiento, aunque el mismo se rija por razón de la materia?

		1434 Si el demandante es el pintor de las obras que serán objeto de litigio, ¿puede o debe ser él mismo el que fije la cuantía del pleito, valorando sus propias obras de arte?





		Artículo 254 Control de oficio de la clase de juicio por razón de la cuantía		1435 ¿Puede el juez inadmitir de oficio la demanda cuando la cuantía determinada no fuera la correcta, conforme al art. 254 LEC?

		1436 ¿Vulnera el tribunal el derecho constitucional a un proceso sin dilaciones indebidas al aplicar el art. 254 LEC?

		1437 ¿Qué sucede si no se da cumplimiento a lo ordenado por este precepto durante el proceso, esto es, si el juez nada indica ex art. 254 LEC ni las partes nada alegan durante la primera instancia?

		1438 ¿Está vinculado el juez por el tipo de juicio que se solicite en el escrito de demanda?

		1439 ¿Pueden las partes, en virtud del principio dispositivo que rige el proceso civil, escoger de común acuerdo el tipo de juicio, ordinario o verbal, que conocerá de la tramitación del procedimiento?

		1440 ¿Puede la actora solicitar la modificación de la cuantía del procedimiento antes de que el demandado conteste a la demanda?

		1441 ¿Es la cuantía del proceso siempre disponible para las partes?

		1442 ¿Qué sucede si el juez estima que el tipo de procedimiento indicado en la demanda no es el correcto, pero el demandante no aporta prueba suficiente para calcular la cuantía del mismo?





		Artículo 255 Impugnación de la cuantía y de la clase de juicio por razón de la cuantía		1443 ¿Se puede impugnar la cuantía con base al art. 255 LEC para determinar si la misma puede superar los 3000 Euros para recurrir en apelación?

		1444 ¿Es posible impugnar la cuantía del proceso en actos procesales posteriores a los de alegaciones?

		1445 ¿Qué sucede si el demandado nada alega en la contestación a la demanda sobre la cuantía fijada por el demandante y posteriormente pretende impugnar la misma?

		1446 ¿Qué naturaleza procesal ostenta la fijación de la cuantía del procedimiento?

		1447 ¿Sólo procede impugnar la cuantía del proceso en los supuestos previstos en el art. 255 LEC? ¿Cómo puedo impugnar procesalmente la cuantía en aquellos procesos tramitados en función de la materia y no de la cuantía?

		1448 ¿Se puede interpretar la falta de impugnación de la cuantía por parte del demandado ex art. 255 LEC como aquiescencia a la fijada en la demanda?

		1449 ¿Es posible impugnar la cuantía del proceso en actos procesales posteriores a los de alegaciones?

		1450 ¿Cuándo procede impugnar la cuantía conforme al art. 255 LEC?









		Capítulo II De las diligencias preliminares		Artículo 256 Clases de diligencias preliminares y su solicitud		1451 ¿Qué juicios pueden prepararse mediante las diligencias preliminares?

		1452 ¿Pueden considerarse diligencias preliminares otras no previstas en el art. 256.1 LEC?

		1453 El catálogo de diligencias preliminares contenido en el art. 256.1 LEC ¿puede ser interpretado de manera flexible?

		1454 ¿Puede equipararse el concepto de «cosa» al de documento?

		1455 El art. 256.1.2 LEC ¿ampara la exhibición de otros soportes materiales tales como grabaciones telefónicas?

		1456 La documentación cuya exhibición se solicite, ¿debe estar en posesión de la persona contra la que se pretenda interponer la demanda?

		1457 ¿Debe admitirse la diligencia preliminar de exhibición de un inmueble al amparo del art. 256.1.2 LEC?

		1458 La diligencia del art. 256.1.5 LEC ¿ampara la exhibición del informe pericial que pudiera haber realizado la demandada por razón del siniestro cubierto por el contrato de seguro?

		1459 ¿Es preceptiva la asistencia letrada y representación procesal para la solicitud de diligencias preliminares? ¿y para la oposición?

		1460 La referencia que al «ejercicio de acciones legales» se haga en la solicitud de diligencias preliminares, ¿es suficiente para entender cumplido el requisito de la expresión del fundamento de aquellas?

		1461 La ausencia del ofrecimiento de prestar caución en la solicitud de diligencias preliminares, ¿es un defecto procesal subsanable?

		1462 ¿Cuándo se produce la pérdida de la caución?

		1463 ¿Cuándo comienza el plazo para la presentación de la demanda?

		1464 ¿Cómo incide el planteamiento de las diligencias preliminares a los efectos del cómputo del plazo de caducidad de la acción que se pretenda preparar?

		1465 El planteamiento de las diligencias preliminares, ¿interrumpe el plazo de prescripción de la acción que se pretenda preparar?





		Artículo 257 Competencia		1466 El fuero de competencia territorial previsto en el art. 257.1 LEC ¿es imperativo?

		1467 ¿Qué ocurre cuando la persona que debiera declarar, exhibir o intervenir en la diligencia preliminar tuviera domicilio fuera de España?

		1468 El fuero imperativo de las diligencias preliminares contenido en el art. 257.1 LEC, apartado 1.º, ¿determina la competencia territorial del ulterior procedimiento?

		1469 ¿La competencia objetiva de los Juzgados de Familia determina su competencia para conocer de las diligencias preliminares con las que se pretenda preparar ulteriores procedimientos cuyo conocimiento les corresponda?

		1470 Si fueran varias las personas requeridas a la práctica de la diligencia preliminar y tuvieran domicilio en distintos partidos judiciales, ¿Cuál sería el órgano territorialmente competente para conocer de la solicitud?

		1471 En el caso de ser la requerida una persona jurídica ¿cuál es el fuero territorial general?

		1472 Casos en los que resulta de aplicación el fuero del art. 257.1 o 257.2 LEC

		1473 Si como consecuencia de las averiguaciones realizadas se advierte que el requerido a la práctica de las diligencias preliminares tiene su domicilio en otro lugar distinto del tribunal ante el que se haya presentado la solicitud de diligencias preliminares, admitiéndola, ¿Cuál sería el tribunal territorialmente competente?





		Artículo 258 Decisión sobre las diligencias preliminares y recurso		1474 ¿Qué se entiende por adecuación de la diligencia a la finalidad que el solicitante persigue?

		1475 ¿Qué se entiende por justa causa?

		1476 ¿Qué se entiende por interés legítimo?

		1477 El beneficiario del derecho a la asistencia jurídica gratuita ¿debe proceder a la prestación de caución?

		1478 ¿Cuál es el dies a quo del plazo para la prestación de la caución?

		1479 La denegación de la solicitud de diligencias preliminares, ¿es susceptible de recurso de casación o extraordinario por infracción procesal?





		Artículo 259 Citación para la práctica de diligencias preliminares		1480 ¿El régimen de citación para la práctica de las diligencias preliminares es aplicable a la práctica de las diligencias de comprobación de hechos?

		1481 ¿Cómo se práctica la diligencia contemplada en el art. 256.1.1 LEC en su modalidad de declaración sobre hechos relativos a la capacidad, representación o legitimación?

		1482 ¿Cómo se llevan a cabo las diligencias de exhibición documental?

		1483 La práctica de las diligencias de exhibición documental ¿exige la presentación de copia para el solicitante?

		1484 Cuando lo que haya de exhibirse sea una cosa que no pueda trasladarse a la sede del tribunal ¿Cómo se practicará la diligencia de exhibición?

		1485 En los supuestos de exhibición de actos de última voluntad que se encuentren en un protocolo notarial ¿debe presentarse el documento ante el órgano judicial?

		1486 ¿Dónde debe practicarse la diligencia de exhibición de documentos y cuentas de la sociedad?

		1487 El solicitante de las diligencias de comprobación de hechos, ¿tiene derecho a intervenir en su práctica y, a tal efecto, debe ser citado?





		Artículo 260 Oposición a la práctica de diligencias preliminares. Efectos de la decisión		1488 El escrito de oposición a la práctica de las diligencias preliminares, ¿debe observar alguna estructura concreta?

		1489 ¿Qué motivos de oposición pueden esgrimirse a la práctica de las diligencias preliminares?

		1490 Si al requerido le fuere imposible dar cumplimiento a lo acordado, ¿deberá formular oposición?

		1491 Con ocasión de la oposición a la práctica de las diligencias preliminares, ¿podrá el requerido controvertir el importe de la caución prestada?

		1492 ¿Procede la condena en costas en caso de que el tribunal considere justificada la oposición?





		Artículo 261 Negativa a llevar a cabo las diligencias		1493 En caso de negativa a la práctica de la diligencia preliminar de declaración del art. 256.1.1 LEC, ¿el tribunal que conozca del juicio ulterior debe tener por respondidas afirmativamente las preguntas y por admitidos los hechos a que se la diligencia?

		1494 Para el caso de no atenderse el requerimiento a la práctica de las diligencias preliminares ni formularse oposición, ¿las medidas contempladas en el art. 261 LEC deben aplicarse automáticamente?

		1495 Para el caso de negativa a la exhibición de un inmueble, ¿qué medida de las previstas en el art. 261 LEC será susceptible de aplicación?

		1496 El excepcional régimen de protección constitucional de la entrada en una vivienda (art. 18.2 CE) ¿justificaría que la medida de entrada y registro en lugar determinado a que se refiere el art. 261.2ª, 3.ª y 5.ª no se adoptase?

		1497 En el caso de negativa a la exhibición de documentos o de la cosa, ¿cuándo podrá entenderse que la medida de entrada y registro está justificada y es proporcionada?

		1498 ¿Cuáles son las medidas de intervención a las que se refiere el art. 261.5 LEC?





		Artículo 262 Decisión sobre aplicación de la caución		1499 El pronunciamiento del tribunal sobre el destino de la caución para el sufragio de los gastos, daños y perjuicios ¿puede darse de oficio o previa petición de parte?

		1500 ¿Cuándo debe presentarse la solicitud de gastos y de indemnización de daños y perjuicios derivada de la práctica de las diligencias preliminares?

		1501 ¿Cuál es el trámite para resolver sobre la aplicación de la caución?

		1502 Las minutas de abogado y procurador, ¿pueden incluirse en el concepto de gastos resarcibles con cargo a la caución?

		1503 ¿Qué gastos, daños y perjuicios pueden ser resarcidos con cargo a la caución?





		Artículo 263 Diligencias preliminares previstas en leyes especiales		1504 ¿Cuáles son las diligencias preliminares previstas en las leyes especiales?

		1505 Antes de la práctica de las diligencias de comprobación de hechos, ¿debe notificarse la resolución que acuerde las mismas a quien deba soportarlas?

		1506 En el caso de las diligencias de comprobación de hechos, ¿cuándo debe resolverse sobre la aplicación de la caución?

		1507 A las diligencias de comprobación de hechos contempladas en el art. 256.1.9 LEC ¿les resulta de aplicación el trámite de oposición previsto en el art. 260 LEC?

		1508 ¿Debería denegarse una solicitud de diligencias de comprobación formulada al amparo del art. 256.1.9 LEC y en la que se advierta una utilidad probatoria?









		Capítulo III De la presentación de documentos, dictámenes, informes y otros medios e instrumentos		Artículo 264 Documentos procesales		1509 ¿Se puede inadmitir a trámite una demanda por no haber realizado con carácter previo o en el momento de su presentación la correspondiente designa apud acta?

		1510 ¿Es subsanable la falta o ausencia de poder a favor del procurador que ha interpuesto la demanda o únicamente lo será la falta de acreditación de la previa existencia de dicho poder?

		1511 ¿La escritura de fusión por absorción que acredite la personalidad de la parte actora debe acompañarse siempre con el escrito inicial de demanda o es un defecto que puede subsanarse más adelante, por ejemplo en sede del juicio ordinario en el momento de la audiencia previa?

		1512 ¿Las posibles dudas relativas a la vigencia del apoderamiento pueden dar lugar a que se requiera para la aportación de un nuevo poder bajo apercibimiento en caso contrario de inadmitir a trámite la demanda?

		1513 ¿La exigencia de acompañar junto con el escrito inicial de demanda los documentos o dictámenes que acrediten el valor de la cosa es requisito de admisibilidad necesario para todo tipo de procedimientos?





		Artículo 265 Documentos y otros escritos y objetos relativos al fondo del asunto		1514 ¿Cuál es la distinción básica entre los denominados «documentos fundamentales», que deben acompañarse con los escritos de demanda o contestación, de los denominados «complementarios» «accesorios» o «auxiliares», que pueden acompañarse dentro del período probatorio?

		1515 ¿Con respecto a aquellos documentos en los que la parte funde su derecho pero que no estén a su disposición en el momento de interponer o contestar la demanda, será suficiente para que se admita su aportación en el período probatorio, que se designe el archivo, protocolo o lugar en que se encuentren?

		1516 ¿En una demanda en la que se ejercita una acción de indemnización por la extinción de un contrato de agencia, la oposición del demandado en su contestación a reconocer la existencia de esa relación, le permitirá posteriormente al actor acompañar determinados documentos en el momento de la audiencia previa?

		1517 ¿Se pueden acompañar en la audiencia previa aquellos documentos que sirvan para acreditar la legitimación activa cuando ésta ha sido cuestionada en la contestación a la demanda?

		1518 ¿El hecho de que el Juez en la audiencia ponga de manifiesto que las pruebas propuestas por las partes pueden resultar insuficientes para el esclarecimiento de los hechos controvertidos puede servir de justificación para que en dicho momento la actora aporte nuevos documentos esenciales o se libren oficios por parte del Juzgado para obtener documentos que se encuentran en expedientes a los que la actora tenía acceso?

		1519 ¿La vía excepcional establecida en el apartado 3.º de este artículo, que le permite al actor aportar en la audiencia al juicio o en la vista del juicio verbal otros documentos o dictámenes relativos al fondo cuyo interés o relevancia resulte de lo alegado por el demandado en su contestación, le puede también servir al primero para aportar un dictamen pericial que contradiga o discuta lo sostenido en su dictamen por el perito de la demandada?

		1520 ¿Qué es lo que deberá valorar el Juez para evitar que en la audiencia previa se intenten aportar documentos o dictámenes periciales que pretendan subsanar omisiones o inexactitudes contenidas en la pericial acompañada inicialmente con la demanda o la introducción en la Litis de nuevas pruebas, que puedan servir de una «réplica encubierta» a los hechos alegados en la contestación a la demanda?

		1521 ¿Es aplicable este artículo a los incidentes concursales la obligación que tiene la parte actora de acompañar junto con la demanda aquellos documentos en los que funde su derecho?

		1522 ¿En el juicio ordinario que trae causa inicial de un monitorio es suficiente con designar los archivos de ese procedimiento inicial para referirse a los documentos en los que se fundamenta la petición, siendo por tanto innecesaria de nuevo su aportación? Cabe en ese posterior juicio ordinario ampliar subjetivamente la demanda?

		1523 ¿Tras la reforma operada mediante Ley 42/2015 con respecto al juicio monitorio que posteriormente en caso de oposición se convierte en juicio verbal, cuáles serán los momentos en los que las partes deberán acompañar los documentos en los que funden su derecho?





		Artículo 266 Documentos exigidos en casos especiales		1524 ¿En las demandas en las que se ejercite el derecho de retracto, la admisión a trámite de la demanda queda en todo caso supeditada a que se consigne o garantice el precio de venta de la cosa objeto de retracto?

		1525 ¿En qué supuestos son exigibles como requisito de admisibilidad de la demanda la aportación de aquellos documentos en los que conste fehacientemente la sucesión mortis causa?

		1526 ¿Se puede inadmitir a trámite una demanda de juicio verbal para la efectividad del derecho real inscrito sobre una vivienda si a la misma no se acompaña una certificación literal del Registro de la Propiedad que acredite la vigencia, sin contradicción alguna, del asiento que legitima al demandante?

		1527 ¿En una demanda de desahucio por falta de pago y reclamación de rentas es requisito previo de admisión adjuntar el contrato de alquiler?

		1528 ¿Está justificada la inadmisión a trámite de una demanda de resolución de contrato de arrendamiento dirigida contra unos ignorados herederos por no concretar los datos de identificación de los demandados?

		1529 ¿La demanda o procedimiento judicial de exequatur previsto en la Ley 29/2015 exige la aportación de determinados documentos como requisito de procedibilidad para admitir a trámite la demanda?

		1530 ¿Es posible subsanar la falta de aportación del documento que constituya un principio de prueba del título en el que se funde la demanda de retracto, especialmente cuando la misma todavía ni tan siquiera ha sido registrada?

		1531 ¿Es correcta la inadmisión a trámite y archivo de una demanda de divorcio si junto con la misma no se ha acompañado el certificado acreditativo de la inscripción del matrimonio?





		Artículo 267 Forma de presentación de los documentos públicos		1532 ¿Son suficientes las fotocopias de los títulos de propiedad para justificar la legitimación activa cuando se acciona en condición de propietario de una finca?

		1533 ¿A los efectos de la admisión de un proceso monitorio resultan suficientes aquellos documentos acompañados mediante fotocopia a través de los cuales se pretende acreditar la existencia de la deuda reclamada?

		1534 ¿En sede de ejecución podrá despacharse la misma a favor de quien acredite que es el sucesor del que figure como ejecutante en el título ejecutivo, lo cual deberá hacerse mediante la aportación al tribunal de los documentos «fehacientes» en los que conste aquella sucesión; será necesario aportar los originales de dichos documentos?

		1535 ¿Tiene validez un documento público acompañado mediante copia simpleen la que no figure la firma de los otorgantes?

		1536 ¿Cuándo se aporta como documento público la copia de una sentencia y la autenticidad de ésta es impugnada por el demandado, puede el actor pedir prueba al respecto o la misma será improcedente por no haber sido aportados los originales junto con el escrito de demanda?

		1537 ¿En el caso de que el demandado haya permanecido voluntariamente en rebeldía y comparezca una vez se ha dictado sentencia, podrá en sede de recurso de apelación impugnar la autenticidad de aquellos documentos públicos acompañados por la actora mediante copia simple?





		Artículo 268 Forma de presentación de los documentos privados		1538 ¿Es admisible el juicio monitorio en el que el documento para acreditar la deuda se presenta mediante simple fotocopia?

		1539 ¿En caso de que presentemos un documento mediante copia simple que posteriormente sea impugnado por el contrario, si no solicitamos prueba alguna al respecto, el Juez ya no podrá valorar dicho documento?

		1540 ¿En caso de que se impugne un documento privado, la única prueba para demostrar su autenticidad será la del cotejo pericial de firmas?

		1541 ¿Son válidos los documentos privados aportados en formato de archivo informático?

		1542 ¿Cuál es el valor probatorio de un documento privado acompañado mediante fotocopia y cuya autenticidad no ha sido impugnada?

		1543 ¿Supone algún obstáculo para admitir el monitorio que la impresión del contrato celebrado por vía electrónica que se acompañe a la solicitud no contenga la firma del contratante?





		Artículo 269 Consecuencias de la falta de presentación inicial. Casos especiales		1544 ¿La imposibilidad de acompañar documentos en que se funde la demanda, impide la posterior aportación de nuevos documentos salvo las excepciones recogidas en el art. 270 LEC?

		1545 ¿La falta del otorgamiento del poder «apud acta» en el momento de presentación de la demanda puede incardinarse en uno de los supuestos de inadmisión a trámite de la demanda que se recogen en el apartado 2.º del presente artículo?

		1546 ¿Puede inadmitirse a trámite una demanda de impugnación de acuerdos tomados en una Junta de propietarios por no adjuntar el certificado acreditativo de estar al corriente de pago de las cuotas comunitarias?

		1547 ¿Se puede basar la desestimación de una demanda por no acreditarse la legitimación activa, cuando en la misma se han anunciado como adjuntados determinados documentos que servirían para justificarla y que por un error informático, luego resulta que no han sido incorporados al expediente judicial?

		1548 ¿Se puede completar en la audiencia previa un documento que por error fue aportado con la demanda de forma parcial?





		Artículo 270 Presentación de documentos en momento no inicial del proceso		1549 ¿Una de la excepciones a la preclusión definitiva de la aportación de los documentos fundamentales con los escritos rectores de la demanda y la contestación es que dichos documentos sean de fecha posterior a la demanda y a la contestación o en su caso a la audiencia previa; a qué se está refiriendo el legislador cuando habla de documentos de «fecha posterior»?

		1550 ¿Cuál será la consecuencia de que en la sentencia de apelación se tengan en cuenta y se valoren unos documentos que previamente habían sido inadmitidos?

		1551 ¿Sería posible aportar con posterioridad a que se haya constituido la litis una tasación pericial, cuyo contenido es explicado en la demanda pero que por error no ha sido adjuntado a la misma?

		1552 ¿Para la admisión de aquellos de documentos de fecha anterior a la demanda o a la contestación en un momento posterior a la presentación de dichos escritos, es suficiente la mera alegación de que no se conocían o debe justificarse dicho desconocimiento?

		1553 ¿En caso de que el demandado formule reconvención, podrá el actor contestar a la misma apoyando sus argumentos de defensa en base a unos documentos cuya existencia ya conocía, si bien no podía disponer de los mismos? En qué momento deben impugnarse los documentos relativos al fondo cuando se entienda que han sido acompañados fuera de los momentos establecidos en la LEC?

		1554 ¿Puede alegarse desconocimiento de la existencia del documento aportado en un momento no inicial del proceso, cuando el mismo se encontraba en un archivo o procedimiento al que la parte tenía acceso?

		1555 ¿Puede el demandado que ha en situación de rebeldía en la primera instancia acompañar nuevos documentos en su escrito apelando la sentencia?

		1556 ¿Pueden aportar con base a lo dispuesto en este artículo, en calidad de documentos de fecha posterior, dictámenes periciales realizados en otro procedimiento?

		1557 ¿Es aplicable el artículo 270 LEC en sede de medidas cautelares?





		Artículo 271 Preclusión definitiva de la presentación y excepciones a la regla		1558 ¿La excepción prevista en el apartado 2.º de este artículo va referida a todas las sentencias o resoluciones judiciales o de autoridad administrativa dictadas o notificadas en fecha posterior al momento de formular las conclusiones?

		1559 ¿Puede utilizarse el trámite de las diligencias finales para incorporar nuevos documentos con los que se pretenda subsanar o corregir los errores contenidos en un dictamen pericial?

		1560 ¿En qué momento deberán aportarse en sede de recurso los autos o sentencias dictados con posterioridad a la resolución que ponga fin al procedimiento en la 1.ª Instancia?

		1561 ¿Todos los documentos que inicialmente reúnan las condiciones que recoge este artículo para ser admitidos deberán ser valorados en sentencia?

		1562 ¿Es posible presentar un documento de nueva noticia al interponer el recurso de casación?





		Artículo 272 Inadmisión de documento presentado injustificadamente en momento no inicial del proceso		1563 ¿Se puede discutir en la 2.ª instancia la indebida admisión de documentos relativos al fondo, que han sido aportados por la parte actora en la audiencia previa a consecuencia de las alegaciones efectuadas por el demandado en la contestación a la demanda?

		1564 ¿La referencia que se hace en el art. 272 LEC relativa a que se devolverán aquellos documentos presentados con posterioridad a los momentos procesales establecidos en esta Ley va referida únicamente a la prueba documental como tal o es extensible también a otros medios de prueba?

		1565 Cuando se desestima una demanda por falta de legitimación activa ¿se puede intentar justificar la existencia de la misma mediante la aportación junto al recurso de apelación de un documento que la acredite?

		1566 El hecho de que un documento que ha sido inadmitido se encuentre unido a los autos en el momento de dictar sentencia ¿provoca algún tipo de infracción procesal?

		1567 El hecho de acompañar nuevos documentos en el ordinario que trae causa de la oposición al monitorio previo ¿supone vulnerar lo dispuesto en el art. 272 LEC?

		1568 ¿Pueden ser valorados los documentos acompañados con el escrito de contestación a la demanda que ha sido presentada fuera de plazo?

		1569 ¿La actual Justicia electrónica impide que salga del expediente electrónico un documento acompañado con los escritos iniciales pero que luego es inadmitido?









		Capítulo IV De las copias de los escritos y documentos y su traslado		Artículo 273 Inadmisión de documento presentado injustificadamente en momento no inicial del proceso		1570 ¿Se puede inadmitir a trámite una demanda si al actor no aporta dentro del plazo de tres días desde el registro de la demanda las copias de la misma para ser entregadas en soporte papel al demandado?

		1571 ¿Qué implica la obligación para los sujetos a los que se refiere el punto 3.º de este artículo la obligación de intervenir a través de medios electrónicos con la Administración de Justicia? ¿Va en la «doble dirección» o deben efectuarse algunas prevenciones con respecto a determinados actos de comunicación como por ejemplo cuando se trate del primer emplazamiento o citación?

		1572 Una vez presentada la demanda sin los juegos de copias necesarios para su traslado al demandado, cuando el Juzgado ha requerido de subsanación y la misma se ha producido, si bien por error se ha presentado ante otro juzgado distinto del que tramita el asunto, ¿ello debe dar lugar a la inadmisión a trámite de la demanda?

		1573 La no aportación de un documento original en el momento de presentar la demanda ¿es motivo suficiente para inadmitir a trámite la misma?

		1574 ¿Puede admitirse la presentación de los documentos de la demanda o de la contestación mediante un CD?

		1575 ¿Cuáles son los documentos cuya presentación deberá realizarse mediante firma electrónica?





		Artículo 274 Traslado por la oficina judicial de las copias a las otras partes interesadas, cuando no intervengan procuradores		1576 En el caso de que estemos ante un procedimiento en el que no sea preceptiva la intervención de procurador ¿la falta de traslado al demandado por parte del Juzgado de la copia de cualquier escrito que haya presentado la parte actora será suficiente para decretar la nulidad de las actuaciones?

		1577 En un procedimiento de jurisdicción voluntaria consistente en un acto de conciliación para el que no es preceptiva la intervención de abogado y procurador ¿cuál será consecuencia de que no se aporten las copias del escrito inicial para su traslado al demandado?





		Artículo 275 Efectos de la no presentación de copias		1578 ¿Si la omisión en la presentación de las copias de la demanda para su posterior traslado al demandado es motivo de requerimiento del Secretario a la parte para que proceda a su subsanación y ésta por error, posteriormente aporta las copias por correo certificado dirigido al Juzgado sin identificar correctamente el procedimiento, ello dará lugar a su inadmisión?

		1579 ¿La prohibición que establece el legislador de inadmitir un escrito de demanda o contestación presentado sin las copias para la otra parte cuando éstas no intervengan mediante procurador sería aplicable también a los supuestos en lo que sí se aporten estas copias pero las mismas estén defectuosas o incompletas?

		1580 ¿Si la parte que actúa sin la intervención del procurador presenta la demanda sin acompañar una copia de la misma y de sus documentos para la parte contraria, dicha omisión podrá ser subsanada directamente por el Letrado AJ?

		1581 ¿Podría considerarse que este artículo, al permitir que se admitan los escritos y los documentos adjuntos a los mismos aún a pesar de no aportarse las copias para la parte contraria, infringe el principio de igualdad con respecto a aquellas situaciones en las que sí interviene procurador y en donde en los supuestos de falta del traslado de copias ello conllevará la inadmisión del escrito?





		Artículo 276 Traslado de copias de escritos y documentos cuando intervenga procurador		1582 ¿Es subsanable la falta del traslado de copias entre procuradores?

		1583 ¿La insubsanabilidad del traslado de copias puede atemperarse en determinados supuestos?

		1584 ¿En caso de una demanda de juicio ordinario que trae causa de la inicial oposición a un monitorio, el emplazamiento y traslado de la demanda deberá realizarse a través del procurador de la demandada comparecido en dicho monitorio inicial?

		1585 ¿Aquellos escritos que supongan la primera comparecencia en juicio del procurador al contestar la demanda o compareciendo en un determinado recurso también deberán ser objeto del previo traslado entre procuradores?

		1586 ¿Una vez presentado un recurso de apelación sin efectuar el traslado de copias, debe el órgano judicial advertir a la parte de dicho error para que proceda a su subsanación?

		1587 ¿La demanda de ejecución provisional está excluida del trámite del traslado previo de copias de escritos y documentos?





		Artículo 277 Efectos de la omisión del traslado mediante procurador		1588 ¿Cuál será la consecuencia derivada de la presentación de un escrito sin haber realizado el preceptivo traslado de copias?

		1589 ¿Cuándo existan varias partes comparecidas dentro del proceso, el traslado de copias efectuada tan solo a alguna de ellas puede abrir la vía a una posible subsanación de los traslados omitidos a las restantes partes que permitan la admisión del escrito?

		1590 ¿Además de los supuestos expresamente recogidos en el art. 276.4 LEC, existe algún otro supuesto excepcional que permitiría la presentación de un determinado escrito sin efectuar el previo traslado de copias?





		Artículo 278 Efectos del traslado respecto del curso y cómputo de plazos		1591 ¿Cuáles son los supuestos en los que el traslado de copias entre procuradores puede provocar la apertura de un plazo procesal sin la necesaria intervención del tribunal?

		1592 ¿Debe entenderse el traslado de copias como un acto de comunicación del que se deriva la apertura de un plazo procesal?

		1593 ¿Si la parte actora presenta un escrito de desistimiento cuando el demandado ya se encuentra comparecido en autos debidamente representado y asistido, realizando el oportuno traslado de copias de dicho escrito, puede entenderse que el plazo de diez días para mostrar su conformidad u oponerse se computa desde el referido traslado?

		1594 ¿En los procesos de monitorio, desde cuando deberá computarse el plazo de un mes «desde el traslado de la oposición» para que la actora interponga la demanda de juicio ordinario?





		Artículo 279 Función de las copias		1595 ¿Cuál es la finalidad primordial de que la Ley imponga a las partes el deber de conservar en su poder las copias de los escritos, documentos y resoluciones que se les trasladen y notifiquen?

		1596 ¿El hecho de que no se puedan entregar los autos originales a las partes impide por las mismas su examen en la Secretaría del Juzgado?

		1597 ¿Cuál debe ser la postura a adoptar ante un emplazamiento para contestar a una demanda en el que se adjuntan unas copias del escrito de demanda y de sus documentos de forma incompleta o que resulten ilegibles?





		Artículo 280 Denuncia de inexactitud de una copia y efectos		1598 ¿El emplazamiento para contestar la demanda mediante la entrega incompleta de la copia de la demanda y de sus documentos puede dar lugar a la nulidad de actuaciones por inexactitud de copias?

		1599 ¿En una ejecución de títulos judiciales, la falta de entrega a la ejecutada de la copia del Decreto que sirve de título a la ejecución servirá para denunciar dicha omisión como si se tratase de la entrega de una copia inexacta?

		1600 ¿En el caso de que la copia entregada para contestar a la demanda no coincida con el original obrante en los autos, ello siempre dará lugar a la nulidad de las actuaciones?

		1601 ¿La denuncia de la inexactitud de una copia puede tener como efecto inmediato la suspensión del plazo para contestar a la demanda?

		1602 ¿Se puede denunciar como «inexactitud de una copia» la referencia en el escrito de demanda a unos documentos originales cuando los mismos han sido aportados mediante copia?

		1603 ¿La recepción de un dictamen pericial en blanco y negro cuando el original obrante en autos ha sido aportado en color puede dar lugar a que se decrete, por vía del correspondiente recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, la nulidad de actuaciones por inexactitud de copia? ¿Y la entrega de un dictamen pericial incompleto?









		Capítulo V De la prueba: disposiciones generales		Artículo 281 Objeto y necesidad de la prueba		1604 ¿Deben probarse los hechos incontrovertidos?

		1605 ¿Los hechos no admitidos expresamente, pero tampoco negados, deben probarse?

		1606 ¿Deben probarse los hechos controvertidos pero introducidos en el proceso extemporáneamente?

		1607 ¿Cómo puede probarse el derecho extranjero?

		1608 ¿El tribunal tiene la obligación de averiguar el derecho extranjero aplicable a la resolución del caso?

		1609 ¿Qué sucede si no se prueba el derecho extranjero?

		1610 ¿Qué debe considerarse un hecho notorio?





		Artículo 282 Iniciativa de la actividad probatoria		1611 ¿Cuál es el principio jurídico procesal que inspira la LEC en materia de iniciativa probatoria?

		1612 ¿Qué supuestos legales existen de iniciativa probatoria del juez civil?

		1613 ¿Puede el juez, con su iniciativa probatoria, tomar en consideración en su sentencia nuevos hechos no alegados por las partes?





		Artículo 283 Impertinencia o inutilidad de la actividad probatoria		1614 ¿Cuándo una prueba es pertinente?

		1615 ¿Puede una prueba declarada pertinente dejarse de practicar por considerar el juez de instancia, o el superior que conoce de la apelación, que con la practicada ya se ha formado el enjuiciamiento de los hechos?

		1616 ¿El concepto de pertinencia ampara la prueba investigadora o pesquisitoria, esto es, aquella que pretende averiguar hechos?

		1617 ¿La inutilidad de la prueba guarda relación con la falta de adecuación de la misma con lo que se pretende probar?

		1618 ¿La utilidad de la prueba guarda relación con su posible «eficacia»?

		1619 ¿La inutilidad de la prueba guarda relación con la abundancia de la misma?

		1620 ¿Puede inadmitirse una prueba por ya existir otra sobre el mismo hecho a probar —por ejemplo, un documento o dictamen pericial—?

		1621 ¿Puede inadmitirse una prueba por entender el juez que con ella la parte pretende probar un hecho cuya carga probatoria corresponde a la contraria?

		1622 ¿El apartado tercero del art. 283 LEC recoge el principio de legalidad probatoria o la ilicitud de la prueba como criterio de inadmisión de la misma?

		1623 ¿Es admisible como prueba la correspondencia, documentos o e-mails derivados de las conversaciones entre abogados?





		Artículo 283 bis a Exhibición de las pruebas en procesos para el ejercicio de acciones por daños derivados de infracciones del Derecho de la competencia		1624 ¿En relación a qué acciones de reclamación de daños por infracción del Derecho de la competencia puede solicitarse el acceso a las fuentes de prueba?

		1625 ¿Se puede solicitar la exhibición de pruebas en relación a procesos para el ejercicio de acciones distintas a las de daños derivados de la infracción del Derecho de la competencia?

		1626 ¿A quién se refiere la norma cuando alude al «tercero»?

		1627 La exhibición a que se refiere el art. 283 bis a) LEC lo es ¿de las pruebas o de las fuentes de prueba?

		1628 La solicitud de acceso a las fuentes de prueba, ¿exime al litigante de la carga de proponer en tiempo y forma la práctica del medio probatorio pertinente?

		1629 La relación de datos contenida en el apartado 1.º del art. 283 bis a) LEC y a que puede hacer referencia la solicitud y la resolución que acuerde el acceso a las fuentes de prueba, ¿es taxativa o ejemplificativa?

		1630 La petición de acceso a las fuentes de prueba que se formule, ¿puede ser genérica o debe especificar a qué concretas fuentes de prueba se quiere acceder?

		1631 ¿Es preceptiva la asistencia letrada y representación procesal para la solicitud de acceso a las fuentes de prueba previa a la demanda?





		Artículo 283 bis b Reglas sobre confidencialidad		1632 ¿Puede el tribunal ordenar el acceso a fuentes de prueba que contengan información confidencial?

		1633 ¿En qué supuestos puede entenderse que la fuente de prueba incluye información confidencial y que deben adoptarse las pertinentes medidas de protección?

		1634 ¿En qué momento debe el tribunal ordenar las medidas de protección de las fuentes de prueba que contengan información confidencial?

		1635 Las medidas a que se refiere el apartado 5.º del art. 283 bis b), ¿deben adoptarse en todo caso de solicitud de acceso a las fuentes de prueba?

		1636 ¿Qué implicaciones conlleva el pleno efecto de las reglas de confidencialidad de las comunicaciones entre abogado y cliente y las relativas al deber de guardar secreto que prevé el apartado 4.º del art. 283 bis b) LEC?

		1637 ¿Pueden acordarse las «data room» como medidas de proteccion de la información confidencial?





		Artículo 283 bis c Gastos y caución		1638 ¿Es preceptiva la prestación de caución?

		1639 ¿Cuándo debe solicitarse la fijación de caución?

		1640 ¿Cuándo resolverá el tribunal sobre la cuantía de la caución?

		1641 ¿Cómo puede otorgarse la caución?

		1642 Si el solicitante considerase que la caución fijada por el tribunal impide, por inadecuada, el ejercicio de las facultades previstas en el art. 283 bis, ¿cómo puede atacar dicho pronunciamiento?





		Artículo 283 bis d Competencia		1643 Si el proceso principal no se hubiese iniciado, ¿cuál es el tribunal competente objetivamente para conocer de la solicitud de acceso a las fuentes de prueba en procedimientos de reclamación de daños por infracción del derecho de la competencia?

		1644 ¿Cuál es el órgano objetivamente competente para conocer de la solicitud de acceso a las fuentes de prueba previa a la demanda en que se ejercite una acción follow-on?

		1645 Si el procedimiento principal no se hubiese iniciado, ¿cuál es el tribunal competente territorialmente para conocer de la solicitud de acceso a las fuentes de prueba en procedimientos de reclamación de daños por infracción del Derecho de la competencia?

		1646 Si el órgano judicial competente para conocer del procedimiento principal fuera extranjero, ¿podría conocer de la solicitud de acceso a las fuentes de prueba un tribunal español?

		1647 Si la declinatoria por falta de competencia que, en el procedimiento principal, opusiera el demandado se estimara, ¿qué incidencia tendría dicha decisión en la competencia asumida respecto de la solicitud de acceso a las fuentes de prueba formulada con ocasión de la demanda o con posterioridad a la misma?





		Artículo 283 bis e Momento para la solicitud de medidas de acceso a fuentes de prueba		1648 ¿Cuándo y quién podrá solicitar el acceso a los medios de prueba?

		1649 Si la solicitud de acceso a las fuentes de prueba se formula durante la pendencia del procedimiento principal, ¿precluye la posibilidad de hacerlo en algún momento concreto?

		1650 En el caso de formularse la solicitud de acceso a las fuentes de prueba con posterioridad a la demanda, ¿procedería la suspensión del proceso principal si llegado el tiempo de la celebración de la audiencia previa no hubiera concluido la tramitación de aquella?

		1651 Si el resultado del acceso a las fuentes de prueba pusiera de manifiesto la improcedencia de interponer la demanda del procedimiento principal, ¿el tribunal, en todo caso, deberá proceder a la imposición de costas?

		1652 Las costas, ¿son a cargo de la caución prestada?





		Artículo 283 bis f Procedimiento		1653 Recibida la solicitud, ¿el órgano judicial debe, en todo caso, admitir la misma?

		1654 Admitida la solicitud de medidas, ¿cuál es el trámite procedimental que debe seguir la misma?

		1655 ¿Que implicaciones procedimentales conlleva la previsión contenida en el apartado 2.º del art. 283 bis f) LEC en cuanto dispone la observación del trámite de aseguramiento de la prueba cuando junto a la solicitud de acceso a las fuentes de prueba se interese también aquel?

		1656 ¿Qué recursos caben frente al auto que resuelve sobre la petición de medidas de acceso a fuentes de prueba?

		1657 ¿Quién puede interponer el recurso de apelación frente a la resolución del recurso de reposición frente al auto que decide la solicitud de medidas de acceso a fuentes de prueba?





		Artículo 283 bis g Ejecución de la medida de acceso a fuentes de prueba		1658 ¿Cuándo se debe prestar la caución fijada por el tribunal? La omisión legal en cuanto a la determinación de un plazo, ¿determina que la caución pueda prestarse en cualquier momento?

		1659 ¿La falta de prestación de caución es un defecto procesal subsanable?

		1660 ¿Qué efecto producirá la ausencia de prestación de la caución acordada por el tribunal?

		1661 ¿Cuál es el lugar y modo en que debe cumplirse el acceso a la fuente de prueba que haya sido acordada?

		1662 Si la fuente de prueba cuyo acceso se acuerde se trata de los libros y documentos de una sociedad, ¿cuál es el lugar y modo en que debe realizarse?





		Artículo 283 bis h Consecuencias de la obstrucción a la práctica de las medidas de acceso a fuentes de prueba		1663 La imposición de las medidas contempladas en el art. 283 bis h) LEC, ¿es una consecuencia automática a la obstrucción al acceso a las fuentes de prueba?

		1664 Las medidas previstas en el art. 283 bis h) LEC, ¿podrían ser acordadas cuando se hubiera ordenado la entrada y registro de lugares cerrados y domicilios y la ocupación de documentos y objetos que en ellos se encuentren?

		1665 La fijación de hechos, pretensiones, excepciones y reconvenciones a que se refieren los apartados a), b) y c) del apartado 1.º del art. 283 bis h) LEC así como la resolución de la petición de aplicación de tales medidas, ¿cuándo deberá llevarse a cabo?

		1666 Las medidas previstas en el art. 283 bis h) LEC, ¿son susceptibles de aplicación cuando el destinatario de la solicitud de acceso a fuentes de prueba no sea el demandado?

		1667 La decisión del tribunal en cuanto a la aplicación de las medidas previstas en el art. 283 bis h) LEC, ¿puede adoptarse al margen de la actividad probatoria que se practique en el procedimiento principal?





		Artículo 283 bis i Exhibición de las pruebas contenidas en un expediente de una autoridad de la competencia		1668 ¿Qué motivación requiere la solicitud de acceso a fuentes de prueba contenidas en un expediente de una autoridad de la competencia?

		1669 ¿Quiénes tienen legitimación para participar, aún sin la condición de parte procesal, del incidente de acceso a fuentes de prueba contenidas en un expediente de una autoridad de la competencia?

		1670 ¿Respecto de qué categorías de prueba opera la prohibición de exhibición relativa a los programas de clemencia o solicitud de transacción?

		1671 ¿Cuál es el procedimiento para que el tribunal pueda determinar si las declaraciones en el marco de un programa de clemencia o solicitudes de transacción no pueden ser exhibidas?

		1672 El veto de exhibición que el apartado 6.º del art. 283 bis i) LEC respecto de las declaraciones en el marco de los programas de clemencia y solicitudes de transacción, ¿es absoluto?





		Artículo 283 bis j Límites impuestos al uso de pruebas obtenidas exclusivamente a través del acceso al expediente de una autoridad de la competencia		1673 ¿En qué momento procesal deberán ser considerados los límites referidos en el art. 283 bis j) LEC?

		1674 ¿Cómo se explica la inadmisibilidad de pruebas que hayan sido obtenidas, única y precisamente, a través del acceso al expediente de una autoridad de la competencia?

		1675 ¿Cuándo puede entenderse que la autoridad de la competencia ha dado por concluido su procedimiento?

		1676 ¿Cómo puede conocerse si la resolución del expediente de la autoridad de la competencia ha tenido lugar y, por tanto, si las pruebas obtenidas a través de un expediente de la autoridad de la competencia deben considerarse admisibles?

		1677 ¿Qué personas pueden merecer la consideración de adquirente de la reclamación de daños por infracción de derechos de la competencia y que, por tanto, dentro de los límites establecidos en el apartado 3.º del art. 283 bis j) LEC, podrán utilizar las fuentes de prueba obtenidas de un expediente de una autoridad de la competencia?





		Artículo 283 bis k Consecuencias del incumplimiento de las obligaciones de confidencialidad y uso de las fuentes de prueba		1678 La consecuencia relativa a la desestimación total o parcial de la acción o excepciones ejercitadas u opuestas en el procedimiento principal, ¿en qué supuestos podrá aplicarse?

		1679 Si el incumplimiento de las obligaciones de confidencialidad y uso de las fuentes de prueba se produjera una vez terminado el procedimiento principal, ¿el perjudicado podrá deducir acción de resarcimiento de los daños y perjuicios causados?

		1680 Además de las consecuencias previstas en el apartado 1.º del art. 283 bis k) LEC, al infractor de las obligaciones de confidencialidad y uso de prueba, ¿podrá imponérsele la multa prevista en el apartado 2.º?

		1681 ¿Cuál debe ser el contenido del auto a que se refiere el apartado 3.º del art. 283 bis k) LEC?

		1682 ¿De qué medios probatorios podrán servirse las partes para acreditar el incumplimiento de los deberes de confidencialidad y uso de las fuentes de prueba o enervar la concurrencia de estos?





		Artículo 284 Forma de proposición de la prueba		1683 ¿Es subsanable la identificación del preciso domicilio de la persona que deba ser interrogado en el proceso?





		Artículo 285 Resolución sobre la admisibilidad de las pruebas propuestas		1684 ¿Existe el deber judicial de pronunciarse en la audiencia previa o la vista sobre la admisibilidad de la prueba propuesta?

		1685 ¿Puede el juez reservarse su pronunciamiento sobre la admisión de una prueba a un momento posterior de la audiencia previa o la vista?

		1686 ¿La «protesta» es siempre necesaria para instar la prueba en segunda instancia?

		1687 ¿Qué debe solicitarse en apelación cuando una prueba fue inadmitida en primera instancia?

		1688 ¿La práctica de la prueba en segunda instancia cercena el derecho a la segunda instancia en la medida en que dicha prueba no se realizará por el juez a quo?





		Artículo 286 Hechos nuevos o de nueva noticia. Prueba		1689 ¿La formulación de un hecho nuevo o de nueva noticia debe limitarse a servir para sostener lo ya alegado en el proceso?

		1690 ¿Qué diferencia hay entre la mutatio libelli y la alegación de hechos nuevos o de nueva noticia?

		1691 ¿Pueden introducirse nuevos hechos ajenos al debate procesal?

		1692 ¿Puede el demandado rebelde alegar hechos nuevos o de nueva noticia?

		1693 ¿Pueden utilizarse en la sentencia hechos nuevos o de nueva noticia que fueron rechazados en el incidente previsto en el art. 263 LEC?

		1694 ¿La falta de audiencia a la parte contraria comporta que el juez no pueda tener en cuenta los hechos nuevos que se pretenden introducir en el proceso?





		Artículo 287 Ilicitud de la prueba		1695 ¿Tiene la ilicitud de la prueba un fundamento constitucional?

		1696 ¿En caso de pluralidad de partes, la prueba ilícita puede ser utilizada respecto a aquella parte que no se ha visto vulnerado en ninguno de sus derechos fundamentales?

		1697 ¿Es posible algún tipo de convalidación respecto de una prueba ilícita?

		1698 ¿Es posible que el juez se pronuncie sobre la ilicitud de la prueba en la sentencia sin contradicción con las partes?

		1699 ¿Es posible que el juez se pronuncie sobre la ilicitud de la prueba en el momento de su proposición y, en consecuencia, pueda inadmitirla en dicho momento procesal?





		Artículo 288 Sanciones por no ejecución de la prueba en el tiempo previsto		1700 ¿Puede desistirse de un documento o dictamen pericial ya aportado al proceso con la demanda o la contestación?

		1701 ¿Puede desistirse de una prueba admitida pero no practicada (especialmente el interrogatorio de testigos)?

		1702 ¿Puede desistirse de una prueba que se está practicando?

		1703 ¿Puede desistirse de una prueba que ya se ha practicado?





		Artículo 289 Forma de practicarse las pruebas		1704 ¿El tribunal ante el que se practica la prueba y el que dicta la sentencia debe ser el mismo?

		1705 ¿La introducción de la oralidad en la práctica de la prueba —y la consecuente inmediación judicial— impide la revisión de la prueba por el tribunal superior que conozca del recurso contra la sentencia?





		Artículo 290 Señalamiento para actos de prueba que se practiquen separadamente		1706 ¿En caso de denegarse la petición de práctica de pruebas fuera de la sede del tribunal puede instarse la nulidad de actuaciones?

		1707 ¿La falta de grabación de la práctica de las pruebas comporta la nulidad de actuaciones?

		1708 ¿La solicitud de una copia de la grabación de la vista, por descubrir su inexistencia, cuando falta poco tiempo para que venza el plazo para interponer el recurso de apelación, puede justificar la suspensión de dicho por causa de fuerza mayor?

		1709 ¿De practicarse una prueba (v gr. el reconocimiento judicial) después del juicio y no antes como solicitó la parte proponente —como exige el art. 290 LEC— existe un motivo de nulidad?

		1710 ¿La irregularidad procesal consistente en la ampliación de un dictamen pericial después del juicio y al margen de las diligencias finales supone la nulidad de actuaciones?





		Artículo 291 Citación y posible intervención de las partes en la práctica de las pruebas fuera del juicio		1711 ¿La falta de citación y posible intervención de las partes en la práctica de las pruebas fuera del juicio comporta nulidad de actuaciones denunciable en apelación?





		Artículo 292 Obligatoriedad de comparecer a la audiencia. Multas		1712 ¿Cuándo puede imponerse una multa al testigo o perito que no acude a la convocatoria judicial?

		1713 ¿Cuáles son los presupuestos para que pueda ejercitarse la facultad judicial de la ficta admissio?





		Artículo 293 Casos y causas de anticipación de la prueba. Competencia		1714 ¿Puede pedir la prueba anticipada quien tenga fundados motivos de que será demandado?

		1715 ¿Puede pedirse una prueba pericial anticipada realizada por un perito judicialmente designado a pesar de que la parte proponente pueda practicar un dictamen pericial privado?

		1716 ¿La petición de una prueba anticipada previa a la interposición de la demanda constituye un supuesto de sumisión tácita del actor?

		1717 ¿Cuándo la competencia judicial para conocer la cuestión principal corresponda a un tribunal extranjero, puede el solicitante elegir cualquier tribunal español si el objeto a peritar se encuentra en España?





		Artículo 294 Proposición de prueba anticipada, admisión, tiempo y recursos		1718 ¿La petición de una prueba anticipada suspende el plazo de prescripción de la acción?

		1719 ¿Cómo debe ser el escrito de solicitud de prueba anticipada previa al proceso?

		1720 ¿El escrito de prueba anticipada previa al inicio del proceso debe ir firmado por procurador y abogado?

		1721 ¿Quién paga las costas de la prueba anticipada?





		Artículo 295 Práctica contradictoria de la prueba anticipada		1722 ¿Es nula la prueba anticipada practicada en ausencia de la futura parte demandada?

		1723 ¿Debe repetirse la actividad probatoria anticipadamente practicada si a fecha del juicio perduran las fuentes probatorias?

		1724 ¿Hay algún supuesto en el que puede otorgarse valor probatorio a la prueba anticipada si no se presenta la demanda en el plazo de 2 meses?





		Artículo 296 Custodia de los materiales de las actuaciones de prueba anticipada		1725 ¿Qué debe hacerse si hay algún temor de ruptura de la cadena de custodia de la prueba anticipada?





		Artículo 297 Medidas de aseguramiento de la prueba		1726 ¿Qué diferencia hay entre el aseguramiento de la prueba y las diligencias preliminares?

		1727 ¿En el caso de infracción de los derechos de propiedad industrial y de propiedad intelectual, cuando el solicitante de las medidas razone su dificultad de aportar pruebas de la infracción razonablemente disponibles, puede el juez eximirle de ello?

		1728 ¿En el caso de infracción de los derechos de propiedad industrial y de propiedad intelectual, qué nivel de pruebas de infracción razonablemente disponible debe aportar el solicitante de las medidas?





		Artículo 298 Requisitos. Procedimiento para la adopción de las medidas de aseguramiento de la prueba. Contracautelas		1729 ¿La petición de una medida de aseguramiento de prueba suspende el plazo de prescripción de la acción?

		1730 ¿El escrito de aseguramiento de la prueba debe ir firmado por procurador y abogado?

		1731 ¿La negativa de la parte a cumplir lo ordenado como aseguramiento de la prueba puede valorarse —a efectos indiciarios— en el proceso posterior?

		1732 ¿Qué debe darse para que pueda acordarse el aseguramiento de la prueba inaudita parte?

		1733 ¿Es preceptivo el ofrecimiento de caución para admitir la medida de aseguramiento de la prueba?









		Capítulo VI De los medios de prueba y las presunciones		Artículo 299 Medios de prueba		1734 ¿Hay algún otro medio probatorio distinto de los previstos en el art. 299 LEC?





		Artículo 300 Orden de práctica de los medios de prueba		1735 ¿Hay algún supuesto en que tiene sentido alterar el orden en la práctica de la prueba?

		1736 ¿Qué precaución debe tener el letrado cuando no pueda practicarse en el juicio o vista una prueba que le fue admitida?

		1737 ¿La no práctica de una prueba admitida supone una vulneración del derecho a la prueba?





		Artículo 301 Concepto y sujetos del interrogatorio de las partes		1738 ¿Es posible solicitar el interrogatorio de la propia parte?

		1739 ¿Debe identificarse necesariamente la versión de la parte actora con su escrito de demanda?

		1740 ¿El Procurador puede ser interrogado como parte?

		1741 ¿Qué parámetros debemos tomar en consideración para valorar la oposición o conflicto de intereses entre colitigantes?

		1742 ¿Cuál es el fundamento de que la parte únicamente pueda interesar el interrogatorio de las restantes?

		1743 ¿Puede ser interrogado como parte quien no ostenta la representación ni es apoderado de una persona jurídica?

		1744 ¿El apoderado de una sociedad puede declarar como testigo?

		1745 ¿Qué consecuencias se derivan de la imposibilidad de proponer el interrogatorio de la propia parte?

		1746 ¿Puede existir conflicto de intereses entre dos litigantes si uno de ellos está en situación de rebeldía procesal?

		1747 ¿La imposibilidad de que las partes pueden solicitar el interrogatorio de su propio representado, conculca algún derecho?

		1748 ¿Puede solicitarse el interrogatorio de parte en la persona del contador-partidor que ha intervenido en un proceso de división de la herencia?

		1749 ¿La denegación de la prueba de interrogatorio de parte puede generar indefensión si no se ha reiterado la solicitud de su práctica en segunda instancia?

		1750 ¿La denegación de la prueba de interrogatorio de parte puede generar indefensión si no se justifica su utilidad a los efectos de acreditar los hechos que sustentan la posición de la parte que la propone?





		Artículo 302 Contenido del interrogatorio y admisión de las preguntas		1751 ¿Las preguntas que contienen dos o más cuestiones cumplen con las exigencias del art. 302 LEC?

		1752 ¿Las preguntas que contienen juicios de valor o calificaciones cumplen con las exigencias del art. 302 LEC?





		Artículo 303 Impugnación de las preguntas que se formulen		1753 ¿Las expresiones o manifestaciones contenidas en las respuestas dadas en un interrogatorio de parte pueden llegar a constituir una intromisión ilegítima en el derecho al honor?:





		Artículo 304 Incomparecencia y admisión tácita de los hechos		1754 ¿El Juez está vinculado por los efectos previstos legalmente para el caso de incomparecencia de la parte citada para el interrogatorio?

		1755 ¿La simple incomparecencia de la parte que debe ser interrogada comporta necesariamente la aplicación de los efectos previstos en el art. 304 LEC —ficta confessio—?

		1756 ¿Para que puedan producirse los efectos del art. 304 LEC es necesario dejar constancia de las preguntas que se hubieran formulado a la parte?

		1757 ¿Qué presupuestos son necesarios para la aplicación de los efectos del art. 304 LEC —ficta confessio—?

		1758 ¿Cómo debe valorarse la incomparecencia de la parte para responder el interrogatorio si se dan todos los presupuestos que exige el art. 304 LEC?

		1759 ¿Puede operar la ficta confessio cuando la parte litigante no ha sido citada expresamente para ser interrogada en la vista del juicio verbal?

		1760 ¿Qué conclusiones pueden extraerse de la exégesis del art. 304 LEC?





		Artículo 305 Modo de responder al interrogatorio		1761 ¿El interrogatorio de parte admite respuestas evasivas, incongruentes o inconcluyentes?

		1762 ¿Qué efectos se producen si el interrogado no contesta de forma categórica?

		1763 ¿Es posible que la persona interrogada se auxilie de apuntes?

		1764 ¿Debe anularse el acto del juicio si el interrogatorio se realizó por medio de videoconferencia y se duda de la identidad del interrogado?





		Artículo 306 Facultades del tribunal e intervención de abogados. Interrogatorio cruzado		1765 ¿Está limitada la facultad de interrogar del Juzgador?

		1766 ¿Debe identificarse necesariamente la versión de la parte actora con su escrito de demanda?

		1767 ¿En qué momento del juicio puede el Juzgador interrogar a la parte?

		1768 ¿Qué efectos produce en el eventual interrogatorio cruzado la renuncia al interrogatorio de parte propuesto y admitido?

		1769 ¿La renuncia del Ministerio Fiscal al interrogatorio genera indefensión a las partes?





		Artículo 307 Negativa a declarar, respuestas evasivas o inconcluyentes y admisión de hechos personales		1770 ¿Qué elementos debe tomar en consideración el Juzgador para valorar las consecuencias de la negativa a declarar de la parte?

		1771 ¿Es necesario apercibir a la parte de las consecuencias de la negativa a declarar o de sus respuestas evasivas o inconcluyentes?

		1772 ¿Las respuestas contradictorias vulneran los requisitos exigidos en el art. 307 LEC?

		1773 ¿El silencio puede ser valorado como admisión de hechos?

		1774 ¿La admisión tácita de los hechos prevista en el art. 316.2 LEC viene referida a la negativa a declarar y a las respuestas evasivas o inconcluyentes del interrogado?

		1775 ¿Qué circunstancias personales del interrogado puede tomar en consideración el Juzgador para valorar las consecuencias de la negativa a declarar de la parte o de sus respuestas evasivas?

		1776 ¿El Juez está vinculado por los efectos previstos legalmente para el caso de que el interrogado se niegue a declarar o sus respuestas sean evasivas o inconcluyentes?

		1777 ¿Cómo se valora el interrogatorio de parte en caso de negativa a declarar o de respuestas evasivas o inconcluyentes?





		Artículo 308 Declaración sobre hechos no personales del interrogado		1778 ¿Qué terceros podrán declarar cuando alguna pregunta se refiera a hechos que no sean personales del declarante?

		1779 ¿Cuál es la finalidad de la sustitución prevista en el art. 308 LEC?

		1780 ¿Quién debe decidir si el tercero con conocimiento personal de los hechos interviene como parte o como testigo?

		1781 ¿Cabe aplicar los efectos del art. 304 LEC —ficta confessio— en caso de oposición a la sustitución prevista en el art. 308 LEC?

		1782 ¿Se puede renunciar a quien interviene en sustitución de la parte?

		1783 ¿Es obligatorio proponer la intervención de un tercero con conocimiento personal en los hechos?





		Artículo 309 Interrogatorio de persona jurídica o de entidad sin personalidad jurídica		1784 ¿Cómo debe valorarse el interrogatorio practicado en la persona identificada por el legal representante de la persona jurídica si finalmente aquél no intervino en los hechos?

		1785 ¿Cuál es el momento procesal adecuado para que quien debe ser interrogado como parte manifieste no haber intervenido en los hechos e identifique la identidad de la persona que intervino en nombre de la persona jurídica o entidad interrogada para que sea citada al juicio?

		1786 ¿Los empleados de una persona jurídica o ente sin personalidad, cuyo legal representante no hubiera intervenido en los hechos controvertidos en el proceso, tienen la condición de parte o de testigo?

		1787 ¿La denegación del interrogatorio del identificado por el legal representante de una persona jurídica o ente sin personalidad conduce necesariamente a su práctica en segunda instancia?

		1788 Si de forma injustificada no comparece el legal representante de una persona jurídica o ente sin personalidad al interrogatorio al que fue debidamente citado, ¿puede evitarse la aplicación del art. 304 LEC por haberse oído a un testigo que intervino en los hechos en nombre de la entidad?





		Artículo 310 Incomunicación de declarantes		1789 ¿Qué consecuencias tiene la falta de adopción de las medidas necesarias para evitar la comunicación de los declarantes? ¿Es motivo de nulidad de actuaciones?

		1790 ¿Los Abogados deben solicitar al Tribunal la adopción de dichas medidas?

		1791 ¿Es necesario adoptar las medidas necesarias para la incomunicación de los declarantes si los hechos sobre los que van a declarar no son concurrentes?

		1792 ¿A quién se refiere el art. 310 LEC cuando habla de personas asimiladas?

		1793 ¿Las medidas de incomunicación entre declarantes impide que éstos presencien las testificales?





		Artículo 311 Interrogatorio domiciliario		1794 ¿Cabe tener por confesa a una litigante que justifica su imposibilidad de acudir al juicio por sufrir una enfermedad grave?

		1795 ¿La enfermedad debe impedir el desplazamiento a juicio de la persona interrogada?

		1796 ¿La decisión de que la declaración se preste en el domicilio o residencia del declarante puede adoptarse de oficio?

		1797 ¿Para solicitar el interrogatorio domiciliario en un juicio verbal es importante que en la citación se mencione que se ha interesado y admitido el interrogatorio?

		1798 ¿La denegación de la prueba de interrogatorio de parte por problemas de salud es motivo de nulidad?





		Artículo 312 Constancia en acta del interrogatorio domiciliario		1799 ¿Qué trascendencia tiene el acta del interrogatorio domiciliario?





		Artículo 313 Interrogatorio domiciliario por vía de auxilio judicial		1800 ¿Qué razones pueden justificar no practicar el interrogatorio domiciliario por vía de auxilio judicial?

		1801 ¿El hecho de residir fuera de la demarcación judicial implica que el interrogatorio haya de hacerse necesariamente por vía de auxilio judicial?





		Artículo 314 Prohibición de reiterar el interrogatorio de las partes		1802 ¿Cabe reiterar el interrogatorio de las partes?





		Artículo 315 Interrogatorio en casos especiales		1803 ¿Pueden tenerse por reconocidos por el Ente público los hechos sobre los que iba a versar el interrogatorio si no tuvo conocimiento de las preguntas con anterioridad a la celebración del juicio?

		1804 ¿Cómo se tramita el interrogatorio cuando sea parte el Estado, una Comunidad Autónoma, una Entidad local y otro organismo público?

		1805 ¿Qué efectos tiene la falta de práctica de la prueba escrita acordada?

		1806 ¿En los procesos en que es parte el Estado, una Comunidad Autónoma, una Entidad local u otro organismo público puede dicha parte facilitar la identidad de la persona que intervino en nombre del Ente público para que sea citada al juicio?





		Artículo 316 Valoración del interrogatorio de las partes		1807 ¿La regla de valoración prevista en el art. 316 LEC puede aplicarse aisladamente?

		1808 ¿Qué hechos se tendrán como ciertos tras la práctica del interrogatorio de parte?

		1809 ¿Las declaraciones interesadas de la propia parte tienen virtualidad probatoria?

		1810 ¿Las manifestaciones de la parte deben valorarse conjuntamente?

		1811 ¿En qué se traduce el criterio de valoración del interrogatorio de parte que introduce el art. 316 LEC?

		1812 ¿La prueba de interrogatorio de parte tiene prevalencia sobre cualquier otra?





		Artículo 317 Clases de documentos públicos		1813 ¿Es la sentencia que pone fin a la instancia un documento público a efectos procesales?

		1814 ¿Puede un acta del Letrado de la Administración de Justicia en el que documenta una determinada actuación procesal tener la consideración de documento público?

		1815 ¿Merece la consideración de documento público el atestado extendido por agentes de la autoridad?

		1816 ¿A efectos de prueba, qué consideración reciben los documentos administrativos?

		1817 ¿Deben incluirse, a efectos probatorios, en el elenco de documentos públicos las escrituras públicas y las certificaciones de los Registradores de la Propiedad?

		1818 ¿Tendrán la consideración de documento público las actas de las Juntas Generales que sean autorizadas por Notario?





		Artículo 318 Modo de producción de la prueba por documentos públicos		1819 ¿Es necesario aportar al proceso el documento público original?

		1820 ¿En qué soporte deben presentarse los documentos públicos al proceso judicial?





		Artículo 319 Fuerza probatoria de los documentos públicos		1821 ¿Qué fuerza probatoria tienen los documentos públicos?

		1822 ¿Cuál es el alcance de «prueba plena» de los documentos públicos?

		1823 ¿Tiene el documento público prevalencia sobre el resto de pruebas?

		1824 ¿Qué fuerza probatoria se desprende de los documentos públicos administrativos?





		Artículo 320 Impugnación del valor probatorio del documento público. Cotejo o comprobación		1825 ¿Puede impugnarse la autenticidad de un documento público?

		1826 ¿Tiene fuerza probatoria la copia simple impugnada de un documento público?

		1827 ¿Quién debe hacer frente al pago de costas derivadas del cotejo cuando del mismo resulta la autenticidad del documento impugnado?

		1828 ¿Es sancionable la conducta de quien impugne un documento público del que acaba comprobándose su autenticidad?

		1829 ¿Cómo debe practicarse el cotejo de un documento público?





		Artículo 321 Testimonio o certificación incompletos		1830 ¿Puede hacer prueba plena el testimonio o la certificación de una parte del documento público?





		Artículo 322 Documentos públicos no susceptibles de cotejo o comprobación		1831 ¿Puede impugnarse la autenticidad de un documento público que carezca de original?

		1832 ¿Puede darse valor probatorio a la primera copia de una escritura pública desaparecida?





		Artículo 323 Documentos públicos extranjeros		1833 ¿Qué documentos extranjeros tienen la consideración de documentos públicos a efectos procesales?

		1834 ¿Cuál es la fuerza probatoria de los documentos públicos extranjeros?

		1835 ¿Tiene el pasaporte expedido en el extranjero igual valor probatorio que el de los documentos públicos expedidos en España?

		1836 ¿Cómo deben presentarse los documentos públicos extranjeros al proceso judicial español?

		1837 ¿Puede atribuirse el valor probatorio de los documentos públicos al documento extranjero debidamente apostillado que se aporte al proceso aun cuando no exista un convenio o tratado internacional que le otorgue tal consideración?

		1838 ¿Puede impugnarse el valor probatorio de los documentos públicos extranjeros en el proceso civil español?

		1839 ¿Cómo deben valorarse las declaraciones de voluntad incorporadas en un documento público extranjero?





		Artículo 324 Clases de documentos privados		1840 ¿Qué documentos merecen la consideración, a efectos procesales, de documentos privados?





		Artículo 325 Modo de producción de la prueba		1841 ¿Cómo deben presentarse los documentos privados?





		Artículo 326 Fuerza probatoria de los documentos privados		1842 ¿Cómo debe valorarse un documento privado?

		1843 ¿Qué validez y eficacia probatoria tienen los documentos privados?

		1844 ¿A quién corresponde la carga de la prueba en caso de impugnación de la autenticidad de un documento privado?

		1845 ¿Qué medios de prueba pueden utilizarse para hacer valer la impugnación de la autenticidad de un documento privado?

		1846 Si se impugna la autenticidad de un documento privado pero no se prueba, ¿puede éste ser valorado por el tribunal?

		1847 ¿Es posible revisar la prueba documental practicada en primera y segunda instancia por la vía del recurso extraordinario por infracción procesal?

		1848 ¿Qué errores en la valoración de la prueba documental tienen relevancia constitucional?

		1849 ¿Qué debe entenderse por valoración según las reglas de la sana crítica?

		1850 ¿Es posible plantear un recurso de casación por infracción del art. 326 LEC?





		Artículo 327 Libros de los comerciantes		1851 ¿A qué medio de prueba responden los libros de comercio?

		1852 ¿Cuál es el momento procesal oportuno para proponer la prueba de los libros de comercio y cómo debe hacerse?

		1853 ¿Debe acompañarse al acta del Letrado de la Administración de Justicia que documente los asientos contables objeto de exhibición, documento o copia alguna que la complemente?

		1854 ¿Cómo debe practicarse la exhibición de los libros de comercio?

		1855 ¿Cómo deben valorarse los libros de comercio?

		1856 ¿Son los libros de comercio una prueba privilegiada?

		1857 ¿Decae el valor probatorio de los libros de comercio que no han sido legalizados?





		Artículo 328 Deber de exhibición documental entre partes		1858 ¿En qué consiste el deber de exhibición documental entre partes?

		1859 ¿Qué contenido debe tener la solicitud de exhibición para que se admita esta prueba?

		1860 ¿Cuál es el momento procesal oportuno para solicitar la exhibición documental?

		1861 ¿Qué efectos tiene la aportación extemporánea del documento requerido?

		1862 ¿Puede pedirse a una empresa la exhibición de un acuerdo de distribución en virtud del apartado tercero del art. 328 LEC?





		Artículo 329 Efectos de la negativa a la exhibición		1863 ¿Cuáles son las exigencias del art. 329 LEC para su aplicación?

		1864 ¿Qué efectos tiene la negativa de exhibición para la parte requerida?

		1865 En caso de negativa de exhibición, ¿es obligación del tribunal atribuir valor probatorio a la versión del documento por parte del solicitante de la exhibición?

		1866 ¿Qué opciones tiene el órgano judicial competente ante la negativa injustificada de exhibición documental por una de las partes?

		1867 ¿Se trata de una norma de carga de la prueba o de valoración de la prueba?

		1868 ¿Qué debe entenderse por negativa injustificada?

		1869 ¿Puede la parte requirente imponer un plazo al requerido para la exhibición?





		Artículo 330 Exhibición de documentos por terceros		1870 ¿Está el tercero obligado a la exhibición de los documentos requeridos?

		1871 ¿En qué casos puede requerirse a un tercero la exhibición documental?

		1872 ¿Quiénes tienen la condición de terceros no litigantes a efectos de este precepto?

		1873 ¿Puede utilizarse como diligencia preliminar?





		Artículo 331 Testimonio de documentos exhibidos		1874 ¿Es necesario el traslado a las partes de los documentos aportados por terceros?

		1875 ¿Puede utilizarse como diligencia preliminar?





		Artículo 332 Deber de exhibición de entidades oficiales		1876 ¿Están las entidades oficiales obligadas a la exhibición de los documentos requeridos?

		1877 ¿Es suficiente con que la entidad oficial alegue que la documentación requerida tiene carácter de reservada o secreta para no exhibirla?

		1878 ¿Qué sucede si la entidad oficial no dispone de la información requerida?





		Artículo 333 Extracción de copias de documentos que no sean textos escritos		1879 ¿Se admiten como prueba documental los dibujos, fotografías, croquis, planos o mapas?

		1880 ¿Qué fuerza probatoria tienen los dibujos, fotografías, croquis, planos o mapas?





		Artículo 334 Valor probatorio de las copias reprográficas y cotejo		1881 ¿Puede tener valor probatorio un documento que se aporta mediante fotocopia?

		1882 ¿Cómo deben valorarse las fotocopias?

		1883 ¿Tiene valor probatorio la fotocopia aportada en caso de no impugnación de la parte perjudicada?

		1884 ¿Puede tener valor probatorio una fotocopia impugnada?

		1885 ¿Qué implica tener en cuenta el resto de pruebas para valorar las fotocopias impugnadas?

		1886 ¿Qué efecto produce la impugnación de una copia reprográfica?

		1887 De no ser posible el cotejo con el original, ¿puede darse por auténtica una fotocopia compulsada?





		Artículo 335 Objeto y finalidad del dictamen de peritos. Juramento o promesa de actuar con objetividad		1888 ¿Son incompatibles el dictamen pericial privado y el realizado por un perito judicialmente designado?

		1889 ¿Cuál de ambas pericias —el dictamen pericial privado y el realizado por un perito judicialmente designado— es preferible?

		1890 ¿Es inválido o nulo un dictamen pericial sin las manifestaciones del art. 335.2 LEC?

		1891 ¿Es admisible un dictamen pericial sobre una materia jurídica?

		1892 ¿Debe inadmitirse un dictamen pericial respecto de materias para la cuáles el juez ya tiene un conocimiento científico, técnico o especializado?

		1893 ¿Puede el dictamen pericial introducir hechos fundamentales distintos de los que constituyen el objeto del proceso?

		1894 ¿En caso de inadmitirse el dictamen pericial de parte debería admitirse como testigo al experto que lo emitió?

		1895 ¿Es exigible que el perito de parte tenga «título oficial que corresponda a la materia objeto del dictamen y a la naturaleza de éste»?





		Artículo 336 Aportación con la demanda y la contestación de dictámenes elaborados por peritos designados por las partes		1896 ¿Puede considerarse dictamen pericial el informe especializado obtenido con anterioridad al proceso?

		1897 ¿Cómo puede justificarse la imposibilidad de aportar el dictamen pericial con la demanda o contestación?

		1898 ¿Puede el demandado lograr que se suspenda su plazo para contestar la demanda si justifica que a su perito el actor le ha impedido acceder al objeto a peritar?

		1899 ¿Cómo debe valorarse judicialmente la negativa injustificada de una parte que impide al perito de la parte contraria el acceso al bien a peritar?

		1900 ¿Cuándo deben aportarse los dictámenes periciales en el juicio verbal posterior a la oposición monitoria?





		Artículo 337 Anuncio de dictámenes cuando no se puedan aportar con la demanda o con la contestación. Aportación posterior		1901 ¿Cómo se computa el plazo «cangrejo», de los cinco días antes de iniciarse la audiencia previa o vista, para aportar el dictamen de parte?

		1902 ¿De suspenderse el acto de la audiencia previa o vista puede aportarse el dictamen que debía aportarse cinco días antes de dicho momento procesal en la segunda audiencia previa o vista?

		1903 ¿Qué parte puede solicitar la comparecencia del perito al acto del juicio o vista?





		Artículo 338 Aportación de dictámenes en función de actuaciones procesales posteriores a la demanda. Solicitud de intervención de los peritos en el juicio o vista		1904 ¿Cabe la posibilidad del actor de solicitar la designación judicial de un perito en función de los hechos formulados en la contestación?

		1905 ¿Puede el actor aportar un dictamen pericial —o solicitar la designación judicial de un perito— cuando de los hechos de su propia demanda pueda deducirse los posibles motivos de oposición del demandado —así, por ejemplo, cuando en la demanda se asume que el bien vendido tiene algún defecto aunque ello no le impide realizar la función propia de dicho bien, y el demandado contesta que dichos defectos lo hacen inservible—?





		Artículo 339 Solicitud de designación de peritos por el tribunal y resolución judicial sobre dicha solicitud. Designación de peritos por el tribunal, sin instancia de parte		1906 ¿Puede el actor solicitar la designación judicial de un perito respecto de los hechos alegados en la contestación?

		1907 ¿La designación del perito judicial en el acto de la audiencia previa —o cualquier otro momento procesal diferente de los «cinco días desde la presentación de la contestación» que establece esta norma— supone un motivo de nulidad o invalidez del dictamen?





		Artículo 340 Condiciones de los peritos		1908 ¿Cabe la discrepancia con el juez respecto al título concreto que deba tener el perito de designación judicial?

		1909 En caso de que el juez no esté de acuerdo con el concreto título que la parte le indica que debe tener el perito, ¿puede cambiar la titulación exigible al perito o debe limitarse a denegar la prueba?

		1910 ¿Debe estar el perito colegiado en su Colegio Profesional?





		Artículo 341 Procedimiento para la designación judicial de perito		1911 ¿El incumplimiento del art. 342.1 LEC supone la nulidad del dictamen pericial realizado por el perito judicialmente designado?

		1912 ¿Qué debe efectuar el Letrado Judicial cuando la lista facilitada por el Colegio Oficial o Asociación Profesional contenga sólo dos, tres o cuatro nombres?

		1913 ¿Qué sucede si solo hay una persona experta en la materia objeto de peritaje y la parte contraria a la proponente no consiente que ésta realice el dictamen?

		1914 ¿Qué debe hacerse si no hay listado oficial de expertos?





		Artículo 342 Llamamiento al perito designado, aceptación y nombramiento. Provisión de fondos		1915 ¿De no pagarse la provisión de fondos podrá solicitarse la designación judicial de un perito en segunda instancia?

		1916 ¿De no pagarse la provisión de fondos puede el perito emitir y entregar igualmente su dictamen pericial?

		1917 ¿Qué proporción debe haber entre la inicial provisión de fondos y la liquidación final que pueda presentar el perito?

		1918 ¿Qué criterios debe tener en cuenta el Letrado de la Administración de Justicia para cuantificar la provisión?

		1919 ¿El Letrado de la Administración de Justicia puede motivadamente incrementar o reducir la provisión de fondos inicialmente ordenada si el perito lo solicita al haberse incrementado los gastos de realización de la pericia?

		1920 ¿Puede el Letrado de la Administración de Justicia determinar la exoneración del pago atendiendo, por ejemplo, a la situación económica de la parte solicitante del dictamen pericial judicial?





		Artículo 343 Tachas de los peritos. Tiempo y forma de las tachas		1921 ¿Hay algún otro sistema de denuncia de la falta de imparcialidad del perito más allá de su tacha o recusación?

		1922 ¿Cómo debe ser el escrito de recusación?

		1923 ¿Qué supuestos son encuadrables dentro de la cláusula de cierre de «Cualquier otra circunstancia»?





		Artículo 344 Contradicción y valoración de la tacha. Sanción en caso de tacha temeraria o desleal		1924 ¿La formulación de una tacha impide la valoración de la prueba pericial?





		Artículo 345 Operaciones periciales y posible intervención de las partes en ellas		1925 ¿Es válido el dictamen pericial del perito que no ha avisado a la parte que le ha manifestado su interés en estar presente en las operaciones periciales?





		Artículo 346 Emisión y ratificación del dictamen por el perito que el tribunal designe		1926 ¿Qué sucede si el perito no entrega su dictamen?

		1927 ¿Qué sucede si el perito entrega su dictamen fuera de plazo?

		1928 ¿Qué sucede si el perito se extralimita en su dictamen y se pronuncia respecto de hechos sobre los cuales no fue requerido?

		1929 ¿El perito, dentro de aquello para lo que se ha solicitado su dictamen, es libre en la redacción de su contenido?

		1930 ¿Puede aportar documentos el perito judicialmente designado en su dictamen pericial?





		Artículo 347 Posible actuación de los peritos en el juicio o en la vista		1931 ¿Es siempre necesaria la comparecencia del perito al acto del juicio o la vista?

		1932 ¿Qué sucede si el perito incumple su deber de comparecer al juicio o vista?

		1933 ¿Es posible el careo entre los peritos que se pronuncien contradictoriamente en sus dictámenes?

		1934 ¿Puede imponerse una multa al perito que reiteradamente no atiende a los requerimientos judiciales?





		Artículo 348 Valoración del dictamen pericial		1935 ¿Qué tipo de dictamen pericial —el de parte o el realizado por designación judicial— tiene más eficacia probatoria?

		1936 ¿Puede el juez que se encuentre ante dos dictámenes periciales contradictorios utilizar la facultad probatoria del art. 429.1.III LEC y sugerir una tercera pericia?

		1937 ¿Puede el juez que se encuentre ante dos dictámenes periciales contradictorios aportados por las partes ordenar la prueba pericial de oficio a través de las diligencias finales?

		1938 ¿Puede el juez, al amparo del art. 429.1.III LEC, sugerir la designación judicial de un perito cuando las partes no lo han pedido en sus escritos de alegaciones?

		1939 ¿Cómo puede valorar el juez dos dictámenes contradictorios?

		1940 ¿Tienen validez probatoria los dictámenes periciales aportados de otros procesos como, por ejemplo, los utilizados en una instrucción penal?

		1941 ¿También las Audiencias Provinciales son libres para valorar el dictamen pericial según las «reglas de la sana crítica»?

		1942 ¿Qué extremos o aspectos deben valorar los jueces de instancia respecto de la prueba pericial?





		Artículo 349 Cotejo de letras		1943 ¿Dónde puede acudir el Letrado Judicial para solicitar un perito calígrafo?

		1944 ¿Pueden aportarse dictámenes periciales para acreditar la autenticidad de una firma ante el temor que sea impugnada por la parte contraria?





		Artículo 350 Documentos indubitados o cuerpo de escritura para el cotejo		1945 ¿La formación del cuerpo de escritura está condicionada a la falta de los documentos indubitados?

		1946 ¿Puede ser el perito quien se encargue de que se realice el «cuerpo de letras»?





		Artículo 351 Producción y valoración del dictamen sobre el cotejo de letras		1947 ¿Qué contenido debe tener el dictamen pericial de cotejo de letras?

		1948 ¿Pueden los peritos que declaren en Sala utilizar medios técnicos —como videos, gráficos, etc. —?





		Artículo 352 Otros dictámenes periciales instrumentales de pruebas distintas		1949 ¿Cuándo es posible la denominada «prueba sobre la prueba»?

		1950 ¿Cuándo es posible solicitar la «prueba sobre la prueba»?





		Artículo 353 Objeto y finalidad del reconocimiento judicial e iniciativa para acordarlo		1951 ¿Cómo podría definirse el reconocimiento judicial?

		1952 ¿Cuál es la esencia de este medio de prueba que lo convierte en tan singular?

		1953 ¿En el reconocimiento judicial, qué es medio de prueba y qué es fuente de prueba?

		1954 ¿En qué casos no puede recurrirse a este medio de prueba?

		1955 ¿La percepción puede efectuarse a través de cualquiera de los sentidos, o siempre debe concurrir el sentido de la vista?

		1956 ¿Cuáles son los posibles objetos de este medio de prueba?

		1957 ¿Pueden ser las partes objeto del reconocimiento de personas?

		1958 ¿Cuál es el momento procesal oportuno para proceder a su solicitud?

		1959 ¿Quién, o quiénes, delimitan el objeto último del reconocimiento judicial?

		1960 ¿Debe formularse la solicitud de reconocimiento de alguna forma concreta y singular?

		1961 ¿Cuál es la naturaleza jurídica, cometido y papel del técnico o práctico en la materia?

		1962 ¿Debe valorarse este medio de prueba y, en caso de que la respuesta sea afirmativa, con arreglo a qué regla o criterio?





		Artículo 354 Realización del reconocimiento judicial e intervención de las partes y de personas entendidas		1963 ¿Cabría aplicar analógicamente a estos supuestos, en que se requiera la colaboración de la parte contraria para posibilitar el reconocimiento judicial, la regla expresamente contemplada en el art. 329 LEC para la exhibición de documentos entre partes?

		1964 ¿En qué casos la ausencia de las partes, sus abogados o sus procuradores, puede acarrear la anulación de la prueba?

		1965 ¿Quién puede intervenir en el acto para efectuar manifestaciones y cuál será el objeto de las mismas?





		Artículo 355 Reconocimiento de personas		1966 ¿No tiene cabida el reconocimiento de personas dirigido a la inspección de su anatomía?

		1967 ¿Cuál es el propósito del reconocimiento «psíquico»?

		1968 ¿Puede pedirse el reconocimiento de la propia parte?

		1969 ¿Cabe el reconocimiento de terceras personas, no parte del proceso?

		1970 ¿El examen del supuesto incapaz es, o no, un supuesto de reconocimiento judicial?

		1971 ¿En caso de negativa de la persona a reconocer, cabe solicitar el auxilio de la fuerza pública?





		Artículo 356 Concurrencia del reconocimiento judicial y el pericial		1972 ¿Qué actividades específicas se simultanean?

		1973 ¿Es posible permitir que se desarrollen conjuntamente el reconocimiento judicial y la defensa del dictamen pericial?

		1974 ¿A quiénes confiere la Ley la iniciativa para que se decida sobre la procedencia de la práctica simultánea de pruebas?





		Artículo 357 Concurrencia del reconocimiento judicial y la prueba por testigos		1975 ¿Petición exclusiva de parte y discrecionalidad judicial en la concesión de tal simultaneidad?

		1976 ¿Sólo tiene sentido aplicar este precepto a los supuestos de reconocimiento judicial fuera de la sede judicial?

		1977 ¿Existe alguna prevención especial a tomar en consideración a la hora de hacer efectiva la práctica del interrogatorio de testigos?

		1978 ¿Cabe efectuar una reconstrucción de hechos al amparo de esta práctica conjunta del reconocimiento judicial y del interrogatorio de partes y/o de testigos?





		Artículo 358 Acta del reconocimiento judicial		1979 ¿Cuál es la naturaleza del acta y qué consecuencias se desprenden de ello?

		1980 ¿Cuáles son los contenidos propios del acta, contemplados exhaustivamente?





		Artículo 359 Empleo de medios técnicos de constancia del reconocimiento judicial		1981 ¿Se circunscribe el empleo de estos medios exclusivamente a los reconocimientos judiciales que se realizan fuera de la sede judicial?

		1982 ¿Los medios técnicos de constancia son obligatorios? ¿Y si no hay, qué consecuencias tiene y cómo se debe reaccionar?

		1983 ¿De qué se debe dejar constancia con dichos medios técnicos?

		1984 ¿Estos medios técnicos de constancia sustituyen al acta que levanta el Letrado de la Administración de Justicia? ¿Qué sucederá si se advierten contradicciones entre el contenido de unos y otra?

		1985 ¿Los medios técnicos de constancia son de formato audio o audiovisual?

		1986 ¿Quién se ocupa de los medios técnicos de constancia?

		1987 ¿Pueden las partes proporcionar y gestionar medios técnicos de constancia? ¿En qué condiciones?





		Artículo 360 Contenido de la prueba		1988 ¿Qué diferencia la prueba testifical de la pericial en cuanto a su contenido?

		1989 ¿Cómo puede tener noticia el testigo de los hechos controvertidos?

		1990 ¿Las manifestaciones de quien participó en el conflicto pueden ser tomadas en consideración como las de un verdadero o propio testigo?

		1991 ¿Las respuestas del testigo pueden considerarse un hecho nuevo en sentido procesal?





		Artículo 361 Idoneidad para ser testigos		1992 Para que opere la falta de idoneidad, ¿es necesario que el testigo haya sido declarado incapaz?

		1993 ¿Es idóneo el testigo que pese a padecer un trastorno mental transitorio es interrogado en un momento de lucidez?

		1994 ¿Las limitaciones a la idoneidad de los testigos operan con la misma fuerza en el proceso civil que en el penal?

		1995 ¿Qué naturaleza o carácter tiene la prueba testifical de un menor de catorce años?

		1996 ¿La edad de catorce años es significativa en el proceso civil?

		1997 ¿Cabe equiparar los efectos de la falta de idoneidad de un testigo con su tacha?

		1998 ¿Es idóneo para ser testigo el Director General de una sociedad mercantil que ostenta poderes de representación?

		1999 ¿Es idóneo para ser testigo un abogado?

		2000 ¿Cómo deben declarar los menores de catorce años?

		2001 ¿Es idóneo para ser testigo el copropietario que no interpuso una acción de desahucio?

		2002 ¿Es idóneo para ser testigo el contador-partidor?





		Artículo 362 Designación de los testigos		2003 ¿Deben expresarse las circunstancias de identidad y localización del testigo cuando se interesa su citación en el juicio verbal?

		2004 ¿Qué circunstancias de identificación han venido admitiéndose más allá del nombre y apellidos?

		2005 ¿Cabe designar como testigo en segunda instancia a una persona cuyos datos de identificación aparecen mencionados en un documento aportado extemporáneamente al proceso?

		2006 ¿Qué circunstancias deben facilitarse para designar a un testigo?





		Artículo 363 Limitación del número de testigos		2007 ¿Cabe instar la nulidad de actuaciones con ocasión de un recurso de apelación por considerar que se rechazó indebidamente con base al art. 363 LEC la práctica de una prueba testifical ya admitida?

		2008 ¿Cabe limitar el número de testigos sobre un mismo hecho en el momento de proposición de prueba con base a su falta de utilidad?

		2009 ¿En qué otros casos puede el Juzgador denegar que sigan practicándose pruebas?

		2010 ¿El art. 363 LEC es un reflejo de que el derecho a la prueba es absoluto?

		2011 ¿Se aplica la limitación del número de testigos prevista en el art. 363 de la Ley de Enjuiciamiento civil en el proceso de declaración de incapacidad con relación a la audiencia de los parientes más próximos?





		Artículo 364 Declaración domiciliaria del testigo		2012 ¿Cabe proponer como prueba un acta notarial de manifestación de una persona que tiene noticia de hechos controvertidos relativos a lo que es objeto del juicio?

		2013 ¿La avanzada edad es otro de los motivos a los que puede atenderse para llevar a cabo la declaración domiciliaria del testigo?

		2014 ¿Puede el Abogado de una de las partes solicitar al Tribunal poder comparecer a la declaración domiciliaria a través de auxilio judicial una vez ya se le ha ofrecido el trámite de presentar sus preguntas por escrito?

		2015 ¿Cabe practicar la prueba testifical de personas físicas por escrito?

		2016 ¿La distancia por sí sola justifica la declaración domiciliaria del testigo?

		2017 ¿Cabe solicitar la nulidad de la práctica de un interrogatorio domiciliario de testigo por haberse llevado a cabo únicamente en presencia del Juez, con la asistencia del Letrado de la Administración de Justicia?





		Artículo 365 Juramento o promesa de los testigos		2018 ¿Puede practicarse en segunda instancia la prueba testifical de una persona que durante el curso del procedimiento en primera instancia devino parte? ¿Y cómo interrogatorio de parte?

		2019 ¿La promesa o juramento de decir verdad de los testigos tiene trascendencia en orden a la valoración de dicha prueba?

		2020 ¿La obligación de prestar juramento o promesa de decir verdad de los testigos justifica de algún modo la no procedencia de admitir un acta o documento donde se recojan sus manifestaciones?

		2021 ¿Puede prestar declaración en juicio un testigo menor de edad penal?

		2022 ¿Qué consecuencias puede tener en el procedimiento la condena de un testigo por cometer falso testimonio en las declaraciones que sirvieron de fundamento a la sentencia?





		Artículo 366 Modo de declarar los testigos		2023 ¿Puede declarar como testigo quien ha estado presente en la Sala?

		2024 ¿Es necesario que las partes hagan constar la protesta o recurran la falta de adopción de medidas necesarias para impedir la comunicación de los testigos?

		2025 ¿Cuáles son las consecuencias o los efectos de la declaración de un testigo respecto del que no se han adoptado las medidas necesarias para su incomunicación?

		2026 ¿Quién debe velar por la adopción de las medidas necesarias para procurar la incomunicación de los testigos?

		2027 ¿Si el Tribunal deniega la petición de un Letrado de que un testigo permanezca en la Sala hasta la terminación de la sesión, se vulnera su derecho a un proceso con todas las garantías?

		2028 ¿La norma contemplada en el art. 366 LEC se refiere exclusivamente a la incomunicación que concurre en el acto de juicio o es extensible más allá de ese ámbito temporal?





		Artículo 367 Preguntas generales al testigo		2029 ¿La falta de formulación por el Juez en el acto de juicio de las llamadas preguntas generales de la Ley a los testigos es motivo de nulidad de actuaciones?

		2030 ¿La obligación de formular las preguntas generales de la Ley al testigo justifica de algún modo la no procedencia de admitir un acta o documento donde se recojan sus manifestaciones?

		2031 ¿La omisión por el Juez de formular las preguntas generales de la Ley es subsanable si las pregunta el Abogado?

		2032 ¿Cómo deben valorarse las respuestas a las preguntas generales de la Ley formuladas a un testigo?

		2033 ¿Las respuestas del testigo a las preguntas generales de la ley admiten la posibilidad de que las partes procedan a tacharle en ese momento?

		2034 ¿Puede cuestionarse la credibilidad de un testigo con base a las circunstancias puestas de manifiesto tras las preguntas generales de la Ley pero sólo con relación a parte de sus respuestas?

		2035 ¿Puede dudarse de la credibilidad de un testigo con base a las circunstancias puestas de manifiesto tras las preguntas generales de la Ley cuando su intervención ha sido propuesta por la propia parte que ahora cuestiona su objetividad?

		2036 ¿Puede plantear el Abogado alguna pregunta sobre las circunstancias previstas en el art. 367 LEC una vez ha finalizado el interrogatorio del testigo?





		Artículo 368 Contenido y admisibilidad de las preguntas que se formulen		2037 ¿Qué eficacia tienen las respuestas de testigos que constituyen valoraciones o calificaciones subjetivas?

		2038 ¿Puede formularse la pregunta al testigo de tal forma que se prepare la respuesta?

		2039 ¿Pueden formularse preguntas reiterativas al testigo?

		2040 ¿Cómo se valoran las respuestas genéricas?

		2041 ¿Puede rechazarse el planteamiento de preguntas con carácter previo a su formulación?

		2042 ¿Puede rechazarse el planteamiento de una pregunta antes de su total formulación?

		2043 ¿La mera inadmisión de las preguntas formuladas al testigo constituye un motivo de indefensión?

		2044 ¿Puede preguntarse al testigo por valoraciones o calificaciones de carácter jurídico?





		Artículo 369 Impugnación de la admisión de las preguntas y protesta contra su inadmisión		2045 ¿Cabe formular protesta por no poder mostrar un gráfico o cualquier otro documento al plantear una pregunta al testigo?

		2046 ¿La eventual impugnación de preguntas justifica de algún modo la no procedencia de admitir un acta o documento donde se recojan las manifestaciones de un testigo?





		Artículo 370 Examen del testigo sobre las preguntas admitidas. Testigo-perito		2047 ¿Qué debemos entender por testigo-perito?

		2048 ¿Los testigos-peritos son sustituibles?

		2049 ¿Qué valor o eficacia debe darse a la prueba del testigo-perito?

		2050 ¿Cuándo debemos considerar que no estamos ante un perito y sí ante un testigo-perito?

		2051 ¿La Ley exige alguna formalidad para proponer esta prueba mixta?

		2052 ¿Puede mostrarse un gráfico al plantear una pregunta al testigo?

		2053 ¿Los testigos-peritos pueden ver reembolsados sus honorarios?

		2054 ¿El testigo perito puede agregar valoraciones provenientes de sus conocimientos?, ¿Cuáles son los límites de su intervención?

		2055 ¿La prueba del testigo-perito puede llegar a tener prevalencia sobre la prueba pericial?

		2056 ¿Puede subsanarse la falta de aportación de un dictamen pericial con la proposición de la intervención del técnico como testigo-perito?

		2057 ¿Puede proponerse que el perito intervenga como testigo-perito?

		2058 ¿Qué condición ostenta el médico tratante?, ¿perito o testigo-perito?

		2059 ¿El testigo-perito puede ser objeto de tacha y valorado conforme a las reglas de la sana crítica?

		2060 ¿El testigo-perito puede consultar los informes sobre los que va a ser preguntado?





		Artículo 371 Testigos con deber de guardar secreto		2061 ¿El facultativo que ha asistido médicamente a la parte durante su proceso de curación, en caso de ser citado como testigo, tiene el deber de guardar secreto debido a su profesión?

		2062 ¿Puede un Notario negarse a declarar si el Juez no le releva del deber de responder conforme al art. 371 LEC?

		2063 ¿Puede el testigo acogerse al secreto profesional para eludir la obligación de declarar en caso de que los hechos sobre los que versa el interrogatorio hayan sido documentados?

		2064 ¿Cabe relevar de la obligación de declarar como testigo a quien ha intervenido como abogado de una de las partes litigantes?

		2065 ¿El testigo amparado por el secreto profesional es testigo inhábil?

		2066 ¿El testigo amparado por el secreto profesional está exento de declarar o sólo respecto de la pregunta afectada por tal secreto?





		Artículo 372 Intervención de las partes en el interrogatorio y ampliación de éste		2067 ¿Pueden las partes pedir alguna precisión al testigo en relación a las respuestas que el mismo ofrezca a las aclaraciones o adiciones que le formule el tribunal al amparo del art. 372.2 LEC?

		2068 ¿Supone una extralimitación de las funciones del tribunal que vicia su imparcialidad el hecho de formular motu propio preguntas al testigo?

		2069 ¿Pueden considerarse declaraciones testificales las prestadas ante la Policía Local que levantó el atestado en un caso de accidente?

		2070 ¿La exploración del menor puede considerarse una prueba testifical?

		2071 ¿Cabe admitir la práctica de la prueba testifical mediante declaración escrita?





		Artículo 373 Careo entre testigos y entre éstos y las partes		2072 Si en un procedimiento se ha procedido al interrogatorio de un testigo y posteriormente se acuerda una nueva testifical, ¿cabe la posibilidad de acordar el careo entre ambos testigos mediante el trámite de la diligencia final?

		2073 ¿Cabe exigir un careo entre las partes litigantes?

		2074 ¿El tribunal puede acordar un careo entre peritos?

		2075 ¿Cabe solicitar el careo en relación con un testigo profesional de la investigación privada que ha sido llamado a declarar como consecuencia de no haber tenido la parte contraria por cierto su informe de detective?

		2076 ¿Es obligado que el Tribunal acuerde el careo si lo pide alguna de las partes?

		2077 ¿Es requisito ineludible para la práctica del careo entre testigos y partes que haya sido interesado y admitido el interrogatorio de la parte?





		Artículo 374 Modo de consignar las declaraciones testificales		2078 ¿Es necesario que en el acta que documente las declaraciones testificales se consignen los datos relativos al tiempo y lugar, las peticiones y propuestas de las partes y resoluciones que adopte el Tribunal?

		2079 ¿Cómo se consigna la declaración testifical en los casos en los que la declaración sea tomada en el domicilio del propio testigo?





		Artículo 375 Indemnizaciones a los testigos		2080 Si la parte solicita una declaración testifical por exhorto y finalmente el Juzgado acuerda citar al testigo para interrogarle en el acto de la vista oral, ¿tiene derecho el testigo a solicitar una indemnización por los gastos y perjuicios derivados de su comparecencia, a cargo de la parte que le propuso?

		2081 ¿El testigo que ha comparecido ante el llamamiento judicial, si finalmente no llega a declarar, tiene derecho a solicitar una indemnización por los gastos y perjuicios derivados de su comparecencia?

		2082 ¿Procede inadmitir la petición de indemnización que presente un testigo por los gastos y perjuicios derivados de su comparecencia, si aporta la documentación acreditativa de los mismos pero no peticiona una cantidad concreta?

		2083 ¿Puede el testigo renunciar a cobrar la indemnización por los gastos y perjuicios derivados de su comparecencia en juicio?

		2084 ¿La indemnización de gastos fijada a favor de un testigo es independiente de la liquidación de costas y gastos del proceso?





		Artículo 376 Valoración de las declaraciones de testigos		2085 ¿Qué criterios orientativos que debe tomar en consideración el juzgador para proceder a la valoración de la prueba testifical?

		2086 ¿Se puede revisar en casación la valoración probatoria que efectúa el juzgador de instancia?

		2087 ¿Se puede recurrir en apelación la valoración probatoria de la prueba testifical efectuada por el juzgador de instancia?

		2088 ¿La valoración de la prueba testifical es tasada?

		2089 ¿Se deben tomar en consideración las circunstancias personales de los testigos a la hora de proceder a la valoración probatoria de su testifical?





		Artículo 377 Tachas de los testigos		2090 ¿El testimonio de un testigo incurso en una causa de tacha legal carece de valor probatorio?

		2091 ¿Es necesario dictar una resolución resolviendo la tacha planteada?

		2092 ¿Puede una parte litigante plantear la tacha de un testigo propuesto por ambas partes?

		2093 ¿Es necesario plantear la tacha de un testigo para que pueda ser valorada por el juzgador de instancia cuando es el propio testigo el que pone en evidencia la existencia de la causa legal de tacha a través de su propia declaración?

		2094 ¿Es necesario el planteamiento expreso y formal de la tacha?





		Artículo 378 Tachas de los testigos		2095 ¿Cabe aportar en el acto del juicio oral documental tendente a acreditar la amistad existente entre una parte y un testigo a efectos de tacha?

		2096 ¿Es posible plantear la tacha de un testigo en el escrito de recurso de apelación?

		2097 ¿Qué sucede si se formula tacha en relación a un testigo por ser pareja de hecho de uno de los codemandados y a la hora de formularle las preguntas generales del art. 367 LEC el testigo reconoce este extremo?

		2098 ¿Si el juicio o la vista ha sido declarado nulo y la tacha se formula por primera vez antes del nuevo juicio que se celebre, se considerará extemporánea?

		2099 ¿Se puede tachar a un testigo en fase de conclusiones?





		Artículo 379 Prueba y oposición sobre las tachas		2100 ¿Se puede proponer prueba testifical por escrito para acreditar la concurrencia de una tacha?

		2101 ¿A la hora de valorar la trascendencia de la tacha sobre la testifical, debe analizarse en abstracto o atendiendo al caso concreto?

		2102 ¿Cabe formular tacha respecto de un testigo perito?

		2103 ¿Es necesario que en sentencia el juzgador manifieste si estima o desestima la tacha?

		2104 ¿Es necesario pronunciarse en sentencia respecto de la tacha invocada en relación a un testigo que no ha sido tomado en consideración para resolver sobre el fondo del asunto?

		2105 ¿Puede el juez declarar que la tacha carece de fundamento?





		Artículo 380 Interrogatorio acerca de los hechos que consten en informes escritos		2106 ¿Cabe llamar a declarar como testigo a un profesional de la investigación privada que ha elaborado un informe de detectives obrante en autos?

		2107 ¿Se puede recurrir en casación por considerar que se ha infringido el art. 380 LEC a la hora de valorar el interrogatorio sobre hechos que consten en informes escritos a que se refiere dicho precepto?

		2108 ¿Carecen de valor probatorio los informes de detectives no ratificados en el acto del juicio oral e impugnados de contrario?

		2109 ¿Los informes de detectives son prueba documental o testifical?

		2110 ¿Si un documento presentado como informe pericial no reúne los requisitos del art. 335 LEC, puede darse al mismo el valor de informe escrito del art. 380 LEC y valorar la intervención de su autor en juicio como una prueba testifical?





		Artículo 381 Respuestas escritas a cargo de personas jurídicas y entidades públicas		2111 ¿Es recomendable admitir la declaración testifical de un Notario por escrito al amparo del art. 381 LEC?

		2112 ¿Las respuestas escritas a cargo de personas jurídicas y entidades públicas constituye una modalidad de prueba documental o testifical?

		2113 ¿Cabría alegar indefensión por no haberse concedido a la parte un trámite de conclusiones escritas tras recibir un oficio librado como prueba al amparo del art. 381 LEC?

		2114 ¿La prueba consistente en respuestas escritas a cargo de personas jurídicas constituye una prueba documental, testifical o pericial?

		2115 ¿En caso de interrogatorio a una persona jurídica, puede completar su declaración compareciendo en juicio como persona física quien es Legal representante en el momento de la declaración aun cuando no lo fuera en el momento de los hechos?

		2116 ¿Está obligado el tribunal a citar al juicio o vista a la persona física correspondiente para aclarar o complementar la declaración de la persona jurídica sí así lo solicita una de las partes?





		Artículo 382 Instrumentos de filmación, grabación y semejantes. Valor probatorio		2117 ¿Qué limites debe observar la grabación de imagen y sonido para que pueda ser aportada y valorada en el proceso?

		2118 ¿Pueden aportarse al proceso las grabaciones de video realizadas por detectives privados?

		2119 ¿Es necesario el consentimiento de las personas cuya imagen o voz aparecen en la grabación aportada al proceso?

		2120 ¿La parte que aporte un soporte que contenga una filmación, grabación o semejante, debe aportar siempre la transcripción escrita de las palabras contenidas en el mismo?

		2121 ¿El documento en el que consta la transcripción aportada por la parte tiene valor de medio de prueba?

		2122 ¿Debe el Juez pronunciarse previamente sobre la licitud de la grabación aportada al proceso a efectos de poder valorarla como prueba?

		2123 ¿Qué alcance procesal tiene la falta de impugnación de la adversa respecto de la valoración de licitud de la grabación aportada al proceso?

		2124 ¿Debe adjuntarse necesariamente un dictamen pericial que acredite la autenticidad y licitud de la grabación aportada para su reproducción en juicio?

		2125 ¿Qué eficacia debe atribuirse a la presentación de dictámenes periciales, u otras pruebas, para acreditar la validez de la grabación o, al contrario, para impugnar su autenticidad y/o licitud?

		2126 ¿Puede valorarse la grabación aportada al juicio y no reproducida en el acto del juicio oral?





		Artículo 383 Acta de la reproducción y custodia de los correspondientes materiales		2127 ¿Quién levantará el acta a la que se refiere el art. 383.1 LEC?

		2128 ¿Puede prescindirse del acta de la reproducción en juicio constando ya en autos la transcripción de la grabación?

		2129 ¿Cómo se practica el medio de prueba en el acto del juicio oral?

		2130 ¿Cabe la práctica conjunta de la prueba de reproducción de las grabaciones aportadas al juicio, con cualquiera de los otros medios de prueba?

		2131 ¿Se puede impugnar la licitud de la grabación en el acto de la vista oral?

		2132 ¿Puede el juzgado denegar la práctica de la prueba de reproducción aduciendo la carencia de medios materiales de reproducción?

		2133 ¿Qué consecuencia comporta el extravío de la grabación a efectos de revisión de la sentencia en apelación?





		Artículo 384 De los instrumentos que permitan archivar, conocer o reproducir datos relevantes para el proceso		2134 ¿A quién corresponde determinar el medio técnico apto para examinar en juicio los instrumentos que contienen las palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas?

		2135 ¿Puede la parte proponer y utilizar en el acto del juicio medios técnicos aportados por ella misma?

		2136 ¿Cuál es la naturaleza de los instrumentos técnicos que contienen hechos relevantes en el proceso a efectos de su valoración como prueba?





		Artículo 385 Presunciones legales		2137 ¿Cuál es el rasgo esencial y definitorio de las presunciones legales?

		2138 ¿Qué concretas notas distinguen a las presunciones legales?

		2139 ¿Las presunciones legales constituyen un expediente legal de exoneración de prueba?

		2140 ¿En qué consisten las presunciones legales iuris tantum y de qué modo puede enervarse una conclusión alcanzada por dicha vía?

		2141 ¿Existen realmente presunciones absolutas, iuris et de iure?





		Artículo 386 Presunciones judiciales		2142 ¿Qué son las presunciones?

		2143 ¿Cuáles son los elementos del razonamiento —inferencia— presuntivo?

		2144 ¿Es la presunción un método para alcanzar la convicción judicial subsidiario con respecto a los medios de prueba (art. 299 LEC)?

		2145 ¿Cabe probar los indicios mediante presunciones o sólo se admite a tal efecto prueba directa?

		2146 ¿Se exige que las presunciones se funden en una pluralidad de indicios o sería suficiente con uno?

		2147 ¿Qué son las reglas del criterio humano?

		2148 ¿Es criticable que el juez alcance una de las diversas conclusiones posibles a partir de los indicios probados?

		2149 ¿Cuáles serían motivos de disconformidad con respecto a las presunciones en sede de recursos?

		2150 ¿Qué significa «infirmar» una presunción?









		Capítulo VII De las cuestiones incidentales		Artículo 387 Concepto de cuestiones incidentales		2151 ¿Puede promoverse una cuestión incidental en un procedimiento de ejecución?

		2152 ¿Puede promoverse una cuestión incidental en un procedimiento de división de herencia?

		2153 ¿La remoción del tutor tiene consideración de nuevo procedimiento o es una cuestión incidental derivada del procedimiento de adopción de medidas de apoyo a las personas con discapacidad o a los menores de edad no sujetos a patria potestad??

		2154 En un procedimiento de responsabilidad de administradores, ¿puede plantearse como cuestión incidental la existencia de la deuda?

		2155 ¿Puede promoverse una cuestión incidental en un procedimiento monitorio?





		Artículo 388 Norma general sobre procedimiento		2156 ¿Puede interponerse una cuestión incidental sin que exista un procedimiento principal iniciado?

		2157 ¿La tramitación prevista para las cuestiones incidentales tiene carácter supletorio respecto a aquellas que tengan una tramitación propia?

		2158 ¿Se infringe la tramitación de las cuestiones incidentales por no celebrar vista para resolver la pieza de oposición a la ejecución?

		2159 ¿Puede recurrirse en apelación la decisión relativa al litisconsorcio pasivo necesario aplicando analógicamente la regulación de las cuestiones incidentales?

		2160 ¿Puede tramitarse la tasación de costas como una cuestión incidental?





		Artículo 389 Cuestiones incidentales de especial pronunciamiento		2161 ¿Para resolver la tacha de testigos o peritos en sentencia debe realizarse en pronunciamiento separado como requisito esencial?

		2162 ¿Puede plantearse la atribución del uso del domicilio conyugal como cuestión de especial pronunciamiento en un procedimiento de división de la cosa común?

		2163 ¿Puede plantearse como cuestión de especial pronunciamiento con quién debe convivir el hijo mayor de edad inmerso en un proceso de adopción de medidas de apoyo a efectos de atribuir el uso del domicilio conyugal a los progenitores?

		2164 ¿En un procedimiento de división de cosa común puede resolverse como cuestión de especial pronunciamiento sobre el porcentaje de titularidad que cada uno de los comuneros ostenta sobre el bien?

		2165 ¿Puede determinarse la cuantía como una cuestión de especial pronunciamiento?





		Artículo 390 Cuestiones incidentales de previo pronunciamiento. Suspensión del curso de la demanda		2166 ¿Cómo debe ser tramitada la impugnación del cuaderno particional en un procedimiento de división de herencia?

		2167 ¿Las excepciones procesales que deben ser resueltas en la audiencia previa son cuestiones de previo pronunciamiento?

		2168 La declaración de mejor fortuna de los beneficiarios de justicia gratuita necesaria para poder despachar ejecución por las costas contra el beneficiario, ¿puede tramitarse como cuestión de previo pronunciamiento?

		2169 ¿La falta de legitimación es una cuestión de previo pronunciamiento?

		2170 ¿Puede plantearse una cuestión incidental de previo pronunciamiento en el marco del procedimiento de liquidación del régimen económico matrimonial?

		2171 ¿En un procedimiento de impugnación de acuerdos societarios por falta de información en el que también se ha solicitado la adopción de medidas cautelares, la cuestión incidental de previo pronunciamiento del art. 204.1 LSC suspende la tramitación de las medidas cautelares?

		2172 ¿Qué naturaleza tiene la declinatoria?





		Artículo 391 Cuestiones de previo pronunciamiento. Casos		2173 ¿En un procedimiento declarativo en el que el demandante recibe medidas de apoyo por discapacidad en el momento de interponer la demanda, puede plantearse una cuestión de previo pronunciamiento para valorar su capacidad?

		2174 ¿Pueden plantearse como cuestiones de previo pronunciamiento circunstancias conocidas antes de contestar a la demanda o de la celebración de la audiencia previa?

		2175 ¿Puede plantearse como cuestión de previo pronunciamiento cualquiera de las otras cuestiones procesales que deben ser resueltas en la audiencia previa?

		2176 ¿Puede plantearse la litispendencia o la cosa juzgada como cuestión de previo pronunciamiento en un procedimiento ordinario con posterioridad a la audiencia previa?

		2177 ¿La determinación de la cuantía con posterioridad a la incoación del procedimiento y a la audiencia previa puede sustanciarse como una cuestión de previo pronunciamiento?

		2178 ¿Cuál es el objeto de la cuestión incidental de previo pronunciamiento previsto en el artículo 204.1 LSC?





		Artículo 392 Planteamiento de las cuestiones incidentales. Inadmisión de las que no sean tales		2179 ¿Puede admitirse como cuestión de previo pronunciamiento aquella que tenga un procedimiento propio de resolución?

		2180 ¿Cabe recurso contra el auto de inadmisión de la cuestión incidental?

		2181 ¿Puede proponerse prueba en un momento posterior al planteamiento de la cuestión incidental?

		2182 ¿Puede plantearse una cuestión incidental de forma oral?

		2183 ¿Es subsanable la falta de pronunciamiento del proponente sobre la necesidad de suspensión del procedimiento?









		Capítulo VIII De la condena en costas		Artículo 393 Admisión, sustanciación y decisión de las cuestiones incidentales		2184 ¿Qué recurso cabe contra el auto que resuelve el incidente de previo pronunciamiento sobre declaración de vulnerabilidad en un procedimiento de ejecución hipotecaria?

		2185 ¿La contestación escrita en el procedimiento verbal introducida por la Ley Orgánica 42/2015, de 5 de octubre altera el momento procesal en que puede ser planteada una cuestión incidental?

		2186 ¿Puede interponerse recurso de casación contra el auto que resuelva el recurso de apelación contra un auto que resuelva una cuestión incidental?

		2187 ¿Puede plantearse una cuestión incidental en segunda instancia?

		2188 ¿Puede prescindirse de la celebración de la comparecencia?

		2189 ¿Qué recurso puede interponerse contra la resolución oral de desestimación de la excepción de litispendencia?

		2190 ¿Qué recurso cabe contra el auto que resuelve sobre la existencia de cláusulas abusivas en el procedimiento monitorio (art. 815. 4 LEC) cuando se ha abierto una pieza de cuestión incidental de especial pronunciamiento?





		Artículo 394 Condena en las costas de la primera instancia		2191 ¿Cuál es el fundamento y finalidad de las costas procesales?

		2192 ¿En qué principios se asienta la imposición de costas recogida en el art. 394 LEC?

		2193 ¿Cuándo puede considerarse que existe una estimación sustancial de la demanda?

		2194 ¿Cómo afectan las serias dudas de hecho o de derecho al criterio del vencimiento objetivo (victus victoris) en materia de costas?

		2195 ¿Qué se considera temeridad a efectos de la condena en las costas procesales?

		2196 ¿Qué otras consecuencias conlleva la declaración de haber actuado la parte con temeridad en materia de costas procesales?

		2197 ¿En la limitación prevista en el art. 394.3 LEC debe tenerse en cuenta el IVA a tales efectos?

		2198 ¿Existirá condena en costas en el supuesto de acogerse una petición subsidiaria o alternativa de la demanda y no la principal?

		2199 ¿Rige la prohibición de la reformatio in peius en materia de costas procesales? ¿Son admisibles los pactos sobre costas procesales?

		2200 ¿Qué ocurre en materia de imposición de costas en los casos en que se declara nula por abusiva alguna cláusula del contrato celebrado con una entidad bancaria?

		2201 ¿El letrado de la Administración de justicia está vinculado cuando practica la tasación de costas por la cuantía fijada durante la instancia?

		2202 ¿Deben imponerse siempre las costas del procedimiento a la parte haya visto rechazadas todas sus pretensiones?

		2203 ¿Cabe no condenar en costas al profesional, por existencia de dudas de derecho, en los procedimientos sobre cláusulas abusivas ganados por los consumidores?





		Artículo 395 Condena en costas en caso de allanamiento		2204 ¿Cuál es la finalidad perseguida por el precepto?

		2205 ¿Qué debe entenderse por mala fe a los efectos del precepto?

		2206 ¿Qué clase de presunción de mala fe procesal establece el precepto?

		2207 ¿En base a qué debe el Tribunal apreciar la mala fe?

		2208 ¿Qué ocurre en los supuestos de allanamiento parcial?

		2209 ¿Qué debe entenderse por requerimiento fehaciente y justificado de pago?

		2210 ¿El allanamiento anterior a la contestación de la demanda que hace que no se impongan las costas, ha de ir acompañado de pago o consignación?





		Artículo 396 Condena en costas cuando el proceso termine por desistimiento		2211 ¿Existirá condena en costas en caso de que la parte demandante desista unilateralmente antes de que el demandado hubiera sido emplazado?

		2212 ¿Y en el supuesto de que el demandado haya manifestado su consentimiento al desistimiento del actor pero pidiendo la condena en costas de éste?





		Artículo 397 Apelación en materia de costas		2213 ¿Qué diferencia existe entre este precepto y lo dispuesto en el art. 398 LEC?

		2214 ¿A qué recurso se aplica el límite de la tercera parte previsto en el art. 394.3 LEC?





		Artículo 398 Costas en apelación, recurso extraordinario por infracción procesal y casación		2215 ¿Es correcto, como se hace frecuentemente, que la parte apelante, en el escrito interponiendo el recurso de apelación, solicite la condena en costas de la parte apelada para el caso de oponerse al recurso?

		2216 ¿Qué ocurre respecto de las costas procesales en los casos en que presentados dos o más recursos, se estiman unos y se desestiman otros?

		2217 ¿Qué ocurre en materia de costas en el caso de que admitido el recurso en la instancia, posteriormente el Tribunal superior lo desestima por inadmisible?

		2218 ¿Qué carácter tiene la imposición de las costas procesales: solidario o mancomunado?

		2219 ¿La persona que goza del derecho de asistencia jurídica gratuita puede ser condenada en las costas del proceso?

		2220 ¿Procederá la condena en las costas procesales del tercero interviniente?

		2221 ¿Y en caso de litisconsorcio pasivo necesario?

		2222 ¿En caso de ejercicio de acciones acumuladas, debe separarse la condena en costas en función de la estimación o desestimación de cada una de las acciones?













		Título II Del juicio ordinario		Capítulo I De las alegaciones iniciales		Artículo 399 La demanda y su contenido		2223 ¿Es posible interponer demanda contra personas desconocidas por parte del demandante?

		2224 ¿En qué consiste la obligación de determinar con claridad y precisión las pretensiones en el escrito de demanda?

		2225 ¿Se pueden adicionar pretensiones no deducidas en la demanda en los procesos de familia, al amparo del art. 752 LEC?

		2226 ¿Cuál es el límite del principio iura novit curia en relación a la fundamentación jurídica contenida en el escrito de demanda?

		2227 ¿Qué sucede si la petición de resolución de contrato se hace constar por otrosí y no en el suplico de la demanda?

		2228 En el supuesto de falta de indicación de nombre y apellidos del letrado que suscribe la demanda, y sustitución de letrado en el acto de la audiencia previa, ¿es necesario que el letrado que redactó la demanda subsane dicho defecto, basta con la manifestación del propio cliente, o basta con la manifestación del nuevo letrado en el acto de la audiencia previa?

		2229 ¿Es posible «dirigir» intencionadamente la contestación del demandado?





		Artículo 400 Preclusión de la alegación de hechos y fundamentos jurídicos		2230 ¿La preclusión del art. 400 LEC afecta a los hechos, fundamentos o títulos jurídicos (causa petendi) que sostienen una petición?

		2231 ¿La preclusión del art. 400 LEC afecta a las diversas peticiones que tienen los mismos hechos, fundamentos o títulos jurídicos (causa petendi)?

		2232 ¿Es de aplicación el art. 400 LEC para cuando se ejercita en un primer proceso la acción declarativa de nulidad de un contrato, y en otro posterior se pretende la condena dineraria a devolver las cantidades indebidamente pagadas derivadas de la citada nulidad?

		2233 ¿Puede en un primer proceso pedirse el principal de una deuda y en un segundo proceso los intereses de dicha deuda?

		2234 ¿El art. 400 LEC entra en juego cuando unos mismos hechos sirven para fundamentar diversas peticiones (p.ej., responsabilidad del administrador social por deudas y por daños?

		2235 ¿El art. 400 LEC es de aplicación en los procesos sumarios, esto es, aquellos que concluyen con sentencias sin eficacia de cosa juzgada?

		2236 ¿El art. 400 LEC es de aplicación cuando el primer proceso termina con un desistimiento?

		2237 ¿Es aplicable el art. 400 LEC en un proceso en el que se insta la nulidad de una ejecución cuando en el proceso de ejecución no se formuló el motivo de oposición que sustenta la nulidad reclamada en el segundo proceso?

		2238 ¿El art. 400 LEC es aplicable de oficio?

		2239 ¿Lo previsto en el art. 400 LEC también afecta al demandado que efectúa una demanda reconvencional?

		2240 En virtud del art. 400 LEC, ¿es exigible que el demandado ejercite una reconvención en el primer proceso respecto de hechos referentes al objeto litigioso de este proceso o puede formular su acción en otro posterior?

		2241 ¿El art. 400 LEC es aplicable para el demandado en la formulación de excepciones en un segundo proceso?

		2242 ¿Los efectos de cosa juzgada se extienden a todas las pretensiones derivadas de un mismo documento, no planteadas en la demanda?





		Artículo 401 Momento preclusivo de la acumulación de acciones. Ampliación objetiva y subjetiva de la demanda		2243 ¿Puede utilizarse la ampliación de la demanda como escrito para ampliar los hechos de la acción ya ejercitada en la primera demanda o formular una petición complementaria?

		2244 ¿Puede dirigirse la ampliación de la demanda a terceras personas distintas de las inicialmente demandadas?

		2245 ¿Es posible la ampliación de la demanda después de la contestación?

		2246 ¿Es posible la ampliación de la demanda en el juicio verbal?

		2247 ¿Es posible la ampliación de la demanda en el juicio verbal derivado de la oposición de una petición monitoria?

		2248 ¿Qué efectos procesales tiene una indebida inadmisión a trámite de una correcta ampliación de la demanda?





		Artículo 402 Oposición a la acumulación de acciones		2249 ¿Qué debe hacer el demandado que ve como no se resuelve su oposición a la acumulación de acciones en la audiencia previa?

		2250 ¿Es admisible una oposición a la acumulación de acciones por el demandado que ha admitido con anterioridad aquello a lo que se opone?

		2251 ¿Puede formularse por primera vez la oposición a la errónea acumulación de acciones en la audiencia previa?

		2252 ¿De apreciarse la oposición del demandado debe ordenarse el archivo de la demanda?





		Artículo 403 Admisión y casos excepcionales de inadmisión de la demanda		2253 ¿Es posible hacer una lectura extensiva de esta norma de inadmisión de las demandas?

		2254 ¿Cómo debe interpretarse el art. 7.8 LRCSCVM referente a la inadmisión de las demandas en las reclamaciones contra compañías aseguradoras?

		2255 ¿Recoge el art. 18.2 LPH un supuesto de inadmisión de la demanda?

		2256 ¿Es válida la inadmisión de la demanda por falta de competencia objetiva; o por no desacumular el actor acciones no acumulables?





		Artículo 404 Admisión de la demanda, emplazamiento al demandado y plazo para la contestación		2257 ¿En caso de pluralidad de demandados, el cómputo del plazo de los 20 días empieza a contar a partir del emplazamiento del último de ellos?

		2258 ¿La falta de aportación física del documento que se menciona como aportado en la demanda (o contestación) puede subsanarse o ya no podrá aportarse?

		2259 ¿La inadmisión de la demanda también alcanza a la falta de competencia territorial improrrogable del tribunal?

		2260 ¿La demanda reconvencional contra dos actores exige notificarles a ambos la reconvención para que pueda contestarla?

		2261 ¿La presentación de la contestación de la demanda dentro de plazo pero ante otro juzgado del que conoce la demanda es subsanable?





		Artículo 405 Contestación y forma de la contestación a la demanda		2262 ¿Cuáles son las excepciones procesales y demás alegaciones sobre vicios formales que pueden obstar a la válida prosecución y término del proceso mediante sentencia sobre el fondo?

		2263 ¿Se pueden plantear como alegaciones que obsten a la válida prosecución y término del proceso mediante sentencia sobre el fondo la caducidad de la acción y la prescripción —evidente— de la pretensión?

		2264 ¿Qué se puede entender bajo la expresión normativa de conducta evasiva?

		2265 ¿Qué consecuencias tiene que el demandado no se posicione sobre cada uno de los hechos de la demanda, para admitirlos o negarlos?

		2266 ¿En qué momento procesal se aplica el efecto jurídico de la admisión tácita cuando el demandado ha dejado de posicionarse sobre algún, o algunos hechos?

		2267 ¿Qué consideración merecen, con arreglo a esta norma jurídica, las fórmulas de negación genérica de los hechos de la demanda?

		2268 ¿Qué debe entenderse bajo la rúbrica «excepciones materiales»?

		2269 ¿Cabe, con arreglo al texto legal, que el demandado plantee una versión fáctica alternativa a la del actor, sin necesidad de que se trate del fundamento factual de excepciones materiales?

		2270 ¿Existe un término preclusivo para la alegación de excepciones procesales y materiales?





		Artículo 406 Contenido y forma de la reconvención. Inadmisibilidad de la reconvención no conexa con la demanda y de la reconvención implícita		2271 ¿Cabe en una demanda reconvencional remitirse a los hechos de la contestación a la demanda “en aras a la brevedad”?

		2272 ¿Cabe reconvenir la nulidad de una cláusula suelo al amparo del art. 406 LEC?

		2273 ¿Cómo puede impugnar un demandado una cláusula suelo cuando la referida cláusula no forme parte de la pretensión ejercitada mediante la demanda?

		2274 ¿Es posible interponer demanda reconvencional de forma alternativa y subsidiaria al pedimento de la contestación a la demanda?

		2275 ¿Debe estimarse unida la demanda reconvencional al destino que tenga la demanda principal, o bien debe considerarse una demanda autónoma, aunque relacionada con sus pretensiones?

		2276 ¿Qué significa el criterio de la conexidad entre demanda y demanda reconvencional contenido en el art. 406 LEC?

		2277 ¿Es posible formular reconvención implícita?

		2278 ¿Es preciso formular reconvención si se quiere manifestar la excepción de contrato cumplido defectuosamente?





		Artículo 407 Destinatarios de la demanda reconvencional. Contestación a la reconvención		2279 ¿Puede un demandado solicitar en apelación que se condene a un tercero, cuando no interpuso demanda reconvencional contra el mismo ex art. 407 LEC?

		2280 ¿Es posible reconvenir contra un tercero sosteniendo que dicho tercero es el único responsable del daño?

		2281 ¿Cuándo se inicia el cómputo del plazo para contestar a la demanda reconvencional, desde el traslado de la misma o desde su admisión a trámite por parte del juzgado?

		2282 ¿Es posible llevar a cabo un trámite de réplica a la reconvención planteada por parte del demandado?

		2283 ¿Cabe interponer demanda reconvencional colateral, esto es, también contra alguno o algunos de los codemandados?

		2284 ¿Cuáles son los efectos procesales de la ausencia de contestación a una reconvención ex art. 407 LEC?

		2285 ¿Cabe interponer reconvención colateral, pero sólo dirigida contra un codemandado pero no contra el actor principal?

		2286 ¿Es obligatorio interponer demanda reconvencional contra aquellos sujetos que sean considerados litisconsortes pasivos voluntarios (no necesarios)?





		Artículo 408 Tratamiento procesal de la alegación de compensación y de la nulidad del negocio jurídico en que se funde la demanda. Cosa juzgada		2287 ¿La compensación de créditos puede oponerse como excepción en cualquier clase de procedimiento judicial? Atendiendo que no existe en el art. 408 LEC la norma del 406 LEC negando la inadmisibilidad de la reconvención cuando el Juzgado carezca de competencia para ello

		2288 ¿Sólo cabe oponer la excepción de compensación en el supuesto estricto de una pretensión de condena al pago de una cantidad de dinero, conforme prevé el art. 408 LEC?

		2289 ¿Las alegaciones de compensación y/o nulidad deben interponerse necesariamente como excepción, o pueden formularse también cómo reconvención?

		2290 ¿La compensación judicial puede alegarse como excepción o debe ser, necesariamente, reclamada mediante reconvención?

		2291 ¿Puede el tribunal abrir de oficio el trámite de contestación a la excepción reconvencional de compensación?

		2292 ¿Cuál es el plazo del que dispone el actor para contestar la excepción de compensación alegada por el demandado?

		2293 ¿El demandante que se opone a la excepción de compensación puede aportar con su contestación a la excepción documentos o dictámenes periciales?

		2294 ¿Cuál debe ser la forma de la contestación? ¿Puede el actor alegar excepciones materiales?

		2295 ¿Cuál es el plazo del que dispone el actor para contestar la excepción de nulidad alegada por el demandado?

		2296 ¿La referencia que hace la LEC a la nulidad absoluta excluye que el actor pueda contestar a la alegación de una excepción de nulidad relativa o simple?

		2297 ¿Puede el tribunal condenar al demandado con base en la estimación de una excepción de compensación y/o nulidad?





		Artículo 409 Sustanciación y decisión de las pretensiones de la contestación y la reconvención		2298 Si interpuesta una demanda reconvencional concurriera causa de suspensión por prejudicialidad civil (art. 43 LEC), ¿puede el juez suspender la tramitación de la reconvención y dictar sentencia respecto a la demanda principal?

		2299 ¿Qué consecuencia procesal lleva consigo la vulneración del art. 409 LEC por parte del tribunal?

		2300 ¿Qué consecuencia procesal concurre si la sentencia no efectúa un pronunciamiento separado respecto a las costas de la demanda principal y de la reconvención?

		2301 ¿Cuál es el motivo por el que tanto la demanda como la demanda reconvencional se resuelven en una única sentencia?

		2302 ¿Qué sucedería en un recurso de apelación que tuviera de conocer de una sentencia que hubiera resuelto la petición solicitada en demanda pero no así la petición solicitada mediante demanda reconvencional?

		2303 ¿Se puede resolver la petición contenida en la demanda principal si se ha suspendido la tramitación de la demanda reconvencional por prejudicialidad penal?

		2304 La competencia por conexión que establece el art. 409 LEC, ¿tiene alguna excepción?

		2305 En el supuesto en el que el demandado se allane a la demanda, ¿debe el juez tramitar la reconvención y resolver tanto la demanda como la reconvención en una única sentencia?

		2306 ¿Cómo se debe proceder si el letrado de la administración de justicia no advierte una excepción por compensación en el escrito de contestación a la demanda y cita a las partes para celebrar audiencia previa?

		2307 ¿Cabe aplicar el art. 43 LEC (prejudicialidad civil) en el supuesto en el que se entienda que el juez debe resolver alguna cuestión de la demanda reconvencional con carácter previo?





		Artículo 410 Comienzo de la litispendencia		2308 ¿Qué debe entenderse por «litispendencia»?

		2309 ¿Los efectos propios de la litispendencia se producen con carácter retroactivo, supeditándose a la admisión de la demanda?

		2310 ¿Cuáles son los aludidos «efectos» de la litispendencia?

		2311 ¿Cuál es el tratamiento procesal de la litispendencia?

		2312 En el juicio verbal de desahucio por falta de pago de la renta, con ejercicio acumulado de la renta contractual, ¿si en el transcurso del proceso se desiste o renuncia a la acción de desahucio (por recuperación de la posesión) y se mantiene solo la de reclamación de cantidad, puede continuarse el juicio verbal o hay que remitir a las partes al juicio declarativo que corresponda por cuantía?

		2313 En el juicio verbal de desahucio por falta de pago de la renta, con ejercicio acumulado de la renta contractual, ¿es posible oponer en la contestación a la demanda, la compensación de la fianza arrendaticia, cuando aún no se ha resuelto el contrato o recuperado la posesión del inmueble?





		Artículo 411 Perpetuación de la jurisdicción		2314 ¿A qué obliga el principio de la «perpetuatio jurisdictionis»?

		2315 ¿A qué momento debe estarse para definir el objeto del proceso y su estado?

		2316 ¿Qué pretende evitar el principio de la «perpetuatio jurisdictionis»?

		2317 ¿La perpetuación de la jurisdicción, además de los supuestos previstos en el art. 411 LEC, abarca otros supuestos?

		2318 ¿Son compatibles los efectos de la litispendencia o de la «perpetuatio jurisdictionis» con la alegación de hechos nuevos?

		2319 ¿Si durante la tramitación del procedimiento se produce un cambio de domicilio del deudor resulta aplicable el principio de «perpetuatio jurisdictionis»?

		2320 ¿Cuándo resulta competente un Juzgado diferente a aquel que conoció de la petición inicial?

		2321 ¿La fijación de la cuantía produce una «perpetuatio»?





		Artículo 412 Prohibición del cambio de demanda y modificaciones admisibles		2322 ¿Qué fundamento justifica la rígida regulación de la prohibición de modificación de la demanda?

		2323 ¿Qué modificaciones de la causa de pedir son admisibles?

		2324 ¿Qué modificaciones de la causa de pedir son inadmisibles?

		2325 ¿Qué modificaciones del petitum son admisibles?

		2326 ¿Qué modificaciones del petitum son inadmisibles?

		2327 ¿Se puede cambiar la calificación jurídica de los hechos formulados en la demanda?

		2328 ¿La prohibición de modificación de la demanda también alcanza a la contestación?





		Artículo 413 Influencia del cambio de circunstancias en la sentencia sobre el fondo. Satisfacción extraprocesal. Pérdida de interés legítimo		2329 ¿El art. 413 LEC recoge el principio de la «perpetuatio jurisdictionis»?

		2330 ¿Qué conlleva el principio de la «perpetuatio actionis»?

		2331 ¿El principio de la «perpetuatio actionis» excluye la posibilidad de tomar en consideración hechos posteriores a la presentación de la demanda cuando tienen un carácter complementario o interpretativo?

		2332 ¿Cuántas excepciones prevé el art. 413.1 LEC?

		2333 ¿La pérdida sobrevenida de interés legítimo de la pretensión ejercitada ha de ponerse en relación con el abuso del proceso?

		2334 ¿En qué medida es aplicable la regla general del art. 413 LEC a las condiciones de las partes necesarias para el ejercicio de la acción?

		2335 ¿Son aplicables a la legitimación la regla general y su excepción que contiene el art. 413.1 LEC?

		2336 ¿Puede la «perpetuatio» operar con mayor plenitud en materia de legitimación?









		Capítulo II De la audiencia previa al juicio		Artículo 414 Finalidad, momento procesal y sujetos intervinientes en la audiencia		2337 ¿Cuál es el objeto de la audiencia previa?

		2338 ¿Es obligatoria la celebración de la audiencia previa?

		2339 ¿Quién debe acudir al acto de la audiencia previa, inexcusablemente, la parte o su procurador, o ambos?

		2340 ¿Qué exigencia se establece con respecto al procurador, para que se estime válida su presencia?

		2341 ¿Pueden sustituirse los procuradores unos a otros en relación con el acto de la audiencia previa?

		2342 ¿Puede acudir un oficial habilitado en lugar del procurador?

		2343 ¿Es imprescindible la asistencia del letrado o basta con que acuda la propia parte o su procurador?

		2344 ¿Puede acudir a la audiencia previa un letrado en sustitución del que firmara la demanda?

		2345 ¿Cuáles son las consecuencias de que no comparezcan las partes —o sus procuradores— y sus abogados?

		2346 ¿Es esta clase de deficiencia subsanable?

		2347 ¿En caso de que la parte actora no comparezca y se acuerde el sobreseimiento del proceso, procede la condena en costas del actor?

		2348 ¿Qué alcance procesal tiene el auto de sobreseimiento?

		2349 ¿Es necesario que al acto de la audiencia previa del procedimiento ordinario concurra el procurador cuando asista personalmente el litigante o parte a la que representa?

		2350 ¿Es preceptivo que al acto de la audiencia previa del procedimiento ordinario asista el abogado de la parte?

		2351 ¿La ausencia del abogado en la audiencia previa por error en la notificación por el procurador de la resolución convocando a dicho acto es causa que justifique la suspensión?

		2352 ¿En los casos en que el procurador haya sido designado de oficio por ostentar la parte el beneficio de asistencia jurídica gratuita es necesario otorgarle poder especial para renunciar, allanarse o transigir en el caso de que la parte no asista personalmente a la audiencia previa?

		2353 ¿Es subsanable la falta de poder especial del procurador de los tribunales para renunciar, allanarse o transigir?

		2354 ¿Cómo debe procederse en los casos en los que la incomparecencia haya sido involuntaria?

		2355 ¿Cuándo el demandado presentó la contestación a la demanda y formuló reconvención en tiempo y forma, si después no comparece al acto de la audiencia previa qué consecuencias procesales tiene la incomparecencia respecto de la contestación a la demanda y la reconvención?





		Artículo 415 Intento de conciliación o transacción. Sobreseimiento por desistimiento bilateral. Homologación y eficacia del acuerdo		2356 ¿La trascendencia de la presencia de las partes, o de sus procuradores con facultades especiales y específicas, obedece exclusivamente a posibilitar la finalidad conciliadora de la audiencia previa y el buen fin de la primera?

		2357 ¿La inobservancia de este trámite procesal comporta la nulidad de las actuaciones?

		2358 ¿Cómo se gestiona procesalmente el hecho de que las partes hayan alcanzado un acuerdo extrajudicialmente y qué consecuencias jurídicas conlleva?

		2359 ¿En qué consiste la transacción judicial y qué efectos jurídicos comporta?

		2360 ¿En qué circunstancias cabe la suspensión de la audiencia previa en relación con esta función conciliadora?

		2361 ¿Para homologar el acuerdo debe el tribunal examinar el fondo de lo convenido?

		2362 ¿El tribunal puede realizar funciones de mediación en la fase conciliadora de la audiencia previa?

		2363 ¿Podrá declarase la nulidad de actuaciones si el tribunal incumple su obligación de comprobar la subsistencia de litigio?

		2364 ¿Puede el tribunal de oficio poner fin al procedimiento si evidencia la no subsistencia del litigio al realizar la función conciliadora en el acto de la audiencia previa?

		2365 ¿El auto homologando la transacción judicial se puede incardinar en el art. 3 de la Ley Hipotecaria y, por tanto, es inscribible directamente?

		2366 ¿Cuándo se homologa judicialmente un acuerdo, qué documento es título ejecutivo, la resolución judicial o el convenio presentado por las partes?

		2367 ¿Qué consecuencias procesales tiene un acuerdo transaccional no homologado judicialmente por falta de comparecencia de la actora para su ratificación?





		Artículo 416 Examen y resolución de cuestiones procesales, con exclusión de las relativas a jurisdicción y competencia		2368 ¿Qué se pretende conseguir a través de la función sanatoria de la audiencia previa?

		2369 ¿Es la enumeración de excepciones procesales del art. 416 LEC numerus clausus o numerus apertus?

		2370 ¿Es posible que se aprecien en la sentencia definitiva excepciones o cuestiones procesales, impeditivas de un pronunciamiento sobre el fondo?

		2371 ¿Puede ser objeto de examen en este trámite de la audiencia previa la falta de jurisdicción o de competencia del tribunal?

		2372 ¿En cualquier caso la falta de competencia del tribunal resulta apreciable de oficio o únicamente la competencia objetiva y la funcional?

		2373 ¿Tiene el tribunal facultad para apreciar de oficio la existencia de litispendencia en otro momento procesal posterior?

		2374 ¿La falta de legitimación activa «ad causam» debe entenderse incluida entre las cuestiones procesales que deben ser examinadas en la audiencia previa?

		2375 ¿La excepción de caducidad debe entenderse incluida entre las cuestiones procesales que deben ser examinadas en la audiencia previa?

		2376 ¿La enumeración de excepciones del art. 416 LEC constituye un numerus clausus?

		2377 ¿Puede el tribunal conocer y decidir sobre la excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario aun cuando no haya sido alegada en la contestación a la demanda y sí en el acto de la audiencia previa?

		2378 ¿Es necesario convocar de nuevo a las partes para continuar la audiencia previa cuando esta se suspende para resolver las excepciones procesales planteadas y son resueltas en sentido desestimatorio?

		2379 ¿Se puede plantear la excepción procesal de inadecuación de procedimiento, por primera vez, en el recurso de apelación?





		Artículo 417 Orden de examen de las cuestiones procesales y resolución sobre ellas		2380 ¿Cabe alterar el orden de tratamiento de las excepciones procesales contemplado en el art. 427.1 LEC?

		2381 ¿Cuál debe ser el orden de las cuestiones procesales análogas del art. 425 LEC?

		2382 ¿Cómo debe interpretarse correctamente el apartado 2º del art. 417 LEC, sobre el carácter oral o escrito de las resoluciones en torno a las excepciones procesales?

		2383 ¿Cabe que se resuelva oralmente la excepción en la audiencia previa y posteriormente se desarrolle más ampliamente en sentencia el rechazo de la excepción?

		2384 ¿Puede el tribunal resolver en sentencia las excepciones planteadas cuando, conforme al art. 429.8 LEC, quede el pleito concluso para sentencia tras la audiencia previa?

		2385 ¿Deben resolverse, de nuevo, en sentencia las excepciones procesales desestimadas en la audiencia previa?

		2386 ¿Tras la resolución oral de la excepción, debe el tribunal dictar un auto que la documente, resolviendo, incluso, en sentido distinto?

		2387 ¿El incumplimiento del plazo establecido para dictar el auto es causa de nulidad o motivo de apelación?

		2388 ¿En un incidente concursal puede el tribunal dejar para sentencia la resolución de las excepciones procesales planteadas?

		2389 ¿Se pone fin o se suspende la audiencia previa cuando el tribunal decide resolver la excepción procesal mediante auto ulterior?





		Artículo 418 Defectos de capacidad o representación. Efectos de su no subsanación o corrección. Declaración de rebeldía		2390 ¿Qué defectos se consideran insubsanables y cuáles son susceptibles de sanación?

		2391 ¿Son subsanables las deficiencias atinentes a la representación procesal?

		2392 ¿También debe encauzarse por esta vía procesal la denuncia de la falta de legitimación ad causam?

		2393 ¿Cabe recurso de apelación frente al auto poniendo fin al proceso?

		2394 ¿La excepción de falta de capacidad procesal y para ser parte es apreciable de oficio y cuáles son sus consecuencias?

		2395 ¿Es subsanable el defecto consistente en la falta de autorización para el ejercicio de acciones judiciales del deudor declarado en concurso?

		2396 ¿Cabe la subsanación respecto de actos omitidos o solo de los defectuosos?

		2397 ¿La legitimación extraordinaria puede ser objeto de examen como excepción procesal al amparo del art. 418 LEC?

		2398 ¿Se puede aplicar analógicamente el art. 418 LEC para subsanar la falta de comparecencia en plazo del recurrente en la segunda instancia?

		2399 ¿Es subsanable el defecto consistente en la falta de autorización del presidente de una comunidad de propietarios para el ejercicio de acciones judiciales?

		2400 ¿En los casos de pluralidad de demandados, la excepción insubsanable de falta de capacidad de uno de ellos se extiende al resto de demandados produciendo el archivo?

		2401 ¿Puede subsanarse alguna carencia en los integrantes de la parte actora amparándose en la reparabilidad de los defectos de capacidad o representación?

		2402 ¿Cabe denunciar la falta de apostilla de un documento extranjero que acredita la representación como una deficiencia de las de los arts. 416.1.1ª y 418 LEC?





		Artículo 419 Admisión de la acumulación de acciones		2403 ¿Cuál es el efecto propio de la estimación de la excepción de indebida acumulación de acciones?

		2404 ¿Es posible abordar la cuestión de la falta de legitimación pasiva en relación con las acciones ejercitadas acumuladamente?

		2405 ¿Qué recursos pueden interponerse frente a la resolución desestimatoria de la excepción?

		2406 ¿Cabe en este momento procesal la solución del 73.4 LEC que atribuye a la parte la posibilidad de elegir con qué acción continuar?

		2407 ¿Puede el tribunal resolver de oficio en la audiencia previa sobre la indebida acumulación de acciones cuando el demandado no hubiera opuesto la excepción procesal en la contestación a la demanda?

		2408 ¿Se puede apreciar en segunda instancia la excepción de indebida acumulación de acciones y cuál es el efecto de su estimación?

		2409 ¿Alegada por el demandado la indebida acumulación de acciones, puede el actor desistir en el acto de la audiencia previa de las que se afirman indebidamente acumuladas?

		2410 ¿Es aplicable el artículo 419 LEC al procedimiento de juicio verbal?

		2411 ¿Se puede solicitar en segunda instancia la nulidad de actuaciones cuando el tribunal de primera instancia hubiese omitido el tratamiento procesal y la resolución en la audiencia previa sobre la excepción de indebida acumulación de acciones planteada en la contestación a la demanda, aunque sí se hubiese resuelto al dictar sentencia?





		Artículo 420 Posible integración voluntaria de la litis. Resolución en casos controvertidos de litisconsorcio necesario		2412 ¿En caso de que se alegue la falta del debido litisconsorcio activo necesario, se podrá tramitar, analógicamente, como si de un litisconsorcio pasivo se tratase?

		2413 ¿Puede apreciarse de oficio esta excepción?

		2414 ¿Es posible un allanamiento del actor a la falta del debido litisconsorcio pasivo necesario esgrimido por el demandado en su contestación?

		2415 ¿La estimación de la excepción de falta del debido litisconsorcio obliga al actor a dirigir la demanda necesariamente frente a los litisconsortes preteridos?

		2416 Cuando es impelida la actora a constituir el litisconsorcio por la estimación de la excepción de litisconsorcio pasivo necesario y se declara, posteriormente, en la sentencia que la presencia de los litisconsortes es innecesaria, ¿rige en materia de imposición de costas la regla del vencimiento objetivo?

		2417 ¿Cómo debe el demandante constituir el litisconsorcio necesario?

		2418 ¿Qué recurso procede contra la resolución dictada en la audiencia previa desestimando la excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario?

		2419 ¿Está legitimado el demandante para plantear la excepción de la falta de litisconsorcio pasivo necesario?

		2420 ¿Ante la oposición del demandante a la excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario debe el tribunal dictar un auto o basta una resolución oral?

		2421 ¿Cuándo la falta de litisconsorcio pasivo necesario es apreciada al resolver el recurso de casación, qué efecto debe tener?

		2422 ¿Cuándo la falta de litisconsorcio pasivo necesario es apreciada al resolver el recurso de apelación, qué efecto debe tener?

		2423 ¿Cuál es el fundamento procesal del litisconsorcio pasivo necesario?

		2424 ¿Apreciada la excepción de falta del debido litisconsorcio en sede de recursos, cabe acordar la nulidad de actuaciones y su retroacción?

		2425 ¿En caso de anularse parcialmente las actuaciones y mandar retrotraerlas al momento oportuno, cabe conservar lo actuado válidamente con posterioridad a ese momento?





		Artículo 421 Resolución en casos de litispendencia o cosa juzgada		2426 ¿Qué tratamiento se le dispensa a la excepción de litispendencia?

		2427 ¿Qué tratamiento se le dispensa a la excepción de cosa juzgada?

		2428 ¿En caso de estimación de dichas excepciones y de sobreseimiento del segundo proceso, cabe imponer costas a la actora?

		2429 ¿Es posible recurrir la decisión judicial respecto de estas dos excepciones?

		2430 ¿Cabe recurso de apelación frente al auto que resuelva la excepción de litispendencia o cosa juzgada?

		2431 ¿Tienen encaje en el precepto los supuestos de prejudicialidad civil?

		2432 ¿Es apreciable de oficio y en sentencia la excepción de cosa juzgada?

		2433 ¿Puede el tribunal apreciar la excepción procesal de cosa juzgada en la sentencia cuando en la audiencia previa desestimó la excepción por medio de auto que confirmó tras el planteamiento del recurso de reposición frente a este?

		2434 ¿Para apreciar la excepción de litispendencia debe tenerse en cuenta la situación existente en el acto de la audiencia previa del segundo proceso en el que ha de resolverse sobre la misma o en el momento de iniciarse este segundo proceso?

		2435 ¿Cuando la norma se refiere a la cosa juzagada, se refiere a la material negativa y también a la positiva?

		2436 ¿Qué forma y contenido debe tener la resolución judicial que estima la excepción de cosa juzgada?

		2437 ¿Debe ser la excepción de cosa juzgada de interpretación restringida en orden a acordar el sobreseimiento?

		2438 ¿Se puede apreciar de oficio la litispendencia impropia o prejudicialidad civil?

		2439 ¿Se puede apreciar la litispendencia en un proceso declarativo por la pendencia de un proceso de ejecución?

		2440 ¿Se puede apreciar la litispendencia o la cosa juzgada material en un proceso monitorio respecto del auto de inadmisión y archivo de un monitorio precedente?

		2441 ¿Qué tratamiento procesal tiene la excepción de litispendencia en el juicio verbal?

		2442 ¿Es contrario al principio de efectividad del derecho de la UE apreciar la excepción de cosa juzgada material en un proceso con consumidores sobre abusividad de las cláusulas de los contratos?





		Artículo 422 Resolución en casos de inadecuación de procedimiento por razón de la cuantía		2443 ¿Cuál es el objeto de esta excepción?

		2444 ¿Cómo debe ventilarse la tramitación de esta excepción?

		2445 ¿Sobre qué elementos objetivos debe tomar su decisión el juzgador?

		2446 ¿Qué consecuencias comporta la estimación de la excepción?

		2447 ¿Cómo debe encauzarse la disconformidad del demandado con la cuantía del pleito sin que ello tenga consecuencias en relación con el cauce procedimental a seguir (por ejemplo, por el alcance que pueda revestir en un futuro a efectos de costas)?

		2448 ¿Una vez fijada la cuantía del procedimiento en la audiencia previa, se puede modificar?

		2449 ¿Puede el tribunal sobreseer el proceso cuando en la audiencia previa considere que es inadecuado el cauce del juicio ordinario por razón de la cuantía?

		2450 ¿Puede discutirse la cuantía del procedimiento ordinario fuera del cauce del art. 422 LEC?

		2451 ¿Es el art. 422 LEC el cauce adecuado para discutir la cuantía en los procedimientos ordinarios por razón de la materia?

		2452 ¿Puede aplicarse la solución de transformación del procedimiento del art. 422.2 LEC en los procedimientos de juicio verbal cuando se suscite la inadecuación de procedimiento por razón de la cuantía por ser procedente el procedimiento ordinario?

		2453 ¿Se puede apreciar en segunda instancia la excepción de inadecuación de procedimiento que no fue alegada en la primera instancia?

		2454 ¿Cuál es la consecuencia de que no se examine la excepción de inadecuación del procedimiento que se formuló en la contestación a la demanda?





		Artículo 423 Resolución en casos de inadecuación de procedimiento por razón de la materia		2455 ¿Cuál es el objeto de esta excepción?

		2456 ¿Cómo debe sustanciarse esta excepción?

		2457 ¿Qué consecuencias procesales trae consigo la estimación de la excepción?

		2458 ¿Qué momento procesal es el adecuado para alegar la inadecuación del procedimiento por razón de la materia?

		2459 ¿Debe comportar la nulidad de actuaciones la falta de resolución de la excepción procesal de inadecuación del procedimiento por razón de la materia con carácter previo al dictado de sentencia?

		2460 ¿Qué criterio debe seguirse para valorar la posible estimación de la excepción de inadecuación del procedimiento?

		2461 ¿Cuáles son las consecuencias de la estimación de la excepción procesal de inadecuación del procedimiento?

		2462 ¿La estimación de la excepción procesal de inadecuación del procedimiento por razón de la materia en la segunda instancia debe comportar necesariamente la nulidad de todo lo actuado?

		2463 ¿Qué significa que una vez adecuado el procedimiento al propio del juicio verbal, el juez podrá apreciar de oficio, ab initio, la caducidad de la acción?





		Artículo 424 Actividad y resolución en caso de demanda defectuosa		2464 ¿A qué defectos concretos se refiere la excepción procesal de demanda defectuosa?

		2465 ¿Se puede reputar defectuosa una demanda porque en el suplico no se haya establecido adecuadamente el monto de lo que se reclame?

		2466 ¿Cómo se trata procesalmente esta excepción?

		2467 ¿Cabe efectuar una ampliación del suplico de la demanda, respecto de cuestiones consignadas en los fundamentos de derecho de la demanda pero no reflejadas en el petitum, con fundamento en el trámite previsto en el art. 424 de la Ley de enjuiciamiento civil?

		2468 ¿Qué criterio debe seguirse en la interpretación de la excepción prevista en el art. 424 de la Ley de enjuiciamiento civil?

		2469 ¿Es procedente la imposición de las costas procesales a la parte demandante en caso de estimación de la excepción procesal de demanda defectuosa?

		2470 ¿Hay falta de determinación de la parte demandada cuando la demanda se dirige contra personas de identidad ignorada?

		2471 ¿Cabe acudir a lo preceptuado en el art. 424 LEC cuando una demanda pretende exclusivamente la condena al pago de una cantidad de dinero, si ésta es exclusivamente la pretensión planteada, y deja para un pleito posterior los problemas de liquidación concreta de las cantidades?

		2472 ¿Cabe, en base al art. 424 LEC, incluir una nueva pretensión en la demanda o en la contestación?





		Artículo 425 Decisión judicial en casos de circunstancias procesales análogas a las expresamente previstas		2473 ¿Qué se recoge en este precepto?

		2474 ¿Cabe incardinar en este precepto las excepciones de prescripción y caducidad?

		2475 ¿Puede pretenderse la resolución en la audiencia previa de la excepción de caducidad como circunstancia análoga de las contenidas en el art. 425 de la LEC?

		2476 ¿Puede pretenderse la resolución en la audiencia previa de la excepción de prescripción como circunstancia análoga de las contenidas en el art. 425 de la LEC?

		2477 ¿Es admisible el planteamiento por el Juez de oficio de la falta de litisconsorcio pasivo necesario con base en el art. 425 de la LEC?

		2478 ¿Es admisible la alegación de la sumisión de la cuestión litigiosa a arbitraje en el marco del art. 425 de la LEC?

		2479 ¿Debe darse el mismo tratamiento a la caducidad de la acción que a la caducidad de la instancia en cuanto a su alegación con amparo en el art. 425 de la LEC?





		Artículo 426 Alegaciones complementarias y aclaratorias. Pretensiones complementarias. Hechos acaecidos o conocidos con posterioridad a la demanda y la contestación. Presentación de documentos sobre dichos extremos		2480 ¿Quién y qué se puede alegar por vía de alegaciones complementarias, ex art. 426.1 LEC?

		2481 ¿Qué se puede considerar «aclaración» admisible, según lo dispuesto en el art. 426.2 LEC?

		2482 ¿Qué se puede considerar «rectificación» admisible según lo dispuesto en el art. 426.2 LEC?

		2483 ¿En qué consisten las pretensiones complementarias y accesorias?

		2484 ¿En qué consisten los hechos nuevos o de nueva noticia, a los que alude el apartado 4º del art. 426 LEC?

		2485 ¿Cuál es el exacto alcance de la aportación documental que permite el art. 426.5 LEC?

		2486 ¿Qué debe considerarse alteración sustancial de los fundamentos jurídicos de las pretensiones de las partes a los efectos de la admisión de las alegaciones complementarias?

		2487 ¿Cuál es el ámbito comprendido en el art. 426.2?

		2488 ¿Qué criterios deben seguirse para la admisión de una petición accesoria?

		2489 ¿Qué hechos nuevos cabe incorporar al proceso en el trámite del art. 426.4 de la LEC?

		2490 Con base en el art. 426 de la LEC, ¿cabe aportar en la audiencia previa documentos cuando se han inadmitido las pretensiones subsidiarias o no se ha formulado reconvención?

		2491 ¿En el acto de la audiencia previa, puede la parte demandada declarada inicialmente en rebeldía, que no ha contestado la demanda pero que después se ha personado en autos, formular alegaciones complementarias en relación con lo expuesto de contrario?





		Artículo 427 Posición de las partes ante los documentos y dictámenes presentados		2492 ¿En qué consiste exactamente el posicionamiento de las partes sobre los documentos aportados de adverso, que se contiene en el art. 427.1 LEC?

		2493 ¿Qué posibilidades ofrece el apartado 2º del art. 427 LEC en relación con el posicionamiento sobre los dictámenes presentados de adverso?

		2494 ¿Qué naturaleza tiene el pronunciamiento sobre los documentos aportados de contrario y qué consecuencias tiene a los efectos de su validez?

		2495 ¿Qué efectos debe tener la impugnación de un dictamen pericial en la contestación a la demanda pero no en el acto de la audiencia previa?

		2496 ¿En qué supuestos cabe aportar nuevo dictamen pericial al amparo del art. 427.3 de la LEC?

		2497 ¿Qué valor probatorio de su contenido tiene el informe pericial elaborado por perito de designación judicial previsto en el art. 427.4 de la LEC?





		Artículo 428 Fijación de los hechos controvertidos, y posible sentencia inmediata		2498 ¿Se trata únicamente de reseñar los hechos controvertidos o también deben consignarse los hechos pacíficos?

		2499 ¿Se puede aprovechar este trámite para depurar la litis de hechos que no resultan útiles ni relevantes para la decisión de la controversia?

		2500 ¿Cabe servirse de este trámite para decidir el carácter notorio de un hecho?

		2501 ¿Qué queda fuera del ámbito objetivo del art. 428 LEC?

		2502 ¿Quién fija los hechos pacíficos y controvertidos?

		2503 ¿Cómo debe resolver el juez la posible discrepancia de las partes en torno al carácter pacífico o controvertido de un hecho?

		2504 ¿A quién corresponde la fijación de los hechos controvertidos?

		2505 ¿Qué intervención tiene en la fijación de hechos controvertidos el demandado que no contesta a la demanda y comparece al acto de la audiencia previa?

		2506 ¿Qué consecuencias tiene la celebración de audiencia previa en la que, por claridad de las alegaciones y pretensiones deducidas no se procede a la fijación de hechos controvertidos?

		2507 ¿Cuáles son los límites de la facultad de exhortar reconocida al Juez en el art. 428.2 de la LEC?

		2508 ¿Qué utilidad práctica tiene la fijación de hechos prevista en el art. 428 de la LEC?

		2509 ¿Qué consecuencias tiene la apreciación en sede de recursos de un error iuris consistente en una fijación defectuosa de la controversia?

		2510 ¿Cabe revisar en sede de apelación un posible error en la resolución oral de ausencia de controversia fáctica, con la subsiguiente aplicación del apartado 3º del art. 428 LEC, y qué efectos acarrea?





		Artículo 429 Proposición y admisión de la prueba. Señalamiento del juicio		2511 ¿Cómo debe solicitarse la prueba y que trascendencia revista la minuta, o solicitud escrita?

		2512 ¿En qué consiste la indicación judicial de insuficiencia probatoria del art. 429.1.II LEC?

		2513 ¿La indicación judicial de insuficiencia probatoria del art. 429.1.II LEC es una facultad o un deber?

		2514 ¿Cuáles son los requisitos que deben concurrir para que quepa dicha indicación judicial?

		2515 ¿Cómo casa esta facultad indicadora y la preclusión probatoria?

		2516 ¿Cuándo se interese el interrogatorio de parte domiciliario (art. 311 LEC), a través de auxilio judicial (art. 313 LEC), o de entidades públicas (art. 315 LEC), en qué momento deben presentarse las preguntas?

		2517 ¿Una vez propuestas las pruebas de las que quieran valerse las partes y antes de pronunciarse al respecto, cabe otorgar un turno de palabra a las partes para que manifiesten lo que a su derecho convenga sobre lo interesado de adverso?

		2518 ¿Cómo debe ser el juicio de admisión de prueba?

		2519 ¿Cabe limitar por sistema el número de testigos a solo tres?

		2520 ¿Por qué razones cabe impugnar la admisión de prueba documental de la parte contraria?

		2521 ¿Cómo debe encauzarse, correctamente, la discrepancia con el juicio de (in)admisión realizado por el juzgador?

		2522 ¿Cuándo por ser toda la prueba admitida de carácter documental y quedar el asunto visto para sentencia, cabe efectuar conclusiones y de qué modo y en qué momento?

		2523 ¿Cómo encaja la facultad prevista en el art. 429.1 de la LEC con el principio dispositivo, informador del Derecho procesal español?

		2524 ¿Qué sucede en el caso de que una prueba haya sido propuesta por la parte tras poner de manifiesto su necesidad el Juez, la parte renunciara posteriormente a dicha prueba y, pese a ello, se practicara?

		2525 ¿Pueden las partes formular conclusiones en el supuesto del art. 429.8 de la LEC?

		2526 ¿Cuáles son los efectos del incumplimiento de la previsión del art. 429.4 de la LEC?

		2527 ¿Cómo se conjuga la previsión del art. 429.6 de la LEC con la posibilidad de la apreciación de la ficta confessio?





		Artículo 430 Solicitud de nuevo señalamiento del juicio		2528 ¿Se trata de una mera reiteración del art. 183 LEC o contiene alguna aportación inédita con respecto al anterior?

		2529 ¿El nuevo señalamiento se fija de forma automática, con tan solo manifestar un impedimento e interesar el cambio de fecha?

		2530 ¿Se puede considerar que exista algún límite temporal para la solicitud del nuevo señalamiento?

		2531 ¿Produce indefensión a la parte contraria la renuncia por la parte que la había propuesto de una prueba que no se podrá practicar el día de señalamiento de la vista por concurrir lo previsto en el art. 430 de la LEC?









		Capítulo III Del juicio		Artículo 431 Finalidad del juicio		2532 ¿Cabe hablar de otras finalidades del juicio además de las propias del art. 431 LEC?

		2533 ¿La omisión absoluta de la fase de conclusiones en el ámbito del juicio ordinario es una irregularidad procesal que puede conllevar la nulidad de actuaciones?

		2534 ¿Pueden formularse conclusiones sobre las pruebas fuera del acto del juicio o concentradas con el escrito de resumen o valoración de las diligencias finales?

		2535 ¿Es posible la práctica de todas las pruebas en el acto del juicio?

		2536 ¿Infringe el art. 431 LEC la declaración de los autos conclusos para sentencia en la audiencia previa sin celebración de juicio ni realización de conclusiones, cuando la única prueba admitida es la de documentos y éstos ya se han aportado al proceso sin impugnación?





		Artículo 432 Comparecencia e incomparecencia de las partes		2537 ¿La incomparecencia injustificada del Procurador al acto de la vista del juicio ordinario conlleva tener por no comparecida a la parte actora de forma automática?

		2538 ¿La incomparecencia de la parte demandante al juicio ordinario puede interpretarse como desistimiento tácito?

		2539 ¿La incomparecencia de una de las partes en el juicio ordinario determina la aplicación del art. 304 LEC?

		2540 ¿Es necesaria la presencia personal de la parte en el juicio para considerar comparecida a la misma?

		2541 ¿El escrito de parte solicitando la suspensión del juicio por causa de enfermedad o renuncia del Abogado exime de comparecer en legal forma en la fecha señalada?





		Artículo 433 Desarrollo del acto del juicio		2542 ¿Puede conducir a una nulidad procesal la limitación en el tiempo para que las partes formulen sus conclusiones?

		2543 ¿Puede plantearse la vulneración de derechos fundamentales en la obtención u origen de alguna prueba en el juicio si pudo ser denunciada en la audiencia previa?

		2544 ¿Vulnera el derecho a la igualdad de armas procesales y el derecho a la tutela judicial efectiva la no concesión a ambas partes del mismo tiempo para formular conclusiones?

		2545 ¿La alegación de hechos nuevos o de nueva noticia en el juicio ordinario permite modificar las pretensiones deducidas en la fase de alegaciones?

		2546 ¿Pueden las partes alterar sus pretensiones en el momento de formular las conclusiones?









		Capítulo IV De la sentencia		Artículo 434 Sentencia		2547 ¿La sentencia dictada fuera de plazo es una irregularidad procesal que determina automáticamente la nulidad?

		2548 ¿Puede dictarse la sentencia el mismo día del juicio?

		2549 ¿Es correcto acordar la suspensión del juicio para la práctica de diligencias finales?

		2550 Qué consecuencias acarrea el dictado de la sentencia fuera de plazo?

		2551 ¿En qué momento debe acordarse la suspensión del procedimiento prevista en el art. 434.3 LEC en procedimientos sobre la aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o de los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia?





		Artículo 435 Diligencias finales. Procedencia		2552 ¿La denegación de la práctica de diligencias finales requiere del dictado de una resolución en forma de auto?

		2553 ¿Puede acordarse la práctica de diligencias finales de oficio?

		2554 ¿Puede acordarse como diligencia final la incorporación a autos de la prueba documental propuesta y admitida en el trámite de la audiencia previa que no pudo practicarse en el momento procesal previsto?

		2555 ¿La denegación de la práctica de diligencias finales produce una vulneración del art. 24.2 CE?

		2556 ¿Pueden suplir las diligencias finales la actividad de las partes?





		Artículo 436 Plazo para la práctica de las diligencias finales. Sentencia posterior		2557 ¿El incumplimiento del trámite para resumen y valoración de prueba tras la práctica de las diligencias finales conlleva la nulidad de actuaciones?

		2558 ¿En qué plazo debe admitirse o denegarse la diligencia final solicitada?

		2559 ¿Cuál es el inicio del cómputo del plazo para dictar sentencia tras la práctica de diligencias finales?

		2560 ¿Pueden acordarse diligencias finales en el juicio verbal?

		2561 ¿Pueden practicarse diligencias finales en segunda instancia?













		Título III Del juicio verbal		Artículo 437 Forma de la demanda. Acumulación objetiva y subjetiva de acciones		2562 ¿Actualmente es exigible que la demanda del juicio verbal sea redactada formalmente conforme a las exigencias del juicio ordinario?

		2563 ¿En la demanda, es necesario identificar al demandado con nombre, apellidos y DNI?

		2564 ¿Puede provocar indefensión a la parte demandada la falta de claridad en la demanda?

		2565 ¿Cumple con las exigencias formales del art. 437.1 LEC la demanda que se dirige contra los «ignorados ocupantes»?

		2566 ¿Además de los juicios verbales por razón de la cuantía —inferior a 2.000 €— caben otros supuestos de exclusión de la obligación de comparecer con procurador y abogado en el juicio verbal?

		2567 ¿Puede el demandante ampliar sus alegaciones en el acto de juicio?

		2568 Si inicialmente se admitió la acumulación a la acción de desahucio por falta de pago la acción de reclamación de rentas, pero en sentencia se determina que la acción de desahucio no era procedente, ¿ello comportaría que la acumulación de las acciones o la tramitación por las reglas del juicio verbal tampoco sería válida?

		2569 ¿Para que opere el compromiso de la condonación de deuda, puede ser el importe inferior a la cantidad efectivamente adeudada?

		2570 ¿Es posible acordar la condonación de deuda aun cuando expresamente no se indicara en demanda?

		2571 ¿Si el demandante no hace expresa mención a la posibilidad de condonar deuda, debe el Tribunal requerirle para que manifieste si asume el compromiso de condonación?

		2572 Cuando en el desahucio se acumula la reclamación de rentas, y el importe superara los 6.000 €, ¿debe tramitarse el juicio por los trámites del juicio ordinario?

		2573 ¿Es posible acumular a la acción de desahucio por precario la acción de reclamación de indemnización por daños y perjuicios?

		2574 ¿En el juicio de desahucio, es posible reclamar los daños provocados en la vivienda si se entrega la posesión al actor antes de la celebración de la vista o de finalizar el plazo de requerimiento?

		2575 ¿Es posible acumular acciones resarcitorias a los juicios verbales que tienen por objeto la tutela sumaria de la posesión?

		2576 ¿Es posible la acumulación de acciones en los juicios verbales especiales de extinción de pareja de hecho?

		2577 ¿En el juicio de desahucio, puede el arrendador acumular la reclamación de cantidades debidas por el arrendatario por cualquier concepto?

		2578 ¿Puede exigirse al demandante que acredite haber intentado averiguar la identidad del ocupante u ocupantes de la vivienda?

		2579 ¿Puede notificarse la demanda por edictos?

		2580 ¿Debe identificarse correctamente la vivienda ocupada, especialmente cuando la demanda se dirige contra desconocidos ocupantes?

		2581 ¿Debe acompañarse a la demanda el título en que el actor funde su derecho a poseer?





		Artículo 438 Admisión de la demanda y contestación. Reconvención		2582 ¿Cabe reconvención implícita en el juicio verbal?

		2583 ¿La cuantía de la demanda reconvencional puede ser superior a la de la demanda principal?

		2584 ¿Si no se admite la reconvención, podrá el Juez tener en cuenta las alegaciones contenidas en esta?

		2585 ¿Puede ejercitarse vía reconvencional una acción que deba ejercitarse a través de un proceso sumario?

		2586 ¿Si no se plantea expresamente la existencia de crédito compensable en la contestación de la demanda, puede traerse dicha cuestión a debate?

		2587 Cuando se reclama sobre la base de un contrato y la parte demandada interesa la anulabilidad de dicho contrato por vicio del consentimiento, ¿debe hacerse esta petición a través de reconvención?

		2588 ¿Es suficiente con alegar de forma expresa la compensación en la contestación para que esta sea apreciada por el Tribunal?

		2589 ¿Puede el demandado reclamar el importe de la fianza en el juicio de desahucio?

		2590 Si en la contestación a la demanda no se alegó la existencia de un crédito compensable, ¿puede efectuarse dicha alegación vía recurso frente a la resolución que pone fin al proceso?

		2591 En el supuesto de acumulación de rentas al juicio de desahucio, donde una reclamación superior a los 6.000 € no impide la sustanciación del proceso por los trámites del verbal, ¿es posible también alegar una compensación de créditos por importe superior a los 6.000 €?

		2592 ¿Si las partes piden vista pero el Juez no la acuerda y procede al dictado de sentencia, puede solicitarse la nulidad de las actuaciones?

		2593 ¿Se produce indefensión cuando las partes omiten referencia a la celebración de vista y el Tribunal decide no celebrarla?

		2594 ¿Qué consecuencias conlleva la no celebración de vista pese a la existencia de solicitud de parte?

		2595 Cuando el demandado comparece una vez precluido el trámite para contestar demanda, ¿puede este solicitar la celebración de vista?

		2596 ¿Es nulo el juicio verbal en el que no se dio traslado a la demandada para contestar y se señaló directamente vista?





		Artículo 439 Inadmisión de la demanda en casos especiales		2597 ¿Si el Tribunal no aprecia de oficio la existencia de motivo de inadmisión de la demanda, puede el demandado denunciar la existencia de dicho motivo?

		2598 ¿Qué efectos tiene la admisión y sustanciación de una demanda que no tendría que haberse admitido?

		2599 ¿Si la demanda de retener o recobrar la posesión se admite pese a haber transcurrido más de un año desde el acto de despojo o perturbación, puede el Tribunal apreciar en sentencia la no concurrencia del requisito de procedibilidad?

		2600 ¿El plazo de un año del 439.1 LEC es de prescripción o caducidad?

		2601 ¿Es posible la interrupción del plazo anual del art. 439.1 LEC?

		2602 ¿Es aplicable la regla del art. 439.1 LEC a las acciones que tienen por objeto la efectividad de los derechos reales inscritos ex art. 41 LH?

		2603 ¿Está exento de prestar caución el demandado que tiene reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita?

		2604 ¿Qué finalidad tiene indicar en la demanda del juicio de desahucio que cabe o no enervación?

		2605 ¿La exigencia contenida en el art. 439.2.3º LEC puede darse por cumplida con una nota simple informativa?

		2606 ¿Cabe nuevamente enervación en aquellos casos en los que se ha enervado en otro proceso anterior pero este no ha ganado firmeza?

		2607 Conforme al art. 439.5 LEC, ¿en la reclamación de alimentos ex 266.2 LEC es un requisito de admisibilidad acompañar los documentos que justifican el ejercicio de la acción?





		Artículo 440 Citación para la vista		2608 ¿Puede reducirse el plazo mínimo de señalamiento de juicio previsto en el art. 440.1 LEC?

		2609 ¿Es preceptiva la celebración de la mediación previa prevista en el art. 440.1 LEC?

		2610 ¿Si la parte no asiste a la vista y se solicita su interrogatorio, se aplican los efectos de la ficta confessio?

		2611 ¿Puede el Tribunal rechazar la práctica del interrogatorio de parte si no se solicitó de forma expresa su asistencia dentro de los cinco días siguientes la citación a vista?

		2612 ¿Si no se solicita de forma expresa el interrogatorio de parte, tiene esta la obligación de acudir al acto de vista?

		2613 ¿La citación de los testigos para el acto de vista implica la admisión de la prueba testifical?

		2614 ¿Puede el Tribunal moderar los efectos de la no prestación de caución cuando esta es preceptiva?

		2615 ¿Puede el Tribunal fijar la caución sin tener en cuenta la proposición del demandante y sin oír al demandado?

		2616 ¿Si el demandado no presta caución, puede igualmente el Tribunal entrar en el fondo del asunto?

		2617 ¿Se aplican los efectos del art. 440.3 LEC cuando en el juicio de desahucio el demandado acude personalmente pero sin postulación procesal?

		2618 ¿Tiene efectos suspensivos la petición de beneficio de justicia gratuita en el juicio de desahucio por falta de pago?

		2619 ¿La oposición del demandado al juicio verbal de desahucio por falta de pago debe instrumentalizarse como contestación a la demanda?

		2620 ¿Cuál es el plazo máximo hasta el cual puede hacer el demandado el pago enervador para que este sea eficaz?

		2621 ¿Se provoca indefensión al demandado si en el requerimiento ex art. 440.3 LEC no se consigna de forma expresa la necesidad de comparecer con abogado y procurador?

		2622 ¿Constituye pago enervador la resolución de una Administración exponiendo la concesión de ayuda al demandado para el pago de rentas?

		2623 ¿Debe pagarse también el importe relativo a los intereses devengados por las rentas impagadas para que exista enervación?

		2624 ¿Son aplicables las previsiones del art. 440.4 LEC al desahucio por precario?





		Artículo 441 Casos especiales en la tramitación inicial del juicio verbal		2625 ¿Opera de forma automática la suspensión de una obra nueva?

		2626 ¿Pese a la suspensión de la obra nueva, puede el demandado adoptar medidas de conservación sin necesidad de prestar caución?

		2627 ¿Qué elementos debe comprobar previamente el Tribunal para poder dirigir orden de suspensión de la obra?

		2628 ¿Para que opere la previsión del art. 441.2 LEC, basta con que se trate de una obra nueva —de reciente construcción— o la misma debe estar todavía en curso?

		2629 ¿Puede usarse la caución ofrecida para continuar la obra nueva para indemnizar por daños y perjuicios al demandante?

		2630 ¿Distingue el art. 441.1 LEC dos momentos o dos fases procesales distintas de la tutela solicitada a su amparo?

		2631 ¿Para qué se acuerde la suspensión de la obra debe estar la misma produciendo daños?

		2632 ¿Cabe acordar la suspensión de una obra que todavía no ha sido iniciada?

		2633 ¿Cuál es la novedad de este procedimiento interdictal?

		2634 ¿Exige el trámite incidental acreditar el periculum in mora y prestar caución?

		2635 ¿Requiere postulación procesal la comparecencia de la medida cautelarísima?

		2636 Al notificar la demanda, ¿debe intentarse averiguar la identidad del ocupante u ocupantes desconocidos de la vivienda?

		2637 ¿Qué prueba puede proponer el demandado?

		2638 ¿Es necesaria la celebración de vista en el trámite de requerimiento de la documentación?

		2639 ¿Las meras manifestaciones vertidas por el ocupante constituyen título que legitimen la posesión de la vivienda?

		2640 ¿Si el Tribunal dicta Auto ordenando la inmediata entrega de la vivienda debe instarse una demanda ejecutiva?





		Artículo 442 Inasistencia de las partes a la vista		2641 ¿Si comparece la parte, pero no su Procurador, se aplican igualmente las previsiones del art. 442.1 LEC?

		2642 ¿La inasistencia del procurador al acto del juicio, cuando le consta el señalamiento y no alega causa justificada de su ausencia, puede comportar la declaración de rebeldía del demandado aunque comparezca el abogado?

		2643 ¿Si el demandante no comparece y el demandado pide la continuación del juicio, se impondrán siempre las costas al demandante?

		2644 ¿Si solamente comparece el procurador de la demandante, se le tiene a este último por desistido?

		2645 ¿Si el demandante comparece a través de procurador, pero no personalmente, se le tiene por desistido?

		2646 Cuando no asiste el demandante y el demandado solicita continuar la vista, ¿ello implica alguna alteración en relación con la carga probatoria, ocurriendo una suerte de aquietamiento a la postura del demandado?

		2647 ¿Si asiste quien dice ser el demandante, pero no acredita su identidad o representación, se aplican las previsiones del art. 442.1 LEC?

		2648 ¿Si comparece el demandado a la vista, pero dicha comparecencia la realiza sin abogado y procurador cuando su intervención es preceptiva, se le declara igualmente en rebeldía procesal?

		2649 ¿Si el demandado no es hallado o citado, se le puede declarar en rebeldía procesal?

		2650 ¿Se aplican las previsiones del art. 442 LEC en los procesos de familia?





		Artículo 443 Desarrollo de la vista		2651 ¿Tiene alguna repercusión procesal el hecho de que el Tribunal invite a las partes a someter la cuestión a mediación y estas rechacen dicha posibilidad?

		2652 ¿Cabe plantear la excepción de inadecuación de procedimiento al inicio de la vista de juicio aun cuando no se hubiera planteado en la contestación?

		2653 ¿Si se plantean excepciones procesales, debe resolverlas el Tribunal en el mismo acto de vista?

		2654 ¿Puede el Tribunal plantear de oficio cuestiones procesales en el acto de vista?

		2655 ¿Si en el acto de vista comparece la parte personalmente, pero sin postulación procesal, podrá efectuar alegaciones o proponer prueba?

		2656 ¿Puede el demandado plantear nuevas excepciones procesales que no alegó en su escrito de contestación?

		2657 ¿Pueden las partes aprovechar el trámite del art. 443.3 LEC para efectuar nuevas alegaciones?

		2658 ¿Pueden impugnarse las pruebas de contrario en el acto de vista?

		2659 ¿Puede el Tribunal en el acto de vista del juicio verbal advertir a las partes la insuficiencia de prueba?

		2660 ¿Puede plantearse una cuestión prejudicial en el acto de vista?





		Artículo 444 Reglas especiales sobre contenido de la vista		2661 ¿Si en el juicio de desahucio se reclaman otras cantidades además de la renta impagada, se aplica también la limitación de alegaciones del art. 444.1 LEC en relación a esas cantidades?

		2662 ¿Puede el demandado alegar en el desahucio la petición de un alquiler social como causa de oposición?

		2663 ¿Es causa de oposición en el desahucio por falta de pago que el demandado está pendiente de la obtención de una ayuda social por parte de una Administración pública?

		2664 ¿La limitación de alegaciones del art. 444.1 LEC implica también una limitación en materia probatoria?

		2665 ¿Cabe la alegación de «cuestiones complejas» en la contestación al juicio de desahucio?

		2666 ¿Si se alega pago de la renta, quién tiene la obligación de acreditar la existencia de la deuda y su pago?

		2667 ¿Cabe enervación «ad cautelam» para después efectuar alegaciones en relación con la procedencia o no de la enervación o a su cuantificación?

		2668 ¿Tiene encaje en las causas de oposición del art. 444.2 LEC la situación personal y/o económica del demandado?

		2669 ¿El art. 444.2 LEC impide alegar excepciones o defectos procesales?

		2670 ¿Aunque el demandado alegue las causas del art. 444.2 LEC, puede entrar el Juez a valorarlas si no ha prestado caución?

		2671 ¿Puede invocarse la normativa tuitiva del derecho a la vivienda como causa de oposición del art. 444.2 LEC?

		2672 ¿Basta la mera alegación de la existencia de un título de ocupación para dar cumplimiento a lo previsto en el art. 444.2 LEC?

		2673 ¿Si el demandado no alega ninguno de los motivos del art. 444.2 LEC puede el Tribunal inadmitir a trámite la contestación?

		2674 ¿Si el demandado no presta caución y, por consiguiente, se estima la demanda, puede luego apelar dicha decisión aun cuando no hubiera prestado caución con posterioridad?

		2675 ¿Puede la novación contractual tener cabida entre los motivos previstos en el art. 444.3 LEC?

		2676 ¿Cuál es el objeto del proceso?

		2677 ¿Es común el plazo de cinco días para justificar la situación posesoria y el de diez días para oponerse a la demanda?

		2678 ¿Son tasadas las causas de oposición en el juicio verbal regulado en el art. 444.1 bis de la LEC?





		Artículo 446 Resoluciones sobre la prueba y recursos		2679 ¿Puede formularse directamente protesta sin necesidad de recurrir de forma previa en reposición?

		2680 ¿Es apelable la decisión del Tribunal con respecto al recurso de reposición interpuesto frente a la admisión o inadmisión de prueba?

		2681 ¿Es posible usar los mecanismos del art. 446 LEC para denunciar la existencia de pruebas obtenidas de forma ilícita?

		2682 ¿Puede en segunda instancia ser valorada la prueba inadmitida frente a la que se recurrió en reposición y posteriormente no se formuló protesta?

		2683 ¿Es necesario alegar o motivar la protesta?

		2684 ¿Cabe derivar la impugnación de una prueba o la protesta a la fase de conclusiones?

		2685 ¿Además de recurrir en reposición y formular protesta, debe la parte proponer en segunda instancia la práctica de la prueba inadmitida?





		Artículo 447 Sentencia. Ausencia de cosa juzgada en casos especiales		2686 ¿Puede la parte solicitar la práctica de diligencias finales en el trámite de conclusiones?

		2687 ¿La sumariedad implica preferencia o celeridad en el desarrollo del proceso?

		2688 ¿El desahucio por precario es plenario o sumario?

		2689 ¿Carece de efecto de cosa juzgada la sentencia dictada en juicio de desahucio por precario?

		2690 ¿A la vista del contenido del art. 447.2 LEC pueden volver a plantearse cuestiones relacionadas con la posesión y la propiedad en un plenario?

		2691 ¿Se refiere el precepto a los efectos de la cosa juzgada formal o la cosa juzgada material?

		2692 ¿Produce algún efecto de cosa juzgada este tipo de procesos en relación con lo que ha sido objeto de cognición?

		2693 ¿Se extiende la limitación del efecto de cosa juzgada del juicio de desahucio a la acción acumulada de reclamación de rentas?

		2694 ¿Tiene alguna consecuencia la ausencia de cosa juzgada en otros aspectos del proceso además de los efectos de la sentencia?

		2695 En relación con el 447.4 LEC, ¿sería un supuesto de los contemplados en dicho precepto la sentencia dictada en un procedimiento especial para la liquidación del régimen matrimonial?









		Título IV De los recursos		Capítulo I De los recursos: disposiciones generales		Artículo 448 Del derecho a recurrir		2696 ¿Además de la condición de parte, la legitimación para recurrir exige en cualquier caso que la resolución recurrida sea desfavorable a sus intereses?

		2697 ¿Puede inadmitirse el recurso por ausencia de gravamen?

		2698 Si el fallo es favorable al recurrente pero en los fundamentos aparecen valoraciones que la parte considera que le perjudican, ¿se produciría también en este caso gravamen que legitimaría la interposición del recurso?

		2699 ¿Puede desestimarse un recurso admitido inicialmente cuando de forma sobrevenida se pierde el gravamen?

		2700 ¿Se produce perjuicio y, por ende, es recurrible la resolución que desestima la petición principal pero en cambio estima la subsidiaria?

		2701 ¿Se produce perjuicio cuando la resolución estima las pretensiones de la parte aunque con argumentos y fundamentos distintos a los alegados por esta?

		2702 ¿Puede un tercero recurrir una resolución dictada en un proceso en el que no ha sido parte?

		2703 ¿La interrupción del plazo para interponer recurso como consecuencia de la petición de aclaración, una vez efectuada la aclaración, implica que deba iniciarse de nuevo el cómputo por el plazo previsto para la interposición del recurso o por el plazo restante?

		2704 ¿Si durante el plazo para recurrir se produce una modificación legal que afecta a la regulación del recurso, podría ello afectar a su interposición y sustanciación?

		2705 Cuando se solicita la subsanación de un mero defecto material, ¿esta petición también interrumpe el plazo para interponer recurso?





		Artículo 449 Derecho a recurrir en casos especiales		2706 ¿Qué naturaleza tienen los requisitos establecidos en este precepto?

		2707 ¿El pago al que hace referencia el art. 449.1 LEC exige que, además de las rentas, se consignen los importes relativos a indemnizaciones, intereses u otros conceptos a los que se hubiera condenado al demandado?

		2708 ¿Es subsanable la ausencia de consignación de los importes exigida para recurrir?

		2709 ¿Cómo debe acreditarse el cumplimiento del pago o satisfacción de los importes exigidos para recurrir?

		2710 Si existen dudas con respecto al devengo de rentas futuras, ¿es exigible su consignación para sostener el recurso?

		2711 ¿Debe cumplir con los requisitos del art. 449.1 LEC el demandado que insta la revisión de sentencia firme conforme a lo previsto en el art. 510 LEC?

		2712 En el supuesto contemplado en el art. 449.1 LEC, ¿qué base de toma en cuenta para determinar la cuantía que debe ser abonada?

		2713 ¿Se admite aval en todos los supuestos del art. 449 LEC?

		2714 ¿Cabe exigir el cumplimiento del 449.3 LEC cuando la acción fuera ejercitada por el Consorcio de Compensación de Seguros aun cuando derivara de un hecho de la circulación de vehículos a motor?

		2715 El incumplimiento del requisito del art. 449 LEC, ¿comporta la inadmisión del recurso o que se declare desierto?

		2716 ¿Cabe extender la exigencia del art. 449.3 LEC a hechos de la circulación cuando los vehículos no tuvieran la condición de vehículos a motor?

		2717 ¿Cabe extender el alcance de la subsanación más allá de las previsiones contenidas en el art. 449.6?

		2718 En caso de desahucio con reclamación de rentas acumulada, ¿es preciso cumplir el requisito del art. 449 si sólo se impugna el pronunciamiento relativo a la reclamación económica o sobre costas?

		2719 ¿Es un defecto insubsanable la falta de manifestación en el escrito de interposición del recurso de tener satisfechas las rentas vencidas y las que con arreglo al contrato deba pagar adelantadas?





		Artículo 450 Del desistimiento de los recursos		2720 ¿El desistimiento del recurso impide a la parte volver a plantearlo?

		2721 ¿A partir de qué momento puede la parte desistir del recurso?

		2722 ¿Cabe desistimiento parcial del recurso?

		2723 ¿El desistimiento del recurso implica la imposición de las costas del recurso al recurrente que desistió?

		2724 Si se impugnó el recurso interpuesto por la parte contraria pero dicho recurso ha sido inadmitido, ¿puede la parte impugnante mantener o desistir de la impugnación?

		2725 ¿Si son varios los recurrentes —pero solo uno recurrió limitándose los demás a oponerse al recurso— y el principal desiste, ganará firmeza la resolución recurrida?









		Capítulo II De los Recursos de reposición y revisión		Artículo 451 Resoluciones recurribles en reposición. Inexistencia de efectos suspensivos		2726 ¿Cabe recurso de reposición frente a la resolución que desestima las excepciones procesales y acuerda la continuación del proceso?

		2727 ¿Los argumentos y fundamentos esgrimidos en el recurso de reposición vinculan al recurrente en un futuro recurso ante la resolución que pone fin al proceso?

		2728 Cuando proceda, ¿debe interponerse recurso de reposición previo para poder interponer, en su caso, posterior revisión o apelación?

		2729 ¿Cabe recurso de reposición frente a las resoluciones que adopte el Tribunal in voce en las comparecencias y vistas aunque no se formalicen como providencias o autos?

		2730 ¿Cabe recurso de reposición o de apelación frente al auto que resuelve excepciones procesales?





		Artículo 452 Plazo, forma e inadmisión del recurso de reposición		2731 ¿Hay que esperar a que finalice el plazo de cinco días para la interposición del recurso de reposición para dar cumplimiento a lo ordenado en resolución?

		2732 ¿Cabe la inadmisión de un recurso de reposición cuando se interpone frente a resoluciones que solo son susceptibles de impugnación?

		2733 ¿La necesidad de expresar la infracción cometida exige que se indique el precepto legal concreto infringido?





		Artículo 453 De la audiencia a las partes recurridas y de la resolución		2734 ¿Es nula la resolución que resuelve el recurso prescindiendo de dar traslado previo a las partes?

		2735 ¿Puede resolverse el recurso por medio de providencia o diligencia de ordenación?

		2736 ¿Afecta a la validez del proceso el dictado de la sentencia existiendo recursos de reposición pendientes?





		Artículo 454 Irrecurribilidad del auto que resuelve la reposición contra resoluciones judiciales		2737 ¿Si se desestimó un recurso de reposición y posteriormente la sentencia es favorable a la parte que recurrió, podría esta recurrir en apelación la sentencia con el único fin de reproducir la cuestión que fue desestimada en reposición?

		2738 ¿Si la resolución no fue recurrida en reposición, puede volver a plantearse en el momento de recurrir la resolución definitiva?

		2739 ¿Puede volver a reproducirse la cuestión que ha sido objeto de recurso de reposición con anterioridad a reproducirla en el recurso frente a la resolución definitiva?

		2740 ¿Para poder reproducir la cuestión en segunda instancia, es necesario hacer constar protesta si el recurso de reposición se formuló y sustanció en la audiencia previa?

		2741 ¿Si se interpuso recurso de apelación frente al auto que resuelve el recurso de reposición y, por error del Tribunal, se sustanció el mismo, cuál debe ser el sentido de la decisión de la Audiencia Provincial?

		2742 ¿La ausencia de recurso de reposición impide volver a plantear la cuestión al recurrir la resolución definitiva?

		2743 ¿Debe indicarse en el recurso de apelación que, además de la resolución definitiva, se recurre la resolución desestimatoria del recurso de reposición?





		Artículo 454 bis Recurso de revisión		2744 ¿El impago de la tasa para interponer recurso de revisión supone su inadmisión?

		2745 ¿Si el auto que resuelve recurso de revisión no admite recurso, podrá volverse a plantear la cuestión frente a la resolución que ponga fin al proceso?

		2746 ¿Es posible interponer recurso de apelación frente al Decreto que resuelve el recurso de reposición no susceptible de revisión?

		2747 ¿Son vinculantes para el Tribunal el contenido de las resoluciones dictadas por el Letrado de la Administración de Justicia frente a las que se recurre en revisión?

		2748 ¿Puede la parte volver a reproducir en el acto de audiencia previa la cuestión rechazada por el Decreto que resuelve recurso de reposición?

		2749 ¿Si no se reproduce la cuestión en la primera audiencia, puede la parte volver a plantear la cuestión en el recurso que se interponga frente a la resolución que ponga fin al proceso?

		2750 ¿Qué efecto tiene en relación con el Decreto del Letrado de la Administración de justicia la no reproducción de la cuestión en la primera audiencia?









		Capítulo III Del recurso de apelación y de la segunda instancia		Artículo 455 Resoluciones recurribles en apelación. Competencia y tramitación preferente		2751 ¿Únicamente son apelables las sentencias y los autos?

		2752 ¿Cabe recurso de apelación contra las sentencias dictadas en juicios verbales por razón de la materia cuando su cuantía no supere los 3.000 euros?

		2753 ¿Qué autos son apelables?

		2754 ¿A qué Juzgados de Primera Instancia se refiere el precepto?

		2755 ¿Qué recursos de apelación tendrán tramitación preferente?





		Artículo 456 Ámbito y efectos del recurso de apelación		2756 ¿Qué puede alegarse en un recurso de apelación?

		2757 ¿Puede pedirse en el recurso más de lo que se pidió en la primera instancia o bien algo distinto?

		2758 ¿Tienen que apelarse la totalidad de los pronunciamientos de la sentencia o auto?

		2759 ¿Se pueden alegar en el recurso hechos nuevos?

		2760 ¿Solamente puede apelar el perjudicado por la sentencia o auto?

		2761 ¿La interposición del recurso de apelación suspende la eficacia de la resolución apelada?

		2762 ¿Las Audiencias Provinciales tienen facultades para revisar la prueba practicada en primera instancia?





		Artículo 458 Interposición del recurso		2763 ¿La interposición del recurso precisará de abogado y procurador?

		2764 ¿Qué depósitos y consignaciones deberán hacerse para que el recurso sea admitido?

		2765 ¿Cómo se computará el plazo de 20 días para la presentación del recurso?

		2766 ¿Deberá realizar el procurador traslado del recurso a la parte contraria?

		2767 ¿Debe señalarse en el recurso la voluntad de subsanar los defectos que pueda tener para que se permita la subsanación de los mismos?

		2768 ¿Qué defectos del recurso podrán ser subsanados y cuáles no?

		2769 ¿Cuál será el contenido del recurso y el orden de exposición de tal contenido?

		2770 ¿Si el juzgado ha admitido a trámite el recurso, puede la audiencia o tribunal ad quem inadmitirlo?

		2771 ¿Los requisitos de admisión del recurso son controlables de oficio por el Tribunal de Apelación?





		Artículo 459 Apelación por infracción de normas o garantías procesales		2772 ¿Cuándo haremos en el recurso la alegación de las infracciones de normas o garantías procesales en la primera instancia?

		2773 ¿Cuáles son las infracciones de normas o garantías procesales en la primera instancia que pueden ser alegadas en apelación?

		2774 ¿Se puede fundar el recurso de apelación en errores materiales o aritméticos de la sentencia de instancia? ¿Y en conceptos oscuros u omisiones sobre pronunciamientos relativos a pretensiones ejercitadas?

		2775 ¿Cuáles son los requisitos para poder alegar en el recurso las infracciones de normas o garantías procesales en la primera instancia?

		2776 ¿Qué efectos jurídicos o consecuencias se pueden pedir al tribunal de apelación que declare si estima la infracción de normas o garantías procesales en primera instancia?

		2777 ¿La inadmisión de pruebas en primera instancia puede dar lugar a nulidad de la sentencia o auto dictado en primera instancia?





		Artículo 460 Documentos que pueden acompañarse al escrito de interposición. Solicitud de pruebas		2778 ¿Qué principios rigen sobre la admisión de prueba en segunda instancia?

		2779 ¿Cómo debe solicitarse la admisión de prueba en el recurso de apelación?

		2780 ¿Cuáles son los documentos que se pueden adjuntar al recurso de apelación?

		2781 ¿Qué pruebas se pueden pedir en segunda instancia?

		2782 ¿Cuándo el rebelde puede proponer prueba en segunda instancia?





		Artículo 461 Traslado del escrito de interposición a la parte apelada. Oposición al recurso e impugnación de la sentencia		2783 ¿Qué puede hacer el apelado frente al recurso de apelación?

		2784 ¿Qué requisitos son necesarios para que proceda la impugnación?

		2785 ¿Puede impugnarse la sentencia cuando la resolución sea favorable al impugnante? Por ejemplo, una sentencia estimatoria de la demanda al haber estimado una de las tres acciones que se habían ejercitado de manera alternativa o subsidiaria en la demanda, habiendo desestimado las otras dos acciones ejercitadas.

		2786 Si se interpone recurso de apelación y la parte contraria impugna la sentencia, ¿qué sucede si el apelante desiste de su recurso o bien queda desierto el recurso de apelación?

		2787 ¿Qué sucede si se presenta impugnación a la sentencia pero el juzgado de primera instancia, por error, no la tramita, teniendo al impugnante únicamente como opuesto al recurso de apelación presentado y remitiendo seguidamente los autos a la audiencia?





		Artículo 462 Competencia del tribunal de la primera instancia durante la apelación		2788 ¿Qué competencia le queda al juez de primera instancia mientras se resuelve por parte de la audiencia el recurso de apelación o bien la impugnación?

		2789 ¿Qué sucede si se plantea durante la tramitación de la apelación una prejudicialidad penal o de otro tipo o cualquier otra cuestión?

		2790 ¿Qué sucede si se solicita la ejecución provisional?





		Artículo 463 Remisión de los autos		2791 ¿Cómo se acordará la remisión de los autos al tribunal competente para resolver la apelación?

		2792 ¿Basta con notificar tal diligencia de ordenación a las partes para entender hecho el emplazamiento o deberá realizarse materialmente éste?

		2793 ¿Sólo debe comparecer ante la audiencia el apelante o también el impugnante de la sentencia? ¿Y el apelado?

		2794 ¿Cómo debe comparecer el apelante/impugnante ante la audiencia?

		2795 ¿Qué consecuencias tendrá la falta de personación ante el tribunal ad quem?

		2796 ¿Cabe subsanar la falta de comparecencia ante la Audiencia Provincial en segunda instancia al haber presentado el escrito ante el Decanato de Primera Instancia?





		Artículo 464 Admisión de pruebas y señalamiento de vista		2797 ¿Qué hará la audiencia o tribunal ad quem al recibir los autos?

		2798 ¿Cómo se resolverá la proposición de prueba?

		2799 ¿Qué criterios seguirá el tribunal para admitir o no la prueba propuesta?

		2800 ¿Qué sucede si el tribunal admite alguna prueba?

		2801 ¿Cuándo se celebrará la vista?

		2802 ¿Qué sucede si las partes no van a la vista?





		Artículo 465 Resolución de la apelación		2803 ¿En qué orden resolverá el tribunal de apelación?

		2804 ¿Puede el tribunal de apelación resolver declarando que el recurso no debió ser admitido?

		2805 ¿Por qué causas puede el tribunal considerar que el recurso no debió ser admitido?

		2806 ¿Cómo se resolverán las infracciones procesales alegadas?

		2807 ¿Puede el tribunal de apelación apreciar infracciones procesales no alegadas por el apelante o impugnante?

		2808 ¿Qué límites tiene el tribunal de apelación a la hora de resolver el recurso?

		2809 ¿Y si en la demanda se han formulado varias pretensiones, la sentencia apelada ha estimado solo alguna de ellas y solo apela el demandado?

		2810 ¿Puede la resolución del recurso de apelación afectar a litigantes que no apelaron o impugnaron?

		2811 ¿Puede la apelación concluir de otras maneras diferentes a su resolución?





		Artículo 466 Recursos contra la sentencia de segunda instancia		2812 ¿Está en vigor este precepto?

		2813 ¿Cabrán estos recursos contra todas las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales en la segunda instancia de cualquier tipo de proceso civil?

		2814 ¿Pueden fundarse estos recursos en error en la valoración de la prueba?

		2815 ¿Qué naturaleza tiene la casación?





		Artículo 467 Recurso de casación contra sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales tras estimarse recurso extraordinario por infracción procesal		2816 ¿Qué supuesto contempla el precepto?









		Capítulo IV Del recurso extraordinario por infracción procesal		Artículo 468 Órgano competente y resoluciones recurribles		2817 ¿Qué resoluciones no son recurribles?

		2818 ¿Cuándo es posible interponer solo este recurso?

		2819 ¿Es susceptible de recurso de casación o de recurso extraordinario por infracción procesal un auto dictado en segunda instancia resolviendo la oposición a la ejecución hipotecaria?





		Artículo 469 Motivos. Denuncia previa en la instancia		2820 ¿Puede denunciarse la falta de competencia territorial improrrogable?

		2821 ¿Qué debe interpretarse por «Infracción de las normas procesales reguladoras de la sentencia»?

		2822 ¿Qué debe justificarse respecto de la infracción de las normas legales que rigen los actos y garantías del proceso?

		2823 ¿Qué debe justificarse respecto de la vulneración de derechos fundamentales reconocidos en el art. 24 CE?

		2824 ¿Puede denunciarse la errónea denegación de la prueba a través del art. 469.1.4º LEC?

		2825 ¿Puede denunciarse la errónea valoración de la prueba a través del art. 469.1.4º LEC?

		2826 ¿La denuncia previa del defecto procesal exige el uso previo de la aclaración, corrección o complementación de la sentencia recurrida?

		2827 ¿El recurso extraordinario por infracción procesal puede fundarse en la valoración de la prueba?

		2828 ¿Cuáles son los requisitos para considerar que un error en la valoración de la prueba tiene relevancia constitucional al vulnerar el derecho a la tutela judicial efectiva?





		Artículo 470 Interposición del recurso		2829 ¿Hay algún motivo por el cual la Audiencia Provincial deba dictar un auto de inadmisión del recurso interpuesto?





		Artículo 471 Contenido del escrito de interposición del recurso		2830 ¿Cuál es la extensión máxima del escrito de interposición del recurso?

		2831 ¿Qué forma debe tener el escrito del recurso?

		2832 ¿Cómo debe ser el encabezamiento de cada motivo?

		2833 ¿Cómo debe ser el desarrollo de cada motivo?





		Artículo 472 Remisión de los autos		2834 ¿Es subsanable el plazo de personación ante el TS?

		2835 ¿Es preceptiva la intervención de abogado para la personación?





		Artículo 473 Admisión		2836 ¿Cuánto tiempo se tarda en admitir el recurso?

		2837 ¿Es constitucional el Acuerdo no jurisdiccional de 27 de enero de 2017 de la Sala 1ª del TS referente a la admisibilidad del recurso extraordinario por infracción procesal?

		2838 ¿Cuáles son las causas de inadmisión generales de este recurso?

		2839 ¿Cuándo hay carencia manifiesta de fundamento del recurso?

		2840 ¿Cuáles son las causas de inadmisión específicas de este recurso?





		Artículo 474 Oposición de las partes recurridas		2841 ¿Cómo debe ser el escrito de oposición?

		2842 ¿Es admisible la aportación de documentos en el escrito de interposición del recurso?

		2843 ¿En caso de formularse causas de inadmisión del recurso extraordinario por infracción procesal, debe darse audiencia a la parte recurrente?





		Artículo 475 Vista y prueba		2844 ¿Cuándo debe haber vista?





		Artículo 476 Sentencia. Efectos		2845 ¿Cuánto tiempo se tarda en resolver en recurso?

		2846 ¿Cuál es el grado de admisión y de estimación del recurso?

		2847 ¿Qué debe hacer el TS si estima el recurso por infracción de las normas procesales reguladoras de la sentencia?

		2848 ¿Qué debe hacer el TS si estima el recurso por infracción de las normas sobre competencia territorial improrrogable?









		Capítulo V Del recurso de casación		Artículo 477 Motivo del recurso de casación y resoluciones recurribles en casación		2849 ¿Es constitucional el Acuerdo no jurisdiccional de 27 de enero de 2017 de la Sala 1ª del TS sobre criterios de admisión del recurso?

		2850 ¿Cuál es el único motivo que fundamenta la casación?

		2851 ¿Puede fundarse el recurso de casación en diversas vías de impugnación?

		2852 ¿Qué resoluciones son recurribles?

		2853 ¿Puede un codemandado interponer el recurso contra otro codemandado?

		2854 ¿Puede un codemandado recurrir en casación cuando no apeló la sentencia?

		2855 ¿Cómo se calcula la cuantía de los 600.000 euros en caso de acumulación de acciones?

		2856 ¿La cuantía de los 600.000 euros van referidos al asunto inicialmente planteado por el actor o a la litigiosa en segunda instancia?

		2857 ¿A efectos de la cuantía de los 600.000 euros como se cuantifica en caso de existir una demanda y una reconvención?





		Artículo 478 Competencia. Simultaneidad de recursos		2858 ¿Quién es el tribunal competente si el recurso se funda conjuntamente en la infracción de normas de derecho civil especial de una Comunidad Autónoma y del CC? ¿Y si además se formula el recurso extraordinario por infracción procesal?

		2859 ¿Quién es el tribunal competente si un recurrente formula el recurso de casación y otro el recurso extraordinario por infracción procesal?





		Artículo 479 Interposición del recurso		2860 ¿Cuánto tiempo se tarda en la admisión del recurso?

		2861 ¿Contra la resolución de la Audiencia Provincial que tiene por interpuesto el recurso cabe oposición, y hasta cuándo podrá formularse ésta?

		2862 ¿Hay algún motivo por el cual la Audiencia Provincial deba inadmitir el recurso de casación?





		Artículo 481 Contenido del escrito de interposición del recurso		2863 ¿Cuál es la extensión máxima del escrito de interposición del recurso?

		2864 ¿Qué forma debe tener el escrito del recurso?

		2865 ¿Cómo debe ser el encabezamiento de cada motivo?

		2866 ¿Cuáles son los requisitos generales del desarrollo de cada motivo —aplicables a cualquier motivo de casación—?

		2867 ¿Cuáles son los requisitos específicos generales en el caso del recurso por interés casacional —en cualquiera de sus modalidades—?

		2868 ¿Cuáles son los requisitos específicos de desarrollo del escrito del recurso respecto a la oposición a la jurisprudencia del TS?

		2869 ¿Cuáles son los requisitos específicos de desarrollo del escrito del recurso respecto a la contradicción entre Audiencias Provinciales?

		2870 ¿Cuáles son los requisitos específicos de desarrollo del escrito del recurso respecto a las normas de vigencia inferior a 5 años?

		2871 ¿Puede fundamentarse el recurso de casación en la infracción del derecho extranjero aplicable al caso?





		Artículo 482 Remisión de los autos. Negativa a expedir certificaciones		2872 ¿Es subsanable el plazo de personación ante el TS?

		2873 ¿Es preceptiva la intervención de abogado para la personación?





		Artículo 483 Decisión sobre la admisión del recurso		2874 ¿Cuáles son las causas de inadmisión generales de este recurso?

		2875 ¿Cuándo hay carencia manifiesta de fundamento de este recurso?

		2876 ¿Cuáles son las causas de inadmisión específicas de este recurso?





		Artículo 484 Decisión sobre la competencia en trámite de admisión		2877 ¿Puede surgir un conflicto negativo de competencias entre el TS y un TSJ?





		Artículo 485 Admisión y traslado a las otras partes		2878 ¿Cómo debe ser el escrito de oposición?

		2879 ¿Es admisible la aportación de documentos en el escrito de interposición del recurso?





		Artículo 486 Votación y fallo. Eventual vista		2880 ¿Cuándo debe haber vista?





		Artículo 487 Sentencia. Efectos		2881 ¿Cuánto tiempo se tarda en resolver el recurso?

		2882 ¿Cuál es el grado de admisión y estimación del recurso?

		2883 ¿Qué es la doctrina de la equivalencia de resultados o carencia de efecto útil?





		Artículo 488 Sustanciación y decisión de los recursos de casación y extraordinario por infracción procesal, cuando litigantes de un mismo pleito opten por distinto recurso extraordinario		2884 ¿Qué sucede si contra la misma sentencia una parte interpone recurso de casación y otra recurso extraordinario por infracción procesal?





		Artículo 489 Sustanciación y decisión de los recursos de casación foral y extraordinario por infracción procesal, cuando litigantes de un mismo pleito opten por distinto recurso extraordinario		2885 ¿Qué sucede si contra la misma sentencia una parte interpone recurso de casación foral y otra recurso extraordinario por infracción procesal?









		Capítulo VI Del recurso en interés de la ley		Artículo 490 Resoluciones recurribles en interés de la ley		2886 ¿Cuál es el objeto del recurso en interés de la ley?

		2887 ¿Cuáles son los requisitos para poder interponerse el recurso en interés de la ley?

		2888 ¿Puede presentarse el recurso frente a una sentencia que aborde la interpretación de una norma procesal, aunque no exista otra sentencia sobre la misma cuestión?

		2889 ¿Cuándo entrarán en vigor los arts. 490 a 493 LEC?





		Artículo 491 Legitimación para recurrir en interés de la ley		2890 ¿Por qué se concede legitimación al Ministerio Fiscal y al Defensor del Pueblo?

		2891 ¿Las personas de Derecho público pueden actuar sin abogado y sin procurador al igual que el Ministerio Fiscal y el Defensor del Pueblo?





		Artículo 492 Interposición y sustanciación		2892 ¿Cómo se computa el plazo de un año para la interposición del recurso?

		2893 ¿Cuál de las sentencias se habrá de recurrir, la más moderna o cualquiera de las que interpreten contradictoriamente la misma norma?

		2894 ¿Existe fase de preparación del recurso ante el órgano que dictó la resolución?

		2895 ¿Cabe la inadmisión ad limine del recurso?





		Artículo 493 Sentencia		2896 ¿La sentencia que se dicte podrá resolver sobre las situaciones jurídicas particulares del fondo del asunto si las partes así lo solicitan en el trámite del art. 493.3 LEC?

		2897 ¿La sentencia que se dicte por el TS resolviendo un recurso en interés de la ley es vinculante para todos los Jueces y Tribunales?

		2898 ¿Cabe imposición de costas en la sentencia?









		Capítulo VII Del recurso de queja		Artículo 494 Resoluciones recurribles en queja		2899 ¿Cabe recurso de queja contra el auto de inadmisión del recurso de casación?

		2900 ¿La interposición del recurso de queja suspende la ejecución de la sentencia que se pretende recurrir?

		2901 ¿En el recurso de queja puede el órgano ad quem extender su función revisora a cuestiones de fondo o a rechazar otro recurso distinto presentado por el mismo u otro litigante?

		2902 ¿Puede el tribunal ad quem suplir la falta de argumentos de la parte recurrente para la resolución del recurso?

		2903 ¿Puede interponerse el recurso de queja frente a una sentencia que resuelve un proceso de desahucio al que se ha acumulado una acción de reclamación de rentas?





		Artículo 495 Sustanciación y decisión		2904 ¿Qué documentos deben acompañarse al escrito de interposición del recurso de queja?

		2905 ¿En el recurso de queja se debe dar traslado a las demás partes del proceso para oírlas aunque no lo hayan interpuesto?

		2906 En caso de presentación del recurso de queja ante un órgano sin competencia funcional, ¿dispone el interesado del plazo de 5 días para la correcta interposición o anuncio del recurso ex art. 62.2 LEC?

		2907 A efectos del cómputo del plazo procesal y de presentación en tiempo y forma, ¿es admisible la presentación del recurso de queja ante una Oficina de Correos?

		2908 ¿Debe constituirse depósito para poder interponer el recurso de queja?

		2909 ¿Qué efectos tiene la inadmisión del recurso de queja sobre el depósito constituido para recurrir?

		2910 ¿Existe fase preparatoria del recurso de queja?

		2911 ¿La presentación de un recurso de queja ante un órgano distinto del que dictó el auto recurrido interrumpe el plazo de interposición?













		Título V De la rebeldía y de la rescisión de sentencias firmes y nueva audiencia al demandado rebelde		Artículo 496 Declaración de rebeldía y efectos		2912 ¿Es posible declarar en rebeldía al actor en un supuesto de renuncia de su abogado y procurador sin nueva designación?

		2913 ¿La rebeldía libera al demandante de probar los hechos constitutivos de su pretensión?

		2914 ¿Puede la declaración de rebeldía voluntaria producir indefensión y, en consecuencia, afectar a la tutela judicial efectiva?

		2915 ¿En qué momento se declara la rebeldía del demandado?

		2916 ¿Qué efectos produce la rebeldía voluntaria?

		2917 ¿Puede declararse rebelde a la parte que se persona sin abogado ni procurador cuando la postulación es preceptiva?

		2918 ¿El demandado en rebeldía voluntaria en primera instancia puede efectuar alegaciones nuevas en los recursos sucesivos?

		2919 ¿La declaración de rebeldía exime al Juzgado o Tribunal de valorar la prueba aportada por la parte actora?

		2920 ¿Es necesario declarar expresamente la situación de rebeldía procesal?

		2921 ¿La rebeldía puede suponer en algún caso allanamiento o admisión de los hechos?





		Artículo 497 Régimen de notificaciones		2922 ¿Es válida la notificación al domicilio del demandado de la cédula de emplazamiento o de la rebeldía por correo certificado con acuse de recibo dejando un simple aviso cuando el interesado no se encuentra en el domicilio?

		2923 ¿Cuál es el efecto de la ausencia de notificación de la declaración de rebeldía por correo al domicilio del demandado cuando este es conocido?

		2924 ¿Es válida la comunicación edictal cuando la notificación al domicilio del demandado proporcionado por el actor ha sido infructuosa?





		Artículo 498 Comunicación de la existencia del proceso al demandado rebelde citado o emplazado por edictos		2925 ¿Si tras la declaración de rebeldía resulta conocido el domicilio del demandado rebelde, debe notificarse la pendencia del proceso o basta notificar la resolución que ponga fin al proceso conforme al art. 497.1 LEC?





		Artículo 499 Comparecencia posterior del demandado		2926 ¿El demandado rebelde puede pedir la nulidad de actuaciones si no se le permite recuperar oportunidades procesales superadas al tiempo de su comparecencia?

		2927 ¿Puede plantear el demandado rebelde cuestiones nuevas fuera del período de alegaciones con base en el principio de subsanación de actos procesales?

		2928 ¿La comparecencia posterior del demandado rebelde en la vista le permite realizar las actuaciones procesales desde entonces o le está vedado por estar solo sujeto a notificación de la sentencia que se dicte?





		Artículo 500 Ejercicio por el demandado rebelde de los recursos ordinarios		2929 En caso de notificación de la sentencia mediante BOP, si el demandante solicita la notificación personal de la sentencia al rebelde por conocer a posteriori su domicilio, ¿renace el derecho del notificado a interponer los recursos ordinarios desde la notificación personal o el plazo ha de computarse desde la notificación en el boletín oficial?

		2930 ¿Puede el demandado rebelde esgrimir en el recurso de apelación excepciones o plantear cuestiones no hechas valer en la primera instancia?

		2931 El demandado rebelde al que le ha sido notificado la sentencia y al que le ha precluido el plazo de presentación de recurso ordinario, ¿puede presentar la demanda de rescisión de sentencia firme?

		2932 El demandado rebelde a quien ya se ha notificado por edictos la resolución y se persona ante el órgano judicial, ¿puede solicitar la reapertura del plazo para apelar la sentencia?





		Artículo 501 Rescisión de sentencia firme a instancias del rebelde. Casos en que procede		2933 ¿Qué tipo de rebeldía es necesaria para que el demandado ostente legitimación activa para presentar la demanda de rescisión?

		2934 ¿Cuál es el fundamento de la regulación de la rescisión de sentencia firme por el demandado rebelde?

		2935 ¿En qué casos puede alegarse el desconocimiento de la demanda y del pleito cuando la citación o emplazamiento se hubiese efectuado por cédula y no hubiere llegado a su poder por causas a él no imputable?

		2936 ¿En qué supuestos puede darse el desconocimiento de la demanda y del pleito, cuando la citación o emplazamiento se hubiera efectuado por edictos y haya estado ausente del lugar donde se haya seguido el proceso y de cualquier otro lugar del Estado o Comunidad Autónoma, en cuyos boletines oficiales se hubiesen publicado aquellos?

		2937 ¿Cabe la rescisión de sentencias firmes en caso de tercerías de dominio?

		2938 ¿Cuál es el órgano competente para conocer de la rescisión de sentencias firmes con nueva audiencia al demandado rebelde?

		2939 ¿Cabe la aplicación del art. 62 LEC (apreciación de oficio de la competencia funcional) a la rescisión de sentencia firme?

		2940 ¿Es necesaria la constitución de un depósito para presentar la demanda de rescisión de sentencia firme a instancia del rebelde?

		2941 Si el demandado rebelde fue citado por edictos, pero tuvo o pudo tener conocimiento extraprocesalmente de la pendencia del pleito, ¿se puede considerar en situación de indefensión?

		2942 ¿Las normas sobre la rescisión de sentencia firme a instancia del demandado rebelde son de interpretación extensiva o restrictiva?





		Artículo 502 Plazos de caducidad de la acción de rescisión		2943 ¿Es posible la inadmisión ad limine de la demanda de rescisión por caducidad de la acción?

		2944 ¿Los plazos de interposición de la acción de rescisión son de caducidad o de prescripción?

		2945 ¿Es posible la inscripción en el Registro de la Propiedad de una sentencia dictada en rebeldía cuando no han transcurrido los plazos de caducidad?

		2946 ¿Cuál es la diferencia entre la rescisión de sentencia a instancia del rebelde y el llamado recurso de revisión?





		Artículo 503 Exclusión de la rescisión de sentencias sin efectos de cosa juzgada		2947 ¿Cabe la rescisión de sentencias firmes sobre sentencias de desahucio?





		Artículo 504 Eventual suspensión de la ejecución. Procedimiento de la rescisión		2948 Durante la tramitación del procedimiento de rescisión, ¿puede ejecutarse la sentencia cuya nulidad se pretende?

		2949 ¿Cuál es el cauce procesal para la tramitación de la demanda de rescisión?





		Artículo 505 Sentencia de rescisión		2950 ¿Cabe recurso de apelación contra la sentencia de rescisión?





		Artículo 506 Costas		2951 ¿En qué casos se impondrían las costas por temeridad?

		2952 ¿Qué criterio rige para la imposición de costas en el art. 506 LEC?





		Artículo 507 Sustanciación del procedimiento tras la sentencia estimatoria		2953 ¿A qué se refiere la expresión «se seguirán los trámites del juicio declarativo que corresponda»?

		2954 ¿Qué efectos despliega la nueva sentencia sobre la ejecución que se haya seguido contra la sentencia rescindida?





		Artículo 508 Inactividad del demandado y nueva sentencia		2955 Si el demandado no formulase alegaciones en el trámite del art. 507.1 LEC, ¿qué efecto se produce?









		Título VI De la revisión de sentencias firmes		Artículo 509 Órgano competente y resoluciones recurribles		2956 ¿Cuál es el uso práctico de la acción de revisión de sentencias firmas y su grado de prosperabilidad?

		2957 ¿Cuál es el fundamento de la demanda de revisión de sentencias firmes?

		2958 ¿Pueden revisarse los autos?

		2959 ¿Pueden revisarse los decretos?

		2960 ¿Pueden revisarse los laudos?

		2961 ¿Pueden revisarse las sentencias de juicios sumarios?

		2962 ¿Cuándo tienen competencia los TSJ para conocer de estas demandas?





		Artículo 510 Motivos		2963 ¿Cómo deben interpretarse los motivos de revisión?

		2964 ¿Siempre debe citarse un motivo de revisión?

		2965 ¿Para qué no sirve la acción de revisión de sentencias firmes?

		2966 ¿Cuáles son los requisitos deben concurrir respecto del motivo referente a recobrar u obtener documentos decisivos?

		2967 ¿Puede una sentencia considerarse «documento» a efectos del motivo referente a recobrar u obtener documentos decisivos?

		2968 ¿Cuál es el requisito que debe concurrir respecto del motivo referente a la declaración judicial de falsedad en los documentos?

		2969 ¿Cuáles son los requisitos que deben concurrir respecto del motivo referente al falso testimonio del testigo o perito?

		2970 ¿Qué es la «maquinación fraudulenta del art. 510.1.4º?

		2971 ¿Cuáles son los requisitos que deben concurrir respecto del motivo referente a la maquinación fraudulenta?

		2972 ¿Qué no ampara la «maquinación fraudulenta del art. 510.1.4º?

		2973 ¿Cuáles son los supuestos más frecuentes de «maquinación fraudulenta»?

		2974 ¿Cuáles son los requisitos que deben concurrir respecto del motivo referente a la posterior sentencia del TEDH?

		2975 ¿Es posible obtener una revisión de una sentencia firme por el hecho de que una sentencia posterior del TJUE establezca una jurisprudencia que sea incompatible con los argumentos que fundamentan el fallo de la sentencia anterior?





		Artículo 511 Legitimación activa		2976 ¿Tiene legitimación un tercero, esto es, quien no fue parte en el proceso cuya sentencia se solicita su revisión?





		Artículo 512 Plazo de interposición		2977 ¿El plazo absoluto de los 5 años es de caducidad o prescripción?

		2978 ¿Pueden modificarse —por vía judicial o convencional— los plazos de la acción?

		2979 ¿Cómo es el plazo de los 3 meses del art. 512.2 LEC?

		2980 ¿Cómo se computa el plazo de los 3 meses en el caso del motivo del art. 510.1.1º?

		2981 ¿Cómo se computa el plazo de los 3 meses en el caso del motivo del art. 510.1.2º?

		2982 ¿Cómo se computa el plazo de caducidad en el caso del motivo del art. 510.1.3º?

		2983 ¿Cómo se computa el plazo de caducidad en el caso del motivo del art. 510.1.4º?





		Artículo 513 Depósito		2984 Al margen del depósito previo ¿deben tributarse tasas judiciales para interponer la demanda de revisión?





		Artículo 514 Sustanciación		2985 ¿Para sustanciar el proceso debe acreditarse haberse agotado todas las vías de previa impugnación del vicio denunciado en esta vía?





		Artículo 515 Eventual suspensión de la ejecución		2986 ¿La demanda de revisión provoca automáticamente la suspensión de la ejecución basada en una sentencia sujeta a un proceso de revisión?





		Artículo 516 Decisión		2987 ¿Cuál debe ser el alcance o efecto de la sentencia estimatoria?

		2988 En caso de sentencia estimatoria ¿habrá condena en costas?













		Libro III De la ejecución forzosa y de las medidas cautelares		Título I De los títulos ejecutivos		Capítulo I De las sentencias y demás títulos ejecutivos		Artículo 517 Acción ejecutiva. Títulos ejecutivos		2989 ¿Se puede despachar ejecución de sentencias declarativas o constitutivas?

		2990 ¿Es título ejecutivo un acuerdo de mediación?

		2991 ¿A partir de qué fecha es exigible que las escrituras públicas de préstamo, con o sin garantía real, hagan constar que son copia ejecutiva y que con anterioridad no se ha expedido otra con tal carácter?

		2992 En un procedimiento hipotecario en el que con la subasta no se obtiene la total satisfacción del crédito del acreedor, debiendo continuar la ejecución con arreglo al art. 579 LEC, ¿cuál es el título de ejecución, el decreto de adjudicación de la finca o la escritura de préstamo?

		2993 En las ejecuciones hipotecarias, ¿es requisito imprescindible aportar la escritura de hipoteca como documento del art. 517 LEC o, puede aportarse certificación del registro de la propiedad en la que conste la existencia y subsistencia de la garantía real?

		2994 ¿En los supuestos de que se otorgue una póliza de préstamo o crédito a una persona jurídica, que ulteriormente cambia de denominación social, es preciso otorgar documentos complementarios para instar el despacho de la ejecución?

		2995 En las lesiones por accidente de circulación, ¿es posible presentar una nueva demanda en reclamación de lesiones tras la ejecución del auto de cuantía máxima?

		2996 ¿Qué tipo de resolución puede, con arreglo al art. 517.2 9.ª LEC llevar aparejada ejecución?

		2997 ¿Puede constituir título ejecutivo un acuerdo transaccional alcanzado con arreglo al art. 19 LEC en sede de casación, tras dos instancias finalizadas por sentencia?

		2998 Cuando una entidad bancaria trasmite a otra el negocio bancario, ¿tiene esta última legitimación pasiva para soportar las acciones derivadas de los contratos?

		2999 ¿Solo la «primera copia» de una escritura pública de préstamo garantizada con hipoteca sobre una finca registral, tiene fuerza ejecutiva a efectos procesales?

		3000 ¿Puede el adquirente de un crédito hipotecario solicitar una copia con carácter ejecutivo de la escritura de constitución del préstamo?





		Artículo 518 Caducidad de la acción ejecutiva fundada en sentencia judicial, o resolución arbitral o acuerdo de mediación		3001 En las ejecuciones de prestaciones alimenticias de derecho de familia, ¿caduca la acción ejecutiva para reclamar por impago de pensiones?

		3002 ¿Es apreciable de oficio la caducidad de la acción ejecutiva?

		3003 ¿Caduca el embargo trabado en una ejecución de familia? ¿Y en una ejecución ordinaria?

		3004 ¿Caduca con arreglo al art. 518 LEC la acción de reclamación frente a los fiadores pasados más de 5 años desde que el acreedor se adjudicara la finca?

		3005 A la reclamación del importe debido por costas, ¿le resulta aplicable el art. 518 LEC o el 1964 CC?

		3006 ¿Está sujeto al plazo de caducidad del 518 LEC el auto de cuantía máxima recogido en el art. 10 de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor del art. 517.2.8.º de la LEC?

		3007 ¿Habrá prescrito la posibilidad de reclamar a los fiadores del préstamo hipotecario la deuda pendiente, tras el procedimiento de ejecución?





		Artículo 519 Acción ejecutiva de consumidores y usuarios fundada en sentencia de condena sin determinación individual de los beneficiados		3008 En una acción colectiva que termina con sentencia, ¿cómo debe procederse para ejecutar cuando pretende la ejecución quien no fue parte en el proceso de acción colectiva?

		3009 En el incidente del art. 519 LEC, ¿es preciso esperar los 20 días del art. 548 LEC?





		Artículo 520 Acción ejecutiva basada en títulos no judiciales ni arbitrales		3010 ¿Cabe despachar ejecución de título no judicial por cantidad ilíquida?

		3011 ¿Puede presentarse demanda de ejecución por cantidad ilíquida y dejar la fijación de la cantidad para un momento posterior?

		3012 ¿Es abusivo el pacto de liquidación unilateral de la deuda por el acreedor?

		3013 ¿Es necesario que estén liquidados los intereses, además del principal, cuando se interpone demanda ejecutiva?





		Artículo 521 Sentencias meramente declarativas y sentencias constitutivas		3014 La solicitud de cancelación de una inscripción registral, ¿es una petición de carácter constitutiva, de condena o declarativa?

		3015 ¿Qué carácter tiene la actio communi dividendo, declarativa o constitutiva?

		3016 ¿Cabe despachar ejecución de los pronunciamientos obtenidos en sede de acciones meramente declarativas?

		3017 ¿Cabe la ejecución del pronunciamiento de división de la cosa común?





		Artículo 522 Acatamiento y cumplimiento de las sentencias constitutivas. Solicitud de actuaciones judiciales necesarias		3018 ¿Qué se entiende por sentencias constitutivas?

		3019 ¿Cómo se ejecuta una sentencia constitutiva?

		3020 Cuando transcurre el plazo del art. 518 LEC y la sentencia no puede ser ejecutada, ¿cabe interponer un proceso ordinario con arreglo al art. 522,2 LEC?

		3021 ¿Puede el registrador entrar a analizar el cumplimiento de los requisitos propios de la contradicción procesal y los relativos a la citación de terceros registrales al procedimiento jurisdiccional en el que se ha dictado la resolución a inscribir?









		Capítulo II De los títulos ejecutivos extranjeros		Artículo 523 Fuerza ejecutiva en España. Ley aplicable al procedimiento		3022 ¿Es aplicable el derecho procesal extranjero a la ejecución en España de sentencia extranjera?

		3023 ¿En el caso de tener que examinar la prescripción en la ejecución de sentencia extranjera es aplicable el derecho civil nacional?

		3024 ¿Debe aplicarse la caducidad del art. 518 LEC a la acción ejecutiva de resoluciones extranjeras?

		3025 ¿Debe aplicarse la caducidad del art. 518 LEC a la acción ejecutiva de pactos y acuerdo recogidos en documento público extranjero?

		3026 ¿Pueden colisionar las soluciones normativas de la ley aplicable con los principios esenciales del ordenamiento de la autoridad que aplica la norma?

		3027 ¿Puede ser reconocido y ejecutado como resolución judicial en España un mandamiento de ejecución expedido por un notario de la Unión Europea?

		3028 ¿En caso de sentencia dictada en rebeldía el concepto de «crédito no impugnado», conforme al Reglamento (CE), 805/2004, debe definirse por la ley del foro?

		3029 ¿Es insubsanable para el reconocimiento de un laudo arbitral (dictado en Zúrich) la falta de requisitos formales?

		3030 ¿Es causa de inadmisión la solicitud de exequatur de sentencia extranjera (dictada en Marruecos) sin acreditar si la sentencia se dictó en rebeldía?

		3031 ¿En una ejecución de sentencia dictada por un órgano judicial de la Unión Europea, con fundamento en el Reglamento 44/2001, se requiere el trámite previo de declaración de ejecutividad o exequatur?













		Título II Ejecución provisional de resoluciones judiciales		Capítulo I De la ejecución provisional: disposiciones generales		Artículo 524 Ejecución provisional: demanda y contenido		3032 ¿Puede considerarse como una solicitud de ejecución provisional la simple aportación al procedimiento declarativo de información relativa al patrimonio del condenado?

		3033 En la ejecución provisional de una sentencia de condena dineraria no líquida, ¿puede apelarse la resolución que determine la cantidad objeto de condena?

		3034 ¿Puede solicitarse la ejecución provisional de una resolución respecto la cual aún no se ha notificado el auto de aclaración de la sentencia dictada en apelación?

		3035 ¿Puede instarse la ejecución provisional de una sentencia dictada contra una sociedad declarada en concurso, en el cual se ha acordado la finalización de sus efectos, aunque no se haya formalizado la conclusión del concurso?

		3036 ¿Puede admitirse el despacho de la ejecución provisional si el ejecutante solicita la ejecución de una sentencia que condena a una cantidad ilíquida y aporta una liquidación unilateral?

		3037 ¿Puede iniciarse la ejecución provisional con el mero anuncio de la parte beneficiada por la sentencia?

		3038 ¿Puede el juzgado despachar la ejecución provisional de una sentencia impugnada si en la demanda ejecutiva no se solicita la ejecución como provisional pero de las alegaciones se desprende que la sentencia se ha impugnado y se está discutiendo la admisibilidad del recurso?

		3039 ¿Es admisible solicitar ante el tribunal competente para resolver la apelación, la anotación preventiva de la sentencia impugnada, ya sea a través de una solicitud de ejecución provisional o como una medida cautelar?

		3040 ¿Cabe la ejecución provisional de autos?

		3041 ¿Puede solicitarse la ejecución provisional de la condena en costas?

		3042 ¿Es necesario que una resolución judicial sea firme para poder acceder al Registro de la Propiedad?





		Artículo 525 Sentencias no provisionalmente ejecutables		3043 ¿Procede solicitar la ejecución provisional de una sentencia de familia en relación a las medidas respecto de los hijos, la vivienda familiar, las cargas del matrimonio, la disolución del régimen económico y/o las cautelas o garantías entre cónyuges?

		3044 ¿Puede inadmitirse la ejecución provisional de las sentencias de familia que contengan pronunciamientos relativos a las materias enumeradas en el art. 774.4 LEC contenidos en la sentencia?

		3045 ¿Puede solicitarse la ejecución provisional de una sentencia que declare la nulidad matrimonial, la separación o el divorcio?

		3046 ¿Las decisiones de carácter patrimonial contenidas en sentencias dictadas en procedimientos de familia pueden ejecutarse provisionalmente?

		3047 ¿Puede solicitarse la ejecución provisional de un auto de medidas provisionales coetáneas a la demanda de nulidad, separación o divorcio?

		3048 ¿Puede pedirse como ejecución provisional la disolución de la sociedad de gananciales?

		3049 ¿Puede pedirse la ejecución provisional de una sentencia de divorcio que impone a los cónyuges el pago de la mitad de las cuotas de hipoteca?

		3050 ¿Cabe la ejecución provisional de la decisión sobre el régimen de visitas en favor de los abuelos, dictada en un juicio verbal?

		3051 ¿Produce el efecto de cosa juzgada la denegación del despacho de ejecución provisional por haberse solicitado respecto resoluciones no ejecutables provisionalmente?

		3052 ¿Puede despacharse la ejecución provisional de una sentencia que dispone la finalización del condominio y que se lleve a efecto por el procedimiento correspondiente (venta en pública subasta en ejecución de sentencia)?

		3053 ¿Puede ejecutarse una sentencia dictada en un procedimiento sobre la vulneración del derecho al honor, intimidad personal y familiar y a la propia imagen que condene a la publicación del fallo de la sentencia y/u otras medidas para evitar la intromisión ilegítima?

		3054 ¿Puede solicitarse la ejecución provisional de una sentencia que condena a la parte demandada a elevar a público el contrato privado de compraventa y le impone la obligación de pagar el precio de venta más los gastos?

		3055 ¿Puede solicitarse la ejecución provisional de una condena derivada de la declaración de nulidad de una marca?









		Capítulo II De la ejecución provisional de sentencias de condena dictadas en primera instancia		Artículo 526 Ejecución provisional de las sentencias de condena en primera instancia. Legitimación		3056 ¿La parte demandada en el procedimiento declarativo puede solicitar la ejecución provisional de dicha sentencia?

		3057 ¿Tiene legitimación para solicitar la ejecución provisional reclamando el pago del precio de una compraventa el vendedor que ha sido absuelto de la demanda interpuesta por el comprador en la que se solicitaba la reducción del precio de la compraventa por defectos en el objeto vendido?

		3058 ¿Puede solicitar la ejecución provisional de una sentencia quien ha sido favorecido por ella y al mismo tiempo ha interpuesto un recurso de apelación en contra de dicha resolución?

		3059 ¿La parte demandada que ha resultado absuelta por la sentencia impugnada puede pedir la ejecución provisional de ésta?

		3060 ¿Es necesario solicitar la ejecución provisional de la sentencia de primera instancia que reduce la pensión de alimentos para el hijo que se fijó en el auto de medidas provisionales?

		3061 Antes de dictar el auto despachando la ejecución provisional de una condena dineraria, ¿puede exigirse como regla general que el solicitante de la ejecución que haya obtenido a su favor una condena dineraria preste una fianza o caución?

		3062 ¿Puede ejecutarse provisionalmente una sentencia que contiene un pronunciamiento declarativo y otro de condena no dineraria de hacer?

		3063 La consignación hecha por la parte demandada que ha sido condenada por la sentencia de primera instancia, mientras está pendiente un recurso de apelación, sin que se haya solicitado la ejecución provisional y sin indicación expresa del destino de esta cantidad, ¿puede entenderse hecha en pago de la condena?

		3064 ¿Puede ejecutarse provisionalmente una sentencia de condena dineraria que no determina la cantidad, pero establece las bases de liquidación?

		3065 ¿Puede denegarse el despacho de la ejecución provisional porque la sentencia que se pretende ejecutar no es firme y la redacción del fallo establece que la restitución del bien se haga una vez firme la sentencia?





		Artículo 527 Solicitud de ejecución provisional, despacho de ésta y recursos		3066 ¿Es necesario esperar 20 días desde la sentencia para solicitar la ejecución provisional?

		3067 ¿Hay un momento concreto en que debe solicitarse la ejecución provisional?

		3068 Solicitado el despacho de la ejecución provisional, ¿debe concederse al ejecutado el plazo de 20 días previsto en el art. 548 LEC antes de despachar la ejecución?

		3069 Si la ejecución provisional solicitada cumple todos los presupuestos legales, ¿puede el tribunal denegar el despacho de la ejecución por considerar que concurre alguna causa de oposición?

		3070 ¿Puede denegarse el despacho de la ejecución provisional de una sentencia que lleve aparejado el lanzamiento?

		3071 ¿Puede prosperar una demanda por error judicial fundada en la denegación parcial del despacho de la ejecución solicitado en la demanda ejecutiva?

		3072 ¿Es imprescindible aportar el testimonio de todas las actuaciones junto con la demanda de ejecución provisional cuando ésta se interponga después de que el procedimiento se haya remitido al tribunal que debe conocer el recurso?

		3073 ¿Puede denegarse el despacho de la ejecución de una sentencia no firme por el hecho de que se haya solicitado como una ejecución definitiva?

		3074 ¿El auto que despacha la ejecución provisional puede impugnarse?

		3075 ¿Puede interponerse un recurso de reposición previo a la apelación contra el auto que deniega la ejecución provisional?





		Artículo 528 Oposición a la ejecución provisional y a actuaciones ejecutivas concretas		3076 ¿Pueden alegarse otros motivos de oposición a la ejecución provisional además de los enumerados en el art. 528 LEC?

		3077 ¿Puede solicitarse en la oposición a la ejecución provisional que se suspenda el pago de una pensión de alimentos para el hijo menor de edad fijada en un auto de medidas provisionales?

		3078 En una ejecución provisional en la que debe llevarse a efecto un lanzamiento, ¿puede prosperar una causa de oposición fundada en que antes del lanzamiento deba hacerse el deslinde de la finca el cual ha sido acordado en sentencia?

		3079 ¿Puede prosperar la oposición a la ejecución fundada en que la sentencia de divorcio impone la obligación de los cónyuges de satisfacer por mitad las cuotas del préstamo hipotecario, pero no contiene ningún pronunciamiento de condena?

		3080 ¿Puede inadmitirse a trámite la oposición a la ejecución que se ha fundado en un motivo no previsto en la ley?

		3081 ¿La impugnación de la liquidación de los intereses de demora puede considerarse una causa de oposición a la ejecución provisional?

		3082 ¿Puede fundamentarse la oposición a la ejecución de la sentencia que atribuye a uno de los cónyuges el uso de la vivienda conyugal en la imposibilidad de restaurar la situación anterior o compensar al ejecutado en caso de revocación?

		3083 ¿El ejecutado que se opone a las medidas ejecutivas concretas debe probar que el daño que se le puede causar es irreparable?





		Artículo 529 Sustanciación de la oposición a la ejecución provisional o a actuaciones ejecutivas concretas		3084 ¿Puede suspenderse la ejecución por haberse presentado la oposición a la ejecución?

		3085 En el escrito de impugnación de la oposición a la ejecución, ¿la parte ejecutante puede solicitar que se amplíe la ejecución provisional a nuevos vencimientos para que sea acordado al resolver el incidente?

		3086 En la ejecución provisional de una sentencia que condena a la reducción del precio de la venta de una vivienda por tener daños ocultos, ¿puede exigirse que la parte ejecutante preste una caución para garantizar la restitución de los efectos en caso que la sentencia sea revocada?

		3087 ¿Puede continuarse la ejecución provisional de una sentencia que lleva aparejado el desalojo de una vivienda si el ejecutado alega la imposibilidad de reparación?

		3088 ¿Puede estimarse de manera automática la oposición a la ejecución de una sentencia que conlleve el desalojo de un inmueble sin necesidad de acreditar ningún perjuicio?

		3089 ¿Puede impugnarse el auto que desestima la oposición a la ejecución por haberse presentado el escrito de oposición de manera extemporánea transcurridos los 5 días desde la notificación del despacho de ejecución?

		3090 Si en una ejecución provisional no se constituye la caución que se ha exigido al ejecutante, ¿debe archivarse?





		Artículo 530 Decisión sobre la oposición a la ejecución provisional y a medidas ejecutivas concretas. Irrecurribilidad		3091 ¿Puede apelarse el auto que resuelve la oposición a la ejecución provisional?

		3092 ¿Puede entenderse que el hecho de que contra el auto que estima la oposición a la ejecución no quepa recurso supone el cumplimiento del art. 293.1 f) LOPJ que exige que para interponer una demanda de error judicial se hayan agotado todas las vías ordinarias?

		3093 Con ocasión de un recurso de apelación contra el auto que aprueba la liquidación de la cantidad objeto de condena en el marco de una ejecución provisional, ¿puede alegarse la nulidad de actuaciones del auto que desestimaba la oposición a la ejecución?

		3094 ¿Puede apelarse el auto que resuelve un recurso de revisión contra la decisión del letrado/a de la Administración de justicia de inadmitir a trámite la oposición?

		3095 ¿Puede apelarse el auto que estima la oposición a la ejecución por haberse despachado infringiendo las prohibiciones del art. 525 LEC, por ejemplo, por tratarse de una sentencia que declare la nulidad o caducidad de títulos de propiedad industrial?

		3096 ¿Puede interponerse recurso de reposición contra el auto que desestima la oposición a la ejecución provisional?

		3097 ¿Cabe acudir a las normas generales, en concreto, al artículo 455 LEC para ampliar los supuestos en que procede interponer recurso de apelación?

		3098 En los incidentes que se tramiten durante la ejecución, tales como la oposición a la ejecución, la liquidación de la condena o la tasación de costas, ¿debe hacerse imposición de costas?

		3099 ¿Puede interponerse un recurso de apelación contra la resolución que resuelva la oposición fundada en los motivos procesales no expresamente previstos en la ley para la ejecución provisional?

		3100 ¿Puede señalarse una vista para practicar prueba en relación al incidente de oposición a la ejecución?

		3101 Entre las alegaciones del recurso de apelación, ¿puede solicitarse que se acuerde la suspensión de una eventual ejecución provisional que pueda solicitar la parte favorecida por la sentencia impugnada?

		3102 Si se estima la oposición a la ejecución de condena no dineraria por considerar que en caso de revocarse la sentencia sería difícil restaurar la situación anterior, ¿la parte ejecutante debe soportar las costas del incidente?

		3103 Si se estiman los motivos de oposición de sentencias de condena no dineraria, ¿puede evitarse la suspensión de la ejecución exigiendo una caución a la parte ejecutante?

		3104 En la ejecución provisional de sentencias de condena dineraria, ¿puede estimarse la oposición a medidas ejecutivas concretas consistente en que se sustituya el embargo sobre una cuenta corriente por el embargo sobre un bien inmueble?

		3105 En la ejecución provisional de sentencias de condena dineraria, ¿puede admitirse que el ejecutado preste como caución sustitutoria la consignación de la cantidad objeto de condena en la cuenta de depósitos del juzgado?

		3106 En la ejecución provisional de condenas dinerarias, admitir la solicitud de la parte ejecutada en relación a que se sustituyan las medidas ejecutivas concretas por caución o por otras medidas, ¿se considera estimación de la oposición a la ejecución a efectos de costas?

		3107 ¿Las costas de la ejecución provisional incluyen las costas de los incidentes que en ella se tramiten tales como el incidente de oposición a la ejecución?

		3108 ¿Puede apelarse el auto que resuelve la oposición a la ejecución cuando únicamente se han ejecutado provisionalmente los pronunciamientos no impugnados?

		3109 ¿Puede prosperar la oposición a la ejecución por riesgo de insolvencia de la parte ejecutante?





		Artículo 531 Suspensión de la ejecución provisional en caso de condenas dinerarias		3110 ¿El ejecutado que paga en los 20 días siguientes a la notificación del auto que despacha la ejecución provisional, debe soportar las costas de la ejecución?

		3111 La caución prestada por el ejecutado en una ejecución provisional, ¿puede entenderse, una vez confirmada la sentencia impugnada, como el cumplimiento voluntario de la condena y evitar la imposición de costas de la ejecución provisional?

		3112 El ejecutado provisionalmente que no paga, y únicamente se opone a medidas ejecutivas concretas, ¿debe soportar las costas de la ejecución?

		3113 El ejecutado que consigna el importe reclamado dentro de los 20 días desde que se desestima su oposición a la ejecución, ¿debe soportar las costas de la ejecución?

		3114 Si la ejecución provisional se suspende porque la parte ejecutada consigna la cantidad reclamada después de haberse opuesto a la ejecución, pero antes de que el incidente de oposición se resuelva, desistiendo de éste, ¿debe también consignar las costas de la ejecución?

		3115 ¿El ejecutado debe soportar las costas del incidente de oposición a la ejecución provisional en el caso que no se hayan incluido expresamente en la resolución del incidente?

		3116 ¿Puede interponerse un recurso de revisión contra el decreto del letrado de la Administración de justicia que ponga fin a la ejecución provisional por pago del ejecutado?

		3117 La consignación anterior a la ejecución provisional y realizada en la cuenta del tribunal que debe resolver la apelación junto con la indicación de que se hace a los efectos de evitar una ejecución provisional, ¿puede entenderse que se realiza en pago de la condena y paraliza el cómputo de los intereses?

		3118 ¿Es apelable la resolución que resuelve el incidente de impugnación de la tasación de costas en la ejecución provisional?

		3119 ¿Pueden imponerse las costas de la ejecución provisional al ejecutante que ha interpuesto la demanda ejecutiva después de notificada la providencia que tiene por interpuesto el recurso, pero antes de conocer que se ha realizado la consignación judicial del importe de la condena? En este mismo caso, ¿pueden imponerse al ejecutante las costas del incidente de oposición fundada en esa consignación?

		3120 ¿La parte ejecutada que consignó las cantidades en diferentes momentos antes del despacho de la ejecución provisional debe pagar los intereses hasta el auto que despacha la ejecución?

		3121 ¿Pueden imponerse las costas de la ejecución provisional al ejecutado que consignó la cantidad objeto de condena, incluidos los intereses, en el procedimiento declarativo antes de iniciarse la ejecución pero sin indicar el destino de tal consignación?

		3122 ¿Pueden imponerse las costas de la ejecución provisional al ejecutado que ha consignado el importe del principal pero sólo una parte de la cantidad despachada en concepto de intereses y costas provisionales?

		3123 ¿La entrega de cantidades hecha por el ejecutado durante una ejecución provisional se entiende como pago de la condena y liberador de intereses?

		3124 ¿Está justificado impugnar la imposición de costas del incidente de oposición a la ejecución fundamentándose en que la sentencia provisionalmente ejecutada fue revocada posteriormente?





		Artículo 532 Confirmación de la resolución provisionalmente ejecutada		3125 Una vez confirmada la sentencia apelada, ¿puede solicitarse, en el marco de la ejecución provisional transformada en definitiva, la liquidación de los intereses de la cantidad objeto de condena calculados provisionalmente?

		3126 Si se instó la ejecución provisional de los pronunciamientos de condena no impugnados y la sentencia es confirmada desestimándose la apelación, ¿puede solicitarse la ampliación al resto de pronunciamientos no reclamados?

		3127 ¿El ejecutante puede desistir de la ejecución provisional?

		3128 Si en la ejecución provisional se dispuso que el ejecutante prestara una garantía para cubrir posibles responsabilidades derivadas de la ejecución, en caso de que la sentencia impugnada sea confirmada, ¿puede el ejecutante reclamar los costes de establecer y mantener esa garantía?





		Artículo 533 Revocación de condenas al pago de cantidad de dinero		3129 En caso de que la sentencia revocatoria adquiera firmeza, ¿el ejecutado puede solicitar la restitución de lo entregado, los intereses y las costas de la ejecución provisional?

		3130 Si la sentencia ejecutada provisionalmente es revocada, ¿la parte ejecutada debe solicitar expresamente la devolución de lo entregado en la ejecución provisional ya sea por solicitud expresa o con una nueva demanda ejecutiva?

		3131 Una vez revocada la sentencia impugnada posteriormente al concurso del ejecutante, ¿el derecho de crédito consistente en la devolución de lo percibido en la ejecución provisional iniciada antes de la declaración de concurso, es un crédito contra la masa?

		3132 Revocada la sentencia ejecutada provisionalmente, ¿puede el ejecutado solicitar de conformidad al art. 533 LEC la devolución de las cantidades pagadas al ejecutante al margen del procedimiento de ejecución y a consecuencia de un acuerdo extrajudicial?

		3133 Si se inició una ejecución provisional de la sentencia de familia que establecía como medidas complementarias el reparto entre los cónyuges de las cuotas hipotecarias, de revocarse la sentencia que lo establecía, ¿puede interponerse una demanda de reclamación de dichas cantidades?

		3134 En caso de que la resolución ejecutada provisionalmente incluyera como objeto de la condena cantidades en concepto de IVA, revocada la sentencia, ¿puede el ejecutante reclamar que se descuenten los intereses de este importe en la liquidación de intereses?

		3135 En el procedimiento de ejecución provisional, si se revoca parcialmente la sentencia de instancia que condenaba a una cantidad de dinero la cual fue entregada por la parte ejecutada, ¿ésta puede reclamar los intereses de la cantidad entregada?

		3136 Si en una ejecución provisional uno de los cónyuges ha pagado íntegramente la prestación/pensión compensatoria al otro y, posteriormente, se revoca la sentencia y se deja sin efecto la pensión, ¿el ejecutado puede reclamar lo pagado provisionalmente?

		3137 Si en una ejecución provisional la pensión compensatoria que se ha estado pagando en la ejecución provisional posteriormente la audiencia modifica su cuantía, ¿el que ha pagado puede reclamar la diferencia?

		3138 Si en una ejecución provisional de condena dineraria, la parte ejecutada prestó una cautela para oponerse a medidas ejecutivas concretas, ¿puede reclamar los gastos de constituir o mantener esas medidas si la sentencia es revocada?

		3139 En una ejecución provisional de condena dineraria, si revocada la sentencia la parte ejecutante no devuelve el importe que obtuvo, ¿puede cometer un delito de apropiación indebida?

		3140 Si en una ejecución provisional después de revocada la sentencia no puede hacerse la restitución al estado anterior a la ejecución debido a la situación de insolvencia del ejecutante, ¿podría exigirse responsabilidad patrimonial del estado por error judicial?





		Artículo 534 Revocación en casos de condenas no dinerarias		3141 Para reclamar los perjuicios derivados de la imposibilidad de restituir in natura el objeto de la ejecución provisional una vez revocada la sentencia de instancia, ¿es necesario que el ejecutado acredite que el ejecutante actuó con dolo o culpa?

		3142 ¿Es procedente que el ejecutado reclame mediante un procedimiento declarativo la indemnización de los daños y perjuicios causados por la imposibilidad de restituir in natura el bien que fue objeto de ejecución provisional?

		3143 La multa coercitiva impuesta en una ejecución provisional a la parte ejecutada que no cumple una condena no dineraria, ¿puede apelarse alegando que la sentencia había sido apelada o revocada?

		3144 Para reclamar los daños y perjuicios supuestamente producidos al ejecutado por la ejecución provisional de una sentencia que disponía el desahucio y que posteriormente es revocada, ¿es necesario acreditar que efectivamente se ha producido un daño?

		3145 Si se revoca la sentencia provisionalmente ejecutada mientras estaba pendiente un recurso de apelación contra la decisión del tribunal de ejecución que tenía por no cumplida la obligación de hacer que se ejecuta, ¿puede mantenerse la apelación?

		3146 El ejecutado que ha sido desahuciado de la vivienda a consecuencia de la ejecución provisional de una sentencia que resolvía el contrato de alquiler, una vez revocada la sentencia y dejándose sin efecto la revocación del contrato, ¿puede pedir en el procedimiento declarativo que se le restituya la posesión de la vivienda?

		3147 Si en la ejecución provisional de una sentencia que condena a pagar a ambas partes por mitad los costes de construir un muro medianero entre las fincas de ambos este muro es construido por una de las partes, en caso de que sea revocada parcialmente e imponga su coste únicamente a la contraparte, ¿el que pagó puede reclamar?

		3148 Una vez revocada la sentencia de condena no dineraria ejecutada provisionalmente, ¿el ejecutado puede solicitar dentro del procedimiento declarativo del que deriva la ejecución, qué se le restituya el bien más los daños y perjuicios?

		3149 ¿Cabe acordar una medida como el lanzamiento y desalojo de la vivienda en una ejecución provisional de sentencia, ante la oposición del ejecutado?

		3150 ¿Ante la falta de regulación expresa del art. 534 LEC en relación a la revocación de sentencias de condena de no hacer, será posible hacer aquello que no estaba permitido, y por tanto prohibido, a raíz de dicha sentencia?









		Capítulo III De la ejecución provisional de sentencias de condena dictadas en segunda instancia		Artículo 535 Ejecución provisional de sentencias dictadas en segunda instancia		3151 ¿La consignación del ejecutado realizada ante el juzgado de primera instancia cuando se está ejecutando provisionalmente la sentencia dictada por la audiencia, sirve para el pago?

		3152 ¿Que se haya despachado la ejecución provisional de sentencias de segunda instancia no firmes puede ser un elemento para justificar, en una demanda por error judicial, que se produjo un daño a la parte demandante?

		3153 ¿Solicitada la ejecución provisional de una sentencia firme por no haberse interpuesto el recurso extraordinario correspondiente, procede denegar el despacho de la ejecución?

		3154 ¿En una ejecución provisional del régimen de visitas establecido en la sentencia de segunda instancia impugnada, es imprescindible dar audiencia al/la menor?

		3155 ¿Puede pedirse la efectividad de una sentencia dictada en segunda instancia que implique la restitución del bien que fue entregado en la ejecución provisional de la sentencia de primera instancia?

		3156 Ejecutada provisionalmente la sentencia de primera instancia, posteriormente revocada por la sentencia de la audiencia no firme por haberse impugnado en casación, ¿puede ejecutarse provisionalmente la sentencia de la audiencia?

		3157 ¿Puede suspenderse la ejecución provisional de una sentencia cuando en el recurso de apelación interpuesto se haya alegado una infracción procesal que determinaría la nulidad de actuaciones?

		3158 Interpuesto un recurso de casación, ¿puede denegarse el despacho de la ejecución de la sentencia de segunda instancia que modifica con efecto retroactivo la pensión de alimentos establecida en el auto de medidas?





		Artículo 536 Confirmación en segunda instancia de la resolución ejecutada provisionalmente		3159 Confirmada la sentencia de segunda instancia cuya ejecución provisional había sido despachada, ¿puede iniciarse una nueva ejecución?

		3160 Después de que la sentencia que se ejecuta provisionalmente sea confirmada y la ejecución provisional se convierta en definitiva, ¿qué efectos produce este pronunciamiento respecto de las actuaciones ya realizadas?

		3161 ¿En el caso de que la sentencia de casación confirme la sentencia de segunda instancia que revoca la pensión de alimentos establecida a favor de la expareja por primera vez en primera instancia, los efectos de la revocación son desde la sentencia de primera instancia?

		3162 Si se confirma la sentencia provisionalmente ejecutada, ¿es necesario interponer otra demanda ejecutiva?

		3163 Instada la ejecución provisional, si ésta se despacha con posterioridad a la inadmisión del recurso de casación, ¿puede despacharse como definitiva a pesar de que el pronunciamiento a ejecutar sea la atribución del uso de domicilio familiar mientras no se liquide la sociedad matrimonial?





		Artículo 537 Revocación de la resolución ejecutada provisionalmente en segunda instancia		3164 Si se revoca la sentencia impugnada, ¿procede aplicar la caución constituida por el ejecutante para indemnizar al ejecutado de los daños y perjuicios que la ejecución le haya podido causar?

		3165 En el caso de que la sentencia de casación revoque parcialmente la sentencia de segunda instancia que reduce la pensión de alimentos establecida a favor de los hijos, ¿los efectos de la modificación de la pensión son desde la sentencia de instancia?

		3166 ¿Hay algún supuesto en el procedimiento de ejecución provisional en que sea posible algún recurso extraordinario ante el Tribunal Supremo?

		3167 El hecho de no haberse solicitado la ejecución provisional de la sentencia que establecía la custodia compartida, ¿puede ser motivo para revocar esta medida en segunda instancia?

		3168 Revocada definitivamente la sentencia de segunda instancia provisionalmente ejecutada, ¿debe procederse conforme la ejecución de título judicial ordinaria al no ser posible interponer nuevos recursos?

		3169 ¿En el supuesto de que la ejecución provisional de una sentencia de primera instancia se encuentre suspendida y la Sentencia haya sido confirmada por la Audiencia Provincial, estando pendiente de recurso extraordinario, podría instarse nuevamente la ejecución provisional de acuerdo con lo establecido en el art. 535 LEC?













		Título III De la ejecución: disposiciones generales		Capítulo I De las partes de la ejecución		Artículo 538 Partes y sujetos de la ejecución forzosa		3170 En términos generales, ¿puede ejecutarse una sentencia frente a quien no fue parte en el proceso?

		3171 Además del deudor, ¿a quién puede extenderse el despacho de la ejecución?

		3172 ¿Quién puede comparecer en el proceso de ejecución sin haber sido parte en el declarativo?

		3173 ¿En las ejecuciones que tengan por objeto el desahucio de la finca, pueden comparecer a la misma los terceros ocupantes que se encuentran en el momento de ejecutar el lanzamiento, aunque no hayan sido parte en el proceso declarativo previo o en la misma ejecución?

		3174 ¿Se puede entender como terceros ocupantes a cualquiera persona que conviva en el inmueble, incluidas aquellas especialmente relacionadas con el ejecutado?





		Artículo 539 Representación y defensa. Costas y gastos de la ejecución		3175 En los supuestos de tasación de costas inherentes a una ejecución hipotecaria de vivienda habitual, ¿es retroactivo el límite de exigibilidad de las mismas circunscrito al 5 por 100 de la cantidad reclamada en la demanda ejecutiva, introducido por la Ley 1/2013,14 mayo?

		3176 En los juicios verbales de cuantía inferior a 2.000 €, pero que por razón de la materia, sí requieren la intervención de abogado y procurador, ¿se traslada la misma exigencia a la ejecución de la resolución dictada en los mismos?

		3177 ¿Es preceptiva intervención de abogado y procurador en la ejecución de los acuerdos de mediación?

		3178 En una ejecución de división de cosa común ¿quién debe soportar las costas de la ejecución, el ejecutante, el ejecutado o ambos en proporción a su participación en la cosa?

		3179 Cómo debe entenderse la condena en costas, cuando no hay pronunciamiento en la sentencia, ¿mancomunada o solidaria?

		3180 ¿Cómo deben ejecutarse las costas si el pronunciamiento mancomunado o solidario de las mismas no está reflejado en la sentencia o resolución que impone las mismas?

		3181 ¿Si se litiga con abogado y procurador en un procedimiento monitorio, pese a no ser necesario, pueden reclamarse las costas a la parte vencida en juicio?





		Artículo 540 Ejecutante y ejecutado en casos de sucesión		3182 ¿Es distinto el proceder del Tribunal en caso de que se haya despachado ya ejecución o no en la aplicación del art. 540 LEC?

		3183 ¿Qué debe examinar el Letrado AJ cuando estando en trámite una ejecución se presenta documento acreditativo de la cesión del crédito a un tercero?

		3184 En los casos de cesión de créditos con garantía hipotecaria en trámite de ejecución, ¿es precisa la consecutiva inscripción registral del nuevo titular del crédito hipotecario?

		3185 ¿Puede exigirse al cesionario de un crédito que indique la cantidad pagada por la cesión del crédito al objeto de ejercitar el retracto de crédito litigioso?

		3186 ¿Tiene legitimación activa quién no conste como titular registral del derecho real de hipoteca (por falta de inscripción) cuya ejecución se pretende?

		3187 ¿Constando en Autos la documentación acreditativa de la cesión de un crédito sin garantía real, puede el LAJ resolver la inadmisión del despacho de ejecución, sin audiencia de las partes?





		Artículo 541 Ejecución en bienes gananciales		3188 ¿Contra quién debe dirigirse la demanda ejecutiva, en los supuestos de deudas de uno solo de los cónyuges, pero de las que deba responder la sociedad de gananciales?

		3189 ¿Qué carácter tiene la vivienda comprada antes del matrimonio con dinero privativo de cada cónyuge y después de contraer matrimonio, pagada con dinero de la sociedad de gananciales?

		3190 ¿En aquellos supuestos en los que, los bienes embargados son propiedad exclusiva del ejecutado (privativos), pero cuya posesión comparte con su pareja, o cuyo uso ha sido atribuido a un ex cónyuge (en virtud de una crisis matrimonial), deben ser notificados estos poseedores?





		Artículo 542 Ejecución frente al deudor solidario		3191 En los supuestos de reclamación de deudas de carácter solidario, ¿debe el ejecutante demandar a todos los deudores o basta con que reclame a uno de ellos?

		3192 ¿En el caso de haberse omitido en la demanda declarativa a un obligado al pago solidario y, obtenerse sentencia de condena contra los demandados, puede extenderse la ejecución del pronunciamiento obtenido al deudor preterido?

		3193 ¿Puede despacharse ejecución de título no judicial, contra deudores que si bien no aparecen en el título ejecutivo principal, sí aparecen relacionados en documentos anexos, como pólizas de afianzamiento ulterior?

		3194 Cuando en un título ejecutivo hay varios codeudores obligados solidariamente, ¿puede elegir el acreedor al deudor contra el que se insta el despacho de ejecución?

		3195 En los supuestos de condena solidaria a dos deudores, si solo uno de ellos formula recurso de apelación contra la sentencia y, obtiene una reducción de la cuantía de la condena, ¿la indicada reducción se extiende al otro obligado que no recurrió en apelación?

		3196 ¿Las costas que se imponen a los obligados al pago de una obligación solidaria, son también solidarias entre los obligados al pago de la deuda principal?





		Artículo 543 Asociaciones o entidades temporales		3197 ¿Cómo responde de las deudas una UTE (Unión Temporal de Empresas)?

		3198 ¿Cómo afecta la falta de personalidad jurídica de las UTE a su responsabilidad?





		Artículo 544 Entidades sin personalidad jurídica		3199 ¿Cómo responden las entidades sin personalidad jurídica?

		3200 ¿Cómo responden las comunidades de propietarios por los daños ocasionados a terceros ajenos a la comunidad?

		3201 ¿Una vez despachada ejecución frente a la comunidad de propietarios, pueden embargarse bienes de los comuneros de ésta?









		Capítulo II Del tribunal competente		Artículo 545 Tribunal competente. Forma de las resoluciones en la ejecución forzosa		3202 ¿El cambio de domicilio del deudor varía la competencia para conocer del título ejecutivo?

		3203 ¿Puede el tribunal en la ejecución de resoluciones procesales inhibirse cuando considera que no le corresponde la ejecución?

		3204 ¿Es imperativo el fuero para determinar la competencia territorial del tribunal que conozca de la ejecución de un título no judicial?

		3205 ¿La norma de atribución de competencia territorial para la ejecución de títulos no judiciales tiene carácter imperativo o electivo?

		3206 ¿Es competente para la ejecución del laudo arbitral el del lugar dónde se protocoliza?

		3207 ¿Es competente para la ejecución del laudo arbitral el del lugar de la sede social de la entidad de arbitraje?

		3208 ¿Para la ejecución de un título ejecutivo de cantidad máxima del art. 517.8 LEC es competente el Juzgado de Instrucción que lo dicta?

		3209 ¿Para la ejecución de un título ejecutivo de cantidad máxima del art. 517.8 LEC es competente el del lugar de los hechos?

		3210 ¿Debe el tribunal que conoce de la segunda o ulterior instancia ejecutar sus propias resoluciones?

		3211 ¿Tiene el Letrado de la Administración de Justicia competencia exclusiva en la ejecución?

		3212 ¿En que supuestos tiene competencia para despachar ejecución un juzgado de violencia contra la Mujer?

		3213 ¿Es competente el mismo juzgado de familia, para conocer de las modificaciones a las resoluciones que ha dictado de forma previa y precedente?

		3214 ¿En los supuestos en que un juzgado de instrucción dicte un auto de cuantía máxima contra una compañía aseguradora y, la misma tenga domicilio en otra localidad distinta al del juzgado que ha dictado la resolución, qué juzgado es el competente para despachar ejecución?





		Artículo 546 Examen de oficio de la competencia territorial		3215 ¿Puede equipararse el juicio monitorio al proceso de ejecución para apreciar de oficio la falta de competencia una vez despachada la ejecución?

		3216 ¿Puede revisarse de oficio la competencia territorial después de despachada la ejecución?

		3217 ¿Es preclusivo el momento procesal para que el tribunal verifique de oficio su competencia territorial para la ejecución?

		3218 ¿Está obligado el tribunal a verificar de oficio su competencia antes de despachar ejecución?

		3219 Una vez despachada ejecución (ordinaria o hipotecaria), ¿es posible que el Tribunal advierta su falta de competencia territorial?

		3220 ¿En el supuesto de que el Tribunal, al examinar la demanda ejecutiva se declare territorialmente incompetente, debe remitir las actuaciones al Tribunal que considere competente?

		3221 ¿Cabe recurso contra el auto que decida la competencia?





		Artículo 547 Declinatoria en la ejecución forzosa		3222 ¿Puede aplicarse este precepto para impugnar la competencia territorial en el juicio cambiario?

		3223 ¿Es posible el planteamiento por el ejecutado, de declinatoria en caso de que el Tribunal no se haya declarado incompetente?









		Capítulo III Del despacho de la ejecución		Artículo 548 Plazo de espera de la ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de acuerdos de mediación		3224 ¿En los supuestos de ejecución, en un juicio verbal de desahucio con reclamación de rentas, en los que se puede instar la ejecución del lanzamiento de forma directa ex art. 440.3 LEC sin espera del plazo del art. 548 LEC, debe esperarse el indicado plazo para la ejecución del pronunciamiento de condena dineraria?

		3225 ¿En los supuestos de sentencias dictadas en juicio verbal, de cuantía inferior a 3.000 €, la petición de complemento de la sentencia interrumpe el plazo de 20 días de espera del art. 548 LEC?

		3226 ¿Puede presentarse al juzgado una demanda ejecutiva de una sentencia firme, antes de que transcurra el plazo de espera del art. 548 LEC?

		3227 ¿En caso de que se consigne o pague la cantidad objeto de ejecución dineraria, de forma posterior al transcurso del plazo de 20 días del art. 548 LEC, pero antes de que se dicte auto despachando ejecución o del requerimiento de pago al deudor, procede el devengo de costas e intereses contra el mismo ex art. 539 LEC?

		3228 ¿En el supuesto de cumplimiento de obligaciones de carácter mancomunado entre dos deudores, con fecha dispar de notificación de la resolución procesal que impone la obligación, el plazo del art. 548 LEC cómo se computa?

		3229 ¿Cómo se computa el dies a quo del plazo de espera del art. 548 LEC en los casos de sentencia de segunda instancia, dictada en méritos de un recurso de apelación?

		3230 ¿En los supuestos de incomparecencia del deudor requerido en el proceso monitorio, ex art. 816 LEC, se ha de esperar los 20 días del art. 548 LEC para instar la ejecución?

		3231 ¿Puede una parte que ha instado la ejecución de una resolución procesal o arbitral o, de un acuerdo de mediación, dentro del plazo legal de 20 días, desistir de la ejecución en el mismo plazo o de forma ulterior?

		3232 ¿Cómo se computa el inicio del plazo de espera del art. 548 LEC antes de la reforma del precepto efectuada por la Ley 5/2012 de 6 de julio?

		3233 ¿Son ejecutables sólo las resoluciones judiciales o también las resoluciones dictadas por los Letrados de la administración de Justicia?

		3234 Para que un acuerdo de mediación sea ejecutable, ¿cómo debe constar documentado?

		3235 ¿Sobre quién recae el deber de comprobar que se presenta la demanda ejecutiva una vez ha transcurrido el plazo de espera?





		Artículo 549 Demanda ejecutiva. Contenido		3236 ¿Puede un tercero o el ejecutado instar la ejecución?

		3237 ¿Tiene el ejecutante la obligación de especificar en la demanda ejecutiva los cálculos de la cuantía reclamada?

		3238 ¿Puede instarse el despacho de ejecución, por una cantidad inferior a la fijada en la resolución procesal o arbitral o, del acuerdo de mediación?

		3239 ¿Puede el juez, al despachar ejecución, proceder a un análisis del fondo de las obligaciones dinerarias?

		3240 ¿Puede el juez, al despachar ejecución, proceder a un análisis del fondo de las obligaciones consistentes en hacer o no hacer?

		3241 ¿Puede el tribunal, de oficio, en el trámite del despacho de ejecución, examinar la legitimación de las partes además de los presupuestos y requisitos del título ejecutivo?

		3242 Los intereses vencidos en el momento de presentarse la ejecución, ¿deben reclamarse como integrantes del principal de la ejecución o los mismos debe ser objeto de determinación ulterior en el incidente de liquidación de intereses?

		3243 Cuando se presenta una nueva demanda ejecutiva con arreglo al art. 5, ¿es necesario abonar la tasa estatal?





		Artículo 550 Documentos que han de acompañar a la demanda ejecutiva		3244 ¿Debe el tribunal ante el que se insta la ejecución de un laudo o resolución arbitral, proceder al control de oficio de que se acompaña, con la demanda ejecutiva, el convenio arbitral?

		3245 ¿La demanda ejecutiva debe contener los documentos que expresen el saldo de la liquidación de la deuda?

		3246 ¿En los supuestos de ejecución de un laudo arbitral, para obtener el despacho de ejecución, es suficiente acompañar el acuse de recibo a través del que se notificó el laudo a la parte?

		3247 ¿Puede despacharse ejecución de un préstamo con garantía hipotecaria, aportando copia simple de la escritura de hipoteca y, un certificado del registro de la propiedad ex art. 685.4 LEC?

		3248 ¿Puede instarse la demanda ejecutiva con una copia de la sentencia, en lugar de testimonio suscrito por el Letrado de la AJ?

		3249 ¿En el caso de que a la demanda ejecutiva no se aporte la escritura pública o póliza original, pero su contenido resulte acreditado por otro medio procesal complementario, puede considerarse ello como defecto subsanable?

		3250 ¿En los supuestos de continuación a la ejecución hipotecaria, por la vía ordinaria ex art. 579 LEC, es preciso acompañar el certificado de subsistencia de la deuda a que se refiere el art. 654.3 LEC con la demanda ejecutiva?

		3251 Para despachar ejecución hipotecaria, ¿qué exigencias se requieren en la escritura de préstamo hipotecario que se acompaña cómo documento?

		3252 ¿Es necesario incorporar a la demanda ejecutiva justificación de haber requerido de pago al deudor?





		Artículo 551 Orden general de ejecución y despacho de la ejecución		3253 ¿Puede el Letrado de la AJ dictar el auto despachando ejecución o sobreseer la ejecución ulteriormente?

		3254 ¿En los supuestos de conversión de la ejecución hipotecaria ex art. 579 LEC, en ejecución ordinaria para la persecución de otros bienes del deudor, por insatisfacción del crédito del actor, debe dictarse un nuevo auto despachando ejecución ex art. 551 LEC?

		3255 ¿Cabe recurso de reposición contra el auto que despacha ejecución?

		3256 ¿Incurre en abuso de derecho y fraude de ley el acreedor que acude a la vía de la ejecución ordinaria, en lugar de a la vía de la ejecución hipotecaria para ejecutar el título en el que se documenta el préstamo concedido?

		3257 ¿En los supuestos de ejecución hipotecaria, es necesario que el banco ejecutante inscriba el crédito hipotecario a su nombre en el Registro de la Propiedad para poder acudir a la vía privilegiada de los arts. 681 y ss. de la LEC?

		3258 ¿Cabe despachar ejecución si consta que el deudor se encuentra declarado en concurso?

		3259 Ejecución hipotecaria sobre bienes no afectos a la actividad del concursado, iniciada con posterioridad a la declaración de concurso, ¿qué juez es el competente?

		3260 Declarado el concurso del ejecutado, ¿deben remitirse las actuaciones al juzgado mercantil o basta con suspender la ejecución?

		3261 El art. 551 LEC regula también el contenido del decreto de medidas que debe dictarse a continuación del auto de despacho de ejecución: a) ¿es preciso esperar a la firmeza de dicho auto para el dictado del decreto?; b) ¿qué recurso cabe contra el referido decreto?

		3262 La consulta al Registro Público concursal, ¿debe llevarla a cabo materialmente el Letrado de la Administración de Justicia?

		3263 ¿En los procedimientos de ejecución ordinaria puede recurrirse contra el Auto despachando ejecución?

		3264 ¿Se puede despachar ejecución si las pretensiones de la parte ejecutante no constan en el título?

		3265 ¿Se puede recurrir el auto de despacho de ejecución?





		Artículo 552 Denegación del despacho de la ejecución. Recursos		3266 ¿En los supuestos en que el pacto de liquidación unilateral de la deuda conste en una escritura pública de préstamo con garantía hipotecaria y, no en las sucesivas que la novan y modifican, puede despacharse igualmente ejecución?

		3267 ¿En el supuesto de que se declare el carácter abusivo de la cláusula de interés moratorio del título con base al que se pretende el despacho de ejecución, puede requerirse al ejecutado que presente nueva liquidación del saldo deudor, ajustada a la declaración de abusividad y, en su caso intervenida por fedatario como dispone el art. 572 y 573 LEC?

		3268 ¿Tiene el juez obligación de actuar de oficio en el examen de las cláusulas abusivas de un título ejecutivo que se le presenta al despacho de ejecución, cuando el deudor es consumidor?

		3269 ¿Procede la imposición de costas en el incidente de análisis de abusividad de cláusulas contenidas en el título ejecutivo?

		3270 ¿La omisión de audiencia a las partes, en el incidente de abusividad del art. 552 LEC puede comportar la declaración de nulidad del trámite procesal?

		3271 ¿El examen de oficio de las posibles cláusulas abusivas del título ejecutivo, solo procede si el ejecutado tiene la condición de consumidor?

		3272 ¿En caso de cesión del crédito hipotecario a un fondo de titulización, está legitimado el acreedor para el ejercicio de la acción hipotecaria?

		3273 ¿En el caso de que se pretenda la ejecución de un régimen de visitas distinto al contenido en la sentencia de familia, procede la inadmisión de la demanda?

		3274 ¿Procede la inadmisión de la demanda ejecutiva del decreto (o auto) que aprueba la tasación de costas, en los casos en que el ejecutado goce del derecho de justicia gratuita?

		3275 ¿Cabe la posibilidad de subsanar el defecto de un título que carece de efectos ejecutivos o, procede la inadmisión de la demanda?

		3276 ¿Tiene autoridad de cosa juzgada el auto que resuelve el trámite de análisis de abusividad del art. 552 LEC y, es susceptible de ser recurrido en apelación?

		3277 ¿Cabe recurso de apelación contra el auto de examen de cláusulas abusivas ex art. 552 LEC, en el caso de que no se deniegue el despacho de ejecución?

		3278 ¿El obligado control de oficio recae sólo sobre las ejecuciones de título no judicial o, también sobre las ejecuciones de título judicial?

		3279 ¿Cabe invocar abusividad de alguna cláusula si no se goza de la condición de consumidor?

		3280 En la segunda instancia, ¿cabe examinarse la existencia de cláusulas abusivas de oficio?

		3281 ¿Existen límites para el examen de oficio de las posibles cláusulas abusivas del título ejecutivo, cuando nos encontramos ante un consumidor pasivo?

		3282 Habiendo sido despachada ejecución, y habiéndose por ello analizado la posible abusividad de las cláusulas contenidas en el título ejecutivo, ¿puede tras ello el Juez analizar la abusividad de alguna de las cláusulas contenidas en el título ejecutivo, incluso aunque no se esté discutiendo su posible abusividad por las partes?

		3283 ¿Cabría suspender un procedimiento por prejudicialidad civil, derivada de una cuestión prejudicial planteada sobre las consecuencias de la posible abusividad de una de las cláusulas contenidas en el título ejecutivo, aún para el caso de no haberse despachado ejecución?

		3284 ¿Aun tratándose de consumidores, rige la excepción de cosa juzgada para aquellas cláusulas que, aun pudiendo generar un desequilibro entre las partes, ya han sido analizadas judicialmente?

		3285 ¿En materia de consumidores, cabe en segunda Instancia un control de oficio sobre la posible abusividad las cláusulas contenidas en el título ejecutivo?

		3286 Realizado un primer control de oficio, ¿cabe analizar otras cláusulas, del mismo contrato, que puedan ser consideradas abusivas?

		3287 ¿Existirá nulidad de actuaciones por ausencia del control de oficio sobre la abusividad de las cláusulas incluidas en el título ejecutivo?

		3288 ¿Puede el ejecutado entrar a valorar la abusividad de aquellas cláusulas que ya fueron revisadas de oficio por el Juez y existe un pronunciamiento mediante resolución firme?

		3289 ¿Si se subsanara el defecto por el cual se ha denegado el despacho de la ejecución sería posible iniciar de nuevo una ejecución hipotecaria?

		3290 ¿Declarada la abusividad de una cláusula de vencimiento anticipado y archivado el procedimiento hipotecario, el artículo 552.3 Lec impide que se inste un nuevo procedimiento de ejecución?

		3291 ¿Qué recursos se pueden interponer contra la resolución que deniega el despacho de ejecución?

		3292 ¿Goza de efectos de cosa juzgada el auto que deniega la ejecución?





		Artículo 553 Notificación		3293 ¿En el caso de que resulte negativa la notificación (y requerimiento de pago) del auto que autorice y despache la ejecución, así como el decreto del Letrado de la AJ, a los ejecutados en el domicilio que publicite el Registro de la Propiedad, cabe de forma inmediata la publicación de edictos para suplir la indicada notificación?

		3294 ¿En caso de ausencia de notificación personal (y requerimiento de pago) del auto que autorice y despache la ejecución, así como el decreto del Letrado de la AJ, a los ejecutados y su realización por vía edictal, procede entender que los mismos han tenido conocimiento extraprocesal del contenido de las actuaciones?, ¿a quién le corresponde acreditarlo?

		3295 ¿Es posible la notificación del auto que despacha ejecución y, del decreto de medidas ejecutivas concretas al Procurador de los Tribunales que representaba a la parte en el proceso previo, en lugar de efectuar la notificación de forma personal al ejecutado?

		3296 ¿Es posible la notificación del auto que despacha ejecución y, del decreto de medidas ejecutivas concretas al Procurador de los Tribunales que representaba a la parte en el proceso previo, en lugar de efectuar la notificación de forma personal al ejecutado, cuando el mismo indique de forma clara que —renuncia— a la representación de su mandante, por carecer de contacto con el mismo?

		3297 ¿El intento negativo de notificación, del auto que despacha ejecución y, del decreto de medidas ejecutivas concretas en el domicilio que se publicita en el Registro de la Propiedad (ejecución hipotecaria) y, en el domicilio social de la persona jurídica ejecutada que publicita el Registro Mercantil, permite el acceso al sistema edictal de notificación?

		3298 ¿El plazo para que el ejecutado pueda oponerse a la ejecución, computa desde la notificación al ciudadano o desde que se notifica al Procurador de los Tribunales?

		3299 Si se ha notificado una resolución tanto al ciudadano y al Procurador de los Tribunales, ¿desde cuándo computa el plazo para oponerse?





		Artículo 554 Medidas inmediatas tras el auto de despacho de la ejecución		3300 ¿Puede llevarse a cabo el embargo de los bienes del ejecutado, antes de la notificación al mismo del auto que despacha ejecución, en el caso de ejecución de sentencia de condena dineraria?

		3301 ¿Qué diferencias existen entre una ETJ y una ETNJ a la hora de adoptar medidas ejecutivas?





		Artículo 555 Acumulación de ejecuciones		3302 ¿Pueden acumularse una ejecución dineraria a una ejecución hipotecaria o, viceversa?

		3303 ¿Puede alterarse el fuero territorial a resultas de la acumulación de ejecuciones?

		3304 ¿Cabe formular recurso de apelación contra el auto que admita o deniegue la acumulación de ejecuciones?

		3305 ¿Cabe la acumulación de ejecuciones ante distintos juzgados, si se ejecutan dos hipotecas sobre la misma finca, pero a favor de acreedores distintos?

		3306 ¿A quién corresponde decidir la acumulación de dos ejecuciones que se sustancian ante juzgados distintos?

		3307 ¿Cuál es el supuesto más frecuente de acumulación objetiva?

		3308 ¿Es admisible la acumulación inicial de acciones ejecutivas?

		3309 ¿Todos los procesos de ejecución admiten acumulación?

		3310 ¿Cabe admitir la acumulación de acciones frente al fiador en una ejecución hipotecaria?

		3311 A una ejecución dimanante de un procedimiento monitorio en reclamación de deudas comunitarias, ¿puede acumularse las cuotas devengadas con posterioridad?









		Capítulo IV De la oposición a la ejecución y de la impugnación de actos de ejecución contrarios a la ley o al título ejecutivo		Artículo 556 Oposición a la ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de los acuerdos de mediación		3312 ¿A quién le corresponde la carga de la prueba en los supuestos de oposición al auto de cuantía máxima?

		3313 ¿Es causa de oposición ex art. 557 LEC, el control del 5 por 100 de las costas a que se refiere el art. 575 1 bis LEC en el caso de ejecución de viviendas habituales por la vía de la ejecución ordinaria?

		3314 ¿Contra el decreto de conclusión del proceso monitorio, además de las causas de oposición ex art. 556 LEC cabe la alegación de pluspetición y/o pago parcial?

		3315 ¿Puede alegarse ex art. 556 LEC la compensación legal de créditos?

		3316 ¿Cabe la alegación de pluspetición por pago parcial en relación a la ejecución de títulos judiciales y/o procesales?

		3317 ¿Cabe la alegación de falta de legitimación pasiva como causa de oposición de fondo ex art. 556 LEC?

		3318 ¿Cabe la alegación de compensación en sede de título judicial, ex art. 556 LEC en relación a la obligación de pago de los alimentos debidos?

		3319 ¿Cabe plantear la extinción de la obligación de abonar pensión de alimentos, o plantear su no exigibilidad en el procedimiento de oposición a la ejecución?

		3320 ¿Qué hechos extintivos puede alegar el ejecutado, ex art. 556 LEC en ejecución de resoluciones judiciales, procesales o arbitrales?

		3321 ¿Cabe la compensación de los alimentos reclamados con otros conceptos debidos?

		3322 ¿Qué tipo de culpa del conductor (víctima), es la que exonera al obligado al pago a satisfacer la indemnización fijada en el título ejecutivo conforme la oposición del 556.3 LEC?

		3323 ¿Puede alegarse como causa de oposición a la ejecución la caducidad de las medidas provisionales adoptadas en el título ejecutivo?

		3324 ¿Puede alegarse vía oposición del art. 556.1 LEC los pagos efectuados antes de la configuración del título ejecutivo?

		3325 ¿Qué motivos de oposición pueden esgrimirse en relación a los autos que aprueben u homologuen transacciones judiciales y acuerdos logrados en el proceso?

		3326 Los motivos de oposición del art. 5, ¿son tasados o númerus apertus?

		3327 ¿Cabe oponerse a la ejecución de un título judicial o arbitral de condena alegando la existencia de cláusulas abusivas en el contrato fundamento de la resolución?

		3328 ¿Cabe alegar la compensación, como causa de oposición, en las ejecuciones de título judicial?





		Artículo 557 Oposición a la ejecución fundada en títulos no judiciales ni arbitrales		3329 ¿Puede alegarse la inexistencia de la deuda, como causa de oposición en una ejecución de título no judicial o procesal ni arbitral?

		3330 ¿Cabe la posibilidad de alegar como causa de oposición ex art. 557 LEC, la existencia de una cuestión de prejudicialidad civil ex art. 43 LEC?

		3331 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra el auto que inadmite la oposición por no estar la misma amparada en los motivos legales o tasados del art. 556 o 557 LEC?

		3332 ¿Un no consumidor, puede plantear la abusividad de una cláusula contractual por la vía del art. 557.1-7 LEC o, debe acudir al juicio declarativo que corresponda para hacer valer su derecho?

		3333 ¿Procede la inadmisión de la oposición a la ejecución, en caso de que el crédito compensable que se alegue, no esté documentado en título con fuerza ejecutiva?

		3334 ¿Es susceptible de alegación como motivo de oposición ex art. 556 LEC, la cláusula «rebus sic stantibus»?

		3335 ¿Puede el ejecutado que alega la existencia de cláusulas abusivas en el título que fundamenta la ejecución, pretender la nulidad de la cláusula suelo conforme a la LCGC?

		3336 ¿Puede o debe el juez apreciar de oficio la existencia de cláusulas abusivas al examinar el título que fundamenta la ejecución solicitada?

		3337 ¿Puede el ejecutado plantear en un procedimiento declarativo posterior al ejecutivo alguna de las causas de oposición del art. 557 LEC?

		3338 ¿A qué tipo de cláusulas abusivas se refiere el art. 557.1.7 LEC?





		Artículo 558 Oposición por pluspetición. Especialidades		3339 ¿Puede alegarse como pluspetición, el que la suma del préstamo no le fue entregada al deudor, al ser destinada al pago de otras cuotas de otro préstamo también impagado?

		3340 ¿En el caso de que, en el trámite de oposición por pluspetición ex art. 558 LEC se haya entregado las cantidades discutidas al ejecutante de forma errónea, sin esperar a la resolución de la oposición que es luego estimada, puede remitirse al ejecutado al juicio ordinario para la reclamación de las cantidades que se le han entregado incorrectamente al ejecutante?

		3341 ¿Puede entenderse dentro de la alegación de pluspetición, el pago en especie consistente en la cesión de la vivienda de exclusiva propiedad de una de las partes?

		3342 ¿Por la vía de la alegación de pluspetición ex art. 558 en sede de ejecución de títulos judiciales, se permite volver a discutir cuestiones que debieron haberse discutido en la fase declarativa que originó el título que se ejecuta?

		3343 ¿Puede efectuarse alegación de pluspetición, en los supuestos de pago parcial, cuando el mismo es posterior a la presentación de la demanda de ejecución procesal, aunque se haya producido en el lapso temporal que media tras su presentación y el requerimiento de pago?

		3344 ¿Cabe oponer la pluspetición tanto en ejecución de títulos judiciales como no judiciales?

		3345 ¿Vulnera el derecho de defensa el pacto de liquidación unilateral de la deuda?

		3346 ¿Cabe alegar pluspetición en las ejecuciones frente a una sentencia firme?





		Artículo 559 Sustanciación y resolución de la oposición por defectos procesales		3347 ¿Cabe alegar la nulidad de un contrato de préstamo, ex art. 559 LEC dado el carácter usuario de sus intereses remuneratorios al amparo del art. 1 de la ley 23 julio de 1908?

		3348 ¿Cabe recurso de apelación contra el auto que resuelve una causa de oposición por motivos procesales ex art. 559 LEC?

		3349 ¿En los supuestos de reclamación por un padre, de alimentos en nombre de su hija mayor de edad, procede la alegación de falta de legitimación activa del mismo o, es una cuestión de fondo sobre la exigibilidad de los alimentos?

		3350 ¿La inembargabilidad de determinados bienes es susceptible de ser alegada como motivos procesales del art. 559 LEC?

		3351 ¿Los errores en la determinación del saldo deudor exigible, permiten alegación de nulidad por defecto formal del art. 559.3 LEC?

		3352 ¿Puede efectuarse alegación de nulidad de la cláusula de vencimiento anticipado por la vía del 559.1.3º LEC?

		3353 ¿Por qué cauce se tramita la oposición del cónyuge no deudor? ¿Qué motivos de oposición puede invocar el cónyuge no deudor?





		Artículo 560 Sustanciación de la oposición por motivos de fondo		3354 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra el auto que inadmite a trámite el incidente de oposición del art. 560 LEC o solo cabe recurso de reposición contra la expresada resolución?

		3355 ¿Qué diferencia en materia de imposición de costas procesales rige en los supuestos de que al resolver el incidente de oposición del art. 560 LEC se considere la oposición justificada o injustificada?

		3356 ¿Puede revisarse en apelación, la no celebración de la vista del art. 560 LEC que el juez de instancia ha considerado innecesaria?

		3357 ¿Esta obligado el juez de instancia a acordar la celebración de la vista prevista en el art. 560 LEC?

		3358 ¿Cómo rige la regla de la carga de la prueba en el incidente de oposición a la ejecución?

		3359 ¿En qué momento se han de presentar los documentos que justifiquen las causas de oposición alegadas por el ejecutado?

		3360 ¿Qué efectos produce la incomparecencia del letrado a la vista del art. 560 LEC?

		3361 Naturaleza jurídica, validez y eficacia del convenio regulador que no ha sido sometido a aprobación judicial, ¿puede ser fundamento de una oposición de fondo a la ejecución?

		3362 La incomparecencia del ejecutado en la vista de oposición, ¿impide la comprobación por parte del juzgador de las cláusulas de los contratos celebrados con consumidores?

		3363 En una ejecución del art. 579 LEC, ¿cabe plantear una oposición con arreglo al art. 560 LEC?

		3364 ¿Debe señalarse vista de forma obligatoria en los supuestos en que el ejecutado se oponga por motivos de fondo?





		Artículo 561 Auto resolutorio de la oposición por motivos de fondo		3365 ¿Qué régimen de imposición de costas rige al resolver el incidente de oposición por motivos formales y de fondo?

		3366 ¿En los supuestos de estimación parcial de la oposición por motivos de fondo, procede la imposición de costas procesales al ejecutado?

		3367 ¿El Auto que resuelve el incidente de oposición a la ejecución tiene efectos de cosa juzgada?





		Artículo 562 Impugnación de infracciones legales en el curso de la ejecución		3368 ¿Son susceptibles de recurso de apelación las resoluciones relativas a la suspensión de lanzamientos por aplicación de la Ley 1/2013?

		3369 ¿Cabe recurso de apelación contra el auto de examen de cláusulas abusivas ex art. 552 LEC, en el caso de que no se deniegue el despacho de ejecución?

		3370 ¿Cabe recurso de apelación contra el auto que acuerda la sucesión procesal en el trámite de ejecución ex art. 540 LEC?

		3371 ¿Cabe recurso de apelación contra la resolución de inadmisión del incidente de oposición o, el incidente extraordinario de nulidad de actuaciones ex art. 228 LEC?

		3372 ¿Cabe recurso de apelación contra el decreto de adjudicación?

		3373 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra el auto que deniegue la suspensión del proceso por alegación de prejudicialidad civil ex art. 43 LEC?

		3374 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra el auto que resuelve el incidente de oposición por motivos procesales?

		3375 ¿Es susceptible de recurso de apelación la decisión del juzgado de instancia en relación a la suspensión de la ejecución?

		3376 ¿En las ejecuciones hipotecarias cabe interponer recurso de apelación contra la prórroga del lanzamiento?





		Artículo 563 Actos de ejecución contradictorios con el título ejecutivo judicial		3377 ¿Puede despacharse ejecución y embargarse bienes del ejecutado con reconocimiento del derecho de asistencia jurídica gratuita, para hacer frente a las costas de ejecución ex art. 539.2 LEC?

		3378 ¿Por qué vía procesal procede la alegación de intangibilidad de la resolución judicial?

		3379 ¿Qué requisitos de admisibilidad del recurso de apelación requiere el art. 563 LEC?

		3380 ¿Cabe recurso de apelación contra la resolución que acuerda o deniega la mejora de embargo?

		3381 ¿Qué recursos puede interponer la parte perjudicada por los actos contradictorios con el título ejecutivo judicial?





		Artículo 564 Defensa jurídica del ejecutado fundada en hechos y actos no comprendidos en las causas de oposición a la ejecución		3382 ¿Puede volver a plantearse en un juicio declarativo ulterior, aquellos aspectos que fueron o pudieron ser planteados en el trámite de oposición a la ejecución?

		3383 ¿Cabe la interposición de un juicio declarativo ulterior a la resolución de una tercería de dominio?

		3384 ¿Cabe como motivo de oposición a la ejecución, alegaciones relativas a la incompetencia de la jurisdicción, vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24 de la CE, infracción del art. 7 del Código Civil por abuso del derecho y ejercicio antisocial del mismo o las alusiones al principio humanizador y a la imposibilidad de prestar caución?

		3385 ¿Cabe como motivo de oposición a la ejecución, alegaciones relativas al levantamiento del velo de una de las partes ejecutantes o ejecutadas?

		3386 ¿Caber invocar el efecto de cosa juzgada en un proceso declarativo posterior, cuyo fundamento es la abusividad de determinadas cláusulas del contrato de préstamo con garantía hipotecaria, si cuando se tramitó la ejecución no era posible legalmente formular dicha pretensión por vía de oposición?

		3387 ¿Es factible un análisis de los intereses remuneratorios, como usurarios en el trámite de oposición a la ejecución?

		3388 ¿Es posible iniciar un procedimiento declarativo pretendiendo la ineficacia de un proceso de ejecución previo sin que el ejecutado se hubiera opuesto en este último?

		3389 ¿Cómo puede hacer valer el ejecutado su oposición a la ejecución, si está fundada en causas distintas a las de los arts. 556 y siguentes de la LEC?

		3390 ¿El planteamiento de un proceso declarativo basado en el art. 564 LEC suspende el procedimiento ejecutivo?









		Capítulo V De la suspensión y término de la ejecución		Artículo 565 Alcance y norma general sobre suspensión de la ejecución		3391 ¿Existe algún supuesto especial para admitir la apelación?

		3392 ¿Cabe suspender por prejudicialidad civil la ejecución?

		3393 ¿Cabe suspensión por haberse planteado cuestión prejudicial, en un procedimiento similar de ejecución hipotecaria, ante el TJUE?

		3394 ¿Qué supuestos legales permiten la suspensión de la ejecución?

		3395 ¿Puede solicitarse la suspensión de un procedimiento de ejecución en marcha, como medida cautelar en un procedimiento ordinario posterior?





		Artículo 566 Suspensión, sobreseimiento y reanudación de la ejecución en casos de rescisión y de revisión de sentencia firme		3396 ¿Qué órgano es competente para acordar la suspensión en caso de recurso de revisión ante el Tribunal Supremo?

		3397 ¿La demanda de nulidad del contrato que sirve de título a ejecución tiene cabida en el art. 566 LEC?

		3398 ¿Qué criterios debe tenerse en cuenta para fijar la caución?

		3399 ¿Puede impugnarse en apelación la fijación de la cuantía que el art. 566.1.12 LEC exige al ejecutado para suspender la ejecución?





		Artículo 567 Interposición de recursos ordinarios y suspensión		3400 ¿En los procesos matrimoniales rige el art. 567 LEC?

		3401 ¿Rige el art. 567 LEC en el ámbito de un procedimiento hipotecario?





		Artículo 568 Suspensión en caso de situaciones concursales o preconcursales		3402 ¿Qué efectos produce el concurso en los acreedores en la ejecución?

		3403 ¿Si existe una pluralidad de demandados y solo uno o algunos están en situación de concurso puede continuar la ejecución para los no concursados?

		3404 ¿Qué consecuencia tiene no acordar la suspensión del procedimiento de ejecución en estos casos?

		3405 ¿Qué ocurre mientras no se comunique la situación de concurso al juzgado que conoce de una ejecución frente al concursado?

		3406 ¿Qué procedimientos de ejecución hipotecaria deben suspenderse en caso de entrar el ejecutado en situación de concurso?

		3407 ¿Se puede iniciar un procedimiento de ejecución hipotecaria en el caso de que el deudor esté en situación de concurso?

		3408 ¿Cuándo se podrá continuar un procedimiento de ejecución hipotecaria suspendido por estar el ejecutado en situación de concurso?

		3409 ¿Qué sucede si un Juzgado de Primera Instancia tramita la ejecución hipotecaria a pesar de la apertura de la fase de liquidación, y en esa ejecución se adjudican fincas hipotecadas?

		3410 ¿Puede el tercer poseedor en concurso de acreedores solicitar la suspensión de una ejecución hipotecaria?





		Artículo 569 Suspensión por prejudicialidad penal		3411 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra la decisión denegatoria de la suspensión prejudicialidad penal en la ejecución?

		3412 ¿Hay alguna excepción a la aplicación del art. 569 LEC?

		3413 ¿Qué relación se da entre el artículo 40 LEC y el art. 569 LEC?

		3414 ¿Cabe prejudicialidad civil en el procedimiento de ejecución?

		3415 ¿Es discrecional la potestad del Juez competente en la ejecución, para suspender el despacho de la misma, una vez valorada la existencia de prejudicialidad penal?





		Artículo 570 Final de la ejecución		3416 ¿Cuándo se entiende satisfecho el interés del acreedor?

		3417 ¿Puede terminar por caducidad el proceso de ejecución?

		3418 ¿Qué efectos tiene la sucesión procesal del ejecutante? ¿Cabe dar por concluido el procedimiento?













		Título IV De la ejecución dineraria		Capítulo I De la ejecución dineraria: disposiciones generales		Artículo 571 Ámbito del presente Título		3419 ¿Se aplican las disposiciones de este título a la ejecución de títulos que impongan una obligación no dineraria?





		Artículo 572 Cantidad líquida. Ejecución por saldo de operaciones		3420 ¿Constituye la certificación de saldo acompañada a la demanda de ejecución dineraria una prueba plena de la certeza o veracidad de la liquidez de la deuda?

		3421 ¿Es necesario y obligatorio el pacto de liquidez para poder despachar ejecución dineraria?

		3422 ¿Cuándo es líquida la cantidad debida sin necesidad de certificación de saldo?

		3423 ¿Cómo debemos distinguir las pólizas a los fines de este precepto?

		3424 ¿Son siempre líquidos los préstamos de dinero a interés fijo?

		3425 ¿Es siempre necesaria la notificación del saldo deudor?

		3426 ¿Puede considerarse abusivas las cláusulas que permiten las liquidaciones de las operaciones de préstamo al considerarse un privilegio para las entidades de crédito?





		Artículo 573 Documentos que han de acompañarse a la demanda ejecutiva por saldo de cuenta		3427 ¿Son documentos exigibles para la ejecución de todo tipo de contratos de préstamo?

		3428 ¿Es válida la notificación extrajudicial al deudor mediante telegrama de la cantidad exigible para despachar ejecución?

		3429 ¿Es suficiente el intento de notificación o notificación fallida en el domicilio que consta en la póliza?

		3430 ¿Es suficiente la remisión por burofax para notificación extrajudicial del saldo al deudor cuando éste no atiende el requerimiento de correos?

		3431 ¿Es suficiente la remisión de un telegrama al domicilio pactado en la póliza?





		Artículo 574 Ejecución en casos de intereses variables		3432 ¿Debe hacerse constar expresamente en la demanda ejecutiva el tipo de interés variable y las operaciones de cálculo efectuadas para obtener de saldo final?

		3433 En el caso de la pregunta anterior, ¿puede inadmitirse a trámite la demanda ejecutiva?

		3434 ¿Son apreciables de oficio los requisitos del art. 574 para la ejecución por intereses variables?

		3435 ¿Es subsanable la ausencia de estos requisitos?

		3436 ¿Es siempre necesaria la notificación del saldo deudor al ejecutado?

		3437 ¿En las ejecuciones de préstamos con interés variable, es imprescindible hacer constar en la demanda las operaciones de cálculo que arrojan como saldo la cantidad determinada por la que se pide el despacho de ejecución?





		Artículo 575 Determinación de la cantidad y despacho de la ejecución		3438 ¿Es causa de oposición a la ejecución de resoluciones procesales el beneficio de justicia gratuita concedido al ejecutado?

		3439 ¿Comprende el art. 575.1 los intereses devengados con anterioridad a la demanda ejecutiva o, por el contrario, sólo los devengados durante la ejecución?

		3440 ¿Debe incrementarse la ejecución en un 30% en cuanto a intereses y costas para realizar la cantidad no satisfecha del crédito hipotecario por la vía del art. 579 LEC?

		3441 ¿Es necesario consignar el porcentaje del 30% provisional para intereses y costas en la ejecución hipotecaria?

		3442 ¿Es procedente liquidar intereses en ejecución provisional?

		3443 ¿La cantidad por la que se despacha ejecución y que consta en la anotación preventiva de embargo opera como límite cuantitativo de la responsabilidad de terceros poseedores?

		3444 ¿Debe despacharse la ejecución si el condenado en sentencia consigna el importe después del período de cumplimiento voluntario de veinte días del art. 548 LEC pero antes de presentarse la demanda ejecutiva?

		3445 ¿En la ejecución de vivienda habitual por el procedimiento de ejecución ordinaria es aplicable el límite del 5% para reforzar la protección del deudor hipotecario?

		3446 ¿El límite del 5% se aplica sobre el principal o sobre la cantidad total por la que se despacha la ejecución?

		3447 ¿Puede anticiparse al momento de despachar la ejecución el control del límite del 5% de costas en la ejecución de vivienda habitual?

		3448 ¿La limitación porcentual del 5% debe aplicarse sobre la cantidad por la que se despachó la ejecución?





		Artículo 576 Intereses de la mora procesal		3449 ¿Pueden reclamarse los intereses de demora pactados por la vía del proceso monitorio?

		3450 ¿Cuál es la consecuencia de la declaración de abusividad de una cláusula contractual que establece los intereses de demora?

		3451 ¿Es aplicable la Ley de represión de la usura de 1908 para apreciar la abusividad del interés de demora?

		3452 ¿Cuándo podemos considerar abusiva una cláusula contractual de interés de demora en los préstamos concertados con consumidores?

		3453 ¿Cuál es el efecto de la declaración de abusividad de la cláusula contractual de interés de demora?

		3454 ¿Cuál sería en caso de revocación parcial de la sentencia de instancia, un criterio razonable para la determinación del interés de demora procesal?

		3455 El interés de mora procesal desde la sentencia de instancia, ¿debe ser el interés de demora pactado en el contrato o el legal incrementado en dos puntos?

		3456 ¿El interés de mora procesal debe concederse a petición de parte?

		3457 ¿Los intereses de demora se devengan sobre cantidades de dinero líquidas?

		3458 ¿El principio «in illiquidis non fit mora» es absoluto?

		3459 ¿Debe hacerse liquidación de intereses en un procedimiento de ejecución en el que se ha declarado abusiva la cláusula de intereses de demora?





		Artículo 577 Deuda en moneda extranjera		3460 ¿Es ejecutable la sentencia que condena al pago de una cantidad en moneda extranjera?

		3461 ¿Es precisa la contradicción procesal para liquidarla?

		3462 ¿Puede el acreedor solicitar la ejecución en moneda extranjera?

		3463 ¿Cómo se computa el valor para trabar el embargo?





		Artículo 578 Vencimiento de nuevos plazos o de la totalidad de la deuda		3464 ¿Puede el acreedor ejecutante obtener la completa satisfacción de su crédito con independencia de la cantidad que consta en la anotación preventiva de embargo cuando se suceden nuevos vencimientos de la obligación?

		3465 ¿Cómo afecta la ampliación de la ejecución a los acreedores reembargantes posteriores?

		3466 ¿Es posible la ampliación de la ejecución por una obligación de naturaleza distinta a la que constituye el objeto de la condena?





		Artículo 579 Ejecución dineraria en casos de bienes especialmente hipotecados o pignorados		3467 ¿Hay que liquidar y cuantificar el valor total de la deuda para aplicar este precepto y seguir la ejecución por el importe no satisfecho con la adjudicación?

		3468 ¿Es competente el mismo Juzgado que conoce de la ejecución hipotecaria para conocer de la posterior ejecución ordinaria?

		3469 ¿Es acumulable la ejecución hipotecaria con la ejecución ordinaria?

		3470 ¿Es posible despachar ejecución simultáneamente contra el deudor hipotecante y fiadores solidarios?

		3471 ¿Es parte el fiador en el proceso ejecutivo hipotecacario?

		3472 ¿Puede seguirse la ejecución ordinaria del art. 579 contra el hipotecante no deudor o el tercer poseedor?

		3473 ¿Puede negarse la prosecución de la ejecución por la diferencia entre la suma reclamada y el producto insuficiente obtenido en subasta cuando la tasación del bien pactada en la escritura de préstamo hipotecario era superior al capital del préstamo?

		3474 ¿Puede el acreedor ejecutar el préstamo por la vía de la ejecución ordinaria ante la advertida insuficiencia del bien hipotecado?

		3475 ¿Es necesaria la certificación del tribunal acreditativa del precio del remate, y de la deuda pendiente por todos los conceptos, con distinción de la correspondiente a principal, a intereses remuneratorios, a intereses de demora y a costas para despachar la ejecución por el importe no satisfecho?

		3476 ¿Puede el Juez realizar un nuevo control de oficio respecto a las cláusulas abusivas?

		3477 ¿Pueden oponerse al despacho de ejecución el fiador y/o el arrendatario del inmueble objeto de ejecución?









		Capítulo II Del Requerimiento de pago		Artículo 580 Casos en que no procede el requerimiento de pago		3478 ¿Puede despacharse y ejecutarse la resolución de condena sin dejar transcurrir el plazo de veinte días del art. 548 LEC?

		3479 ¿Debe esperarse a la notificación del despacho de la ejecución al ejecutado para procederse al embargo de sus bienes?

		3480 ¿Pueden ejecutarse las costas arbitrales en la ejecución de un laudo arbitral?





		Artículo 581 Casos en que procede el requerimiento de pago		3481 ¿Es válido como requerimiento de pago cualquier tipo de reclamación extrajudicial?

		3482 ¿Puede practicarse el requerimiento de pago en el domicilio del apoderado o administrador de la persona jurídica ejecutada?

		3483 ¿El requerimiento en el domicilio del administrador implica cambio de la competencia territorial?





		Artículo 582 Lugar del requerimiento de pago		3484 ¿Está obligado el deudor a comunicar el cambio de domicilio al acreedor?

		3485 ¿Debe hacerse el requerimiento de pago exclusivamente con entrega de cédula del art. 161 LEC?

		3486 ¿Puede acordarse el embargo de bienes del deudor fracasado el primer intento de notificación?

		3487 ¿Puede practicarse el requerimiento de pago con un tercero?

		3488 ¿Cuál es el lugar del requerimiento de pago cuando existen varios demandados ejecutados?





		Artículo 583 Pago por el ejecutado. Costas		3489 ¿Es precisa resolución judicial de condena al pago de costas causadas en la ejecución?

		3490 ¿Debe pagar costas el deudor ejecutado si paga voluntariamente después de presentada la demanda ejecutiva y antes del requerimiento de pago?

		3491 ¿Debe pagar costas el deudor ejecutado si paga voluntariamente antes de presentada la demanda ejecutiva?

		3492 ¿Debe pagar costas el deudor ejecutado en caso de estimarse parcialmente su oposición?

		3493 ¿Deben tasarse las costas en ejecución provisional al ejecutado que paga voluntariamente una vez despachada la ejecución?

		3494 ¿Devenga costas procesales la inadmisión a trámite del proceso de ejecución?









		Capítulo III Del embargo de bienes		Artículo 584 Alcance objetivo y suficiencia del embargo		3495 ¿Cuál es el fundamento de los bienes inembargables?

		3496 ¿Cabe interponer oposición a la ejecución despachada, para analizar la suficiencia del embargo trabado con el decreto de medidas ejecutivas?

		3497 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra el auto que resuelve el recurso de revisión contra el decreto en el que se analiza la suficiencia del embargo trabado?

		3498 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra el auto que resuelve el recurso de revisión, contra el decreto en que se fija el valor de un bien embargado?

		3499 ¿Puede despacharse ejecución por los importes de costas procesales, contra el deudor beneficiario del derecho de asistencia jurídica gratuita?

		3500 ¿Es necesario el embargo de la finca hipotecada, en caso de que se opte por la ejecución ordinaria de título no judicial, en lugar de por la ejecución hipotecaria?

		3501 ¿Puede alegarse como pluspetición, el embargo de bienes en cuantía superior a la cantidad reclamada por el ejecutante?





		Artículo 585 Evitación del embargo mediante consignación		3502 ¿El embargo de la nómina, puede considerarse pago a los efectos de fundar la oposición a la ejecución despachada por pago?

		3503 Forma del pago y/o consignación y su acreditación, a los efectos de extinguir la obligación

		3504 Forma de efectuar la consignación para que tenga efectos liberatorios

		3505 ¿Para alzar los embargos es necesario además de consignar el principal consignar también el importe correspondiente a intereses y costas prudenciales?





		Artículo 586 Destino de la cantidad consignada		3506 ¿La consignación ex art. 585 LEC del importe debido, evita las molestias del embargo, pero no el devengo de intereses hasta la entrega del principal reclamado al acreedor?

		3507 ¿La consignación del importe reclamado en ejecución, sin indicación de que la misma es para pago, impide la entrega del referido importe al acreedor, mientras se sustancia la oposición?

		3508 ¿Cabe formular oposición a la ejecución despachada, para analizar el destino legal del importe embargado?





		Artículo 587 Momento del embargo		3509 ¿En qué momento se entienden embargados los bienes?

		3510 Momento del embargo y tercería de dominio

		3511 ¿Cabe recurso de apelación contra el auto que resuelve el recurso de revisión contra el decreto de medidas ejecutivas en el que se declaran embargados los bienes del deudor?

		3512 ¿Cabe suspender la anotación de los embargos en los registros públicos, en los supuestos en que se haya formulado oposición contra las medidas de embargo?

		3513 ¿A quién corresponde la competencia para continuar el procedimiento de apremio, en caso de concurrencia de embargos administrativos y judiciales?





		Artículo 588 Nulidad del embargo indeterminado. Embargo de cuentas abiertas en entidades de crédito		3514 ¿Se puede denegar el embargo sobre un bien cuyo contenido económico se desconoce?

		3515 ¿Cabe el embargo sobre una finca catastral que no tiene correspondencia con la realidad?

		3516 ¿Es factible denegar la realización de la investigación judicial del patrimonio del ejecutado por no poder designar bienes suficientes el ejecutante para el fin de la ejecución, al considerarse dicha petición genérica, indeterminada e inespecífica a los efectos del 588 LEC?

		3517 ¿Qué efectos provoca la traba del embargo?

		3518 ¿Puede ponerse en relación el contenido del escrito de parte con la resolución procesal, al objeto de no considerar nulo el embargo trabado, que no describe el bien o crédito embargado?

		3519 ¿En los supuestos de embargos de saldos en cuenta o, planes de pensiones, cuál es el límite de la traba (con libre disposición del resto), la totalidad del importe depositado o el expresado en la resolución por la que se comunica el embargo a la entidad?

		3520 ¿Cabe la posibilidad de embargar participaciones sociales de una entidad que cesó en su actividad, pero no ha sido liquidada? ¿Son inexistentes las participaciones sociales o puedan embargarse conforme a su valor nominal?

		3521 ¿Es posible embargar los saldos existentes en las cuentas del ejecutado, por encima del saldo positivo vigente en las mismas, generando un descubierto?

		3522 ¿Alcance de la orden de retención de saldos cursada a la entidad de crédito, se limita al importe existente en el momento de recibir la comunicación o, se extiende a los importes que sucesivamente se reciban en la cuenta hasta el límite el importe del embargo trabado?

		3523 ¿Qué debe entenderse por un embargo cuya existencia efectiva no consta?

		3524 ¿Cabe la posibilidad de señalar como bienes o derechos susceptibles de embargo los derechos de créditos que se tengan respecto de terceros?

		3525 ¿Se pueden embargar derechos futuros?





		Artículo 589 Manifestación de bienes del ejecutado		3526 ¿Puede el Juez imponer multas coercitivas por ausencia de manifestación de bienes por el ejecutado, o le corresponde únicamente el Letrado de la AJ la referida competencia?

		3527 ¿Es susceptible de ser recurrido en apelación el auto que resuelve el recurso de revisión contra el decreto en que el Letrado de la AJ impone multas coercitivas ex art. 589 LEC?





		Artículo 590 Investigación judicial del patrimonio del ejecutado		3528 ¿Es posible solicitar la investigación patrimonial del ejecutado en la ejecución hipotecaria?

		3529 ¿Cabe la averiguación patrimonial de los bienes de una parte, en el supuesto de embargo preventivo en medida cautelar?

		3530 ¿Cabe efectuar averiguación patrimonial del catastro, cuando la parte puede acceder al Registro de la Propiedad por si misma?

		3531 ¿Cabe la averiguación patrimonial de los bienes del deudor o concursado, en vía extrajudicial, previa a la declaración del concurso y, como fundamento de éste?

		3532 ¿Cabe acordar averiguación de quienes son los herederos de un difunto, a través de la Policía Local de su último lugar de residencia, al amparo del art. 590 LEC al objeto de evitar con ello el emplazamiento edictal de la herencia yacente e ignorados herederos del mismo?





		Artículo 591 Deber de colaboración		3533 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra el auto en el que se imponen multas coercitivas a un tercero ajeno al proceso, por incumplir su deber de colaboración con el Tribunal ex art. 591 LEC?

		3534 ¿Incurre en responsabilidad penal el deudor que desobedece al Tribunal en relación a la manifestación de bienes de su propiedad con los que atender el requerimiento de pago y/o embargo?

		3535 ¿Cómo debe entenderse cumplido el requisito que afecta al ejecutante de indicar en el escrito de petición de averiguación patrimonial de bienes del ejecutado, las razones por las que estima que la entidad a la que debe dirigirse el Letrado AJ posee información sobre los bienes del ejecutante?

		3536 ¿El deber de colaboración entre administraciones alcanza a la obligación de poner a disposición de las mismas, las sumas embargadas?





		Artículo 592 Orden en los embargos. Embargo de empresas		3537 ¿Cabe plantear oposición a la ejecución despachada, con base al motivo de no haberse seguido el orden de embargos previsto en el art. 592?

		3538 ¿El incumplimiento del orden de embargos previsto en el art. 592 LEC, debe ser impugnado de forma inmediata por el ejecutado personado?

		3539 ¿Es de aplicación el orden de embargos del art. 592 LEC al embargo preventivo en medidas cautelares?

		3540 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra el auto que resuelve el recurso de revisión contra el decreto en que se aplica el orden de embargos ex art. 592 LEC?

		3541 ¿El orden de embargos previsto en el art. 592 LEC es subsidiario a los criterios de mayor facilidad de la enajenación y de menor onerosidad de ésta para el ejecutado?

		3542 ¿En el caso de que el acreedor opte por acudir a la ejecución ordinaria, en lugar de la ejecución hipotecaria, en supuestos de préstamos en escritura pública con garantía hipotecaria, debe necesariamente embargarse el bien inmueble hipotecado, en primer lugar o debe seguirse el orden de prelación el art. 592 LEC?

		3543 ¿Es necesario el embargo de la finca hipotecada, en caso de que se opte por la ejecución ordinaria de título no judicial, en lugar de por la ejecución hipotecaria?

		3544 ¿En caso de que se deba optar entre el embargo de la mitad indivisa de una finca y, una pensión de 426 € (para pago de alimentos) cabe optar por la pensión, en lugar de por la parte indivisa de la finca?





		Artículo 593 Pertenencia al ejecutado. Prohibición de alzamiento de oficio del embargo		3545 ¿Es posible el levantamiento del velo en el transcurso de una acción de tercería de dominio?

		3546 ¿Es eficaz el embargo de un bien que no forma parte del patrimonio del ejecutado?

		3547 ¿Quién tiene la condición de tercerista?

		3548 Supuesto en que una persona es parte en la ejecución y, sin embargo, tiene la condición de tercero respecto del bien embargado que le legitima para interponer la tercería de dominio

		3549 ¿Falta la condición de tercero en supuestos de entramado societario?

		3550 ¿La adquisición del tercerista debe ser anterior a la fecha de la traba para que prospere la tercería de dominio?

		3551 ¿Ostenta el cónyuge casado en régimen de sociedad de gananciales la protección que ofrece el art. 593 LEC?





		Artículo 594 Posterior transmisión de bienes embargados no pertenecientes al ejecutado		3552 ¿En caso de subasta, que momento ha de tomarse como preclusivo de la tercería de dominio, el de la fecha del decreto de adjudicación o, el de la entrega del testimonio del decreto de adjudicación?

		3553 ¿Debe considerarse eficaz el embargo trabado sobre bienes no pertenecientes al ejecutado y proteger al adjudicatario frente al titular que no hubiera hecho valer sus derechos mediante el planteamiento de una tercería de dominio?

		3554 ¿La resolución de la tercería de dominio debe efectuarse por auto?

		3555 ¿Puede adjudicarse el bien subastado en la ejecución, cuando está pendiente de resolución una tercería de dominio sobre el mismo?

		3556 ¿Puede el adjudicatario de una finca que no pertenece al ejecutado consolidar su adquisición?

		3557 ¿Qué posibilidades de resarcimiento o recuperación de los bienes tiene el verdadero propietario de los bienes, si han resultado adjudicados de modo irreivindicable de acuerdo con la legislación sustantiva?





		Artículo 595 Tercería de dominio. Legitimación		3558 ¿Quién está legitimado para interponer la tercería de dominio?

		3559 ¿Está legitimado para interponer la tercería de dominio el titular de unas acciones de una sociedad en relación a los bienes que integran el patrimonio social?

		3560 En la tercería de dominio, ¿se puede discutir la titularidad dominical en la tercería de dominio, o solo el mantenimiento del embargo trabado?

		3561 ¿Cómo se prueba la justificación documental del tercerista en relación a su derecho de dominio?

		3562 ¿Qué requisitos de prosperabilidad exige la tercería de dominio?

		3563 ¿La fecha a partir de la que puede instarse la tercería de dominio es la de la traba del bien o la de la anotación preventiva del embargo en el registro respectivo?

		3564 ¿Puede el acreedor prendario ejercitar la tercería de dominio a fin de excluir de la vía de apremio promovida por un tercer acreedor sobre los bienes dados en prenda?

		3565 ¿Cómo se hace valer la protección del acreedor prendario sobre la traba de embargo sobre los bienes dados en prenda, a través de la tercería de dominio o de mejor derecho?

		3566 ¿A los efectos del art. 595.1 LEC es suficiente aportar como principio de prueba de la tercería de dominio una certificación que acredita la personación del recurrente como acreedor en expediente de jurisdicción voluntaria, sobre aceptación de herencia a beneficio de inventario del titular del bien embargado?

		3567 ¿Permite el TS el levantamiento del velo en los supuestos en que, ante una ejecución inmediata o simplemente temida, el deudor traspasa todo o parte de su patrimonio a otra persona aparentemente independiente pero sobre la que tiene poder de decisión, que ejercita ulteriormente una tercería de dominio como «tercero»?

		3568 ¿Cuál es el fin de la tercería de dominio?





		Artículo 596 Momento de interposición y posible rechazo de plano de la tercería de dominio		3569 ¿Cuál es el momento preclusivo para la interposición de la tercería de dominio en supuestos de embargo de dinero?

		3570 ¿Cuándo se entiende entregado el dinero embargado, cuando se entrega el mandamiento de pago por el juzgado o, cuando el mandamiento de pago se hace efectivo en el banco?

		3571 ¿En los supuestos de subasta de bienes inmuebles, cuando se produce la transmisión de la propiedad del bien subastado, a los efectos de impedir la interposición de la tercería de dominio?

		3572 ¿Puede formularse alegación de simulación del título en la propia demanda de tercería?





		Artículo 597 Prohibición de segundas y ulteriores tercerías		3573 ¿Es posible la segunda tercería, si la primera demanda se presentó fuera de plazo?

		3574 ¿Es posible diversas tercerías de dominio, en supuestos de múltiples embargos sobre el mismo bien, ejercitados por distintos ejecutantes?

		3575 ¿Vincula al juez la firmeza del decreto de admisión de la tercería de dominio, al objeto de poder apreciar ulteriormente en el auto que pone fin al procedimiento, la concurrencia de causas de inadmisión de la tercería, que pudieron ser puestas de manifiesto ya en el referido decreto?





		Artículo 598 Efectos de la admisión de la tercería		3576 ¿Cabe pedir la suspensión de la ejecución respecto del bien a que se refiere la tercería, como medida cautelar ex art. 726 LEC en los supuestos en que se ha denegado la admisión a trámite de la tercería de dominio por falta de presupuestos procesales?

		3577 ¿Cabe la posibilidad de interesar la anotación preventiva de la interposición y admisión a trámite del recurso de apelación en supuesto de tercería de dominio?

		3578 ¿En los supuestos de admisión de la demanda de tercería de dominio, sin suspensión de la ejecución conforme previene el art. 598 LEC, si se produce la trasmisión del bien a terceros, de buena fe, la nulidad ulterior del proceso, afecta a los terceros adquirentes de buena fe con la protección del art. 34 LH?





		Artículo 599 Competencia y sustanciación		3579 ¿A quién le corresponde la carga de la prueba en la tercería de dominio?

		3580 ¿Son competentes los tribunales civiles para conocer de las tercerías de dominio en que se pretende se dejen sin efecto embargos adoptados en un procedimiento administrativo de apremio?

		3581 ¿Hasta dónde alcanza la obligación de probar el dominio, por quien afirma el mismo al interponer la tercería?





		Artículo 600 Competencia y sustanciación		3582 ¿Qué consideración procesal tiene el tercero que interpone la tercería de dominio?





		Artículo 601 Objeto de la tercería de dominio		3583 ¿Existen similitudes entre la tercería de dominio y la acción reivindicatoria?

		3584 ¿Es posible acumular a la tercería de dominio, otras acciones de fondo?

		3585 ¿Es la tercería de dominio una acción declarativa?

		3586 ¿Cuáles son los requisitos de prosperabilidad de la tercería de dominio?

		3587 ¿Que cuestiones pueden y no pueden plantearse en un juicio de tercería de dominio?

		3588 ¿En los supuestos de simulación de transmisión, y de endoso, de un pagaré para defraudar al acreedor ejecutante, puede éste excepcionar la falta de causa del título o del endoso, frente al tenedor que ejercita la tercería de dominio?

		3589 ¿Cabe plantear en el juicio de tercería la rescisión por lesión en fraude de acreedores?





		Artículo 602 Efectos de la no contestación		3590 ¿Qué efectos provoca la no contestación a la demanda en la tercería de dominio?

		3591 ¿Deben imponerse las costas al demandado si no contesta a la demanda?





		Artículo 603 Resolución sobre la tercería		3592 ¿Tiene efectos de cosa juzgada lo resuelto en la tercería de dominio en relación a la titularidad del bien?

		3593 ¿La resolución de la tercería debe adoptar la forma de auto?

		3594 ¿Cuál es el contenido del auto que pone fin a la tercería de dominio?

		3595 ¿A los efectos del 603.2 LEC, cabe apreciar mala fe a los efectos de la imposición de costas procesales en el ejecutante que no contesta la demanda de tercería, al haber trabado embargo amparado en la publicidad que ofrece el Registro de la Propiedad?

		3596 ¿El auto que resuelva respecto la tercería de dominio, impondrá las costas al demandado?





		Artículo 604 Resolución estimatoria y alzamiento del embargo		3597 ¿El alzamiento del embargo es una consecuencia directa del auto que estima la tercería de dominio?

		3598 ¿Para la estimación de la demanda de tercería, debe el tercerista probar que los bienes a los que se refiere la tercería, están integrados efectiva y legalmente en su patrimonio, en tiempo anterior a quedar sujetos a la traba?





		Artículo 605 Bienes absolutamente inembargables		3599 ¿Cuáles son los bienes con condición de inalienabilidad por expresa declaración legal a que se refiere el art. 605.1 LEC?

		3600 ¿Cuáles son los bienes con condición de inalienabilidad por accesoriedad o dependencia del principal a que se refiere el art. 605.2 LEC?

		3601 ¿Cuáles son los bienes con condición de inalienabilidad por aprovechamiento económico y prohibición de disponer?

		3602 ¿Cuáles son los bienes con condición de inalienabilidad por carecer de aprovechamiento económico por sí solos, a que se refiere el art. 605.3 LEC?

		3603 ¿Cuáles son los bienes con condición de inalienabilidad por alguna disposición legal a que se refiere el art. 605.4 LEC?

		3604 ¿Puede fundarse el incidente de oposición a la ejecución o, el recurso de apelación contra el auto que se dicte en el referido incidente, con fundamento en la infracción de las previsiones del art. 605 LEC?

		3605 ¿Puede excluirse del plan de liquidación del concurso de acreedores, la vivienda habitual del concursado?

		3606 ¿Cabe el embargo de la pensión de incapacidad que percibe el deudor, en supuestos de ejecución en el ámbito del derecho de familia?





		Artículo 606 Bienes inembargables del ejecutado		3607 ¿Cuáles son los bienes con condición de inalienabilidad a que se refiere el art. 605.4 y 606 LEC?

		3608 ¿Cómo se interpreta la inembargabilidad a que se refiere el art. 606 LEC de los libros e instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión, arte u oficio a que se dedique el ejecutado, cuando su valor no guarde proporción con la cuantía de la deuda reclamada?

		3609 ¿Debe considerarse que la televisión o un equipo de música son parte del ajuar inembargable?

		3610 ¿Constituye un instrumento necesario para la profesión una licencia administrativa de lotería?





		Artículo 607 Embargo de sueldos y pensiones		3611 ¿Cabe recurso de apelación contra las decisiones del tribunal de instancia en materia de embargo de sueldos y pensiones o los límites de aplicación del mismo?

		3612 ¿Puede sustentarse en el incidente de oposición a la ejecución aspectos relativos al límite de embargo de los bienes a que se refiere el art. 607 LEC?

		3613 ¿Es susceptible de embargo la renta mínima de inserción?

		3614 ¿Cabe limitar las devoluciones procedentes del IRPF conforme a las previsiones del art. 607 LEC?

		3615 ¿En el caso de que sean varios acreedores lo que reclamen una deuda y ésta se ejecute mediante el embargo de un mismo sueldo o pensión, el acreedor posterior deberá esperar a que termine la primera retención del sueldo o pensión para que se inicie la suya?

		3616 ¿Cómo se computa el salario mínimo interprofesional, al objeto de alcanzar la exoneración del pasivo insatisfecho?

		3617 ¿Puede sostenerse la aplicación de los límites del 607 LEC, a las rentas obtenidas por los ejecutados del arrendamiento del local del negocios conforme el art. 3.1 CC, en base a la precaria situación de los ejecutados?

		3618 ¿Puede sostenerse la aplicación de los límites del 607 LEC, a las rentas derivadas de un arrendamiento de inmueble?

		3619 ¿Procede el embargo de la cuenta corriente del deudor, en la que percibe el sueldo, salario, nómina o pensión?

		3620 ¿Es susceptible de embargo las dietas que perciba un trabajador en el ejercicio de su profesión?

		3621 ¿Es susceptible de embargo un fondo de pensiones?

		3622 ¿Debe coincidir la cuantía de los alimentos para el concursado con cargo a la masa con el mínimo inembargable?





		Artículo 608 Ejecución por condena a prestación alimenticia		3623 ¿Cabe recurso de apelación contra las decisiones del tribunal de instancia en materia de limitación del embargo de sueldos y pensiones por condena a prestación alimenticia?

		3624 ¿La inaplicación de los límites del 608 LEC a la hora de embargar el sueldo, pensión o salario del deudor, se aplican a las pensiones alimenticias futuras o, también a las ya devengadas y no pagadas por el obligado al pago?





		Artículo 609 Efectos de la traba sobre bienes inembargables		3625 ¿Cómo se hace efectivo la nulidad del embargo sobre bienes inembargables?

		3626 ¿La decisión sobre la cuantía de la retención de una pensión embargada en el proceso de ejecución, o sobre si procede o no reducirla, pueden llevar a la ejecución a una situación irreversible?

		3627 ¿Es susceptible de oposición a la ejecución las alegaciones relativas a la nulidad del embargo, por considerar inembargable los bienes trabados?

		3628 ¿Cómo debe articularse la nulidad de la ejecución al haberse realizado sobre bienes inembargables?





		Artículo 610 Reembargo. Efectos		3629 ¿Es absoluta la facultad de realización del inmueble por reembargantes posteriores?

		3630 ¿Cómo opera el reembargo y la ejecución en los supuestos de embargos no anotados?





		Artículo 611 Embargo de sobrante		3631 ¿Qué es el embargo del sobrante?

		3632 ¿Qué diferencias tiene el embargo del sobrante, con el reembargo?

		3633 ¿Procede recurso de apelación contra la decisión del Tribunal de instancia en materia de embargo del sobrante ex art. 611 LEC?

		3634 ¿Qué riesgos comporta el embargo del sobrante?





		Artículo 612 Mejora, reducción y modificación del embargo		3635 ¿Es susceptible de recurso de apelación las incidencias relativas a la mejora de embargo a que se refiere el art. 612 LEC?

		3636 ¿Qué es la mejora del embargo?

		3637 ¿Puede el Letrado de la AJ decretar de oficio la mejora del embargo?

		3638 ¿Precluye la posibilidad de interesar la mejora de embargo?

		3639 ¿En la adopción de la mejora de embargo, es preciso dar audiencia al ejecutado?

		3640 ¿Qué criterios o parámetros han de ser utilizados para determinar la suficiencia o insuficiencia de los bienes que procede embargar o que ya están trabados para decretar la mejora del embargo?

		3641 ¿Cómo se articula procesalmente la reducción y modificación del embargo? ¿Puede decretarla de oficio el Letrado de la AJ?

		3642 ¿Cuáles son los requisitos para acordar una mejora del embargo?





		Artículo 613 Efectos del embargo. Anotaciones preventivas y terceros poseedores		3643 ¿En los supuestos de ampliación de la ejecución ex art. 578 LEC, procede al tiempo, la adopción de medidas coercitivas o de anotación preventiva de las cantidades ampliadas, antes del vencimiento de los nuevos plazos?

		3644 ¿En casos de concurrencia de embargos administrativos y judiciales, a quien corresponde la competencia para continuar el procedimiento de apremio?

		3645 Decretado el embargo de una renta arrendaticia, ¿puede el arrendador reclamar el pago de la misma al arrendatario o, debe el arrendatario entregar el importe de la misma al embargante?

		3646 ¿A qué terceros se refiere el art. 613.3 LEC?





		Artículo 614 Tercería de mejor derecho. Finalidad. Prohibición de segunda tercería		3647 ¿En qué medida puede hacerse valer la preferencia reconocida por los arts. 1922.2.º y 1926.1.º CC al acreedor pignoraticio, cuando todavía no ha vencido la póliza garantizada, frente a otro acreedor que pretende ejecutar el bien o los derechos sobre los que se ha constituido la prenda?

		3648 ¿Cuál es el objeto de la tercería de mejor derecho?

		3649 ¿Tiene acceso a la casación los procesos de tercería de mejor derecho?

		3650 ¿A quién afecta el contenido de la resolución que pone fin a la tercería de mejor derecho?

		3651 ¿En qué fecha ha de existir el crédito del tercerista, al tiempo de la demanda de tercería?

		3652 Determinación de la preferencia entre los créditos en conflicto

		3653 ¿Qué condición ha de ostentar el crédito del tercerista? ¿Ha de ser vencido, líquido y exigible?

		3654 ¿Es necesario presentar con la demanda de tercería un principio de prueba sobre el crédito que se afirma preferente?

		3655 ¿Qué naturaleza jurídica tiene la tercería de mejor derecho?

		3656 ¿Cuál es el fin de una tercería de mejor derecho?





		Artículo 615 Tiempo de la tercería de mejor derecho		3657 ¿Cuándo precluye la posibilidad de interponer la tercería de mejor derecho?

		3658 ¿Procede la admisión a trámite de la demanda de tercería de mejor derecho cuando el acreedor ejecutante haya cobrado ya todos los importes perseguidos, por principal, intereses y costas?

		3659 ¿Procede la admisión a trámite de la demanda de tercería de mejor derecho cuando el acreedor ejecutante haya cobrado ya, el principal y están pendientes de entregar los importes por intereses y costas?

		3660 ¿Procede la admisión a trámite de la demanda de tercería de mejor derecho cuando el acreedor ejecutante se ha adjudicado en pago el único bien objeto de ejecución?

		3661 ¿Procede la admisión a trámite de la tercería de mejor derecho cuando concurren dos procesos de ejecución sobre el mismo bien del deudor, aun cuando uno de ellos se archive por satisfacción extraprocesal ulterior?





		Artículo 616 Efectos de la tercería de mejor derecho		3662 ¿La exigencia jurisprudencial de que el crédito del tercerista sea líquido, vencido y exigible tiene como excepción el supuesto en el que el crédito esté garantizado con un derecho real de prenda?





		Artículo 617 Procedimiento, legitimación pasiva y litisconsorcio		3663 ¿Qué reglas de carga de la prueba rigen en la demanda de tercería de mejor derecho?

		3664 ¿A quién corresponde conocer de la tercería de mejor derecho, en los supuestos de prelación de créditos en procesos de ejecución civil y de ejecución administrativa?

		3665 ¿Para el reconocimiento legal de la preferencia a que se refiere el art. 9.1 e) de la LPH a través de la tercería de mejor derecho; es suficiente que la comunidad de propietarios presente una certificación de la deuda o, es necesario que ésta interponga un proceso declarativo o un proceso monitorio al amparo del art. 21 de la LPH al objeto de que la exigibilidad del crédito se haya establecido en un proceso judicial?





		Artículo 618 Efectos de la no contestación		3666 ¿Procede imponer las costas al demandado en una tercería de mejor derecho, cuando no contesta la demanda?

		3667 ¿Supone la falta de contestación un supuesto para la imposición de costas, incluso en casos de mala fe?

		3668 ¿Qué efectos tiene que el demandado no conteste a la demanda?





		Artículo 619 Allanamiento y desistimiento del ejecutante. Participación del tercerista de preferencia en los costes de la ejecución		3669 ¿Cabe el desistimiento en la ejecución o en la tercería de mejor derecho?





		Artículo 620 Efectos de la sentencia. Costas de la tercería y participación del tercerista en los costes de la ejecución		3670 ¿Qué régimen de imposición de costas rige en la tercería de mejor derecho?

		3671 ¿Es de aplicación el art. 654.3 LEC en los supuestos de tercería de mejor derecho?





		Artículo 621 Garantías del embargo de dinero, cuentas corrientes y sueldos		3672 ¿Es susceptible de realización el justiprecio de una indemnización, en caso de que la finca se expropie y esté gravada con una hipoteca?

		3673 ¿Que efecto comporta el oficio de retención de saldos en cuenta corriente o depósitos que se remite a la entidad de crédito? ¿Solo es efectivo en relación a los saldos existentes en la fecha de recepción del mismo en las cuentas del deudor?

		3674 ¿Las comunicaciones de retención de saldo, se han de presentar en la oficina de la entidad de crédito en la que el deudor tenga cuenta o, puede ser presentada en cualquier oficina de la entidad?

		3675 ¿Cómo se determina si el origen de los fondos del ejecutado es un excedente de la parte inembargable de sueldos y pensiones, o si tal sobrante o ahorro resulta ya embargable?

		3676 ¿Constituye el sobrante del salario, retribución o pensión una cuantía limitada de acuerdo con el art. 607 LEC?





		Artículo 622 Garantía del embargo de intereses, rentas y frutos		3677 ¿A quién corresponde el pago de los honorarios del administrador designado en garantía del embargo de frutos y rentas?

		3678 ¿Cabe interponer recurso de apelación contra la decisión del juzgado de instancia en relación a la admisión o denegación de la administración judicial ex art. 622 LEC?

		3679 ¿Cabe continuar la administración judicial de los frutos y rentas ex art. 622 LEC, aun cuando de escasos rendimientos la misma, si no existen otros bienes del deudor con los que hacer pago de la deuda?





		Artículo 623 Garantía del embargo de valores e instrumentos financieros		3680 ¿El embargo de las acciones o participaciones sociales de una sociedad, convierte en socio al ejecutante durante la sustanciación del proceso de ejecución?

		3681 ¿Practicado el embargo de bienes (acciones) o valores o instrumentos financieros; el mismo se extiende a los intereses o dividendos que, en su caso, produzcan estos?





		Artículo 624 Diligencia de embargo de bienes muebles. Garantía del embargo		3682 ¿Cabe efectuar declaración de inembargabilidad de los bienes hallados en el transcurso de un lanzamiento, en la propia acta de la diligencia de embargo, por carecer los mismos de valor o, es precisa una resolución procesal o judicial ulterior en la que se efectúe la indicada declaración a la vista de la posible documentación gráfica que incorpora la diligencia y en atención a la existencia de una resolución procesal previa de embargo de los bienes existentes en el interior del local?

		3683 ¿La mera presentación de oficios a entidades bancarias u organismos públicos, por parte del Procurador de los Tribunales en ejecución de una resolución procesal, para averiguar saldos en cuentas corrientes, es equiparable a la averiguación patrimonial a efectos de inclusión en la tasación de costas los derechos correspondientes?





		Artículo 625 Consideración de efectos o caudales públicos		3684 ¿Las personas que tengan la obligación de ingresar al juzgado importe embargados (empresario que ha de retener y transferir al Juzgado el sueldo embargado a su empleado y no lo hace) pueden incurrir en responsabilidad penal de malversación de caudal público caso de no hacerlo?





		Artículo 626 Depósito judicial. Nombramiento de depositario		3685 ¿Puede designarse como depositario del buque embargado, al capitán del mismo o al acreedor que lo insta?

		3686 ¿Puede designarse como depositario del barco de recreo embargado, al director (capitán) del puerto en que se encuentra el mismo?

		3687 ¿El depositario de los bienes muebles embargados, responde del valor de los mismos en caso de pérdida de éstos?

		3688 ¿Los honorarios del depositario de bienes embargados, devienen como consecuencia de un contrato de depósito o, de una resolución procesal del Letrado de la AJ?

		3689 ¿El acta de intervención e inmovilización de una embarcación por la autoridad competente, es equiparable al depósito de la misma como bien embargado, al objeto de determinar quién se hace cargo de los costes de manutención o estada de la embarcación en puerto?

		3690 ¿Tiene el mismo régimen jurídico el depósito judicial o secuestro regulado en los arts. 1785 a 1789 CC que el depósito voluntario, a efectos indemnizatorios y de derecho de retención del bien en caso de impago de los honorarios del depositario?

		3691 ¿Puede el ejecutante solicitar que el Juzgado o el Tribunal lo constituya depositario de un buque embargado, en lugar de al ejecutado?





		Artículo 627 Responsabilidades del depositario. Depositarios interinos		3692 ¿Las personas que tengan la obligación de ingresar al juzgado importes embargados (empresario que ha de retener y transferir al Juzgado el sueldo embargado a su empleado y no lo hace) pueden incurrir en responsabilidad penal de malversación de caudal público caso de no hacerlo?

		3693 ¿Incurre en responsabilidad penal por malversación de caudales públicos el depositario que vende los bienes embargados?

		3694 ¿Debe hacerse constar en el acta de constitución y aceptación del cargo de depositario, las responsabilidades penales en que el mismo puede incurrir en caso de pérdida del bien?

		3695 ¿Es responsable el depositario judicial por el deterioro de los objetos embargados?

		3696 ¿El plazo de prescripción para la acción de reclamación al depositario de los daños existentes en los bienes depositados, es el de un año por daños derivados de responsabilidad extracontractual?

		3697 ¿A quién corresponde probar la causa de fuerza mayor concurrente en la pérdida o destrucción de los bienes entregados a en depósito?





		Artículo 628 Gastos del depósito		3698 ¿Es el Letrado de la AJ quien debe fijar la remuneración del depositario de bienes embargados?

		3699 ¿Es obligación del depositario mantener los bienes embargados en el mismo lugar de custodia?

		3700 ¿Cuál es el procedimiento adecuado para que el depositario recupere los gastos sufridos tras el depósito?





		Artículo 629 Anotación preventiva de embargo		3701 ¿Qué efectos provoca la traba del embargo y la anotación preventiva de embargo?

		3702 ¿Qué plazo de duración tiene la anotación preventiva de embargo?

		3703 ¿Cuál es el día de inicio del cómputo de los 4 años de duración de la anotación preventiva de embargo?

		3704 ¿Existen aún las prórrogas indefinidas de las anotaciones preventivas de embargo?

		3705 ¿Cuál es el plazo de la prórroga de embargo?

		3706 ¿Es posible la prórroga de una anotación preventiva ya caducada?

		3707 ¿Cabe interesar la anotación preventiva por defecto subsanable en el mismo mandamiento que interesa la anotación preventiva, para el caso de que se califique como defectuoso el mismo, al objeto de no perder la prioridad registral?

		3708 ¿Cabe la prórroga de la anotación preventiva por defecto subsanable?

		3709 ¿Cabe la posibilidad de ingresar la prórroga de 60 a 180 días de la anotación preventiva por defecto subsanable?

		3710 ¿Cabe la anotación de embargo sobre bienes propiedad de adquirente o adquirentes casados con sumisión a legislación extranjera y a su régimen matrimonial?





		Artículo 630 Casos en que procede		3711 ¿Es posible la administración judicial de la licencia de taxi, sin haberse acordado previamente el embargo de la licencia o, de los frutos o rendimientos de la actividad del ejecutado como taxista?

		3712 ¿Cabe recurso de apelación contra la decisión de constitución de la administración judicial?

		3713 ¿Cabe acordar la administración judicial en sede de medidas cautelares, intervención de caudal hereditario o división de patrimonios, además de cómo medida satisfactiva del crédito del ejecutante?





		Artículo 631 Constitución de la administración. Nombramiento de administrador y de interventores		3714 ¿A quién hay que citar para la constitución de la administración judicial?

		3715 ¿Es necesaria la inscripción registral del cargo de administrador judicial?

		3716 ¿Es procedente el nombramiento de un administrador judicial, para la administración del caudal hereditario?





		Artículo 632 Contenido del cargo de administrador		3717 ¿Que funciones tiene el administrador judicial?





		Artículo 633 Forma de actuación del administrador		3718 ¿Cabe recurso de apelación contra las decisiones sobre rendición de cuentas del administrador?

		3719 ¿Ante quién responde el Administrador judicial?









		Capítulo IV Del procedimiento de apremio		Artículo 634 Entrega directa al ejecutante		3720 ¿Es de aplicación el art. 634.3 LEC a la ejecución de las sentencias dictadas al amparo del art. 250.1.11.º LEC?

		3721 ¿Diferencias y similitudes entre el art. 634.3 LEC y art. 16 LVPBM?

		3722 ¿Es de aplicación el procedimiento de apremio previsto en el art. 634 LEC a la ejecución del decreto que pone fin al proceso monitorio?





		Artículo 635 Acciones y otras formas de participación sociales		3723 ¿Cómo se realizan las participaciones sociales embargadas a una sociedad que no cotiza en bolsa o mercado secundario?

		3724 ¿Cómo se determina el valor de tasación de las acciones o participaciones pignoradas para la realización notarial de las mismas. Es preciso la determinación de su valor por vía procesal?

		3725 ¿Bajo qué método deben procederse a la realización de participaciones sociales?





		Artículo 636 Realización de bienes o derechos no comprendidos en los artículos anteriores		3726 ¿En el concurso de acreedores, prima el plan de liquidación propuesto por el administrador concursal como medio de realización de los bienes, a favor de la subasta y el resto de procedimientos de enajenación contemplados en la LEC?

		3727 ¿Cómo se realiza la finca en supuestos de división de la cosa común?





		Artículo 637 Avalúo de los bienes		3728 ¿En los supuestos de ejecución hipotecaria, es precisa la determinación por vía de avalúo del valor de la finca?

		3729 ¿En los supuestos de ejecución de un préstamo o crédito con garantía real impagado, en los que ya conste en la escritura de constitución del mismo el valor de tasación de la finca, es preciso volver a realizar el avalúo de la misma, cuando se ha optado por la ejecución ordinaria, en lugar de la ejecución hipotecaria?

		3730 ¿Constituye una causa de oposición el desacuerdo en el valor de los bienes embargados?





		Artículo 638 Nombramiento de perito tasador, recusación e intervención de ejecutante y ejecutado en la tasación		3731 ¿En los supuestos en los que se cuestione por el ejecutado el coste real de la ejecución de la obligación de hacer ex art. 706 LEC, cabe acudir al trámite de nombramiento de perito tasador que prevé el art. 638 LEC?

		3732 ¿Es precisa la ratificación del dictamen pericial de avalúo de los bienes por el perito?

		3733 ¿Si el perito no solicita provisión de fondos, debe igualmente emitir el dictamen pericial en el plazo legal?





		Artículo 639 Actuación del perito designado e intervención de las partes y de los acreedores posteriores en la tasación		3734 ¿Cabe recurso de apelación contra el auto que resuelve el recurso de revisión contra el decreto del Letrado de la AJ por el que se fija el valor final del bien objeto de ejecución?

		3735 ¿Cabe decretar la nulidad del dictamen pericial emitido por el perito en el que se avalúan los bienes objeto de ejecución, por haberlo efectuado fuera del plazo de 8 días a que se refiere el art. 639 LEC?

		3736 ¿Cabe recurso de apelación contra el auto resolutorio del recurso de reposición contra la providencia que acuerda tener por precluido el trámite de alegaciones del art. 639.4 LEC?

		3737 ¿Puede el perito designado para el avalúo de los bienes en la fase de apremio interesar la provisión de fondos previa para la emisión de su dictamen al amparo del 342 LEC?

		3738 ¿Es de aplicación el art. 639 en la ejecución de prestaciones de hacer no personalísimo contemplado en el art. 706.2 LEC?





		Artículo 640 Convenio de realización aprobado por el Letrado de la Administración de Justicia		3739 En caso que ejecutante y ejecutado alcancen un acuerdo de realización sobre un bien inmueble susceptible de ser anotado registralmente, ¿debe el órgano judicial dictar una resolución que lo apruebe?

		3740 ¿Es inscribible el convenio de realización alcanzado entre ejecutante y ejecutado respecto de un bien inmueble que debe tener acceso al Registro de la Propiedad si, tras recibir la pertinente notificación judicial, el acreedor posterior no se opone al mismo pero tampoco presta su conformidad expresa?

		3741 ¿Quién puede activar el convenio de realización forzosa en sustitución de la subasta judicial?

		3742 ¿Puede un sujeto ajeno al proceso de ejecución proponer un acuerdo de realización en el acto de la comparecencia?

		3743 ¿Qué consecuencias se derivan del cumplimiento o incumplimiento del convenio de realización?

		3744 ¿Puede suponer un obstáculo respecto la inscripción posterior, la falta de conformidad de terceros?

		3745 ¿Es obligatorio obtener la conformidad de terceros para la aprobación del convenio entre las partes?

		3746 ¿En caso de oposición a la convocatoria de la comparecencia, debe el ejecutante justificar los motivos de su oposición?





		Artículo 641 Realización por persona o entidad especializada		3747 ¿Quién puede solicitar que la realización forzosa de los bienes se lleve a cabo a través de una persona o entidad especializada?

		3748 ¿Bajo qué condiciones debe la persona o entidad especializada designada llevar a cabo la enajenación encomendada?

		3749 ¿Tiene alguna responsabilidad la persona o entidad especializada por su intervención?

		3750 ¿Existe algún plazo para que la persona o entidad especializada lleve a cabo el encargo de enajenación forzosa encomendado?

		3751 ¿Cómo debe proceder la persona o entidad especializada tras la enajenación del bien?

		3752 ¿Es obligatoria la realización de los bienes mediante empresa especializada?

		3753 ¿Puede activarse la venta a través de entidad especializada para la enajenación de bienes no inmersos en un procedimiento de apremio judicial?

		3754 ¿Quién debe asumir los costes de la entidad especializada?





		Artículo 642 Subsistencia y cancelación de cargas		3755 ¿Debe el órgano judicial aprobar las enajenaciones que resulten de un convenio de realización o de la intervención de una persona o entidad especializada?

		3756 ¿Cómo se liquidan las cargas anteriores y reparte, en el caso que lo hubiere, el sobrante obtenido?

		3757 ¿Es necesario formalizar en escritura pública la transmisión del bien llevada a cabo por una persona o entidad especializada para su posterior exitosa inscripción registral?





		Artículo 643 Preparación de la subasta. Bienes embargados sin valor relevante		3758 ¿Después de adjudicadas las fincas subastadas en único lote puede distribuirse el precio en función de la responsabilidad hipotecaria individual de cada una de las fincas (este artículo es de aplicación supletoria a la subasta de inmuebles)?

		3759 ¿Se puede denegar la subasta si la cuantía pendiente de satisfacción al ejecutante es mínima?

		3760 ¿Si presumiblemente no se cubren los gastos de la subasta, el precepto dispone que no se convocará subasta, pero mediante qué tipo de resolución se acuerda?

		3761 ¿Debe alzarse el embargo de los bienes que no se saquen a subasta por su presumible valor?

		3762 ¿Se puede cancelar la subasta integrada por lotes, y, en su caso, qué ocurre con los depósitos?

		3763 ¿Qué gastos han de tenerse en cuenta para valorar el apartado 2 del art. 643 Lec?

		3764 ¿El ejecutado no personado ha de ser oído a la hora de decidir sobre la formación de lotes?

		3765 ¿Es conveniente la formación de lotes en el caso de bienes inmuebles?

		3766 ¿En qué supuestos se hace necesaria la formación de lotes?

		3767 ¿Sirve este precepto para denegar una subasta cuando la cantidad que se reclama es mínima?

		3768 ¿Cómo se determina la formación de lotes?





		Artículo 644 Convocatoria de la subasta		3769 ¿Es el Letrado AJ responsable del desarrollo de la subasta electrónica en el Portal de Subastas?

		3770 ¿Es el Letrado AJ el encargado de la llevanza del Portal de Subastas?

		3771 ¿El Decreto en que se acuerda la convocatoria de subasta debe indicar la fecha de celebración de la misma?

		3772 ¿Está garantizada la transparencia y seguridad jurídica de la subasta electrónica?

		3773 ¿Impide la falta de notificación a un copropietario de la finca el señalamiento de la subasta?

		3774 ¿Debe mantenerse el embargo del bien si por el Letrado AJ se decide no sacar un bien a subasta si se presume antieconómico?

		3775 ¿Está previsto un plazo desde que se convoca la subasta hasta que efectivamente se lleva a cabo?





		Artículo 645 Anuncio y publicidad de la subasta		3776 ¿El precio de la tasa por anunciar la convocatoria de subasta se limita a la publicación del anuncio?

		3777 ¿Excluye la publicidad de la subasta en el Portal otros medios de publicidad?

		3778 ¿Es el Letrado AJ el responsable de los datos publicados en la subasta y de los aspectos procesales que se deriven?

		3779 ¿Cualquier ciudadano puede acceder a la información pública de las subastas?





		Artículo 646 Contenido del anuncio y de la publicidad de la subasta		3780 ¿Se pueden modificar los datos de una subasta publicada en el Portal?

		3781 ¿Debe de contener el anuncio de la subasta el número de la cuenta de depósitos y consignaciones de la oficina judicial para efectuar la consignación?

		3782 ¿Con el anuncio de subasta en el BOE queda ya publicada la subasta?

		3783 ¿Detectado un error en la subasta, se puede comunicar?

		3784 ¿Se mantiene la publicación de edictos en el tablón de anuncios?

		3785 ¿Toda la información que se vuelca al Portal de Subastas está al alcance del público en general?

		3786 ¿Se puede proceder al archivo del procedimiento si no es posible localizar la finca pendiente de subastar?





		Artículo 647 Requisitos para pujar. Ejecutante licitador		3787 ¿Puede el depositario de los bienes ser licitador?

		3788 ¿Puede el ejecutante ceder el remate a tercero antes de la aprobación del remate?

		3789 ¿Pierde su condición el ejecutante a la hora de participar en la subasta en el caso de que se embargue su crédito?

		3790 ¿Puede dictarse una sola resolución aprobando remate y cesión?

		3791 ¿Adquiere la propiedad de lo embargado el ejecutante que se adjudica el bien para ceder a tercero?

		3792 ¿En qué momento se realiza el depósito?

		3793 ¿Cómo ejecutante me solicita el Portal realizar depósito para pujar?

		3794 ¿Cuándo se devuelven los depósitos a los postores no ganadores?

		3795 ¿Se puede retirar un depósito antes de la adjudicación de la subasta?

		3796 ¿Se puede retirar una puja?

		3797 ¿Hay plazo para ceder el remate a tercero?





		Artículo 648 Subasta electrónica		3798 ¿Pueden registrarse las personas jurídicas en el Portal de subastas?

		3799 ¿Qué opciones ofrece el Portal al usuario registrado?

		3800 ¿Puede una persona física o jurídica sin domicilio en España participar en las subastas a través del Portal?

		3801 ¿Si tiene lugar una reclamación sobre las garantías del sistema de subasta electrónica, cuáles son los elementos de seguridad del sistema?

		3802 ¿Es posible realizar pujas iguales o inferiores a las ya realizadas?

		3803 ¿Se publican en el Portal la identidad de los postores y todas las posturas?

		3804 ¿Emite el Portal de subastas comunicaciones informativas sobre el desarrollo de la subasta?





		Artículo 649 Desarrollo y terminación de la subasta		3805 ¿Conoce la oficina judicial las distintas posturas y nombre de los licitadores o si alguno de ellos ha hecho reserva de postura?

		3806 ¿Qué duración tiene la subasta?

		3807 ¿Cuándo se produce el cierre de la subasta?

		3808 ¿Una vez suspendida una subasta puede reanudarse ésta o debe tramitarse una nueva subasta?

		3809 ¿Puede cerrarse la subasta en día inhábil?

		3810 ¿Qué certificados emite el Portal de subastas?





		Artículo 650 Aprobación del remate. Pago. Adjudicación de bienes		3811 ¿Debe procederse a la venta judicial de bienes a cualquier precio?

		3812 ¿Deberían aceptarse posturas inferiores al límite mínimo fijado en el art. 650.4?

		3813 ¿Pone el Decreto de adjudicación fin a la ejecución?

		3814 ¿Puede entenderse adquirido el dominio de los bienes vendidos en subasta pública desde la aprobación del remate?

		3815 ¿Con el pago del principal puede el ejecutado suspender la subasta?

		3816 ¿Cómo liquida el postor ganador de la subasta la adjudicación?





		Artículo 651 Adjudicación de bienes al ejecutante		3817 ¿Puede el acreedor que se adjudica los bienes en el caso de subasta desierta cederlos a un tercero?

		3818 ¿Puede el ejecutante adjudicarse un bien mueble por menos del 30% del valor de tasación?

		3819 ¿Para determinar la cantidad que se le deba al deudor por todos los conceptos es necesario liquidar intereses y costas?

		3820 ¿Puede el ejecutado, en la subasta sin postores, traer a un tercero que supere el 30% del avalúo o cubra todo lo adeudado?

		3821 ¿Puede el ejecutante oponerse justificadamente a que se alce el embargo del bien?





		Artículo 652 Destino de los depósitos constituidos para pujar		3822 ¿Le corresponde al Letrado AJ la liberación o devolución de cantidades consignadas por los postores?

		3823 ¿Si los postores hacen reserva de postura pueden recuperar la consignación antes de la adjudicación de la subasta?

		3824 ¿Si la subasta se suspende puede retirar su consignación el postor?

		3825 ¿Si el depósito para participar en la subasta lo consignó un tercero en nombre de otro se le puede devolver el depósito al representado?

		3826 ¿En qué momento se devuelven los depósitos sin reserva de puja y por quién?





		Artículo 653 Quiebra de la subasta		3827 ¿Puede el ejecutante ver satisfecho su crédito a pesar de que la subasta quiebre?

		3828 ¿Cuál es el orden de pago a seguir en el caso de los depósitos perdidos?

		3829 ¿Puede el ejecutante quebrar la subasta?

		3830 Si quien ha reservado su postura ofrece una postura inferior al 50%, ¿puede el ejecutado presentar a un tercero o adjudicarse el bien del acreedor?

		3831 ¿Si el depósito del primer rematante fallido cubre la totalidad de la deuda hay que ofrecer el remate a quienes reservaron postura?

		3832 ¿Si el acreedor puja pero la subasta quiebra, es necesario que le preceda una reserva de postura o puede tenerse en cuenta su puja?





		Artículo 654 Pago al ejecutante, destino del remanente, imputación de pagos y certificación de deuda pendiente en caso de insuficiencia de la ejecución		3833 ¿Es aplicable la norma del 654.2 LEC solo a los bienes muebles?

		3834 ¿Siempre que haya sobrante se le entregará al ejecutado?

		3835 ¿Se le entregará al ejecutante todo el precio del remate o deberá limitarse el pago, inicialmente, a las cantidades por las que se despachó ejecución?

		3836 ¿A quién le corresponde emitir la certificación, en su caso, acreditativa del precio del remate previsto en el art. 654.3 LEC?

		3837 ¿Excluye el apartado 2 del art. 654 LEC los intereses procesales al decir que se entregará al ejecutado el remanente que pudiere existir una vez finalizada la realización forzosa de los bienes, satisfecho plenamente el ejecutante y pagadas las costas?

		3838 ¿Quién debe emitir el certificado que acredita el precio del remate y el importe de la deuda pendiente por todos los conceptos con el desglose de la misma?





		Artículo 655 Ámbito de aplicación de esta sección y aplicación supletoria de las disposiciones de la sección anterior		3839 ¿Son aplicables los artículos de esta sección de la LEC en los casos en que la subasta pública no nace de la ejecución forzosa de título no judicial?

		3840 ¿Es posible administrar la formación de lotes en las subastas de bienes inmuebles?

		3841 ¿En qué momento se consuma la adquisición de la propiedad del adjudicatario en las subastas judiciales?

		3842 ¿Es posible que cualquier postor haga su postura reservándose la facultad de ceder a terceros la puja efectuada?

		3843 ¿Cabe recurso de apelación contra la resolución que saca a subasta un bien inmueble?





		Artículo 656 Certificación de dominio y cargas		3844 En los casos en que se ejercita la acción hipotecaria mediante declarativo ordinario, en la ejecución de la sentencia, ¿es necesario acordar el embargo del bien hipotecado?

		3845 Cuando la anotación preventiva de embargo ha caducado antes de la subasta judicial y tras la expedición de la certificación de cargas, ¿se podrán cancelar las cargas posteriores al derecho del ejecutante cuando éste inscriba su decreto de adjudicación?

		3846 ¿Puede negarse el Registrador a expedir la certificación de cargas por motivos de índole procesal?

		3847 ¿Puede el Procurador del ejecutante solicitar la certificación de cargas, sin que el LAJ de la ejecución haya expedido mandamiento al Registrador?

		3848 ¿Pueden omitirse datos de carácter personal en la certificación de cargas (en cumplimiento de la LOPD), dado que tendrá publicidad general en el portal de Subastas electrónicas?

		3849 ¿La actualización de la certificación de cargas prevista en el número 2.º del art. 656 LEC debe comunicarse al Portal de Subastas del BOE o al Juzgado ejecutante?

		3850 ¿Es válido el mandamiento dirigido al Registrador en formato papel para la expedición de certificación de cargas expedido con firma digital del LAJ (sin sello del Juzgado ni rúbrica)?





		Artículo 657 Información de cargas extinguidas o aminoradas		3851 Si existe una discrepancia entre la manifestación de los acreedores preferentes y la cantidad inscrita, ¿cuál es la cantidad que debe descontarse a efectos de fijar el valor de subasta?

		3852 En el caso de no haber cumplido con las notificaciones que impone este artículo, ¿puede dictarse decreto de adjudicación?

		3853 Una vez se ha dictado el auto derivado del incidente del 657.2.º, ¿se podrá cancelar en el Registro de la Propiedad la garantía del acreedor en función de lo que decida el auto?

		3854 ¿Qué ocurre cuando los acreedores anteriores no contestan o los acreedores que constan en el Registro de la Propiedad únicamente contestan que han cedido el crédito a otra entidad?

		3855 Si las cargas preferentes que constan en el Registro de la Propiedad suman una cantidad mayor que el valor del inmueble, ¿puede suspenderse la ejecución frente a ese bien sin haber realizado el trámite de información a los acreedores preferentes?

		3856 ¿Incurre en responsabilidad, derivada del art. 1.902 del Código Civil, el acreedor que informe erróneamente al Juzgado que su carga ha sido cancelada, de modo que perjudica al adjudicatario del bien?

		3857 ¿Se aplica este artículo a los acreedores preferentes hipotecarios?

		3858 ¿Puede el LAJ expedir mandamiento en el que se ordene, al amparo de lo establecido en el artículo 657.2 de la LEC, que se haga constar por nota al margen de la inscripción de una hipoteca anterior al crédito que sirvió para el despacho de ejecución, que el importe del crédito garantizado por dicha hipoteca es cero?





		Artículo 658 Bien inscrito a nombre de persona distinta del ejecutado		3859 ¿Se mantendrá el embargo cuando el ejecutado es heredero del propietario inscrito pero sin que haya aceptado la herencia?

		3860 ¿Se mantendrá el embargo en el caso de ser titular del bien inscrito el administrador de la empresa familiar?

		3861 ¿Puede mantenerse el embargo cuando el ejecutado es el titular real pero el titular registral es un tercero?

		3862 ¿Se condenará en costas por mala fe al ejecutante que ha solicitado que la ejecución se dirija contra un bien del que conoce el cambio de titularidad (aunque registralmente no conste)?

		3863 En el trámite de audiencia a las partes, ¿se debe oír al ejecutado cuando no está personado?

		3864 ¿Debe alzarse aquel embargo que se hubiere trabado sabiendo que el titular registral era distinto al deudor?





		Artículo 659 Titulares de derechos posteriormente inscritos		3865 ¿Se debe notificar la existencia de la ejecución a los titulares registrales cuyo derecho se encuentra anotado pero no inscrito?

		3866 Un acreedor posterior, para liberar el bien registralmente, ¿qué cantidades deberá abonar? ¿Las que constan en la hoja registral a favor del ejecutante o, por el contrario, las cantidades por las que se despachó la ejecución (principal, intereses y costas) en el procedimiento judicial?

		3867 Una vez que el acreedor posterior ha abonado las cantidades por las que se despachó ejecución y se subroga en los derechos de los acreedores anteriores, ¿es ésta una subrogación material o procesal?

		3868 La posibilidad de los acreedores posteriores de subrogarse en los derechos del ejecutante abonando lo debido por el ejecutado, ¿incluye a aquellos acreedores que inscriben su derecho tras la certificación de cargas?

		3869 ¿Cuál es el dies ad quem del acreedor posterior para abonar las cantidades debidas y subrogarse en los derechos del ejecutante?





		Artículo 660 Forma de practicarse las comunicaciones		3870 ¿Es posible cancelar el derecho de los acreedores posteriores al del acreedor ejecutante cuando la comunicación no ha sido efectiva?

		3871 Si el domicilio de los acreedores no aparece en el Registro de la Propiedad, ¿deberá hacer el Registrador averiguación domiciliaria para cumplir con el art. 660 LEC?

		3872 En el caso de optarse por la comunicación electrónica, ¿ésta debe ser alternativa o cumulativa a la comunicación personal?

		3873 Para entender bien hechas las comunicaciones, ¿basta con la mera manifestación del Registrador?





		Artículo 661 Comunicación de la ejecución a arrendatarios y a ocupantes de hecho. Publicidad de la situación posesoria		3874 ¿En qué se diferencian los incidentes de los arts. 661, 675 y 704?

		3875 La declaración de que el poseedor tiene derecho a permanecer en el inmueble, ex art. 661, cuando se trata de la vivienda familiar adjudicada tras el divorcio, ¿supone derecho de uso oponible al adjudicatario de la finca en la posterior subasta?

		3876 ¿El auto del número 2.º del art. 661, que declara si el ocupante tiene o no derecho a permanecer en el inmueble, tiene valor de cosa juzgada?

		3877 ¿Aquellos ocupantes respecto de los que se ha declarado que tienen derecho a permanecer en el inmueble, pueden personarse en la ejecución?

		3878 En el incidente, ¿a quién corresponde la carga de la prueba?

		3879 ¿Se condenará en costas por el incidente del art. 661?

		3880 ¿Quién tiene legitimación activa en el incidente del art. 661?

		3881 Una vez se ha resuelto mediante auto que los ocupantes no tienen derecho a permanecer en la vivienda, ¿es posible que la ejecutante anote preventivamente la demanda para advertir a los participantes de la subasta de que el ocupante no tiene derecho?

		3882 En el caso de que el inmueble estuviera ocupado por tercero con derecho a permanecer pero no se hubiera hecho constar en el anuncio de subasta, ¿podría declararse la nulidad de la subasta por haber causado un perjuicio al adjudicatario?

		3883 ¿Tiene el arrendatario (cuyo arrendador era el ejecutado hipotecario) derecho a permanecer en el inmueble aunque el arrendador pierda la propiedad a favor del adjudicatario en la subasta?





		Artículo 662 Tercer poseedor		3884 ¿Cuándo se tiene la condición de tercer poseedor?

		3885 ¿Se aplica el beneficio de este artículo a los terceros que voluntariamente adquieran el bien embargado (fuera de la ejecución judicial)?

		3886 ¿Por qué la jurisprudencia mayoritaria no aplica el beneficio a todo «tercer poseedor» y únicamente a los que adquieran a consecuencia de la ejecución judicial?

		3887 ¿Cuál es el dies ad quem para que el tercer poseedor pueda pagar?

		3888 ¿Puede personarse el tercer poseedor en la ejecución?

		3889 ¿Qué ocurre si el tercero poseedor del art. 662 decide no personarse?

		3890 Si no se persona el tercer poseedor en la ejecución, ¿se puede excepcionar falta de litisconsorcio pasivo necesario?

		3891 Cuando el tercer poseedor adquiere el bien hipotecado, ¿puede el ejecutante ampliar la demanda ejecutiva contra dicho tercer poseedor?

		3892 ¿Se aplica este artículo a los fiadores de la deuda ejecutada?

		3893 ¿Es posible que la demanda inicial se presente únicamente contra el deudor y no contra el tercer poseedor?

		3894 ¿Hay nulidad de actuaciones en el supuesto de que no se demande al tercer poseedor?

		3895 ¿Debe notificarse la existencia del procedimiento al tercer poseedor?





		Artículo 663 Presentación de la titulación de los inmuebles embargados		3896 Que el artículo utilice el verbo «podrá», ¿supone que este trámite es facultativo?

		3897 Si el bien no está inscrito en el Registro de la propiedad, ¿el LAJ requerirá al ejecutado para que presente los títulos?

		3898 Si no se hace este requerimiento por el LAJ, ¿se puede declarar por ese motivo la nulidad de actuaciones?

		3899 Los gastos de este requerimiento, ¿se incluyen en la tasación de costas?

		3900 Si el deudor no estuviera personado y el domicilio es desconocido, ¿se hace el requerimiento al ejecutado por edictos?

		3901 ¿Incurre en responsabilidad civil extracontractual el ejecutado, que, una vez requerido, no manifiesta que el bien embargado ya no es de su propiedad?





		Artículo 664 No presentación o inexistencia de títulos		3902 En el caso de no disponer de los títulos de propiedad del bien que se pretende subastar, ¿cuáles son las opciones del ejecutante?

		3903 ¿Cuáles son los apremios que el LAJ puede utilizar para obligar al ejecutado a presentar los títulos de propiedad del bien embargado en la ejecución?

		3904 ¿Qué elementos de investigación puede realizar el LAJ para completar la titulación del inmueble?

		3905 Para estos actos de investigación, ¿se puede facultar al Procurador del ejecutante?

		3906 Si no existen títulos de propiedad del bien, no está inmatriculado y el ejecutado no presenta títulos, ¿qué opción tiene el ejecutante?

		3907 En el caso de optar por realizar el expediente de dominio o el acta de notoriedad en el proceso de ejecución, ¿cómo se tramitará?

		3908 Los procedimientos para hacer concordar realidad registral que se tramitan dentro del procedimiento de ejecución, ¿puede instarlos solo el ejecutante o también está legitimado el ejecutado o tercero interesado?

		3909 En el caso de ser necesaria la realización de trámites testamentarios para la reanudación del tracto en el Registro de la Propiedad, ¿puede también llevarse a cabo en la propia ejecución?

		3910 Mientras se tramita el expediente de dominio, ¿cómo puede el ejecutante proteger su derecho?





		Artículo 665 Subasta sin suplencia de la falta de títulos		3911 Cuando el bien inmueble no está inmatriculado en el Registro de la Propiedad, ¿puede subastarse en la ejecución?

		3912 ¿Cuál es la finalidad de la inmatriculación a través del decreto de adjudicación?

		3913 ¿Qué requisitos deben cumplirse para realizar dicha subasta?

		3914 ¿Qué requisitos debe cumplir el Decreto de Adjudicación para que pueda inmatricularse la finca?

		3915 ¿Es aplicable este artículo a la ejecución de bienes hipotecados?





		Artículo 666 Valoración de inmuebles para su subasta		3916 ¿Cuáles son las cargas deducibles?

		3917 ¿Hay que deducir de avalúo del bien tan solo las cargas que aparecen en la certificación, o también todas aquéllas que gravan la finca y de las cuales tenemos constancia?

		3918 ¿Debemos descontar el importe real de la deuda manifestado por el acreedor anterior sólo en el caso de que se haya hecho constar en el Registro por nota marginal?

		3919 ¿Cuál es la cantidad que debemos deducir del avalúo del bien cuando la carga anterior es un embargo?

		3920 ¿Cuál es la cantidad que debemos deducir del avalúo del bien cuando la carga anterior a la que se ejecuta es una hipoteca?

		3921 ¿Debemos deducir con cargo al crédito hipotecario preferente la cantidad prevista para costas si ésta no consta que se ejecute?

		3922 ¿Qué sucede con las anotaciones preventivas de embargo que habían sido prorrogadas con anterioridad a la entrada en vigor de la LEC?

		3923 ¿En la realización de mitad indivisa con hipoteca preferente sobre la totalidad, debemos descontar la totalidad de la carga o tan solo la mitad de su valor o la parte proporcional?

		3924 ¿Puede darse un enriquecimiento injusto en el adjudicatario del bien en subasta?





		Artículo 667 Convocatoria de la subasta		3925 ¿Es necesario comunicar al ejecutado no personado la convocatoria de la subasta?

		3926 ¿Dónde se publica el anuncio de subasta?

		3927 La «información registral electrónica», ¿es la misma que la que consta en la certificación de cargas del art. 656?

		3928 En el caso de que el ejecutado esté personado, ¿es necesario comunicarle personalmente la celebración de la subasta o es suficiente con la notificación al Procurador?

		3929 ¿Quién debe abonar los gastos de la publicación en los medios publicitarios?





		Artículo 668 Contenido del anuncio y publicidad de la subasta		3930 ¿Cuál es el contenido mínimo del anuncio de subasta? ¿El que consta en los arts. 668 y 646?

		3931 Además de las menciones generales antedichas, ¿qué otras circunstancias deberán constar en casos especiales?

		3932 ¿Es necesario hacer constar en el edicto la cuantía de la deuda?

		3933 Si la subasta no contiene todos los datos que la LEC enumera en el Portal de Subastas, ¿se podría declarar la nulidad?

		3934 El adjudicatario se subroga en las cargas anteriores del bien, ¿será en la misma posición como deudor o únicamente en la carga inscrita en el RP?

		3935 En los casos de cesiones bancarias, ¿es posible anular la convocatoria de subasta por no hacer constar que el ejecutante es el cesionario del primitivo acreedor hipotecario?





		Artículo 669 Condiciones especiales de la subasta		3936 El adjudicatario se subroga en las cargas anteriores del bien, ¿será en la misma posición como deudor o únicamente en la carga inscrita en el RP?

		3937 Entre las cargas del bien que debe aceptar el adjudicatario, ¿se encuentra el derecho de uso de la vivienda otorgada en Sentencia de juicio de familia?

		3938 En caso de subasta para dividir cosa común, ¿también debe el comunero depositar el 5%?

		3939 ¿Qué requisitos se exigen para reducir la deuda del ejecutado por colaboración?





		Artículo 670 Aprobación del remate. Pago. Adjudicación de los bienes al acreedor		3940 ¿Cuándo comienza el plazo para los 40 días en que el rematante debe ingresar la diferencia entre el depósito y la mejor postura?, ¿la certificación del Portal de Subastas del mejor postor o la notificación del decreto de aprobación del remate?

		3941 En los casos en que la subasta surge de la división de cosa común y el comunero mejor postor ofrece una cantidad inferior al 70%

		3942 Si en la subasta no hubiera posturas superiores al 70%, el ejecutante puede, en 5 días, pedir la adjudicación ¿Es plazo preclusivo?

		3943 En los casos de adjudicación de VPO

		3944 En caso de que el deudor quiera liberar el bien, ¿qué cantidad debe abonar?

		3945 El ejecutante pide la adjudicación y no aclara si es por el 70 o por la cantidad debida, ¿es defecto subsanable?

		3946 Cuando no hay postor en la subasta que alcance el 70% del valor de tasación, ¿puede el ejecutante pedir la adjudicación por el 70% (vivienda habitual) o 50% (no vivienda habitual) o por lo que se le deba por todos los conceptos? Solo en el segundo caso supone finalizar la ejecución, en el primero puede continuar el acreedor por el 579 ¿Es una opción totalmente libre del ejecutante?

		3947 Cuando la postura es inferior al 70%, podrá el ejecutado presentar postura que mejore dicho porcentaje. Pero, si el ejecutado no está personado, ¿será necesaria la notificación personal para que pueda conocer esta opción?

		3948 Cuando en la subasta la mejor postura es la del ejecutante, inferior al 70% y el ejecutado no presenta tercero que mejore postura, ¿por qué porcentaje se le adjudica al ejecutante?

		3949 El adjudicatario se subroga en las cargas anteriores del bien, ¿será en la misma posición como deudor o únicamente en la carga inscrita en el RP?

		3950 ¿La adquisición de un bien hipotecado comporta también la subrogación del adjudicatario en la deuda que la hipoteca garantizaba?





		Artículo 671 Subasta sin ningún postor		3951 En los casos en que no han existido postores, ¿puede el ejecutado presentar tercero que presente postura?

		3952 Si el ejecutante se adjudica el inmueble por el 50% del valor de tasación y posteriormente lo vende por un precio muy superior a la adjudicación, ¿puede continuar ejecución posterior por la cantidad no satisfecha por la vía del art. 579 LEC?

		3953 Cuando se trata de ejecución no hipotecaria y el ejecutante no se ha adjudicado el bien, puede el deudor pedir el alzamiento del embargo ¿se aplicará analógicamente este alzamiento de embargo a la garantía hipotecaria y se cancelará la hipoteca?

		3954 Si el acreedor se adjudica el bien hipotecado por la cantidad debida por todos los conceptos, ¿puede quedar alguna cantidad por pagar derivada del procedimiento judicial?

		3955 ¿Desde qué momento debe constar si el inmueble es la vivienda habitual de los deudores hipotecarios?

		3956 ¿Dentro del procedimiento de ejecución, quién es el encargado de determinar si la vivienda tiene carácter de habitual o no?

		3957 ¿Si se desconoce si la finca tiene el carácter de vivienda habitual, podemos suponer dicho carácter a efectos del importe sobre el que solicitar la adjudicación en caso de notificaciones negativas?

		3958 ¿Puede el acreedor en una subasta sin postores, y no tratándose de la vivienda habitual del deudor, pedir la adjudicación del bien, por importe inferior al 50% del valor de tasación?





		Artículo 672 Destino de las sumas obtenidas en la subasta de inmuebles		3959 El decreto que distribuye el sobrante se recurre en reposición. Contra este decreto resolutorio, ¿cabe revisión?

		3960 ¿Qué grupos de acreedores concurren al reparto del sobrante tras el pago al ejecutante (enumerados sin orden de preferencia)?

		3961 Para resolver este incidente, ¿se aplican únicamente normas procesales o también de derecho sustantivo?

		3962 ¿Tienen derecho al sobrante los acreedores con créditos no inscritos en el Registro? ¿Y los inscritos con posterioridad a la expedición de la certificación de cargas?

		3963 ¿Se aplica este artículo a la ejecución hipotecaria?

		3964 Respecto a los acreedores posteriores inscritos, ¿será necesario solicitar una certificación de cargas actualizada?

		3965 ¿Tiene competencia el Juzgado donde se ha producido el sobrante para determinar la preferencia sobre el mismo en todos los casos?





		Artículo 673 Inscripción de la adquisición: título		3966 ¿En qué momento se consuma la adquisición de la propiedad del adjudicatario en las subastas judiciales?

		3967 ¿Hasta qué momento puede el Juez de la ejecución hipotecaria apreciar de oficio la abusividad de una cláusula hipotecaria sobre la que antes no se había pronunciado?

		3968 Si el adjudicatario es el ejecutante, ¿será necesario calcular la cantidad debida por intereses y costas con carácter previo al dictado del decreto de adjudicación?

		3969 Si cabe inscribir un Decreto de adjudicación que no sea firme

		3970 Si cabe inscribir un Decreto de adjudicación estando interpuesto un recurso de apelación

		3971 Negada la inscripción por el Registro por entender que es erróneo o no adecuado el importe de adjudicación, ¿qué acciones se podrían plantear ante esta calificación negativa?

		3972 ¿El LAJ está legitimado para recurrir directamente las calificaciones negativas en su condición de Letrados de la Administración de Justicia?





		Artículo 674 Cancelación de cargas		3973 Cuando la anotación preventiva de embargo ha caducado antes de la subasta judicial y tras la expedición de la certificación de cargas, ¿se podrán cancelar las cargas posteriores al derecho del ejecutante cuando éste inscriba su decreto de adjudicación?

		3974 ¿Es necesario presentar algún documento fiscal en el Registro de la Propiedad junto al testimonio del decreto de adjudicación?

		3975 ¿Deben presentarse juntos en el Registro de la Propiedad el testimonio del decreto de adjudicación y el mandamiento de cancelación de cargas?

		3976 ¿Cuál es el contenido obligatorio del mandamiento de cancelación de cargas?

		3977 ¿Se cancela el derecho de uso sobre la vivienda familiar inscrito?

		3978 En los casos de cesión del crédito litigioso, ¿es necesario que el cesionario del crédito litigioso esté inscrito como titular de la hipoteca en el Registro de la Propiedad para que pueda inscribirse a su favor el decreto de adjudicación?

		3979 ¿Cuándo debe entenderse producida la transmisión del bien?

		3980 Declarada la nulidad de la adjudicación de una Finca que el adjudicatario ha vendido a un tercero, ¿cabe que este último restituya la misma al deudor hipotecario?





		Artículo 675 Posesión judicial y ocupantes del inmueble		3981 ¿En qué se diferencian los incidentes de los arts. 661, 675 y 704?

		3982 ¿En qué casos se acudirá al incidente del art. 675?

		3983 ¿Quién tiene legitimación para incoar el incidente?

		3984 ¿El ocupante requerirá postulación procesal y defensa letrada?

		3985 ¿Es necesario tramitar este incidente cuando el ocupante abandona la vivienda voluntariamente?

		3986 ¿Se podrá condenar en costas por el incidente al ejecutante cuando se declare que el ocupante tiene derecho a permanecer en el inmueble?

		3987 ¿Cuál es la consecuencia de la incomparecencia de los ocupantes a la vista?

		3988 ¿Y si no comparece ninguna de las partes?

		3989 ¿Se debe requerir con anterioridad a la vista la presentación de títulos?

		3990 ¿Se necesita algún requisito especial en la citación al incidente?

		3991 ¿Se debe dar al ocupante el plazo de un mes para el desalojo?

		3992 ¿Es recurrible en apelación la resolución que acuerda la no suspensión del lanzamiento por no reunir el supuesto ocupante los requisitos para estar amparado por los beneficios sociales previstos en la Ley 1/2013, de 14 de mayo?

		3993 ¿Es aplicable el plazo de un año para solicitar lanzamiento desde la expedición del decreto de adjudicación, en aquellos supuestos en los que el inmueble se encuentra vacío, u ocupado por el propio ejecutado?





		Artículo 676 Constitución de la Administración		3994 ¿Puede acordarse la administración para pago de bienes muebles e inmuebles?

		3995 ¿Es necesario oír al ejecutado para decidir la constitución de la administración para pago?

		3996 Si es nombrado administrador el ejecutante, ¿percibirá retribución?

		3997 Además de la reposición, ¿el decreto que acuerda la administración para pago es recurrible en apelación?

		3998 ¿Quién realiza el inventario previo a la constitución de la administración para pago?

		3999 ¿Quién tiene la competencia para la imposición de las multas coercitivas a quien dificulta o impide la labor del administrador?

		4000 La entrega del vehículo a la financiera que tiene un pacto de reserva de dominio para su uso en pago del préstamo que se utilizó para comprarlo, ¿se considera un supuesto de administración para pago?





		Artículo 677 Forma de la administración		4001 ¿Qué se entiende por «costumbre del país»?

		4002 ¿Tiene el administrador derecho a ser resarcido de los gastos que la administración le cause?

		4003 ¿Pueden ejercerse simultáneamente la administración judicial y la administración para pago?

		4004 ¿Cómo se combina la exacción de multas coercitivas que se imponen al ejecutado por impedir o dificultar el ejercicio de la administración para pago con la exacción de los frutos del bien? ¿Cuál de los dos pagos tiene preferencia?

		4005 ¿Pierde el deudor la titularidad del negocio embargado?





		Artículo 678 Rendición de cuentas		4006 ¿Cuándo deberá rendir cuentas el administrador judicial?

		4007 Contra el decreto que establece la administración judicial cabe revisión. Contra la revisión, ¿cabe apelación?

		4008 En la comparecencia ante el LAJ, ¿qué controversias se pueden dirimir?

		4009 ¿Quién responde de las deudas contraídas en el ejercicio de la gestión del administrador? ¿El ejecutado, por ser propietario del bien o negocio o el administrador, por haberse adquirido las deudas en el período en que tenía potestad para administrar?

		4010 ¿Desde qué momento y en qué condiciones, la incoación de un proceso concursal sobre bienes del deudor impide la iniciación de la ejecución hipotecaria o conlleva su suspensión?





		Artículo 679 Controversias sobre la administración		4011 El juicio verbal que se sustancia con motivo de las discrepancias sobre la administración para pago, ¿es un incidente dentro de la ejecución o un juicio plenario independiente?

		4012 ¿Cuál es la responsabilidad que se le puede exigir al administrador?

		4013 ¿Cuál es el plazo de prescripción para exigir responsabilidad al administrador?

		4014 ¿Quién tiene legitimación para interponer el juicio verbal por la mala gestión en la administración?





		Artículo 680 Finalización de la administración		4015 ¿En qué situaciones podrá poner fin el ejecutante a la administración para pago?

		4016 Si el ejecutante solicita el fin de la administración, ¿puede pedir posteriormente otra medida ejecutiva?

		4017 ¿Cesará la administración por pérdida de la propiedad del ejecutado?

		4018 ¿Finaliza la administración por transcurso del plazo previsto en la resolución que la acordó?

		4019 ¿Finaliza la administración por la interposición de una tercería de dominio sobre el bien?









		Capítulo V De las particularidades de la ejecución sobre bienes hipotecados o pignorados		Artículo 681 Procedimiento para exigir el pago de deudas garantizadas por prenda o hipoteca		4020 ¿El acreedor hipotecario debe acudir obligatoriamente al proceso de ejecución hipotecaria u ostenta libertad de elección procedimental?

		4021 ¿Cuáles son los requisitos que deben concurrir en un acreedor, que adquiere tal condición, mediante una cesión universal de créditos, para incoar un proceso de ejecución hipotecaria?

		4022 ¿Desde qué momento y en qué condiciones, la incoación de un proceso concursal sobre bienes del deudor impide la incoación de la ejecución hipotecaria o conlleva su suspensión?

		4023 ¿Puede ser calificada la falta de incoación de un proceso de ejecución hipotecaria fraude de ley en perjuicio del deudor?





		Artículo 682 Ámbito del presente capítulo		4024 ¿La expedición de la escritura pública con carácter ejecutivo es condición sine qua non para todo tipo de procesos de ejecución hipotecaria?

		4025 ¿Resulta posible la subsanación de la ausencia de los presupuestos de admisibilidad, exigidos en el art. 682 LEC?

		4026 ¿Constituye condición sine qua non para la incoación de la ejecución hipotecaria la inscripción registral de la escritura de hipoteca?

		4027 ¿Quién debe abonar los gastos de tasación de la finca?

		4028 ¿Es necesario aportar con la demanda de ejecución hipotecaria, la certificación de tasación de la finca, o es suficiente la consignación del valor de tasación en la escritura?

		4029 ¿La falta de coincidencia del domicilio que se fijó por el deudor libremente en la escritura de préstamo hipotecario con el domicilio que conste en el Registro, es causa de inadmisión de la demanda?





		Artículo 683 Cambio de domicilio señalado para requerimientos y notificaciones		4030 ¿Debe modificarse en la escritura de constitución de la hipoteca, el domicilio a efectos de notificaciones, ante la adquisición de la finca por un tercer poseedor?

		4031 ¿Es correcta la notificación y requerimiento en el domicilio consignado en la escritura pública de constitución de la hipoteca, cuando le consta a la entidad otro domicilio del deudor, al que se le envían notificaciones derivadas de otras operaciones o productos bancarios?

		4032 ¿La notificación de cambio de domicilio, de manera no fehaciente por parte del deudor, exige a la entidad ejecutante, la necesidad de requerir y notificar al deudor en el nuevo domicilio?

		4033 ¿Es válida la estipulación consistente en el establecimiento de un domicilio inicial, correspondiente al del promotor, con la previsión de que una vez que se produzcan las ventas, con subrogación en la hipoteca, el domicilio apto para notificaciones y requerimientos será el de cada una de las fincas hipotecadas?

		4034 ¿Es obligatoria la inscripción registral de la modificación del domicilio que conste en la escritura de constitución de la hipoteca?





		Artículo 684 Competencia		4035 ¿Es admisible la interposición de declinatoria en la ejecución hipotecaria y en qué plazos?

		4036 ¿Es admisible, en un contrato de préstamo hipotecario, la consignación de una estipulación de renuncia al fuero propio y la sumisión expresa a un fuero distinto?

		4037 ¿Si el deudor no hipotecante es declarado en concurso, pero el hipotecante no deudor no ostenta la condición de concursado, qué órgano judicial es competente?

		4038 ¿Puede modificarse la competencia territorial una vez despachada ejecución? Caso concreto: se despacha ejecución contra dos fincas, una sita en Tarragona, y otra en Palma de Mallorca, mediante la ubicada en Tarragona se determina la competencia territorial, y una vez solicitada la certificación de dominio y cargas se comprueba la cancelación de la hipoteca de la finca de Tarragona.

		4039 ¿Cuál es el momento preclusivo para que el órgano judicial pueda examinar su competencia territorial?





		Artículo 685 Demanda ejecutiva y documentos que han de acompañarse a la misma		4040 ¿En qué supuestos debe dirigirse la demanda contra el tercer poseedor?

		4041 ¿En caso de encontrarse el deudor en situación de concurso, pero no el hipotecante no deudor, puede incoarse un proceso de ejecución hipotecaria, y, en su caso, contra quién debe dirigirse la demanda?

		4042 ¿Puede dirigirse la demanda que inicia el proceso de ejecución hipotecaria contra fiadores y avalistas?

		4043 ¿En los supuestos de ejecución de hipotecas sujetas a intereses variables, la demanda debe contener detalladas todas las operaciones efectuadas para determinar dicha cantidad, o es suficiente la remisión a los documentos que la acompañan para su admisibilidad?

		4044 ¿Al ser posible la legitimación pasiva de la herencia yacente es necesario nombrar defensor judicial?

		4045 ¿Qué condición deberá ostentar el acreedor qué incoe la ejecución hipotecaria en base a las normas de la Ley reguladora de los contratos de crédito inmobiliario?

		4046 ¿Existe algún presupuesto específico de admisibilidad de la demanda de ejecución hipotecaria en el derecho civil catalán?

		4047 ¿Es inscribible un decreto de adjudicación en procedimiento de ejecución directa sobre bienes hipotecados si en el procedimiento no se ha demandado ni requerido de pago a quien, no siendo deudor del préstamo hipotecario ni hipotecante no deudor, adquirió la finca e inscribió su adquisición antes de iniciarse dicho procedimiento?

		4048 ¿Puede el Registrador de la Propiedad negar la inscripción de un decreto de adjudicación dictado en un procedimiento en el que habiéndose demandado al hipotecante no deudor fallecido, no se demandó a sus herederos ni a la herencia yacente?





		Artículo 686 Requerimiento de pago		4049 ¿Ante la imposibilidad de notificación y requerimiento de pago en el domicilio que conste en el Registro y en la escritura de constitución de la hipoteca, puede procederse directamente a realizar la notificación edictal?

		4050 ¿En caso de acreditación, de la existencia de un tercer poseedor, debe poder ampliarse la demanda para requerir de pago a éste?

		4051 ¿Es válido el requerimiento extrajudicial de pago mediante correo certificado?

		4052 ¿En caso de discrepancia entre el domicilio que consta en el Registro y el real del deudor, siendo este conocido por el acreedor, ante qué domicilio debe procederse a la notificación y requerimiento?

		4053 ¿Qué tipo de control debe efectuar el órgano judicial, para decretar la validez o invalidez de las cláusulas insertas en el contrato hipotecario?

		4054 ¿El art. 686.3 LEC, dispensa al órgano judicial del deber de intentar la notificación personal del demandado en el proceso de ejecución hipotecaria en caso de no ser posible ésta en el domicilio que figure en la escritura de constitución de la hipoteca, pudiendo así acordar la notificación por edictos sin ninguna otra diligencia de averiguación?





		Artículo 687 Depósito de los vehículos de motor hipotecados y de los bienes pignorados		4055 ¿Qué tipo de vehículos deben ser englobados en la expresión «vehículos a motor» utilizada por la LEC?

		4056 ¿Cuáles son las consecuencias de la imposibilidad de resultar aprehendidos los bienes hipotecados o de la imposibilidad de constitución de depósito?

		4057 ¿Efectuado el requerimiento de pago, se puede proceder a la constitución inmediata del depósito, o, por el contrario, resulta necesario esperar el transcurso de los 10 días que se conceden al ejecutado para hacer efectivo el pago?





		Artículo 688 Certificación de dominio y cargas. Sobreseimiento de la ejecución en caso de inexistencia o cancelación de la hipoteca		4058 ¿Debe el Registrador no expedir la certificación de dominio y cargas, cuando no coincida el acreedor inscrito con el ejecutante que inicia el proceso?

		4059 ¿Es posible despachar ejecución en relación a una finca, respecto de la cual, si bien existe en un proceso anterior un auto de adjudicación, su inscripción fue denegada por no existir al margen de ninguna de las hipotecas inscritas en la finca objeto de adjudicación, la certificación prevenida en el art. 688 LEC en relación al proceso en que se dictó el auto de adjudicación?

		4060 ¿Para la expedición de la certificación de dominio y cargas, es necesario que la hipoteca objeto de ejecución se encuentre inscrita a favor de la entidad ejecutante o, por el contrario, en los supuestos de sucesión universal o cesión en bloque entre entidades de crédito, puede efectuarse en un momento posterior?

		4061 ¿La agrupación de varias fincas, formando una unidad orgánica de explotación, que constituye la inscripción registral de una nueva finca, conlleva el archivo del proceso de ejecución por recaer la carga hipotecaria en una finca con identificación registral diferente a la que se pretende ejecutar?

		4062 ¿Si como consecuencia de la emisión de la certificación de dominio y cargas, se testimonia error en el despacho de ejecución, dirigiéndose este contra persona física o jurídica no legitimada pasivamente, puede el perjudicado incoar impugnación alguna?

		4063 ¿En los procedimientos de ejecución hipotecaria puede recurrirse en apelación contra el Auto despachando ejecución?





		Artículo 689 Comunicación del procedimiento al titular inscrito y a los acreedores posteriores		4064 ¿Cómo debe procederse, si de la certificación de dominio emitida por el Registrador, se comprueba que el propietario de la finca no ha sido demandado?

		4065 ¿Puede denegarse la inscripción de la resolución de adjudicación, ante la omisión de la práctica del requerimiento de pago a la persona que ostenta la condición de último poseedor?

		4066 ¿La falta de notificación del proceso, al titular del dominio, es subsumible en los supuestos de nulidad de actuaciones regulados en el art. 238 LOPJ?

		4067 ¿Qué actuaciones puede realizar el tercer poseedor, una vez notificada la existencia de un proceso de ejecución hipotecaria?

		4068 ¿De adjudicarse la finca, en una subasta correspondiente a un derecho posterior, debe continuar la ejecución hipotecaria relativa a la carga anterior?

		4069 En los casos en que conste que no ha sido demandado y requerido el titular de la finca, ¿debe requerirse al mismo o basta con notificarle?

		4070 ¿Es inscribible un decreto de adjudicación en un procedimiento de ejecución directa sobre bienes hipotecados si en el procedimiento no se le ha demandado, pero sí se le ha notificado la vertencia del procedimiento una vez ya iniciado el mismo?





		Artículo 690 Administración de la finca o bien hipotecado		4071 ¿Cabe recurso de apelación, contra la resolución que se pronuncia respecto de la administración de la finca o bien hipotecado?

		4072 ¿Resulta válida una cláusula que tenga por objeto sostener que, en los supuestos de vencimiento anticipado, podrá el Banco asumir la administración del bien hipotecado?

		4073 ¿Constituye presupuesto para conceder la posesión interina de la finca o bien hipotecado al acreedor, que la misma se esté deteriorando o se esté disminuyendo el valor del inmueble?

		4074 ¿Puede denegarse la inscripción registral de una cláusula reguladora de la administración, por consignarse en ella, disposiciones o actuaciones contrarias al art. 690 LEC?

		4075 ¿Puede negarse la inscripción registral de la cláusula que establezca una forma de designación de los administradores, dispar a la reglamentada en el art. 690 LEC?





		Artículo 691 Convocatoria de la subasta de bienes hipotecados. Anuncio y publicidad de la convocatoria		4076 ¿Si practicada la primera notificación al ejecutado, posteriormente se produce una modificación de su domicilio, debe, por el personal judicial, procederse a la práctica de las diligencias de averiguación del mismo, para convocar la subasta de los bienes o es posible la notificación edictal?

		4077 ¿Es admisible el recurso de apelación interpuesto contra el auto resolviendo la revisión, por el que se confirma el decreto de adjudicación?

		4078 ¿Existe algún supuesto en que se limite la posibilidad del acreedor, de acudir a la ejecución ordinaria establecida en el art. 579 LEC, para los supuestos en que la cantidad obtenida en la subasta no resulte suficiente para cubrir el crédito adeudado?

		4079 ¿Si el ejecutante no interesa, en el plazo de los 20 días siguientes a la celebración de la subasta, la adjudicación del bien, debe procederse al sobreseimiento del proceso?

		4080 ¿En el supuesto en que la parte ejecutante no pueda identificar la realidad física de la finca hipotecada, pero existan en las actuaciones judiciales, los datos que figuran en el Catastro Inmobiliario, se debe proceder al sobreseimiento de la ejecución hipotecaria por imposibilidad de realización de la subasta?





		Artículo 692 Pago del crédito hipotecario y aplicación del sobrante		4081 ¿Con la cantidad obtenida mediante la subasta del bien hipotecado, deben abonarse las costas pactadas en la escritura de constitución de la hipoteca, en aquellos supuestos en que los ejecutados ostenten el derecho a la asistencia jurídica gratuita?

		4082 ¿Cuál debe ser el destino del sobrante de una ejecución hipotecaria, que se ve afectada por una comunicación del art. 583 TRLConc. primero, y por una declaración de concurso de la ejecutada?

		4083 ¿Es posible ceder el remate, por un precio superior al de adjudicación?

		4084 ¿En ausencia de terceros, queda circunscrita la reclamación del acreedor hipotecario al límite máximo de la responsabilidad hipotecaria, según la cobertura que define el art. 12 L.H, o, por el contrario, la reclamación puede extenderse al importe total del préstamo, con sus intereses, sobre la premisa de la responsabilidad universal del deudor?

		4085 ¿Se encuentra legitimado el acreedor posterior, para la impugnación de la liquidación de intereses presentada por la ejecutante?





		Artículo 693 Reclamación limitada a parte del capital o de los intereses cuyo pago deba hacerse en plazos diferentes. Vencimiento anticipado de deudas a plazos		4086 ¿Cuáles son los criterios que debe examinar el órgano judicial para determinar si una cláusula de vencimiento anticipado es o no abusiva?

		4087 ¿La nulidad de la cláusula de vencimiento anticipado debe conllevar el sobreseimiento de la ejecución hipotecaria?

		4088 En los supuestos de nulidad de la cláusula de vencimiento anticipado, ¿cómo debe procederse en las ejecuciones hipotecarias?

		4089 ¿Es posible solicitar el vencimiento anticipado a través de los cauces del juicio declarativo?

		4090 Con la entrada en vigor de la Ley reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, en el procedimiento de ejecución hipotecaria, ¿cuáles son los nuevos requisitos para decretar el vencimiento anticipado?

		4091 ¿Puede el prestatario solicitar la declaración de nulidad de una cláusula de vencimiento anticipado aunque no se haya aplicado?

		4092 ¿Una cláusula contractual que refleja el 693.2 de la LEC queda excluida del control de abusividad?

		4093 ¿Es válido el pacto privado que permite declarar vencido un préstamo ante el impago de cuotas?





		Artículo 694 Realización de los bienes pignorados		4094 ¿Existe algún supuesto en la ejecución hipotecaria de bienes pignorados en que se pueda proceder a la entrega directa, sin necesidad de realización de subasta judicial?

		4095 ¿El no haberse consignado en la escritura de constitución de la prenda, el precio en que los interesados tasan el bien hipotecado para que sirva de tipo en la subasta, imposibilita la admisión de un proceso de ejecución hipotecaria de bienes pignorados?

		4096 ¿Es posible la incoación de un proceso de ejecución hipotecaria, en los supuestos en que la prenda no se encuentre inscrita en el Registro de Bienes Muebles?

		4097 En caso de un crédito garantizado con una prenda y una hipoteca, ¿es necesario ejecutar antes la prenda que la hipoteca?

		4098 ¿Es posible que la entidad acuda a otra cuenta bancaria del mismo deudor aperturada en la misma entidad para compensar los saldos adeudados a los efectos de aminorar las deudas contraídas?

		4099 En caso de que un crédito se encuentre garantizado en prenda e hipoteca, ¿puede ejecutarse la prenda y que siga existiendo la hipoteca?





		Artículo 695 Oposición a la ejecución		4100 ¿Es posible impugnar la inadmisión de la oposición, y, en caso afirmativo, a través de qué recurso?

		4101 ¿Están legitimados los fiadores para formular oposición?

		4102 ¿Cuál es el plazo del que dispone el ejecutado para formular oposición?

		4103 ¿Cuándo podrá alegarse la extinción de la garantía o de la obligación garantizada?

		4104 ¿Cuándo podrá alegarse error en la determinación de la cantidad exigible?

		4105 ¿Cuándo se considerará abusiva una cláusula suelo?

		4106 ¿Cuándo se considerará abusiva una cláusula IRPH?

		4107 ¿Cuándo se considerará abusiva una hipoteca multidivisa?

		4108 ¿Cuándo se considerará abusiva una cláusula de interés de demora?

		4109 ¿Cuándo se considerará abusiva la cláusula de interés remuneratorio?

		4110 ¿Con la entrada en vigor de la Ley reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, se modifican los porcentajes de aplicación a los intereses de demora para calificarlos de abusivos?

		4111 ¿Respecto de qué conceptos es permitida la aplicación de los intereses de demora?

		4112 ¿Cuándo se considerará abusiva la cláusula de renuncia a la notificación al deudor de la cesión del préstamo?

		4113 ¿Cuándo se considerará abusiva la cláusula de redondeo al alza?

		4114 ¿Cuándo se considerará abusiva la cláusula de renuncia al fuero propio?

		4115 ¿Cuándo se considerará abusiva la cláusula de comisión por reclamación de cuotas impagadas o posiciones deudoras?

		4116 ¿Cuándo se considerará abusiva la cláusula de responsabilidad personal de prestatarios y fiadores?

		4117 ¿Cuándo se considerará abusiva la cláusula de cálculo de interés 360/365?

		4118 ¿Cuándo se considerará abusiva la cláusula de gastos de apertura de contrato de préstamo?

		4119 ¿Cómo deben repartirse los gastos de apertura de una escritura pública de constitución de una hipoteca anterior a la entrada en vigor de la LCCI?

		4120 ¿Cómo deben repartirse los gastos de apertura de una escritura pública de constitución de una hipoteca posterior a la entrada en vigor de la LCCI?

		4121 ¿Cuál es el tratamiento judicial de las hipotecas con índice IRPH?

		4122 ¿Cuál es el grado de información que debe ofecerse al consumidor en la multidivisa para no considerarlas abusivas?

		4123 ¿Únicamente es posible oponerse a la ejecución en base a las causas establecidas en el artículo 695 de la LEC?

		4124 ¿Con la entrada en vigor de la Ley reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, es posible poder formular oposición, en aquellos procesos iniciados, en los que no se formuló la misma, en base a la abusividad de una cláusula?

		4125 ¿Tras la reforma llevada a cabo por la Ley 1/2013 de 14 de mayo de 2013, se introdujo algún cambio en la oposición a la ejecución por cláusulas abusivas?

		4126 ¿Puede alegarse como motivo de oposición a la ejecución la nulidad de la cláusula de liquidación de la deuda?

		4127 ¿Se puede invocar como motivo de oposición en un procedimiento de ejecución hipotecaria al amparo de lo previsto en el art. 695 LEC, la abusividad de la cláusula que determina los intereses ordinarios?





		Artículo 696 Tercerías de dominio		4128 ¿Son diferentes los presupuestos de la tercería de dominio regulada en la ejecución hipotecaria en relación a la reglamentación genérica de esta institución?

		4129 ¿Cuál es el momento preclusivo para la presentación de la tercería de dominio?

		4130 ¿La atribución del uso y disfrute de una vivienda conyugal, derivada de una resolución resolutoria de un procedimiento de crisis matrimonial, justifica la suspensión de la ejecución hipotecaria por tercería de dominio?

		4131 ¿Es posible solicitar la suspensión de una ejecución hipotecaria como medida cautelar?

		4132 ¿Los incumplimientos adquiridos por la cesionaria, en el sentido de dejar libres de hipoteca las viviendas objeto de cesión, pueden ser alegados como tercería de dominio?





		Artículo 697 Suspensión de la ejecución por prejudicialidad penal		4133 ¿Cómo debe acreditarse documentalmente la existencia de una causa penal para que se proceda a la suspensión de la ejecución por prejudicialidad penal?

		4134 ¿A partir de qué instante se acepta la posible existencia de un hecho ilícito?

		4135 ¿Puede ser objeto de impugnación en apelación, la resolución que acepte o deniegue la suspensión por prejudicialidad penal?

		4136 ¿Puede ser causa de suspensión por prejudicialidad penal, los hechos ilícitos relativos a la nulidad del título?

		4137 ¿Puede levantarse la suspensión del proceso, ofreciendo el ejecutante caución suficiente para responder de los daños y perjuicios causados al ejecutado?





		Artículo 698 Reclamaciones no comprendidas en los artículos anteriores		4138 ¿Es posible la incoación de un proceso declarativo posterior para solicitar el carácter abusivo de cláusulas consignadas en el contrato de préstamo hipotecario, tras la tramitación de un proceso de ejecución hipotecaria sujeto a la legislación anterior a la Ley 1/2013, en que no era posible la alegación como motivo de oposición la existencia de cláusulas abusivas?

		4139 ¿Puede solicitarse como medida cautelar, en el procedimiento declarativo en que se analiza la abusividad del contrato de préstamo hipotecario, la suspensión o la no incoación de la ejecución hipotecaria derivada de impagos?

		4140 ¿Cabe la suspensión de la ejecución hipotecaria por prejudicialidad civil?

		4141 ¿Durante la tramitación del proceso declarativo posterior, pueden solicitarse medidas asegurativas diferentes a la prevenida en la norma 698 LEC?

		4142 ¿Es posible formular oposición en la ejecución hipotecaria, en base a defectos procesales o deberá acudirse a un proceso declarativo posterior para decretar la nulidad de actuaciones?













		Título V De la ejecución no dineraria		Capítulo I De la ejecución no dineraria: disposiciones generales		Artículo 699 Despacho de la ejecución		4143 ¿Cabe derivar la acción ejecutiva no dineraria hacia personas distintas de las condenadas en el título judicial?

		4144 ¿Conculca el principio de congruencia el órgano judicial que, de oficio y antes de acordar las medidas solicitadas por el ejecutante para asegurar la efectividad de lo dispuesto en la sentencia, requiere a la condenada para que cumpla lo ordenado en la misma?

		4145 ¿Tiene el deudor la posibilidad de liberarse de su incumplimiento ofreciendo al acreedor un cumplimiento equivalente?

		4146 ¿Puede la expresión que se recoge en el art. 699 LEC asimilarse a una ejecución estrictamente literal de la sentencia en forma que desnaturalice e incluso contradiga el alcance y la naturaleza de la decisión judicial que se trate de ejecutar?





		Artículo 700 Embargo de garantía y caución sustitutoria		4147 ¿Qué finalidad tienen las medidas complementarias de garantía establecidas en el art. 700 LEC?

		4148 ¿En qué momento deja de tener vigencia el embargo o la fianza que preste el deudor, a tenor del art. 700 LEC?

		4149 ¿El tribunal de oficio puede embargar los bienes del ejecutado para garantizar el efectivo cumplimiento de la condena no dineraria?

		4150 ¿Es preceptiva la audiencia al ejecutado para acordar el embargo en cantidad suficiente a fin de asegurar el pago de las eventuales indemnizaciones sustitutorias y las costas de la ejecución?

		4151 ¿Qué cantidad puede ser embargada al ejecutado para asegurar el pago de las eventuales indemnizaciones sustitutorias y las costas de la ejecución?









		Capítulo II De la ejecución no dineraria: ejecución por deberes de entregar cosas		Artículo 701 Entrega de cosa mueble determinada		4152 ¿Qué ocurre si la resolución a ejecutar respecto de cosa mueble determinada difiere su concreción al trámite de ejecución?

		4153 ¿Puede oponerse el ejecutado a entregar la cosa mueble determinada, conforme al art. 701 LEC?

		4154 ¿Existe algún tipo de restricción a la adopción de la medida ejecutiva de entrada en lugares cerrados?

		4155 ¿Es factible en el procedimiento de ejecución consistente en la obligación de entregar la cosa mueble determinada objeto de condena, iniciar un incidente por hallarse ésta deteriorada?

		4156 Respecto al pronunciamiento de la retirada por el cónyuge o progenitor que abandona la vivienda de sus ropas y objetos de uso personal y de su exclusiva pertenencia, ¿se aplica la normativa que disciplina la ejecución de entrega de cosa mueble determinada?

		4157 Para el supuesto de condena a la entrega de una cosa mueble, ¿es posible la imposición de multas coercitivas sobre la base del art. 701 LEC?

		4158 ¿Es posible en una ejecución no dineraria de entrega de cosa mueble determinada, efectuar en el seno de la misma una ampliación dineraria en el supuesto que recoge el art. 701 LEC?

		4159 ¿Es posible que el ejecutado incurra en un delito de desobediencia por incumplir la sentencia que lo condena a entregar una cosa determinada a la que viene obligado?





		Artículo 702 Entrega de cosas genéricas o indeterminadas		4160 ¿La expresión conceptual del “equivalente pecuniario” es la misma que un “cumplimiento por equivalente”?

		4161 Cuando el título ejecutivo prevea en exclusiva una sustitución de una cosa genérica e indeterminada, que pueda ser adquirida en los mercados, por otra de similares características y condición ¿cabe entender ab initio y en sede de recurso de apelación que su cumplimiento será de difícil o imposible ejecución para obtener una restitutio in integrum?

		4162 ¿Es posible acudir a la vía penal por desobediencia en el caso de no entregar la cosa genérica o indeterminada?

		4163 ¿Es posible que el ejecutante de forma unilateral pueda transmutar la obligación del condenado a la entrega de cosa genérica o indeterminada en una ejecución dineraria?





		Artículo 703 Entrega de bienes inmuebles		4164 En el supuesto que un cotitular dominical de un inmueble tenga limitado por resolución judicial su uso y disfrute temporal, ¿constituye vía procedimental adecuada la prevista en el art. 703 LEC para llevar a cabo su lanzamiento una vez finalizado el plazo de permanencia?

		4165 ¿Es apelable la resolución dictada al amparo del art. 703.2 LEC sobre la obligación de abono del valor «de cosas no separables, de consistir en plantaciones o instalaciones estrictamente necesarias para la utilización ordinaria del inmueble»?

		4166 ¿Qué trámite es necesario conforme al art. 703.II LEC, para que el ejecutado se sienta compelido a retirar las cosas no comprendidas en el título ejecutivo?

		4167 ¿Qué requisito de procedibilidad a la hora de recurrir en apelación se le impone al condenado a desalojar y a dejar libre y expedito un inmueble arrendado, en la esfera del art. 703 LEC?

		4168 Ante un hecho sobrevenido que implica que el ejecutante no puede ser ya repuesto en la posesión del bien inmueble, ¿se ha de entender transmutada la obligación del ejecutado en la de abonar los perjuicios ocasionados al ejecutante en aplicación de la regla del art. 701.3 LEC?

		4169 En el proceso de ejecución de título procesal, obtenido decreto de finalización del juicio verbal seguido por desahucio por falta de pago, ¿el arrendador puede, al amparo del artículo 703.3 LEC, pedir que se amplíe la ejecución dineraria por los desperfectos sufridos por la vivienda?





		Artículo 704 Ocupantes de inmuebles que deban entregarse		4170 ¿Qué vía procedimental debe seguirse cuando en el momento del lanzamiento se descubre que el inmueble se halla ocupado por persona distinta al ejecutado, esto es, por «ignorados ocupantes» no objeto del previo procedimiento?

		4171 ¿Corresponde al órgano judicial decidir la prórroga del plazo del lanzamiento referido en el art. 704.1 LEC?

		4172 ¿Contra la resolución judicial que, en su caso, acuerde el lanzamiento, o su suspensión para el realojamiento de la parte demandada, cabe recurso de apelación?

		4173 ¿Es factible la suspensión del lanzamiento en sede de procedimiento declarativo?

		4174 ¿Es posible, fuera de la ejecución de sentencia, otorgar una moratoria ex art. 704.1 LEC?

		4175 ¿Cuál es el alcance del título de ejecución respecto a los «ignorados ocupantes»?

		4176 ¿Debe suspenderse la entrega de la posesión hasta que se habilite una vivienda al ocupante ilegal?

		4177 En el marco del ejercicio de una acción para recuperar la posesión como consecuencia de una ocupación, ¿es de aplicación la normativa propia de Cataluña de la emergencia habitacional (Ley 24/2015, 29 de julIO y Ley 4/2016, 23 de diciembre) o la normativa protectora de menores?

		4178 ¿Es de aplicación la sentencia de la Sala 3ª del TS de 23 nov. 2017, que analiza el principio de proporcionalidad respecto de la situación de vulnerabilidad de los hijos menores cuando afecta a la vivienda familiar?

		4179 ¿El derecho a la vivienda puede impedir la entrega de la posesión de la vivienda al demandante si el ocupante carece de título para ocuparla?

		4180 ¿Debe darse curso al protocolo de lanzamientos si es solicitado por el demandado?

		4181 Del contenido del art. 704 LEC, ¿qué dos situaciones cabe distinguir en relación con los posibles terceros ocupantes de la vivienda a desalojar?

		4182 ¿Debe inadmitirse una demanda ejecutiva que trae causa de un juicio verbal de desahucio por falta de pago o declarar terminada la ejecución por carencia sobrevenida, cuando en la diligencia de entrega de la posesión se constata que la demandada ya no ocupaba la finca, y que lo hacían terceros ajenos al título ejecutivo?









		Capítulo III De la ejecución no dineraria: ejecución por obligaciones de hacer y no hacer		Artículo 705 Requerimiento y fijación de plazo		4183 ¿Sería posible recurrir el auto despachando ejecución por contener el requerimiento al que hace referencia el art. 705 LEC?

		4184 ¿Es necesario acreditar el incumplimiento de la condena de hacer antes de proceder al requerimiento al ejecutado ex art. 705 LEC?

		4185 ¿Es necesario proceder al requerimiento ex art. 705 cuando el mismo título ejecutivo ya haya fijado un plazo para llevar a cabo el cumplimiento?

		4186 ¿Con carácter previo al requerimiento, sería admisible la práctica de actuaciones necesarias para concretar la obligación de hacer, si el título ejecutivo no la delimitara con precisión?

		4187 ¿En trámite de ejecución definitiva será necesario volver a practicar el requerimiento ex art. 705, si el mismo ya se efectuó en trámite de ejecución provisional?

		4188 ¿A pesar de que el art. 551.4 LEC prevea que contra el auto despachando no cabe recurso, el ejecutante podría atacar la fijación del plazo sobre todo cuando éste último interesó, en su demanda de ejecución, un plazo inferior?

		4189 ¿Es necesario proceder al requerimiento ex art. 705 LEC, cuando el tribunal ya haya efectuado el requerimiento ex art. 699 LEC?

		4190 ¿Qué prestación habrá de exigirse al ejecutado en el acto del requerimiento?





		Artículo 706 Condena de hacer no personalísimo		4191 ¿Cabría nulidad de actuaciones del auto por el que se despachó ejecución por inadecuación del procedimiento?

		4192 ¿Qué pasaría si finalmente el coste definitivo de la ejecución de la obligación se vería incrementado respecto a la valoración del perito?

		4193 ¿A pesar de que la ley no prevea un trámite de contradicción, cabría la posibilidad de contradicción entre los peritos?

		4194 ¿Cuándo cabe considerar que hay imposibilidad sobrevenida?

		4195 ¿De qué tipología podría ser la imposibilidad?

		4196 ¿Procedería la conversión de la ejecución no dineraria en ejecución dineraria cuando la imposibilidad de cumplir la obligación de hacer es imputable a la ejecutante?

		4197 ¿En el caso de que el ejecutante lleve a cabo la obra solo de forma parcial, el ejecutado podría oponerse al archivo de la ejecución o debería acudir a un posterior juicio declarativo para conseguir que la obra finalmente se finalice?

		4198 ¿Si la ejecución no dineraria desembocara en una ejecución dineraria, la fijación de la cuantía efectuada en el anterior procedimiento declarativo, podrá ser utilizada para determinar el equivalente pecuniario de la prestación debida?

		4199 ¿Cómo se resolverán las eventuales discrepancias entre el ejecutado que alegue haber cumplido con su obligación y el ejecutante que sostenga lo contrario?

		4200 ¿Para la cuantificación de los daños y perjuicios será preceptiva la celebración de una vista?

		4201 ¿Sería procedente la solicitud de suspensión de la ejecución tras la alegación por parte del ejecutado de la imposibilidad de cumplir la sentencia en sus propios términos?

		4202 ¿Cuándo terminará la ejecución iniciada según el cauce del art. 706 LEC?





		Artículo 707 Publicación de la sentencia en medios de comunicación		4203 ¿Cuándo el pronunciamiento relativo a la publicación de la sentencia en varios periódicos y/o telediarios puede considerarse proporcionado?

		4204 ¿Cuándo tiene que considerarse innecesaria y excesiva la publicación íntegra de una sentencia?

		4205 ¿Cabría tener en cuenta el medio utilizado por el autor de la intromisión ilícita, a efectos de establecer el lugar de publicación de la sentencia?

		4206 ¿Si la intromisión ilegítima se produjo en un programa determinado, cabría acordar la publicación de la sentencia en el mismo programa?

		4207 ¿Qué pasaría si el título ejecutivo ordenara la publicación de la sentencia en 3 periódicos de tirada nacional y en varios telediarios, sin especificar en cuantos?





		Artículo 708 Condena a la emisión de una declaración de voluntad		4208 ¿Cuándo el título ejecutivo sea de creación extra-judicial, podrá despacharse ejecución ex art. 708?

		4209 ¿Podrá ejecutarse una sentencia, de forma provisional, cuando la misma entraña una declaración de voluntad?

		4210 ¿Para proceder a la inscripción registral será necesario que se dicte el auto ex art. 708, incluso cuando los elementos esenciales del negocio pueden desprenderse del mismo título ejecutivo?

		4211 ¿Un laudo arbitral podría determinar el método de cálculo para la fijación de los de los daños y perjuicios en caso de incumplimiento de la obligación de emitir una declaración de voluntad?

		4212 ¿En caso de compraventa, cuales elementos deberían desprenderse del título ejecutivo para que resulte de aplicación el art. 708 LEC?





		Artículo 709 Condena de hacer personalísimo		4213 ¿Si el hacer personalísimo es exigible no solo al titular de la custodia del menor, sino también al proprio menor, la ejecución deberá tramitarse de conformidad con lo establecido en el art. 709 LEC?

		4214 ¿El incumplimiento de la obligación de facilitar el régimen de visita puede considerarse como un incumplimiento de una obligación de hacer personalísimo que tendrá que seguir el cauce del art. 709 LEC?

		4215 ¿De haber dispuesto el título ejecutivo la no atribución de la vivienda familiar a ninguno de los cónyuges, si uno de los dos no la abandonara habrá que acudir a un proceso de ejecución ex art. 703 o ex art. 709?

		4216 ¿En el marco de un procedimiento de ejecución de condena de hacer personalísimo, cabe considerar aplicables las normas generales en materia de oposición a la ejecución ex art. 556 LEC?

		4217 ¿En el caso de incumplimiento podrían reclamarse también los daños morales causado por la conducta incumplidora del ejecutado?

		4218 ¿Las multas mensuales deben empezar a imponerse desde el auto despachando ejecución o desde el auto que dispone la imposición de la multa?

		4219 ¿Serían de aplicación las disposiciones contenidas en los apartados 1, 2 y 3 del art. 709 cuando en el mismo título ejecutivo se establezca que en el caso de incumplimiento, será procedente la suspensión del régimen de visita?

		4220 ¿Es necesario que la propia parte dispositiva del título ejecutivo deba expresar con claridad la condena a una determinada obligación de hacer?

		4221 ¿Sería posible sumar al equivalente pecuniario, los daños y perjuicios sufridos?

		4222 ¿Cuáles son los límites a las alegaciones que pudiera hacer el ejecutado ex art. 709.1 LEC?





		Artículo 710 Condenas de no hacer		4223 ¿Cabe aplicar el plazo de caducidad de 5 años en relación a la ejecución de condena de no hacer?

		4224 ¿Cabría el despacho de la ejecución incluso cuando no se haya producido el quebrantamiento de la obligación de no hacer?

		4225 ¿Cabe la celebración de la vista y práctica de las pruebas en las ejecuciones de condena de no hacer?

		4226 ¿Si el incumplimiento de la obligación de no hacer pudiera ser constitutivo de delito, cabría considerar precluída la posibilidad de solicitar la ejecución del título por la vía civil?

		4227 ¿Cabría la posibilidad de imponer una multa única?





		Artículo 711 Cuantía de las multas coercitivas		4228 ¿Es recurrible en apelación la resolución acordando la imposición de una multa en trámite de ejecución?

		4229 ¿La imposición de una multa coercitiva es compatible con una condena penal por desobediencia en relación a la ejecución de un mismo título ejecutivo?

		4230 ¿Cabría la imposición simultanea de la multa única y de la multa mensual?

		4231 ¿El porcentaje del 20% lo es para cada una de las multas o para el conjunto de las que puedan imponerse?

		4232 ¿Procede la imposición de multas en los casos de ejecución de condena de hacer no personalísimo?









		Capítulo IV De la ejecución no dineraria: liquidación de daños y perjuicios, frutos y rentas y rendición de cuentas		Artículo 712 Ámbito de aplicación del procedimiento		4233 ¿Infringe la liquidación de daños y perjuicios, liquidación de frutos y rentas y rendición de cuentas la prohibición total de las sentencias con reserva de liquidación?

		4234 ¿Cuál es el ámbito objetivo del procedimiento de declaración de daños y perjuicios?

		4235 ¿Cuál es el ámbito de aplicación del procedimiento de liquidación de daños y perjuicios, frutos y rentas y rendición de cuentas?

		4236 ¿Es posible que en el fallo de la sentencia se posponga la determinación de la cuantía de la condena en un momento posterior, a pesar de que no se haya solicitado por ninguna de las partes?

		4237 ¿Se pueden incluir daños y perjuicios que se hayan producido con posterioridad a la sentencia?

		4238 ¿Debe el fallo de la sentencia contener la manera de calcular los intereses en una condena dineraria?

		4239 ¿Son los procedimientos del art. 712 y ss. LEC susceptibles de aplicación analógica a un procedimiento declarativo?

		4240 ¿Cabe el resarcimiento del daño moral en la Ley de Enjuiciamiento Civil?

		4241 ¿Existe plazo de caducidad para solicitar la liquidación de daños y perjuicios, la liquidación de frutos y rentas y la rendición de cuentas?

		4242 ¿Cabe en condena en costas en el marco del incidente de liquidación de daños y perjuicios, intereses, frutos y rentas?





		Artículo 713 Petición de liquidación y presentación de relación de daños y perjuicios		4243 ¿En qué supuestos se debe recurrir al incidente de liquidación de daños y perjuicios?

		4244 ¿Cuándo y cómo debe iniciarse el procedimiento de liquidación de daños y perjuicios?

		4245 ¿Qué requisitos debe contener el escrito de liquidación de daños y perjuicios?

		4246 ¿A quién debe darse traslado de la liquidación de daños y perjuicios?

		4247 ¿Puede solicitar una indemnización de daños y perjuicios la parte perjudicada por la suspensión de un procedimiento por prejudicialidad penal?





		Artículo 714 Conformidad del deudor con la relación de daños y perjuicios		4248 ¿Cuál debe ser el contenido de la impugnación de la liquidación de intereses?

		4249 ¿Cuándo debe solicitarse la actuación de perito para cuantificar una indemnización por daños y perjuicios?

		4250 ¿Cuáles son las consecuencias de la impugnación inmotivada de la liquidación de intereses?

		4251 ¿Qué competencias tiene el Letrado de la AJ en la liquidación de daños y perjuicios?

		4252 ¿Puede el Juzgado, de oficio, proponer y practicar prueba en el incidente del 712 y ss. LEC?

		4253 ¿Qué sucede en aquellos casos en que el acreedor está conforme con la liquidación practicada por el deudor?





		Artículo 715 Oposición del deudor		4254 ¿Causa indefensión el supuesto en el que se omite la convocatoria de vista para dilucidar la impugnación de la liquidación de daños y perjuicios?

		4255 ¿Qué debe contener el escrito de oposición a la liquidación de daños y perjuicios?

		4256 ¿Cuál es el momento procesal oportuno para pronunciarse acerca de los documentos que acompañan al escrito de solicitud de liquidación de daños y perjuicios?

		4257 ¿Existe alguna previsión específica en relación a los motivos de oposición a la liquidación de daños y perjuicios?

		4258 ¿Debe el impugnante de la liquidación de intereses probar la valoración de daños realizado?

		4259 ¿Debe celebrarse de forma preceptiva la vista en los casos de oposición a la liquidación?

		4260 ¿Existe la posibilidad de practicar prueba en el trámite de liquidación de daños y perjuicios?

		4261 ¿Qué principios procesales deben presidir la celebración de la vista?

		4262 ¿Qué forma adopta la resolución de la vista tras la oposición del deudor?





		Artículo 716 Auto fijando la cantidad determinada		4263 ¿Qué sucede si el Juez resuelve la impugnación de la liquidación de daños y perjuicios mediante sentencia en lugar de por auto?

		4264 ¿Cuál es el contenido mínimo que debe contener la resolución?

		4265 ¿Cuál es el criterio para la imposición de las costas en la resolución que pone fin a la impugnación de la liquidación de daños y perjuicios?

		4266 ¿Existe la posibilidad de no imponer las costas a ninguna de las partes en el procedimiento de liquidación de daños y perjuicios?





		Artículo 717 Petición de determinación del equivalente dinerario de una prestación no dineraria		4267 ¿Cuál es el objetivo del procedimiento de cuantificación de una prestación no dineraria?

		4268 ¿En qué supuestos se puede acudir al procedimiento sobre determinación del equivalente pecuniario en prestaciones no dinerarias?

		4269 ¿Qué requisitos debe contener el escrito de solicitud de determinación del equivalente pecuniario de una prestación no dineraria?

		4270 ¿Se puede condenar a la parte al equivalente pecuniario de una prestación no dineraria, sin acudir al procedimiento previsto para ello?

		4271 ¿Cómo deben cuantificarse los daños en caso de que el ejecutante opte por solicitar una indemnización en los casos de obligaciones de hacer no personalísimo?

		4272 ¿Cómo se ejecuta una sentencia que condena a una obligación de hacer personalísimo?

		4273 ¿Cómo se calcula la cuantía de la condena los casos de obligación de hacer consistente en la devolución de una cosa?

		4274 ¿Qué criterios se siguen para determinar el equivalente pecuniario en una prestación no dineraria?





		Artículo 718 Liquidación de frutos y rentas. Solicitud y requerimiento al deudor		4275 ¿Cómo se calcula la cantidad a abonar en concepto de frutos y rentas?

		4276 ¿Sobre cuál de las partes recae la carga de la prueba de la existencia de daños y perjuicios, frutos y rentas?

		4277 ¿Puede el Juez liquidar los frutos y rentas en la sentencia, aunque no se solicite en la demanda?

		4278 ¿Cuál es la legitimación en el procedimiento de liquidación de frutos y rentas?

		4279 ¿Se aplica el procedimiento del art. 715 LEC a los casos de liquidación de frutos y rentas, o únicamente a los de liquidación de daños y perjuicios?

		4280 ¿Pueden resolverse cuestiones que alteren los términos de la sentencia cuya ejecución se pretenda?





		Artículo 719 Liquidación presentada por el acreedor y traslado al deudor		4281 ¿Qué requisitos debe contener el escrito de oposición a la liquidación de frutos y rentas?

		4282 ¿Es preceptiva la celebración de vista en los casos en que exista disconformidad de las partes en la liquidación?

		4283 ¿Qué forma adopta la resolución que determina la cantidad que debe abonarse en concepto de frutas y rentas?

		4284 ¿En qué momento procesal deberá presentar la liquidación?

		4285 ¿Qué sucede si el Juzgado dicta sentencia en lugar de auto?

		4286 ¿Existe la posibilidad de recurrir la resolución sobre la liquidación de frutos y rentas?





		Artículo 720 Rendición de cuentas de una administración		4287 ¿Cuál es la naturaleza de la acción de rendición de cuentas?

		4288 ¿Cuál es el objeto de la acción de rendición de cuentas?

		4289 ¿En qué casos se puede ejercitar la acción de rendición de cuentas?

		4290 ¿Debe la resolución fijar las normas de la rendición de cuentas?

		4291 ¿Puede una resolución judicial condenar a rendir cuentas de forma genérica?

		4292 ¿En qué casos resulta procedente acudir al incidente de rendición de cuentas?

		4293 ¿La liquidación de una situación de comunidad o de una sociedad conlleva necesariamente la iniciación de un procedimiento de rendición de cuentas?

		4294 ¿La existencia de un mandato genera la obligación de rendir cuentas?

		4295 ¿Existe la obligación de rendir cuentas en supuestos de comunidades postgananciales?

		4296 ¿Cuál es el procedimiento idóneo para liquidar una situación de condominio en la que ha existido gestión por una de las partes?













		Título VI De las medidas cautelares		Capítulo I De las medidas cautelares: disposiciones generales		Artículo 721 Necesaria instancia de parte		4297 ¿Hay algún caso en que el órgano jurisdiccional pueda adoptar una medida cautelar de oficio?

		4298 ¿Qué significa asegurar la efectividad de la sentencia?





		Artículo 722 Medidas cautelares en procedimiento arbitral y litigios extranjeros		4299 ¿Se puede solicitar una medida cautelar para asegurar la efectividad de un procedimiento arbitral?

		4300 ¿Se puede adoptar una medida cautelar para asegurar un procedimiento arbitral internacional?

		4301 ¿Se puede solicitar la adopción de una medida cautelar para asegurar un litigio extranjero?





		Artículo 723 Competencia		4302 ¿Qué órgano jurisdiccional es competente para adoptar una medida cautelar en un proceso de propiedad industrial?

		4303 ¿Qué órgano jurisdiccional es competente para la adopción de una medida cautelar durante la tramitación del recurso de apelación y de casación?

		4304 ¿Cómo debe denunciar la parte la falta de competencia del Tribunal para adoptar una medida cautelar?





		Artículo 724 Competencia en casos especiales		4305 ¿Qué Tribunal es competente para adoptar una medida cautelar para asegurar la efectividad de un arbitraje nacional?

		4306 ¿Qué Tribunal es competente para adoptar una medida cautelar para asegurar la efectividad de un arbitraje internacional?

		4307 ¿A quién puede solicitársele la adopción de una medida cautelar en el arbitraje?

		4308 ¿Cuándo puede adoptar el árbitro una medida cautelar?

		4309 ¿Qué Tribunal es competente para adoptar una medida cautelar para asegurar la efectividad de un proceso extranjero?

		4310 ¿Qué Tribunal es competente para adoptar una medida cautelar para asegurar la efectividad de una pretensión durante el desarrollo del procedimiento de mediación?





		Artículo 725 Examen de oficio de la competencia. Medidas cautelares en prevención		4311 ¿Cómo debe actuar la parte si considera que el órgano jurisdiccional carece de competencia?

		4312 ¿Si el órgano jurisdiccional entiende que carece de competencia puede adoptar la medida CAUTELAR?





		Artículo 726 Características de las medidas cautelares		4313 ¿Qué tipo de medidas se pueden adoptar para asegurar la eficacia de un proceso principal?

		4314 ¿Se puede adoptar una medida cautelar cuando sea excesivamente gravosa para el demandado?

		4315 ¿Se puede mantener una medida cautelar de forma indefinida?





		Artículo 727 Medidas cautelares específicas		4316 ¿Se puede adoptar una medida cautelar no idónea para asegurar la eficacia de un proceso judicial?

		4317 ¿Se puede adoptar la anotación preventiva de demanda para asegurar la eficacia de una reclamación de cantidad?

		4318 ¿Se puede adoptar el embargo preventivo para asegurar una acción con transcendencia registral?

		4319 ¿Se puede adoptar como medida cautelar una que no esté prevista en el art. 727 LEC?

		4320 ¿Se puede adoptar como medida cautelar para asegurar una demanda que pretende modificar las condiciones económicas de un contrato por la aplicación de la cláusula rebus sic stantibus?





		Artículo 728 Peligro por la mora procesal. Apariencia de buen derecho. Caución		4321 ¿Se exige siempre la concurrencia del fumus boni iuris, del periculum in mora y el ofrecimiento de caución para adoptar una medida cautelar?

		4322 ¿Qué es el fumus boni iuris o la apariencia de buen derecho?

		4323 ¿Qué es el Periculum in mora o peligro por la mora procesal?

		4324 ¿Qué tipos de periculum existen?

		4325 ¿Para acreditar el periculum in mora basta con realizar alegaciones genéricas o se exige concretar las razones por las que concurre este presupuesto?

		4326 ¿Se puede adoptar una medida cautelar para alterar una cuestión de hecho consentida?

		4327 ¿Por qué se exige que el solicitante ofrezca una caución?

		4328 ¿Se puede omitir la prestación de caución?

		4329 ¿Si el solicitante tiene reconocido el beneficio de justicia gratuita se le exime de prestar caución?

		4330 ¿Cómo cuantificamos la caución?





		Artículo 729 Tercerías en casos de embargo preventivo		4331 ¿Por qué no se permite que se interponga la tercería de mejor derecho cuando se adopte un embargo preventivo?









		Capítulo II Del procedimiento para la adopción de medidas cautelares		Artículo 730 Momentos para solicitar las medidas cautelares		4332 ¿Cuándo se puede solicitar una medida cautelar?

		4333 ¿Cuál es el momento habitual para solicitar la medida cautelar?

		4334 ¿Se puede solicitar la medida cautelar antes del inicio del proceso?

		4335 ¿Cuándo hay que iniciar el proceso judicial si se adopta una medida cautelar previa?

		4336 ¿Se puede adoptar una medida cautelar previa al inicio de un proceso arbitral?

		4337 ¿El inicio del procedimiento de mediación interrumpe el plazo de 20 días para iniciar el proceso principal?

		4338 ¿Se puede solicitar una medida cautelar una vez iniciado el proceso judicial?

		4339 ¿Se puede solicitar una medida cautelar durante la tramitación del recurso de apelación o de casación?





		Artículo 731 Accesoriedad de las medidas cautelares. Ejecución provisional y medidas cautelares		4340 ¿En qué momento procesal debe alzarse la medida cautelar cuando la sentencia firme sea condenatoria?

		4341 ¿En qué momento se alza la medida cautelar si la sentencia firme es absolutoria?

		4342 ¿Se mantienen las medidas cautelares adoptadas si el proceso se suspende?

		4343 ¿Es compatible el mantenimiento de la medida cautelar con la ejecución provisional de la sentencia?





		Artículo 732 Solicitud de las medidas cautelares		4344 ¿Es necesario presentar el escrito de solicitud de medidas cautelares con la defensa de abogado y representado por procurador?

		4345 ¿Cuál debe ser el contenido del escrito de solicitud de medidas cautelares?

		4346 ¿Se puede subsanar la omisión de alguno de los contenidos del escrito de solicitud de medidas cautelares?

		4347 Si se solicita la adopción de una medida cautelar inaudita parte ¿qué prueba se puede proponer?

		4348 Contra el auto que adopta una medida cautelar inaudita parte ¿cabe recurso de apelación?

		4349 ¿Qué alcance y significado tienen las diligencias previstas en el artículo 732.2 LEC?





		Artículo 733 Audiencia al demandado. Excepciones		4350 ¿Cuáles son las circunstancias que permiten la adopción de la medida cautelar inaudita parte?

		4351 ¿Qué prueba se puede practicar cuando se adopta la medida cautelar inaudita parte?

		4352 ¿Cabe algún tipo de recurso contra el auto que adopte la medida cautelar inaudita parte?

		4353 ¿Contra el auto que deniegue la medida cautelar inaudita parte cabe algún tipo de recurso?

		4354 ¿El demandado puede presentar algún escrito preventivo ante el juzgado competente para evitar la adopción de una medida cautelar inaudita parte?





		Artículo 734 Vista para la audiencia de las partes		4355 ¿Cómo pueden las partes preparar la vista de medidas cautelares?

		4356 ¿Puede la parte solicitar la aportación de algún documento al contrario de conformidad con lo previsto en el art. 328 LEC?

		4357 ¿El demandado puede solicitar la aportación de algún documento al solicitante de la medida cautelar?

		4358 ¿El demandante puede proponer prueba en el acto de la vista de las medidas cautelares?

		4359 ¿Qué debe hacer el demandado en el acto de la vista?

		4360 ¿El demandado puede alegar hechos nuevos en el incidente de adopción de medidas cautelares?

		4361 ¿Cuáles son las consecuencias de la no presencia del demandado en la vista de las medidas cautelares?





		Artículo 735 Auto acordando medidas cautelares		4362 ¿El órgano judicial puede adoptar una medida cautelar distinta a la solicitada por la parte actora?

		4363 ¿El órgano judicial podrá exigir la constitución de una caución que exceda de la planteada por las partes?

		4364 ¿Se pueden imponer las costas a la parte que se haya opuesto a la solicitud de la medida cautelar?





		Artículo 736 Auto denegatorio de las medidas cautelares. Reiteración de la solicitud si cambian las circunstancias		4365 ¿Los autos que resuelven las medidas cautelares producen el efecto de cosa juzgada?

		4366 ¿Se puede presentar una nueva solicitud de medidas cautelares cuando ya han sido desestimadas?

		4367 ¿El auto que desestima la adopción de las medidas cautelares debe imponer siempre las costas?





		Artículo 737 Prestación de caución		4368 ¿La determinación de la cantidad a constituir en concepto de caución debe ser única o se puede establecer por periodos temporales?

		4369 ¿Se puede imponer la constitución de la caución en un plazo de tiempo determinado?

		4370 ¿Se puede inteponer algún recurso contra la providencia que se pronuncia sobre la idoneidad o suficiencia del importe de la caucion?





		Artículo 738 Ejecución de la medida cautelar		4371 ¿Es necesario presentar demanda ejecutiva del auto adoptando la medida cautelar?

		4372 ¿Debe dictarse el auto con la orden general de ejecución?

		4373 ¿El demandado puede oponerse a la ejecución de la medida cautelar?

		4374 ¿El demandado puede oponerse a las medidas ejecutivas concretas del auto adoptando las medidas cautelares?









		Capítulo III De la oposición a las medidas cautelares adoptadas sin audiencia del demandado		Artículo 739 Oposición a la medida cautelar		4375 ¿Cuál es la forma en que debe oponerse el demandado a la adopción de la medida cautelar inaudita parte?

		4376 ¿Es necesaria la intervención de abogado y procurador para presentar el escrito de oposición a la medida cautelar adoptada inaudita parte?





		Artículo 740 Causas de oposición. Ofrecimiento de caución sustitutoria		4377 ¿Cuál es el contenido del escrito de oposición a las medidas cautelares adoptadas inaudita parte?

		4378 ¿Debe proponerse prueba en la oposición a las medidas cautelares?





		Artículo 741 Traslado de la oposición al solicitante, comparecencia en vista y decisión		4379 ¿La remisión al art. 734 LEC es sólo a la vista o todo el procedimiento de adopción de medidas cautelares?

		4380 ¿El órgano jurisdiccional puede no imponer las costas si considera que concurren dudas de hecho o de derecho?





		Artículo 742 Exacción de daños y perjuicios		4381 ¿Se pueden reclamar los daños y perjuicios ocasionados por las medidas cautelares cuando éstas se alcen?

		4382 ¿En qué tipo de responsabilidad incurre el solicitante de la medida cautelar?

		4383 ¿Cuál es la principal dificultad para exigir la responsabilidad por los daños y perjuicios ocasionados al demandado por la adopción de la medida cautelar?









		Capítulo IV De la modificación y alzamiento de las medidas cautelares		Artículo 743 Posible modificación de las medidas cautelares		4384 ¿Cuáles son las causas por las que se puede modificar una medida cautelar ya adoptada?

		4385 ¿Qué cambio de circunstancias justifican una nueva solicitud de medidas cautelares o su modificación?

		4386 ¿La aparición de nuevos medios de prueba justifica una nueva solicitud o modificación de la medida cautelar?

		4387 ¿El resultado de la práctica de la prueba en el proceso principal puede justificar una solicitud de modificación de la resolución de la medida cautelar ya resuelta?





		Artículo 744 Alzamiento de la medida tras sentencia no firme		4388 ¿La medida cautelar se alza automáticamente cuando se dicta una sentencia que desestima la pretensión asegurada?

		4389 ¿Cuál es el momento procesal en que el demandante debe solicitar el mantenimiento de la medida cautelar?

		4390 ¿Cuál es el contenido del escrito solicitando el mantenimiento de la medida cautelar?

		4391 ¿Cómo se tramita procesalmente la solicitud de mantenimiento de las medidas cautelares ya adoptadas?

		4392 ¿Qué órgano jurisdiccional es competente para resolver sobre el mantenimiento de la medida cautelar?

		4393 Si la sentencia es parcialmente desestimatoria ¿se alza automáticamente la medida cautelar adoptada?





		Artículo 745 Alzamiento de las medidas tras sentencia absolutoria firme		4394 ¿En qué momento procesal se alza la medida cautelar cuando la sentencia desestima íntegramente la pretensión asegurada?

		4395 ¿En qué tipo de responsabilidad incurre el solicitante de la medida cautelar cuando la pretensión asegurada sea desestimada mediante sentencia firme?

		4396 ¿Se puede adoptar una medida cautelar cuando se ha dictado una sentencia desestimatoria recurrida?









		Capítulo V De la caución sustitoria de las medidas cautelares		Artículo 746 Caución sustitutoria		4397 ¿Quién puede solicitar la caución sustitutoria?

		4398 ¿Cuál es el contenido de la solicitud de la caución sustitutoria?

		4399 ¿Cuáles son los criterios que el Juez debe valorar para acordar la caución sustitutoria?

		4400 ¿Cómo debe cuantificarse la caución sustitutoria?

		4401 ¿Es relevante la actitud del solicitante de la medida cautelar y la naturaleza de la pretensión asegurada para acordar la caución sustitutoria?





		Artículo 747 Solicitud de caución sustitutoria		4402 ¿Cuál es el momento en que debe ofrecerse la caución sustitutoria?

		4403 ¿Debe proponerse prueba en el momento de ofrecer la caución sustitutoria?

		4404 ¿Cómo se tramita el ofrecimiento de la caución sustitutoria si la medida cautelar aún no se ha adoptado?

		4405 ¿Cómo se tramita el ofrecimiento de la caución sustitutoria si la medida cautelar ya se ha adoptado?

		4406 ¿Cuál es el contenido de la audiencia de la parte actora?

		4407 ¿Se puede interponer algún recurso contra la decisión del Tribunal?

















		Libro IV De los procesos especiales		Título I De los procesos sobre provisión de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad, filiación, matrimonio y menores		Capítulo I De las disposiciones generales		Artículo 748 Ámbito de aplicación del presente título		4408 ¿Qué naturaleza jurídica tienen estos procedimientos?

		4409 ¿Cómo se clasifican estos procesos en la LEC?





		Artículo 749 Intervención del Ministerio Fiscal		4410 ¿Qué funciones tiene el Ministerio Fiscal en estos procesos?

		4411 ¿Qué ocurre si el Ministerio Fiscal no ha intervenido en el proceso y era preceptiva su participación?

		4412 ¿Qué papel ostenta el Mº Público en los procesos de discapacidad?

		4413 ¿Qué función tiene el Mº Público en los procesos de filiación?

		4414 ¿Qué labor realiza el Mº Público en los procesos de familia y menores?

		4415 ¿El Mº Público ha de estar presente en la vista de los procesos de familia y menores?

		4416 ¿Se puede negar la presencia del Mº Fiscal en las exploraciones de los menores en el tribunal?

		4417 ¿En caso de haber más de una sesión del juicio, ha de estar presente el mismo representante del Ministerio Fiscal?





		Artículo 750 Representación y defensa de las partes		4418 ¿Qué significa que el abogado y el procurador asistan a su defendido en este proceso?

		4419 ¿Qué ocurre en el caso de que renuncien en el proceso el abogado y el procurador y no sea comunicada la renuncia a la parte?

		4420 ¿Qué ocurre cuando se ha solicitado por la parte defensa de oficio?

		4421 ¿Es necesaria la presencia del procurador y la parte en la vista del proceso de familia?

		4422 ¿Qué postulación se precisa en los procesos de discapacidad para el incapaz y para el defensor judicial?





		Artículo 751 Indisponibilidad del objeto del proceso		4423 ¿Se incurre en incongruencia si la sentencia impone en estos procesos medidas distintas a las solicitadas?

		4424 ¿En los procesos matrimoniales y de alimentos de menores vinculan los acuerdos alcanzados en medidas provisionales?

		4425 ¿Se puede transaccionar sobre los alimentos de los hijos menores en ejecución de sentencia?

		4426 ¿Realmente no cabe nunca el allanamiento en estos procesos?

		4427 ¿Cabe el allanamiento en los procesos de filiación?

		4428 ¿Qué materias son disponibles y cuáles son indisponibles en los procesos de familia y menores?

		4429 ¿En los procesos de discapacidad se ha de resolver de forma congruente a lo solicitado por las partes?

		4430 ¿Qué repercusión tiene el principio de indisponibilidad en los procesos de filiación?

		4431 ¿Qué ha de hacer el tribunal en caso de allanamiento en una materia indisponible?





		Artículo 752 Prueba		4432 ¿Se pueden acordar de oficio todas las pruebas en cualquier materia?

		4433 ¿Es libre la valoración de la prueba en todas las materias del proceso?

		4434 ¿Puede el tribunal practicar la prueba testifical renunciada por la parte?

		4435 ¿Se pueden aportar en cualquier momento nuevas pruebas en los procesos matrimoniales y de alimentos de hijos menores?

		4436 ¿Es de aplicación lo estipulado en el art. 319 LEC acerca de la fuerza probatoria de los documentos aportados al proceso?

		4437 ¿Se pueden aportar como prueba los documentos relativos a la mediación?

		4438 ¿Qué carácter como prueba tienen las tablas de pensiones del Consejo General del Poder Judicial?

		4439 ¿Qué se ha de hacer cuando se aporta una prueba ilícita en estos procesos?

		4440 ¿Qué ocurre cuando en un proceso de filiación el demandado se opone a la práctica de una prueba de paternidad?

		4441 ¿Tiene valor vinculante la audiencia o exploración del menor y cuándo se ha de practicar?

		4442 ¿Se puede aportar prueba sobre cualquier materia en todo momento?

		4443 ¿Se ha de declarar nulo el juicio en primera instancia en caso de denegación de prueba?

		4444 ¿Cómo se configura la apelación en estos procesos?





		Artículo 753 Tramitación		4445 ¿Cabe la posibilidad de tramitar medidas cautelares?

		4446 ¿Hasta qué punto se puede modificar el objeto del proceso una vez iniciada su tramitación?

		4447 ¿Qué implica que la demanda y la contestación sean por escrito?

		4448 ¿Qué ocurre si no se practican conclusiones en la vista?

		4449 ¿Se puede acumular la reclamación de alimentos o la solicitud de un régimen de visitas al proceso de filiación?

		4450 ¿Se pueden acumular en el proceso matrimonial otras acciones distintas de las planteadas por las normas en la materia?

		4451 ¿Se puede aplicar el proceso matrimonial o el de alimentos de menores a las parejas de hecho?

		4452 ¿Cabe la conversión de un proceso de alimentos de hijo menor en un proceso matrimonial?

		4453 ¿Cabe interponer demanda de guarda y custodia y alimentos sobre un nasciturus?

		4454 ¿Cabe interponer recurso de casación contra las sentencias dictadas en estos procesos en segunda instancia?

		4455 ¿Qué ocurre si se enjuician cuestiones relativas al procedimiento de menores en otra clase de procesos?





		Artículo 754 Exclusión de la publicidad		4456 ¿Es incompatible la exclusión de publicidad con la grabación de la vista?

		4457 ¿Qué publicidad se puede dar a la exploración del menor?

		4458 ¿Puede declarar el Letrado de la Administración de Justicia acordar la celebración de vista a puerta cerrada?

		4459 ¿Qué ocurre si se declara la filiación y paralelamente se ha procedido a la adopción del filiado?

		4460 ¿Puede decretarse la nulidad de actuaciones al no facilitar copia del informe pericial psicológico?





		Artículo 755 Acceso de las sentencias a Registros públicos		4461 ¿Dónde se inscribe el divorcio si el matrimonio se contrajo en el extranjero?

		4462 ¿Dónde se inscribe la nulidad de un matrimonio contraído por extranjero?

		4463 ¿De qué modo se hace pública la discapacidad?

		4464 ¿De qué modo se puede hacer pública la atribución del uso de la vivienda?

		4465 ¿Se inscribe el divorcio o la separación si se ha recurrido la sentencia?

		4466 ¿Se puede tramitar un proceso de divorcio si ya se ha declarado en una resolución dictada en el extranjero?

		4467 ¿Se inscribe el divorcio si el cónyuge falleció antes de dictarse la sentencia?

		4468 ¿Cómo contraer matrimonio un español que se casó en España y se divorció en el extranjero?

		4469 ¿Basta declarar la voluntariamente paternidad del nacido para romper la presunción de paternidad de quien se separó de hecho hace menos de 300 días?

		4470 ¿Se puede negar la autenticidad de un testimonio librado por el Letrado de la Administración de Justicia?

		4471 ¿La sentencia firme es título judicial suficiente para su inscripción en el Registro de la Propiedad?

		4472 ¿Cabe inscribir el uso de la vivienda cuando el beneficiario es el único propietario?









		Capítulo II De los procesos de adopción de medidas judiciales de apoyo a personas con discapacidad		Artículo 756 Ámbito de aplicación y competencia		4473 ¿Se puede instar un proceso de discapacidad de la LEC sin haber instado previamente un expediente de jurisdicción voluntaria?

		4474 ¿Se ha de ajustar el tribunal a lo solicitado por las partes?

		4475 ¿Qué provisiones de apoyo tendrá que acordar el tribunal en los procesos de discapacidad?

		4476 ¿Cuál es la perspectiva de estudio y enjuiciamiento del proceso de discapacidad?

		4477 ¿Qué tribunal es competente territorialmente para el enjuiciamiento de estos procesos?

		4478 ¿Qué objeto tiene la audiencia de la persona presuntamente discapaz?

		4479 ¿Se aplica el principio de perpetuatio iurisdictionis a estos procesos?

		4480 ¿Qué Juzgado es competente en caso de rendir cuentas?





		Artículo 757 Legitimación e intervención procesal		4481 ¿Quién puede intervenir e instar los procesos de discapacidad?

		4482 ¿Es nulo el proceso de incapacitación en el que no se admitió la personación de uno de los progenitores hasta que se dictó sentencia?

		4483 ¿Procede la sucesión en la legitimación activa en estos procedimientos?





		Artículo 758 Certificación registral y personación del demandado		4484 ¿Qué circunstancias concurren en la defensa del presunto incapaz en estos procesos?

		4485 ¿Qué ocurre si el Ministerio Fiscal no acude a la vista?

		4486 ¿Cómo ha de comparecer a la vista el defensor judicial y qué ha de hacer en el proceso?





		Artículo 759 Pruebas preceptivas en primera y segunda instancia		4487 ¿Es necesario en estos procesos la práctica de la prueba exigida en la LEC?

		4488 ¿Qué valor tiene el dictamen pericial en estos procesos?

		4489 ¿Se han de realizar de nuevo las pruebas preceptivas en segunda instancia?

		4490 ¿A qué reglas se somete la prueba en estos procesos?

		4491 ¿Está vinculada la Sala de apelación por las pruebas practicadas en instancia?

		4492 ¿Qué ocurre cuando el presunto incapaz no comparece a las pruebas de segunda instancia?





		Artículo 760 Sentencia		4493 ¿La resolución podrá modificar la capacidad de la persona discapacitada?

		4494 ¿La resolución sobre discapacidad puede tener efectos retroactivos?

		4495 ¿La declaración de incapacidad implica automáticamente la pérdida del derecho de sufragio?

		4496 ¿La declaración de incapacidad puede contemplar también el internamiento de la persona?

		4497 ¿Se puede nombrar a un tutor en la sentencia de incapacitación?





		Artículo 761 Revisión de las medidas de apoyo judicialmente adoptadas		4498 ¿Qué prueba se ha de practicar para declarar la reintegración de la capacidad?

		4499 ¿Qué debe hacer el tribunal si el incapacitado solicita la reintegración de la capacidad y no acude ante el Juez ni colabora con los forenses?

		4500 ¿Cómo han de modificarse las circunstancias?





		Artículo 762 Medidas cautelares		4501 ¿Se pueden solicitar medidas cautelares después de haberse interpuesto la demanda?

		4502 ¿Qué medidas cautelares puede adoptar en tribunal y hasta cuándo duran?

		4503 ¿Qué circunstancias se han de dar para adoptarse una medida cautelar en supuestos de incapacitación?

		4504 ¿Qué ocurre si una petición de medida cautelar es tramitada en un proceso del 52-1 LJV?

		4505 ¿Qué medida cautelar se podría adoptar en caso de que el presunto incapaz no siga un tratamiento?

		4506 ¿Cuándo deja de estar vigente la medida cautelar?





		Artículo 763 Internamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico		4507 ¿Qué requisitos ha de cumplir el internamiento involuntario por problemas mentales?

		4508 ¿Cuándo se ratificará un internamiento involuntario?

		4509 ¿Cuáles son los requisitos que ha de cumplir la fase extrajudicial del internamiento involuntario?

		4510 ¿Cuáles son los requisitos que ha de velar la fase judicial del internamiento involuntario?

		4511 ¿En el procedimiento de autorización de internamiento no voluntario por razón de trastorno psiquiátrico existe una vista ante el juez a la que debe asistir el afectado?

		4512 ¿Qué ocurre si se solicita la autorización de internamiento no voluntario y este ya se ha llevado a la práctica?

		4513 ¿Qué juzgado es competente para declarar el internamiento no voluntario?

		4514 ¿Qué ocurre si una persona se internó voluntariamente en un centro y después se convirtió el internamiento en involuntario?









		Capítulo III De los procesos de filiación, paternidad y maternidad		Artículo 764 Determinación legal de la filiación por sentencia firme		4515 ¿Surte algún efecto la falta de oposición o el allanamiento en los procesos de filiación?

		4516 ¿Cuál será el orden de los apellidos del filiado en caso de la declaración de una nueva filiación?

		4517 ¿Cuándo son competentes los tribunales españoles para enjuiciar procesos de filiación si se trata de ciudadanos extranjeros?

		4518 ¿La prescripción de la acción de filiación por posesión de estado debe dar lugar a la inadmisión de la demanda?

		4519 ¿Quiénes tienen legitimación para interponer una demanda de filiación extramatrimonial?

		4520 ¿Qué ocurre si coinciden en el tiempo un procedimiento de filiación y otro proceso de tipo sucesorio?

		4521 ¿Puede discutirse en el seno del proceso de división de la herencia la filiación de los hijos del causante?





		Artículo 765 Ejercicio de las acciones que correspondan al hijo menor o incapacitado y sucesión procesal		4522 ¿Quién representa en estos procesos al menor o al declarado incapaz?





		Artículo 766 Legitimación pasiva		4523 ¿A quién se ha de demandar necesariamente en cada caso?

		4524 ¿Pueden intervenir terceras personas en estos procesos?





		Artículo 767 Especialidades en materia de procedimiento y prueba		4525 ¿A qué se refiere la norma cuando exige un principio de prueba?

		4526 ¿Es posible el recurso de casación en procesos de filiación?

		4527 ¿La negativa a someterse a las pruebas biológicas en el proceso civil de filiación determinan una ficta confessio de la paternidad?

		4528 ¿La negativa a someterse a las pruebas biológicas en el proceso penal determinan una ficta confessio del delito enjuiciado?

		4529 ¿La búsqueda de la verdad material permite la interposición de un recurso de revisión para aportar un informe biológico que pudo entregarse durante la tramitación de la segunda instancia del proceso de filiación?

		4530 ¿Tiene legitimación pasiva el progenitor intencional respeto de la gestación por sustitución que se desarrolló en el extranjero y además es el progenitor biológico?

		4531 ¿Cabe interponer demanda de filiación por posesión de estado en casos de maternidad subrogada?

		4532 ¿Tiene legitimación para instar la filiación quien prestó su consentimiento para el proceso de inseminación de su pareja?

		4533 ¿La madre tiene legitimación para instar en nombre del menor la filiación paterna no matrimonial?

		4534 ¿En caso de fallecimiento del presunto progenitor se ha de demandar a sus herederos?

		4535 ¿Se puede plantear en los procesos de filiación la excepción de litisconsorcio pasivo en cualquier momento?

		4536 ¿Se puede impugnar la filiación determinada judicialmente en caso de nulidad matrimonial posterior?

		4537 ¿Se puede instar de nuevo un proceso de filiación en caso de haberse denegado en un proceso anterior tramitado antes de de la entrada en vigor de la Ley 11/1981?





		Artículo 768 Medidas cautelares		4538 ¿Qué requisitos son necesarios para la adopción de medidas cautelares?

		4539 ¿Qué medidas suelen adoptarse generalmente en los procesos de filiación?

		4540 ¿Se puede fijar como medida cautelar en estos procesos una pensión de alimentos?

		4541 ¿Qué órgano judicial es competente para su adopción?

		4542 ¿Qué caracteriza a las medidas cautelares adoptadas en procedimientos de impugnación de la filiación?

		4543 ¿Qué caracteriza a las medidas cautelares adoptadas en procedimientos de reclamación de la filiación?

		4544 ¿Normalmente cómo se adoptan estas medidas?

		4545 ¿Cuánto duran estas medidas?









		Capítulo IV De los procesos matrimoniales y de menores		Artículo 769 Competencia		4546 ¿El art. 769 LEC es de aplicación a los procesos de modificación de medidas o a los procesos de mutuo acuerdo?

		4547 ¿La competencia sobre procesos matrimoniales y sobre procedimientos relativos a guarda y alimentos de menores es la misma?

		4548 ¿Qué hacer cuando no se puede acreditar la competencia en procesos matrimoniales?

		4549 ¿Quién y cómo se puede apreciar la falta de competencia?

		4550 ¿Qué juzgado es competente en el caso de interponer una demanda de divorcio en que el demandado vive en el extranjero y existen hijos menores?

		4551 ¿Cuándo es competente al Juzgado de Primera instancia y cuándo al Juzgado de Familia?

		4552 ¿Cuándo corresponde la competencia al Juzgado de Primera Instancia o al de Familia y cuándo Juzgado de Violencia contra la Mujer?

		4553 ¿Cuándo se mantiene y cuándo se pierde la competencia al Juzgado de Violencia contra la Mujer?

		4554 ¿Cuál es el juzgado competente cuando se reclaman alimentos para el hijo en supuestos internacionales?

		4555 ¿Cuál es el juzgado competente en medidas provisionales previas?

		4556 ¿Cuál es el juzgado competente para enjuiciar un contrato de alimentos suscrito entre un progenitor y el hijo mayor de edad?

		4557 ¿Cuál es el juzgado competente para reclamar el reintegro de las pensiones de alimentos anticipadas habiendo fallecido el hijo?





		Artículo 770 Procedimiento		4558 ¿Sobre qué cuestiones podemos discutir en estos procesos?

		4559 ¿Se puede enjuiciar en estos procesos las rupturas de parejas de hecho?

		4560 ¿Quién ha de interponer la demanda en caso de se haya declarado la discapacidad del cónyuge?

		4561 ¿Se pueden adoptar medidas cautelares en estos procesos?

		4562 ¿Exige algún requisito formal en la demanda si se reclama una custodia compartida?

		4563 ¿Tienen alguna relevancia en el proceso la existencia de pactos en previsión de la ruptura?

		4564 ¿Cómo se ha de reclamar una compensación económica derivada de la liquidación de un régimen de separación de bienes?

		4565 ¿Sólo se puede acumular la acción de división de cosa común a los procesos de separación, divorcio y nulidad cuando el régimen económico es el de separación de bienes?

		4566 ¿Se puede interponer una reconvención sobre cualquier materia?

		4567 ¿Qué ocurre si no se aporta el certificado de matrimonio y el de nacimiento de los hijos junto con la demanda?

		4568 ¿Se ha de presentar escrito llamando a la vista a la contraparte para que sea interrogada?

		4569 ¿Se ha de dar por confesa a la parte si no acude a la vista?

		4570 ¿Quién debe acreditar la capacidad económica en estos procesos?

		4571 ¿Qué ocurre si no se da fase de conclusiones al finalizar la vista?

		4572 ¿Se pueden imponer las costas en estos procesos?

		4573 ¿Es nulo el proceso de modificación iniciado sin haber acudido antes a mediación cuando se pactó su realización?

		4574 ¿Se puede instar un expediente de jurisdicción voluntaria en caso de estar en trámite un proceso de familia?

		4575 ¿Se puede interponer recurso de casación contra las sentencias dictadas en segunda instancia en estos procesos?

		4576 ¿Qué ocurre si las partes consensuan durante el procedimiento un convenio y después no lo ratifican?

		4577 ¿Existe prejudicialidad civil entre el proceso de familia y de de instancia en que se hacen reclamaciones económicas entre los cónyuges como consecuencia de la separación de hecho?





		Artículo 771 Medidas provisionales previas a la demanda de nulidad, separación o divorcio. Solicitud, comparecencia y resolución		4578 ¿Cuál es la competencia territorial en caso de medidas previas y qué relación tiene con el fuero del procedimiento principal?

		4579 ¿Es un fuero imperativo?

		4580 ¿Qué ocurre si se produce una situación de violencia contra la mujer?

		4581 ¿Siempre que se solicite se ha de tramitar medidas provisionales in audita parte?

		4582 ¿Se pueden adoptar las medidas previas si existe una resolución anterior?

		4583 ¿Cabe medidas provisionales previas en un proceso de modificación de medidas?

		4584 ¿Qué ocurre si la comparecencia se celebra en un plazo inferior a los diez días?

		4585 ¿Se puede impugnar el Auto de medidas directa o indirectamente en el recurso de apelación?

		4586 ¿Se puede impugnar el Auto de medidas dictado en virtud del art. 544 ter LECrim?





		Artículo 772 Confirmación o modificación de las medidas provisionales previas a la demanda, al admitirse ésta		4587 ¿Cuándo mantienen su eficacia estas medidas?

		4588 ¿El plazo para confirmar las medidas civiles del art. 544 ter LECrim es civil o procesal?

		4589 ¿Cómo, cuándo y dónde se ha de presentar la demanda para que se confirmen estas medidas?





		Artículo 773 Medidas provisionales derivadas de la admisión de la demanda de nulidad, separación o divorcio		4590 ¿Cuándo se pueden reclamar estas medidas?

		4591 ¿Ante la imposibilidad de apelar, qué instar si se han dictado medidas no solicitadas?

		4592 ¿Es nula la celebración conjunta de la comparecencia de medidas y la vista del pleito principal?





		Artículo 774 Medidas definitivas		4593 ¿Qué cuestiones pueden discutirse en los procesos de familia?

		4594 ¿Desde cuándo despliega su eficacia la sentencia que establece una pensión de alimentos o una pensión compensatoria y la resolución que la modifica?

		4595 ¿Cabe posponer alguna medida a ejecución de sentencia?

		4596 ¿Puede separarse la sentencia de lo pactado por las partes en la vista?





		Artículo 775 Modificación de las medidas definitivas		4597 ¿Cuándo se puede modificar una medida definitiva?

		4598 ¿En el caso de medidas relativas a los menores el cambio ha de ser sustancial?

		4599 ¿Se puede solicitar modificación de medidas adoptadas en un proceso familiar cuando el menor se encuentra en acogimiento de la administración?

		4600 ¿Cuál es el juzgado territorialmente competente?

		4601 ¿Se puede acumular a una demanda de modificación de medidas la acción de división de cosa común?

		4602 ¿Cuándo se ha de tramitar de un proceso de modificación de medidas y cuando una controversia de patria potestad?

		4603 ¿Cuándo será competente el Juzgado de Violencia contra la Mujer y cuándo el Juzgado de Primera instancia?





		Artículo 776 Ejecución forzosa de los pronunciamientos sobre medidas		4604 ¿Cabe ejecutar provisionalmente las resoluciones dictadas en los procesos de familia y menores?

		4605 ¿El hijo mayor de edad tiene legitimación activa para interponer una demanda ejecutiva dictada en un proceso de familia o de menores en reclamación de los alimentos de los que es destinatario?

		4606 ¿Cabe la legitimación por sustitución en las ejecuciones de estos procesos?

		4607 ¿Qué órgano judicial es competente en la ejecución de estas resoluciones?

		4608 ¿Qué órgano judicial es competente en la ejecución de escrituras de divorcio?

		4609 ¿Cómo se aplica el plazo de caducidad de las resoluciones establecido en el art. 518 LEC?

		4610 ¿Cuándo se imponen multas coercitivas en caso de impago de pensiones económicas?

		4611 ¿A qué pensiones no se limitan los tramos de embargo establecidos por el art. 607 LEC para sueldos, pensiones y salarios?

		4612 ¿A partir de qué fecha es ejecutivo el convenio regulador ratificado en una sentencia dictada en el proceso consensual?

		4613 ¿Qué procedimiento ejecutivo se ha de tramitar en caso de tenerse que ingresar una pensión por ambos progenitores en una cuenta conjunta para abonar los gastos de los hijos?

		4614 ¿Hasta cuándo se puede ampliar la ejecución de pensiones periódicas y cuáles son los requisitos formales que ha de cumplimentar la demanda ejecutiva?

		4615 ¿Se pueden acumular acciones ejecutivas basadas en la reclamación de cantidades determinadas en el auto de medidas provisionales y en la sentencia de divorcio?

		4616 ¿Qué se puede oponer en caso de ejecuciones dinerarias?

		4617 ¿Qué requisitos ha de cumplir el acuerdo o la transacción extrajudicial a fin de ser opuesta en la ejecución judicial?

		4618 ¿Se puede oponer a la ejecución de la pensión compensatoria la convivencia marital del acreedor o cuando ha habido reconciliación?

		4619 ¿En caso de oposición por motivos procesales y por motivos de fondo se han de dictar dos resoluciones o sólo una resolviendo la oposición?

		4620 ¿Puede ser causa de oposición ir a peor fortuna?

		4621 ¿Cuándo se debe de tramitar el procedimiento incidental de ejecución de gastos extraordinarios y cuándo se ha de ejecutar el procedimiento de ejecución dineraria?

		4622 ¿Se pueden ejecutar gastos extraordinarios si la resolución no los contempla?

		4623 ¿Qué procedimiento ejecutivo tramitar en caso de tener que desalojar la vivienda y qué especialidades acontecen?

		4624 ¿De qué forma se puede ejecutar el incumplimiento del régimen de relaciones con los progenitores?

		4625 ¿Qué instrumentos pueden utilizarse en la ejecución para restituir las relaciones familiares?

		4626 ¿Se puede ejecutar una resolución de familia o menores de un país de la UE en España?

		4627 ¿Se puede replantear el régimen de relaciones en la ejecución?

		4628 ¿Se puede asegurar el pago de pensiones periódicas futuras?

		4629 ¿Es posible oponer a la ejecución el retraso desleal en el ejercicio del derecho?

		4630 ¿Es preceptiva la celebración de vista si lo piden las partes?

		4631 ¿Se puede oponer la compensación en los procesos ejecutivos?





		Artículo 777 Separación o divorcio solicitados de mutuo acuerdo o por uno de los cónyuges con el consentimiento del otro		4632 ¿Debe ser citada directamente la parte que no se ha ratificado antes de dictar el archivo de las actuaciones?

		4633 ¿Es posible el desistimiento unilateral en los procedimientos de mutuo acuerdo?

		4634 ¿Es imprescindible presentar el convenio original junto con la demanda si el mismo consta ya protocolizado en un poder especial para su ratificación otorgado ante Cónsul español?

		4635 ¿Cuándo se puede recurrir la sentencia dictada de mutuo acuerdo?

		4636 ¿Cabe interponer recurso de apelación si se considera que ha habido vicio de consentimiento?

		4637 ¿Se puede interponer recurso de apelación si la parte cambia de opinión después de ratificarse y considera que lo pactado es perjudicial para el hijo menor?

		4638 ¿En el caso de que se pacte una guarda compartida y el padre se encontrase acusado de violencia contra la mujer, el juzgado se ha de oponer a aprobar la guarda?

		4639 ¿Qué ocurre si el tribunal no aprueba un pacto y no da traslado a las partes para su subsanación?

		4640 ¿Tiene competencia el Letrado de la Administración de Justicia para examinar los acuerdos de los cónyuges sobre liquidación del régimen económico matrimonial?

		4641 ¿No ratificarse en el convenio y forzar la interposición de un proceso contencioso implica la imposición de costas?

		4642 ¿Es posible la ratificación del convenio por un tercero con poderes?

		4643 ¿Se ha de realizar la ratificación en el mismo Juzgado por ambas partes si uno de ellos vive en el extranjero?

		4644 ¿Qué ocurre si se interpone una denuncia por malos tratos después de la firma del convenio?

		4645 ¿Se han de archivar las actuaciones si no se aportan con la demanda todos los documentos requeridos por la ley?

		4646 ¿Qué ha de fiscalizar el tribunal del contenido de un convenio?

		4647 ¿Se puede acordar el cambio del orden de los apellidos del menor en un convenio regulador del divorcio?

		4648 ¿Se puede liquidar en el convenio el régimen de separación de bienes?

		4649 ¿Se puede pactar en el convenio que los otorgantes seguirán compartiendo el uso de la vivienda conyugal?

		4650 ¿Se puede declarar el divorcio si no se aprueba el convenio?

		4651 ¿Qué ocurre si no se da traslado del convenio al Mº Fiscal y hay menores en el proceso?





		Artículo 778 Eficacia civil de resoluciones de los tribunales eclesiásticos o de decisiones pontificias sobre matrimonio rato y no consumado		4652 ¿Qué categoría jurídica tiene la resolución eclesiástica en nuestro ordenamiento?

		4653 ¿Cuál es el alcance del control jurisdiccional sobre la resolución eclesiástica?

		4654 ¿Cuándo se ha de rechazar el reconocimiento de la resolución eclesiástica?

		4655 ¿Se pueden modificar los efectos de sentencias de divorcio anteriores por el mero hecho de ratificarse las resoluciones de los tribunales eclesiásticos?

		4656 ¿Se pueden reconocer sentencias de nulidad matrimonial o a las dispensas pontificias de matrimonio rato en matrimonios disueltos anteriormente por divorcio?

		4657 ¿En caso de que haya una sentencia previa de divorcio y se inste después el reconocimiento de efectos civiles de la sentencia canónica, se puede reclamar una indemnización derivada de la nulidad?

		4658 ¿La declaración de eficacia de una nulidad eclesiástica posterior al proceso de divorcio da lugar a la extinción de una pensión compensatoria declarada en este último?

		4659 ¿Qué ocurre en caso de tramitación en paralelo de la nulidad eclesiástica y un proceso civil de nulidad?

		4660 ¿La causa de nulidad canónica ha de tener equivalencia en la causa de nulidad civil para reconocer la resolución?

		4661 ¿La simple homologación de la resolución eclesiástica afecta a la resolución civil anterior?

		4662 ¿Es homologable una decisión pontificia disolviendo el vínculo matrimonial en virtud de la facultad ministerial del Papa?

		4663 ¿Es homologable una resolución eclesiástica en que se declara la separación y no la nulidad del matrimonio?

		4664 ¿Se puede instar la nulidad civil del matrimonio si antes se declaró la nulidad eclesiástica y no se homologó?





		Artículo 778 bis Ingreso de menores con problemas de conducta en centros de protección específicos		4665 ¿El juzgado se encuentra sometido al principio de congruencia?

		4666 ¿Siempre es necesaria la autorización judicial previa?

		4667 ¿Qué cauce procesal y qué requisitos se han de seguir en estos procedimientos?

		4668 ¿Qué procedimiento se ha de seguir en el caso de que el menor ya se encuentre ingresado en un centro terapéutico?

		4669 ¿Tiene legitimación para oponerse a la medida el progenitor privado de patria potestad?





		Artículo 778 ter Entrada en domicilios y restantes lugares para la ejecución forzosa de las medidas de protección de menores		4670 ¿Qué requisitos se han de dar para adoptar este tipo de resoluciones?

		4671 ¿Qué pasaría si la entidad entrase en un domicilio sin autorización judicial?

		4672 ¿Cabe adoptar la medida de entrada en domicilio sin audiencia del demandado?

		4673 ¿Qué supuestos dan lugar a esta medida?









		Capítulo IV bis Medidas relativas a la restitución o retorno de menores en los supuestos de sustracción internacional		Artículo 778 quáter Ámbito de aplicación. Normas generales		4674 ¿Qué medidas se pueden adoptar en estos procedimientos?

		4675 ¿Es aplicable este proceso cuando no haya convenio entre España y el otro país?

		4676 ¿Es aplicable este proceso en el caso de un nasciturus?

		4677 ¿Qué órgano judicial tiene competencia?

		4678 ¿Qué se ha de hacer cuando ya ha habido un procedimiento de sustracción en el otro país?





		Artículo 778 quinquies Procedimiento		4679 ¿Cabe el Recurso de casación o el extraordinario por infracción procesal en estos procesos?

		4680 ¿Cuál es el objetivo del procedimiento?

		4681 ¿Cuándo se puede iniciar el proceso?

		4682 ¿Qué ocurre cuando la sentencia de primera instancia afirma que se puede interponer recurso de apelación en el plazo de 20 días y no en 3 días como establece la norma?

		4683 ¿Es nula la sentencia que no advierte nada acerca de cuáles los plazos para interponer recurso de apelación?

		4684 ¿Cabe presentar el recurso de apelación más allá del plazo de 3 días como consecuencia de la naturaleza del objeto de enjuiciamiento?

		4685 ¿Hay falta de motivación si tan sólo se resuelve sobre la restitución y no sobre la guarda del menor?

		4686 ¿Otros familiares que no sean los progenitores pueden tener legitimación para instar este proceso?

		4687 ¿Cabe remitir a una mediación para ejecutar una resolución que da lugar a la restitución del menor?





		Artículo 778 sexies Declaración de ilicitud de un traslado o retención internacional		4688 ¿Qué se debe entender por traslado ilícito y por retención del menor?

		4689 ¿Los procedimientos de restitución o sustracción de menores son compatibles con la tramitación paralela de otros procesos de familia o menores?

		4690 ¿Qué procedimiento se ha de seguir para solicitar la restitución del menor?

		4691 ¿Qué ocurre si durante la tramitación del proceso se dicta una nueva resolución sobre la guarda del menor?

		4692 ¿Cómo se ha de alegar la falta de competencia territorial del órgano judicial en caso de sustracción internacional?

		4693 ¿La resolución que ordena la restitución se puede pronunciar sobre la guarda y custodia?









		Capítulo V De la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores, del procedimiento para determinar la necesidad de asentimiento en la adopción y de la oposición a determinadas resoluciones y actos de la Dirección General de los Registros y del Notariado en materia de Registro Civil		Artículo 779 Carácter preferente del procedimiento. Competencia		4694 ¿Qué naturaleza tienen estos procedimientos?

		4695 ¿La jurisdicción civil es competente a fin de determinar la edad del menor?

		4696 ¿En caso de conflicto entre el art. 779 LEC y el art. 15 de la Ley 52/1997, 27 nov., de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, qué norma tiene preminencia a fin de determinar la competencia territorial?

		4697 ¿En estos procesos sólo se puede impugnar la resolución de desamparo del menor?

		4698 ¿Cabe la notificación del desamparo por edictos?

		4699 ¿Qué organismo es competente para establecer un régimen de visitas con un menor cuándo está atribuida la tutela a la administración?

		4700 ¿Una vez se cierra del expediente de protección de menores y se produce la apertura de expediente de riesgo, qué procedimiento se ha de seguir para determinar un régimen de relaciones?

		4701 ¿Se puede instar la modificación de medidas adoptadas judicialmente en caso de que se haya declarado el desamparo del menor?





		Artículo 780 Oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores		4702 ¿Qué valor tiene en estos procesos la documentación del menor extranjero para acreditar su edad?

		4703 ¿Puede recurrirse en casación o interponerse recurso extraordinario por infracción procesal contra la sentencia dictada en un proceso sobre oposición a medida de protección de menores?

		4704 ¿Tiene legitimación la abuela de un menor o su tía para formular oposición contra la resolución administrativa que declara a la menor en desamparo?

		4705 ¿La familia acogedora tiene legitimación para recurrir que dejen sin efecto el desamparo?

		4706 ¿Cabe la posibilidad de adoptar medidas cautelares en estos procesos?

		4707 ¿Cómo se tramitan las medidas cautelares urgentes en los procesos de protección de menores?

		4708 ¿Qué ocurre si comparece el progenitor una vez ha precluido el plazo de oposición?

		4709 ¿Es adecuado el expediente de jurisdicción voluntaria para la adopción de medidas en relación con la patria potestad para discutir la declaración de desamparo de los hijos?

		4710 ¿Qué tipo de resolución se ha de adoptar en estos casos?

		4711 ¿Qué ocurre con las medidas asistenciales adoptadas por la administración cuando cesa el desamparo?





		Artículo 781 Procedimiento para determinar la necesidad de asentimiento en la adopción		4712 ¿Puede recurrirse en casación o interponerse recurso extraordinario por infracción procesal contra la sentencia dictada en un procedimiento para determinar la necesidad de asentimiento para la adopción?

		4713 ¿Es necesario el asentimiento del progenitor incurso en causa de privación de patria potestad?

		4714 ¿Se suspenden los plazos en estos procesos en caso de solicitarse justicia gratuita?

		4715 ¿Es necesario el asentimiento de los progenitores que tuvieren suspendida la patria potestad como consecuencia de una declaración de situación de desamparo?

		4716 ¿Se ha de inadmitir la demanda de oposición a la adopción en caso de que no cumpla los requisitos formales?

		4717 ¿Una vez firme la resolución que acuerda el acogimiento preadoptivo no es necesario el asentimiento de los progenitores a la adopción?

		4718 ¿Qué circunstancias ha de contener la notificación a los progenitores emplazados?

		4719 ¿Es necesario el consentimiento del menor y el de sus hermanos?

		4720 ¿Es nula la adopción en caso de haberse opuesto el progenitor y después no se persnó respecto del asentimiento?

		4721 ¿Es posible el recurso de casación en estos procesos?





		Artículo 781 bis Oposición a las resoluciones y actos de la Dirección General de los Registros y del Notariado en materia de Registro Civil		4722 ¿Podrán acceder a casación los recursos interpuestos contra sentencias dictadas en segunda instancia como consecuencia de la oposición a las resoluciones y actos de la Dirección General de los Registros y del Notariado en materia de Registro Civil?

		4723 ¿Para la impugnación de una resolución de la DGRN que trae consecuencia de un pacto otorgado en convenio regulador en que ambas partes se comprometen a firmar todos los documentos necesarios para alcanzar su resultado, es necesaria que la demanda sea suscrita por ambas partes?

		4724 ¿Qué tribunal es el competente en los procesos para la impugnación de una resolución de la DGRN en materia de estado civil?

		4725 ¿Qué naturaleza tiene el fuero competencial de los procesos para la impugnación de una resolución de la DGRN?

		4726 ¿Es posible solicitar en estos procesos el archivo de la causa por carencia sobrevenida del objeto?













		Título II De la división judicial de patromonios		Capítulo I De la división de la herencia		Artículo 782 Solicitud de división judicial de la herencia		4727 ¿Se sujeta la petición de división judicial de la herencia a alguna clase de presupuesto?

		4728 ¿Quiénes son los únicos legitimados para reclamar judicialmente la división de la herencia y bajo qué presupuesto?

		4729 ¿Cuándo la norma establece que los acreedores no podrán instar la división, a qué clase de acreedores se refiere?

		4730 ¿Cuál es el ámbito de actuación de los acreedores del causante en el procedimiento de división judicial de la herencia?

		4731 ¿Cuál es el ámbito de actuación de los acreedores de los coherederos en el procedimiento de división judicial de la herencia?

		4732 ¿Se sujeta la solicitud inicial de división judicial de la herencia a alguna clase de exigencia formal?

		4733 ¿Cuál debe ser el contenido idóneo del escrito de solicitud inicial de división judicial de la herencia?

		4734 ¿Qué documentos se deben acompañar, de forma inexcusable, a la solicitud inicial de división judicial de la herencia a alguna clase de exigencia formal?

		4735 ¿Debe sujetarse la solicitud a algún examen previo a su admisión y, en tal caso, en qué consistirá?





		Artículo 783 Convocatoria de Junta para designar contador y peritos		4736 ¿Contempla la norma la posibilidad de interesar, en el propio escrito de solicitud de división judicial de la herencia, la adopción de medidas cautelares bajo la rúbrica de la «intervención del caudal hereditario»?

		4737 ¿En caso de solicitarse, y admitirse, la intervención del caudal hereditario, se paraliza el curso propio del procedimiento de división judicial de la herencia?

		4738 ¿A quién debe convocarse para la Junta de designación de peritos y de contador-partidor?

		4739 ¿En qué casos se convocará al Ministerio Fiscal?

		4740 ¿Qué acreedores pueden participar en la Junta de designación de peritos y de contador-partidor?

		4741 ¿De qué forma se efectúa la convocatoria?

		4742 ¿En qué plazo debe celebrarse la Junta?





		Artículo 784 Designación del contador y de los peritos		4743 ¿Exige la Ley algún tipo de quórum para la celebración de la Junta de designación de peritos y contador-partidor? ¿Qué consecuencias lleva aparejada la inasistencia de todos los convocados?

		4744 Cuando la norma concernida hace referencia a la designación por «acuerdo» de los presentes en la Junta, ¿se debe entender que rige el principio de unanimidad y no un régimen de mayorías?

		4745 A falta de acuerdo de los presentes sobre el perito, ¿cómo se debe proceder para seleccionar uno?

		4746 ¿Qué precaución debe observarse en este trámite?





		Artículo 785 Entrega de la documentación al contador. Obligación de cumplir el encargo aceptado y plazo para hacerlo		4747 ¿En caso de que los designados en la Junta —siendo uno por cada encargo— no aceptan la designación, debe celebrarse nuevamente la Junta de designación de peritos y contador-partidor?

		4748 ¿De qué forma se materializa la aceptación de los designados?

		4749 ¿Cuáles son las obligaciones y los derechos dimanantes de la aceptación del encargo?

		4750 ¿Sobre qué base informativa y documental debe cumplir el contador y, en su caso, los peritos, con su cometido?

		4751 ¿Qué puede ocurrir frente a la superación por el contador del plazo concedido para realizar su cometido?





		Artículo 786 Práctica de las operaciones divisorias		4752 ¿A qué reglas y criterios debe sujetarse el contador partidor para la elaboración del cuaderno particional?

		4753 ¿Se debe sujetar el contador partidor a los acuerdos que hayan podido alcanzar los coherederos?

		4754 ¿Cuáles son los principales contenidos del cuaderno particional?

		4755 ¿Qué margen de discreción tiene el contador partidor en relación con la fijación del inventario de activos?

		4756 ¿A qué plazo se sujeta realmente el contador para la realización de su cometido?





		Artículo 787 Aprobación de las operaciones divisorias. Oposición a ellas		4757 ¿Existe alguna circunstancia especial en el trámite de entrega del cuaderno particional por parte del contador-partidor?

		4758 ¿A quién, y de qué forma, se debe dar traslado de las operaciones particionales?

		4759 ¿Cómo se materializa, y qué consecuencias comporta, la falta de impugnación del cuaderno particional?

		4760 ¿En caso de falta de impugnación por los interesados, el Juez aprueba automáticamente el cuaderno particional o debe someterlo a examen?

		4761 ¿Qué circunstancias rodean la impugnación de las operaciones divisorias?

		4762 ¿En qué consiste la «comparecencia» del art. 787.3 LEC?

		4763 ¿Qué alcance y efectos tiene la sentencia que se dicte resolviendo sobre la impugnación de las operaciones divisorias?

		4764 ¿Qué recursos caben frente a la sentencia que se dicte resolviendo sobre la impugnación de las operaciones divisorias?





		Artículo 788 Entrega de los bienes adjudicados a cada heredero		4765 ¿Alcanzado un acuerdo o dictada sentencia que resuelva la oposición a la partición, puede procederse a la entrega de bienes a los herederos, aunque alguno de ellos promueva un juicio declarativo sobre algún aspecto de la división?

		4766 ¿Para instar la entrega de los bienes qué clase de solicitud se requiere?

		4767 ¿Qué procede si en la entrega de bienes, uno de ellos corresponde en proindiviso a varios herederos?





		Artículo 789 Terminación del procedimiento por acuerdo de los coherederos		4768 ¿Pueden los herederos alcanzar un acuerdo en cualquier momento del procedimiento y, en tal caso, qué eficacia tiene tal pacto transaccional?

		4769 ¿Cómo debe interpretarse la disparidad que existe entre la rúbrica del precepto (que alude a «los coherederos») y la alusión en el cuerpo del precepto a «los interesados»?

		4770 ¿Debe el Letrado de la Administración de Justicia verificar algún extremo de la solicitud de sobreseimiento del procedimiento por acuerdo de los coherederos?

		4771 ¿Cuándo la norma emplea la expresión «sobreseimiento» es porque cabe la reapertura del procedimiento de división de herencia?

		4772 ¿Debe homologarse dicho acuerdo alcanzado por los coherederos para que surta efecto?

		4773 ¿Pueden los acreedores hacer efectiva la facultad de oposición del art. 792.2 LEC?





		Artículo 790 Aseguramiento de los bienes de la herencia y de los documentos del difunto		4774 ¿Cuál es el objeto de este primer aseguramiento o «aseguramiento preliminar»?

		4775 ¿En qué supuestos se dan y en qué consisten las medidas urgentísimas de carácter humanitario?

		4776 ¿A cargo de quién corren los gastos ocasionados por la adopción de las medidas urgentísimas de carácter humanitario?

		4777 ¿En qué consisten las medidas urgentísimas de aseguramiento preliminar?

		4778 ¿En qué circunstancias cesa este «aseguramiento preliminar»?

		4779 ¿Cuál es el órgano jurisdiccional competente territorialmente para la adopción de tales medidas de aseguramiento preliminar?





		Artículo 791 Intervención judicial de la herencia cuando no conste la existencia de testamento ni de parientes llamados a la sucesión legítima		4780 ¿Es el art. 791.1 LEC una continuación del art. 790 LEC para aquellos casos en que no se personen parientes para hacerse cargo del patrimonio del finado?

		4781 ¿Qué medidas de averiguación establece la Ley para identificar y localizar a los sucesores testados o intestados del difunto?

		4782 ¿A qué obedece la previsión legal de intervención de los bienes y documentos del fallecido del art. 791.2 LEC?

		4783 ¿Es este momento el procesalmente oportuno para deferir la herencia al Estado?

		4784 ¿Existe una duplicidad de administraciones, entre la que se contempla en el apartado 1.º, ordinal 2.º, y en el apartado 3.º?





		Artículo 792 Intervención judicial de la herencia durante la tramitación de la declaración de herederos o de la división judicial de la herencia. Intervención a instancia de los acreedores de la herencia		4785 ¿Cuál es la singularidad de esta intervención, del art. 792 LEC, con respecto a las contempladas en los arts. 790 y 791 del mismo cuerpo legal?

		4786 ¿Opera esta intervención a instancia de parte en supuestos de sucesión testada?

		4787 ¿Pueden los coherederos o legatarios de parte alícuota interesar la intervención judicial de la herencia después de haber sido solicitada la división de la misma?

		4788 ¿Quiénes se encuentran legitimados para promover la intervención judicial de la herencia en supuestos de inexistencia de testamento?

		4789 ¿Se exige algún contenido específico e imprescindible al escrito de solicitud de intervención judicial de la herencia?

		4790 ¿Pueden los acreedores de la herencia instar la intervención judicial del caudal relicto?





		Artículo 793 Primeras actuaciones y citación de los interesados para la formación de inventario		4791 ¿Cuál es la finalidad y el objeto propios de la formación de inventario?

		4792 ¿La lista legal de personas a citar a la formación del inventario es numerus clausus?

		4793 ¿Cómo debe llevarse a efecto la citación de los interesados en la formación del inventario?





		Artículo 794 Formación del inventario		4794 ¿Se requiere algún quórum mínimo para que se pueda formar el inventario?

		4795 ¿Qué elementos del caudal relicto son objeto de inventario?

		4796 ¿Cómo debe abordarse la existencia de controversia sobre la inclusión, o exclusión, de activos del inventario?

		4797 ¿Cómo debe tramitarse la vista de juicio verbal a la que se remite la Ley para la dilucidación de controversias sobre la inclusión, o exclusión, de activos con respecto al caudal relicto?





		Artículo 795 Resolución sobre la administración, custodia y conservación del caudal hereditario		4798 ¿Qué margen de discreción tiene el juez en relación con la adopción de medidas de administración, custodia y conservación del caudal hereditario?

		4799 ¿Quién puede ser nombrado administrador?

		4800 ¿Siempre y en qué medida el administrador debe prestar caución?





		Artículo 796 Cesación de la intervención judicial de la herencia		4801 ¿En qué situaciones cesa la intervención del caudal relicto?

		4802 ¿En qué supuestos no cesa la intervención del caudal relicto, a pesar de darse las condiciones recogidas en la pregunta anterior?





		Artículo 797 Posesión del cargo de administrador de la herencia		4803 ¿Cuál es el propósito esencial de la administración de la herencia?

		4804 ¿Se abre pieza separada para la administración de la herencia?

		4805 ¿En qué se traduce la «puesta en posesión» de la herencia al administrador?





		Artículo 798 Representación de la herencia por el administrador		4806 ¿Existe alguna diferencia en el alcance de la representación del administrador, según se haya aceptado la herencia, o no?





		Artículo 799 Rendición periódica de cuentas		4807 ¿Quién fija la rendición periódica de cuentas y con qué amplitud?

		4808 ¿En qué consiste dicha rendición de cuentas periódica?

		4809 ¿Estas rendiciones periódicas pueden ser examinadas?





		Artículo 800 Rendición final de cuentas. Impugnación de las cuentas		4810 ¿En qué consiste la rendición de cuentas final?

		4811 ¿De qué tiempo dispone el administrador para efectuar dicha rendición final de cuentas?

		4812 ¿En qué consiste la «puesta de manifiesto» de las cuentas del administrador?

		4813 ¿De qué plazo disponen los interesados para formular la impugnación de las cuentas del administrador?

		4814 ¿Pueden los interesados solicitar la ampliación de algún extremo de las cuentas presentadas o que se requiera información adicional al administrador?

		4815 ¿Qué sucede si nadie impugna las cuentas?

		4816 ¿Cómo se desarrolla la tramitación de la impugnación de cuentas?





		Artículo 801 Conservación de los bienes de la herencia		4817 ¿Es el cometido del administrador de mera conservación o tiene un alcance mayor?

		4818 ¿En qué casos puede el administrador ejecutar actos de administración sin la supervisión judicial, y en qué supuestos se precisa tal aprobación?

		4819 ¿Cómo se desarrolla el procedimiento de autorización de gastos extraordinarios?





		Artículo 802 Destino de las cantidades recaudadas por el administrador en el desempeño del cargo		4820 ¿Cómo debe actuar el Administrador con los ingresos derivados del desempeño de su cargo?

		4821 ¿Cómo debe procederse en relación con los gastos extraordinarios?





		Artículo 803 Prohibición de enajenar los bienes inventariados. Excepciones a dicha prohibición		4822 ¿Cuál es la regla general en materia de venta de activos del caudal relicto?

		4823 ¿En qué circunstancias cabe exceptuar la regla general de prohibición de enajenar los bienes administrados?

		4824 ¿Qué cabe entender bajo la expresión legal «bienes que pueden deteriorarse»?

		4825 ¿Qué cabe entender bajo la expresión legal «bienes de difícil y costosa conservación»?

		4826 ¿Cómo se desarrolla el procedimiento de proposición y aprobación de la venta de activos del caudal relicto?

		4827 ¿De qué formas se contempla la realización de la enajenación?

		4828 ¿Cuál es el tipo de avalúo en el caso de venta en pública subasta?





		Artículo 804 Retribución del administrador		4829 ¿Cuándo tiene el administrador derecho a percibir sus emolumentos?

		4830 ¿Cuáles son los conceptos sobre los que se fija la remuneración del administrador?

		4831 ¿Qué ocurre si no se produce ninguno de los supuestos del art. 804.1 LEC, o la herencia no tiene recursos líquidos?

		4832 ¿Qué circunstancias particulares presenta la retribución basada en la venta de frutos y de bienes muebles?

		4833 ¿Qué circunstancias particulares presenta la retribución basada en la venta de bienes inmuebles?

		4834 ¿Quién fija la retribución del administrador?





		Artículo 805 Administraciones subalternas		4835 ¿Qué son las administraciones subalternas?

		4836 ¿Cuál es la relación del administrador subalterno con el administrador judicial de la herencia?

		4837 ¿Cuáles son los derechos y obligaciones del administrador subalterno?









		Capítulo II Del procedimiento para la liquidación del régimen económico matrimonial		Artículo 806 Ámbito de aplicación		4838 ¿En qué consiste liquidar un régimen económico matrimonial?

		4839 ¿Se puede promover el procedimiento de liquidación del régimen económico matrimonial aunque la nulidad del matrimonio, la separación o el divorcio no sean firmes?

		4840 ¿Qué relación tiene el proceso de liquidación de régimen económico con el de liquidación de herencia?

		4841 ¿Cuál es el ámbito de aplicación de este procedimiento y cuáles son los presupuestos para su aplicación?

		4842 ¿Es aplicable este procedimiento a las uniones de hecho?

		4843 ¿Es aplicable este procedimiento al régimen de separación de bienes?

		4844 ¿Es aplicable este procedimiento para los casos en que exista un único bien?

		4845 ¿Se puede acumular al proceso de familia la discusión a enjuiciar en el proceso de liquidación de régimen económico?

		4846 ¿Se puede enjuiciar en un proceso declarativo la liquidación del régimen económico?

		4847 ¿Se puede instar de nuevo este proceso si en el primero no se incluyeron todos los bienes?





		Artículo 807 Competencia		4848 ¿Cuáles son las reglas que disciplinan la competencia en esta materia?





		Artículo 808 Solicitud de inventario		4849 ¿Pueden instar la liquidación del régimen económico matrimonial los herederos del cónyuge fallecido?

		4850 ¿Se reconoce algún protagonismo a los acreedores en este procedimiento?

		4851 ¿Qué forma y contenido debe exigirse a la solicitud de inventario?

		4852 ¿Cuándo se puede instar el procedimiento de formación de inventario, cuál es su objeto y qué efectos tiene?

		4853 ¿Debe efectuarse el avalúo de los bienes en esta fase de formación del inventario?





		Artículo 809 Formación del inventario		4854 ¿Cuáles son las principales circunstancias atinentes a la formación del inventario?

		4855 ¿Pueden asistir los cónyuges a dicho acto de formación del inventario representados por un tercero?

		4856 ¿Se pueden adoptar medidas de administración y disposición de los bienes?

		4857 ¿Qué ocurre en caso de controversia en el inventario sobre el régimen económico del matrimonio?

		4858 ¿Se pueden modificar las partidas de su solicitud por la parte actora?

		4859 ¿Qué ocurre en caso conformidad en una parte del inventario?

		4860 ¿Las partes pueden modificar las partidas después de efectuar la comparecencia ante el Letrado de la Administración de Justicia?

		4861 ¿Cuándo se aportan los documentos en la fase de inventario?

		4862 ¿Qué hacer si se desconocen los bienes para formar inventario?

		4863 ¿La sentencia que se dicta en el juicio verbal en esta fase de formación del inventario es recurrible —y en qué medida— y pasa en eficacia de cosa juzgada?





		Artículo 810 Liquidación del régimen económico matrimonial		4864 ¿Es esta fase de liquidación imprescindible y es necesario, asimismo, que venga precedida de la fase de formación del inventario?

		4865 ¿Qué objeto tiene la liquidación del inventario?

		4866 ¿Qué juzgado es competente para liquidar el inventario y quién tiene legitimación para instarlo?

		4867 ¿Han de estar las partes personalmente en la comparecencia ante el Letrado de la Administración de Justicia para la liquidación?

		4868 ¿Cómo se desarrolla la fase de liquidación?

		4869 ¿Cuáles son los efectos de la sentencia que se dicta en fase de liquidación?

		4870 ¿Cabe el recurso de casación en los procesos de liquidación?

		4871 ¿Es necesario protocolizar las operaciones decisorias de la liquidación para su inscripción en el Registro de la Propiedad?





		Artículo 811 Liquidación del régimen de participación		4872 ¿Este procedimiento específico para el régimen económico matrimonial de participación tiene fase de formación de inventario?

		4873 ¿En qué consiste la fase de liquidación de este singular régimen?

		4874 ¿Cómo se desarrolla el procedimiento de liquidación del régimen de participación?

		4875 ¿A qué se refiere la norma —apartado 5.º del art. 811— cuando se refiere a la forma en que deberá hacerse el pago?

		4876 ¿Existen normas procesales relativas a la liquidación de este régimen económico fuera de la LEC?













		Título III De los procesos monitorio y cambiario		Capítulo I Del proceso monitorio		Artículo 812 Casos en que procede el proceso monitorio		4877 ¿Qué naturaleza jurídica tiene el proceso monitorio?

		4878 ¿El listado de documentos del art. 812 LEC es un numerus clausus?

		4879 ¿Es válida la fotocopia de los documentos del art. 812 LEC para efectuar el requerimiento de pago?

		4880 ¿En caso de reclamaciones derivadas de tarjetas de crédito, o de préstamos, debe aportarse el contrato base y habérsele notificado al deudor la deuda posterior reclamada?

		4881 ¿Es suficiente una simple hoja manuscrita reconocimiento una deuda?

		4882 ¿Las facturas creadas unilateralmente por el acreedor profesional son título suficiente para iniciar el proceso monitorio?

		4883 ¿Pueden aportarse soportes electrónicos —grabaciones— que documenten la deuda reclamada?

		4884 ¿Es posible reclamar la devolución de unas arras derivadas de un contrato de compraventa?

		4885 ¿Es posible reclamar cantidades determinables e intereses?

		4886 ¿Pueden reclamarse cantidades inferiores a la reflejadas en el documento que se aporta en la petición monitoria?

		4887 ¿Los títulos cambiarios —o ejecutivos— puede documentar la petición monitoria?

		4888 ¿Es admisible la acumulación objetiva de acciones?

		4889 ¿Es admisible la acumulación subjetiva de acciones?





		Artículo 813 Competencia		4890 ¿Cuál es el tribunal competente para conocer de una petición monitoria formulada contra una sociedad?

		4891 ¿Tiene eficacia una cláusula de sumisión expresa en el proceso monitorio?

		4892 ¿Tienen competencia objetiva los juzgados de lo mercantil para conocer de procesos monitorios?

		4893 ¿Cuál es el tribunal competente territorialmente para conocer de una petición monitoria contra una persona jurídica?

		4894 ¿Cuándo se demanda a una Sociedad puede fijarse la competencia territorial en función del domicilio del administrador social de dicha sociedad?

		4895 En caso de lograr notificar la petición monitoria al deudor si después se acredita que ese no era su domicilio, ¿podrá determinarse la posterior nulidad por falta de competencia territorial?

		4896 ¿Cuál será el tribunal competente cuando haya una acumulación subjetiva de acciones y los deudores tengan diferentes domicilios?

		4897 ¿Cabe la declinatoria en el juicio monitorio?

		4898 ¿Es posible el control de oficio ab initio de la falta de jurisdicción o competencia del Tribunal?





		Artículo 814 Petición inicial del procedimiento monitorio		4899 ¿Quién debe firmar la petición monitoria en caso de personas jurídicas?

		4900 ¿Pueden pedirse medidas cautelares en la petición monitoria?

		4901 ¿Qué tipo de control judicial debe hacerse para admitir a trámite la petición monitoria?

		4902 ¿Es recurrible la resolución que admite a trámite la petición monitoria?

		4903 ¿Puede discutirse en el declarativo posterior que se deriva de la petición monitoria la indebida admisión a trámite de dicha petición?





		Artículo 815 Admisión de la petición y requerimiento de pago		4904 ¿Puede inadmitirse la petición monitoria si la persona reclamante no es la que aparece en el título monitorio como acreedor de la deuda reclamada?





		Artículo 816 Incomparecencia del deudor requerido y despacho de la ejecución. Intereses		4905 ¿Debe notificarse al deudor el decreto que pone fin al proceso monitorio y permite al acreedor instar la ejecución?

		4906 ¿Puede permitirse en oposición a la ejecución alegar la falta de legitimación activa?

		4907 ¿Es necesario que se presente una demanda ejecutiva ante la falta de oposición del requerido de pago?

		4908 ¿Para exigir en ejecución el pago del interés de mora procesal pactado debe aportarse el documento privado en el que figure dicho interés?

		4909 ¿Cuál es el tribunal competente para conocer de la ejecución derivada de la falta de oposición del requerido de pago?

		4910 En la ejecución derivada de un proceso monitorio por reclamación de deudas a un copropietario —ex. 21 LPH— ¿Puede ampliarse la ejecución a nuevas —y posteriores— cuotas comunitarias impagadas por el deudor que fue inicialmente requerido de pago que se deriven del acuerdo alegado cómo infringido?

		4911 ¿Cabe oponer al despacho de la ejecución motivos de oposición de fondo al requerimiento de pago (por ejemplo, el incumplimiento contractual)?





		Artículo 817 Pago del deudor		4912 ¿Puede imponerse la condena en costas en caso de que el deudor atienda al requerimiento de pago?





		Artículo 818 Oposición del deudor		4913 ¿Cuándo deben aportarse los documentos en caso de oposición monitoria?

		4914 ¿Cuándo deben aportarse los dictámenes periciales en caso de oposición monitoria?

		4915 En el declarativo posterior, ¿es necesario aportar los documentos que se aportaron en la petición inicial del monitorio?

		4916 ¿Es posible la reconvención en la oposición monitoria?

		4917 De pedirse en los escritos de oposición y/o impugnación a la oposición vista en el posterior juicio verbal, para la práctica de la prueba o reconvención ¿debe ordenarse dicha vista?

		4918 ¿Qué sucede cuando hay pluralidad de reclamados en el pago monitorio y una se opone y el otro no?

		4919 ¿Puede el actor, en el declarativo posterior, añadir otras reclamaciones diferentes de la que constituyó su petición monitoria?

		4920 ¿Puede en el juicio declarativo posterior interponerse la demanda contra nuevos deudores no requeridos de pago en la inicial petición monitoria?

		4921 ¿Puede el deudor, en el declarativo posterior, añadir nuevos motivos de defensa diferentes de los alegados en el escrito de oposición?









		Capítulo II Del juicio cambiario		Artículo 819 Casos en que procede		4922 ¿El tenedor de un título cambiario ostenta libertad de elección procedimental, o de cumplirse los requisitos regulados en la LCCH, en la letra de cambio, cheque o pagaré, debe acudir obligatoriamente al proceso cambiario?

		4923 ¿Constituye condición sine qua non para la utilización del juicio cambiario, el cumplimiento de los requisitos formales exigidos en los artículos 1, 94 y 106 LCCH, para la letra de cambio, pagaré y cheque, respectivamente?

		4924 ¿El cumplimiento de los requisitos formales enunciados en la LCCH, arts. 1, 94 y 106, exige de la consignación en la letra de cambio, pagaré o cheque de la literalidad de los presupuestos reglamentados en estas normas o son válidas las expresiones análogas que equivalen a la voluntad de estos preceptos?

		4925 ¿La condición general de los contratos de préstamo concertados con consumidores, sin intervención de fedatario público, en la que se prevea la firma por el prestatario (y, en su caso, por fiador) de un pagaré en blanco, en el que el importe es complementado por el prestamista con base a la liquidación realizada unilateralmente por él, es abusiva?

		4926 ¿Qué documentos cambiarios deben ser emitidos en efecto timbrado para ser considerados título hábil para la incoación del juicio cambiario, y tal exigencia, vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva?





		Artículo 820 Competencia		4927 ¿Puede decretarse la competencia de un Juzgado diferente al que conoció, inicialmente, de la demanda, en base a la identificación posterior de un nuevo domicilio efectuada por el demandante?

		4928 ¿Qué domicilio debe tenerse en cuenta a efectos de concretar la competencia en un proceso cambiario en el que la persona demandada es una sociedad mercantil?

		4929 ¿Cuál debe considerarse el domicilio del deudor, a efectos de atribuir la competencia territorial en el proceso cambiario?

		4930 ¿Ante la existencia de una pluralidad de obligados cambiarios, la competencia podrá atribuirse al Juzgado del domicilio de cualquiera de ellos?

		4931 ¿Es posible la alegación de la declinatoria en el juicio cambiario?





		Artículo 821 Iniciación. Demanda. Requerimiento de pago y embargo preventivo		4932 ¿Es posible la ampliación de la petición que consta en la demanda, en base a la aplicación del artículo 578 LEC al proceso cambiario?

		4933 ¿Se puede efectuar el requerimiento de pago vía edictal?

		4934 ¿La práctica del embargo, se realiza conjuntamente con el requerimiento de pago, o, es preciso el transcurso de los 10 días de plazo que se conceden al demandado para pagar?

		4935 ¿El título cambiario que se adjunte con la demanda, debe ser el original o, por el contrario, es suficiente una copia del mismo, y, en este segundo caso, resultaría susceptible de subsanación tal omisión?

		4936 ¿Se puede impugnar mediante recurso, el auto que decrete la corrección formal del documento cambiario?





		Artículo 822 Pago		4937 ¿Entre las cantidades que deben pagarse por el deudor, se limitan los réditos e intereses devengados hasta la presentación de la demanda o hasta el efectivo pago?

		4938 ¿La falta de imposición de costas en la resolución que finaliza el proceso cambiario por pago, puede ser subsanada en la instancia o debe formularse recurso de apelación?

		4939 ¿Deben imponerse las costas procesales a los deudores que anuncian el allanamiento y futuro pago, tras la presentación de la demanda?

		4940 ¿Qué artículo, relativo a la imposición de costas, se aplica cuando en la demanda se piden cantidades ya abonadas, procediéndose a pagar tras la demanda la suma realmente debida?

		4941 ¿Debe condenarse en costas al demandado que atiende el requerimiento de pago en el plazo de 10 días?





		Artículo 823 Alzamiento del embargo		4942 ¿La solicitud de alzamiento del embargo, alegando la falta de autenticidad de la firma o la falta de representación, exime al demandado de presentar demanda de oposición?

		4943 ¿La falta de alegación de la falsedad de firma en el momento procesal apto para solicitar el alzamiento del embargo, impide alegar la falsedad como motivo de oposición en la demanda cambiaria?

		4944 ¿Puede solicitarse el alzamiento del embargo por un tercero, en nombre del deudor?

		4945 ¿Se puede, en el juicio cambiario, alzar el embargo preventivo mediante la consignación de cantidad?

		4946 ¿La solicitud de alzamiento del embargo suspende el proceso cambiario?





		Artículo 824 Oposición cambiaria		4947 ¿Cuáles son los motivos de oposición que puede formular un avalista en el proceso cambiario?

		4948 ¿Los motivos de oposición susceptibles de formulación en un juicio cambiario incoado inter partes están tasados?

		4949 ¿Los motivos de oposición susceptibles de formulación en un juicio cambiario incoado inter tertios están tasados?

		4950 ¿Se puede formular, como motivo de oposición en el juicio cambiario, la falta de efecto timbrado de la letra de cambio?

		4951 ¿A cuál de las partes del proceso cambiario, le corresponde la carga de la prueba, en caso de haberse formulado oposición?





		Artículo 825 Efectos de la falta de oposición		4952 ¿Es posible formular oposición contra la resolución ejecutiva que finaliza el proceso cambiario?

		4953 ¿Es posible el examen de la abusividad de la cláusula de intereses moratorios en fase de liquidación, en un juicio cambiario finalizado por falta de oposición?

		4954 ¿La resolución que pone fin al proceso cambiario, ante la falta de oposición, produce efectos de cosa juzgada?

		4955 ¿Qué conceptos se incluirán en el despacho de ejecución, ante la falta de oposición del deudor?

		4956 ¿Es necesaria la presentación de demanda ejecutiva, para incoar la ejecución de la resolución dictada en el proceso cambiario, ante la falta de oposición?





		Artículo 826 Sustanciación de la oposición cambiaria		4957 Si las partes solicitan celebración de vista, ¿puede el órgano judicial negar su convocatoria?

		4958 ¿Puede alegarse algún motivo de oposición de naturaleza procesal o de carácter sustantivo en la vista?

		4959 ¿La cuantía discutida en el proceso cambiario, condiciona la tramitación de la oposición cambiaria?

		4960 ¿Cuáles son las consecuencias de la falta de comparecencia del deudor-demandante de oposición a la vista convocada?

		4961 ¿Es posible formular nuevos medios de prueba en la vista del juicio cambiario?





		Artículo 827 Sentencia sobre la oposición. Eficacia		4962 ¿Cuál es el ámbito de la cosa juzgada de la sentencia dictada en el proceso cambiario?

		4963 ¿En un juicio declarativo posterior, se podrán discutir cuestiones relacionadas con el vínculo contractual origen del título cambiario?

		4964 ¿La sentencia dictada en un proceso cambiario debe pronunciarse sobre las costas procesales?

		4965 ¿Pueden ser alegados en un juicio posterior, motivos de oposición no alegados en el proceso cambiario por declararse en rebeldía el demandado?

		4966 ¿Alcanza la cosa juzgada de la sentencia dictada en el proceso cambiario a créditos compensables?

		4967 ¿Cuál es el objeto de la LAJG?

		4968 ¿Puede recurrirse en amparo ante el TC por vulneración del derecho a la asistencia jurídica gratuita establecido en el art. 119 CE?

		4969 ¿Cuáles son los caracteres esenciales de la naturaleza del derecho a la gratuidad de la asistencia jurídica?

		4970 ¿La doctrina del TC sobre el derecho a la gratuidad de la asistencia jurídica ha recogido los criterios jurisprudenciales del TEDH?

		4971 ¿Cuál es el ámbito de aplicación de la LAJG?

		4972 ¿El número de veces en que, con amparo en el beneficio de justicia gratuita, ha litigado o pretendido litigar con anterioridad el solicitante, puede per se fundar la denegación del derecho a la asistencia jurídica gratuita?

		4973 ¿Tiene derecho al beneficio de la asistencia jurídica gratuita una sociedad mercantil de responsabilidad limitada?

		4974 ¿Es preciso declarar en la solicitud de reconocimiento de asistencia jurídica gratuita las personas que integran la unidad familiar del solicitante y sus respectivos recursos e ingresos económicos?

		4975 ¿Existe algún supuesto en que los medios económicos del solicitante de justicia gratuita deberán ser valorados individualmente?

		4976 ¿Qué conclusiones pueden extraerse en relación con el beneficio de asistencia jurídica gratuita y las litis expensas cuando un cónyuge litiga en contra del otro?

		4977 ¿La titularidad de fincas que no constituyan la vivienda habitual del solicitante es un elemento esencial para valorar la existencia de la carencia de patrimonio suficiente para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita?

		4978 ¿El goce del derecho a la asistencia jurídica gratuita exonera a su titular del pago de tasas judiciales, así como del pago de depósitos necesarios para la interposición de recursos?

		4979 ¿El goce del derecho a la asistencia jurídica gratuita produce el efecto de exonerar a su titular de la obligación de prestar las fianzas o cauciones que le sean exigibles en el ámbito del proceso civil?

		4980 Aunque la exigencia de la caución no se incluye entre las prestaciones que comprende el derecho a la asistencia jurídica gratuita, ¿puede la cuantía de la caución exigida vulnerar el art. 24 CE?

		4981 ¿El juzgador de instancia está obligado a acordar la práctica de la prueba pericial solicitada, por el mero hecho de tener el solicitante el beneficio de justicia gratuita?

		4982 ¿El goce del derecho a la asistencia jurídica gratuita produce el efecto de exonerar a su titular de la obligación de prestar las consignaciones que le sean exigibles?

		4983 El beneficiario del derecho a la asistencia jurídica gratuita, ¿está exonerado de prestar caución en el caso de que le sea requerida judicialmente?

		4984 ¿Hasta dónde llegan los efectos del reconocimiento del derecho a la justicia gratuita a que hace referencia el art. 2.d)1º de la LAJG, en lo relativo a la intervención de trabajadores en los procedimientos concursales?

		4985 ¿Los honorarios del administrador concursal entran dentro del contenido material del derecho del beneficio de justicia gratuita del concursado?

		4986 En un asunto de división de herencia con varios herederos, ¿el heredero que goza de justicia gratuita puede ser condenado a los honorarios del contador-partidor?

		4987 ¿Precisa el recurrente beneficiario de justicia gratuita ante un órgano judicial con sede en distinta localidad, instar de nuevo una solicitud de reconocimiento del derecho?

		4988 ¿Para el reconocimiento excepcional del derecho se sigue exigiendo la carencia de patrimonio suficiente?

		4989 ¿Tienen carácter retroactivo los efectos del reconocimiento del derecho la asistencia jurídica gratuita por circunstancias sobrevenidas?

		4990 ¿Puede reconocerse el derecho a la asistencia jurídica gratuita una vez presentada la demanda, o al demandado una vez formulada su contestación, si se acredita que las circunstancias y condiciones necesarias para obtener aquél sobrevinieron con posterioridad a la demanda o contestación, respectivamente?

		4991 ¿Qué plazo tiene el demandado para solicitar el derecho a la asistencia jurídica gratuita?

		4992 Solicitado el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita ante el juzgado del domicilio del solicitante, ¿puede el órgano judicial negarse a tramitar dicha solicitud?

		4993 ¿Cuál es la consecuencia de la no aportación por el solicitante de la documentación requerida por el Colegio de Abogados, en el trámite de subsanación de deficiencias en la solicitud?

		4994 ¿La mera designación de letrado y procurador del turno de oficio supone automáticamente el reconocimiento definitivo del derecho de asistencia jurídica gratuita?

		4995 ¿La designación de letrado de oficio implica per se que este asuma la representación procesal de la persona a defender?

		4996 ¿La solicitud de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita suspende automáticamente el curso del proceso?

		4997 ¿Existe norma especial y de aplicación preferente en el proceso laboral sobre la suspensión automática del curso del proceso por la solicitud de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita por los trabajadores y los beneficiarios del sistema de seguridad social?

		4998 ¿Cuándo procede, en su caso, la suspensión del curso del proceso, por haber solicitado el interesado la designación de abogado y procurador del turno de oficio?

		4999 Al levantarse la suspensión del curso del procedimiento por reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, ¿el plazo para realizar la actuación judicial empieza a contar de nuevo?

		5000 ¿Puede causar indefensión el Juzgado que levanta la suspensión del proceso ante una denegación provisional de la petición de justicia gratuita por el Colegio de Abogados?

		5001 ¿La falta de información sobre el plazo para pedir el reconocimiento del beneficio de asistencia jurídica gratuita en la cédula de emplazamiento y en el decreto de admisión de la demanda, es motivo insoslayable para declarar nulas las actuaciones, por quebrantar lo dispuesto en el artículo 155.1 LEC?

		5002 ¿Quién tiene que notificar al interesado la designación de los profesionales por el turno de oficio?

		5003 ¿Es positivo el silencio administrativo transcurrido el plazo de treinta días para que la CAJG resuelva la solicitud del derecho a la asistencia jurídica gratuita?

		5004 ¿Ostenta la parte contraria legitimación para impugnar las resoluciones que reconozcan, revoquen o denieguen el derecho a la asistencia jurídica gratuita?

		5005 ¿Cuándo el órgano judicial puede revocar el derecho de justicia gratuita?

		5006 ¿La apreciación judicial de la temeridad y la mala fe por el beneficiario de la asistencia jurídica gratuita por falsedad en la presentación de datos económicos, puede conllevar algún tipo de infracción tributaria?

		5007 ¿La LAJG reconoce la plena autonomía normativa y organizativa de los Colegios de Abogados en orden a la prestación del servicio de asistencia jurídica gratuita?

		5008 ¿Es posible simultanear procurador de oficio y letrado de libre designación o viceversa?

		5009 ¿Puede el letrado designado por turno de oficio aceptar, rechazar o renunciar libremente a la defensa?

		5010 ¿Cómo conjuga la LAJG la obligación real y efectiva de las funciones de los abogados designados respecto a su eventual renuncia?

		5011 ¿Es válida la actuación judicial de un abogado que sustituye al letrado designado de oficio?

		5012 ¿La inactividad del letrado designado de oficio por entender indefendible la pretensión, puede conllevar su responsabilidad civil profesional?

		5013 ¿Qué debe hacer el letrado designado de oficio que considera la pretensión insostenible?

		5014 ¿Puede el beneficiado por la asistencia jurídica gratuita renunciar al letrado de oficio?

		5015 El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita ¿impide la imposición de costas en la sentencia?

		5016 En un decreto de aprobación de costas en el que se indica que la cantidad puede hacerse efectiva directamente al/la procurador/a o ingresarla en la cuenta de consignaciones, en el plazo de veinte días a fin de evitar la ejecución, ¿debe eximir del pago de las costas al recurrente por gozar del beneficio de la justicia gratuita?

		5017 ¿Resulta procedente la tasación de costas al beneficiado de asistencia jurídica gratuita en idénticos términos que en los casos en que el obligado al pago de las costas no lo sea?

		5018 ¿El decreto en el que se aprueba la tasación de costas debe pronunciarse sobre la suspensión de la vía de apremio?

		5019 ¿Qué conclusiones pueden extraerse de lo establecido en el art. 36.2 LAJG, cuando el condenado al pago de las costas es a su vez el beneficiario de la justicia gratuita?

		5020 ¿Cabe imponer las costas al SEPE, por el mero criterio del vencimiento, siendo beneficiario de la asistencia jurídica gratuita?

		5021 ¿Cabe imponer las costas a los diferentes SSPSA en su condición de entidades acogidas al beneficio de justicia gratuita, aun no siendo Entidades Gestoras de la Seguridad Social?

		5022 ¿Es de aplicación el art. 36.2 LAJG cuando la TGSS es condenada al pago de las costas en el proceso civil?

		5023 ¿Puede una comunidad de propietarios reclamar el importe de las costas judiciales al comunero deudor condenado judicialmente y beneficiario de justicia gratuita?

		5024 ¿Puede el despacho de ejecución ser el medio para averiguar si el titular de la asistencia jurídica gratuita ha mejorado su situación económica para obtener el cobro de las costas?

		5025 ¿Es posible, en el ámbito de un litigio transfronterizo, obtener una subvención económica extraordinaria del Estado español para sufragar la minuta de un abogado de libre elección en otro Estado europeo, de acuerdo con la regulación europea y española sobre la asistencia jurídica gratuita?

		5026 Según el Anteproyecto de Ley de Medidas de Eficiencia Procesal del Servicio Público de Justicia, ¿quedan cubiertos los honorarios de los abogados que hubieren asistido a las partes a mecanismos de solución de controversias extrajudiciales?
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